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En las páginas de esta publicación, encontrará una amplia reflexión 
sobre la investigación en el Perú en los últimos cuatro años, así como 
la agenda pendiente y prioritaria al 2021, año del Bicentenario de la 
Independencia del Perú y año donde el Perú busca ser miembro de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).

Las temáticas de la presente publicación giran en torno a cinco ejes: 
Estado y gestión pública; derechos ciudadanos; política económica; 
pobreza y desarrollo; y ciencia y ambiente.

¿Por qué estos ejes? Porque desde la academia, consideramos que 
engloban los grandes desafíos que tiene el Perú para eliminar la pobreza 
y la desigualdad, y avanzar hacia un país con bases institucionales y 
económicas sólidas, que permitan un crecimiento sostenible e inclusivo.
Es importante mencionar el importante apoyo del Global Affairs Canada 
(GAC) y del Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo 
(IDRC, por sus siglas en inglés) en la elaboración de este documento.

El Consorcio de Investigación Económica y Social (CIES) seguirá 
apostando por la investigación económica, social y ambiental. Además, 
continuará generando y diseminando conocimiento y evidencia, base 
fundamental para desarrollar políticas públicas adecuadas y eficientes, 
aprendiendo del pasado y mirando hacia el futuro. 
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Lista de siglas, acrónimos y abreviaturas

• ACDI Agencia Canadiense de Desarrollo Internacional
• AER Agencia de Energización Rural
• AFP Administradora de fondo de pensiones 
• Aisped Atención integral de salud a poblaciones excluidas y dispersas 
• AL América Latina
• AMPE Asociación de Municipalidades del Perú
• ANA Autoridad Nacional del Agua
• ANGR Asamblea Nacional de Gobiernos Regionales
• ANP Áreas naturales protegidas
• AOM Otitis media aguda
• AP Acompañamiento pedagógico
• APEC Foro de Cooperación Económica Asia-Pacífico 
• ARV Tratamiento antirretroviral
• AUS Aseguramiento universal en salud
• AVAD Dispositivo de asistencia ventricular aguda
• BCRP Banco Central de Reserva del Perú
• BID Banco Interamericano del Desarrollo 
• BM Banco Mundial
• CAF Banco de Desarrollo de América Latina
• Cafae Comité de Administración del Fondo de Asistencia y Estímulo
• CAN Comisión de Alto Nivel Anticorrupción
• CAS Contrato administrativo de servicios
• CBC Centro Bartolomé de las Casas (Cusco)
• CC. SS. Ciencias Sociales
• CCI Consejo de Coordinación Intergubernamental
• Ceder Centro de Estudios para el Desarrollo Regional (Arequipa)
• CEI Centros de educación inicial
• Cemfi Centro de Estudios Monetarios y Financieros 
• Cenan Centro Nacional de Alimentación y Nutrición
• Centrum Centro de Negocios de la Pontificia Universidad Católica del Perú
• Cepal Comisión Económica para América Latina y el Caribe
• Cepes Centro Peruano de Estudios Sociales
• Ceplan Centro Nacional de Planeamiento Estratégico
• Ceriajus Comisión Especial para la Reforma Integral de la Administración 
 de Justicia
• CFI Crisis financiera internacional
• CGR Contraloría General de la República 
• CGV Cadenas globales de valor 
• CHS Alternativo  Capital Humano y Social Alternativo
• CIDH Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
• Cienciactiva Marca registrada de Fondecyt
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• CIES Consorcio de Investigación Económica y Social
• Cipca Centro de Investigación y Promoción del Campesinado (Piura)
• CITE Centro de Innovación Tecnológica
• Cites Convención sobre el Comercio Internacional de Especies 
 Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres
• CIUP Centro de Investigación de la Universidad del Pacífico
• CNC Consejo Nacional de la Competitividad
• CNCF Consejo Nacional de la Competitividad y Formalización
• Cofide Banco de Desarrollo del Perú
• Colciencias Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación 
 de Colombia
• Conapop Consejo Nacional de Política Criminal 
• Conasec Consejo Nacional de Seguridad Ciudadana 
• Concytec Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica
• Conicyt Consejo Nacional de Investigación Científica y Tecnológica de Chile
• Cosep Consejo Superior de Empleo Público 
• CPI Corruption Perceptions Index
• CSAP  Condiciones sensibles a atención primaria
• CTI Ciencia, tecnología e innovación
• CV Currículo de vida
• DAAD Servicio Alemán de Intercambio Académico
• DAI-PUCP Dirección Académica de Investigación de la PUCP
• Demuna Defensoría Municipal del Niño y del Adolescente
• DES Derechos en salud
• Desco Centro de Estudios y Promoción del Desarrollo
• DL Decreto Legislativo
• EBA Educación básica alternativa
• EBE Educación básica especial
• EBR Educación básica regular
• ECE Evaluación censal de estudiantes
• EIA Estudio de impacto ambiental  
• EIB Educación intercultural bilingüe
• Enaho Encuesta Nacional de Hogares
• Enapref Encuesta Nacional de Presupuestos Familiares
• Endes Encuesta Demográfica y de Salud Familiar
• ENUT Encuesta Nacional de Uso del Tiempo
• EPS  Entidades prestadoras de salud 
• ERNA Empleo rural no agropecuario
• Esban Encuesta de Salud y Bienestar del Adulto Mayor
• EsSalud Seguro Social de Salud
• ETS Enfermedades de transmisión sexual
• FAG Fondo de Apoyo Gerencial
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• FAO Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación 
 y la Agricultura
• Fapesp Fundación de Investigación de Sao Paulo
• FEF Fondo de Estabilización Fiscal 
• FIDA Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola
• Fidecom Fondo de Investigación y Desarrollo para la Competitividad
• Fincyt Fondo para la Innovación, la Ciencia y Tecnología
• Fitel Fondo de Inversión en Telecomunicaciones
• Fomitec Fondo Marco para la Innovación, Ciencia y Tecnología
• Fonchip Fondo de Cooperación Hispano Peruano 
• Foncomun Fondo de Compensación Municipal
• Foncor Fondo de Compensación Regional
• Fondecyt Fondo Nacional de Desarrollo de la Ciencia, Tecnología 
 e Innovación Tecnológica
• GDR Grupo de Diálogo Rural
• GG. LL. Gobiernos locales
• GG. RR. Gobiernos regionales
• GIZ Gesellschaft für Internationale Zusammenarbeit    
• GOLO Gobiernos locales
• GORE Gobiernos regionales
• GPS Sistema de posicionamiento global
• Grade Grupo de Análisis para el Desarrollo
• I+D Investigación y desarrollo
• I+D+i Investigación, desarrollo e innovación
• Iafas Instituciones administradoras de fondos de aseguramiento en salud
• IBC Instituto del Bien Común
• ICR Índice de competitividad regional
• Idehpucp Instituto de Democracia y Derechos Humanos de la Pontificia 
 Universidad Católica del Perú
• IDL Instituto de Defensa Legal 
• IDRC Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo
• IEP Instituto de Estudios Peruanos
• Ietsi  Instituto de Evaluación de Tecnologías en Salud e Investigación
• IGV Impuesto general a las ventas
• IIAP Instituto de Investigaciones de la Amazonía Peruana (Loreto)
• IICA Instituto Interamericano de Cooperación Agraria
• IIIH Índice de integración para la inclusión humana
• Iincore Índice de competitividad regional
• ILO International Labour Organization
• Imarpe Instituto del Mar del Perú
• IMC Índice de masa corporal
• INAP Instituto Nacional de Administración Pública 
• INEI Instituto Nacional de Estadística e Informática

11



• INEN Instituto Nacional de Enfermedades Neoplásicas
• INPE Instituto Nacional de Penitenciario
• INS Instituto Nacional de Salud
• IOH Índice de oportunidades humanas
• IP Intercambio prestacional
• IPAQ Cuestionario internacional de actividad física
• IPC Índice de precios al consumidor
• IPE  Instituto Peruano de Economía
• IPI Instituto Público de Investigación
• IPM Índice de pobreza multidimensional
• Ipress Instituciones prestadoras de servicios de salud
• IPYS Instituto Prensa y Sociedad
• IRD Instituto de Investigación para el Desarrollo de Francia
• IREN Instituto Regional de Enfermedades Neoplásicas
• ISI Import substitution industrialization
• ITP Instituto Tecnológico Pesquero
• ITS Infecciones por transmisión sexual
• JEC Jornada escolar completa
• JNE Jurado Nacional de Elecciones
• JUS Juntas de usuarios de los servicios de salud
• Lapop Latin American Public Opinion Project
• LGTB Lesbianas, gais, bisexuales, transgéneros y transexuales
• LGTBI Lesbianas, gais, bisexuales, transexuales e intersexuales 
• MCO Mínimos cuadrados ordinarios
• MEF Ministerio de Economía y Finanzas
• MEM Ministerio de Energía y Minas          
• Midis Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social
• MIMP Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables
• Minagri Ministerio de Agricultura y Riego
• Minam Ministerio del Ambiente
• Mincetur Ministerio de Comercio Exterior y Turismo
• Minedu Ministerio de Educación
• Mininter Ministerio del Interior
• Minjus Ministerio de Justicia
• Minsa Ministerio de Salud
• Mipyme Micro, pequeñas y medianas empresas
• Monin Encuesta de Monitoreo Nacional de Indicadores Nutricionales
• MPR Relación de posesión de medicamentos
• MTPE Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo
• MYPE Micro y pequeñas empresas
• NBI Necesidades básicas insatisfechas
• NINI Personas jóvenes que no estudian, no trabajan ni se encuentran 
 en capacitación laboral
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• NSF Fundación Nacional para las Ciencias de Estados Unidos
• NTHi Haemophilus influenzae no tipificable
• OCAS Organismos Constitucionalmente Autónomos
• OCDE Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
• ODS Objetivos de Desarrollo Sostenible
• OEFA Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental  
• OIT Organización Internacional del Trabajo
• OLPC One laptop per child
• OMS Organización Mundial de la Salud
• ONG Organización no gubernamental
• ONPE Organismo Nacional de Procesos Electorales
• ONU Organización de las Naciones Unidas
• Osinergmin Organismo Supervisor de la Inversión en Energía y Minería
• Ositran Organismo Supervisor de la Inversión en Infraestructura de 
 Transporte de Uso Público
• Paipdes-Susalud Programa de Acciones Integradas para la Promoción 
 de los Derechos de Salud
• PAN Programa Articulado Nutricional 
• PBI  Producto bruto interno
• PCM Presidencia del Consejo de Ministros
• PEA Población económicamente activa
• PER Programa de Electrificación Rural
• PET Población en edad de trabajar
• PHiD-CV Vacuna conjugada neumocócica
• PISA Programa Internacional para la Evaluación de Estudiantes o Informe
• Plancad Plan Nacional de Capacitación Docente
• PME Pequeñas y medianas empresas
• PMEMN Pequeñas y medianas empresas multinacionales
• PNC Pensiones no contributivas
• PNDP Programa Nacional de Diversificación Productiva
• PNIA Programa Nacional de Innovación Agraria
• PNP Policía Nacional del Perú
• PNRA Parque Nacional del Río Abiseo
• PNUD Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo
• PNUMA Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente
• POT Plan de Ordenamiento Territorial 
• PPP Paridad de poder de compra
• PPR Presupuesto por resultados
• PPVT Peabody Picture Vocabulary Test
• Pridi Proyecto Regional de Indicadores de Desarrollo Infantil
• Prodes Programa Pro Descentralización
• Produce Ministerio de la Producción
• Profonanpe    Fondo Nacional para las Áreas Naturales Protegidas por el Estado
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• Proinversión Agencia de Promoción de la Inversión Privada
• Pronabec Programa Nacional de Becas y Crédito Educativo
• Pronied Programa Nacional en Infraestructura Educativa
• Pronoei Programa No Escolarizado de Educación Inicial
• PSA Pago por servicios ambientales
• PSI Política de Salud Intercultural
• PTF  Productividad total factorial  
• PUCP Pontificia Universidad Católica del Perú
• QALY Año de vida ajustado por calidad
• RAISG Red Amazónica de Información Socioambiental Georreferenciada
• RCT Randomized control trials
• RCUK Consejo de Investigación de Reino Unido
• REDD Reducing Emissions from Deforestation and Forest Degradation 
• Remurpe Red de Municipalidades Rurales y Urbanas
• Renamu Registro Nacional de Municipalidades
• Reniec Registro Nacional de Identificación y Estado Civil
• Rimisp Centro Latinoamericano de Desarrollo Rural
• RIS3 Estrategia de Investigación e Innovación para la 
 Especialización Inteligente
• RMV Remuneración mínima vital
• RR. NN. Recursos naturales
• RR. HH. Recursos humanos
• RUC Registro Único de Contribuyentes
• SBS  Superintendencia de Banca, Seguros y AFP
• Senace Servicio Nacional de Certificaciones para las Inversiones 
 Sostenibles
• Sepia Seminario Permanente de Investigación Agraria
• Serfor Servicio Nacional Forestal y de Fauna Silvestre  
• Sernanp Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado
• Servir Autoridad Nacional del Servicio Civil
• SERVQUAL Cuestionario para la medición de la calidad del servicio
• SES Estatus socioeconómico
• SGR Sociedades de garantía recíproca
• SIAF Sistema Integrado de Administración Financiera
• SIEP Sociedad de Investigación Educativa Peruana
• Sinacyt Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología e Innovación Tecnológica
• Sinadis Sistema Nacional de Desarrollo e Inclusión Social
• Sinanpe Sistema Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado
• Sineace Sistema Nacional de Evaluación, Acreditación y Certificación 
 de la Calidad Educativa
• SIS Seguro Integral de Salud
• Sisfoh Sistema de Focalización de Hogares
• SPDA Sociedad Peruana de Derecho Ambiental
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• SPP Sistema Privado de Pensiones
• SSE Situación socioeconómica
• Sunafil Superintendencia Nacional de Fiscalización Laboral
• Sunarp Superintendencia Nacional de los Registros Públicos
• Sunasa Superintendencia Nacional de Aseguramiento en Salud
• Sunat Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración 
 Tributaria
• Sunedu Superintendencia Nacional de Educación Superior Universitaria
• Susalud Superintendencia Nacional de Salud
• TBC Tuberculosis
• TDNR Trabajo doméstico no remunerado
• Terce Tercer Estudio Regional Comparativo y Explicativo-Unesco
• TIC Tecnologías de información y comunicación
• TMC Transferencias monetarias condicionadas
• TMI Transmisión materno-infantil
• UDEP Universidad de Piura
• UGEL/MED Unidad de gestión educativa local/Minedu
• UICN Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza
• ULES Unidades locales de empadronamiento
• UNA Universidad Nacional del Altiplano (Puno)
• UNALM Universidad Nacional Agraria La Molina
• UNAM Universidad Nacional Autónoma de México
• UNAP Universidad Nacional de la Amazonía Peruana
• UNCTAD Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo 
• UNODC United Nations Office for Drugs and Crime
• UNSA Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa
• UNU Universidad de las Naciones Unidas
• UP Universidad del Pacífico
• UPC Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas
• UPCH Universidad Peruana Cayetano Heredia
• Usach Universidad de Santiago de Chile
• Usaid Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional
• USMP Universidad de San Martín de Porres
• VIH-SIDA Virus de la inmunodeficiencia humana
• Vivienda Ministerio de Vivienda
• VPH Virus del papiloma humano
• Vraem Valles de los Ríos Apurímac, Ene y Mantaro 
• WEF World Economic Forum
• WHO World Health Organization
• ZEE Zonificación ecológica económica
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presentaciÓn

El presente documento es la quinta edición de la serie Balance y agenda que desarrolla el 
Consorcio de Investigación Económica y Social (CIES) desde 1999. El objetivo de esta pu-
blicación, elaborada gracias al Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo 

(IDRC, por sus siglas en inglés) y al Global Affairs Canada (GAC), es contribuir al conocimiento 
de la realidad peruana y al diseño de políticas públicas, así como sugerir líneas de investigación 
y servir de marco de referencia a los investigadores en ciencias sociales. Asimismo, se busca vi-
sibilizar las investigaciones realizadas en los últimos años en el país, motivando nuevos estudios 
que consideren la base existente.

Con ese objetivo, cada edición de la serie tiene un balance de la producción de conocimiento 
de los últimos cinco años y propone una agenda de investigación clave en el país para el 
próximo quinquenio. 

Los anteriores cuatro balances han sido marcos de referencia para los últimos 15 concursos de 
investigación que ha desarrollado el CIES. La primera edición de la serie (año 2000) se enfocó 
en la investigación económica. Las siguientes tres (años 2004, 2008 y 2012) sumaron nuevas te-
máticas vinculadas a las ciencias sociales y a la gestión pública, tales como pobreza, educación, 
salud, empleo, descentralización, recursos naturales, macroeconomía, economía internacional, 
género, entre otras.

En esta quinta edición, se presenta el balance de la investigación 2011-2016 y la agenda de in-
vestigación 2017-2021, con base en cinco ejes: Estado y gestión pública; derechos ciudadanos; 
política económica; pobreza y desarrollo; y ciencia y ambiente. Estos ejes abarcan 15 capítulos.

En el eje sobre Estado y gestión pública, se analiza investigaciones en temas como servicio civil, 
reforma del sistema político y electoral, seguridad ciudadana, descentralización y corrupción. 
En este último punto, se plantean preguntas sobre vínculos entre corrupción e informalidad, y 
los factores que influyen en esta relación.

El eje acerca de derechos ciudadanos aborda derechos civiles y discriminación, salud y edu-
cación. En esta última temática se señala que el reto pendiente es el aprendizaje de los es-
tudiantes y en la agenda se propone investigar sobre la desigualdad educativa y si la escuela 
reproduce desigualdades socioeconómicas. 



Con respecto al eje sobre política económica, se analizan: la inserción en la economía internacional 
y el crecimiento; la situación del empleo y la informalidad; y los fundamentos macroeconómicos. 
En este último tema, tomando en cuenta que la informalidad no solo afecta la productividad, sino 
que tiene implicancias fiscales, se formulan preguntas vinculadas a la conveniencia de diseñar una 
estrategia nacional que articule diversos sectores para la formalización.

El eje sobre pobreza y desarrollo analiza el conocimiento generado en estudios de pobreza, subra-
yando la disponibilidad de nueva información que abre perspectivas de investigación, como los 
big data, los datos georreferenciados y la articulación de distintos tipos de fuentes. En desarrollo 
rural, una pregunta clave es cuál ha sido el impacto de las intervenciones articuladas del Estado en 
la reducción de la pobreza multidimensional y la desigualdad. 

Finalmente, el último eje –ciencia y ambiente– presenta temas sobre ciencia e innovación, ambien-
te y recursos naturales. Este último punto se enfoca en la conservación y aprovechamiento soste-
nible de los recursos naturales y de la diversidad biológica, y en la gestión integral de la calidad 
ambiental. La agenda de investigación de este capítulo se vincula con la agenda de investigación 
del Ministerio del Ambiente.

En cada capítulo, las agendas incluyen las prioridades de investigación que surgieron del XI Con-
sejo Consultivo del Sector Público del CIES, realizado el 13 de enero de 2017, y de 13 talleres 
de validación realizados por el CIES con diversos sectores del Estado. Para la elaboración del 
balance, los autores –en conjunto– revisaron más de mil documentos citados en las bibliografías 
de cada capítulo.

Asimismo, participaron en el desarrollo de los capítulos expertos académicos de algunos centros 
asociados al CIES, como el Centro de Investigación de la Universidad del Pacífico (CIUP), el Grupo 
de Análisis para el Desarrollo (Grade), el Instituto de Estudios Peruanos (IEP) y la Pontificia Univer-
sidad Católica del Perú (PUCP); así como de otras instituciones, como el Instituto de Investigación 
para el Desarrollo (IRD, Francia), Universidad de Santiago de Chile (Usach) y Videnza Consultores.

Este libro está dirigido principalmente a la comunidad académica, pero también es útil para los 
servidores públicos, la cooperación internacional, los periodistas, el sector privado y para todos 
aquellos interesados en entender las complejas dinámicas sociales del Perú.

El CIES seguirá comprometido con el impulso de la investigación en el Perú y agradece a sus 
centros asociados y a cada uno de los autores y autoras que han trabajado en este documento, 
así como a los especialistas consultados que contribuyeron a perfilar las agendas de investigación. 

Se puede acceder a cada documento completo en www.cies.org.pe.

Oficina Ejecutiva CIES
Lima, agosto de 2017
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El presente balance muestra un resumen de todos los estudios sobre 
la corrupción en el Perú, publicados en el periodo 2011-2016, que 
se han podido identificar. Son 40 textos de corte académico, que se 

acercan al perfil de las investigaciones que busca promover el CIES, y que 
en la medida de lo posible se han tratado de contrastar con bibliografía 
internacional para ubicar los trabajos en un contexto teórico y empírico más 
amplio. También se han tomado en cuenta algunos Documentos de política, 
que se nutren de textos académicos y tratan de darles un sentido práctico 
mediante propuestas de reformas del sector público. El temario propues-
to para una agenda de investigaciones para el periodo 2017-2021, que se 
expone luego del balance, se deriva de los temas priorizados para la in-
vestigación que el CIES recogió en el sector público y el sector privado, de 
la revisión bibliográfica, de las entrevistas realizadas a 10 expertos y de un 
taller de validación con representantes del sector público y la sociedad civil.

 1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016 

En el balance que se expone a continuación, los textos revisados se presen-
tan de acuerdo a los enfoques temáticos abordados con mayor frecuencia 
en las publicaciones: percepciones, causas/motivos, prácticas, impacto/vic-
timización y lucha anticorrupción.

1.1  Percepciones

Muchos –en realidad, la mayoría– de los datos que tenemos sobre la corrup-
ción no se refieren a una experiencia efectiva, sino a percepciones que se 
extraen de alguna encuesta. En su mayoría, estos estudios se benefician, por 
un lado, de censos nacionales que, como la Enaho, suelen incluir últimamen-
te preguntas sobre el tema; y por otro lado, de sondeos especialmente di-
señados para medir la corrupción (aunque, valga la redundancia, de hecho, 
suelen medir percepciones), siendo el más importante sin duda la encuesta 
anual de Transparencia Internacional (el Corruption Perception Index o CPI). 
En el Perú, contamos además con la encuesta bianual de Proética, que en su 
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última versión –del año 2015– encontró que la corrupción era considerada 
por sus encuestados como el segundo problema más importante del país 
(46%), después de la delincuencia y falta de seguridad (62%);2 y que cuatro 
de cada cinco entrevistados consideraban que la corrupción se ha incre-
mentado en los últimos cinco años (Proética 2015).

Otras fuentes muestran resultados similares. En su encuesta para el Baró-
metro de las Américas 2014 (Lapop, por sus siglas en inglés: Latin America 
Popular Opinion Project), Carrión, Zárate y Zechmeister (2015) encontraron 
que la preocupación en la población ha crecido de manera sostenida desde 
que se aplica el sondeo y –al menos en la opinión de sus encuestados– 
“la corrupción estatal parece ahora una epidemia de alcance nacional” (p. 
160). En 2014, cuando se aplicó la encuesta, alrededor del 90% declaró que 
la corrupción se encuentra “algo” o “muy” generalizada entre los funcio-
narios públicos (p. 177), y el 10% señaló la corrupción como el problema 
más importante del país (p. 161). Estas percepciones se expresan con más 
frecuencia entre personas con un mayor nivel educativo y mayores ingresos 
familiares, entre aquellas de mayor edad, en el género masculino y entre los 
residentes de la selva y la costa norte. Según la encuesta, las estimaciones 
sobre la corrupción no afectan de manera negativa la valoración de la de-
mocracia como el mejor sistema político, pero sí influyen negativamente en 
la confianza en la política en general.

Ante los obstáculos que hacen tan difícil investigar empíricamente la 
corrupción, las encuestas sobre percepciones ofrecen índices accesibles, 
aunque con limitaciones. Después de todo, lo que recogen son apreciaciones 
subjetivas –o lo que Clatterberg, Moreno y Zuasnábar (2013: 104) llaman un 
“relativismo cognitivo”–, las cuales no necesariamente reflejan situaciones 
reales y, en el peor de los casos, pueden llevar a conclusiones equivocadas 
(Olken 2009: 961).3 Por ello, en los últimos años, mediciones como el CPI 
estuvieron sometidas a un cuestionamiento teórico y empírico. Se las ha 
acusado de tener un “sesgo innato” debido al elitismo de sus encuestados 
(Xenakis 2010: 40), de marginalizar estudios cualitativos y no considerar 

2 Llama la atención cómo la bonanza económica de las últimas dos décadas ha invertido las percepciones: en 2002, como 
principales problemas fueron considerados el desempleo con 75% y la pobreza con 60%, mientras la corrupción ocupó 
uno de los últimos lugares, con tan solo 29%; en 2015, el desempleo bajó a 21% de las respuestas, y la pobreza a 25%.

3 Así lo entiende también la Comisión de Alto Nivel Anticorrupción: “Hay una concentración en la medición de 
percepciones que es importante, pero que no es siempre suficiente para entender la situación del fenómeno” (CAN 
2012: 19).
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acepciones locales (Ivanov 2007), de ver solo la corrupción burocrática mas 
no la corrupción política (Bardhan 2006: 343), de “medir lo que no se puede 
medir” (Galtung 2006) y hasta de ser potencialmente contraproducente 
para la lucha contra la corrupción en la medida que se prestan a fines 
políticos (Andersson y Heywood 2009). Además, varios estudios empíricos 
encontraron una relación poco confiable entre la percepción y la incidencia 
(ver Seligson [2006] para América Latina). 

Sin embargo, muchos autores resaltan que el análisis de las percepciones 
sobre la corrupción sí tiene importancia, porque las percepciones, de alguna 
manera, influyen en la incidencia. En palabras de Bardhan (2006: 347), “nada 
perpetúa la corrupción tanto como las percepciones exageradas”, con el 
riesgo de convertirla en una “profecía autocumplida” (Corbacho et al. 2016). 
“Altos niveles de percepción pueden tener efectos aún más devastadores 
que la misma corrupción”, consideran Melgar, Rossi y Smith 2010: 120), por-
que generan una cultura de desconfianza.

Esta es una las ideas de fondo de un proyecto interdisciplinario que está 
realizando el Centro de Investigación de la Universidad del Pacífico (CIUP), 
el cual parte de la idea de que “existe una relación endógena entre la con-
fianza en las instituciones públicas y la corrupción” (Muñoz, Guadalupe y 
Castillo s. f.: 2). Basándose en una extensa revisión bibliográfica, Guadalupe 
et al. (2016: 13-14) identifican siete factores con el potencial de moldear 
las percepciones de la corrupción, más allá de la experiencia directa: a) la 
sensibilización de la población sobre casos “grandes” mediante “esfuerzos 
de alto perfil contra la corrupción”; b) los canales informativos por los que 
se enteran; c) el grado de interés en la vida política, en particular una lealtad 
afectiva a una determinada identidad o a un partido; d) las percepciones de 
vulnerabilidad y perspectivas económicas; e) el nivel de sofisticación políti-
ca, refiriéndose a conocimientos que a su vez dependen de factores como 
el nivel de educación; f) los posibles beneficios de acciones corruptas que 
pueden neutralizar el disgusto popular; y g) factores sociodemográficos que 
determinan el contacto con el Estado, y por lo tanto, una mayor exposición 
a prácticas de corrupción.

Utilizando información de las encuestas de Proética de los años 2010 y 2015, 
los autores presentan un estudio experimental que elabora modelos expli-
cativos sobre la base de estos siete factores. El resultado son conclusiones 
muy detalladas sobre la construcción de percepciones de la corrupción en 
el Perú, en las cuales destacan aspectos como los siguientes:
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• La importancia de factores sociodemográficos (elevada percepción de la 
corrupción a mayor edad y educación de las personas; mayor tolerancia 
cuando se es más joven y cuando se tiene un nivel educativo menor a 
secundaria completa y un nivel socioeconómico bajo; mayor opinión so-
bre prevalencia de corrupción entre políticos en personas de mayor nivel 
socioeconómico).

• La probabilidad de valorar a la corrupción como un problema mayor del 
país disminuye entre quienes declaran tener interés en la política.

• Entre personas que tienen afiliación o simpatía hacia un partido dismi-
nuye la opinión sobre prevalencia de corrupción entre políticos, pero 
aumenta la opinión de prevalencia de corrupción entre empresarios.

En un estudio similar del CIUP, aún no publicado, que utiliza los mismos 
parámetros, pero se sustenta en datos de la Enaho, Muñoz, Guadalupe y 
Castillo (s. f.) encuentran que las percepciones de corrupción son forma-
das, a nivel individual, por la experiencia directa con actos de soborno; la 
frecuencia de consumo de noticias; el lugar de residencia (la percepción de 
que hay corrupción es mayor cuando los encuestados viven en zonas rura-
les); así como el sexo y la edad de los encuestados. A nivel regional, fueron 
importantes las evaluaciones individuales de la marcha económica, factores 
políticos como el nivel de competitividad en las elecciones y, sobre todo en 
las zonas rurales, el alcance del Estado. Uno de los hallazgos más interesan-
tes del estudio es que “el PBI regional per cápita y las transferencias per cá-
pita del canon son estadísticamente significativas, pero no sustancialmente. 
Por lo tanto, los factores económicos (…) no parecen influir en la percepción 
de la corrupción en el Perú” (ibid.: 24). Otra de las conclusiones principales 
se refiere a la importancia de analizar las percepciones en el nivel individual, 
pues así se obtienen resultados más exactos en comparación con los habi-
tuales análisis a nivel nacional o regional.

Daly y Navas (2015) analizan las percepciones sobre corrupción entre 406 
ejecutivos de la empresa privada, a quienes aplicaron entrevistas y un cues-
tionario. La gran mayoría de su muestra percibe que la corrupción en el país 
va en aumento, lo cual atribuyen fundamentalmente a la presencia de raíces 
culturales. Un 75% admite haber realizado pagos irregulares, pero tienden a 
localizar la corrupción exclusivamente en el sector público y negar su propia 
responsabilidad. “El ejecutivo peruano –concluyen los autores– no ha toma-
do conciencia de que su proclividad a efectuar pagos irregulares contribuye 
a perpetuarla” (p. 38). Si bien expresan mortificación por los sobornos que 
tienen que pagar para agilizar trámites o para influir en fallos judiciales, en 
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la práctica se ha establecido lo que los autores consideran un “pacto implí-
cito” entre empresarios y funcionarios, el cual obliga a los primeros a renun-
ciar a una porción de los ingresos. Sin embargo, estos pagos no representan 
mayores mermas en la rentabilidad de su negocio; es decir, no tienen un 
impacto significativo sobre las operaciones de su empresa. Eso hace que, al 
menos implícitamente, los ejecutivos peruanos reconozcan la funcionalidad 
de la corrupción; para ellos, concluyen los autores, la corrupción “es más 
lubricante que carga onerosa” (p. 40), lo cual se expresa en un “desinterés 
en reformar y fortalecer las instituciones del país” (p. 39).

Finalmente, se identificaron dos tesis universitarias de la Pontificia Universi-
dad Católica que abordan el tema de las percepciones de la corrupción en 
la Policía Nacional del Perú (PNP). Cayetano Cuadros (2015) encontró que 
la población forma sus opiniones más que nada a través de experiencias y 
observaciones propias. Por otro lado, los efectivos de la Policía consideran 
que la opinión pública está condicionada por la publicación continua y re-
petida de hechos negativos en los medios de comunicación; otro factor que 
influiría, según ellos, es el nivel educativo de la población o, en palabras de 
uno de sus entrevistados, su “nivel cultural” (p. 53).

Cuéllar Fajardo (2016) entrevistó a 16 estudiantes de escuelas técnicas su-
periores de suboficiales para su tesis de licenciatura en psicología. Según la 
percepción de sus entrevistados, quienes reconocen la mala reputación de 
la institución a la cual piensan integrarse, los rasgos distintivos de las perso-
nas que cometen actos de corrupción se caracterizan por valores individua-
listas y materialistas. Otros factores que podrían incidir en las percepciones 
son el nivel socioeconómico, los estereotipos de género, los procesos de in-
fluencia social y el sector de actividad profesional (público o privado). Como 
soluciones, los entrevistados proponen medidas de control, la educación, la 
vigilancia ciudadana y la transparencia en el ejercicio de las funciones.

1.2  Causas/motivos

En las últimas décadas, se ha producido una importante bibliografía dedi-
cada a identificar posibles causas de la corrupción, desde clásicos como los 
textos de Susan Rose-Ackerman (1999) o Vito Tanzi (1998), hasta publicacio-
nes más recientes como las de Treisman (2007), Pelligrini y Gerlagh (2008) o 
Goel y Nelson (2010), por mencionar solo algunas que usan datos de corte 
transversal. Existe unanimidad en que se trata de un fenómeno complejo y 
multifacético.
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En contraste con la abundancia de publicaciones a nivel internacional, en 
el periodo que abarca el presente balance (el Perú, 2011 a 2016) solo se 
han encontrado dos artículos dedicados explícitamente a factores causantes 
de la corrupción, ambos desde la psicología. Frisancho (2015) publicó los 
resultados de un taller con 13 jueces especializados en anticorrupción que 
la autora realizó con el objetivo de “reconocer las emociones morales que 
surgen al enfrentar actos de corrupción” (p. 99). Utilizando viñetas con dife-
rentes transgresiones morales, se aplicaron algunas preguntas para evaluar 
el juicio moral de los participantes. Se encontró que la mayoría de ellos no 
identificó la corrupción como una transgresión moral. Cuando expresaron 
emociones como la vergüenza, la culpa o el remordimiento no fue debido a 
un malestar subjetivo interno que se experimentaría al transgredir principios 
que la persona siente parte de ella misma (p. 111), sino por el temor a la san-
ción o al malestar que les produciría verse descubiertos (p. 99). En suma, de 
acuerdo con su especialidad, la autora encuentra una causalidad individual 
que perpetúa la corrupción.

El artículo de Peña (2013) es de carácter más general y en lo esencial resume 
el argumento de su libro publicado 10 años antes (Peña 2003). Es una reflexión 
sobre lo que el autor llama “los elementos ocultos de la corrupción”, interpre-
tada como “psicopatología política y social”, que en última instancia se debe-
ría a una “interioridad penosa y lamentable de ética y la pérdida de valores” 
(p. 154). Esta pérdida de valores a su vez sería el producto de “aspectos co-
rruptógenos (sic)” (ibid.) inherentes a experiencias traumáticas del individuo.

1.3  Prácticas

Con el riesgo de repetirnos: la corrupción es un tema elusivo para el análisis 
empírico, pues presenta una serie de obstáculos analíticos y prácticos. La 
narración de una actividad ilícita que se sustente en algún tipo de observa-
ción –fuese participativa o no– es difícil de por sí, y aún más cuando tanto el 
“agente” como el “cliente” están interesados en ocultar los hechos.4 

El primer investigador en haber superado estas barreras en el Perú fue Jaris 
Mujica, un autor con formación en antropología y ciencia política. En 2011 
publicó su tesis de maestría, una etnografía de la corrupción en los alre-

4 “Agente” y “cliente” se refieren al modelo (preponderante hasta la actualidad, sobre todo en los estudios económicos 
sobre la corrupción) de Robert Klitgaard (1988). Según este, la corrupción ocurre cuando un empleado público (agente) 
confabula con terceros (clientes) para apropiarse de un bien público que pertenece al “principal” (por lo general el 
Estado).
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dedores del Palacio de Justicia, en Lima (Mujica 2011a; para una versión 
abreviada ver Mujica 2011b). El libro describe con detalle las redes que se 
construyen fuera y dentro del Palacio y que incluyen una serie de actores: 
tramitadores, falsificadores que adulteran todo tipo de documentos, aboga-
dos informales, “jueces que tienen amistades con abogados en el exterior 
de Palacio” (p. 81), secretarias y practicantes.

El libro de Mujica aporta hasta la fecha la descripción más detallada que 
tenemos sobre las prácticas de la pequeña corrupción (o microcorrupción) 
en el Perú. El autor aplica un enfoque etnográfico que pone énfasis en la 
construcción de redes personales donde se compenetran la formalidad y la 
informalidad, el ejercicio profesional y los intereses particulares. Las redes 
de corrupción generan así su propia dinámica, que va más allá del objetivo 
inmediato del beneficio económico, e incluyen “mecanismos de pertenen-
cia, inclusión y protección” (p. 158), lo cual nos da una idea de la compleji-
dad del fenómeno, que no se reduce a la codicia.

Recientemente se ha aplicado un enfoque similar, si bien metodológica-
mente más limitado, en algunas tesis universitarias. Hernández Diez (2012) 
–en Provías Nacional, un proyecto especial del Ministerio de Transportes y 
Comunicación– y Rosales Soberón (2015) –en la Empresa Peruana de Servi-
cios Editoriales S. A. (Editora Perú)– encontraron redes entre funcionarios de 
las respectivas instituciones y personas particulares, orientadas a favorecer 
a un determinado postor en la contratación de servicios para el Estado a 
cambio de sobornos u otros favores. La tesis de Pérez Villacorta (2015), a 
su vez, analiza las estructuras de las redes de corrupción en el proceso de 
extracción de madera en Ucayali. La autora observa un sistema complejo 
de relaciones que se vinculan en todos los eslabones de la cadena, desde 
el otorgamiento de concesiones, pasando por la tala ilegal, hasta la comer-
cialización. Estas prácticas corruptas son un secreto a voces: “todos saben 
que sucede, pero al mismo tiempo todos saben que nadie sabe” (p. 147, 
citando a Jaris Mujica).

Villaorduña Aristondo (2015) presentó una tesis de maestría en sociología 
que analiza el uso indebido de combustible en la PNP. Al complementar 
información de la Dirección de Logística de la Policía Nacional (Dirlog-
PNP) con algunas entrevistas, el autor describe cómo se adulteran los 
registros de consumo de gasolina para luego vender los saldos no 
utilizados a particulares. Los casos más drásticos son de conocimiento 
público, pues en su momento tuvieron amplia cobertura mediática. Sin 
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embargo, Villaorduña recoge también las narrativas de ejecutivos de 
la Policía Nacional y encuentra una justificación de los hechos –que no 
son negados– en las normas de abastecimiento, que solo garantizan el 
suministro de gasolina mas no de otros insumos y autopartes (llantas, 
repuestos, lubricantes, mantenimiento). Ante estas restricciones, los 
policías –obviamente no en todos los casos, pero sí los hay– utilizan el 
dinero obtenido por la venta de la gasolina para mantener operativa su 
flota. Es decir, trasgreden las normas, pero no necesariamente en beneficio 
propio, sino para cumplir con los objetivos de la organización (p. 45). Se 
aplican “medios ilegítimos para fines legítimos” (p. 46), una manera de 
“corrupción por causas nobles” (p. 60) altamente legitimada al interior 
de la organización. Se manifiesta así una tensión entre la legitimidad y la 
legalidad, entre “la moral y la Ley” (Pardo ed. 2004), un tema que ha sido 
abordado por la antropología de la corrupción.

Contamos además con dos pequeños trabajos en el marco del Observatorio 
Anticorrupción del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. Cohaila et al. 
(2013a) describen casos de corrupción cometidos por depositarios legales, 
quienes representan el mayor porcentaje de personas imputadas en el Po-
der Judicial, aunque ellos no son funcionarios públicos. Se han comprobado 
dos modalidades que los autores interpretan como hechos de corrupción: 
en la gran mayoría se trata del uso indebido de los bienes, y en algunos 
casos los depositarios no los devolvieron a sus dueños porque los habían 
comercializado. En otro trabajo (Cohaila et al. 2013b), los mismos autores re-
visan denuncias sobre coimas de tránsito y encuentran que, en la mayoría de 
los casos que ingresan al sistema de justicia en Lima, estas acusaciones com-
prometen a conductores infractores que ofrecieron un soborno a un efectivo 
policial. En cambio, son pocos los casos en los que son denunciados los po-
licías –y menos los que son sentenciados–, lo cual se explica porque “existen 
notorias diferencias en cuanto a niveles de dificultad en la prueba del delito, 
las formas de terminación de los procesos y el tipo de sanciones que en uno 
y otro caso impone la justicia penal” (p. 17).

Los estudios sobre prácticas de corrupción suelen enfocarse en el sector pú-
blico; en cambio, sabemos poco sobre la presencia de actores privados. Mu-
jica et al. (2015) hacen hincapié sobre este vacío y presentan un trabajo, que 
utiliza datos del archivo del Instituto Prensa y Sociedad (IPYS) y de Transpa-
rencia Internacional que demuestran “la importancia del sector privado como 
parte de las prácticas de corrupción y la tercerización de ciertas actividades 
de intermediación” (p. 14). Como resultado de su ejercicio exploratorio, los 
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autores señalan las limitaciones penales para detectar a los agentes privados 
en las prácticas de corrupción, cuestionan afirmaciones como que la priva-
tización reduce inevitablemente la corrupción, y observan que la idea de la 
transparencia y acceso a la información no ha alcanzado al sector privado.

Un tema que se sitúa en el umbral entre la legalidad y la corrupción, una 
zona gris hasta el momento poco estudiada en el Perú es la ‘captura del 
Estado’ a través del cabildeo (lobbying). Hay un animado debate en círcu-
los académicos acerca de si el cabildeo es sustituto o complemento de la 
corrupción (Campos y Giovannoni 2006), sin llegar a conclusiones contun-
dentes.5 

Mujica (2014) presenta un estudio sobre el cabildeo en el Parlamento perua-
no. El autor observa que a diferencia de muchos otros países en el mundo, 
en el Perú (casi)  no hay lobbying profesional, debido a la (casi)6 inexistencia 
de vías formales que canalicen los flujos de la presión política como son 
los partidos políticos, de modo que  –una vez más– la gestión de intereses 
funciona a través de redes personales. Sin embargo, estas estrategias son 
limitadas y se restringen a “algunos parlamentarios y algunos funcionarios” 
(p. 52), y a temas específicos. Además, se dan más que nada durante los 
periodos electorales, a través del financiamiento de campañas.7 

En coincidencia con estas afirmaciones, una reciente tesis de maestría de la 
Universidad del Pacífico observa que la Ley 28024, que regula la gestión de 
intereses en el Perú, se encuentra “en un estado general de incumplimiento 
por parte de los agentes involucrados” (Rodríguez Galer 2016: 42). El autor 
propone una “ley de gestión de intereses de segunda generación” capaz 
de mejorar la regulación del cabildeo, el cual –si es aplicado de manera pro-
fesional y transparente– en sí es considerado como un mecanismo legítimo 
que puede generar mejores decisiones de política pública.

Durand (2016), desde una óptica distinta, llega a una postura más 
drástica. El autor analiza el fenómeno de la ‘puerta giratoria’ –el paso 
por el Estado de personas que antes tenían posiciones importantes en la 

5 “La literatura teórica a menudo utiliza el lobbying y la corrupción como sinónimos, mientras la literatura empírica asocia 
el lobbying con el medio preferido para ejercer influencia en los países desarrollados y la corrupción con el medio 
preferido en los países en vía de desarrollo” (Castro y Giovannoni 2006: 1).

6 La Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (Sunarp) mantiene un registro de gestores de interés.
7 Proética investiga el financiamiento de campañas en dos regiones del país (Puno y Áncash).
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empresa privada– en relación con la Ley 30230 (Ley que establece medidas 
tributarias, simplificación de procedimientos y permisos para la promoción 
y dinamización de la inversión en el país, publicada en El Peruano el 12 
de julio de 2014), y llega a la conclusión de que se trata de una captura 
del Estado por el sector empresarial, sobre todo el minero. Las normas 
así establecidas limitan la fiscalización tributaria para la rendición de 
cuentas y afectan a grupos sociales vulnerables, y de esta manera terminan 
generando mayor desigualdad social.

¿Es esto corrupción? Pues no en términos legales. El mismo Durand usa un 
“enfoque crítico” (p. 16) que explícitamente va más allá de mecanismos ilí-
citos como la corrupción y toma en cuenta también la implementación de 
políticas. Sin embargo, desde el 2000, el concepto de ‘captura del Estado’ 
está incluido en el repertorio de la lucha anticorrupción del Banco Mundial, 
que distingue entre ‘corrupción administrativa’ y ‘captura del Estado’. Define 
este último como “acciones de individuos, grupos o empresas de los sectores 
público y privado para influir en la formación de leyes, reglamentos, decretos 
y otras políticas gubernamentales (…) mediante el uso ilícito y la provisión no 
transparente de beneficios privados a funcionarios públicos” (The World Bank 
2000: 1; ver también Hellman et al. 2000 y Hellman, Jones y Kaufmann 2003). 
Kaufmann y Vicente (2011) presentan un modelo donde la élite construye un 
marco normativo para proteger su actitud corrupta; en estos casos, la corrup-
ción se vuelve una actividad éticamente cuestionable, pero legal.8 

Finalmente, hay indicios de una nueva modalidad que va más allá de los 
mecanismos acostumbrados de la corrupción: la infiltración del crimen orga-
nizado en el Estado. El flamante informe de la Comisión Presidencial de In-
tegridad advierte que “hoy está abierta la posibilidad de que el Estado sea 
capturado indirectamente por organizaciones criminales que filtran dinero 
del narcotráfico, la tala ilegal, la minería ilegal y el contrabando”, creándose 
así “condiciones para que desaparezca la sutil línea que separa la corrupción 
que proviene del dinero obtenido formalmente de aquella que procede de 
la economía ilegal” (Comisión Presidencial de Integridad 2016). También 
existe la variante de involucramiento directo en las instancias del Estado 
cuando los delincuentes ya no corrompen a los funcionarios, sino que se 

8 Véase también Bardhan (2006: 342): “Hay muchas actividades que son altamente corruptas, pero al menos según la ley 
del país no son ilegales”. Para los autores del CIUP, “la diferencia sustantiva entre estas acciones de ‘captura del Estado’ 
y el legítimo ejercicio de influencia está dada por dos factores: la falta de transparencia (…) y la entrega de pagos o 
beneficios a los funcionarios o políticos corruptos” (Guadalupe et al. 2016: 7).
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convierten en funcionarios ellos mismos. Durand (2016: 11) llama a esta mo-
dalidad “captura mafiosa”, que se da sobre todo a nivel subnacional. Ese 
es el tema de la tesis de licenciatura de Rosa Arévalo León (2014)9 sobre el 
gobierno de César Álvarez en Áncash. La autora llega a la conclusión de que 
el gobernador regional pudo mantenerse en el poder gracias a tres factores: 
prácticas autoritarias, el desarrollo de redes clientelares y de patronazgo y el 
gasto público proveniente principalmente del canon minero.

1.4  Impacto/victimización

La encuesta de Lapop 2014 (Carrión, Zárate y Zechmeister 2015) incluyó pre-
guntas sobre victimización de la corrupción. 26,4% de sus encuestados de-
clararon haber sido víctimas de por lo menos una instancia de corrupción; el 
mayor número de casos ocurrió en la interacción con los municipios (16,6%), la 
Policía (16,5%) y los juzgados (10,9%). Los autores observan una descentraliza-
ción de la corrupción que ahora afecta especialmente a gobiernos regionales 
y municipalidades provinciales; “en otras palabras, la corrupción más cons-
picua parece haberse mudado de la capital a las regiones del país” (p. 177).

El informe presenta un perfil desagregado de la victimización: las mujeres 
tienen menos probabilidad de ser afectadas por la corrupción (posiblemen-
te porque tienen menos contacto con la esfera pública); las personas más 
activas en la participación social tienen mayor grado de victimización; a nivel 
regional, la costa norte y la selva tienen mayor probabilidad de declarar que 
han sido víctimas de la corrupción; las personas que se autoidentifican como 
blancas tienen una menor posibilidad de ser afectados (p. 169) que las per-
sonas de origen indígena o afroperuano, que “son mucho más propensas a 
ser víctimas de la corrupción” (p. 177).

En un estudio econométrico, Yamada y Montero (2011) se preguntan si los 
efectos negativos de la corrupción y las trabas burocráticas del sector público 
afectan más a los pobres que a los no pobres. Utilizando el módulo Gober-
nabilidad, democracia y transparencia de la Enaho, de los años 2003 y 2006, 
así como una encuesta sobre funcionarios y servidores públicos realizada por 
Apoyo Opinión y Mercado para el Banco Mundial, en el año 2001, los autores 
encuentran entre dos y tres tipos de “castigos” que afrontan los pobres del 
Perú: tienen menos probabilidad de acceso a los servicios públicos, gastan 

9 Para una versión abreviada, ver Arévalo (2015).
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una proporción mayor de sus ingresos en coimas y tienen menor probabilidad 
de culminar exitosamente sus trámites ante la Policía y las empresas de servi-
cios básicos. Estos “castigos”, sin embargo, no son iguales en todas las ins-
tancias públicas: en los gobiernos regionales, ministerios y servicios de salud 
encontraron menor acceso y mayores pagos de coimas para los pobres; en el 
Poder Judicial, en cambio, solo se encontró un menor acceso a los servicios, 
mientras que la corrupción afecta por igual a los pobres y a los no pobres.

En otro estudio, los autores (Montero y Yamada 2011) evalúan si hay discri-
minación contra los ciudadanos de origen indígena en el uso de los servicios 
públicos. Utilizando las mismas fuentes que en el trabajo anterior, encuentran 
que efectivamente los hogares con características indígenas alcanzan niveles 
más bajos de acceso a los servicios –sobre todo los servicios básicos, tales 
como agua potable y saneamiento–  y menores tasas de conclusión exitosa de 
sus trámites. Sobre todo este último factor parece representar un problema 
de discriminación10 al interior de las entidades del Estado. Sin embargo, no se 
encontró efectos de un trato diferenciado a la población indígena en los casos 
de coima. “Los montos de corrupción parecen ser determinados por los fun-
cionarios corruptos como una tarifa fija, que grava de manera relativamente 
más fuerte a los ciudadanos pobres, pero que no discrimina según las carac-
terísticas étnicas del usuario” (p. 34). He aquí una diferencia con los hallazgos 
de la encuesta Lapop, que sí encontró una mayor victimización de corrupción 
entre la población que no se declaró como blanca.

Contamos con un texto que analiza el impacto que tiene el pago de sobor-
nos en la economía de los hogares peruanos y cómo eso ha cambiado entre 
el 2005 y el 2013 (Riesco Lind et al. 2015). Se trata de un estudio economé-
trico con datos de la Enaho, y los autores encontraron que, entre aquellos 
años, el porcentaje de hogares que usó el servicio de la Policía y pagó algún 
soborno se redujo de 28,36% a 22,56%. Por ámbito geográfico, las reduc-
ciones más significativas se reportaron en la sierra central y la sierra norte 
(siendo esta última una de las zonas que según la encuesta Lapop tenía 
mayor probabilidad de victimización por corrupción). La mayor reducción se 
produjo en el quintil de menor gasto (de 27,66% a 10,11%). Por otro lado, se 
encontró un aumento del gasto anual en coimas como proporción del gasto 

10 Los autores hacen una distinción entre ‘discriminación’ y ‘exclusión’. De acuerdo con su interpretación, el menor acceso 
a servicios públicos se debe a menores niveles educativos y una capacidad de gasto más baja de la población indígena, 
y por lo tanto a la exclusión; en cambio, la tasa de conclusión de trámites sí sugiere discriminación de las familias 
indígenas, pues se observa que se encuentran en desventaja incluso cuando se las compara con otros hogares del 
mismo nivel de ingreso y educación.
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total de los hogares que usaron el servicio de la PNP, si bien este no era 
estadísticamente significativo (0,0680% a 0,0991%; p. 89).

Mujica (2015) se pregunta si la corrupción efectivamente afecta a las inversio-
nes, tal como lo sostiene el sentido común de una gran cantidad de publi-
caciones, y encuentra “elementos suficientes” (p. 147) para cuestionar esta 
afirmación. Evidencia del Banco Central de Reserva muestra que durante las 
primeras dos décadas del siglo XXI no se produjo una reducción de inversio-
nes extranjeras en el Perú (que en el 2012 más bien crecieron en 49%), mien-
tras que hay indicios de que durante el mismo periodo el nivel de la corrup-
ción se mantuvo. Por lo tanto, concluye el autor, no hay una tensión analítica 
entre las inversiones y la corrupción. Es probable que ello se deba al hecho de 
que la corrupción no necesariamente genera incertidumbre –supuestamente 
una de las principales trabas para la inversión– cuando es estable; es decir, 
previsible y por lo tanto calculable. Eso es precisamente lo que se observa en 
el Perú (p. 156). El autor aclara que ello no debe interpretarse como una ca-
racterística positiva de la corrupción, pues absorbe recursos de otros rubros.

1.5  Lucha anticorrupción 

Si tomamos como referencia las publicaciones que se dedican a la lucha con-
tra la corrupción, y los proyectos en curso de instituciones como el Instituto 
de Defensa Legal (IDL) o el Instituto Democracia y Derechos Humanos de la 
Pontificia Universidad Católica del Perú (IDEHPUCP), se tiene la impresión 
de que esta lucha se percibe principalmente como un asunto legal. Derecho 
no forma parte de la cartera de investigaciones en ciencias sociales que 
promociona el CIES, y por lo tanto, en términos estrictos quedaría fuera del 
ámbito de este balance; sin embargo, mencionaremos algunos textos, pues 
pueden servir de insumo para estudios en otras disciplinas académicas.

En 2012, el IDEHPUCP publicó un libro que reúne a especialistas en dife-
rentes disciplinas jurídicas (Montoya Vivanco ed. 2012). Los autores discuten 
temas como la imprescriptibilidad de delitos de corrupción y algunos casos 
emblemáticos como el enriquecimiento ilícito de funcionarios públicos o el 
tráfico de influencias. Además, se presentan estudios críticos sobre aspectos 
procesales, así como trabajos sobre la prevención y el control de la corrup-
ción desde el ámbito legal.

La tesis de Vigil Carrera (2012) analiza la eficacia de la producción legal en 
la lucha contra la corrupción administrativa y encuentra una “inconsistencia 
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normativa”: no existe una definición clara y consensuada del fenómeno; 
las normas e iniciativas adolecen de unidad y organicidad, generando 
desarticulación de los objetivos centrales; no se orientan esfuerzos su-
ficientes para cumplir con las normas e iniciativas vigentes; y los opera-
dores no interiorizan los conceptos vinculados al control gubernamental. 
Como resultado, no hay correlato entre la cantidad de normas y el éxito 
en la lucha contra la corrupción. Como salida, el autor propone la capaci-
tación de funcionarios y la sensibilización de la ciudadanía.

En un pequeño artículo publicado en la revista de la Universidad Ante-
nor Orrego, en el cual se examina el sistema anticorrupción en la región 
La Libertad, Vega Rodríguez (2015) también concluye que la normativi-
dad jurídica no ha contribuido a lograr resultados satisfactorios. Como 
razones, el autor identifica la ausencia de juzgados especializados; la 
falta de una cultura de servicio; una intervención limitada de la Contralo-
ría General de la República; la ausencia de coordinación entre entidades 
de la administración pública; y factores como el retraso en los plazos o 
penas benignas que evitan que las decisiones jurisdiccionales tengan 
también un impacto social.

Rosa Mavila León ha presentado una tesis de maestría en la Escuela de 
Postgrado de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos que investiga 
la corrupción en el sistema de justicia durante el gobierno de Alberto Fu-
jimori (1990-2000), así como las iniciativas de la época post-Fujimori para 
reformar el Poder Judicial (la Comisión de Magistrados para la Reforma 
del Poder Judicial y la Reforma Integral de la Administración Pública de 
Justicia [Ceriajus]). Revisando los informes de estas y otras instancias, la 
autora describe con detalle los mecanismos aplicados por las redes ilí-
citas al interior del sistema de justicia y llega a la conclusión de que se 
trata de “una de las instituciones donde la corrupción ha tenido mayor 
arraigo” (p. 333). Los sucesivos intentos de reforma no han logado invertir 
esta imagen. Por un lado, las soluciones planteadas se vieron limitadas 
por un “sesgo punitivo” (p. 335) en detrimento del diseño de políticas 
integrales. Además, el Poder Judicial no logró desarrollarse plenamente 
como institución autónoma e independiente debido a su continua sub-
ordinación y abdicación frente a otros poderes: “Los gobiernos de turno 
han pretendido utilizar políticamente esta dependencia y deslegitimación 
para cuestionar su autonomía y no enfrentar el reto de construir una ética 
pública basada en la transparencia y la rendición de cuentas en el servicio 
de justicia” (p. 333).
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Una publicación del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos evalúa la ex-
periencia de las procuradurías anticorrupción (Simon y Ramírez coord. 2012). 
El libro sale del ámbito estrictamente jurídico e incluye también un trabajo 
interdisciplinario de Mujica, Quinteros, Castillo y Chávez (2012) sobre repa-
raciones civiles. Es un trabajo que procesa información cuantitativa sobre 
litigios, sentencias e instituciones afectadas, y concluye que las instituciones 
especializadas tienen pocas posibilidades de generar algún impacto sobre 
la pequeña corrupción. En los casos de gran corrupción sí es posible esta-
blecer un mecanismo especializado, aunque el trabajo de la Procuraduría 
Anticorrupción se vio limitado por la gran cantidad de casos que tenía a su 
cargo. Para los fines de este balance, quizás el resultado más importante de 
esta investigación sea la “séptima consideración”, la cual constata que “uno 
de los problemas reside en que se ha asumido que la corrupción implica una 
sola forma, y se trata de un fenómeno, homogéneo cuyos compartimientos 
son parte de misma estructura” (pág. 220).

En una reciente tesis de maestría sustentada en la Universidad de Salaman-
ca (España), Munive Pariona (2016) analiza las medidas anticorrupción to-
madas por el Estado peruano después de la caída del gobierno de Alberto 
Fujimori, poniendo énfasis en la labor de la Comisión de Alto Nivel Anti-
corrupción (CAN). La CAN se distingue de experiencias anteriores por su 
conformación intersectorial, “agrupando a actores públicos y no públicos, 
quienes interactúan a nivel estratégico; es decir, a nivel de formulación de 
políticas públicas” (p. 138), y de esta manera viene aplicando el “enfoque 
de coordinación interinstitucional”, que apuesta por “respuestas integrales, 
conjuntas y coherentes para hacerle frente a la corrupción” (p. 8). 

También el politólogo mexicano Víctor S. Peña-Mancillas (2011) analiza las 
iniciativas que se han tomado en el Perú con el objetivo de combatir la co-
rrupción después de la caída del gobierno de Fujimori. A diferencia de otros 
países latinoamericanos, en los que el enfoque se centra más en la promo-
ción de la participación de la sociedad civil y en la publicidad, la experiencia 
peruana ha sido sustancialmente jurisdiccional. Inmediatamente después de 
la caída –es decir, durante el gobierno de transición de Valentín Paniagua–, 
según el autor, la experiencia peruana no ha tenido precedentes en América 
Latina en cuanto a su rapidez, efectividad y transcendencia. Sin embargo, 
luego de la presidencia de transición de Paniagua, la importancia del tema 
anticorrupción ha ido disminuyendo y se han establecido algunas medidas 
inviables. En consecuencia, dice el autor, sucedió “lo que ha sucedido en el 
resto de América Latina: las enseñanzas que pudieron adquirirse del primer 

35



impulso que se le dio al tema, en los primeros años de la primera década del 
siglo, no han sido aprovechadas” (Peña-Mancillas 2011: 236).

Contamos además con dos tesis universitarias en ciencia política dedicadas a 
la lucha contra la corrupción en el Estado: la de Laos Castro (2015) analiza la 
labor de la Dirección Contra la Corrupción de la Policía Nacional del Perú, y 
la de Rojas Boucher (2015), las capacidades estatales para controlar la corrup-
ción vinculada al narcotráfico en el Valle de los Río Apurímac, Ene y Mantaro 
(Vraem). Mientras Laos Castro, él mismo miembro de la PNP, resalta el buen 
desempeño profesional de los integrantes de la dirección, cuya misión fun-
damental es investigar y denunciar delitos contra la administración pública y 
asistir a las demás instituciones del Estado en esta tarea, Rojas Boucher en-
cuentra serias limitaciones para la prevención y/o sanción de la corrupción en 
el Vraem, porque las estrategias no se aplican de manera apropiada según las 
diferentes fases del tráfico ilícito de drogas (producción, distribución y comer-
cialización), que requieren de estrategias específicas.

Queda mencionar brevemente la tesis de licenciatura de Melissa Vera Gue-
rrero, de la Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas (UPC). Ella resalta 
la importancia del periodismo de investigación en la lucha anticorrupción, 
en este caso cometida al interior del Congreso de la República sobre he-
chos que en su momento eran noticia pública (los casos de Elsa Canchaya 
y Ceciia Anicama).

Finalmente, contamos con algunos trabajos que presentan propuestas para 
la lucha contra la corrupción; entre ellos, los Policy Papers del CIES.

Para las elecciones nacionales de 2011, Panfichi y Alvarado (2011) presenta-
ron un Documento de política con recomendaciones que giraban en torno 
a dos ejes: el fortalecimiento de las instituciones de control más importantes 
(Poder Judicial, Poder Legislativo, Ministerio Público y Contraloría General de 
la República; a esta última se le asigna el rol de liderazgo) y el fortalecimiento 
de los mecanismos de vigilancia (accountability) desde la sociedad civil. Cada 
uno de estos ejes incluyó un número de medidas específicas que confluyen en 
el interés por hacer funcionar mejor a las instituciones del Estado.

Las recomendaciones del Documento de política para las elecciones de 
2016, a cargo de Lucila Pautrat (2016), se apoyan principalmente en una re-
visión de iniciativas legales y administrativas que el Estado emprendió du-
rante los últimos años para combatir la corrupción. El documento propone 
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a su vez una serie de medidas legales y reformas administrativas y una mayor 
articulación de los esfuerzos de las diversas entidades públicas.

Para las elecciones regionales del 2014, se presentaron dos Documentos de 
política que abordan el tema de la corrupción. Mujica y Arbizu (2015) dis-
tinguen entre diferentes niveles de corrupción (grande, mediana, pequeña), 
cada uno de los cuales implica modalidades y actores específicos, lo cual a 
su vez requiere de estrategias diferenciadas para combatirla. El documen-
to se sustenta en una amplia revisión bibliográfica. El texto de Leiva y Soto 
(2015) está dedicado a las instancias de control interno y toca el tema de 
la corrupción solo de manera indirecta. Los autores identifican una serie de 
deficiencias en la gestión pública que se relacionan con el control interno y 
proponen alternativas.

Un reciente documento del Laboratorio de Criminología de la PUCP (Mujica 
y Zevallos 2016) construye elementos conceptuales para reducir la pequeña 
corrupción a través de un enfoque de control preventivo. Los autores se apro-
ximan a la corrupción no desde la burocracia administrativa, sino a partir de 
las demandas de los usuarios. Su enfoque va más allá de la normatividad que 
caracteriza la mayoría de las publicaciones, pues sostiene que la anticorrupción 
no se puede restringir a acciones legales, sino que es fundamental entender la 
manera en que la corrupción es percibida y experimentada por los ciudadanos. 
Ello, a su vez, implica “entender que no todas las formas de corrupción tienen 
la misma fenomenología y no se pueden abordar, prevenir y reducir desde una 
misma perspectiva e intervención” (p. 17).

  2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

En un reciente balance de los estudios sobre la corrupción, el politólogo Mi-
chael Johnston llega a la conclusión de que nos encontramos en una encruci-
jada, pues “es probable y deseable que la próxima etapa de investigaciones 
sea sustancialmente diferente de lo que hemos visto hasta ahora” (Johnston 
2015: 274). Varias razones, entre ellas el escaso éxito del movimiento antico-
rrupción, que subestimó la complejidad y adaptabilidad del fenómeno, obligan 
a repensar paradigmas que “se han vuelto tan universales, tan incuestionables, 
tan parte de los sentidos comunes, que sus determinaciones, especificidades 
históricas y funciones sociales tienden a permanecer ocultas” (Bratsis 2003, ci-
tado en Johnston 2015: 278). La crítica de Johnston se refiere, sobre todo, al 
carácter ahistórico de los estudios y a su indiferencia frente a las variedades 
entre y dentro de las sociedades (p. 276; ver también Johnston 2005).
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Interpretamos las observaciones de Johnston como una llamada a realizar es-
tudios que se dirijan hacia una mejor comprensión de la corrupción –de sus 
causas, mecanismos, significados e impactos– en un contexto particular, en 
vez de repetir maquinalmente “un enfoque normativo y teleológico que en-
fatiza soluciones técnicas ‘neutrales’ para problemas que fueron despojados 
de su contenido ideológico y político” (Blundo y Olivier de Sardan 2006: 6). 
Otros autores hacen invocaciones similares y reclaman una “investigación más 
enfocada y desagregada (…) en lugar de los actuales enfoques generales” 
(Heath, Richards y de Graaf 2016: 7.1; ver también Philp y Dávid-Barrett 2015). 
Ello significa tomar cierta distancia de los modelos analíticos uniformizados 
de los manuales, tool kits y source books que abundan en la web. Pueden 
tomarse como referencia, pero poniendo a prueba su utilidad contextual y 
otorgándole más importancia al entorno –social, político, económico y cultu-
ral– específico.11  Eso implica también una mayor comunicación interdiscipli-
naria (Jancsics 2014). 

Últimamente, esta perspectiva está ganando importancia en los estudios de 
la corrupción; pensamos que debe también orientar las investigaciones en 
el Perú. Los estudios empíricos podrían llegar así a un nivel más sofisticado, 
lo cual, a su vez, beneficiaría las políticas anticorrupción.12 

La “encrucijada” que observa Johnston promete un universo de estudios 
novedosos sobre la corrupción. Las sugerencias que se hacen a continua-
ción para el periodo 2017-2021, en cambio, presentan un horizonte necesa-
riamente limitado y se nutren de la agenda de investigaciones presentada al 
CIES por el Gobierno central, cinco regiones del país y empresas del sector 
privado; de las entrevistas y de la revisión bibliográfica; así como de algunas 
sugerencias recogidas en el taller de validación con representantes del sec-
tor público y de la sociedad civil.

11 “Las normas sociales son muy diferentes en los diferentes países. Lo que se considera en un país como corrupción 
puede ser considerado como transacción rutinaria en otro” (Bardhan 2006: 343). “La manera como la corrupción afecta 
al desarrollo político y económico en diversos contextos socioculturales se diferencia tanto como la oxidación induce 
una coloración variada en su interacción con diferentes compuestos químicos” (Heidenheimer 2004: 101).

12 Para dar un ejemplo: algunos de los textos revisados repiten de manera mecánica el catálogo conceptual de los grandes 
organismos transnacionales, como el Banco Mundial o Transparencia Internacional. Entre las causas de la corrupción, 
se suele mencionar ‘la cultura’. Puede que sea así; sin embargo, es probable que el rol de ‘la cultura’ sea diferente en el 
nepotismo de la microcorrupción y en la gran corrupción que involucra a empresas internacionales y expresidentes de 
la República, con una amplia gama de situaciones distintas entre los extremos.
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La corrupción fue un factor marginal entre los temas priorizados para la 
investigación que el CIES recogió en el sector público y entre empresarios. 
Solo hay dos menciones: en el rubro 24 (Relación entre la inversión pú-
blica e inversión privada, MEF-sector privado), el sector privado propuso 
investigaciones sobre las causas y efectos de la corrupción en la inversión 
pública y mecanismos para mitigarla; y en la región Arequipa se planteó la 
pregunta si a nivel regional y local existen planes o políticas públicas que 
enfrenten a la corrupción, y cuál es el balance y resultados de los mismos 
(rubro 73).

Ambas propuestas son sin duda importantes. La primera señala algunos ele-
mentos de fondo –las causas y los efectos de la corrupción y las medidas 
para combatirla–, y la segunda nos remite a un tema específico poco estu-
diado en el ámbito peruano: la relación entre corrupción y descentraliza-
ción. Derivamos de estas inquietudes los primeros tres temas de la agenda 
de investigaciones que se propone para el próximo quinquenio. Incluimos 
para cada uno de ellos algunas sugerencias de lectura seleccionadas de 
la bibliografía internacional –necesariamente selectiva y, dada la enorme 
cantidad de publicaciones, en cierta medida también arbitraria–, las cuales, 
esperamos, puedan servir de orientación.

2.1  Causas de la corrupción

Llama la atención la escasez de estudios que analicen –empíricamente– las 
causas de la corrupción, o –para ser más preciso– de las diferentes modali-
dades que actualmente suelen ser subsumidas bajo este término. Tal caren-
cia implica el riesgo de que el aparato de la lucha contra la corrupción –los 
planes regionales y sectoriales, la misma legislación– confíe más en los cri-
terios ahistóricos y descontextualizados que critica Johnston, y no tanto en 
una base de conocimiento empírico.13 Como bien dice De Graaf (2007: 39),14  
“mientras más sepamos sobre las causas de la corrupción, mejor podemos 
decidir qué instrumentos políticos utilizar para combatirla”. Planteamos las 
siguientes interrogantes de investigación:

12 En realidad, en ninguno de los planes anticorrupción que revisamos se señala potenciales causas del fenómeno que 
pretenden combatir.

13 El autor discute algunas cuestiones epistemológicas y metodológicas relacionadas con el estudio de las causas de 
la corrupción; si bien su artículo se refiere a los países occidentales, sus sugerencias son útiles también para otros 
contextos. El texto está disponible en la web:

 http://unpan1.un.org/intradoc/groups/public/documents/un-dpadm/unpan049603.pdf.
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• ¿Qué causas son responsables de la persistencia de la ‘gran’ corrupción 
que involucra a líderes nacionales y empresas transnacionales?

• ¿Qué factores generan corrupción a nivel regional y local?
• ¿Qué factores son responsables de la persistencia de la ‘pequeña corrup-

ción’ (‘microcorrupción’ o ‘corrupción cotidiana’)?

Estudiar las causas de la corrupción es una tarea sumamente difícil y “figura entre 
los conceptos más controvertidos” (Huberts 2010: 146). Según Rothstein y Teo-
rell (2015), se requieren, aparte de una definición clara, al menos dos elementos: 
una teoría contrafactual de causalidad (si la causa está ausente, también lo es 
el efecto), y la posibilidad de desentrañar los mecanismos que dan origen al fe-
nómeno. Los autores hacen una revisión de la “plétora de posiciones contradic-
torias” (p. 80) que pueden servir de insumo para las investigaciones en el Perú. 
Huberts (2010) analiza diferentes metodologías aplicadas en las publicaciones 
que analizan las causas de la corrupción, y propone un “enfoque múltiple” que 
cruza una serie de variables (individuales, organizacionales, ambientales).15 Prats 
Cabrera (2008) resume algunos estudios sobre causas de la corrupción.

De las múltiples causas de la corrupción, proponemos algunos subtemas que 
podrían tener una importancia particular en el Perú:

2.1.1  La ‘trampa de la desigualdad’

Una de las (supuestas) causas estructurales de la corrupción, sobre la cual val-
dría profundizar también en el caso peruano, es la ‘trampa de la desigualdad’, 
identificada por Uslaner (2008): la desigualdad social fomenta la corrupción, 
y la corrupción a su vez genera más desigualdad. De manera análoga, You y 
Khagram (2005) sostienen que el poder explicativo de la desigualdad es por 
lo menos tan importante como las causas convencionalmente señaladas; por 
ejemplo, el desarrollo económico. Sin embargo, como suele suceder también 
con otros factores relacionados con la corrupción, no todos los estudios llegan 
a las mismas conclusiones. El estudio econométrico de Andres y Ramlogan-
Dobson (2011), por ejemplo, encontró una asociación entre menos corrupción 
y mayor desigualdad de ingresos en América Latina, debido principalmente a 
la presencia de un vasto sector informal (ver también Dobson y Ramlogan-Do-
bson 2010 y 2012). Una vez más se demuestra la necesidad de hacer estudios 

15 El artículo está disponible en la web: http://www.ssoar.info/ssoar/bitstream/handle/document/36889/ssoar-2010-
huberts-A_multi_approach_in_corruption.pdf?sequence=1
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empíricos que analicen un contexto particular. Planteamos las siguientes in-
terrogantes de investigación:

• ¿Existe una asociación positiva entre indicadores de desigualdad econó-
mica e indicadores de corrupción?

• ¿Existe una asociación positiva entre otros indicadores de desigualdad 
–por ejemplo, en el plano educativo– e indicadores de corrupción?

• ¿Qué impacto podría tener una reducción de las desigualdades en la 
incidencia de la corrupción?

2.1.2  Corrupción e informalidad

Los estudios de Andres y Ramlogan-Dobson (2011) y de Dobson y Ramlo-
gan-Dobson (2010 y 2012) nos remiten al tema de la informalidad que, 
según datos del INEI, afecta alrededor del 75% de la población ocupada 
en el Perú.16 Sabemos poco sobre la relación entre informalidad y corrup-
ción en el país. Estudios a nivel internacional afirman, en su mayoría, una 
asociación positiva (Dreher y Schneider 2010; Mishra y Ray 2013). En la 
India, Dutta, Kar y Roy (2011) encontraron que la corrupción incrementa 
el nivel del empleo en el sector informal; sin embargo, en la medida que 
crece el producto doméstico estatal, la relación empieza a invertirse y la 
corrupción más bien tiende a reducir los niveles de empleo del sector 
informal. En su estudio cualitativo en Barranquilla (Colombia), Mehling y 
Boehm (2014) distinguen entre la corrupción burocrática y la corrupción 
política; mientras la primera parece ser un sustituto de la informalidad, la 
corrupción política y la informalidad se complementan mutuamente. Para 
el caso mexicano, De la Peña (1996) postula que la relación entre ambos 
fenómenos debe entenderse en el contexto de la desigualdad social, de 
la endémica crisis económica, y de la falta de instituciones democráticas 
genuinas. Planteamos las siguientes interrogantes de investigación:

• ¿Existe una asociación (positiva o negativa) entre corrupción e informali-
dad en el Perú?

• ¿Qué factores influyen en la relación entre informalidad y corrupción?
• ¿Qué impacto podría tener una reducción de la informalidad en la inci-

dencia de la corrupción?

16 http://www.inei.gob.pe/media/MenuRecursivo/boletines/economia_informal_peru.pdf
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2.1.3  La tensión entre legalidad y legitimidad

A menudo se señala como causa de la corrupción una ‘falta de ética’17  tanto 
en el sector público como en el privado. Efectivamente, muchas publicacio-
nes relacionan la lucha contra la corrupción con un cambio de éticas, tanto 
entre los funcionarios como entre los empresarios (ver, por ejemplo, la invo-
cación que hace Susan Rose-Ackerman [2002] a las grandes empresas para 
que se abstengan de actos corruptos).

A nivel analítico, la cuestión de la ética nos lleva a la tensión entre legitimidad 
y legalidad, la cual, una vez más, depende del contexto.18 Tal como señalamos 
más arriba, es un tema que fue abordado sobre todo por la antropología, que 
entiende la corrupción no como una práctica objetiva, con índices estandari-
zados y mensurables, sino como un fenómeno con significados distintos para 
gente diferente y por razones diferentes, que además varían con el tiempo. 
Viendo el tema de esta manera implica también sondear posturas incómodas: 
aceptar, por ejemplo, que en determinadas circunstancias la corrupción pue-
de ser funcional, o al menos considerada así en la sociedad (Debiel y Gawrich 
2013). Planteamos las siguientes interrogantes de investigación:

• ¿En qué situaciones la corrupción es considerada como el ‘mal menor’ 
justificable por la población?

• ¿En qué medida ello influye en la incidencia?
• ¿Qué rol le corresponde a la cultura en la aceptación de la corrupción?

2.2   Efectos de la corrupción

2.2.1  Efectos económicos

Solo uno de los trabajos resumidos en el balance trata de cuantificar los cos-
tos de la corrupción para las familias, aunque con limitaciones, pues solo 
considera coimas pagadas a la Policía (Riesco Lind et al. 2015). A nivel ma-
croeconómico contamos con algunas estimaciones; según el contralor Edgar 
Alarcón, en el año 2015 las pérdidas del Estado bordeaban los 12.600 millones 

17 El tema fue sugerido en el taller de validación.
18 “Lo que es considerado como corrupto desde un punto de vista (político, social, económico o moral), puede ser 

considerado como más o menos legítimo desde otro punto de vista. Puede darse un cierto grado de tolerancia ante 
formas de la corrupción que son consideradas como un mal necesario o inevitable” (Pardo 2004: 14).
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de soles.19 Cálculos de esta índole adquieren confiabilidad en la medida que 
se sustentan en casos de la gran corrupción, deduciendo, por ejemplo, el 
sobrecosto de obras encargadas a empresas –Odebrecht sería un caso em-
blemático– previo pago de sobornos; pero aún queda el problema de los 
casos que nunca salieron a la luz. Más complicado todavía es el cálculo de las 
pérdidas por microcorrupción, cuyo impacto para la sociedad en su conjunto 
no siempre está claro. Cuando, por decir, un ‘cliente’ –para volver brevemente 
al modelo de Klitgaard (1988)– paga un soborno a un ‘agente’ para que ace-
lere su expediente, el perjudicado no es tanto el ‘principal’ (el Estado y/o la 
sociedad) como un competidor particular; algunos autores ven en estos casos 
una manera de juego de suma cero macroeconómico.

En suma, no conocemos el impacto económico real de la corrupción; se 
requieren más estudios que, agrupándolos, brinden siquiera una aproxima-
ción más confiable. El estudio de Mujica (2015) sobre el (según él, ausente) 
impacto de la corrupción en las inversiones demuestra la necesidad de es-
tudios de caso.20 Planteamos las siguientes interrogantes de investigación:

• ¿Cómo afecta la corrupción al desarrollo macroeconómico del Perú?
• ¿Cómo afecta la corrupción al desarrollo económico en un determinado 

contexto regional o local?
• ¿Hay manera de calcular el impacto económico de la microcorrupción?

2.2.2  Efectos políticos

Por otro lado, la corrupción no solo tiene efectos económicos. Barcham, 
Hindess y Lamour (2012) proponen “ampliar el enfoque” e investigar cómo 
la corrupción afecta el cuerpo político. Hay una serie de estudios que se 
dedican a la relación entre corrupción y democracia, una vez más con resul-
tados mixtos debido a las diferencias en el muestreo y la metodología ana-

19 En declaraciones al periódico Gestión, 25 de julio 2016.
20 El impacto sobre las inversiones es un buen ejemplo para demostrar la heterogeneidad de los estudios sobre la 

corrupción, pues las publicaciones que abordan el tema presentan resultados divergentes y hasta contradictorios. Por 
mencionar solo algunos ejemplos: mientras Campos, Lien y Pradhan (1999) coinciden con Mujica en que hay menos 
impacto negativo cuando la corrupción es predecible, Cuervo-Cazurra (2008) argumenta que los inversores prefieren 
más bien un “mal desconocido”; y mientras Habib y Zurawicki (2002), entre muchos otros, hallan que los inversores 
generalmente evitan la corrupción porque puede generar ineficiencias operacionales, en un estudio comparativo de 73 
países, Egger y Winner (2005) encontraron una “relación claramente positiva” entre inversión y corrupción que sirve más 
bien de “estímulo”. Todo ello muestra lo difícil que es hacer generalizaciones sobre la corrupción y sus impactos; mucho 
depende de las metodologías aplicadas y de las fuentes utilizadas.
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lítica (Sung 2004). Saha et al. (2014) encuentran que la democracia electoral 
no es suficiente para reducir la corrupción, se requiere una consolidación 
de instituciones democráticas. En un artículo publicado hace 20 años, Little 
(1996) encontró que las democracias latinoamericanas, tal como han sido  
practicadas, más bien fomentan la corrupción. El ‘enfoque relacional’ que 
propone el sociólogo David Jancsics (2014), que conecta actores racionales 
con elementos estructurales, puede ser útil para el análisis. Planteamos las 
siguientes interrogantes de investigación:

• ¿Cómo afecta la corrupción al sistema democrático?
• ¿Se puede establecer una asociación negativa entre el regreso a la de-

mocracia después del gobierno de Alberto Fujimori y la corrupción en el 
caso peruano?

• ¿De qué manera la consolidación de las instituciones democráticas po-
dría reducir la corrupción?

2.3  Corrupción y descentralización

Como señalamos párrafos arriba, en la región Arequipa se presentó la propues-
ta de hacer investigaciones sobre la lucha anticorrupción a nivel subnacional. La 
inquietud se resuelve con relativa facilidad mediante estudios de caso. En ese 
sentido, planteamos las siguientes interrogantes de investigación:

• Si existen planes o políticas públicas que enfrenten a la corrupción en las 
regiones, ¿cuál es el balance de los mismos?

• En caso negativo, ¿a qué se debe la ausencia?
• ¿Es recomendable establecer un modelo único para la lucha anticorrup-

ción a nivel regional, o habría que tomarse en cuenta factores específi-
cos para cada región? ¿Cuáles?

Para llegar a un nivel más analítico sobre la relación entre corrupción y des-
centralización, se pueden consultar algunos textos que abordan el tema. Bar-
dhan y Mookerjee (2006) hacen una extensiva revisión de trabajos que anali-
zan esta relación y llegan a la conclusión de que los efectos “son complejos y 
no pueden resumirse mediante declaraciones simples e incondicionales” (p. 
183).21 Es un “tema muy disputado” (p. 161), con resultados disímiles. Arikan 
(2004), por ejemplo, elabora un modelo econométrico según el cual la des-

21 Para otro balance, ver Fjeldstad (2004).
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centralización fiscal, entendida como incremento de jurisdicciones que com-
piten entre ellas, disminuye el nivel de corrupción. Fan, Lin y Teisman (2009), 
en cambio, comparan experiencias con sobornos de empresas en 80 países y 
encuentran “el  peligro de una búsqueda de rentas no coordinada a medida 
que las estructuras gubernamentales se hacen más complejas” (p. 33). Hay 
evidencia de que algo similar sucede en el Perú, con cuatro gobernadores 
regionales y varios alcaldes –entre ellos el de Chiclayo– presos por corrupción; 
pero se necesita información más sólida para saber si, y en qué circunstancias, 
hay una relación causal entre descentralización y corrupción. Planteamos las 
siguientes interrogantes de investigación:

• ¿Se puede establecer una asociación (positiva o negativa) entre descen-
tralización y corrupción en el Perú?

• ¿Existen diferencias regionales en este sentido? ¿A qué se deben?
• De acuerdo a los resultados del análisis, ¿qué correcciones al proceso de 

descentralización en el Perú se deberían implementar?

2.4  Tipología de la corrupción

Como señalan Mujica y Zevallos (2016: 17), “no todas las formas de corrup-
ción tienen la misma fenomenología y no se pueden abordar, prevenir y 
reducir desde una misma perspectiva de intervención” (p. 17).22  De hecho, 
“la corrupción” se refiere a una gran cantidad de prácticas diversas, cada 
una con sus propias causas, consecuencias y soluciones.

Una de las contribuciones que la academia debería hacer a la lucha antico-
rrupción es la elaboración de una tipología que vaya más allá de la diferen-
ciación entre grande y pequeña corrupción, a la cual algunos autores añaden 
todavía un nivel intermedio (Mujica y Arbizu 2015; Mujica y Zevallos 2016; Ma-
vila 2012), y de la habitual distinción entre corrupción burocrática y corrupción 
política.23 Una de las expertas entrevistadas para este trabajo, con experiencia 
en el sector público, propuso elaborar una tipología de casos de corrupción. 
Al respecto, planteamos las siguientes interrogantes de investigación:

22 Recuérdese también la crítica que hicieron Mujica, Quinteros, Castillo y Chávez (2012) a la Procuraduría Anticorrupción, 
por tratar la corrupción como fenómeno homogéneo.

23 “Esta distinción es útil para algunos propósitos, pero no para otros; es válida en algunos contextos, pero no en otros” 
(Bardhan 2006: 341).
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• ¿Es razonable distinguir entre corrupción burocrática y corrupción políti-
ca en el caso peruano?

• ¿Sería recomendable desagregar la gran y la pequeña corrupción para 
una lucha anticorrupción más exitosa?

• ¿Qué tipología sería la más relevante para conducir la lucha anticorrup-
ción en el Perú, y por qué razones? 

Bardhan (2006) presenta sugerencias de cómo puede desagregarse, por 
ejemplo, la pequeña corrupción. El autor distingue entre casos donde el 
funcionario es sobornado para hacer lo que se supone que debe hacer (la 
corrupción como ‘lubricante’), y casos donde el funcionario es sobornado 
para hacer lo que se supone no debe hacer. Según el autor, ambas moda-
lidades tienen distintas implicaciones. La primera es mucho más común; el 
problema consiste en que genera incentivos perversos para el funcionario, 
pues puede retardar intencionalmente los procesos. El segundo caso es más 
insidioso porque el sobornado y el sobornador conspiran en una situación 
de complicidad, por lo que ninguno tiene ningún incentivo para denunciar 
el caso, razón por la que esta modalidad puede ser más persistente. Otra 
distinción que hace el autor es entre corrupción centralizada y descentrali-
zada; en la segunda, los corruptos actúan de manera independiente y por 
tanto es más difícil de controlar.

Otras fuentes que se puede consultar son Khan (1996), quien propone una 
clasificación basada en la forma del ejercicio del poder político (patrimonial 
o clientelar),24 y Karklins (2002), quien presenta una tipología para los países 
postcomunistas de Europa oriental, cuyo criterio principal es la manera en 
que la corrupción afecta el sistema político.

2.5  Persistencia y lucha anticorrupción

Es necesario realizar un análisis más exhaustivo de las estrategias antico-
rrupción aplicadas hasta el momento, pues es evidente que las medidas 
administrativas y legales no han dado los resultados esperados. No solo 
en el Perú “existe una gran necesidad de una mayor comprensión de las 
fuentes del fracaso de las reformas anticorrupción” (Persson, Rothstein y 
Teorell 2013: 454). 

24 En su tesis de licenciatura sobre la corrupción en el gobierno regional de Áncash, Arévalo (2014) hace una distinción 
entre clientelismo y patronazgo.
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Como soporte bibliográfico, se puede consultar Bracking (ed., 2007), donde 
varios autores analizan campañas anticorrupción en países africanos, asiáti-
cos, latinoamericanos y sucesores de la Unión Soviética en Europa. En sus 
conclusiones, Bracking e Ivanov (2007) identifican como tema recurrente una 
variedad de maneras en que las élites políticas y económicas logran burlarse 
de las reformas. 

Persson, Rothstein y Teorell (2013) señalan, como una de las principales razones 
para el fracaso de las reformas anticorrupción, una errónea caracterización teó-
rica del fenómeno, pues el modelo principal-agente,25 hoy predominante, que 
apuesta por reformas administrativas que afectan a los ‘agentes’ para reducir la 
corrupción, supone la presencia de un actor incorruptible. ¿Qué pasa, se pre-
guntan los autores, cuando el ‘principal’, quién monitorea y castiga la corrup-
ción, también es corrupto? También Uberti (2015) critica el razonamiento teórico 
de las intervenciones anticorrupción en los países en vías de desarrollo pues, 
según argumenta el autor, desconoce las estructuras socioculturales endémicas 
en el proceso de transición al capitalismo. Según Johnston (2012), tenemos que 
entender el control de la corrupción no solo como un conjunto de recursos 
legales y administrativos, sino también como un proceso político a largo plazo. 
Planteamos las siguientes interrogantes de investigación:

• ¿Por qué las medidas anticorrupción tomadas por el Estado peruano no 
han dado resultados satisfactorios?

• ¿Qué mecanismos son aplicados por diferentes sectores sociales para 
desacatar las reformas?

• ¿Los modelos teóricos aplicados para el análisis permiten establecer 
modelos eficientes para la lucha contra la corrupción en el Perú?

2.6  Apoyo público a políticos corruptos

Finalmente, pensamos que valdría la pena hacer investigaciones sobre el 
apoyo público a políticos corruptos, lo que en el Perú se resume en el slogan 
‘roba pero hace obra’ y que, obviamente, también contribuye a la perpetua-
ción de la corrupción.26  Mientras haya este apoyo, el fenómeno continuará. 
Planteamos las siguientes interrogantes de investigación:

25 Ver tercera nota a pie de página.
26 Un reciente trabajo experimental de Vera (2016) evalúa en qué medida esta posición es generalizable. Analizando una 

encuesta realizada por Ipsos-Perú a 1308 personas, el estudio no encuentra una asociación positiva entre corrupción e 
inversión pública; quiere decir que el “hacer obras” no conduce a la aceptación de la corrupción en la población. Sin 
embargo, la autora reconoce que sus resultados tienen que ser interpretados “con cuidado” (p. 23).
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• ¿Por qué la gente vota por candidatos con una reputación de ser co-
rruptos?

• ¿En qué medida este fenómeno se da realmente en el Perú?
• ¿En qué medida contribuye a la persistencia de la corrupción?

Se han revisado algunas publicaciones analíticas dedicadas al tema. Kurer 
(2001) discute una variedad de posibles explicaciones y propone un ‘enfo-
que schumpeteriano’, que pone énfasis en fallas de la acción colectiva e 
información imperfecta sobre los niveles y consecuencias de la corrupción, 
la disponibilidad de alternativas, y sobre el rendimiento de los políticos. 
Manzetti y Wilson (2007) analizan datos sobre 14 países del World Values 
Study (WVS) de 1995 y encuentran que el apoyo a líderes corruptos es más 
alto cuando las instituciones gubernamentales son débiles y las relaciones 
clientelistas fuertes. Siempre y cuando los políticos logren atender a su 
‘clientela’ manipulando recursos públicos, es probable que conserven el 
apoyo. Esto, a su vez, significa que en estos países no se puede eliminar la 
corrupción con unas cuantas reformas administrativas. Lavena (2013) utiliza 
datos de la misma fuente para los años 2005-2007 de seis países latinoa-
mericanos y construye un índice para medir la permisividad de la corrup-
ción. Los resultados sugieren que esta varía según el país y está asociada 
con la edad, la educación, el origen étnico, los valores culturales y la con-
fianza en las organizaciones públicas. Rosas y Manzetti (2015) encontraron 
que la desaprobación presidencial entre víctimas de la corrupción en 18 
países latinoamericanos fue más pronunciada en contextos de alta infla-
ción y alto desempleo.
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La seguridad ciudadana es la principal preocupación de los peruanos. 
La percepción generalizada de inseguridad, el aumento de la violen-
cia y la criminalidad, así como los bajos niveles de confianza en las ins-

tituciones que deberían prevenir y controlar su desarrollo, son elementos 
clave de la forma en que se desarrolla la vida cotidiana de los peruanos. 

La seguridad ciudadana, como concepto y problema público, ha emergi-
do recientemente (a pesar de ser un fenómeno de larga data). De hecho, 
a inicios de la década de los 90, la criminalidad era entendida como un 
problema de corte policial que se alojaba principalmente en el trinomio 
Policía-justicia-cárcel. El correlato de investigación académica se vincula-
ba principalmente con análisis legales sobre la criminalidad y los marcos 
jurídicos más apropiados para procesarla y controlarla. Desde las ciencias 
sociales, se realizaron múltiples estudios que ponían énfasis en problemá-
ticas específicas, como la violencia juvenil, pero con enfoques generales 
que no siempre permitieron abordar los fenómenos en su propia especifi-
cidad fenomenológica. 

Las cosas han cambiado sustantivamente en los últimos 15 años. El con-
cepto ‘seguridad ciudadana’, entendido como una problemática mul-
tidimensional que requiere ser promovida (además de controlar la inse-
guridad), involucra diversas instituciones gubernamentales, y es asumido 
transversalmente. La prevención del delito ha tomado una presencia re-
levante en el análisis y discurso público, reconociéndose la necesidad de 
acciones de índole social, política y económica para disminuir la magnitud 
del fenómeno criminal. 

Hacer un balance de la investigación sobre la seguridad ciudadana en el 
Perú implica, entonces, un ejercicio de organización de temas diferentes. 
Asimismo, producir una agenda sobre el tema requiere componer varios ca-
nales de análisis que pueden dialogar entre sí, pero que no se subsumen en 
un solo modelo de trabajo o marco analítico. La seguridad es un concepto 
englobante, pero no necesariamente un marco teórico común a todos los 
enfoques sobre el crimen, la violencia y la inseguridad.
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Este documento tiene un doble objetivo. El primero es hacer un balance 
de la investigación producida entre los años 2011 y 2016, en el Perú o 
sobre el Perú, en alguna de las áreas relacionadas a la seguridad ciuda-
dana (sección 1). Este balance tiene dos límites: la investigación científica 
(indizada en buscadores científicos especializados) es escasa, aun cuando 
hay una importante producción de informes y datos públicos y de la so-
ciedad civil; la búsqueda excluye investigaciones que han impactado en la 
política criminal y la política de seguridad ciudadana que han sido publi-
cadas en años anteriores al periodo de registro. Asimismo, es importante 
entender que se trata de un ejercicio que sintetiza literatura disponible, 
y que agrupa los resultados en áreas de investigación seleccionadas se-
gún estándares de comparabilidad, de relevancia epidemiológica o de 
agendas regionales (lo que obliga a dejar de lado ciertos temas que son 
importantes).

El segundo objetivo es establecer una agenda de investigación básica 
sobre los diversos temas relacionados a la seguridad ciudadana. A pesar 
de que los temas asociados a la seguridad ciudadana y el crimen están 
presentes entre los asuntos de interés más importantes para la ciudada-
nía y los funcionarios estatales, no hay un correlato en el desarrollo de las 
investigaciones y de la especialización, sino solo de algunos pocos gru-
pos y centros de investigación o áreas de concentración sobre el tema 
en el Perú. 

 1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016

A mediados de los 80, las políticas encargadas de controlar la criminalidad 
eran llamadas políticas de ‘seguridad pública’ y se vinculaban principalmen-
te con acciones del sistema policial y de justicia. A finales del siglo XX, el 
concepto de seguridad ciudadana empezó a utilizarse de manera recurrente 
en América Latina (entendido principalmente desde la afectación a la se-
guridad física y a los bienes). Este enfoque incorpora a la ciudadanía como 
actor fundamental de las tareas vinculadas con la reducción del delito y la 
violencia (Abizanda et al. 2012: 6; CIDH 2009: 8). En este sentido, bajo la idea 
de seguridad ciudadana no solo se buscaba el control del crimen, sino tam-
bién reconocer la importancia de la prevención del delito y de las iniciativas 
que exceden al ámbito policial y de justicia criminal.

Utilizado en esta perspectiva, el concepto ‘seguridad ciudadana’ se enmar-
ca en el discurso de la ‘seguridad humana’, propuesto por el Programa de 
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Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). Este último concepto define 
la seguridad en un marco amplio, que incluye acciones vinculadas con la 
seguridad alimentaria, sanitaria, ambiental, económica, etc. Bajo este marco 
conceptual, la seguridad ciudadana se entiende como “la protección de 
un núcleo básico de derechos, incluidos el derecho a la vida, el respeto a 
la integridad física y material de la persona, y su derecho a tener una vida 
digna” (PNUD 2013: 5). Así, se considera que la seguridad ciudadana es 
“una condición necesaria para el desarrollo humano, y el desarrollo huma-
no condiciona la seguridad ciudadana” (PNUD 2013: 8). Ello implica centrar 
las intervenciones en la reducción de la violencia y el delito, a partir de un 
conjunto de medidas preventivas y de control, ejecutadas desde un enfoque 
multisectorial (BID 2012: 6).

Esta lectura sobre la seguridad ciudadana implica la interrelación entre, al 
menos, tres dimensiones: la violencia, el delito y el miedo al delito. La vio-
lencia puede ser entendida como “el uso deliberado de la fuerza física o el 
poder, ya sea en grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra per-
sona o un grupo o comunidad, que cause o tenga muchas probabilidades 
de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, trastornos del desarrollo 
o privaciones” (Krug et al. 2002: 5). Si bien guardan estrecha relación, no 
necesariamente todo acto violento es un delito, y no necesariamente todo 
delito involucra violencia, al menos no siempre de forma física directa (por 
ejemplo, los delitos como el lavado de activos o el cibercrimen). 

Por otro lado, el delito y el miedo al delito refieren a lo que diversos au-
tores denominan seguridad objetiva y seguridad subjetiva. La primera se 
vincula con la victimización por hechos criminales. Por lo general refieren a 
delitos contra la propiedad y contra las personas, los que tienen una pre-
ponderancia mayor en la agenda política y en la preocupación ciudadana. 
Esta circunstancia conlleva que hechos como los robos o hurtos tengan 
una relevancia principal en la agenda pública, mientras que fraudes o de-
litos económicos pasen más desapercibidos. Por su parte, la (in)seguridad 
subjetiva involucra múltiples emociones frente al delito, tales como la ira, 
la indignación y la impotencia (Dammert 2012; Carrión 2007; Kessler 2009: 
35). El miedo al crimen se puede explicar por la exposición de la víctima o 
su círculo íntimo al delito (Hale 1996). Sin embargo, no necesariamente hay 
correspondencia entre delito y temor (Kessler 2009). Diversos estudios dan 
cuenta del impacto de los procesos de fragmentación urbana, abandono 
de espacios públicos y segregación territorial en la inseguridad subjetiva 
(Dammert 2012). 
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Así, la seguridad ciudadana incluye múltiples hechos, actores, instituciones y 
temáticas. Por ello, es claro que hay una amplia agenda de investigación que 
va, desde la importancia de los medios de comunicación masiva en el temor 
ciudadano, hasta la relación entre pobreza y criminalidad, pasando por la eva-
luación de las iniciativas de política en desarrollo. En este informe concentra-
mos la atención en aquellos temas que representan una mayor relevancia en 
la agenda de políticas públicas. Y como todo recorte de la realidad, deja fuera 
problemáticas que son de especial relevancia (como estudios sobre carreras 
criminales o los factores vinculados con el desarrollo de diversos tipos de vio-
lencia). Asumiendo esta limitación, se ha procedido a elegir temas centrales 
que impactan en la política pública y que son prioritarios en las temáticas de 
seguridad ciudadana, dada la alta prevalencia epidemiológica, pues pertene-
cen a listas de indicadores comparables regionalmente: homicidio, violencia 
contra la mujer (feminicidio y delitos sexuales), delitos patrimoniales, crimen 
organizado, sistema de justicia, percepción de inseguridad, respuestas frente 
a la inseguridad, otras formas de violencia. 

DIMENSIONES, ENFOQUES Y ELEMENTOS DE LA SEGURIDAD CIUDADANA 
SELECCIONADOS PARA EL ESTUDIO

DIAGRAMA 1

FUENTE: Elaboración propia.

EL CONCEPTO

SEGURIDAD
CIUDADANA
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El miedo al delito

El delito

Etiología y 
funcionamiento 
del delito y la 
violencia

•  Percepción de inseguridad
•  Homicidio
•  Violencia contra la muje:
 delitos sexuales y femicidio
•  Delitos patrimoniales
•  Crimen organizado
•  Otras formas de violencia
 (accidentes de tránsito,
 acoso sexual y callejero, etc.)

•  Sistema de justicia
•  Respuestas frente a la 
 inseguridad

Las formas de
prevención y 
reducción del 
delito y la 
violencia

La violencia

LOS ENFOQUES LOS ELEMENTOS A ESTUDIAR
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El balance de la literatura del periodo señalado se ha realizado a través de 
un procedimiento de búsqueda bibliográfica en tres grupos de fuentes: i) 
publicaciones en revistas científicas peruanas y extranjeras (disponibles en 
los catálogos y motores de búsqueda indizados); ii) publicaciones naciona-
les de instituciones gubernamentales disponibles en las base de datos del 
Ejecutivo; y iii) publicaciones de organizaciones no gubernamentales e ins-
tituciones internacionales dedicadas a la temática del delito y la violencia. 
Ello excluye estudios no publicados, tesis de licenciatura, así como docu-
mentos que no han pasado por procesos de revisión por pares o carecen de 
soporte institucional. A continuación, se exponen los resultados del balance 
en base a ocho ejes prioritarios: i) homicidios, ii) violencia contra las muje-
res, iii) delitos patrimoniales, iv) crimen organizado, v) sistema de justicia, vi) 
percepción de inseguridad, vii) respuestas ante la inseguridad y viii) otras 
formas de violencia.  

1.1  Homicidio

El homicidio se define como la muerte ilícita intencionalmente infligida por 
una persona contra otra (UNODC 2014a). La tasa de homicidios por cada 
100 mil habitantes es el indicador más utilizado para medir y comparar la 
violencia entre países y regiones, en parte debido a las limitaciones de 
los sistemas de información sobre otras formas de violencia y criminalidad 
(Dammert, Salazar, Montt y González 2010) y en parte por la violencia que 
implica el acto. La mayoría de países de América Latina tienen tasas de ho-
micidio con niveles de epidemia (mayores a 10 homicidios por 100 mil ha-
bitantes), muy superiores a los de otras regiones del mundo (PNUD 2013; 
CAF 2014); en comparación, la tasa de homicidios en Perú es más baja que 
muchos de los países de la región. 

Los datos sobre el fenómeno en el Perú no siempre han sido rigurosos, hasta 
la implementación de una iniciativa impulsada por el Consejo Nacional de 
Política Criminal (Conapoc) para estandarizar la información iniciada en la 
segunda década de este siglo (INEI 2014, 2016). Esta iniciativa constituye el 
principal avance de la segunda década del siglo XXI, pues busca determinar 
las tasas reales de homicidios en el país y permite establecer una base para 
la comparación con otros países (superando los problemas de registro de 
los años anteriores). Con todo, la información producida no ha dado a luz 
investigaciones especializadas. De manera que, con excepción de algunas 
aproximaciones específicas –como el estudio sobre patrones de homicidios 
en la provincia del Callao, en base al informe de necropsia por muertes vio-
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lentas durante 10 años, de Arias-Coronel y Gutiérrez (2014)– la literatura aca-
démica es escasa o inexistente durante el periodo analizado, aun cuando es 
uno de los temas que genera  mayor interés. 

1.2  Violencia contra las mujeres 

La violencia contra las mujeres implica varios fenómenos que han sido es-
tudiados desde perspectivas diversas. Uno de esos fenómenos es el femi-
nicidio, definido como “un conjunto de violencias dirigidas específicamente 
a la eliminación de las mujeres por su condición de mujeres” (Heinrich Boll 
Stiftung 2010: 5). El registro de feminicidios en el Perú data de finales de la 
década pasada, y se ha mostrado que estos se relacionan a un continuum de 
violencia que se desarrolla desde el hogar y la escuela. El debate sobre la ne-
cesidad de marcos legales para la tipificación de este fenómeno (Dador 2012) 
o los problemas que genera la tipificación (Ramírez 2011) fue tema central de 
la producción académica (sobre todo jurídica) hasta el 2012. En los últimos 
años, el feminicidio ha recibido atención mediática y ciudadana, lo que ha 
fortalecido el proceso de producción de información pública (Observatorio 
de Criminalidad del Ministerio Público  2015; Ministerio de la Mujer 2012). 

Los avances en la generación de información han permitido inaugurar un 
segundo momento en la producción académica, en el que, por ejemplo, 
se realizan balances sobre la situación actual del fenómeno, así como de su 
tratamiento mediático (Muñoz 2016), además de investigaciones que reco-
nocen en el feminicidio un fenómeno al interior de una amplia cadena de 
hechos de violencia (Movimiento Manuela Ramos 2014), y que es difícil ser 
abordado solo desde una perspectiva punitiva (Mujica y Tuesta 2012). Así, 
otros estudios reconocen que uno de los principales desafíos del feminici-
dio es su tipificación penal, la carencia de medios de investigación, el escaso 
interés institucional y la limitada preparación de los operadores de justicia, 
lo que  conlleva profundas dificultades para realizar una adecuada investi-
gación de los casos (Mujica y Tuesta 2015a). En este mismo sentido, otros 
autores destacan la importancia de incluir en el análisis las tentativas de fe-
minicidio para tener un conteo más amplio de fenómeno (Hernández 2015). 

En el ámbito de la violencia en las relaciones de pareja, ha sido materia de 
estudio la violencia emocional ejercida sobre las víctimas (Nóblega 2012), así 
como las probabilidades de ser víctima de violencia en estos entornos (Fies-
tas, Rojas, Gushiken y Gozzer 2012). Benavides, Bellatin, Sarmiento y Cam-
pana (2015) abordan los límites en el acceso de las víctimas al sistema de 
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justicia en cuatro comunidades rurales de la costa y sierra del país. Saravia, 
Mejía, Becerra y Palomino (2012) exploran la violencia contra la mujer durante 
el periodo de gestación. La vinculación de la violencia contra la mujer en el 
hogar, y aquella contra niños y niñas, es objeto de estudio de Benavides y 
León (2013); Burela, Piazza, Alvarado, Gushiken y Fiestas (2014); Lostaunau, 
Torrejón, Becerra y Otero (2012). Por otro lado, Mora (2013) propone un efec-
to de trasmisión intergeneracional entre madres e hijas maltratadas, mientras 
que Kalinsky (2015) analiza el vínculo entre el maltrato a la mujer y el filicidio.

La violencia sexual es otro de los fenómenos que afecta de manera priorita-
ria a las mujeres, lo que ha sido vinculado con una cultura patriarcal en don-
de es permanente el uso de la violencia de género en las relaciones cotidia-
nas. La sistematización de datos registrados sobre violaciones –realizada por 
Mujica (2011b)– ha permitido poner en evidencia la magnitud del fenómeno 
en el Perú. A partir de este, se han realizado estudios sobre la prevalencia 
de la violencia sexual en espacios amazónicos, su relación con el embarazo 
adolescente, la presencia de este delito en la trayectoria biográfica de las 
víctimas (Mujica, Zevallos y Vizcarra 2013; Mujica 2016) y las dificultades en el 
acceso a los servicios de salud y de justicia en el caso de víctimas de viola-
ción sexual (Zevallos, Mujica y Vizcarra 2016a). Otros estudios han abordado 
el fenómeno desde las reacciones de las familias en casos de violencia se-
xual ocurridos en el espacio doméstico (Deboer y Tse 2010). 

Por otro lado, más recientemente se ha incluido el acoso sexual callejero en 
la lista de temas asociados a la violencia contra las mujeres. Entendido como 
“un conjunto de prácticas cotidianas, como frases, gestos, silbidos, sonidos 
de besos, tocamientos, masturbación pública, exhibicionismo, seguimientos 
(a pie o en auto), entre otras, con un manifiesto carácter sexual” (Vallejo y 
Rivarola 2013), se trata de un fenómeno extendido pero poco estudiado aún. 
Algunos estudios se realizan a partir de encuestas que permiten explorar el 
sentimiento de las mujeres frente a esta situación, y en las que se remarca 
cómo la relación entre el uso del espacio público y el acoso callejero se asocia 
al temor de las mujeres en el uso de la ciudad (Vallejo y Rivarola 2013). Por otro 
lado, en la literatura es posible identificar aproximaciones sobre las medidas 
tomadas por un grupo de mujeres frente al acoso social (Llerena 2016).

1.3  Delitos patrimoniales
 
A pesar de ser un tema central en la agenda de la política criminal y en las 
percepciones de inseguridad y victimización, hay poca investigación acadé-
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mica sobre delitos patrimoniales. La organización no gubernamental Ciudad 
Nuestra ha hecho importantes aportes, gracias a diversos estudios realiza-
dos por Costa y Romero, que se centran en informes de sistematización de 
los datos de delitos patrimoniales que afectan el país (2011a), Lima (2010) y 
las alternativas de solución a los problemas criminales (2014). Asimismo, el 
Instituto de Defensa Legal (IDL) ha desarrollado una trayectoria marcada por 
el impulso a agendas de seguridad ciudadana, que partieron por enfatizar la 
necesidad de información rigurosa, hasta hacer propuestas de políticas pú-
blicas que permiten enfrentar los problemas identificados (IDL 2012, 2014). 
Se trata de diagnósticos que ratifican los datos estadísticos publicados por 
el Estado (Conapoc 2013a) y que han permitido mostrar la relevancia central 
de los delitos patrimoniales en la experiencia de victimización y en la diná-
mica de fenómenos asociados a la inseguridad. Los trabajos académicos 
son pocos; solo hemos registrado en los catálogos indizados un único estu-
dio sobre el robo y el hurto en la ciudad de Lima, que permite comprender 
el impacto de este fenómeno en la economía doméstica, de acuerdo al nivel 
socioeconómico familiar (Mujica, Zevallos, López y Prado 2015). 

1.4  Crimen organizado y fenómenos asociados

Si bien en el Perú el crimen organizado ha tenido por principal protagonista 
al tráfico ilícito de drogas, durante los últimos años han cobrado particular 
visibilidad otros fenómenos, como el tráfico ilegal de madera, de oro, la trata 
de personas y la extorsión (UNODC 2014b; Conapoc 2013a; Basombrío 2014; 
PNUD 2013). Sobre el tráfico de drogas, destacan los estudios que abordan 
la política de drogas aplicada al Perú desde una perspectiva crítica de la pri-
macía del enfoque prohibicionista (Soberón 2012, 2013a; Obando 2012). Asi-
mismo, hay otro grupo de trabajos sobre la eficacia y el diseño de las medidas 
para el control de cultivos ilícitos como el de la hoja de coca (Zevallos 2014). 
En esa misma línea, se abordan las capacidades estatales para la implementa-
ción tanto de políticas de erradicación (Zevallos 2016) como de control de la 
corrupción en las actividades de interdicción policial (Rojas 2016). 

Otros trabajos sugieren la aplicación de enfoques como el de cadena de 
valor, seguridad humana, economía del delito y capital social para analizar 
el fenómeno criminal y pensar las políticas de intervención (Zevallos y Mujica 
2015; López y Vizcarra 2012; Zevallos y Rojas 2012). El análisis de las orga-
nizaciones criminales no ha sido ajeno a esta discusión académica. Así, por 
ejemplo, Briscoe, Perdomo y Uribe  (2014) abordan el desarrollo de las redes 
ilícitas de tráfico de drogas, y hacen hincapié en la importancia de la corrup-
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ción política y la penetración de los gobiernos regionales y locales por parte 
de organizaciones criminales vinculadas a diversos delitos organizados. Esta 
relación con actores políticos es también abordada en otros estudios sobre 
el interés del mercado de la cocaína en los roles políticos (Vizcarra y Zevallos 
2016), las estrategias de defensa del cultivo de hoja de coca (Van Dun 2012; 
Zevallos y Mujica 2013) y el discurso estratégico de las autoridades políticas 
frente al narcotráfico en zonas cocaleras (López 2014b).

Este fenómeno también ha sido trabajado a partir de las relaciones que 
construye con el territorio. Tanto Soberón (2013b) como Calmet y Salazar 
(2013) abordan las características del valle de los ríos Apurímac, Ene y Man-
taro (Vraem), la principal zona productiva de cocaína del Perú, y remarcan el 
desarrollo de diversas actividades delictivas. Otros estudios abordan expe-
riencias exitosas en el valle del Monzón y del Alto Huallaga (Devida 2015; Ze-
vallos 2016). Asimismo, hay trabajos que han extendido la exploración hacia 
las zonas de frontera y –desde un enfoque de economía política– abordan 
la relación del tráfico de drogas con otros actores de la localidad (Van Dun 
2016; López y Tuesta 2015; Centeno, García y Zevallos 2016). Respecto a la 
violencia asociada al tráfico de drogas, Van Dun (2014) aborda la relación 
entre los incidentes violentos y la evolución del tráfico de cocaína en el Alto 
Huallaga entre el 2003 y el 2007. Asimismo, se ha estudiado la relación entre 
grupos terroristas y el narcotráfico (Teirilä 2014). 

Otras miradas centran la atención en la dinámica del fenómeno desde una 
perspectiva de cadena de valor (López y Vizcarra 2012; Zevallos y Mujica 
2015). Entradas similares señalan que, a pesar de ser Perú y Colombia prin-
cipales productores de cocaína, el Perú no ha manifestado niveles altos de 
violencia relacionados con el narcotráfico, puesto que participa únicamente 
en el cultivo y la producción de la cocaína, dimensiones que no implican 
necesariamente la aplicación de violencia (Cubides 2015). 

Hay otros estudios que abordan fenómenos relevantes asociados al crimen 
organizado, como el lavado de activos. Hay cierto acuerdo en indicar que se 
trata de un fenómeno de amplia extensión, aun cuando los registros públi-
cos no son rigurosos y las instituciones del Estado tienen relativamente po-
cos registros de este tipo de prácticas. Estas investigaciones se aproximan 
a las limitaciones institucionales y normativas para el control del dinero pro-
ducido por estas actividades ilegales (Zevallos y Galdós 2013; Arbulú 2014; 
Prado Saldarriaga 2013; Guimaray Mori 2014; Lamas Puccio 2015), y discuten 
la eficiencia del Estado para controlar el fenómeno.
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Otros fenómenos asociados al crimen organizado también han sido tratados 
por la literatura. La tala ilegal de madera ha sido estudiada como un proble-
ma creciente en el país, y que se desarrolla en áreas naturales protegidas 
(García-Calderón y Centeno 2013), en territorios de los pueblos indígenas 
(Zevallos, Vizcarra y Saldaña 2015) e incluso de concesiones forestales en la 
Amazonía (Pérez 2014). Asimismo, ha sido estudiada desde sus vínculos con 
otras situaciones de violencia como el trabajo forzoso (Mujica 2015b). 

La minería ilegal, en particular la aurífera, ha sido estudiada desde el peso 
que representan en la economía de regiones como Madre de Dios, en don-
de gran parte de la extracción no formal proviene de los miles de peque-
ños lavaderos de oro existentes. En esta región, solo el 3% del oro extraído 
es formal (CHS Alternativo 2012b: 16). El valor bruto agregado regional del 
2011 muestra que el valor total de lo producido por la minería alcanza los 
S/357 millones, siendo la actividad de mayor valor relativo (43%) en toda la 
región (BCRP 2013: 2). La minería no formal del oro en Madre de Dios impli-
ca condiciones severas de contaminación ambiental, tanto de los terrenos 
en los que se produce la extracción como en las zonas adyacentes, en los 
ríos, etc. (Osores, Rojas y Manrique 2012). Se trata además de un terreno en 
el que la presencia del Estado es escasa y muchas veces inexistente, y en el 
que la violencia, el comercio y consumo de sustancias ilegales, el tráfico de 
drogas, la prostitución ilegal y la trata de personas son parte de la economía 
local (Mujica 2014a; CHS Alternativo 2012b). 

Existen también estudios diversos sobre otras actividades asociadas 
al crimen organizado que son menos visibles, como el tráfico ilegal de 
animales como problema emergente y transnacional (Pires 2015b; 2015b; 
Dauta et al. 2015). 

Ahora, si bien algunos relacionan la trata de personas al crimen organiza-
do y al lavado de activos, hay una discusión relevante frente a esa postura, 
sustentada en resultados de investigación de esta década. En lo que corres-
ponde a trata de personas para explotación sexual, hay estudios sobre el 
ciclo de explotación sexual comercial en diversas regiones de la Amazonía, 
particularmente entre niñas y adolescentes (Mujica 2014a, 2014b; Mujica y 
Cavagnoud 2012). En ellos se identifican los vínculos con ciertas actividades 
económicas, como tala de madera y minería ilegal, así como las dificultades 
del acceso a la salud por parte de las víctimas. Los resultados muestran diná-
micas microeconómicas que asocian la trata y la explotación sexual más a la 
precariedad del contexto que al desarrollo del crimen organizado. Por otro 
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lado, la sociedad civil ha hecho diversas publicaciones que analizan la trata 
y las rutas (sobre todo de la explotación sexual) en diferentes regiones del 
país (CHS Alternativo 2012a, 2012b, 2012c, 2012d, 2016a). 

1.5  Servicios de seguridad, justicia y penitenciarios

Si bien los estudios sobre los servicios de seguridad y justicia son escasos, 
los avances en la transparencia de la información oficial, así como la reali-
zación de encuestas y mejoramiento de bases de datos, deberían aportar a 
un corpus de análisis en la materia. Algunos de los trabajos existentes han 
concentrado su atención en cómo la corrupción afecta estos diversos com-
ponentes del servicio, tales como la Policía de Tránsito (Cohaila, Quinteros, 
Castillo y Chávez 2012a), la investigación policial y la lucha contra esta pro-
blemática. Otros estudios abordan la situación de la organización institucio-
nal (Costa y Romero 2011b; Costa 2014), así como la producción estadística 
y de información. De igual forma, en el área de la justicia, los estudios se 
enfocan en la corrupción, y abordan las prácticas y las redes de poder en el 
Poder Judicial (Cohaila, Quinteros, Castillo, y Chavez 2012b; Mujica 2011a). 

La justicia juvenil es otra área de focalización, en la cual destacan los diag-
nósticos sobre los servicios de atención a jóvenes infractores (UNODC 2013), 
así como los estudios sobre la participación de jóvenes en el crimen urbano 
(Secretaría Nacional de la Juventud 2013). Otras investigaciones compara-
das abordan el aumento de la población penitenciaria y las reformas carce-
larias en la región Andina, y dan cuenta de la tendencia del sistema peniten-
ciario peruano a aumentar su población como consecuencia de un enfoque 
punitivo y represor (Woods 2016). En línea con esto, algunos estudios ha-
cen hincapié en la relación entre el aumento de la población carcelaria y la 
política antidrogas peruana (Mangelinckx et al. 2012; Dammert y Dammert 
2015). Existen también estudios de caso con enfoques etnográficos sobre 
las dinámicas internas y externas de relaciones económicas alrededor de 
un centro penitenciario (Boutron 2014), así como sobre la situación de las 
mujeres en los establecimientos penitenciarios peruanos (Constant 2011; 
Boutron y Constant 2013). 

1.6  Inseguridad subjetiva y miedo al delito

La percepción de inseguridad y el miedo al delito han pasado a tener un 
espacio preponderante en el discurso público y se instalan progresivamente 
en un lugar central en la agenda de gobierno (Dammert y Malone 2006; 
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PNUD 2013; Garland 2005). En el Perú, el estudio de la inseguridad subjetiva 
se remite casi únicamente a los análisis de información secundaria, producto 
de diversas mediciones de opinión pública sobre el tema (Latinobaróme-
tro 2014, Ipsos-Apoyo 2014, INEI 2015, Lima Cómo Vamos 2015). Estos dan 
cuenta de que el Perú está entre los países con mayores niveles de inseguri-
dad subjetiva (Dammert 2012; López 2014a). Estudios más específicos abor-
dan el impacto de la inseguridad subjetiva en el uso del espacio público. 
Dan cuenta del proceso de privatización, a través de formas de segregación 
y limitación de uso y apropiación del mismo (Bensús 2012) o del enrejado de 
urbanizaciones que son consideradas residenciales, como medida legítima 
frente a la inseguridad ciudadana (Sandoval 2014; Vizcarra y Bonilla 2016). 

1.7  Participación ciudadana en la prevención del delito 

Parte de los estudios hacen referencia a la participación de la sociedad or-
ganizada en juntas, rondas o brigadas para hacer frente a los problemas 
de la delincuencia. Algunos de los enfoques estudian la relación entre la 
participación –como una forma de privatización de la seguridad (Basombrío 
2012: 36), como seguridad participativa (Marquardt 2012) o como una forma 
en que la población urbana pobre puede hacer frente a la ausencia de los 
operadores de seguridad pública– y un resurgimiento de la organización 
vecinal (Plöger 2012). Otros estudios muestran la importancia de pensar las 
juntas vecinales como una respuesta de mayor envergadura de la participa-
ción vecinal frente a la delincuencia (Costa y Romero 2011b), aun cuando 
se muestra que la participación en la seguridad es desigual y diferencia-
da (Marquardt 2012), y que suele darse para emprendimientos o proyectos 
concretos (Plöger 2012), o que –al estar en muchos casos subordinada a la 
Policía– puede generar problemas y enfrentar a ‘vecinos vigilantes’ contra 
vecinos potencialmente peligrosos. Algunos estudios analizan cómo la par-
ticipación de la ciudadanía puede significar el éxito o el fracaso de la política 
de seguridad (IDL 2013). Asimismo, Vizcarra y Bonilla (2016) han estudiado 
estrategias como el enrejado de calles y la creación de rondas urbanas en 
dos ciudades peruanas. 

Una de las respuestas más comunes de parte de las autoridades ha sido 
la creación y fortalecimiento de los servicios de Serenazgo en la mayoría 
de municipios del país. Algunos estudios presentan información cualitativa 
y reflexiones sobre este servicio (Costa y Romero 2010b; Costa 2013). De 
igual manera, otros trabajos dan cuenta del rol de las municipalidades en la 
conducción de espacios de participación y coordinación entre las agencias 
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del Estado y los representantes vecinales (Zevallos et al. 2016). Por otro lado, 
se ha documentado preliminarmente la importancia de la privatización de 
los servicios de seguridad, asociada a un proceso mundial –pero también 
doméstico– que genera un importante gasto público. En el Perú, Martens 
(2016) analiza el incremento del gasto público en seguridad privada, y señala 
que este servicio se brinda en reemplazo de funciones policiales, pero no 
necesariamente con agentes más preparados o con mejores resultados. 

1.8  El balance en la visión de los expertos

Con el fin de complementar la revisión de la literatura, así como de la agen-
da, se recurrió a conocimiento experto, para lo que se realizó una serie de 
entrevistas. En general, el balance que los especialistas hacen coincide en 
muchos puntos con el de los autores de este trabajo.

Los entrevistados coinciden en señalar, por un lado, que hay dos aportes 
relevantes –entre el 2011 y 2016– en torno a la producción de información e 
investigación sobre la (in)seguridad ciudadana en el Perú. El primer aporte 
es la consolidación del interés del Estado, las organizaciones internaciona-
les, la sociedad civil y la academia por producir información rigurosa. Esto 
se ha visto claramente marcado por la impronta de las encuestas nacionales 
de victimización y por la sistematización de información sobre homicidios, 
feminicidios, armas de fuego, etc., así como por múltiples ejercicios de la 
sociedad civil por ordenar la información pública y, a partir de ella, presentar 
problemas de investigación. El segundo aporte está relacionado a la evi-
dente proliferación de investigaciones –en amplio abanico– sobre los temas 
asociados a la inseguridad, el crimen y la violencia. Se coincide en señalar 
que, si bien la investigación no es abundante, se ha empezado a producir 
más que en años anteriores, pero también con un foco temático más especí-
fico que la distingue de la literatura sociológica o del derecho penal.

Por otro lado, el balance que hacen sugiere una conexión inicial entre los 
aportes de la literatura académica y la generación de políticas públicas sobre 
la inseguridad, el crimen y la violencia. Esto se manifiesta en el uso de la lite-
ratura académica en los marcos normativos, en las exposiciones de motivos 
de las reformas y en los planes sectoriales sobre el crimen y la inseguridad. 
Si bien esto no se ha traducido en una relación dialógica constante entre la 
academia y la política pública, sí se aprecia una sinergia clara. Los entrevis-
tados manifiestan dos grupos de perspectivas en torno a la relevancia de la 
producción académica. Están, de un lado, aquellos que muestran la relevan-
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cia del aumento en calidad y cantidad de la investigación sobre el tema, indi-
cando que se trata de un camino de especialización embrionario que empie-
za a identificarse como un área específica de trabajo, investigación y política 
pública especializada (política criminal, política de seguridad, etc.). Por otro 
lado, hay un grupo de entrevistados que manifiesta no conocer el trabajo 
académico sobre la materia. Esto último se vincula con la presencia de docu-
mentos de difusión masiva, principalmente desarrollados por las ONG, que 
han aportado significativamente en el debate, pero que en pocas ocasiones 
incorporan los avances académicos desarrollados en el país. 

Hemos organizado los resultados de las entrevistas en tres grupos, como se 
muestra a continuación:

a) Sobre la producción de datos estatales sobre el crimen y la violencia 
• Según los entrevistados, en la producción de información priman los re-

portes de sistematización de datos cuantitativos y de experiencias. La 
mayor parte de la producción se concentra en la publicación de datos 
generales sobre denuncias, así como respecto a algunas prácticas imple-
mentadas por los actores, tanto estatales como de la sociedad civil. En 
gran medida, lo anterior responde a que la producción de la información 
está asociada a las demandas de las entidades estatales. 

• Hay un cambio importante en la calidad y sistematicidad de la produc-
ción de información en los últimos años. La década anterior mostraba 
serios problemas en la producción de datos oficiales, que se caracteriza-
ban por su opacidad, poca rigurosidad y limitada sistematicidad. En esta 
década, se han desarrollado mecanismos de medición complementarios 
(por ejemplo, encuestas nacionales de victimización, censo de comisa-
rías) y la revisión rigurosa de algunos  datos estatales (por ejemplo, a 
través de la revisión de la información sobre homicidios). 

• Se evidencia una limitada producción de estudios cualitativos, lo que 
dificulta la revisión detallada de los patrones de los fenómenos estudia-
dos. En el mejor de los casos, se sabe cuál es la magnitud de algunos 
delitos, pero existe poca información rigurosa sobre cómo es que los 
mismos se manifiestan o la etiología de los fenómenos.

b) Sobre los estudios producidos por la academia y la sociedad civil 
• La investigación producida en los últimos años ha aumentado en can-

tidad y calidad. Se percibe un crecimiento significativo del interés en la 
investigación académica sobre la inseguridad, el crimen y la violencia. 
Sin embargo, esta producción se ha realizado con una concentración en 
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estudios micro (muestras pequeñas y con concentraciones geográficas 
limitadas). 

• Para un grupo, la investigación académica ha empezado a conectarse 
con la producción de política pública en torno al crimen, la violencia y 
la inseguridad. Esto se manifestaría tanto en las exposiciones de moti-
vos de la nueva normativa en la materia, como en el uso de la literatura 
precedente de investigadores para la construcción de políticas públicas. 
Sin embargo, se trataría de un camino embrionario. Para otro grupo de 
entrevistados, las temáticas de investigación no se relacionan necesaria-
mente con las prioridades gubernamentales, debido a lo cual se estaría 
produciendo una brecha de conocimiento con respecto a los tomadores 
de decisión. 

c) Sobre centros de investigación y la formación de investigadores 
• Existen pocos centros de investigación académicos consolidados en la 

temática. La emergencia de centros y grupos de investigación dedica-
dos principalmente a estos fenómenos es reciente, mientras que la par-
ticipación de otros centros de investigación ha sido esporádica.

• La oferta formativa académica en temas criminales es incipiente. La ofer-
ta en la materia tiene pocos años y la existente se circunscribe a las fa-
cultades de derecho penal o se adscribe a la formación de operadores 
de seguridad y justicia.

• El presupuesto para la investigación académica es limitado y poco regu-
lar. Buena parte de los fondos de investigación provienen de agencias 
estatales, agencias internacionales y organizaciones de la sociedad civil, 
cuyos intereses están asociados a la gestión específica de servicios. Si 
bien esto es importante, reduce la posibilidad de desarrollar estudios 
fuera de los márgenes institucionales previstos.

1.9  A modo de balance

La revisión de la literatura da cuenta de dos tipos de estudios, transversales 
a los diversos temas descritos. Por un lado, están los estudios de sistemati-
zación de registros cuantitativos o de normativa. En estos estudios, prove-
nientes sobre todo de las instituciones públicas o de organizaciones no gu-
bernamentales, se organiza data para producir diagnósticos o descripciones 
longitudinales de la evolución de la denuncia o victimización de un delito. Si 
bien estos ejercicios no siempre producen investigación con resultados nue-
vos, son un aporte importante, pues han permitido poner en agenda pública 
la importancia de ciertos temas (los delitos sexuales, las violaciones, los ho-
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micidios, etc.). Por otro lado, se ha producido también un amplio conjunto 
de investigaciones de caso o con enfoques micro (en términos muestrales o 
territoriales). Provenientes, sobre todo, de exploraciones académicas sobre 
diversos temas, se han generado resultados relevantes, pero con marcos 
metodológicos limitados para  hacer generalizaciones. 

Así, los estudios e investigaciones precedentes se han planteado sobre meto-
dologías sobre todo descriptivas, y por lo tanto, con conclusiones limitadas a 
la descripción de tendencias (de datos cuantitativos) o a conclusiones limita-
das a las pequeñas muestras de estudio (cuantitativas y cualitativas). Aun así, 
esto representa un importante avance respecto de la década anterior, pues 
no solo se ha logrado organizar la información y sistematizarla, sino que se 
han creado nuevas bases de datos, se ha probado metodología a nivel micro 
y se han explorado temas que no habían sido estudiados antes. Asimismo, la 
literatura académica ha cambiado las preguntas que marcan sus estudios. Si 
bien se mantienen las preguntas causales asociadas a la etiología del delito, 
muchos estudios han virado hacia preguntas ecológicas y de sistema (¿cómo 
funciona el delito?, ¿qué impacto genera el delito o la violencia?, ¿qué varia-
bles permiten reducir o controlar una práctica, un delito o la violencia?).

Hay grupos de investigación que han mostrado concentración temática e 
investigación especializada, como el Laboratorio de Criminología PUCP, el 
Grupo de Investigación en Drogas, Seguridad y Convivencia Ciudadana, el 
Grupo de Psicología Forense y Penitenciaria (de la Pontificia Universidad 
Católica del Perú) y el Centro de Investigación en Criminología (de la Uni-
versidad San Martín de Porres); algunos otros centros y grupos empiezan a 
interesarse y trabajar en el tema (el Observatorio de la Justicia de la Univer-
sidad Ruiz de Montoya y el Círculo de Estudios en Criminología y Criminalís-
tica de la Universidad de Lima). Sin embargo, más allá de algunos grupos e 
investigadores, no hay registro claro de otros centros especializados conso-
lidados o que busquen especialización en torno al tema. En el Estado, con 
la creación del Conapoc, el Conasec, el Observatorio de la Criminalidad, la 
Dirección Nacional de Política Criminal, el Observatorio Nacional de Dro-
gas, etc., se ha generado un cuerpo de funcionarios que se están especiali-
zando y que tienen ya conocimiento adquirido y experiencia, lo que podría 
traducirse en estudios profundos en el futuro. Sin embargo, si bien se han 
destinado ciertos recursos para estudios generales y consultorías especiali-
zadas, no parecen estar disponibles los fondos de investigación académica 
destinados a fortalecer esta área prioritaria. De este modo, si bien existen 
avances relevantes y se está produciendo investigación, estos avances dejan 
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ver también ciertos vacíos en enfoques, temas, equipos y fondos de inves-
tigación, los que requieren ser analizados para identificar una agenda de 
prioridades y apoyo al área para los próximos años. 

 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021 

La agenda se ha construido, por un lado, en base a los resultados reseñados 
en la sección anterior, que permiten identificar los vacíos en el conocimiento 
del área temática objeto del análisis, así como aquellos espacios donde se 
requiere una mayor profundización; y por otro lado, a las consultas a in-
vestigadores y profesionales especializados, y a los funcionarios públicos y 
tomadores de decisiones relacionados con el tema.

Tomando en cuenta la complejidad del fenómeno y el impacto que tiene 
sobre la calidad de vida de la mayoría de los peruanos, en esta sección se 
propone una agenda de investigación aplicada; es decir, una cuyos resulta-
dos puedan ser traducidos en intervenciones de política pública, sea en su 
consolidación o cambio. Así, la agenda de investigación propuesta debe 
permitir sustentar el diseño, implementación y evaluación de iniciativas de 
política destinadas a controlar o prevenir la violencia, la criminalidad y la 
inseguridad ciudadana. 

A continuación, se entrega una propuesta inicial de agenda organizada en 
base a los ocho temas priorizados en la revisión de literatura que conside-
ramos son medulares en la agenda de seguridad ciudadana. Los temas de 
agenda han sido definidos de forma amplia para evitar la restricción discipli-
nar o metodológica; no se trata de un listado cerrado, sino que –por el con-
trario– se propone como un primer paso para avanzar en el conocimiento de 
un área poco explorada aún en el país. De este modo, la agenda pretende 
servir como un instrumento para guiar las temáticas de las nuevas investiga-
ciones para los siguientes cinco años, pero no pretende exhaustividad ni ser 
un instrumento cerrado. Se trata de temas prioritarios pero no excluyentes 
de otros enfoques en un área basta y compleja. 

2.1  Homicidios

Avanzar en el análisis de los homicidios es un necesario primer paso para 
fortalecer el conocimiento sobre el empleo de la violencia en el país. Como 
se mencionó previamente, se han realizado esfuerzos gubernamentales que 
buscan mejorar la calidad de los registros administrativos de homicidios, lo 
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que alienta el desarrollo de múltiples investigaciones que abran la mirada 
sobre su presencia en el país. 

Desde este punto de vista, al menos seis áreas de investigación podrían ser 
priorizadas en una primera etapa de desarrollo de investigación aplicada en 
la temática: 

• Los homicidios por encargo (‘sicariato’), que son mencionados de forma 
reiterada por actores públicos y medios de comunicación como hechos 
constantes en el panorama criminal del Perú; sin embargo, se carece de 
estudios que permitan caracterizar este fenómeno. 

• Los homicidios con arma de fuego son clave para entender no solo el 
uso extremo de violencia sino también para caracterizar el mercado de 
armas en un determinado territorio. En el Perú, el conocimiento en estas 
materias es inicial. Por ende, avanzar en estudios de las tasas, modalida-
des, acceso y tipos de armas en que son utilizadas en los homicidios con 
armas de fuego en el país es urgente. 

• Vinculado con lo anterior, el análisis del tráfico de armas y municiones 
asociadas al homicidio permite conocer la trazabilidad de las armas 
de fuego, el flujo de circulación de las armas utilizadas en el crimen, 
así como avanzar en el conocimiento del mercado ilegal de armas y 
municiones y su vinculación con instituciones públicas y privadas, así 
como con esquemas de corrupción vinculadas con el crimen organi-
zado. 

• Los homicidios por violencia interpersonal y doméstica deben ser ana-
lizados con mayor énfasis para identificar los escenarios y modalidades 
de homicidios, según si estos se producen en entornos domésticos, por 
violencia interpersonal, delincuencia común o crimen organizado. La in-
vestigación cualitativa de este tipo de hechos es clave, debido a la alta 
prevalencia de casos de violencia contra las mujeres. 

• El desarrollo de estudios longitudinales y análisis de tendencias sobre 
homicidios en las últimas décadas en el territorio nacional, con énfasis 
en el nivel regional y de las ciudades más relevantes, permitirá conocer 
la magnitud y tendencia en la presencia de este tipo de delito, así como 
sus variaciones en el tiempo. 

• El análisis de posibles mecanismos de prevención y reducción de homi-
cidios es un tema de gran relevancia, lo que requiere de revisiones com-
paradas, especialmente entre los países latinoamericanos que compar-
ten problemas similares de violencia, lo que puede ayudar a identificar 
posibles prácticas innovadoras en la materia. 
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Se plantean las siguientes preguntas de investigación: 

• ¿Cuál es la relación entre homicidios y crimen organizado en el país y en 
cada una de sus regiones? 

• ¿Cuál es la evolución, contextos y características de los homicidios con 
armas de fuego en el Perú?

• ¿Cómo se organiza el mercado legal e ilegal de armas y municiones en 
el Perú, y cuál es su vinculación con las tasas de homicidios? 

• ¿Cuáles son las características y la importancia cuantitativa de los homi-
cidios asociados a la violencia doméstica y la violencia interpersonal?

• ¿Cuál ha sido la magnitud, tendencia y características de los homicidios 
en el Perú en los últimos 30 años? 

• ¿Qué mecanismos pueden ayudar a reducir la victimización por homici-
dio en el Perú?

2.2  Violencia contra las mujeres

La violencia contra las mujeres debe ser un tema de especial atención en 
Perú. No solo en términos de los antecedentes de violencia y trayectorias de 
victimización de agresores y víctimas de feminicidio, sino también de agre-
sión sexual. En estos dos ámbitos (feminicidio y agresión sexual), se propone 
avanzar con un análisis que incluya el espacio público y el privado, con el 
objeto de reconocer las complejidades de la cotidianeidad de la violencia 
contra las mujeres. 

Se proponen seis áreas de investigación prioritarias que, además de avanzar 
el conocimiento sobre la temática, pueden permitir el desarrollo de iniciati-
vas de política pública: 

• Antecedentes de violencia en el feminicidio
• El procesamiento penal del feminicidio
• Las determinantes de la violación
• Los problemas en el procesamiento de violaciones
• La situación de los agresores sexuales
• La situación de la violencia doméstica y la explotación sexual

En cada una de estas áreas o dimensiones de la violencia contra la mujer, se 
requieren de estudios que acerquen los desarrollos teóricos desde la pers-
pectiva de género a aquellos desarrollados desde la seguridad ciudadana 
y la criminología. En la actualidad esta necesaria conversación es limitada. 
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Por otro lado, las elevadas tasas de impunidad de este tipo de delitos son 
reconocidos en múltiples estudios de caso desarrollados en el país, por lo 
que se requiere de análisis en base a registros administrativos que pongan 
énfasis en el flujo de información y el procesamiento de las denuncias en 
cada caso, así como las respuestas públicas para las víctimas. 

Se plantean las siguientes preguntas de investigación: 

• ¿Cuáles son las trayectorias de victimización en agresores y víctimas de 
feminicidio? 

• ¿Cuáles son los problemas en el procesamiento penal del feminicidio?
• ¿Cuáles son los factores estructurales o situacionales que explican las 

violaciones?
• ¿Qué problemas hay en el procesamiento penal de violaciones y en la 

protección y tratamiento de víctimas?
• ¿Cuáles son las características demográficas y los perfiles de los agreso-

res sexuales?
• ¿Cuáles son las características de la victimización de agresiones sexuales 

en niñas y adolescentes y su relación con el embarazo adolescente, de-
serción escolar, ingreso a la PEA y pobreza?

• ¿Cómo se desarrollan las redes de explotación sexual en el Perú? 

2.3  Delitos patrimoniales 

Los delitos patrimoniales son los más recurrentes en las principales ciudades 
del Perú. Avanzar en el conocimiento sobre su magnitud, impacto y caracte-
rísticas ayudará a consolidar un corpus de conocimiento que permita no solo 
reconocer su impacto económico, sino también identificar los mercados que 
se desarrollan a su alrededor. En especial, se torna clave analizar los procesos 
y mecanismos de robos en la vía pública, robos de autos y autopartes y robos 
de vivienda. Además de conocer con más precisión los delitos, la investiga-
ción cualitativa sobre los agresores es clave para identificar si las principales 
teorías criminológicas que se han desarrollado en Estados Unidos y Europa 
sobre los delitos de oportunidad tienen validez en el contexto peruano. 

Se plantean las siguientes preguntas de investigación: 

• ¿Cuál es el costo económico de los delitos patrimoniales en Perú y cuál 
es el impacto en las economías domésticas? 

• ¿Qué factores se vinculan con el inicio de carreras criminales vinculadas 
con los delitos patrimoniales?
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• ¿Qué elementos se asocian al desistimiento de la carrera criminal en 
delincuentes patrimoniales? 

• ¿Existe una relación entre los delitos patrimoniales y aquellos vinculados 
al crimen organizado? 

• ¿Cuál es la forma de organización de los mercados de objetos robados 
y la dinámica de circulación de objetos robados?

2.4  Crimen organizado 

Sin duda, la investigación sobre el desarrollo y la forma en que se vuelven 
complejos los mercados ilegales vinculados al crimen organizado es una ta-
rea pendiente en Perú. En este punto, los temas a priorizar en el mediano 
plazo son siete, aunque se vinculan con otras múltiples temáticas institucio-
nales desarrolladas en otros capítulos del presente volumen: 

• Las dinámicas del tráfico de drogas que permitan conocer la configu-
ración de la cadena de valor y las rutas del mercado de la cocaína, los 
patrones de organización criminal en la cadena de valor de la cocaína, 
las prácticas de interrelación entre el mercado de la cocaína y actores 
políticos, el modelamiento de las cadenas de suministro de otras dro-
gas (cannabis, opioides, drogas sintéticas) y las vulnerabilidades de las 
políticas para el control de los mercados ilegales de drogas, solo por 
mencionar algunos temas de relevancia en el actual escenario nacional.

• Las dinámicas de la minería ilegal que permitan conocer la configuración 
de la cadena de valor y las rutas de la minería ilegal, los patrones de or-
ganización criminal a lo largo de la cadena de valor, la interrelación entre 
la minería ilegal y actores políticos, y las vulnerabilidades de las políticas 
para el control de la minería ilegal en toda su cadena. 

• Las dinámicas de la tala ilegal de madera que permitan conocer mejor la 
configuración de su cadena de valor y sus rutas, los patrones de organi-
zación criminal en la cadena, y la relación con la precariedad institucional 
y corrupción política. 

• La importancia del lavado de activos en la economía ilegal: estimación 
del dinero movilizado por los mercados ilegales de la cocaína, el oro, la 
madera y el contrabando; modalidades de lavado y utilización en el país; 
análisis para identificar las vulnerabilidades del sistema financiero y las 
políticas de control.

• Las dinámicas de la trata de personas que permitan conocer mejor los 
patrones de organización local y las prácticas asociadas a las redes, así 
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como su vinculación con organizaciones transnacionales y los determi-
nantes del contexto de riesgo.

• Las dinámicas del contrabando como un eslabón de una cadena de valor 
que tiene en varios de sus momentos vinculaciones con organizaciones 
criminales.

• Las formas de la práctica de la extorsión y su relación con las organiza-
ciones criminales en el Perú. 

Se plantean las siguientes preguntas de investigación: 

• ¿Cuál es la estructura de la cadena de valor y las rutas del mercado de la 
cocaína?

• ¿Cuáles son los patrones de organización criminal en tráfico de drogas 
en el Perú? 

• ¿Cuáles son las dinámicas de comercio en la minería ilegal, la cadena de 
valor y las rutas?

• ¿Cómo funcionan las dinámicas de la tala ilegal de madera y las modali-
dades de organización criminal en la cadena de circulación y tráfico?

• ¿Cómo se relacionan las economías ilegales y la política subnacional y 
nacional?

• ¿Cuál es la importancia y las modalidades de lavado de activos en las 
economías ilegales? 

• ¿Cuál es la relación de la trata de personas con el crimen organizado en 
el Perú?

• ¿Cuáles son las dinámicas del contrabando y su relación con el crimen 
organizado en el Perú? 

• ¿Cuáles son las características de la práctica de la extorsión en el 
Perú?

2.5  Violencia cotidiana

Es necesario realizar estudios para generar conocimiento sobre formas de 
violencia que muchas veces son invisibles en la agenda de seguridad ciu-
dadana. Se trata de prácticas que no necesariamente entran en el catálogo 
penal y que no representan extremos de la violencia. Sin embargo, estas 
formas de violencia son, probablemente, más recurrentes que la violencia 
criminal y pueden ser un elemento importante tanto en la vivencia de la 
victimización cotidiana como en la percepción de inseguridad. 

Se plantean las siguientes preguntas de investigación: 
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• ¿Cuál es la importancia del acoso sexual callejero en la experiencia de 
victimización cotidiana de las mujeres y qué mecanismos de control so-
cial formal e informal pueden implementarse? 

• ¿Cuál es la magnitud y tendencia de la victimización por accidentabili-
dad vial en el Perú? 

• ¿Cuáles son los elementos o factores vinculados con el aumento de los 
accidentes de tránsito? 

• ¿Cuál es la prevalencia de vandalismo e incivilidades en los espacios 
públicos de las principales ciudades del país?

2.6  Percepción de inseguridad 

Si bien se trata de un fenómeno que puede estar relacionado a la victimiza-
ción criminal, no hay un correlato claro entre esto y la percepción de inse-
guridad. Así, es importante estudiar la percepción como un fenómeno com-
plejo y multicausal. Ello requiere investigación cualitativa y cuantitativa que 
genere evidencia para caracterizar los factores determinantes de la inseguri-
dad percibida: determinar la importancia de la experiencia de victimización 
criminal directa e indirecta, y la experiencia de otras formas de violencia (no 
criminal), así como el rol que tienen los medios de comunicación masiva y las 
experiencias individuales en el fenómeno. 

Se plantean las siguientes preguntas de investigación: 

• ¿Cuáles son los factores relevantes y los determinantes en la percepción 
de inseguridad en el Perú?

• ¿Cuál es la relación entre percepción de inseguridad, victimización crimi-
nal y otras formas de victimización? 

• ¿Cuál es el rol que juegan los medios de comunicación y la cobertura 
noticiosa en la percepción de inseguridad de la población?

2.7  Sistema de justicia

El sistema de justicia es un elemento central en la investigación criminal, en 
la persecución penal y en la prevención del delito. Sin embargo, la descon-
fianza en las instituciones y la impunidad percibida en el sistema peruano 
requieren no solo medidas políticas para estudiar el sistema, sino de análisis 
de su eficiencia en el trabajo de control del crimen. En el Perú, la investi-
gación sobre las instituciones de la justicia criminal, así como su accionar e 
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impacto sobre la criminalidad, son muy limitadas. Dentro de las áreas claves 
de investigación se proponen: 

• La corrupción en el sistema de justicia y su relación con los procesos 
penales

• La efectividad de las penas
• Los problemas y limitaciones operativas en las investigaciones penales
• La reincidencia delictiva
• La situación de la protección de víctimas y testigos
• La situación y relevancia de la justicia local
• La estructura policial para el combate del delito
• La situación y los problemas del sistema penitenciario

Se plantean las siguientes preguntas de investigación: 

• ¿Cuáles son las modalidades, los niveles de corrupción y los niveles de 
impunidad del sistema por tipo delictual en el Perú? 

• ¿Cómo han impactado las modificaciones normativas en el desarrollo de 
la actividad criminal? 

• ¿Cuáles es la magnitud de la reincidencia criminal y el reingreso al siste-
ma penitenciario en el Perú?

• ¿Cuáles son las estrategias y problemas de la Policía en el desarrollo de 
acciones destinadas a prevenir y controlar la criminalidad? 

• ¿Cuál es la capacidad del sistema de justicia penal, policial y penitencia-
rio respecto al tamaño del delito en el Perú?

• ¿Qué problemas hay en la protección de víctimas y testigos en los pro-
cesos penales?

• ¿Cuál es el nivel de efectividad y sinergia entre el sistema de justicia 
nacional y la justicia local?

• ¿Cuáles son los elementos centrales para una reforma policial y para el 
mejoramiento de las acciones del cuerpo policial?

• ¿Cuáles son los principales problemas del sistema penitenciario en el 
Perú?

2.8  Respuestas frente a la inseguridad

Evaluar las iniciativas de política pública en desarrollo es una tarea pendien-
te. La agenda de investigación no puede dejar de lado la necesaria foca-
lización en estudios que pongan atención sobre los planes de seguridad 
ciudadana, medidas tomadas, medidas implementadas y la eficacia de las 
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mismas de los últimos años.  Es necesario plantear el análisis tanto a nivel 
nacional, regional e incluso local (tanto para identificar medidas que hayan 
tenido resultados positivos, como para establecer recomendaciones especí-
ficas de política pública basadas en evidencia). 

Se plantean las siguientes preguntas de investigación: 

• ¿Cuál es la  dinámica y eficacia de los mecanismos de coordinación de 
seguridad ciudadana a nivel local?

• ¿Cuál es la eficacia del patrullaje y serenazgo en las ciudades peruanas?
• ¿Cuáles son las variables asociadas a la seguridad física en espacios pú-

blicos?
• ¿Qué prácticas y elementos reducen la victimización (según cada tipo 

delictivo) a nivel de barrio?
• ¿Cuál ha sido la eficiencia, el impacto y los problemas de los planes na-

cionales, regionales y locales de seguridad ciudadana? 

2.9  La opinión de los expertos

Las entrevistas a expertos también se han utilizado para registrar una lista 
de áreas prioritarias de investigación y plantear temas de agenda. A conti-
nuación, se muestran los temas de agenda planteados por el grupo de ex-
pertos, listados por áreas de trabajo que, según los entrevistados, requieren 
investigación para construir políticas públicas basadas en evidencia, o que 
representan vacíos o avances preliminares en la investigación precedente.

87

ES
TA

D
O

 Y
 G

ES
TI

Ó
N

 P
Ú

BL
IC

A



ÁREAS DE INVESTIGACIÓN PRIORITARIAS SEGÚN LOS EXPERTOS ENTREVISTADOS

TABLA 1

Situación del sicariato
Homicidios con arma de fuego
Tráfico de armas y municiones asociadas al homicidio
Homicidios producidos por violencia interpersonal y doméstica 

El procesamiento penal del feminicidio
Antecedentes de violencia en el feminicidio 
Determinantes de la violación
Problemas en el procesamiento de violaciones 
Situación de la violencia doméstica

Mecanismos y espacios de robo en la vía pública
Impacto económico del robo en la vía pública
Impacto económico de robo de autos y autopartes
Situación del robo de vivienda 
Situación de los mercados de objetos robados
Reincidencia y desistimiento en ladrones

Formas de organización del narcotráfico
Cadena de valor del tráfico de drogas en el Perú
Cadena de valor y rutas de la minería ilegal 
Cadena de valor y rutas de la tala de madera
Situación del lavado de activos
Trata de personas y su relación con el crimen organizado
Formas locales de la trata de personas 
Situación del contrabando 
Situación de las extorsiones 

Corrupción en el sistema de justicia
Efectividad de las penas
Limitaciones en las investigaciones penales
Reincidencia delictiva
Situación del sistema de justicia para el combate contra el crimen
Situación de la protección de víctimas y testigos
Reforma policial
Situación del sistema penitenciario

Tendencias en la percepción de inseguridad
Relaciones entre la percepción de inseguridad y la victimización 
Causas de la percepción de inseguridad 

TEMAS  ÁREAS PRIORITARIAS DE ESTUDIO SEGÚN LAS ENTREVISTAS

Homicidio 

Violencia contra  
la mujer 

Delitos patrimoniales

Crimen organizado

Sistema de justicia

Percepción de 
inseguridad

88

SEGURIDAD CIUDADANA: BALANCE DE INVESTIGACIÓN EN 
POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



 3.  CONCLUSIONES Y REFLEXIONES FINALES

El creciente interés público por la seguridad ciudadana, evidenciado en el 
Perú en las últimas décadas, y el consecuente interés de contar con mejor y 
mayor información sobre los fenómenos criminales y violentos, se ha tradu-
cido en una primera e importante ola de producción de información, pero 
con matices y limitaciones. Cabe destacar el énfasis en la producción de 
información cuantitativa, que permite conocer la expansión epidemiológica 
de los fenómenos, aun cuando esto no ha caminado al mismo ritmo que las 
aproximaciones cualitativas, que dan cuenta de los patrones en la dinámica 
de los fenómenos. Asimismo, los problemas metodológicos en el registro y 
análisis de los datos devienen en una barrera para el análisis sistemático de 
la información producida. Finalmente, y tal vez lo más urgente en la mate-
ria es la tendencia a la producción fragmentaria y reactiva de información, 
que responde a demandas inmediatas, antes que a una agenda sistemática 
y orgánica de prioridades de exploración. En ese sentido, si bien existen 
importantes avances en la producción de datos, subsiste la necesidad de 
responder de forma orgánica a las necesidades de información para el dise-
ño de políticas públicas.

La revisión de literatura y las fuentes consultadas también sugieren algunas 
necesidades institucionales para dar sostenibilidad a esta agenda de inves-

TEMAS  ÁREAS PRIORITARIAS DE ESTUDIO SEGÚN LAS ENTREVISTAS

Eficacia de los planes contra la inseguridad
Eficacia del patrullaje y serenazgo
Respuestas ciudadanas a la inseguridad
Organizaciones ciudadanas contra la inseguridad
Seguridad privada en el Perú
Construcción de espacios seguros

Acoso sexual callejero
Accidentabilidad vial
Vandalismo e incivilidades 

Respuestas frente 
a la inseguridad

Otras formas de 
violencia

FUENTE: Elaboración propia.
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tigación. Planteamos las mismas a manera de reflexiones: 
• Resulta clave la implementación de concursos públicos orientados a 

promover la investigación aplicada, de acuerdo a las necesidades sec-
toriales. Esto puede materializarse a partir de la ejecución de fondos 
concursables de corto (un año) y mediano plazo (dos años), orientados 
a la investigación aplicada y que permitan mejorar la calidad de las po-
líticas públicas. El objetivo de estas investigaciones no solo pasa por 
ofrecer evidencias para la intervención, sino también sobre las mejoras 
necesarias para superar las vulnerabilidades en el control del crimen y 
la violencia. Es posible canalizar tales fondos a partir de consorcios que 
sigan los lineamientos previstos por el Conapoc, de acuerdo a ejes de 
investigación prioritarios. Asimismo, resulta vital generar incentivos para 
la promoción de fondos universitarios para la investigación, así como 
para la creación de institutos de investigación especializados.

• En línea con los elementos necesarios para dar soporte a esta agenda 
de investigación, es de vital importancia la consolidación de los centros 
y grupos de investigación. En línea con lo señalado previamente, esto 
tiene como punto de partida los centros de formación superior, desde 
los cuales se requiere promover la construcción y solidificación de cen-
tros de investigación de acuerdo a temas y áreas prioritarias. Natural-
mente, ello pasa necesariamente por incentivar la investigación a nivel 
de pre y postgrado, tomando en consideración un inventario certero de 
prioridades temáticas desarrolladas con los sectores involucrados en la 
materia. Sin embargo, ello no desmerece el importante avance realizado 
por las organizaciones de la sociedad civil, en particular en la búsque-
da de transparencia en la información. Resulta importante trabajar en 
la relación academia-sociedad civil-Estado en la producción de datos y 
gestión de conocimiento.

• Un tercer nivel de intervención –y que puede ser un punto articulador 
de los esfuerzos interinstitucionales– pasa por la oferta formativa. Re-
sulta de central importancia articular la promoción de la investigación 
con la construcción de una oferta formativa acorde a las necesidades 
de la agenda de investigación. Actualmente, la formación está centra-
da en aspectos técnico legales y, en algunos casos, en aproximaciones 
desde las ciencias sociales y humanas a los fenómenos criminales y de 
violencia. No obstante, se requiere un abordaje disciplinario sistemático 
del crimen y a la violencia. Ello demanda la promoción de programas en 
criminología, penología y criminalística, a fin de complementar y profun-
dizar la mirada desde las ciencias penales, sociales y humanas sobre los 
fenómenos delictivos.
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En este trabajo, hacemos un balance de las principales publicacio-
nes aparecidas en los últimos años respecto a temas asociados a 
la reforma política y electoral en el Perú, que permiten construir la 

imagen de un sistema político extremadamente precario. En el mismo 
tenemos partidos nacionales, movimientos regionales y organizaciones 
locales que no son verdaderamente representativos, que constituyen ve-
hículos para políticos sin partido y diversos intereses sociales que inten-
tan ocupar parte de los espacios de representación. Esto hace que las 
funciones –que en otros contextos cumplen actores políticos– terminen 
siendo asumidas por otros actores (expertos, tecnócratas, ONG y muy 
diversos grupos de interés, formales, informales e ilegales). Por ello, la 
agenda de investigación futura debería centrarse en conocer mejor el 
funcionamiento del sistema político ‘realmente existente’ antes que en 
evaluar cuánto funcionan modelos abstractos ideales. Creemos que es 
de esa manera que la investigación académica puede hacer un aporte 
a la discusión pública sobre la reforma política; en un contexto en el 
que, si bien su necesidad supuestamente genera un amplio consenso, los 
actores principales que deberían implementarla no parecen mostrar un 
compromiso firme con ella. 

 1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016

Si bien en los últimos años se ha generado un consenso muy importante, 
entre los expertos y líderes de opinión, sobre la importancia de implementar 
una profunda reforma electoral y del sistema político en el Perú, en realidad 
no hay mucha investigación que permita construir sobre bases sólidas su 
orientación y las medidas específicas que serían necesarias. En los últimos 
años, diversos autores han llamado la atención sobre la importancia de im-
plementar una reforma institucional del Estado (que incluye la reforma del 
sistema de representación política, que a su vez incluye la reforma del sis-
tema electoral y del sistema político), de modo que ella pueda acompañar, 
potenciar y no trabar el crecimiento económico. Se señala –desde perspec-
tivas diversas– que si bien el Perú avanzó en las últimas décadas en reformas 
económicas, no hizo lo mismo en lo institucional y político, lo que limitaría 
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nuestras posibilidades a mediano y largo plazo. Así, se haría necesario im-
plementar una reforma que enfrente los problemas de representación y que 
mejore la calidad de nuestro Estado y de la administración pública en gene-
ral, especialmente en áreas críticas como la educación, la salud, la seguridad 
ciudadana, el acceso a la justicia o el proceso de descentralización, entre 
otras. Pasado el boom de los precios de nuestros productos de exportación 
primarios, los factores exclusivamente económicos desnudan sus límites; 
mantener el dinamismo requeriría de un Estado que funcione y una repre-
sentación política estable y legítima, capaz de generar los consensos que 
permitan la implementación de reformas costosas pero imprescindibles, 
cuyos resultados solo se harán visibles en el mediano y largo plazo. De no 
llevarse esto a cabo, países como Perú podrían caer indefinidamente en la 
‘trampa’ de los países de ingreso medio.2  

Tenemos entonces la necesidad de mejorar el sistema de representación, 
de cambiar el sistema electoral y el sistema político, lo que se ha expresa-
do en varias propuestas de reforma, como las presentadas por el Jurado 
Nacional de Elecciones (JNE) (2014, 2017) –la primera de ellas junto con 
la Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE) y el Registro Nacional 
de Identificación y Estado Civil (Reniec)–, la ONPE (2017) y la Asociación 
Civil Transparencia (2016). Cabe mencionar también la propuesta lanzada 
por la página web Lampadia (2016), entre otras. Además, puede decirse 
que el tema de la reforma política logró salir del ámbito de la discusión 
de expertos e instituciones especializadas, y llegó a la prensa en general, 
que puso el tema en debate ante la opinión pública. Como respuesta a 
estas demandas, el Congreso 2011-2016, hacia el final de su mandato, y 
en pleno proceso de las elecciones generales de 2016, implementó im-
provisadamente un conjunto de cambios criticados unánimemente, por-
que generaron muchos problemas a las autoridades electorales. El tema 
de la reforma quedó no solo pendiente, sino que adquirió una renovada 
relevancia. El Congreso actual se ha propuesto implementar una reforma 
integral del sistema político, para lo cual la Comisión de Constitución y 
Reglamento conformó un Grupo de Trabajo del Estudio de la Reforma 
Electoral, presidido por la congresista Patricia Donayre, de Fuerza Popular, 
cuyo informe preliminar fue presentado el 6 de diciembre pasado (Comi-
sión de Constitución y Reglamento 2016), y el informe final, el pasado 12 
de mayo (Comisión de Constitución y Reglamento 2017). Este informe está 

2 Desde perspectivas diversas, ver De Althaus (2011); Ghezzi y Gallardo (2013); Ganoza y Stiglich (2015). Sobre la ‘trampa’ 
de los países de ingreso medio en América Latina, ver Foxley (2012). 
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siendo trabajado en la actualidad, junto a otras iniciativas, por la Comisión 
de Constitución y Reglamento, que finalmente propondrá los cambios a 
implementar al Pleno del Congreso. 

Lamentablemente, como ocurre en muchos otros asuntos en nuestro país, 
carecemos de un cuerpo sistemático de investigaciones sobre el tema es-
pecífico de la reforma electoral y del sistema político; sin embargo, hay in-
vestigación que merece ser destacada sobre varios asuntos relacionados 
con este, que son útiles para hacer un diagnóstico de su funcionamiento y 
límites, primer paso para pensar en iniciativas de reforma. 

1.1  Diagnósticos generales y comparados 

En primer lugar, cabe descatar la literatura existente referida a las caracterís-
ticas más generales del funcionamiento del sistema político peruano de los 
últimos años, así como a sus particularidades en el contexto regional, des-
de una perspectiva comparada. Diagnósticos generales del funcionamiento 
del sistema político peruano en los últimos años pueden verse por ejemplo 
en Vergara y Watanabe (2016); Requena (2016); Aragón (2016); Grompone 
(2016); Barrenechea y Sosa (2014); Meléndez y Sosa (2013); Murakami (2013); 
Levitsky (2013); Dargent y Muñoz (2012); Meléndez (2012, 2012a). Estos tra-
bajos dan cuenta de la precariedad y baja calidad democrática en el país, 
sobre la base del análisis del desempeño de los últimos gobiernos, bastante 
mediocre y expresivo de la debilidad generalizada de los actores políticos, 
así como de la precariedad de las instituciones y del aparato del Estado 
en su conjunto. Cotler (2016, 2011) llama la atención sobre la paradójica 
coexistencia entre, de un lado, las altas tasas de crecimiento económico del 
periodo 2002-2013 y, del otro, los altos niveles de insatisfacción con el siste-
ma político y aumentos en la conflictividad social. Resalta la incapacidad del 
Estado para redistribuir los beneficios del crecimiento y de la élite política 
para emprender las reformas institucionales necesarias para enfrentar este 
problema. 

La fragilidad del sistema de representación política peruano destaca también 
desde una perspectiva comparada. Según diversas mediciones del nivel de 
institucionalización del sistema de partidos en América Latina, el peruano 
aparece como uno de los más precarios de la región, junto a Ecuador y 
Guatemala (Jones 2010). Después del colapso del sistema de partidos, 
ocurrido a inicios de la década de los años 90, este no ha sido sustituido 
propiamente por otro, entendiendo por este a un conjunto limitado y 
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relativamente estable de actores políticos que ejercen la representación 
política. Si bien toda la región ha pasado con la llegada del nuevo siglo por 
grandes cambios en el marco del llamado ‘giro a la izquierda’, en general 
los sistemas de partidos han evolucionado o se han recompuesto, cosa que 
no se dio en nuestro país. En algunos casos, partidos con largas trayectorias 
articulan el sistema político (Uruguay, Chile); en otros, los partidos ‘históricos’ 
coexisten con nuevos emergentes (Argentina, Colombia, México, Costa 
Rica); en otros, el sistema funciona sobre la base de partidos relativamente 
nuevos, surgidos de las transiciones democráticas (Brasil, El Salvador). En 
algunos países, se produjeron quiebres significativos y hasta colapsos de 
los sistemas de representación, pero el espacio dejado por los actores 
antiguos fue ocupado por nuevos partidos predominantes o hegemónicos 
(Venezuela, Ecuador, Bolivia). Perú, por el contrario, perdió el sistema de 
tres grandes bloques partidarios ideológicos de la década de los 80, pasó 
a tener un partido predominante en la de los 90 (el fujimorismo), para pasar 
a tener desde entonces un sistema marcado por altos niveles de volatilidad 
e inestabilidad.3 Esta realidad se refleja también en la literatura comparada, 
basada en el examen de encuestas de opinión pública, en las que el Perú 
aparece también como uno de los países en los que la confianza en el 
sistema político es más baja.4 

En medio de este panorama, sin embargo, cabe dar cuenta de que en el 
Perú de los últimos años también han ocurrido procesos de reconstitución 
parcial de identidades políticas. Meléndez (2012) creyó ver cierto avance en 
la institucionalización partidaria con la reaparición de identidades políticas 
‘tradicionales’ alrededor del APRA, Unidad Nacional y la izquierda, expre-
sada en el humalismo. Hoy, esas tres aparecen muy disminuidas e incluso 
en peligro de desaparición; con todo, desde 2006 el fujimorismo se ha ido 
consolidando como la más importante fuerza política del país, ocupando 
una posición de centro-derecha. Además, ha despertado una identidad ne-
gativa (antifujimorismo), que resultó fundamental para definir el resultado 
de las dos últimas elecciones presidenciales.5 Podría estarse gestando una 
redefinición del sistema de representación, en el que el clivaje marcado por 
la evaluación de la herencia de la década de los años 90 resulta central. En 

3 Al respecto, puede verse Bornschier (2016); Freidenberg, ed. (2016); Rubio (2016); Tanaka (2015, 2013); Wills (2015); 
Roberts (2015); Mainwaring y Pérez-Liñán (2013); Levitt (2012); Seawright (2012); Morgan (2011).

4 Ver informes del Latin American Public Opinion Project (Lapop) en Carrión, Zárate y Zeichmeister (2015); Carrión, Zárate 
y Seligson (2012).

5 Ver al respecto Cyr y Meléndez (2016), y Meléndez (2014). 
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cualquier caso, de la literatura revisada puede concluirse que la reconstitu-
ción de un sistema político representantivo será inevitablemente una tarea 
muy ardua, cuyos resultados solo se harán visibles en el mediano y largo 
plazo, siempre y cuando se persista en una lógica de implementar reformas 
políticas y cambios institucionales, y en tanto los principales actores polí-
ticos se comprometan a hacer política y relacionarse entre sí de maneras 
diferentes. Lamentablemente, parecemos estar lejos de ello.6   

1.1.1  La representación ‘realmente existente’ 

En general, sabemos que nuestro sistema político es poco representativo; sin 
embargo, los problemas de representación son particularmente agudos para 
segmentos de la población históricamente excluidos o subrepresentados, 
como las mujeres (Rousseau 2016; Gallo, Sample y Schmidt 2009; Del Aguila 
y Llanos 2008) y las poblaciones indígenas (Espinosa 2016; Pajuelo 2016; Pa-
redes 2015; Del Aguila y Suito, ed. 2012; Aragón 2012; Huber, Hernández y 
Zúñiga 2011; Raymond y Arce 2011). Esto ocurre a pesar de que en los últimos 
años se aprobaron leyes de cuotas para favorecer la participación y repre-
sentación de estos sectores. Sin embargo, se trata de iniciativas formalistas, 
no bien diseñadas, que no llegan a alcanzar las metas que supuestamente 
se persiguen. Con todo, existe un dinamismo destacable entre diversas or-
ganizaciones de mujeres y organizaciones indígenas, que cuando menos en 
algunas coyunturas se convierten en actores muy relevantes. 

Con todo, la esfera de la política se relaciona con la esfera social, de diversas 
maneras, si no bajo la forma de relaciones de representación, bajo la forma 
de relaciones de intermediación o intercambio de diferente tipo. Una de 
ellas son las diferentes prácticas clientelísticas. En el Perú el clientelismo 
no está basado, como en otros contextos, en la movilización de grandes 
maquinarias o aparatos partidarios, sino que son prácticas que desarrollan 
políticos o líderes personalistas interesados en desarrollar carreras políticas 
(Tanaka y Meléndez 2014). Por cierto, en ocasiones estas prácticas se basan 
en estructuras o aparatos relativamente sofisticados, como los que se ven 
en la costa norte, alrededor del partido Alianza para el Progreso (Barne-
chea 2014) o el Gobierno Regional de Áncash, bajo la presidencia de César 

6 Sobre las dificultades para la construcción de partidos en el contexto de la ‘tercera ola democratizadora’ en América 
Latina, ver Levitsky et al., 2016. Sobre el caso peruano, ver Levitsky y Zavaleta (2016); en general, los actores políticos se 
han habituado a funcionar sin instituciones partidarias, y no enfrentan incentivos ni condiciones sociales o políticas que 
los empujen a formar partidos. Además, reformas institucionales recientes han limitado el uso clientelístico de recursos 
públicos, lo que debilitó a partidos históricos –como en Colombia– y dificulta la construcción de nuevos, como en Perú.
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Álvarez (Arévalo 2015), en el Callao con Chim Pum Callao (Rojas 2015) o en 
Lima con Solidaridad Nacional (Ayala 2016); precisamente, su carácter rela-
tivamente excepcional los hace importantes objetos de estudio. Con todo, 
dada la precariedad de las maquinarias políticas, muchas veces el cliente-
lismo no resulta un intercambio entre políticos o autoridades y ciudadanos, 
como en la mayoría de países (provisión de bienes públicos o semipúblicos, 
o beneficios particulares a cambio de apoyo político), sino una estrategia 
de posicionamiento político con fines publicitarios o comunicativos (Muñoz 
2016, 2016a, 2014). 

Podemos no tener grandes maquinarias políticas, pero sí tenemos políticos 
o líderes personalistas que intentan desarrollar carreras políticas (ver Incio y 
Chavarría 2015, para el ámbito subnacional), sobre la base de cumplir con 
funciones de intermediación, recogiendo diversas demandas sociales de 
sectores sin capacidad de interlocución con las autoridades políticas, pro-
cesándolas e interpelando a las mismas, para construir legitimidad, en un 
mundo cruelmente ‘darwinista’ y con altos niveles de mortalidad, por así 
decirlo.7 Hurtado (2015) analiza, por ejemplo, el ‘uso’ de los conflictos so-
ciales como medio para afianzar carreras políticas; cuando la intermedia-
ción no funciona, los sectores no representados recurren a la protesta como 
medio de presión ante las autoridades políticas. Meléndez (2012a) muestra 
cómo la protesta y conflictividad social es expresión del relativo divorcio y 
dificultades que existen para articular la dinámica política y la social en el 
Perú de los últimos años. Ante el vacío que deja una deficiente represen-
tación por parte de los actores políticos convencionales, la intermediación 
política empieza a ser disputada por diferentes actores: liderazgos perso-
nalistas, ONG, dirigentes sociales con aspiraciones políticas. Todo esto ha 
ocurrido, además, en un contexto de crecimiento económico, aumento en 
los presupuestos públicos de gobiernos regionales y locales y expansión 
de la actividad minera, con lo que aumentaron los conflictos asociados a la 
gestión municipal y al cuestionamiento a la actividad minera. En ocasiones, 
los conflictos también asumieron formas más disruptivas, en tanto en medio 
del crecimiento económico también proliferaron actividades informales e 
ilegales, que cuestionaron la autoridad estatal, su capacidad de controlar el 
territorio y ejercer plenamente la soberanía.8 Es importante resaltar también 

7 Sobre los partidos políticos personalistas en general, ver Kostadinova y Levitt (2014).
8 Sobre las protestas sociales en general, ver Arce (2015) y Tanaka, Zárate y Huber (2011). Sobre los conflictos y la 

expansión minera, ver Arellano (2015); sobre el movimiento cocalero, Durand Ochoa (2014). Sobre la minería ilegal del 
oro y sus articulaciones sociales y políticas, ver Baraybar (2015).
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que, en los últimos años, aparecen con cada vez más recurrencia formas de 
protesta de sectores medios –fundamentalmente jóvenes– levantando de-
mandas que podrían calificarse como ‘posmaterialistas’. Emplean formas de 
organización muy horizontales y flexibles, con marcada distancia frente a los 
partidos políticos. Además, el uso de las redes sociales, nuevas tecnologías 
y nuevos estilos y repertorios de protesta serían algunos de sus rasgos. Pese 
a su carácter coyuntural y poco institucionalizado, en algunos momentos su 
actuación tiene importantes repercusiones políticas9 y sus voceros terminan 
asumiendo formas de representación de intereses puntuales.

1.1.2  Partidos nacionales, movimientos regionales y elecciones 

Si el sistema político es sumamente precario, si los actores políticos no ejer-
cen propiamente la función de representación, si ella es disputada entre los 
partidos por diferentes actores, ¿qué hacen y cómo funcionan los actores 
políticos? En medio de una gran precariedad política, tenemos actores po-
líticos que hacen o intentan hacer política; como resulta obvio, continúan 
siendo los protagonistas de los procesos electorales para elegir autoridades 
y desde los cargos electos participan en el proceso de toma de decisiones 
de Estado y de política pública. En el ámbito nacional (Presidencia y Con-
greso) tenemos a los partidos políticos, en donde, de un lado, están los que 
podríamos considerar partidos ‘históricos’ o que han ejercido funciones de 
gobierno, muy debilitados (con la excepción del fujimorismo), y del otro, 
los partidos ‘nuevos’, también extremadamente precarios y sin capacidad 
de sustituir propiamente a los históricos; de allí la extrema volatilidad del 
voto en el país. Los partidos políticos funcionan casi exclusivamente como 
plataforma electoral durante el momento de las campañas, para práctica-
mente desaparecer como tales después. En la medida en que los partidos 
no cuentan con personal suficiente propio, y carecen por lo general de re-
ferentes ideológicos o programáticos claros, incluso las campañas resultan 
erráticas, poco profesionales, que dan lugar a resultados siempre azarosos. 
No solo tenemos la escasa lealtad y alta desconfianza de los electores frente 
a los partidos, también partidos y líderes con conductas erráticas, mensajes 
contradictorios, estrategias poco claras. Por ello, los resultados electorales 
aparecen siempre como altamente imprevisibles y sorprendentes.10   

9 Ver al respecto, por ejemplo, Fernández-Maldonado (2015), quien analiza las protestas en contra de la propuesta de ley 
de promoción del empleo juvenil de diciembre de 2014 y enero de 2015. 

10 Análisis de las campañas electorales de 2016 y 2011 pueden verse en Dargent y Muñoz (2016); Meléndez (ed. 2016, 2011, 
2011a); Levitsky (2011); Tanaka (2011); León (2011). 
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En este panorama, hay trabajos que se han ocupado con algún detalle de la 
dinámica interna de algunos partidos en específico. Respecto a los partidos 
tradicionales, podría mencionarse, para el caso del APRA, los trabajos de Cyr 
(2011) y Vergara (2011). Si bien la primera enfatiza en su análisis las fortalezas 
que explican su persistencia, el segundo enfatiza más bien su precariedad y 
extremo personalismo. En los últimos años, y después de los resultados de 
las elecciones de 2016, esta última línea de análisis parece haberse mostrado 
más fructífera. Sobre el PPC, ver Puémape (2013); sobre Perú Posible, ver Vera 
(2011) y García (2016); sobre la izquierda y la ‘oportunidad perdida’ de la ges-
tión municipal de Susana Villarán en Lima Metropolitana, ver Tanaka y Sosa 
(2016a). En general, podría decirse que un gran tema que recorre todos estos 
trabajos es la pregunta de hasta qué punto la crisis de los partidos tradicio-
nales es consecuencia de decisiones tácticas y estratégicas equivocadas –to-
madas por sus líderes principales–, de su incapacidad para renovarse y adap-
tarse a un entorno cambiante, o consecuencia de factores más estructurales: 
el desempeño gubernamental (a su vez limitado por la debilidad estatal e 
institucional del país), los problemas de representación social y política, dada 
la fragmentación del país y el creciente sentimiento ‘antipolítica’ presente en 
la ciudadanía.11 La gran excepción dentro del grupo de partidos ‘tradicionales’ 
o que han ocupado posiciones de gobierno es, por supuesto, el fujimorismo. 
Al respecto, puede verse, desde diversas perspectivas, Rejas (2016); Urrutia 
(2011); Murakami y Barnechea (2011); Navarro (2011). Todos estos análisis re-
saltan la capacidad del fujimorismo para mantenerse y reaparecer como un 
actor político fundamental, al punto que hoy es claramente el partido más 
importante del país. En medio de la difícil coyuntura posterior al 2000, el fuji-
morismo desarrolló una mística y una cohesión interna muy intensa; renovó su 
liderazgo bajo la conducción de Keiko Fujimori, heredera del líder fundador 
y ‘actualización’ de la propuesta política; finalmente, se beneficiaron del des-
gaste de la gestión de Alejandro Toledo; y ‘normalizaron’ su vuelta al escena-
rio político durante los años del segundo mandato de Alan García.12  

En cuanto a los partidos nuevos, aparecidos después del año 2000, tenemos 
trabajos como el de Barnechea (2014), sobre Alianza para el Progreso, y los 
de Rojas (2015, 2016), sobre Chim Pum Callao, que merecen ser resaltados. 
En general, los partidos nuevos no logran desplazar a los antiguos, se ca-

11 Desde una perspectiva comparada, es importante ver Wills-Otero (2015). En otros países, como Colombia, los partidos 
tradicionales evolucionan y se adaptan, mientras que en Venezuela o Perú, colapsan. 

12 Desde una perspectiva comparada, ver la literatura referida a los ‘partidos sucesores de regímenes autoritarios’ 
(authoritarian successor parties) y las claves que explican su éxito o fracaso. Ver Loxton (2016). 
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racterizan por un personalismo extremo y resultan tanto o más volátiles que 
estos. Algunos de ellos, como los que acabamos de mencionar, han logrado 
cierta consistencia mínima en espacios regionales y locales, pero incurrien-
do en prácticas clientelísticas. Si bien los partidos nuevos se presentan a 
sí mismos como expresión de una necesaria renovación política, han sido 
precisamente ellos los que han mostrado en alto grado improvisación, in-
coherencia, oportunismo, liderazgos precarios que no logran consolidarse. 
A lo largo de los últimos años, Unión por el Perú, Somos Perú, Solidaridad 
Nacional, Perú Posible, Restauración Nacional, el Partido Nacionalista, Pe-
ruanos por el Kambio, entre otros, expresaron la esperanza de construcción 
de nuevos partidos más representativos, pero todos terminaron defraudan-
do las expectativas que generaron. 

En los últimos años, en los espacios subnacionales, en donde los partidos 
nacionales no tienen el monopolio de la representación, los movimientos 
regionales han desplazado a los partidos nacionales. Desde la primera elec-
ción regional de 2002, en la que el APRA ganó 12 de los 25 gobiernos regio-
nales, los movimientos regionales han pasado a ser los actores políticos cen-
trales en el ámbito subnacional, desplazando también a las organizaciones 
locales. Hasta la elección regional de 2010, en algunas regiones, algunos 
movimientos regionales parecían estar en vías de consolidación, después 
de lograr algunas reelecciones y presencia en las diferentes provincias de 
las regiones. Sin embargo, las elecciones de 2014 mostraron que los movi-
mientos regionales enfrentan muchos de los problemas que aquejan a los 
partidos nacionales: precariedad organizativa, escasa presencia más allá de 
las capitales departamentales, improvisación, personalismo extremo. En los 
últimos años, no solo movimientos regionales que parecían sólidos tuvieron 
crisis, sino que aparecieron con alarmante frecuencia escándalos de corrup-
ción. En el momento actual, tenemos unos 15 gobernadores regionales y 
más de 20 alcaldes provinciales y distritales sentenciados por la comisión de 
delitos diversos, o enfrentando investigaciones muy serias. El crecimiento 
económico de los últimos años y el aumento de los presupuestos públicos 
ha hecho más ‘atractiva’ la política local y regional para todo tipo de intere-
ses. Al mismo tiempo, parte del crecimiento implicó el aumento de activida-
des informales e ilegales, que –para mantenerse y expandirse– requieren el 
control de la autoridad política.13  

13 Sobre los movimientos regionales, ver –desde diferentes ángulos– Remy (2016); Incio y Gil (2016); Panfichi y Dolores 
(2016); Batlle y Cyr (2014); Zavaleta (2014); Seifert (2014); Tanaka y Guibert (2011); Muñoz y García (2011); De Gramont 
(2010). Visiones más de conjunto recientes pueden verse en Muñoz et al. (2016), quienes analizan los casos de Arequipa, 
Piura, Cusco y San Martín; y Barrantes et al. (2012), quienes comparan Cajamarca y Arequipa.
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1.1.3  El funcionamiento del sistema político ‘realmente existente’

En teoría, el sistema político democrático cumple la función de dotar de 
legitimidad de origen a las autoridades (vía las elecciones) y al ejercicio del 
poder (mediante las normas constitucionales y legales); y quienes articulan 
y permiten el juego político son los partidos políticos, que proveen del per-
sonal necesario para cubrir los cargos ejecutivos y de representación, basa-
dos en sus propuestas de política. En todas las democracias, los partidos 
interactúan con gremios, corporaciones, organizaciones de la sociedad civil, 
académicos y expertos independientes, etc., pero son los partidos los que 
articulan el proceso político. En nuestro país, la extrema debilidad de los 
partidos, su precariedad programática y su extremo personalismo han he-
cho que otros actores asuman un protagonismo que amerita ser estudiado. 

Algunos trabajos han documentado la menor influencia de los partidos de 
gobierno en las decisiones gubernamentales en los últimos años, a través 
del análisis de la composición de los Consejos de Ministros, que muestran 
un creciente número de independientes frente a los cuadros de partido 
(Sosa 2014; Corvetto 2014). El mayor número de independientes es expre-
sión también de la creciente importancia de expertos o tecnócratas en las 
decisiones de gobierno. Esto ha ocurrido ante la carencia de ideas o pro-
puestas de los partidos, y la existencia de un contexto crecientemente des-
politizado y desideologizado desde la década de los años 90, dentro de los 
parámetros de una suerte de consenso neoliberal entre las élites políticas. 
En esta línea, diversos trabajos han llamado la atención sobre la continuidad 
e importancia de una alta burocracia –dentro del Estado– desde la década 
de los años 90, que explica la continuidad de las políticas públicas centrales 
iniciadas en esos años (Vergara y Encinas 2016); y sobre la relativa autonomía 
de algunas ‘islas de eficiencia’ dentro del Estado, su origen, dinámica y con-
diciones que hacen posible su reproducción en el marco de un Estado en 
general débil y poco profesionalizado (Dargent 2014 y 2014a). Estas ‘islas’ se 
habrían establecido en espacios clave para la reproducción del conjunto del 
sistema, que requieren altas competencias técnicas, que pueden ampararse 
en apoyos o consensos nacionales y transnacionales.14 De otro lado, Tanaka, 
Barrenechea y Morel (2011) han explorado la relación entre diferentes eco-
nomistas y técnicos ubicados en universidades y ONG y su relación con los 
diferentes grupos políticos, y cómo han ocupado espacios importantes en 

14 Ver, por ejemplo, los textos disponibles sobre la creación y funcionamiento del Ministerio de Desarrollo e Inclusión 
Social: Romero et al. (2016); Trivelli y Vargas (2014); Vargas y Trivelli (2014). 
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los últimos gobiernos. En un contexto en el que la comunidad académica 
no es muy grande, las opciones son reducidas, lo que ayuda a entender la 
continua presencia de algunos de estos núcleos intelectuales más allá de los 
cambios gubernamentales.15  

En cuanto al Congreso de la República, este poder del Estado también refle-
ja la debilidad de los partidos, que carecen de cohesión interna y una agen-
da parlamentaria, con lo que prolifera el individualismo y la improvisación. 
En medio de esto, el Parlamento aparece como muy vulnerable a la presión 
de grupos de interés (Mujica 2014, 2012), que suelen actuar aprovechando 
que hay temas con escasa visibilidad para los medios de comunicación y 
la opinión pública. Al mismo tiempo, aparece como muy vulnerable a las 
presiones de la opinión pública cuando se trata de temas políticamente sen-
sibles, que pueden mellar la popularidad de los políticos (Dargent y Urteaga 
2017). El funcionamiento del Congreso aparece como errático, sometido a 
conductas particularistas, con bancadas poco disciplinadas y poco profe-
sionales en el manejo de las decisiones que les competen (Vela et al. 2014; 
Brito 2012; Ponce 2012; Loaiza 2013). Así, las decisiones del Congreso pare-
cen poco previsibles desde el punto de vista programático o ideológico. El 
Congreso no muestra gran iniciativa en cuanto al debate de proyectos de 
leyes muy relevantes (salvo contadas excepciones), quedando la iniciativa 
de proyectos sustantivos en el Poder Ejecutivo. Esto no significa que el Con-
greso no sea responsable de la mayor cantidad de leyes aprobadas, pero de 
importancia menor. En todo caso, la lógica de las bancadas se yuxtapone a 
lógicas en las que priman intereses regionales, locales, sectoriales, depen-
diendo de las redes informales que tejen los parlamentarios. En general, la 
debilidad de las bancadas es fruto de que estas están compuestas básica-
mente de políticos sin afiliaciones partidarias fuertes, que intentan desarro-
llar carreras políticas a través de funciones de intermediación de intereses. 

Un argumento alternativo es el que postula que la continuidad en la 
orientación liberal de las políticas públicas –originadas en la década de 
los años 90– es fruto de la imposición o presión de los grandes grupos de 
poder económico y mediático, que más bien contravendría la voluntad 
popular expresada en el voto y las intenciones originales de los políticos 

15 Existen pocos trabajos sobre cómo se toman decisiones de política pública a nivel regional o municipal, tema de 
análisis muy grande y significativo. Ver al respecto Sosa (2016); Glave (2016); García (2014); Wurst (2014). Otro tema de 
investigación que requiere mucho más trabajo es el de los pequeños municipios rurales y su funcionamiento social y 
político. Ver al respecto el gran trabajo de Asensio (2016) sobre la provincia de Quispicanchi, y el artículo de Uchuypoma 
(2013). Sobre la formación de coaliciones sociales y políticas en ámbitos rurales, ver Tanaka (2014). 
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que ganaron las elecciones con propuestas de cambio. Esa literatura 
llama la atención sobre la recomposición del poder económico en el país, 
la concentración de la propiedad en muchas áreas, la debilidad en las 
capacidades de regulación del Estado, y también advierte sobre numerosos 
ejemplos de decisiones de política favorables a grandes intereses 
empresariales. De manera más precisa, se han identificado además algunos 
de los mecanismos que harían posible ese control empresarial, como 
el financiamiento de las campañas electorales, el recurso de la ‘puerta 
giratoria’ (funcionarios de empresas privadas que luego desempeñan 
cargos públicos y luego vuelven a la actividad privada), presiones a través 
de lobbies y grupos de interés, entre otros.16  Otras formas de presión 
privada sobre el Estado se dan a través de mecanismos ‘ideológicos’: 
ante la debilidad de los actores políticos como formadores de opinión o 
para darle forma a la agenda política, los medios de comunicación ejercen 
una gran influencia. En los últimos años, la propiedad de los medios ha 
tendido a concentrarse en grandes grupos, donde destaca el Grupo El 
Comercio, lo que abre un debate sobre cuánto limita o no este hecho 
sobre la pluralidad informativa en el país. Algunos trabajos han mostrado 
los sesgos en la cobertura informativa de los principales medios de 
comunicación en las últimas campañas electores.17  

Finalmente, la debilidad de los partidos también hace al sistema político 
vulnerable a la presión, influencia o cooptación de actores ilegales (Pedra-
glio 2016; Durand 2016a); entre ellos, los asociados al narcotráfico, la tala 
ilegal de madera, la explotación minera ilegal, el contrabando y el tráfico de 
terrenos, actividades que también prosperaron durante los años de precios 
altos de los productos de exportación. En algunas regiones, estas presiones 
resultan muy significativas, por lo que la regulación del financiamiento polí-
tico y el acceso a la información más completa de la trayectoria de los candi-
datos a elección popular resulta imprescindible, así como la aprobación de 
restricciones a la postulación de condenados por delitos graves (Comisión 
Presidencial de Integridad 2016; Transparencia 2016; ONPE et al. 2014; Tues-
ta 2011 y 2011a).  

16 Al respecto, ver Durand (2016, 2013, 2012). 
17 Ver, por ejemplo, Pedraglio (2011); Fowks y Bello (2011); García Llorens (2011).
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1.1.4  Para terminar: sobre la reforma política 

Como hemos comentado más arriba, no existe una reflexión sistemática so-
bre el tema de la reforma política propiamente dicha, en el sentido de que 
se plantee un diagnóstico amplio de cuáles serían los males del sistema po-
lítico que se deben remediar, y qué reformas o cambios deberían implemen-
tarse para ello. Sin embargo, en los últimos años, se encuentra una gran va-
riedad de trabajos sobre diversos aspectos relacionados con cambios en los 
sistemas electorales. Desde una perspectiva comparada regional, está por 
ejemplo el trabajo de Freidenberg y Dosek (2016). Los autores analizan las 
reformas electorales implementadas en América Latina entre 1978 y 2015, y 
ubican al Perú como un caso de ‘hiperactivismo reformista’, junto con Ecua-
dor y México. Los autores analizan reformas tales como la implantación de 
cuotas de género para las candidaturas a cargos de elección popular, el 
rediseño de distritos electorales para las elecciones legislativas, el estable-
cimiento de la reelección presidencial, cambios en el tamaño del Congreso, 
el voto de nacionales en el extranjero, cambios en la fórmula para asignar 
escaños en el Congreso, cambios en la fórmula para definir al ganador de 
la elección presidencial, cambios en la forma del voto en las elecciones del 
Congreso, la duración del mandato presidencial, la concurrencia o no de 
las elecciones presidenciales y legislativas, el establecimiento y el nivel del 
umbral necesario para acceder a un escaño en el Parlamento, la duración 
del mandato legislativo, la reelección de los legisladores, la revocatoria 
del mandato presidencial, normas que rigen la selección de candidaturas 
y formas de gobierno al interior de los partidos políticos, entre otras. Este 
hiperactivismo, lejos de mejorar la representación, termina modelando un 
sistema político contradictorio, caótico e inestable. 

Más específicamente, en términos temáticos, tenemos el estudio com-
parado de McClintock sobre los efectos de la segunda vuelta electoral 
en perspectiva comparada (McClintock 2016), donde se argumenta que 
la segunda vuelta ha tenido efectos positivos en los países en los que se 
ha aplicado, frente a sistemas en las que la primera minoría accede a la 
Presidencia. En cuanto al Perú, ha sido Fernando Tuesta quien ha evaluado 
los intentos de reforma política de los últimos años, incluyendo la Ley de 
Partidos Políticos de 2003 (Tuesta 2016, 2016a, 2015, 2012). Él da cuenta 
de los escasos resultados de la reforma, fruto de su carácter incoherente 
y aplicación sin sanciones efectivas. Tuesta también ha escrito sobre los 
efectos del voto preferencial (Tuesta 2013), y sus efectos negativos sobre 
la disciplina y coherencia partidaria. Asimismo, habla del efecto pernicioso 
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de las revocatorias sobre el sistema político, que terminan siendo utiliza-
das por ‘malos perdedores’ e intereses particularistas, antes que por ciu-
dadanos no representados por los partidos, no cumpliéndose la promesa 
de democratizar y hacer más legítimo el ejercicio de la autoridad política 
(Tuesta 2014, 2014a).18 Otro tema que podría considerarse dentro de las 
discusiones sobre el sistema electoral es cómo responder al desafío de 
grupos antisistema que buscan inscripción y participación electoral, como 
–por ejemplo– el Movadef (Movimiento por la Amnistía y Derechos Funda-
mentales) y el Fudepp (Frente de Unidad y Defensa del Pueblo Peruano), 
ambos vinculados con Sendero Luminoso.19  

Para terminar, considero que es pertinente mencionar también lo escrito so-
bre el proceso mismo de reforma institucional: qué condiciones permiten su 
acuerdo e implementación, o qué condiciones explican su continuidad en 
el tiempo. Tanaka y Sosa (2016) llaman la atención sobre la importancia del 
papel de las élites políticas y su capacidad para generar consensos y seguir 
lógicas de mediano plazo, independientemente de los niveles de desarrollo 
socioeconómico de un país; mientras que Dargent y Urteaga (2016) advier-
ten sobre lo precarios e inestables que son los acuerdos que permiten la 
implementación de reformas institucionales a mediano y largo plazo. Y solo 
a mediano plazo es que, si los esfuerzos son consistentes y en la dirección 
correcta, podrán verse mejoras significativas en la representación política y 
en el funcionamiento del sistema político (Levitsky y Murillo 2014). 

 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

Decíamos más arriba que la discusión sobre la reforma del sistema político 
y electoral puede resultar muy amplia y difícil de delimitar. En este trabajo 
proponemos que la agenda de investigación debe estar orientada, primero, 
por el esfuerzo de entender mejor cómo funciona ‘empíricamente’ el siste-
ma político peruano, más allá de consideraciones normativas o valorativas, 
nutriéndose, hasta donde sea posible, de una perspectiva comparada.20  Se-
gundo, debemos considerar el funcionamiento del sistema político en todos 
sus niveles (nacional, regional, local) y en todo el territorio, dado que este 
funciona de maneras muy diferentes según esas dimensiones. Tercero, dado 

18 Ver también, desde un marco comparado más amplio, Welp (2016). 
19 Un trabajo muy útil para discutir estas cuestiones es el de Asencios (2016).
20 Un ejemplo: evaluar qué consecuencias tendría la implantación de un sistema de elecciones primarias en Perú exigiría 

estudiar la experiencia reciente de Uruguay y Argentina. Al respecto, ver Gonzalez (2014) y Gallo (2010). 
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que el sistema político ‘realmente existente’ en el Perú, las decisiones de 
Estado y de política pública y las formas de representación no pasan solo ni 
principalmente por los partidos políticos, resulta muy importante ampliar la 
agenda de investigación más allá de estos. Si los partidos deben moldear la 
hechura de las políticas políticas, resulta que las redes de expertos y élites 
tecnocráticas tienen acaso más influencia sobre las mismas (y otros actores, 
como hemos visto). Si los partidos supuestamente canalizan la competencia 
política, resulta que ellos son meros vehículos para políticos sin partido que 
intentan desarrollar carreras políticas individuales. Y si los partidos supues-
tamente representan intereses sociales, resulta que en realidad los políticos 
intentan más bien intermediar la gestión de esos intereses, que recurren a 
canales formales e informales, e incluso a la acción directa mediante la pro-
testa social. Solamente conociendo cómo funcionan los actores del sistema 
político es que podremos pensar razonablemente en su reforma. Y cuarto, 
consideramos que la agenda debería estar mínimamente enmarcada por 
su relación con temas relevantes y con alguna posibilidad de concreción 
práctica.21  

Sobre la base de estas consideraciones, creemos que la agenda de inves-
tigación en el futuro inmediato debería empezar por mapear mejor el fun-
cionamiento del sistema político en todos los niveles de gobierno y en todo 
el territorio, dando cuenta de las relaciones entre los principales actores 
políticos y sociales, y las élites que se involucran en el proceso de toma de 
decisiones de Estado y de política pública.22 Este conjunto incluye redes de 
expertos y tecnócratas, burocracias públicas,  organismos internacionales y 
ONG, medios de comunicación y grupos de interés y de presión (que van 
desde el empresariado hasta organizaciones sociales), y llega hasta actores 
en principio no políticos, como los actores de los procesos judiciales y acto-
res vinculados a actividades informales e ilegales. 

Así, en primer lugar, debemos investigar para conocer mejor, en su doble 
dimensión –como competidores en procesos electorales, y luego en sus fun-
ciones de gobierno y representación–, a los protagonistas principales del 
juego político: los partidos políticos nacionales, los movimientos regionales 
y las organizaciones políticas locales. 

21 Es útil ver el texto de Sorj (2013), en el que sugiere una agenda de investigación sobre la dinámica política reciente en 
América Latina. 

22 Nos parece muy relevante cubrir la falta de un diálogo más eficaz entre la literatura de la gestión y la administración 
pública y la literatura de la ciencia política, para dar cuenta de la dimensión política de las decisiones de política pública. 
Ver al respecto, desde un ángulo más general y conceptual, Pepinsky et al. (2017) y Polga-Hecimovich y Trelles (2016). 
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• En cuanto a los partidos nacionales, hay todavía mucho por decir respecto a 
los partidos ‘tradicionales’. Aun hoy no contamos con información suficiente 
sobre la trayectoria de partidos como el APRA, AP, el PPC, o los diferentes 
partidos de izquierda; tampoco sobre su situación actual, en lo que se re-
fiere a sus facciones, disputas internas, militantes de base, relaciones con la 
sociedad en general, intentos de implementar prácticas clientelísticas, etc. 
Algo parecido puede decirse de partidos con menos historia pero que tu-
vieron responsabilidades de gobierno recientemente, como el fujimorismo, 
Perú Posible o el Partido Nacionalista. Por supuesto que el actor político más 
importante en la actualidad es el fujimorismo, cuya organización y dinámica 
interna está todavía por ser escudriñada, yendo más allá de discursos con-
denatorios o propagandísticos. También hay mucho que decir respecto a los 
partidos ‘nuevos’, más precarios organizativa y orgánicamente, pero muy re-
veladores de las nuevas formas de hacer política en el Perú. Están marcados 
por el personalismo extremo, vínculos con grupos de interés particularista, 
con actores informales o abiertamente ilegales. Asimismo, las redes partida-
rias están asociadas a negocios, universidades y diversas redes clientelísticas. 

• Luego tenemos a los movimientos regionales: prácticamente no hay trabajos 
que den cuenta de sus trayectorias, organización interna, vínculos con los di-
ferentes intereses regionales o relaciones con los actores nacionales. Existen 
algunos movimientos que merecen sin duda ser analizados, tanto aquellos 
con más consolidación (como Arequipa Tradición y Futuro –en Arequipa– o 
Nueva Amazonía –en San Martín–, por mencionar solo dos ejemplos), como 
aquellos más personalistas, precarios o más directamente vinculados a prác-
ticas ilegales o clientelísticas. Algo similar puede decirse de las organizacio-
nes políticas locales, que si bien han sido desplazadas relativamente por los 
movimientos regionales, en algunas provincias y distritos resultan actores 
muy relevantes, cuya lógica de funcionamiento y mecanismos que explican 
su popularidad no conocemos bien. En Lima Metropolitana, por ejemplo, re-
sulta un tanto enigmática la popularidad del alcalde Castañeda. Además, en 
algunos distritos de Lima, como Chosica, Chorrillos, Magdalena o Los Olivos, 
y en el Callao, encontramos alcaldes que han sido reelegidos muchas veces o 
movimientos que se mantienen en el poder a lo largo de los años, a pesar de 
la existencia de denuncias de corrupción o inconductas de diverso tipo en las 
autoridades. Aproximaciones etnográficas resultarían muy provechosas para 
estudiar este tipo de fenómenos, y carecemos de ellas.23

23 Ver al respecto Joseph, Mahler y Auyero (eds.) (2007), como ilustración de un tipo de trabajo que hace falta en nuestro 
medio. 
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• El estudio de los partidos nacionales y movimientos regionales puede 
comprender tanto su conducta como competidores en los procesos elec-
torales como el desempeño de sus representantes electos en los diferen-
tes espacios de representación: municipios, regiones, Congreso y Poder 
Ejecutivo. En cuanto a lo primero, resulta importante saber cómo es que 
se organizan para competir, cómo reclutan candidatos, con qué criterio 
y mecanismos se construyen las listas, con qué lógica se participa en las 
elecciones, cómo se financian y desarrollan las campañas, cómo se cons-
truyen programas y plataformas electorales, cómo se relacionan con los 
diferentes grupos de interés de la sociedad civil, cómo se articulan con 
actores nacionales, regionales y locales, entre muchas otras cosas. En las 
campañas, ¿qué discursos o apelaciones funcionan mejor para los elec-
tores? ¿Hasta qué punto se utilizan estrategias clientelísticas y cómo se 
organizan? ¿Cuánto funcionan en las campañas electorales las ‘nuevas 
tecnologías’ y cuán relevante es el uso de las redes sociales y otros me-
canismos de comunicación? Luego está la pregunta sobre el desempeño 
de los representantes electos. ¿Qué tipo de relación se mantiene con los 
partidos? ¿Hay alguna diferencia en cuanto a estilos de actuación y orien-
taciones de política pública según el tipo de partido o movimiento con el 
que se llegó a ejercer el cargo de representación? ¿Qué tipo de partidos 
o movimientos construyen institucionalidad estatal y cuáles la debilitan? 
¿Qué factores explican el desarrollo de mejores o peores gestiones? 

• Ahora bien, todos estos actores se ubican en un tablero que articula 
diferentes niveles de gobierno –nacional, regional y local–, cuyas relaciones 
merecen mayor examen. Como ejemplo de este tipo de investigación 
que analiza las relaciones entre actores diversos en diferentes niveles, 
que incluye y rebasa a los actores político-partidarios, podría citarse el 
de Brito (2012), que da cuenta de la actuación de los grupos políticos y 
parlamentarios en el Congreso, en torno a la derogación de los decretos 
legislativos cuestionados por organizaciones indígenas en Bagua, durante 
el segundo mandato de Alan García. Brito analiza también la relación del 
Congreso con el Poder Ejecutivo, las diferentes posiciones al interior de 
este, así como la presión e intereses de actores sociales como empresarios, 
ONG y organizaciones indígenas. Analiza el papel jugado por los 
congresistas representantes de las regiones amazónicas, los gobiernos 
regionales y algunas autoridades políticas locales involucradas, y cómo de 
todo ello resultó la ineficaz respuesta de la representación política ante las 
demandas de las organizaciones indígenas. Investigaciones equivalentes 
podrían realizarse sobre diferentes temas de política pública, partiendo 
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desde ámbitos regionales y estudiando cómo se enlaza el ámbito nacional 
con el distrital. Este tipo de aproximaciones son prácticamente inexistentes 
en la literatura. Más trabajos de esta índole son necesarios. Se necesitan 
cubrir las diferentes áreas de política, dando cuenta de las condiciones que 
explican en qué contextos y situaciones tienden a imponerse los intereses 
de los grupos sociales más poderosos o aquellos de sectores populares, 
visiones o preferencias tecnocráticas o de redes de expertos, y en cuáles 
otros se imponen lógicas más neta y directamente políticas; o cuándo 
priman intereses de alcance nacional, regional o local. Idealmente, más 
adelante podría –sobre un cuerpo de investigación más grande– esbozarse 
un diagnóstico más general del funcionamiento del sistema político. 

• Este mapeo de situaciones debe dar cuenta también de la gran diversi-
dad –a lo largo del territorio– en cuanto al funcionamiento del sistema 
político. Una cosa es la dinámica de Lima; otra, la de la costa norte –don-
de funciona una suerte de ‘bipartidismo’ subnacional (Aguilar 2015)–, 
la de la costa en general –donde parecen predominar tendencias de 
mayor apoyo al sistema político– o la de Cajamarca, Puno o la sierra sur 
en general –donde prosperan tendencias más críticas con el sistema po-
lítico– o regiones con mayor presencia de actores ilegales que desafían 
la autoridad del Estado (Madre de Dios, Apurímac, Puno). Las diferentes 
dinámicas políticas también afectan el desempeño de las instituciones, 
la calidad de las políticas públicas y las perspectivas de desarrollo (Mu-
ñoz et al. 2016; Barrantes et al. 2012). 

De esta manera, una parte de la agenda de investigación implica conocer 
mejor a los actores y cómo se relacionan vertical (entre niveles de gobierno 
y con otros actores) y horizontalmente (relaciones entre unidades equivalen-
tes y cómo cambian las dinámicas en diferentes espacios territoriales). 

En segundo lugar, complementariamente, la agenda de investigación que 
consideramos relevante implica conocer mejor cómo se da el funcionamien-
to del sistema político ‘realmente existente’, considerando cómo diferentes 
actores terminan ocupando el espacio que en otros contextos cumple el sis-
tema de partidos. Los partidos políticos supuestamente cumplen con tres 
grandes funciones: representar al menos una parte de los variados intereses y 
demandas de los diferentes sectores de la sociedad; presentar candidatos a 
los cargos de elección popular; e intervenir desde allí en el proceso de toma 
decisiones de Estado y de política pública, según un cierto perfil identitario y 
programático. 
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• Hemos visto cómo la relación de representación no se cumple realmen-
te. Es importante profundizar en la relación de intermediación que sí 
intentan lograr los políticos para desarrollar una carrera política, interac-
tuando con diferentes brokers y gestores de intereses que se ubican en 
el plano de lo social. Luego, ya hemos visto cómo los partidos no cuen-
tan propiamente con cuadros y militantes, de modo que no son capaces 
de presentar candidatos propios a los cargos de elección popular. Los 
partidos entonces reclutan candidatos independientes sin partido que 
buscan desarrollar carreras políticas. ¿Cómo se relacionan ambos? ¿Con 
qué criterio los partidos buscan a estos independientes y cómo éstos 
seleccionan los partidos en los que desean desarrollar sus carreras? ¿Hay 
afinidades ideológicas o es puro oportunismo político? ¿Hay diferencias 
entre tipos de partidos? Finalmente, los representantes electos en reali-
dad parecen haber abdicado en los últimos años de asumir buena parte 
de las decisiones de Estado y de política pública, siendo reemplazados 
por redes de expertos, élites tecnocráticas y asesores, articuladas por 
organismos internacionales, ONG y think tanks, que parecen tener más 
influencia sobre las decisiones que los políticos mismos, cuando menos 
en algunos ámbitos. Pero, es poco lo que sabemos de cómo se toman 
las decisiones de política pública. ¿Hasta qué punto pesan las conside-
raciones políticas? ¿Las opiniones de los expertos y técnicos? ¿Cuánto 
pesan los ‘poderes de facto’? ¿Cuánta capacidad de presión tiene la 
opinión pública y la acción colectiva de actores en las calles? ¿De qué 
depende que se impongan unas consideraciones sobre otras?

• Siguiendo con esta línea, sería muy interesante explorar, entre muchas 
otras cosas, el impacto que tiene la gestación de nuevos actores socia-
les (motivados muchas veces por ‘identidades negativas’), articulados a 
través de redes sociales y el uso de nuevas tecnologías en ámbitos urba-
nos, de gran relevancia en algunas coyunturas. ¿Se trata de fenómenos 
efímeros o estamos ante la gestación de nuevas formas de expresión po-
lítica?24  De otro lado, muchos de los temas de debate actual movilizan 
no solo actores nacionales, sino también transnacionales. Desde grupos 
conservadores hasta grupos progresistas, muchos temas de debate ac-
tual responden a dinámicas globales, que van mucho más allá de la ac-
tuación de actores domésticos. Desde temas como el cuestionamiento 
a la ‘ideología de género’, el debate sobre la unión civil o los derechos 
de la población LGTBI, hasta temas vinculados a la promoción y defensa 

24 Sobre el tema ver, en términos generales, Sorj y Fausto (comp.) (2016), y Sorj y Faust (orgs.) (2015).  
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de los derechos humanos en general, han sido pensados desde el ám-
bito nacional, cuando es la relación con actores globales lo que permite 
entender mejor la dinámica.25  

• Cabe preguntarse también sobre la creciente influencia que sobre las 
decisiones políticas adquieren actores no estrictamente políticos, pero 
que desplazan a los partidos de una forma cada vez más notoria. Nos 
referimos a los medios de comunicación masivos y a la creciente ‘judicia-
lización de la política’. Respecto a lo primero, es importante analizar la 
relación que hay entre actores políticos y agencias de comunicación, pe-
riodistas, productores, directores periodísticos y propietarios de medios. 
¿Hasta qué punto la agenda y las propias decisiones políticas están mar-
cadas por los intereses de los medios? ¿Cómo operan las presiones e in-
fluencias? ¿Cómo afecta la propiedad y la organización de los medios las 
líneas informativas? Respecto a lo segundo, cada vez es más frecuente 
encontrar que importantes decisiones de política pública terminan sien-
do resultado no del debate, de la deliberación y la negociación política 
entre actores representativos, sino de las decisiones de abogados, fisca-
les y jueces. Los tribunales de justicia terminan siendo fundamentales, y 
los actores de los procesos judiciales resultan siendo actores políticos de 
primer orden, con intereses, afinidades, visiones y preferencias ideológi-
cas. ¿Cómo ejercen influencia los políticos y los diferentes actores sobre 
los jueces? ¿Qué intereses y lógicas tienen los actores judiciales? Se trata 
de un campo muy relevante en América Latina, y en nuestro medio ape-
nas si está explorado.26  

• Finalmente, otro actor crecientemente importante en la actividad políti-
ca son actores ilegales, vinculados a actividades como el narcotráfico, la 
tala ilegal de madera, el contrabando, la minería ilegal, entre otras, es-
pecialmente en ámbitos locales y regionales en partes importantes del 
territorio. ¿Cuánto han penetrado esos intereses la actividad política? 
¿Cuál es la respuesta del Estado y de los actores políticos frente a este 
desafío?27 

Tercero, otro tema de investigación que consideramos relevante es la propia 
reforma política. 

25 Sobre los actores transnacionales en términos generales, desde diversos ángulos, ver Tarrow (2005) y Keck y Sikking.
26 Para el caso peruano, ver Loaiza (2013). En términos generales, ver Sieder et al. (eds.) (2005) y Couso et al. (eds.) (2010), 

entre otros. 
27 Sobre el tema, ver por ejemplo Dargent y Urteaga (2016a); Baraybar (2015).
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• ¿Qué explica la lógica de las reformas ocurridas hasta el momento? 
¿Qué efectos han tenido? ¿Por qué se cumplieron o no las expectativas 
puestas en las reformas? ¿Qué condiciones permiten la aprobación e 
implementación de las mismas? ¿De qué depende su éxito? ¿Cuál sería 
el alcance de una reforma política e institucional en el contexto de otras 
cosas que no cambian, como los actores, sus culturas y tradiciones polí-
ticas? ¿Qué se puede aprender de otras experiencias de reforma institu-
cional en otras áreas del Estado? 

Conocer mejor a los actores, cómo se relacionan entre sí, cómo actúan ‘real-
mente’ y cómo se relacionan con otros actores –que terminan asumiendo 
parte de sus funciones tradicionales– permitiría pensar con mejor funda-
mento qué reformas podrían implementarse, qué consecuencias tendrían 
diferentes iniciativas, cómo regular mejor, cómo mejorar la relación de re-
presentación, cómo tener mejores políticas públicas y cómo defender al sis-
tema político de actores e intereses ilegales.  

 3.  CONCLUSIONES Y REFLEXIÓN FINAL

¿En qué debe consistir la reforma política? ¿Cuáles deberían ser sus con-
tenidos específicos? ¿Qué ha aportado y qué puede aportar la academia a 
esta discusión? Hemos visto que las respuestas a estas preguntas pueden 
ser múltiples. En este trabajo, hemos optado por hacer una revisión am-
plia de la producción académica referida al funcionamiento del sistema 
político en su conjunto, más allá del tema específico de la reforma política. 
Si bien tenemos sobre esa base una idea general de cómo funciona el 
sistema político, es necesario investigar mucho más. Solo sabiendo cómo 
funciona nuestro sistema ‘realmente existente’ es que podremos pensar 
de manera realista una reforma, yendo más allá de un ‘deber ser’ y de 
razonamientos voluntaristas en los que caen algunos analistas políticos o 
actores que participan en los debates sobre qué tipo de reforma política 
debería implementarse en el país. Y también ese conocimiento nos permi-
tirá detectar qué propuestas de reforma responden a intereses inmediatos 
y cortoplacistas de actores específicos, que buscan obtener ventajas in-
debidamente en medio de un debate que debería apostar a fortalecer al 
sistema político en su conjunto. 

El aporte de la academia a la comprensión de cómo funciona la política en 
el Perú (producida en el Perú por académicos peruanos, y fuera del Perú por 
peruanistas extranjeros) es relevante y, pese a lo mucho por hacer, ha sido 
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capaz de generar una imagen mínima de cuáles son sus características, sus 
problemas principales, y cierto sentido común sobre qué podría hacerse 
para mejorar en algo su funcionamiento. Un tema que a mi juicio debería 
discutirse más es la gran distancia que existe entre la producción académica 
y el juicio de los expertos de un lado, y del otro, los actores políticos y socia-
les. Los políticos en general miran con gran desconfianza y lejanía los apor-
tes de los académicos y expertos, lo que dificulta el debate y la posibilidad 
de que la academia pueda aportar al debate público. Los políticos, en espe-
cial de los grupos mayoritarios, perciben que los expertos y académicos ten-
drían posiciones hostiles hacia ellos, y –además– mayoritariamente sesgos 
específicos hacia posiciones de centro izquierda. Por lo tanto, desconfían 
de propuestas que juzgan que buscan debilitarlos y fortalecer a sus rivales. 
De otro lado, los académicos y expertos suelen tener una actitud distante 
y bastante crítica respecto a la acción de los políticos, y escasa confianza 
en las posibilidades de que se constituyan en agentes de cambio. Confían 
más la presión desde fuera, de medios de comunicación y organizaciones 
sociales u ONG. Esto a su vez refuerza la desconfianza de los políticos, que 
se sienten presionados por entidades que juzgan como no representativas, 
y esa reacción confirma la distancia de académicos y expertos. 

Sería muy importante dar pasos que apunten a mejorar la relación entre 
el mundo de la política y el mundo de la investigación académica, y este 
trabajo aspira a ser uno en esa dirección. Del mundo de la investigación, se 
necesita una aproximación mucho más guiada por la evidencia empírica y 
comparada, objetivos que apunten al fortalecimiento del sistema en su con-
junto, al margen de preferencias políticas específicas. También es menester 
una actitud más profesional y una separación de esferas que evite o limite 
la ocurrencia de conflictos de interés. Se requiere, asimismo, una visión más 
respetuosa, comprensiva y realista, por así decirlo, de las múltiples dificul-
tades que implica hacer política en un medio como el peruano, y del hecho 
de que se trata de un oficio desprestigiado, pero imprescindible. Al mismo 
tiempo, del mundo de la política, se requiere no renunciar a sus objetivos 
e intereses, por supuesto, pero sí tener miradas no tan cortoplacistas y cir-
cunscritas a metas de cortísimo plazo; así como la capacidad de responder 
cuando menos a los desafíos más urgentes que amenazan al sistema polí-
tico, en particular la penetración de intereses mafiosos e ilegales, para lo 
cual medidas que hagan más transparente el funcionamiento del sistema 
resultan impostergables. 
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 5.  ANEXOS

5.1  Resumen ejecutivo 

En este trabajo, hacemos un balance de las principales publicaciones apa-
recidas en los últimos años respecto a temas asociados a la reforma política 
y electoral en el Perú. Se trata de un tema muy presente en los debates 
públicos, al punto que actores muy importantes –como los organismos elec-
torales y algunas entidades de la sociedad civil– han presentado propuestas 
que deben enmarcar la discusión de estos asuntos. En cuanto a la investi-
gación académica, encontramos diagnósticos generales y comparados que 
resaltan la extrema precariedad del sistema político peruano, y la dificultad 
de reconstruir un sistema de representación, que por lo general se gesta 
muy lentamente siguiendo complejos conflictos de larga duración. Así, no 
tendríamos formas de representación política propiamente dichas, lo que 
se expresa en diversas formas de exclusión y subordinación de diferentes 
sectores, así como en muy bajos niveles de legitimidad de todo el sistema 
político. En medio de esto, los actores políticos parecen más bien cumplir 
funciones de ‘intermediación’ antes que de representación. Los partidos po-
líticos y movimientos regionales aparecen como muy débiles, sin cuadros o 
personal suficiente para desempeñar las funciones que se esperan de ellos, 
y resultan más bien vehículos en los que políticos sin partido intentar de-
sarrollar carreras políticas. La debilidad de los actores políticos hace que 
funciones –que en otros contextos estos desempeñan– terminen siendo 
ocupadas por otros actores. Así, medios de comunicación, jueces, redes de 
expertos nacionales e internacionales, tecnócratas, ONG y otros grupos de 
presión, diversos grupos de interés formales, informales e ilegales terminan 
teniendo una gran importancia. 

Existe cierta investigación también sobre la conveniencia de algunas inicia-
tivas de reforma específicas, que deben ubicarse en el contexto concreto 
actual, en el que diferentes actores discuten sobre la necesidad de imple-
mentar una reforma política, y hay variadas iniciativas en debate en el Con-
greso de la República. Creemos que el aporte de la investigación académica 
debe tomar en cuenta este contexto específico, para que no resulte siendo 
excesivamente abstracto y tenga alguna capacidad de incidencia e impac-
to sobre el debate político concreto. Si bien existe un amplio consenso en 
torno a la necesidad de una reforma política profunda, no hay claridad entre 
los actores políticos respecto al contenido específico de esta. Además, si 
bien a los principales actores podría interesarles una reforma que apunte a 
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ordenar el escenario y a construir un sistema con menos actores pero más 
representativos, sus agudas disputas internas complican el panorama y ex-
plican cierta pasividad. 

Creemos que la agenda de investigación académica hacia adelante debería 
centrarse en conocer mejor el funcionamiento del sistema político ‘realmen-
te existente’ antes que cuánto funcionan modelos abstractos ideales. Sabe-
mos que los partidos y las relaciones de representación no funcionan bien, 
pero no sabemos lo suficiente sobre a qué se dedican los partidos y políti-
cos ‘realmente’, y quiénes y cómo están cumpliendo las funciones que en 
otros contextos cumplen los partidos. Esto implica mapear mejor el funcio-
namiento del sistema político y sus actores en todos los niveles de gobierno 
y en todo el territorio, explorando sus relaciones verticales y horizontales. 
En cuanto al ámbito nacional, están los partidos ‘tradicionales’, los más re-
cientes –pero que cumplieron funciones de gobierno–, los partidos nuevos 
–más expresivos de las dinámicas recientes– y los movimientos regionales y 
organizaciones locales. Necesitamos saber más de sus lógicas internas, esti-
los de competencia, formas de gestión pública, relaciones entre niveles de 
gobierno, articulaciones en el territorio y formas de relación con la sociedad. 

También es relevante estudiar las relaciones entre los principales actores 
políticos y sociales y las élites que se involucran en el proceso de toma de 
decisiones de Estado y de política pública. Estas incluyen redes de exper-
tos y tecnócratas, burocracias públicas, organismos internacionales y ONG, 
grupos de interés y de presión que van desde el empresariado hasta organi-
zaciones sociales. ¿En qué contextos y situaciones tienden a imponerse los 
intereses de los grupos sociales más poderosos o de los de sectores popu-
lares, visiones o preferencias tecnocráticas o de redes de expertos, y en cuá-
les otros se imponen lógicas más neta y directamente políticas? ¿Cuándo 
priman intereses de alcance nacional, regional o local? Estas serían algunas 
de las preguntas que deberían orientar esfuerzos de investigación. 

Luego, es importante abrirse a temas relativamente nuevos para nuestro 
contexto, como la posible aparición de nuevas formas de expresión social y 
política marcadas por el uso de redes sociales y nuevas tecnologías en ámbi-
tos urbanos, de gran relevancia en algunas coyunturas y motivados muchas 
veces por ‘identidades negativas’. También es necesario investigar sobre la 
importancia de redes transnacionales de activistas, desde grupos conser-
vadores hasta grupos progresistas, que explican gran parte de dinámicas 
que solemos considerar domésticas. Otro tema de estudio es la creciente 
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influencia que sobre las decisiones políticas adquieren actores no estricta-
mente políticos, pero que desplazan a los partidos de una forma cada vez 
más notoria. Entre ellos destacan los medios de comunicación masivos, los 
actores judiciales y actores informales e ilegales, que han ganado importan-
cia durante los años del boom de crecimiento asociado al aumento en los 
precios internacionales de las materias primas. 

Finalmente, otro tema de investigación relevante es la propia reforma po-
lítica, su dinámica y condiciones de avance y estancamiento. Y un tema de 
reflexión general es cómo mejorar el diálogo y superar las barreras de comu-
nicación y desconfianza entre el mundo de los políticos –protagonistas de 
las reformas políticas– y el mundo de los académicos, expertos y activistas. 
La reforma política es un tema en el que especialmente se manifiesta la exis-
tencia de una barrera que habría que buscar la forma de superar. 

5.2  Introducción

Se ha generado en los últimos años cierto consenso entre diferentes líde-
res de opinión respecto a la necesidad de implementar una reforma política. 
Desde la orilla liberal, se reconoce que desde la década de los años 90 se 
avanzó mucho en implementar reformas económicas encaminadas a hacer 
funcionar una economía de mercado, lo que ayudó a lograr las altas tasas de 
crecimiento y la reducción en los niveles de pobreza ocurridos en los últimos 
años; sin embargo, esto coexistió con una institucionalidad estatal y con un 
sistema político extremadamente precarios. Hoy se asume que resulta insos-
tenible a mediano plazo mantener la dinámica de crecimiento sin una reforma 
institucional profunda del Estado y sin una reforma política. Desde la orilla 
izquierda, se asume que si bien existe una democracia formal desde la caída 
del fujimorismo y la ‘transición democrática’, la expectativa de una democrati-
zación ‘sustantiva’ se vio trunca, de modo que persistió una forma de régimen 
elitista y excluyente, en la que los sectores populares no cuentan con una re-
presentación verdadera de sus intereses; estaría todavía pendiente la tarea de 
construir un régimen democrático, representativo, incluyente y participativo.28

Este tema, que podría pensarse muy abstracto y alejado de la práctica polí-
tica concreta, ha ido ganando espacio en los medios de comunicación masi-
vos, conscientes de los muy bajos niveles de legitimidad de todos los acto-

28 Del lado liberal ver por ejemplo De Althaus (2011); Ganoza y Stiglich (2015); Ghezzi y Gallardo (2013); desde la izquierda, 
Adrianzén (2009); Lynch (2009). 
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res políticos y de los potenciales efectos disruptivos que esto puede tener. 
Más recientemente, la implementación de cambios electorales improvisa-
dos, imprecisos, contradictorios y de última hora generaron problemas muy 
serios en las elecciones generales de 2016 (dos candidatos presidenciales 
importantes, César Acuña y Julio Guzmán, fueron retirados de la contienda 
por el Jurado Nacional de Elecciones por razones formales muy debatibles), 
por lo que la necesidad de implementar una reforma política quedó insta-
lada como parte del sentido común. El problema es que no existe la misma 
claridad sobre el contenido de la misma. 

¿En qué debe consistir la reforma política? ¿Cuáles deberían ser sus conteni-
dos específicos? ¿Qué puede aportar la academia a esta discusión? El asunto 
es muy complicado, porque la reforma política tiene, de un lado, un aspecto 
voluntarista: cada actor tiene legítimas preferencias ideológicas o progra-
máticas que quisiera llevar a la práctica, independientemente de lo que la 
investigación académica establezca. Y al ubicarse esta discusión en buena 
medida en el terreno del ‘deber ser’, es difícil contrastar las propuestas con 
resultados de investigación empírica. Una solución, que deberíamos procurar 
seguir, es acudir a la investigación comparada. ¿Qué nos enseña la experien-
cia de países similares al nuestro pero con instituciones políticas diferentes, 
o países diferentes pero con instituciones similares? De otro lado, algo que 
puede hacerse es analizar el sustento empírico que tiene el diagnóstico de un 
problema, y la coherencia que habría con su posible solución. Pero entonces, 
¿cómo definir qué problemas son los relevantes dentro de la gran constela-
ción de problemas que aparecen en el debate público? Finalmente, otra com-
plicación está en definir con precisión qué debemos comprender cuando nos 
referimos a la reforma política. Queremos que la política funcione mejor, pero 
para ello se debe incidir en muchas cosas: la reforma del sistema electoral (la 
conversión de votos en cargos de elección popular), la organización de las 
elecciones mismas, las reglas del régimen político establecidas en la Consti-
tución (que comprenden la conformación del Poder Ejecutivo, del Legislativo 
y sus relaciones), la reforma del propio Poder Ejecutivo y del propio Congreso 
en cuanto a su funcionamiento, la legislación que norma el funcionamiento 
de los partidos, entre muchas otras cosas. ¿Dónde poner el énfasis y dónde 
poner el límite? 

En este trabajo partimos del diagnóstico de que el mal principal del sistema 
político peruano está en su carácter inestable e imprevisible. Hay niveles 
de fragmentación y volatilidad excesivamente altos, que generan mucha 
inestabilidad y hacen que los actores políticos desarrollen conductas 
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oportunistas, y que estén caracterizados por el personalismo excesivo, la 
inexperiencia, improvisación y cortoplacismo. Los intentos de reforma política 
deberían regirse por el criterio de intentar ordenar y hacer más previsible 
el sistema político, de modo que se cuente con un sistema de partidos 
con un número razonable de actores, que sean capaces de perdurar en el 
tiempo, con conductas y propuestas más previsibles y con mejores niveles de 
representación de los diferentes intereses sociales en todo el territorio. 

Este diagnóstico es, en términos generales, compartido por muchos acto-
res, y de este se deducen muchas de las propuestas que se han presentado 
en los últimos años y que se discuten actualmente. Destacan el proyecto 
de Código Electoral del Jurado Nacional de Elecciones (JNE 2017) o las 
propuestas presentadas por el JNE, la Oficina Nacional de Procesos Electo-
rales (ONPE) y el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (Reniec) 
(JNE 2014), que incluyen una nueva Ley de los Derechos de Participación 
y Control Ciudadanos y una nueva Ley de Partidos Políticos. Además, hay 
propuestas desde la ONPE (2017) y organizaciones de la sociedad civil como 
la Asociación Civil Transparencia (Transparencia 2016), o la presentada por la 
página web Lampadia (2006), entre otras. De este conjunto amplio de inicia-
tivas, en este trabajo pondremos más énfasis en aquellas que nos parecen 
más relevantes y significativas, que están en agenda en el contexto actual 
–marcado por la dinámica del Grupo de Trabajo del Estudio de la Reforma 
Electoral (Comisión de Constitución y Reglamento 2016)–, que su vez tendrá 
que evaluarse dentro de la Comisión de Constitución y Reglamento y según 
la opinión de los expertos entrevistados. 

¿De qué manera puede contribuir la investigación académica? Creemos que 
deberían abordarse asuntos que permitan fundamentar mejor propuestas 
encaminadas a ordenar y hacer más previsible el sistema político, dentro 
de una agenda con alguna posibilidad de concreción práctica. En particu-
lar, creemos que la agenda de investigación en el futuro inmediato debería 
empezar por mapear mejor el funcionamiento del sistema político en todos 
los niveles de gobierno y en todo el territorio, dando cuenta de las relacio-
nes entre los principales actores políticos y sociales, y los diversos grupos 
que participan en el proceso de toma de decisiones de Estado y de política 
pública. Estos incluyen redes de expertos y tecnócratas, burocracias públi-
cas, organismos internacionales y ONG, grupos de interés y de presión, que 
incluyen desde el empresariado hasta organizaciones sociales y llegan hasta 
actores en principio no políticos, como los actores de los procesos judiciales 
y actores vinculados a actividades informales e ilegales. 

152

REFORMA DEL SISTEMA POLÍTICO Y ELECTORAL EN EL PERÚ: BALANCE DE INVESTIGACIÓN 
EN POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



ES
TA

D
O

 Y
 G

ES
TI

Ó
N

 P
Ú

BL
IC

A

5.3  Percepciones de los expertos sobre diversos aspectos de la 
       reforma del sistema político y electoral en el Perú, 2011-2016

Seleccionamos a un grupo de expertos, de diferentes perspectivas, para 
consultarles sobre qué temas les parecían más relevantes dentro de los de-
bates actuales sobre la reforma política, así como sobre sus percepciones 
sobre las posibilidades de implementar las mismas en el contexto actual. 
Este contexto está marcado por la dinámica del Grupo de Trabajo del Estu-
dio de la Reforma Electoral, presidido por la congresista Patricia Donayre, 
de Fuerza Popular, cuyo informe preliminar fue presentado el 6 de diciembre 
pasado (Comisión de Constitución y Reglamento 2016), y el informe final, el 
pasado 12 de mayo (Comisión de Constitución y Reglamento 2017). Sobre 
la base de este trabajo la comisión presentará luego diferentes iniciativas de 
reforma que podrían comprender cambios reglamentarios, legales y hasta 
constitucionales ante el Pleno del Congreso de la República. 

¿Qué expertos nos parecieron relevantes? En primer lugar, los asesores prin-
cipales tanto del Grupo de Trabajo del Estudio de la Reforma Electoral (Flor 
de María Bazán) como del presidente de la Comisión de Constitución y Regla-
mento del actual periodo legislativo, Miguel Torres (Sandra Lindembert). En-
trevistamos también a Percy Medina, jefe de Misión del Instituto Internacional 
para la Democracia y la Asistencia Electoral (IDEA Internacional), organismo 
internacional que presta asistencia técnica al Grupo de Trabajo; así como a 
Carlos Meléndez y Fernando Tuesta, miembros del Comité Consultivo del 
Grupo de Trabajo del Estudio de la Reforma Electoral. Este último además 
es parte del Comité Consultivo de la Comisión de Constitución y Reglamento 
(2017), y asesoró la redacción de la propuesta de reforma electoral del Jurado 
Nacional de Elecciones (2016). Otro miembro de ese comité entrevistado fue 
Fernán Altuve, quien tiene una perspectiva diferente. Entrevistamos también 
a Milagros Campos, experta en temas legislativos, y a Raúl Chanamé –actual-
mente representante del Colegio de Abogados de Lima en el Pleno del Jura-
do Nacional de Elecciones (2016-2020)–, así como a Gerardo Távara, secretario 
general de la Asociación Civil Transparencia, organización que ha presentado 
ante la opinión pública y las autoridades competentes una propuesta de re-
forma institucional (Transparencia 2016). De esas entrevistas, hemos sacado 
un listado tentativo de temas que se perciben como importantes, que están 
en la agenda de discusión y que tienen alguna posibilidad de ser aprobados. 

Creo que los temas relevantes pueden ser agrupados en tres grandes ejes. 
El primero está referido a las reglas generales que norman los procesos 
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electorales. El diagnóstico es que las normas actuales están caracterizadas 
por su dispersión, y que contienen pautas poco claras e incluso 
contradictorias entre sí; de allí que se proponga reunir toda la normativa 
electoral dispersa en una sola norma, asegurando su coherencia y una 
aplicación previsible. El resultado de esto es la iniciativa de aprobación de 
un código electoral y de un código procesal electoral; el JNE ha propuesto 
además que la normatividad electoral no pueda modificarse hasta un año 
antes de los procesos. En general, este tipo de propuestas busca hacer los 
procesos electorales menos contenciosos, más ordenados y previsibles, y 
reducir la ocurrencia de incidentes procesales que distraigan la atención 
de los ciudadanos de lo más importante: la comparación de las propuestas 
presentadas por los candidatos. Sin duda, la experiencia de las elecciones 
generales de 2016 –en las que el JNE terminó siendo un actor central en la 
competencia al tener que ocuparse de tachas e impugnaciones que llevaron 
incluso a excluir a candidatos importantes de la contienda, por infracciones 
que podrían considerarse menores– justifica este tipo de iniciativa. Sin 
embargo, debe quedar claro que ninguna de estas iniciativas ataca el 
problema de representación política. 

El segundo eje agruparía iniciativas que rigen, de un lado, el cómo elegir 
a los candidatos a puestos de elección popular y, del otro, el cómo de-
ben competir por ganar el voto ciudadano. En cuanto al cómo elegir, el 
objetivo sería tener mejores candidatos, que representen mejor las iden-
tidades y propuestas de los partidos, que mejoren la cohesión interna de 
los mismos y que tengan una mejor relación de representación con los 
votantes y ciudadanos. En el momento actual, el diagnóstico es que los 
partidos no cuentan con militantes y cuadros, por lo que sus candidatos 
terminan siendo personajes con intereses propios y escasa identidad con 
los partidos, que los usan solamente como vehículo para llegar al poder. 
Se trata de personajes regidos por intereses particulares, y que se valen 
del poder del dinero para llegar a sus posiciones. Se propone entonces, 
por ejemplo, como mínimo, establecer requisitos más exigentes a quienes 
postulen a cargos de elección popular: por ejemplo, estarían excluidos 
quienes hayan sido sentenciados por delitos graves. Pero la reforma más 
ambiciosa sería la realización de elecciones primarias simultáneas y obli-
gatorias para todos los partidos políticos, lo que permitiría la anulación de 
la votación preferencial, diagnosticada como un mecanismo que debilita 
la cohesión partidaria, incentiva conductas individualistas y eleva los cos-
tos de las campañas. Un tema de debate asociado a este es cómo debe 
quedar la lógica de las cuotas, medidas de discriminación positiva o acción 
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afirmativa de obligarse a los partidos a presentar una lista cerrada y blo-
queada en las elecciones. ¿Debe establecerse un principio de alternancia 
de género en las listas? ¿Qué decir de los jóvenes, quienes tienen una cuo-
ta mínima en las listas de regidores en las elecciones municipales? ¿O de 
la cuota indígena que funciona para la elección de consejeros regionales 
y consejos municipales? 

La implementación de elecciones internas llevaría en principio, se asume, a 
un ‘sinceramiento’ de la situación real, del nivel organizativo y de la convo-
catoria de las organizaciones políticas, más allá de los requisitos actuales, 
excesivamente formales –firmas, existencia de comités, presentación de un 
ideario o programa–. Otro asunto muy importante es mantener la coheren-
cia en el sistema político entre el nivel nacional, el regional y el local. Es con-
sensual señalar que los tres niveles suelen funcionar sin mayores conexiones 
entre sí. Los partidos nacionales, muy debilitados, tienen el monopolio de la 
representación en ese ámbito, participan muy limitadamente en las eleccio-
nes regionales y locales, y cuando lo hacen, es estableciendo alianzas for-
males o informales con núcleos regionales. Estos núcleos conforman movi-
mientos regionales que han desplazado a los partidos nacionales del ámbito 
regional, y también a las organizaciones locales del ámbito local. A pesar 
de ello, en las regiones prima también una alta volatilidad y fragmentación 
electoral, y los movimientos regionales tampoco han logrado construir re-
laciones fuertes de representación. El escenario es entonces uno de gran 
fragmentación y desarticulación horizontal en el territorio, y vertical entre ni-
veles de gobierno. Si se proponen mayores y más exigentes requisitos a los 
partidos nacionales, lo mismo tendría que funcionar para los movimientos 
regionales y organizaciones locales, para no inclinar la balanza aún más en 
contra de los partidos nacionales. 

Decíamos que otro tema de atención se refiere al cómo los actores políticos 
deberían competir para ganar el voto ciudadano. Al hablar de la realización 
de elecciones internas y de la eliminación del voto preferencial, se suele 
incluir también la preocupación por el rediseño de las circunscripciones 
electorales actuales. Circunscripciones más grandes hacen que la lucha 
por el lugar dentro de una lista involucre a más candidatos, mientras que 
en circunscripciones más pequeñas solo los primeros lugares, en una lista 
cerrada y bloqueada, mantienen opción de ser elegidos. Existe consenso 
en que la circunscripción de Lima es demasiado grande (36 representantes) 
y que debería ser dividida en ámbitos más pequeños; volveremos sobre 
este asunto más adelante. El otro gran tema referido a cómo deberían 
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competir los candidatos nos lleva al asunto del financiamiento de las 
campañas electorales. Existe consenso –más todavía a la luz de la evidencia 
de que empresas constructoras brasileñas, involucradas en escándalos de 
corrupción, hicieron aportes no declarados a campañas electorales– que 
hay mucho que hacer respecto a esto y que la legislación actual resulta 
totalmente limitada e insuficiente. Las propuestas implican aumentar el 
financiamiento público indirecto a las campañas electorales (por medio de 
la ampliación de la franja electoral) y hacer más transparentes los aportes 
privados a las campañas, con topes más altos para hacerlos más realistas 
(bancarizados, con información de los aportes que puedan compartir la 
ONPE y la Unidad de Inteligencia Financiera); pero sobre todo, que las 
violaciones a la normatividad tengan sanciones efectivas, que desincentiven 
realmente su incumplimiento. Se deberían incorporar sanciones a través 
de multas, pero en casos graves deberían llevar a la pérdida del registro 
electoral de los partidos, a implicar responsabilidades civiles y penales a las 
autoridades de los partidos y a los candidatos individuales que incurran en 
faltas. Luego, están las sanciones a los partidos y candidatos que incurran 
en faltas durante las campañas con lógicas clientelísticas y de compra de 
votos. Hace falta una mejor caracterización de las faltas y una gradualidad 
en las sanciones, que solo en casos extremos deberían llevar a la pérdida de 
registro de los partidos y exclusión de candidatos. 

Un tercer eje temático nos lleva a asuntos relacionados al sistema de re-
presentación y a algunas reglas de funcionamiento del régimen político. 
Ya nos hemos referido a que el planteamiento de elecciones primarias en 
los partidos y la eliminación del voto preferencial lleva necesariamente a la 
discusión de la representación de mujeres y jóvenes. Pero también hay pro-
puestas que atañen a la representación, aunque sobre la base del cambio 
de las circunscripciones electorales, para mejorar la relación entre electores 
y representantes y la representación de sectores cuyos intereses hoy no son 
tomados en cuenta suficientemente o que requieren políticas de discrimi-
nación positiva. Aquí podemos ubicar propuestas como la creación de una 
circunscripción electoral para peruanos en el extranjero (actualmente esos 
votantes votan por representantes de la provincia de Lima) o la creación de 
una circunscripción electoral para la población indígena. Todo esto implica-
ría cambiar la Constitución, para que el número de congresistas no tenga 
un número fijo y esté más bien regulado por la ley electoral. Esto permitiría 
además pensar en un rediseño más integral de las circunscripciones electo-
rales, lo que nos lleva a otro tema, acaso el de mayor envergadura relacio-
nado a estos asuntos: la vuelta al bicameralismo. 
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Según diferentes sectores, el retorno al bicameralismo implicaría, en primer 
lugar, volver a una situación de ‘normalidad’ más acorde a la tradición histó-
rica y constitucional peruana, así como a una forma de representación más 
acorde al tamaño de nuestra población. El bicameralismo lograría varias co-
sas, como mejorar la representación de los electores –mediante la combi-
nación de lógicas diferentes de elección (en diferentes circunscripciones)– y 
facilitar la llegada al Parlamento de políticos o personalidades con más ex-
periencia. También permitiría mejorar el proceso legislativo, en tanto la exis-
tencia de dos cámaras obligaría a procesos legislativos más meditados y lar-
gos. Todo esto implicaría, en muchas de las propuestas de bicameralismo, 
un rediseño de las circunscripciones electorales. Para algunos, la Cámara de 
Diputados mantendría con correcciones una representación departamental 
(partiendo las más grandes en dos o más circunscripciones), mientras que 
en el Senado se tendría que pensar en nuevas unidades territoriales, que 
agrupen varias de las actuales regiones, o circuitos económicos. Algunas 
voces proponen que el Senado sea elegido en una circunscripción nacional. 

La gran pregunta que cabe hacerse al final de esta revisión es cuán factible 
será que estos cambios lleguen efectivamente a ser implementados. Sobre 
este asunto comentamos en la sección siguiente. 

5.4  Impacto de las investigaciones en políticas públicas 

La investigación realizada en los últimos años en el ámbito académico ha 
tenido un impacto muy limitado sobre los temas asociados a la reforma del 
sistema político y electoral, por varias razones. En primer lugar, porque no se 
ha hecho una reforma ‘en serio’ en los últimos años, y porque cuando se han 
hecho cambios, como al final del Congreso 2011-2016, ellos fueron más bien 
en el sentido contrario al que el consenso experto aconsejaba. En general, 
podría decirse que, hasta el momento, entre quienes deberían aprobar las 
reformas (básicamente los políticos en el Congreso), estas se piensan desde 
el punto de vista de sus intereses políticos inmediatos, antes que desde la 
mejora de la representación de la ciudadanía o desde el fortalecimiento 
del sistema político en su conjunto. En segundo lugar, suele encontrarse 
entre los políticos una marcada desconfianza y distancia del mundo de la in-
vestigación social, percibido como crítico y cuestionador de su actuación, y 
además excesivamente politizado, parcializado e inclinado hacia la defensa 
de posiciones de izquierda o ‘políticamente correctas’ en general. Al mismo 
tiempo, es justo decir también que en el ámbito académico o experto sue-
len encontrarse posturas excesivamente críticas con los partidos existentes, 
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que en ocasiones hasta rondan con posturas antipolíticas y antipartido, y 
que en ese ámbito suelen primar simpatías y antipatías políticas en direccio-
nes muy específicas, quedando otras relativamente ausentes. 

Sin embargo, del lado positivo podría decirse que buena parte de las enti-
dades que impulsan la reforma política muestran bastantes coincidencias y 
recogen consensos básicos generados desde la academia. Recientemente, 
organizaciones públicas como el Jurado Nacional de Elecciones (JNE), la 
Oficina Nacional de Procesos Electorales (ONPE) y el Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil (Reniec) y sus propuestas de reforma; organiza-
ciones de la sociedad civil como la Asociación Civil Transparencia, Proética 
y el portal web Lampadia; organismos internacionales como el PNUD, IDEA 
Internacional, la Fundación Konrad Adenauer, entre otros, se muestran más 
receptivos a aportes provenientes desde el mundo de la investigación, aun-
que puedan diferir por supuesto respecto a las medidas específicas a im-
plementar. Además, estas instituciones han servido de puente o espacio de 
encuentro entre expertos y políticos, facilitando el diálogo y reduciendo los 
recelos y desconfianzas mutuas. Otro factor importante es que esta discu-
sión ha logrado trascender al mundo académico y especializado, para llegar 
a ser frecuentemente ventilada en los medios masivos de comunicación. 

En el momento actual, resulta relevante detenerse en el examen de las po-
sibilidades de implementar una reforma del sistema político y electoral que 
recoja aportes del mundo de la investigación social. Si bien existe un sen-
tido común extendido en torno a la idea de que la situación actual es mala 
y de que ‘algo’ debe hacerse, no queda claro qué o cómo deben hacerse 
las reformas. Para empezar, debemos enmarcar toda esta discusión dentro 
del tiempo específico, del calendario político inmediato, y considerar que 
el actor central que debe diseñar y aprobar la reforma es el Congreso de la 
República, en donde Fuerza Popular es la fuerza política central. Así, el hori-
zonte temporal está marcado por la proximidad de las elecciones regionales 
y municipales de 2018, y las un poco más lejanas elecciones generales de 
2021. También es muy importante considerar que, en el Congreso, las pro-
puestas de reforma deben ser aprobadas por la Comisión de Constitución 
y Reglamento, cuyo trabajo partirá de las recomendaciones del Grupo de 
Trabajo del Estudio de la Reforma Electoral. Luego, la Comisión de Consti-
tución y Reglamento debe hacer una propuesta al Pleno del Congreso. El 
tema clave es que el periodo legislativo 2016-2017 termina en julio, y luego 
empezará el periodo 2017-2018, con nuevas presidencias en las comisiones. 
A pesar de que podemos contar con que Fuerza Popular seguirá presidien-
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do la Comisión de Constitución y Reglamento, nada asegura que el próximo 
presidente continúe el trabajo de la comisión Donayre o las orientaciones 
del presidente actual, Miguel Torres. Considerando estos horizontes tem-
porales, podría decirse que si la reforma política no se aprobó en junio de 
este año, probablemente no sea aprobada durante el periodo de gobierno 
2016-2021. 

En principio, una reforma política podría interesar a los partidos más conso-
lidados, como ocurrió con la aprobación de la Ley de Partidos de 2003 (Ta-
naka 2007), en el sentido de que la reforma aspiraría a construir un sistema 
de partidos con pocos actores, pero más fuertes y representativos, dejando 
en el camino a los grupos más improvisados, personalistas y oportunistas. 
Sin embargo, a diferencia de 2003, los principales actores políticos hoy apa-
recen sometidos a graves tensiones y conflictos internos, que hacen más 
difícil para estos aceptar criterios más exigentes para la acción política. Esto 
parece incluir al propio fujimorismo como organización política, que no ha 
mostrado una postura clara respecto a estos temas. 

Así, la lógica de los actores políticos parece estar motivada, como es espe-
rable, en gran medida por el cálculo de qué efectos tendrían las reformas 
sobre sus posibilidades electorales. Por ejemplo, ante la proximidad de las 
elecciones regionales y municipales de 2018, un tema de debate es reintro-
ducir la posibilidad de reelección inmediata, anulada por el Congreso ante-
rior a finales de su mandato. Otro ejemplo es la eliminación de la votación 
preferencial, que sí podría interesar a los líderes de algunos partidos, pero 
no necesariamente a muchos de los actuales congresistas, por lo que esos 
líderes deben evaluar cuidadosamente el dilema entre el fortalecimiento 
partidario a mediano plazo y el mantener la cohesión en sus filas en el corto. 
También encontramos que los actores con registro político vigente simpati-
zan con la idea de elevar las barreras de entrada al sistema político, mientras 
que los que están fuera pretenden bajarlas. Ocurre asimismo que cuando 
algunos políticos integraban coaliciones o alianzas con registro estuvieron 
de acuerdo con elevar las barreras, pero después, al romper esos grupos y 
enfrentar la tarea de lograr la inscripción, se pronunciaron en contra. 

Si es que la reforma política ha de avanzar, un papel decisivo tendrá que 
ser jugado por las organizaciones de la sociedad civil. Será resultado de la 
presión de los medios de comunicación y de la opinión pública. Afortuna-
damente, en los últimos tiempos se he generado un consenso importante 
alrededor de la necesidad de implementar una reforma política sustanti-
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va, más todavía a la luz de los recientes escándalos asociados al descu-
brimiento de cómo empresas constructoras brasileñas hicieron contribu-
ciones millonarias sin declarar a campañas políticas, a cambio de favores 
posteriores. La reforma es fundamental. Ella debe basarse lo más posible 
en la evidencia disponible, en la investigación empírica nacional y compa-
rada, en el consenso experto; y debe ser capaz de concitar el más amplio 
consenso político y social. Luego de implementada la reforma, es vital la 
continuidad y persistencia en la misma, porque sus efectos solo serán evi-
dentes con el paso del tiempo. Acaso uno de los grandes problemas y li-
mitaciones de las experiencias de reforma es la modificación constante de 
las reglas, que impiden su consolidación. Por último, la reforma electoral 
es solo un componente que incide en la calidad de la representación y en 
el funcionamiento del sistema político. Si no cambian también la cultura 
política en general y las conductas de las elites políticas, las reformas no 
tendrán por sí solas los resultados esperados. Es necesario hacer un es-
fuerzo por romper la actual inercia.

5.5   Lista de personas entrevistadas

•  Fernán Altuve. Abogado. Miembro del Comité Consultivo del Grupo de 
Trabajo de Reforma Electoral de la Comisión de Constitución. 

• Flor de María Bazán. Abogada. Asesora del Grupo de Trabajo de Refor-
ma Electoral de la Comisión de Constitución. 

•  Milagros Campos. Abogada y politóloga. Exasesora del grupo parla-
mentario Unidad Nacional. Ha sido miembro del Consejo Consultivo de 
la Comisión de Constitución y Reglamento del Congreso. 

•  Raúl Chanamé. Abogado. Exdecano del Colegio de Abogados de Lima 
(2012-2013), representante del Colegio de Abogados de Lima en el Ple-
no del Jurado Nacional de Elecciones (2016-2020). 

•  Sandra Lindembert. Abogada. Asesora del presidente de la Comisión 
de Constitución y Reglamento, Miguel Torres (2016-2017). 

•  Percy Medina. Jefe de Misión en el Perú del Instituto Internacional para 
la Democracia y la Asistencia Electoral (IDEA Internacional). 

•  Carlos Meléndez. Politólogo. Universidad Diego Portales, Chile. 
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•  Gerardo Távara. Secretario general de la Asociación Civil Transparencia. 

•  Fernando Tuesta. Politólogo. Exjefe de la Oficina Nacional de Proce-
sos Electorales (ONPE), 2000-2004. Exasesor de la propuesta de reforma 
electoral del Jurado Nacional de Elecciones (2016), consultor del Gru-
po de Trabajo de Reforma Electoral de la Comisión de Constitución, y 
miembro del Comité Consultivo de la Comisión de Constitución (2017). 

Las entrevistas a Altuve, Bazán, Chanemé, Lindembert, Medina, Távara y 
Tuesta fueron realizadas entre el 16 y el 22 de febrero; a Campos y Melén-
dez, se les entrevistó entre el 5 y el 6 de abril de 2017. 
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1 Gonzalo Neyra es magíster en Economía y Gestión Regional por la Universidad Austral. Magíster en Políticas 
Públicas por la Universidad de Chile y experto con amplia trayectoria en desarrollo regional, economía urbana 
y descentralización fiscal. Ha sido consultor de la Subsecretaría de Desarrollo Regional (Subdere) del Gobierno 
de Chile, el PNUD y la Cepal.

GONZALO NEYRA1

DESCENTRALIZACIÓN Y DESARROLLO
REGIONAL: BALANCE DE INVESTIGACIÓN 
EN POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y 
AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



La descentralización ha significado la reforma política e institucional 
más importante del Perú en la década pasada, la cual ha tenido in-
cidencia en el desarrollo regional. Pese a ello, muchos diagnósticos 

(OCDE 2016; CGR 2014) coinciden en reconocer que existe una desordena-
da implementación del proceso, y es necesario realizar una reingeniería de 
la descentralización, a fin de fortalecer la democracia local y la eficiencia en 
la provisión de servicios públicos a nivel descentralizado. El presente capítu-
lo busca dar cuenta de la investigación realizada sobre la descentralización 
y el desarrollo regional en el Perú entre los años 2011 y 2016. También se 
establecen las prioridades para orientar los esfuerzos de investigación del 
CIES –durante los próximos años– en ambos campos, los cuales son de 
mucha relevancia para el país.

 1. BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016

En los últimos cinco años, ha habido un avance relativo de la investigación 
en descentralización y desarrollo regional. Ambos temas, que están es-
trechamente relacionados, han sido abordados desde distintas aristas. La 
academia, el Gobierno y las organizaciones no gubernamentales se han in-
teresado por diversos aspectos de la reforma. Sin embargo, existe aún una 
enorme brecha en la producción de conocimiento que sea susceptible de 
ser utilizado en la política pública. 

Este documento presenta el balance de lo investigado en los últimos años 
y propone líneas de investigación. El informe se organiza en ocho sub-
temas que cubren los distintos campos de la descentralización y el de-
sarrollo regional: i) descentralización administrativa; ii) descentralización 
política; iii) descentralización fiscal; iv) descentralización y participación 
ciudadana; v) crecimiento regional y disparidades regionales; vi) desarro-
llo de mercados regionales e infraestructura; vii) competitividad regional; 
y vii) desarrollo urbano. 
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1.1 Descentralización 

1.1.1  Estudios generales sobre descentralización y desarrollo regional 

Desde la implementación de la reforma y la instauración de los gobiernos 
regionales, diversas entidades –entre públicas y no gubernamentales– han 
realizado sendos balances evaluando los avances del proceso.2 Estos es-
tudios han tratado de analizar los avances en todas las aristas de la des-
centralización, y constituyen una sistematización de cómo ha evolucionado 
este proceso en el último quinquenio. El reciente documento de Molina 
(2016) representa un análisis comparativo de estas evaluaciones. Aunque no 
constituye un trabajo académico, su aporte al diseño de una nueva política 
de descentralización podría ser sustancial, dado que aborda de forma trans-
versal todos los aspectos de esta reforma: lo positivo, lo ambivalente, lo 
negativo y aquello que no ha sido tomado en cuenta. 

De un modo más integral, el estudio de la Contraloría General de la Repu-
blica (CGR 2014) sobre el estado del proceso de descentralización concluye 
que, más allá de establecer políticas nacionales de cumplimiento obligatorio 
para los gobiernos subnacionales, los ministerios (como entes rectores de la 
política nacional) han seguido actuando como entidades ejecutoras, desna-
turalizando su función central de diseño, monitoreo y evaluación de las polí-
ticas públicas. Esto ha alterado la jerarquía de las prioridades, distraído de lo 
fundamental y afectado la creación de capacidades en el nivel subnacional. 
Otro aspecto que resalta esta evaluación es en relación a la transferencia de 
competencias y funciones, describiéndola como incompleta y carente de 
un análisis claro de las distintas cadenas de valor de la provisión de bienes 
públicos. Así, a pesar de que el Estado ha realizado esfuerzos –remarca–, 
“no ha sido capaz de delimitar las competencias y distribuir funciones de 
las entidades públicas en tres niveles de gobierno en forma clara” (p. 205). 

Por su parte, Alcalde (2016) va más allá del diagnóstico y establece pautas 
para la mejora de la política. Su trabajo constituye el documento propositivo 
más completo de la descentralización, al identificar los cuellos de botella del 
proceso y las prioridades para una nueva agenda. El documento parte de un 
diagnóstico sobre la base de los análisis realizados, y propone aplicar “una 

2 Destacan los informes anuales de Prodes (2011, 2012, 2013, 2014, 2015 y 2016); de la Comisión de Descentralización, 
Regionalización, Gobiernos Locales y Modernización de la Gestión del Estado del Congreso de la Republica, y de la 
Secretaría de Descentralización de la Presidencia del Consejo de Ministros.

164

DESCENTRALIZACIÓN Y DESARROLLO REGIONAL: BALANCE DE INVESTIGACIÓN  
EN POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



ES
TA

D
O

 Y
 G

ES
TI

Ó
N

 P
Ú

BL
IC

A

reingeniería institucional” de la conducción de la política de descentrali-
zación, “que permita abordar eficazmente la compleja agenda pendiente” 
como respuesta a un proceso institucionalmente debilitado, especialmente 
en su rectoría desde el Gobierno central.

1.1.2  Descentralización administrativa

Formalmente, la descentralización administrativa prácticamente ha sido 
culminada y sería el ámbito donde más se ha avanzado; no obstante, en 
la práctica constituye la parte más confusa del proceso. Problemas de 
coordinación, capacidades administrativas, superposición de funciones, 
entre otros, constituyen las principales barreras que no permiten una 
eficiente provisión de servicios descentralizados. 

En relación al avance de la transferencia de funciones y competencias, Re-
vesz (2013) hace dos observaciones: i) hay una transferencia de funciones 
desordenada, descoordinada y desfinanciada, lo que no hace diferencia 
cuando una función es descentralizada; y, de otro lado, ii) un incremento de 
los recursos a favor de los gobiernos subnacionales que “es, ante todo, un 
efecto de la bonanza fiscal, y no de la vinculación del financiamiento a las 
responsabilidades transferidas”.  

En un estudio más específico, Legonia (2015) rescata las experiencias de dos 
gobiernos regionales amazónicos en la descentralización de las funciones 
de educación y salud. Sus conclusiones apuntan a una debilidad de las es-
trategias de descentralización que no han tomado en cuenta el aprendizaje 
de gobiernos locales. Asimismo, destaca, que no hay esfuerzos para articu-
lar y fortalecer las relaciones intergubernamentales, especialmente entre el 
nivel regional y local. Por su parte, Valdivia (2013) toma el caso de Ica y trata 
de explicar los problemas de gestión de los servicios de educación descen-
tralizados al nivel regional. Identifica la ausencia de planificación efectiva y 
la falta de compromiso de parte de los políticos regionales. Las deficiencias 
en la dotación de recursos humanos junto a una notoria precariedad insti-
tucional constituyen otros puntos importantes del problema. Sin embargo, 
rescata los intentos de articulación con las políticas del nivel nacional.

Dentro del mismo campo, el documento de la ANGR (2015) sistematiza las 
experiencias exitosas de la gestión regional en relación a sus responsabili-
dades y competencias. Estos hallazgos (46 experiencias exitosas) son de sus-
tancial relevancia para la política pública, dando la posibilidad de trasladar 
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el conocimiento de la gestión de aquellos gobiernos regionales exitosos a 
las regiones que tienen un rezago en la gestión de los mismos. 

Otro campo también relevante y poco analizado son las capacidades de los 
gobiernos subnacionales para ejercer sus funciones. Especial interés constitu-
yen aquellos que están recibiendo ingentes cantidades de recursos sin tener 
claro cuáles son sus responsabilidades. Al respecto, Crabtree (2014) evaluó las 
limitaciones administrativas e institucionales de los gobiernos locales para ha-
cerse cargo de las enormes dotaciones de canon. Sus conclusiones apuntan a 
la ausencia de planificación y las presiones para gastar, que llevan inevitable-
mente a una ejecución ineficiente. Asimismo, identifica los efectos del canon 
en el desarrollo local del Cusco, región que está recibiendo grandes cantida-
des de estos recursos, y encuentra que los efectos estarían variando conside-
rablemente en función de las cantidades de dinero recibidas, de las políticas 
adoptadas por los gobiernos locales y los niveles de participación ciudadana.

Desde una perspectiva general, el Territorial Reviews Peru de la OCDE 
(2016) encuentra que la ausencia de la planeación es un común denomina-
dor en los tres niveles de gobierno; asimismo, las relaciones entre los distin-
tos niveles de gobierno carecen de una articulación que les permita mayor 
efectividad en la implementación de las políticas. Además, destaca la falta 
de articulación entre la planificación regional y la programación de los pre-
supuestos. A nivel subnacional también existe un déficit de coordinación ho-
rizontal: las municipalidades no coordinan entre sí ante problemas comunes, 
y desperdician el uso de economías de escala para abordar determinados 
problemas, especialmente en las zonas urbanas.

1.1.3  Descentralización política

Luego de tres elecciones subnacionales consecutivas, la descentralización 
del poder político en el territorio es analizada a escala regional por Muñoz 
y García (2011). Ellos sostienen que las particularidades del sistema político 
peruano, y las especificidades de cada región, son parte del análisis que no 
se está considerando en el debate de la descentralización política. Tomando 
los resultados de las elecciones regionales del 2010, los autores concluyen 
que –a diferencia de los anteriores– este proceso muestra más continuidad al 
confirmar como problema la “ausencia de articulación política”, que al interior 
de gran parte de las regiones no está siendo abordada por los movimientos 
regionales ni por los líderes regionales que se están consolidando. En la 
misma línea que la investigación precedente, Muñoz (2012a) encuentra 
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una expansión de la corrupción local de la mano con la descentralización 
politica, la cual viene acompañada de revocatorias y conflictos sociales. 
Pone énfasis en la debilidad de los partidos y movimientos regionales en el 
control de las autoridades. Frente al incremento exponencial del canon, la 
autora identifica una ausencia de control desde el nivel nacional. 

Una de las principales preocupaciones de los policy-makers de la descentra-
lización son las relaciones intergubernamentales que consolidan la reforma. 
El trabajo de Eaton (2015) muestra otra mirada al proceso, precisamente 
desde la perspectiva de la ciencia política, al documentar las tensiones entre 
el poder político del nivel nacional y de las regiones, las cuales responden a 
una alianza con los grupos de interés frente a las políticas de libre mercado 
establecidas, especialmente en el sur del país. 

Los análisis de la competencia electoral en el nivel descentralizado consti-
tuyen otra arista relevante, de los estudios de la descentralización política, 
que está empezando a interesar a los investigadores. Córdova e Incio (2013) 
analizan la ventaja que tendrían las autoridades reeleccionistas en el ámbito 
local, tomando como periodo de análisis dos elecciones municipales. Los 
autores identifican el desempeño electoral de los candidatos municipales 
en dos momentos: cuando aún no son releccionistas y cuando ya lo son. En-
cuentran interesantes resultados, similares a los identificados en otros países 
en los que la reelección constituye una desventaja para los candidatos. En 
la misma línea, el trabajo de Aragón y Pique (2015) analiza la reelección mu-
nicipal en relación a dos tópicos de sustancial relevancia en el ámbito des-
centralizado: los resultados de las políticas y el desempeño del gobierno. 
Hacen una comparación entre alcaldes releccionistas y los que no lo son en 
el nivel local peruano, y encuentran evidencia de que la continuidad política 
tiene un efecto significativo en la provisión de servicios locales y sobre la 
composición de los gastos. No obstante, los resultados no son relevantes 
en temas fiscales, como la recaudación de impuestos locales; asimismo, los 
alcaldes reeleccionistas tienen menos probabilidades de postularse y ganar 
la reelección. Estos hallazgos sugieren que la reelección, en el ámbito local, 
es importante, pero sus retornos están disminuyendo y su efecto es amorti-
guado por la baja responsabilidad electoral. 

Por su parte, Vásquez (2013) evalúa qué factores tienen efectos sobre los ni-
veles de inversión pública local, usando datos de panel sobre los gastos de 
los gobiernos locales. El estudio no encuentra efectos claros de las capaci-
dades locales sobre la gestión del gasto; sin embargo, eventos inherentes a 
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la descentralización política –como las elecciones de las autoridades subna-
cionales y los años en que los nuevos alcaldes asumen sus cargos– sí tienen 
efectos importantes y significativos en los niveles de inversión pública.

Finalmente, en un trabajo reciente, Muñoz et al. (2016) analizan en varias re-
giones la composición y capacidades de las élites políticas y las característi-
cas de su tejido empresarial. Los hallazgos de la investigación muestran que, 
en un contexto de precariedad institucional y boom económico regional, la 
estructura y el funcionamiento de la economía regional determinan el tipo 
de élites regionales que tienden a consolidarse, y se definen incentivos para 
su organización y participación política. Las economías regionales con ma-
yor diversificación generan más incentivos económicos para la organización 
y el establecimiento de cooperación entre los actores regionales, lo que 
facilita establecer proyectos regionales más allá de sus intereses inmedia-
tos. El estudio también concluye que las regiones con economías dinámicas 
reforzaron las posibilidades de acción de sectores empresariales diversifica-
dos y articulados.

1.1.4  Descentralización fiscal

La descentralización fiscal también ha sido un tema abordado por la literatura 
en estos años. Un primer trabajo es llevado a cabo por Martínez-Vázquez (2013), 
que analiza los avances de la descentralización fiscal. Encuentra que existen 
considerables avances en el marco legal. Asimismo, identifica que las limitan-
tes del proceso residen principalmente en el diseño del sistema de relaciones 
fiscales intergubernamentales, como los efectos negativos del canon (que han 
generado desbalances verticales y horizontales), los efectos niveladores par-
cialmente ausentes de las dos transferencias de este tipo (el Foncomun y el 
Foncor), la falta de un criterio de asignación de los recursos ordinarios para los 
gobiernos regionales y las mejoras pendientes en la tributación local. 

Cheasty y Pichihua (2015) también analizan la descentralización fiscal de for-
ma integral. Encuentran que los avances de la misma se han dado por el 
lado del gasto, y financiado –principalmente– con recursos del canon y las 
transferencias de recursos ordinarios. Asimismo, identifican baja capacidad 
de los gobiernos locales para absorber el canon y las potencialidades que 
existen para aumentar la recaudación de los impuestos locales. Los mismos 
problemas son analizados en un reciente estudio del Banco Mundial (2016). 
Este documento destaca por sus propuestas de política a fin de fortalecer la 
descentralización fiscal. Por un lado, propone continuar la descentralización 
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fiscal sobre la base de los actuales departamentos y dejar de lado la confor-
mación de macrorregiones. A los gobiernos regionales definidos en un área 
geográfica, se les debería otorgar un espacio fiscal que se traduzca en la 
cesión de un impuesto nacional y el fortalecimiento del Foncor, para lo cual 
se utilizaría los recursos ordinarios. También propone una reforma al canon y 
al Foncomun, y hacer este último un instrumento realmente compensatorio. 
Finalmente, recomienda, al igual que el estudio de la OCDE (2016), enfren-
tar la fragmentación municipal.

En la línea propositiva para mejorar la descentralización peruana también se 
encuentran los trabajos desarrollados por el CIUP (2014). El documento de 
Casas (2014) alerta de los peligros de la corrupción asociada a la bonanza 
del canon minero, que es exógena y no forma parte de política alguna. Asi-
mismo, resalta la ausencia del Estado en la asistencia técnica a los gobiernos 
subnacionales. En la misma línea, Aragón y Cruzado (2013) concluyen que 
los avances de los aspectos fiscales de la descentralización han sido escasos. 
Aunque los recursos fiscales gestionados por los gobiernos subnacionales 
se han incrementado, estos dependen en gran medida de la discreciona-
lidad del nivel nacional; asimismo, esto se debe a un conjunto de normas 
previas al proceso de descentralización, iniciado en el 2002 y no relacionado 
a una política de descentralización fiscal.

Por otro lado, destacan los estudios auspiciados por el BID, como el de Ca-
navire-Bacarreza, Martínez-Vázquez y Sepúlveda (2012). Los autores analizan la 
recaudación de ingresos subnacionales en el país y proponen reformas para 
fortalecer el actual esquema. Entre los problemas más relevantes que identifica 
el estudio están las inequidades e ineficiencias asociadas a la coparticipación 
de ingresos derivados de las industrias extractivas. Estos ingresos se distribuyen 
sin tener en cuenta el criterio de las necesidades de gasto o la capacidad fiscal. 
Asimismo, resalta la ausencia de criterios de ecualización de los recursos del 
Foncomun, teniendo en cuenta que es una transferencia niveladora.

Casas y Málaga (2013) buscan analizar la sensibilidad de los ingresos muni-
cipales –con respecto a cambios en los precios de los principales productos 
de exportación– para realizar una estimación de los niveles de volatilidad. 
Sus hallazgos muestran la existencia de una fuerte dispersión de las elasti-
cidades por departamentos, por lo que un shock adverso a los términos de 
intercambio tendrá efectos diferenciados en el territorio. Dichos resultados 
llevan a plantear la necesidad de contar con mecanismos de estabilización, 
a fin de enfrentar las variaciones de estos ingresos, como el canon.
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La descentralización fiscal puede constituir, si no es bien implementada, 
un peligro para la estabilidad macroeconómica (Jiménez 2016). Sobre este 
tema existe poca evidencia para el Perú, probablemente porque no ha cons-
tituido un problema como los observados en Argentina, Brasil y Colombia 
en décadas pasadas. No obstante, en un contexto como el peruano, donde 
la descentralización fiscal que se está consolidando se basa principalmente 
en el uso de transferencias, el estudio de Radics (2012) resulta de sustancial 
relevancia. Sus hallazgos muestran que, al ser estos recursos –las transfe-
rencias– derivados de la exportación de commodities y estar en función de 
los precios internacionales, podrían constituir un riesgo potencial para la 
estabilidad macroeconómica.

Un tema parcialmente abordado ha sido el impacto de los recursos deriva-
dos de las industrias extractivas y la descentralización en el desarrollo local. 
Corral, Henderson y Miranda (2016) evalúan el impacto del Fondo de Cami-
sea para el Desarrollo Socioeconómico (Focam) y encuentran evidencia de 
efectos positivos en los gastos de capital municipal y en la infraestructura 
local. Al mismo tiempo, identifican impactos negativos, especialmente en 
los municipios con baja capacidad de absorción que han tenido que lidiar 
con el aumento inesperado de estos recursos, y reasignar su esfuerzo admi-
nistrativo hacia la ejecución de inversión.

Loayza, Rigolini y Calvo-Gonzales (2014) intentan explicar por qué los go-
biernos subnacionales que han gozado de una bonanza fiscal han tenido un 
desempeño decepcionante en la provisión de bienes públicos locales, es-
pecialmente respecto a la ejecución de inversión pública. Entre los factores 
que identifican está básicamente la ausencia de apoyo técnico en un país 
de municipios pequeños. Asimismo, concluye que la descentralización fiscal 
efectiva no es posible concretizarla si las asignaciones de recursos no están 
vinculadas con las necesidades locales; además de ello, es imprescindible 
vincularlas con las capacidades locales.

Otro aspecto relevante, abordado de forma exploratoria, es la relación entre 
el boom fiscal y las conductas corruptas en funcionarios locales. El docu-
mento de Maldonado (2011) intenta encontrar, aunque no de forma directa, 
en qué medida la bonanza fiscal en el ámbito municipal –inducida por los al-
tos precios de los minerales– ha generado demandas por sobornos de parte 
de funcionarios municipales en el país. Aun cuando se tienen limitaciones en 
los datos, se encuentra que los resultados muestran efectos diferenciados 
dependiendo de la magnitud del shock. De esa forma, en promedio, los 
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municipios en donde se ubican las explotaciones mineras tienen menos pro-
babilidad de ser requeridos a pagar un soborno a un funcionario municipal, 
mientras que en los municipios que no son productores, el efecto tiene sig-
no contrario. Estos resultados sugieren que las transferencias tienen efectos 
diferenciados dependiendo de la magnitud del shock.

El efecto del boom minero en los conflictos a nivel local es abordado por 
McClintock y Ponce (2014), quienes se enfocan en los efectos que las trans-
ferencias de recursos fiscales están generando en el nivel local. El estudio 
confirma que el conflicto social, como efecto, es provocado tanto por las 
externalidades negativas de la actividad minera como por el boom de los in-
gresos derivados de esta actividad. También se demuestra que la capacidad 
institucional local es una variable relevante. Así, una mayor capacidad local 
puede enfrentar mejor los perniciosos efectos sociales de una maldición de 
los recursos. Orihuela, Huaroto y Paredes (2014) también analizan este tema 
y encuentran que la minería no está generando beneficios tangibles para 
la actividad agropecuaria; asimismo, existe una percepción negativa “fuer-
temente asociada” sobre la cantidad y la calidad del agua”. Al igual que 
McClintock y Ponce (2014), concluyen que hay una estrecha relación entre 
una mayor actividad minera y mayores niveles de conflicto. 

Finalmente, en relación al gasto local financiado con canon, existe una críti-
ca generalizada respecto al tipo de inversión que realizan los gobiernos lo-
cales. En particular, diversos estudios (Boza 2006; McClintock y Ponce 2014) 
han criticado a los gobiernos locales por utilizar irracionalmente estos recur-
sos para embellecer sus comunidades, en lugar de mejorar los servicios de 
infraestructura, educación y salud o aliviar la pobreza. Vincent (2014) explica 
que las inversiones locales en este tipo de obras son de interés para la po-
blación local, especialmente en los ámbitos rurales, dado que estos proyec-
tos fomentan las visitas de los habitantes que han migrado. Los habitantes 
y los migrantes son dependientes entre sí como resultado de estrategias de 
subsistencia –basadas en la agricultura y la minería explotada por las trans-
nacionales–. Ante esta situación, los pobladores optan pragmáticamente 
por mantener relaciones con los migrantes que no residen en la comunidad, 
pero que tienen ingresos salariales o de pensión estables.

1.1.5  Descentralización y participación ciudadana

Los procesos de presupuesto participativo como instrumento de la des-
centralización también han sido objeto de análisis. Jaramillo y Alcázar 
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(2013) evalúan el vínculo entre los presupuestos participativos, instaurados 
con la descentralización para los gobiernos regionales y locales, y los indi-
cadores de cobertura y calidad del servicio en el sector de agua y sanea-
miento. Los resultados muestran que no existe relación significativa entre 
dichas variables. Estos hallazgos son corroborados al usar metodología 
cualitativa: se encuentra que no existe efecto del presupuesto participa-
tivo en la provisión de agua potable y saneamiento. La principal causa 
reside en las evidentes debilidades de este instrumento “tanto en su pro-
ceso mismo como entre sus diferentes actores”. Otro hallazgo destacable 
es el hecho de que los pobres estarían enfrentando mayores costos de 
participación, lo que estaría generando resultados desiguales. El libro de 
McNulty (2011) también es ilustrativo sobre el desempeño de la participa-
ción como instrumento de la descentralización. Usando la metodología de 
casos de estudio, encuentra que las veces en que el proceso participativo 
funciona realmente, el mecanismo incrementa la rendición de cuentas de 
los políticos subnacionales. En otros casos, se encuentran situaciones don-
de la sociedad civil y otros actores son manipulados o ignorados por las 
autoridades locales. Los hallazgos ilustran la diversidad de resultados en 
un país tan heterogéneo como el Perú, así como la desconexión entre la 
ley y la práctica de estos mecanismos.

Otro trabajo posterior sobre este mismo tema (McNulty 2014) encuentra ha-
llazgos más concretos. El estudio, desde la perspectiva de la ciencia política, 
documenta el éxito improbable del presupuesto participativo en el Perú. No 
tanto porque es una herramienta diseñada top-down por funcionarios na-
cionales que desconocen la lógica local, sino por la ausencia de apropiación 
del instrumento en el nivel local. El éxito del mismo se ve restringido tam-
bién por la falta de credibilidad (dado que los proyectos aprobados en este 
proceso no llegan a ejecutarse nunca) y el tipo de participación. A diferencia 
de Brasil, el proceso peruano apunta a la participación de organizaciones y 
no de ciudadanos individuales. El análisis de Jaramillo y Wright (2015) arri-
ba a similares conclusiones, tras analizar estos mecanismos participativos 
en el ámbito local. Los resultados dan cuenta de que su efectividad, como 
instrumento de política, depende de si estos mecanismos participativos son 
voluntarios u obligatorios. Los foros participativos voluntarios están fuerte 
y significativamente asociados con una política más activa y más eficaz (se 
toma como ejemplo a la política agraria). No obstante, los resultados son 
concluyentes cuando se examinan las instituciones obligatorias –como el 
mecanismo del presupuesto participativo impuesto por el Gobierno cen-
tral–, que han mostrado poca efectividad en sus resultados.

172

DESCENTRALIZACIÓN Y DESARROLLO REGIONAL: BALANCE DE INVESTIGACIÓN  
EN POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



ES
TA

D
O

 Y
 G

ES
TI

Ó
N

 P
Ú

BL
IC

A

1.2  Desarrollo regional  

1.2.1  Estudios generales sobre descentralización y desarrollo regional 

Esta línea de investigación ha sido aún poco trabajada en los últimos años 
en el país, a pesar de la creciente importancia que está teniendo las regio-
nes. El reciente estudio realizado por la Organización para la Cooperación y 
el Desarrollo Económicos (OCDE), en el marco del Programa País que tiene 
con el Perú, es uno de los más recientes y completos. El estudio presenta un 
análisis integral del desarrollo regional en el país. Destaca que las políticas 
de desarrollo regional constituyen, en particular para el Perú, instrumentos 
indispensables para gestionar un territorio escasamente conectado, y que 
muestra una brecha territorial en la provisión de servicios públicos y dota-
ción de infraestructura regional. También establece las pautas para el diseño 
de políticas regionales, que apunten a asegurar condiciones que permitan 
que el proceso de descentralización en curso funcione –al fortalecer la coor-
dinación intergubernamental y potencializar las ciudades y la competitivi-
dad regional–. Junto a ello, se desarrollan recomendaciones sobre cómo el 
país debe desarrollar un enfoque integral de la política urbana, incluyendo 
el fortalecimiento de los vínculos con las áreas rurales (OCDE 2016). 

Otra publicación sobre desarrollo regional son los estudios editados por 
Revesz (2013). El libro busca responder interrogantes sobre la articulación 
del desarrollo nacional con el de las regiones, a partir de cuatro aristas del 
desarrollo regional: la descentralización, el desarrollo educativo, el desarro-
llo rural y el desarrollo agrario. Asimismo, el documento aborda los retos del 
Estado sobre la necesidad de que las políticas públicas con incidencia en el 
territorio concilien los criterios de eficiencia y equidad en sus intervenciones

1.2.2  Crecimiento regional y disparidades regionales

Existen varias investigaciones que se han centrado en el análisis de las dis-
paridades del crecimiento regional. Un primer análisis es el realizado por 
Gallo-Rivera et al. (2013). Este estudio concluye que, a pesar del excelente 
desempeño del crecimiento en el país, los avances en términos del cierre de 
las disparidades entre regiones son limitados. Además, las diferencias regio-
nales –geográficas, económicas y de integración– contribuyen a perpetuar 
la brecha territorial. El crecimiento urbano no ha sido capaz de bajar los ni-
veles de pobreza rural; esta ausencia de una integración de las ciudades con 
su entorno rural está profundizando las inequidades territoriales. La fuerte 
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concentración de la actividad económica y los grandes niveles de inequidad 
regional han configurado un círculo vicioso, que requerirá sentar las bases 
del crecimiento con una integración a Lima –que use recursos públicos para 
promover la integración económica de las regiones y que permita, a su vez, 
aumentar la demanda interna y la sostenibilidad de su crecimiento en el 
largo plazo–.   

En la misma línea, el documento de Adrianzén (2013) revisa evidencia empí-
rica de las disparidades regionales. Analiza el crecimiento regional, los nive-
les de pobreza departamental y la convergencia regional tomando como re-
ferencia los estándares de vida en Lima. El autor encuentra que las regiones 
del interior del país crecen “de manera significativa, pero sistemáticamente 
menos que la capital”, y la convergencia de la mayoría de las regiones se ha 
estancado. Asimismo, muestra algunas “asociaciones sugestivas”: en primer 
lugar, la “fuerte asociación del crecimiento económico con el resto de re-
giones del país respecto al crecimiento limeño” y la “muy pobre correlación 
entre la inversión bruta fija pública (IBF) del Gobierno y el crecimiento de las 
regiones”. Otro trabajo destacado es el de Tello (2013), quien utiliza indica-
dores de la “red de espacio de productos”, al tiempo que realiza un análisis 
de la importancia de la dotación y extracción de los recursos naturales sobre 
el crecimiento económico, el peso de la PEA ocupada en actividades pri-
marias y no primarias y el nivel de diversificación de la exportación regional. 
Sus hallazgos muestran que “la participación del capital natural del total de 
riqueza tangible y el capital natural per cápita han incidido, en promedio, 
positivamente en el crecimiento regional, el empleo relativo del sector pri-
mario y la concentración de los principales productos de exportación”.

También se han encontrado estudios que han analizado regiones en parti-
cular. Tomando dos casos regionales (Arequipa y Cajamarca), el documento 
desarrollado por Barrantes et al. (2013) tiene una importancia sustancial, dado 
que responde por qué dos regiones con potencialidades similares, bajo un 
mismo contexto nacional y en el mismo periodo de tiempo, muestran des-
empeños tan disímiles. La conclusión a la que arriban es que el desarrollo re-
gional (basado en una dinámica económica interna, que explota sus ventajas 
comparativas junto a una provisión eficiente de bienes públicos regionales, 
una inversión en capital humano y una institucionalidad con políticas públicas 
regionales) gatilla un desarrollo regional inclusivo y posiblemente sostenido. 
La otra cara de la moneda es un crecimiento regional incapaz de absorber 
mano de obra en sectores de mayor productividad, o la desvinculación de la 
oferta educativa de la demanda de las potencialidades regionales.  

174

DESCENTRALIZACIÓN Y DESARROLLO REGIONAL: BALANCE DE INVESTIGACIÓN  
EN POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



ES
TA

D
O

 Y
 G

ES
TI

Ó
N

 P
Ú

BL
IC

A

De otro lado, un grupo de investigaciones centra su mirada en el análisis del 
crecimiento de economías regionales y explican las barreras al mismo. Este 
tipo de análisis se basa en la propuesta metodológica de Hausmann, Rodrik 
y Velasco (2005) para hacer diagnósticos del crecimiento económico, pero 
adecuada para los contextos subnacionales. Este abordaje del crecimiento 
regional constituye un ámbito de los estudios que en el Perú ha sido parti-
cularmente fértil. Además de los trabajos iniciales de Armendáriz, Jaramillo 
y Zegarra (2011) y Mendoza y Gallardo (2011), cuatro estudios regionales 
posteriores han abordado la problemática de diversas regiones del país. 
Destaca el trabajo realizado por Carranza, Gallardo y Vidal (2012) sobre el 
departamento de San Martín, el cual encuentra tres barreras que impiden 
el despegue económico de esta economía regional: la atomización de las 
tierras dedicadas al cultivo, considerando el potencial agroindustrial de este 
departamento; los altos costos del transporte y la energía; y la baja dotación 
de capital humano. Otro estudio en esta misma línea es el de Webb, Men-
dieta y Ágreda (2013) sobre Apurímac. El estudio identifica como cuellos de 
botella del crecimiento en esta región a la mala infraestructura –que no con-
trarresta las limitaciones impuestas por su geografía–, la baja dotación del 
capital humano y los problemas de coordinación y autodescubrimiento que 
no permiten mejorar los retornos sociales y la apreciabilidad de los mismos. 

También en el marco analítico del diagnóstico de crecimiento, otros dos 
estudios se han realizado para regiones con altos niveles de pobreza como 
Ucayali y Huancavelica. Las barreras del crecimiento económico de Ucayali 
han sido analizadas por Mendoza, Leyva y Pardo (2015), quienes identifican 
tres brechas principales: los bajos retornos asociados a la escasa dotación 
de factores complementarios como la energía, la calidad de la infraestructu-
ra y los costos del transporte; la baja conectividad intrarregional que limita el 
desarrollo de mercados; y la baja capacidad institucional de las burocracias 
regionales, especialmente en el desarrollo forestal. El caso de Huancavelica 
ha sido abordado por Paredes y Cayo (2913), cuyo estudio muestra que esta 
región –que posee una geografía adversa y, probablemente, “las peores 
condiciones iniciales para el crecimiento económico entre todas las regio-
nes del país”– tiene como principales limitantes el déficit tanto de capital 
humano como de infraestructura productiva y de conectividad. Además, se 
encuentran problemas estructurales como el minifundio y la informalidad.

Finalmente, el trabajo de Orihuela (2014) usa otra metodología (el criterio 
‘inversión genuina’) y evalúa la sostenibilidad de la economía del departa-
mento Junín. Sus hallazgos muestran que esta región “estuvo en la senda 
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del desarrollo sostenible durante los años 2005-2011”, periodo de análisis 
que constituye un caso atípico, dado que su acumulación de capital no fue 
a costa de su stock de riqueza natural. 

1.2.3  Crecimiento regional, desarrollo de mercados e infraestructura

Otros estudios sobre el crecimiento regional han buscado explicarlo desde 
diversas aristas. Una primera investigación hace una evaluación del impacto 
de la expansión de los mercados financieros en el territorio; en particular, 
los efectos del microcrédito sobre el nivel de actividad económica regional 
(Aguilar 2013). Los hallazgos dan cuenta de la relevancia que las institucio-
nes microfinancieras están logrando a escala regional. El impacto de la ex-
pansión del crédito sobre el crecimiento regional es positivo, lo que implica 
que la actividad microcrediticia “está contribuyendo a dinamizar la activi-
dad económica regional al movilizar recursos financieros en mercados de 
capitales locales, permitiendo una mayor producción a pequeños negocios, 
pymes y un mayor consumo a los hogares de bajos ingresos”. Otro hallazgo 
relevante es el hecho de que el microcrédito tiene un efecto más sustancial 
sobre el crecimiento regional que el crédito de la banca comercial.

Otro aspecto muy ligado al desarrollo regional es la relación entre el creci-
miento de las economías regionales y la dotación de infraestructura. En esta 
línea, Urrunaga y Aparicio (2012) usan un panel de datos de las regiones 
y –con información de infraestructura de carreteras, telecomunicaciones y 
energía eléctrica– encuentran que existen diferencias significativas en las re-
percusiones de la infraestructura en el producto per cápita de las regiones, 
las que “pueden atribuirse a las brechas en la calidad de la infraestructura 
regional”. No obstante, encuentran también que –en el largo plazo– existi-
rían otros factores más relevantes –como el capital humano, el progreso tec-
nológico y el fomento productivo– que explicarían estas brechas, dado que 
la evidencia respecto a la incidencia de la infraestructura en el crecimiento 
regional de largo plazo no es robusta. 

De un modo más específico, Castillo (2016) explora el impacto de la inver-
sión pública sobre el nivel de actividad económica regional. Los resultados 
evidencian la existencia de un efecto positivo en la acumulación de capital 
público, resultado del flujo de inversiones en el ámbito de actividad econó-
mica (en particular, la inversión en infraestructura de transporte y comunica-
ciones y en infraestructura social relacionada a la formación de capital huma-
no). También encuentra que el capital público es más productivo en algunas 
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regiones que en otras, y refiere diferencias que podrían ser explicadas por 
variables institucionales o de eficiencia de la inversión pública. En la misma 
línea, Fort y Paredes (2015) analizan la efectividad de la inversión pública 
rural. Desglosan la inversión rural y urbana, en el ámbito descentralizado, y 
buscan identificar mejoras en la productividad agrícola y/o reducción de la 
pobreza y el rol de la participación en el gasto subnacional. Sus hallazgos 
son interesantes y dan cuenta de efectos significativos en la reducción de 
la pobreza rural de las inversiones en riego, caminos, telecomunicaciones y 
programas de desarrollo productivo, a través de mejoras en la productividad 
agraria, la conectividad y acceso a mercados.

El análisis de la Contraloría General de la Republica (2016) es un diagnóstico 
completo de la efectividad de la inversión pública en el nivel subnacional, y 
constituye un punto de partida para futuras evaluaciones de impacto, espe-
cialmente en las zonas que han recibido canon. Dentro del mismo campo, 
el trabajo de Arpi (2015) muestra que la distribución de la inversión pública 
en infraestructura está concentrada en pocas regiones, e identifica el im-
pacto de la misma en el crecimiento regional. Encuentra que la inversión en 
transporte y saneamiento tiene efectos positivos. Asimismo, precisa que la 
inversión en infraestructura de educación y energía, si bien tiene un efecto 
positivo en el crecimiento, es aún insuficiente para reducir la desigualdad 
de ingresos. 

1.2.4  Competitividad regional 

Durante la última década, la importancia económica creciente de los espa-
cios regionales ha traído consigo un conjunto de análisis que buscan com-
parar los niveles de competitividad regional y establecen rankings entre las 
regiones peruanas, en base a indicadores departamentales. Destacan los 
trabajos realizados desde la academia como el Índice de Competitividad 
Regional (Incore), publicado por el Instituto Peruano de Economía (IPE) des-
de 2013, y el Índice de Competitividad Regional (ICR), basado en la propues-
ta metodológica de Benzaquen et al. (2010) y desarrollado por el Centro de 
Negocios de la Pontificia Universidad Católica del Perú (Centrum), entidad 
que ha publicado informes consecutivamente desde 2011. Desde el sector 
público, el Consejo Nacional de Competitividad (CNC) también ha publica-
do sendos informes de competitividad regional. El común denominador de 
estos informes es la clasificación del grupo de regiones más competitivas y 
las que son menos competitivas. Existe una amplia coincidencia en los re-
sultados: las regiones con mayores niveles de competitividad se encuentran 
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en la costa sur y Lima. En algunos años, regiones como Moquegua e Ica han 
superado a Lima en el ranking. En el otro extremo, es común que los infor-
mes reporten a regiones como Cajamarca, Huancavelica, Loreto y Huánuco 
como los espacios regionales menos competitivos del país.

El documento Territorial Review Peru (OCDE 2016) también aborda el tema 
de la competitividad regional en el país. Desde su perspectiva, el desarrollo 
regional debe ser visto como un incremento de la competitividad de los 
territorios basada en el despliegue de sus potencialidades. Los hallazgos 
dan cuenta de un divorcio entre la planificación regional y el marco fiscal 
para las regiones, y sugieren la materialización de mayor coordinación entre 
el Gobierno nacional y las regiones, para lo cual será necesario establecer 
agencias desconcentradas de entidades clave del nivel nacional y agencias 
de desarrollo regional. Desde una perspectiva propositiva, el documento 
de política desarrollado por Neyra y Sanchez (2015) plantea un conjunto de 
propuestas de política para los gobiernos regionales, a fin de promover la 
competitividad regional. Se sugiere concentrar los esfuerzos en infraestruc-
tura de transportes, la formación de capital humano, el desarrollo de ciu-
dades intermedias y el desarrollo productivo, factores determinantes para 
promover la competitividad territorial. 

Finalmente, la ubicación espacial de las regiones y sus limitaciones geográ-
ficas, junto a la ausencia de infraestructura de conectividad, condicionan 
su desempeño exportador y su competitividad. En un estudio para el país, 
el BID (2013) encuentra que estos factores tienen relación con la distribu-
ción de la actividad económica y la competitividad en el espacio nacional. 
Asimismo, existe una alta heterogeneidad entre las regiones peruanas, en 
términos del desempeño competitivo y del comercio exterior. Precisamente, 
las regiones más conectadas y mejor ubicadas (como la costa) muestran una 
marcada diferencia con respecto a regiones con escasa infraestructura de 
conexión, geografía difícil y escasa población (como la selva). De hecho, la 
costa expide casi dos tercios del total de las exportaciones y concentra los 
envíos internacionales de mayor sofisticación y mayor valor agregado, y casi 
la totalidad de la exportación de bienes de media y alta tecnología. 

1.2.5  Desarrollo urbano

Este es uno de los ámbitos donde prácticamente no se han desarrollado 
estudios relevantes en el país. Una excepción es el trabajo que ha publicado 
el Banco Mundial (2016), un estudio que busca explicar por qué en el Perú, 
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a excepción de lo que sucede en otros países de América Latina, no se ha 
constituido un sistema de ciudades, y muestra los potenciales efectos nega-
tivos que esto podría tener en el crecimiento y la distribución del ingreso en 
el país. El documento indica que el territorio peruano está compuesto “por 
una suma débilmente conectada de ciudades, con mercados internos frag-
mentados debido a los altos costos del transporte, las divisiones espaciales 
en las normas que regulan el comercio y la heterogeneidad de la provi-
sión de servicios básicos”. El estudio remarca que las asimetrías territoriales 
permanecen altas y la productividad baja. En este contexto, recomienda la 
promoción del desarrollo de las ciudades intermedias como una estrategia 
para la construcción de un sistema de ciudades más equitativo, “que genere 
un mercado interno más amplio y eficiente”.

El estudio de la OCDE (2016) también dedica un capítulo al análisis del 
desarrollo urbano en el país. Coincide en buena parte con el análisis 
anterior. Resalta que el desarrollo urbano tiene mucha relación con el 
tema de la informalidad, e identifica como el área urbana informal de 
Lima a aproximadamente el 70% del espacio que ocupa la ciudad. La 
informalidad es un tema preocupante, pues hace que la provisión de in-
fraestructura y servicios sea más difícil y costosa. Asimismo, muestra que 
el marco institucional que regula a las ciudades, como a los ámbitos rura-
les, es fragmentado y con mecanismos de coordinación ausentes. La falta 
de una articulación entre la escasa planificación espacial y la asignación 
de recursos fiscales hace que las políticas urbanas estén prácticamente 
ausentes de la agenda nacional. Teniendo en cuenta la ausencia de las 
competencias y responsabilidades entre diferentes niveles de gobierno 
respecto a la política urbana, no queda claro quién está a cargo de la 
administración de las ciudades.

En conclusión, la investigación en estos dos ámbitos de la política pública 
ha sido relativamente escasa. Se cuenta con evidencia descriptiva y sistema-
tización de los avances y retrocesos de la política de descentralización, así 
como detallados estudios del esquema fiscal que ha quedado en construc-
ción. Los análisis de la gobernanza subnacional y los aspectos políticos de la 
descentralización están en déficit, lo que requerirá mayores esfuerzos para 
generar conocimiento en estas aristas de la política. De igual manera, el 
desarrollo regional en el país cuenta aún con un limitado stock de estudios 
para dar sustento a políticas transversales como la implementación de una 
política nacional de desarrollo regional. Asimismo, existe un severo déficit 
de estudios y políticas vinculados al desarrollo urbano y las ciudades. 
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 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

La agenda de investigación para los próximos años se basa en una síntesis 
de las propuestas de los hacedores de política y especialistas en el ámbi-
to de la descentralización y el desarrollo regional. Ambos temas, aunque 
estrechamente relacionados, han sido divididos en ocho subtemas, los 
cuales se vinculan a un ámbito específico de la política pública donde la 
generación de conocimiento hará posible el diseño de mejores interven-
ciones no solo desde el sector público, sino también desde la sociedad 
civil organizada.

2.1  Descentralización

Los distintos análisis revisados en el balance dan cuenta de que el modelo de 
descentralización peruano es una descentralización del gasto financiada princi-
palmente por transferencias del Gobierno nacional, donde destacan los recur-
sos de canon. Asimismo, la tributación local tiene aún una escasa importancia 
para que las municipalidades puedan financiar sus gastos. Pero si bien se ha 
documentado desde el punto de vista descriptivo, es relevante contar también 
con evaluaciones de impacto de la descentralización fiscal en los distintos ám-
bitos donde esta tiene incidencia. Es por ello que se sugieren los siguientes 
subtemas como parte de la agenda de investigación para los próximos años:

2.1.1  Competencias y responsabilidades de los gobiernos subnacionales
 
La descentralización administrativa constituye un aspecto pendiente en el 
análisis del proceso. El llamado shock de la descentralización, en el año 
2006, aceleró el proceso de la transferencia de competencias y responsabili-
dades, y dejó de lado la gradualidad del cambio con que se estaba avanzan-
do. Por lo mismo, la política de descentralización necesita evaluar los cuellos 
de botella de las relaciones intergubernamentales que no permiten avanzar 
en este ámbito. Estos hallazgos serán relevantes para el rediseño del esque-
ma de distribución de competencias y funciones. Se debe migrar hacia uno 
más idóneo, que clarifique la delimitación de las responsabilidades de cada 
nivel de gobierno, y a su vez permita alcanzar resultados más eficientes, en 
términos de provisión de bienes y servicios públicos a escala regional y local. 
En ese sentido, las preguntas van en la siguiente línea:

• ¿Los gobiernos subnacionales están asumiendo efectivamente las fun-
ciones y competencias que han sido transferidas? 

180

DESCENTRALIZACIÓN Y DESARROLLO REGIONAL: BALANCE DE INVESTIGACIÓN  
EN POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



ES
TA

D
O

 Y
 G

ES
TI

Ó
N

 P
Ú

BL
IC

A

• ¿Qué conflictos de competencias se están produciendo entre el nivel 
nacional y los demás niveles de gobierno? 

• ¿Cuál ha sido el desempeño de la coordinación vertical en relación a la 
delimitación de competencias? 

2.1.2 Transferencias y tributación local 

La práctica internacional recomienda establecer una descentralización que 
sea financiada, en la medida de lo posible, con ingresos propios, dado que 
estos coadyuvan a fortalecer la rendición de cuentas y evitar la corrupción a 
nivel descentralizado. Por el contrario, cuando un modelo de descentraliza-
ción se financia con transferencias, existen riesgos que deben ser tomados 
en cuenta. El problema más recurrente es que las transferencias desplazan 
a los ingresos propios, dado que las autoridades prefieren recursos que les 
llegan gratis, sin desplegar esfuerzo alguno. Sin embargo, las transferencias 
tienen costos políticos más altos que los ingresos propios. En esta lógica, 
es común que las transferencias desplacen a los ingresos propios y generen 
una pereza fiscal, que tiene efectos negativos a nivel nacional, al afectar el 
equilibrio fiscal y también la rendición de cuentas en el nivel local.

Para conocer sobre el impacto en este tema, las preguntas para guiar a los 
estudios son:

• ¿Cuáles son los efectos de las transferencias fiscales de canon y regalías 
en la recaudación de impuestos locales? 

• ¿En qué medida las variaciones del incremento de la recaudación del 
impuesto predial están relacionadas con las transferencias del Programa 
de Incentivos?

• ¿Cuál es el potencial de recaudo del impuesto predial en las zonas rurales?

Cabe mencionar que toda la información de las transferencias fiscales se 
encuentra en el Ministerio de Economía y Finanzas. En tanto, los datos sobre 
la recaudación de ingresos locales pueden ser recopilados de las mismas 
municipalidades. 

2.1.3  Descentralización fiscal y servicios locales

El objetivo más importante que subyace a los procesos de descentralización 
de las finanzas públicas es la mejora de la provisión de servicios descen-
tralizados. Al estar el gobierno local más cerca de los ciudadanos, posee 

181



mayor información de las necesidades de estos. Por lo tanto, tendrá mayor 
eficiencia a la hora de proveerlos en función de la dimensión de las deman-
das locales y en línea con las preferencias de sus habitantes. Luego de casi 
15 años de iniciada la descentralización fiscal, es tiempo de responder a las 
interrogantes respecto al impacto de esta en el bienestar de los ciudadanos. 
En concreto, se requiere responder a las siguientes preguntas:

• ¿En qué medida la descentralización fiscal está teniendo efectos positi-
vos en la mejora de la provisión de los servicios públicos locales?

• ¿Cuál ha sido el impacto de la descentralización de la educación y salud 
hacia el nivel regional en el bienestar de los usuarios? 

• ¿Cuál ha sido el desempeño de las transferencias de nivelación como 
instrumentos para enfrentar las inequidades de la descentralización?

Para abordar estas cuestiones, existe información generada por el INEI en la 
Encuesta Nacional de Hogares, que recoge datos sobre el acceso que están 
logrando las personas en varios servicios locales. También la información del 
Sistema de Información Regional para la toma de decisiones del INEI es re-
levante para estos análisis. Al mismo tiempo, la data fiscal está disponible en 
el Ministerio de Economía y Finanzas, en específico en su Sistema Integrado 
de Administración Financiera. 

2.1.4  Descentralización, corrupción y democracia en el nivel subnacional

La agenda de investigación sobre descentralización sería incompleta si no 
se aborda el análisis de la gobernanza en el nivel descentralizado. Por ello, 
temas ineludibles que tienen incidencia en este tema son la corrupción y 
las prácticas autoritarias en los gobiernos regionales y locales. Uno de los 
peligros de la descentralización es la corrupción generalizada a escala lo-
cal (Prud’homme 1995). En los años pasados, diversos gobiernos regionales 
como Áncash, Cajamarca, Pasco, entre otros, han estado vinculados a pro-
blemas de corrupción, y coincidentemente son departamentos donde ha 
habido un flujo considerable de recursos fiscales. Asimismo, la experiencia 
internacional evidencia que en países en desarrollo –y con historias autorita-
rias– la descentralización tiene alta probabilidad de replicar estas prácticas 
en el nivel subnacional. Sobre este tema es necesario investigaciones que 
busquen responder este fenómeno.

• ¿Cómo afecta la descentralización en la frecuencia y el costo de la ex-
tracción de sobornos por parte de funcionarios corruptos?
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• ¿En qué medida la disponibilidad de recursos fiscales descentralizados 
ha generado prácticas autoritarias en los gobiernos subnacionales?

• ¿Puede la descentralización fortalecer los niveles de democracia en el 
ámbito local?

Fuentes poco explotadas son las encuestas anuales de percepciones sobre 
corrupción que hace Transparencia Internacional en el Perú. Incluyen resul-
tados a nivel descentralizado. La encuesta Enaho también contiene en el 
capítulo sobre gobernabilidad un acápite sobre corrupción.

2.2  Desarrollo regional
 
A nivel internacional, la nueva política regional intenta promover el potencial 
de cada región. Busca mejoras en la competitividad, en lugar de equilibrar el 
desempeño económico con compensaciones temporales para reducir dispari-
dades regionales (OCDE 2009). En tal sentido, los estudios sobre el desarrollo 
regional en el Perú deben dar paso a este nuevo paradigma del desarrollo re-
gional. Estudios de convergencia regional o de políticas de redistribución de 
regiones avanzadas hacia las más rezagadas ya no llenan vacíos de la política 
para el desarrollo en el país; por el contrario, se requiere de análisis de territo-
rios funcionales en lugar del tradicional enfoque sectorial. De allí la necesidad 
de abordar los siguientes temas como parte de la agenda de la investigación:

2.2.1 Barreras al crecimiento regional

Aunque ya existen varios estudios de este tipo, es importante continuar 
analizando las regiones peruanas, especialmente aquellas que tienen po-
tencialidades pero que no están logrando el despegue en línea con la di-
námica económica nacional. El abordaje de este tipo de estudios desde la 
perspectiva metodológica de Hausman y Rodrick (2009), adaptada a los ám-
bitos subnacionales, permite analizar los cuellos de botella del crecimiento 
regional. Esto son aquellos cuyo cambio es condición necesaria y suficiente 
para lograr un mayor crecimiento. Las interrogantes que deberán ser resuel-
tas para el caso de cada una de las regiones –que aún no cuentan con un 
análisis de este tipo– son:

• ¿Cuáles son los factores que están limitando el crecimiento económico 
en cada una de las regiones del Perú? 

• ¿Cuál ha sido el rol de las instituciones regionales en el crecimiento eco-
nómico en las regiones?
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• ¿Qué instrumentos de política es preciso manipular para eliminar los cue-
llos de botella que frenan la inversión en estas regiones? 

Este tipo de estudios se asienta en el diagnóstico del crecimiento, sobre un 
análisis descriptivo, histórico y cualitativo en base a entrevistas a los actores 
más relevantes de la región, aquellos que son tomadores de decisión. 

2.2.2  Desarrollo urbano y ciudades

Este es un ámbito prácticamente inexplorado por la investigación social y eco-
nómica en el país. Las ciudades peruanas se han desarrollado prácticamente 
en la informalidad, tanto en la ocupación del suelo como en la dotación de 
servicios públicos. Asimismo, destacan las enormes brechas en términos de 
infraestructura urbana y servicios públicos, que requieren políticas para forta-
lecer el financiamiento urbano utilizando fuentes de la misma ciudad. En este 
contexto, las investigaciones sobre este tópico deben responder al menos las 
siguientes interrogantes:

• ¿Los esfuerzos desplegados por el Gobierno para formalizar la propiedad 
urbana han tenido impacto en los hogares y en la gestión de las ciudades? 

• ¿Cuáles son los efectos en términos del bienestar de los ciudadanos y el 
crecimiento económico producto de las mejoras al transporte urbano? 

• ¿En qué medida establecer recuperación de plusvalías promovería la recu-
peración de los centros históricos y su financiamiento?

Lamentablemente, no se cuenta con información sistematizada sobre las ciu-
dades en el país. Este es un desafío de las investigaciones sobre este tema. 
Para enfrentar esta limitación, será necesario evaluar metodologías que hagan 
posible conocer esta problemática.   

2.2.3  Atomización distrital y mancomunidades municipales

Diversos análisis de instituciones internacionales –como la OCDE (2016), el 
Fondo Monetario Internacional (2015) y el Banco Mundial (2016)– coinciden en 
su diagnóstico respecto a la fragmentación local del territorio peruano. El Perú 
no solo tiene el municipio más pequeño de América Latina, sino que el Gobier-
no ha continuado creando más municipalidades: más de 20 nuevos distritos en 
los últimos cinco años. Paralelamente, una respuesta a este problema fue la 
implementación de un marco para crear mancomunidades municipales como 
mecanismos para enfrentar esta atomización territorial y fortalecer la coordina-
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ción de los gobiernos locales. Ambas medidas claramente contradictorias re-
quieren ser analizadas. Junto a ello, es necesario realizar evaluaciones ex ante 
para la implementación de una política de fusión de jurisdicciones en el país, 
instrumento que ha tenido buenos resultados en la experiencia internacional. 
Las preguntas que deben responder las investigaciones son:  

• ¿En qué medida las mancomunidades están logrando enfrentar los proble-
mas de coordinación horizontal en el nivel local?

• ¿Cuáles han sido los beneficios de la creación de nuevos distritos en tér-
minos de la mejora de los servicios locales para la población que habita en 
estas nuevas jurisdicciones? 

• ¿Cuáles serían los impactos en términos de provisión de servicios locales y el 
financiamiento de los mismos de una política de fusión municipal top-down? 

En conclusión, la descentralización y el desarrollo regional son dos tópicos de 
sustancial relevancia para las políticas públicas en un país que se ha descentrali-
zado y que tiene una agenda pendiente con el despliegue de las potencialida-
des de las regiones. El balance realizado muestra los vacíos que existen en estos 
temas. Si bien se ha encontrado suficiente evidencia descriptiva y balances de los 
avances de la política, que dan cuenta de los cuellos de botella en los 15 años de 
reforma, es importante comenzar a ponderar más a investigaciones que evalúen 
el efecto de esta política en los distintos aspectos donde tiene incidencia. Con-
siderando que la descentralización es ante todo una reforma que redistribuye el 
poder político, se recomienda realizar investigaciones desde la perspectiva de la 
economía política.

En relación al desarrollo regional, se destaca el avance de la investigación en 
el marco del paradigma metodológico de Hasuman y Rodrick (2005), adecua-
do para los niveles subnacionales. Este es el apropiado en un contexto como 
el peruano, donde aún existe un enorme déficit en la producción de datos a 
escala territorial. Asimismo, es importante considerar las recomendaciones 
de la OCDE para abordar los análisis y las políticas de desarrollo de las re-
giones, desde una perspectiva de los territorios funcionales y sus potenciali-
dades para la competitividad regional, en lugar del tradicional enfoque de la 
convergencia regional.
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Diversos estudios señalan que la calidad del servicio civil es una va-
riable fundamental de la capacidad del Estado y de su desempeño 
frente a la ciudadanía. De la calidad del servicio civil dependen el 

diseño y la formulación de las políticas públicas.2 

De ese factor (servicio civil) también depende la ejecución de los roles y fun-
ciones que le corresponden al Estado. Es por ello que, en los últimos años, 
se ha generado tanto interés en esta materia y se han promovido reformas 
en los países. 

En este capítulo, se presentan los problemas recurrentes del servicio civil en 
el Perú. Además, se revisan las investigaciones que la academia peruana ha 
realizado sobre dicha materia, a través de instituciones asociadas a CIES en 
el periodo 2012-2016.3 Por último, se plantean algunas preguntas a modo de 
agenda de investigación.

 1. BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016

El tema del servicio civil ha sido muy poco estudiado desde la academia 
peruana, por lo que existe un limitadísimo número de investigaciones al res-
pecto.4 En ese contexto, no se ha logrado identificar un estudio que consti-
tuya una pieza trascendental, a partir del cual se hayan adoptado políticas 
públicas vinculadas al servicio civil. Los expertos consultados ratifican esto.5 

2 Véase: Velarde, La Fuente y Sanginés (2014), BM/FMI (2002) y CAF (2015).
3 Para una revisión de estudios anteriores sugerimos revisar Ugarte, Ángeles y Kantor (2012). 
4 Para este documento se han buscado investigaciones nacionales realizadas sobre el servicio civil en el Perú de los centros 

asociados al CIES, publicadas en el periodo 2012-2017. El listado de documentos se presenta en la sección de referencias 
bibliográficas.

5 Se consultó a Jhonny Zas Friz, especialista en descentralización (Prodes); Mariana Ballén, especialista en modernización del 
Estado; Mayen Ugarte, secretaria de Gestión Pública; Juan Carlos Cortés, presidente de la Autoridad Nacional del Servicio 
Civil (Servir); Cinthya Su, gerente de Políticas de Gestión del Servicio Civil; Janeyri Boyer, asesora de la Presidencia de la 
Autoridad Nacional del Servicio Civil; Fernando Cuadros, profesional de la Gerencia de Políticas de Gestión del Servicio 
Civil; y Cinthya Arguedas, especialista en modernización del Estado y descentralización
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Una razón que puede explicar la poca investigación en la materia es la falta 
de información y de fuentes sobre los diversos aspectos del servicio civil. 
Otra hipótesis es que el tema de servicio civil no es considerado relevante 
por la academia, dado que no parece estar incorporado en la agenda ac-
tual de los grupos políticos ni del Gobierno ni de las organizaciones de la 
sociedad civil.

La mayoría de estudios identificados proviene de las áreas del derecho, ges-
tión pública y de la ciencia política. Los autores de tales estudios provienen 
de la Autoridad Nacional del Servicio Civil (Servir), o son académicos y pro-
fesionales vinculados en alguna medida a dicha institución o a otras enti-
dades del sector público, o les preocupa la reforma de la gestión pública. 

De los estudios identificados, un grupo es descriptivo. Se caracterizan por 
revisar la data recopilada o construida, y presentan las características del ser-
vicio civil en forma bastante general. Fundamentalmente, se presentan datos 
sobre el número de servidores, los regímenes a los cuales pertenecen, el gas-
to presupuestario que involucran, entre otra información. En este rubro pode-
mos citar principalmente los estudios realizados por el propio Servir:

• El servicio civil peruano: antecedentes, marco normativo actual y desa-
fíos para la reforma (diciembre 2011)

• Características del servicio civil peruano (febrero 2012)
• El servicio civil peruano: antecedentes, marco normativo actual y desa-

fíos para la reforma (mayo 2012)
• Características del servicio civil peruano (julio 2012)
• Características del servicio civil peruano (febrero 2016)
• Negociación colectiva en el sector público (octubre 2016)

Otro grupo de estudios explica los problemas preexistentes en el servicio 
civil, así como los fundamentos y alcances de la reforma que condujo a la 
aprobación de la Ley del Servicio Civil (en el periodo 2011-2013). En este 
rubro podemos citar principalmente los siguientes estudios:

• La Ley del Servicio Civil: ¿Quién le pone el cascabel al gato? (Morales 
2013) 

• Problemática de la existencia de distintos regímenes de contratación de 
personal en el Estado (Beltrán 2013)

• La reforma del servicio civil en el Perú: la profesionalización de la función 
pública (Cortés y Prieto 2015)
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Otros documentos hacen referencia a los avances o logros obtenidos con 
las reformas implementadas en entidades estatales, por iniciativa del Servir. 
Se trata fundamentalmente de estudios de casos, a partir de situaciones 
específicas o estudios de caso. En este rubro podemos citar los siguientes 
estudios:

• Aportes del cuerpo de gerentes públicos a la reforma del servicio civil en 
el Perú (Corrales 2012)

• Gerentes públicos. Sistematización de buenas prácticas (Servir 2016)
• Sistematización de las oportunidades de mejora de las entidades en 

tránsito al nuevo régimen del Servicio Civil (Servir 2016)
• Estudio sobre el nivel de implementación de los procesos del sistema 

administrativo de gestión de recursos humanos (Servir 2016)

Se ha identificado también un grupo de documentos que presentan el pro-
ceso de tránsito que algunas entidades vienen realizando, bajo el nuevo 
marco legal. Se trata fundamentalmente de estudios de casos:

• La coordinación interinstitucional en la implementación de la Reforma 
del Servicio Civil: el proceso de tránsito, en el Gobierno nacional, perio-
do 2014-2015 (Delgado 2016)

• La implementación de la Ley Servir durante el periodo 2013-2016: un 
análisis de los factores que explican los avances en el proceso de tránsito 
de los ministerios (Torres 2017)

Por otro lado, vale la pena mencionar tres estudios que se han planteado 
desde la perspectiva económica: Espinoza y Huaita (2012), Gabel-Shemue-
lia, Yamada y Dolanb (2013) y Jaramillo (2016). El estudio de Espinoza y Huai-
ta pone énfasis en la aplicación de incentivos monetarios que estimulen el 
desempeño entre los servidores públicos, tema que no ha sido regulado en 
la reforma del servicio civil (Ley del Servicio Civil).

Por su parte, Gabel-Shemuelia, Yamada y Dolanb realizaron un estudio ex-
ploratorio, donde analizaron un grupo de servidores civiles, con la finalidad 
de determinar (preliminarmente) qué valores organizacionales influían en 
dichos servidores (los más importantes). Uno de los principales hallazgos es 
que los servidores civiles poseen sentido de compromiso, responsabilidad, 
civismo, servicio a la comunidad y satisfacción personal por el ejercicio de 
las funciones públicas. En función a ello, valores como crecimiento, optimis-
mo y disciplina serían muy importantes para servidores con años de servicio. 
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Este documento es una aproximación importante, porque de la adecuada 
determinación de valores, depende un óptimo diseño de incentivos en el 
sector público.

El estudio de Jaramillo también se refiere a los incentivos para atraer per-
sonal idóneo en el sector público. Jaramillo sugiere que lo esencial es 
encontrar un mix de incentivos que integre aspectos no económicos (re-
conocimiento social, desarrollo de carrera, capacitaciones, fomento de es-
pecialización) y económicos (pagos monetarios). 

Finalmente, entre los estudios específicos que vale la pena mencionar indivi-
dualmente, encontramos el de Ugarte (2015). Esta autora utiliza la teoría de 
los stakeholders y la diversidad de intereses en juego (a favor y en contra), 
para explicar la dación de la Ley del Servicio Civil el año 2013. Ugarte señala 
que reformas como la del servicio civil requieren la coordinación y colabora-
ción del Estado, así como el desarrollo de alianzas sostenibles en el tiempo, 
más allá de las coyunturas políticas específicas. Para ella, el análisis de los 
stakeholders permite explicar y predecir el camino que seguirá la reforma. 
También puede ser utilizado para construir plataformas de apoyo que sos-
tengan las reformas en el tiempo.

Además de la importancia que tradicionalmente se asigna al Poder Ejecuti-
vo y al Congreso, la autora plantea la importancia de otros actores individua-
les, como los activistas o emprendedores de políticas, los administradores 
políticos (que son intermediarios entre las esferas técnica y política y que 
son puntos nodales de redes) y las protoburocracias (que son sujetos con 
prestigio o reconocimiento para manejar temas de gobierno). Explica tam-
bién que la adopción de reformas requiere de recursos financieros (presu-
puesto), de gestión (condiciones y capacidades como insumos para realizar 
las reformas) y técnicos (capacidad estratégica para prever y anticipar situa-
ciones vinculadas a las reformas). 

Finalmente, con carácter prospectivo señala que el éxito de la reforma del 
servicio civil dependerá de la capacidad de gestionar la coordinación y co-
laboración de los actores involucrados, para sostener alianzas a largo plazo, 
más allá de las coyunturas políticas y de los gobiernos.

A continuación, se presenta información de contexto sobre el servicio civil 
peruano, útil para comprender el balance de investigación realizado en esta 
sección.
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1.1  La situación del servicio civil en el siglo XXI

Las actuales características del servicio civil peruano se fueron definiendo 
progresivamente, en los últimos 25 años (o desde antes), a partir de las re-
formas estructurales iniciadas por el régimen de Fujimori. Los diversos tex-
tos revisados hacen referencia –en diverso grado de detalle– a las reformas 
realizadas en la década de los 90.6 

La explicación sobre la situación existente a comienzos del siglo XXI y su 
vinculación causal con decisiones tomadas en los años 70, 80 y 90 son pre-
sentadas en Ugarte (2015).

CUADRO 1

CAUSAS Y EFECTOS DE LA SITUACIÓN A LA QUE SE HA ARRIBADO EN 
EL SERVICIO CIVIL

CAUSAS   EFECTOS EN EL SERVICIO CIVIL

Sistema de pensiones 20530
(años 70-80)

Desaparece el INAP
(años 90)

Descentralización
(años 80)

Negociación colectiva 
a nivel municipal
(años 80)

Crisis fiscal
(años 70-80)

Se congelan salarios.
Se prohíben ascensos a través de las leyes de 
presupuesto.

No hay política ni gestión de las carreras.
Se pierde la información de RR. HH. 
Se abandona la gestión de los recursos humanos.

Se pierde la información sobre características, 
número, pensiones, etc.
Se llega al punto de que no se conoce el número 
de servidores, ni los rubros pagados, ni el costo de 
la planilla estatal.

Se desconocen las condiciones y características de 
la carrera a nivel local y de las pensiones.
Las retribuciones son diferenciadas, dependiendo 
de cada gobierno local y de la forma de desarrollo 
de la negociación colectiva.

Despidos masivos legalmente mal sustentados 
(contingencia judicial).
Desprofesionalización de la carrera pública por 
compra indiscriminada de renuncias. 
Bajos salario no atraen el personal idóneo.

FUENTE: Ugarte (2015), con modificaciones del autor.

6 En este contexto, se pueden revisar Ugarte (2015), Esparch (2012), Morales (2013) y Servir (2011).
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Siguiendo lo señalado por Ugarte, Alza y Esparch, en sus respectivas inves-
tigaciones, tenemos que en los 90, a fin de evitar el colapso de la capacidad 
de acción del sector público, se tomaron una serie de medidas para soste-
ner la gestión de recursos humanos.

En primer lugar, se crearon nuevas entidades estatales, acordes con las re-
formas realizadas y el nuevo rol asumido por el Estado. A estas entidades, 
a las cuales se les denominó ‘islas de eficiencia’, se les asignó el régimen 
laboral privado,7 en la creencia de que esto les otorgaría mayor flexibilidad, 
mayor capacidad de gestión de personal y –potencialmente– mejores retri-
buciones. 

Este problema se ha hecho más complejo en el tiempo, cuando –como 
consecuencia de diversos procesos de reorganización o reestructuración de 
entidades– se ha llegado a tener entidades con personal sujeto a dos regí-
menes diferentes: el público, regulado por el Decreto Legislativo N.° 276, y 
el privado, regulado por el Decreto Legislativo N.° 728.

Además, se generó la contratación –por la vía civil– de personal altamente 
calificado, a través de proyectos de inversión o de convenios con organis-
mos internacionales (BID, Banco Mundial, PNUD). Asimismo, el Ministerio 
de Economía y Finanzas establece y administra un fondo especial denomi-
nado Fondo de Apoyo Gerencial (FAG), orientado a contratar –también por 
la vía civil– a personal directivo y a asesores altamente calificados.8

Las entidades utilizaron un mecanismo de provisión de servicios previsto en 
la legislación sobre contrataciones del Estado, con el objetivo de proveerse 
–en los hechos– de personal. De esta manera, las entidades evadieron las 
prohibiciones normativas existentes a la incorporación de personal, porque 
estos contratos formalmente no eran ‘contratos de personal’, sino contratos 
sujetos a las normas de contrataciones del Estado y a la legislación civil (de 
ahí su denominación de ‘contratos de servicios no personales’, también lla-
mados ‘locación de servicios’).

7 A este régimen se le denomina 728, en alusión a la norma que lo regula (el Decreto Legislativo N.° 728).
8 Creado por Decreto Ley N.° 25650.
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1.2  La persistencia de los problemas del servicio civil

En el año 2001, la comisión multisectorial encargada de estudiar y elaborar 
un informe sobre la situación del personal de la administración pública (de-
signada por el Gobierno de Transición) identificaba estos problemas y hacía 
el diagnóstico correspondiente. 

El informe de dicha comisión constituye el punto de inicio de los movimien-
tos de reforma que se han querido emprender en el Perú, en los últimos 16 
años. El informe de esta comisión debería ser un punto de referencia para 
cualquier investigador de los recursos humanos en el sector público perua-
no, dado que existe una identificación cabal de los problemas existentes a 
esa época. El informe de dicha comisión también debería ser utilizado para 
realizar un análisis a través del tiempo y evaluar la persistencia de las carac-
terísticas y problemas presentes en el servicio civil peruano.

En esta sección se explican con más detalle los hallazgos y observaciones 
planteadas por la comisión. Además, se verá el devenir de tales elementos 
en el tiempo, así como la relativa eficacia de las acciones que se tomaron 
para enfrentarlos en los últimos 16 años en el Perú.

1.2.1  El problema de la coexistencia de regímenes laborales distintos  
          (público y privado) en el sector público

La evaluación de la comisión sobre la inclusión del régimen laboral pri-
vado para los servidores del sector público es negativa. Se señala en el 
informe que la ‘laboralización’ no ha producido los resultados esperados 
de eficiencia y competitividad que se atribuyen al sector privado. De he-
cho, la comisión señala que el régimen privado ha mantenido niveles de 
eficiencia típicamente públicos, pero a costos del sector privado. Este es 
un aspecto que la comisión indica que debe analizarse a mayor detalle, 
pero que –hasta donde conocemos– no se ha abordado en ningún otro 
estudio.

En esa línea, la comisión señaló que el Estado no podía abdicar de su esen-
cia de ente rector y regulador de la administración pública, concebida como 
un aparato orgánicamente estructurado. Señaló, además, que la ruptura de 
este concepto (la regulación unificada o la rectoría), a través de la atomiza-
ción de la regulación entre las diversas entidades del sector público, había 
conducido al desorden y al caos identificado. 
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En adición a ello, la comisión señaló que el Estado no podía renunciar al 
ideal de formar y mantener cuadros altamente calificados y capacitados, 
adecuadamente remunerados y con vocación de permanencia. Como coro-
lario de esta posición, la comisión propuso el establecimiento de una nueva 
carrera administrativa para el segmento que es considerado clave en la ad-
ministración pública: los profesionales y especialistas.

Este razonamiento parece haberse impuesto en el transcurso de las refor-
mas propuestas en el Perú, expresadas primero en la Ley Marco de Empleo 
Público (del año 2004), luego en la creación de la Autoridad Nacional del 
Servicio Civil y los decretos legislativos vinculados a ella (del año 2008) y 
finalmente, en la Ley N.° 30057 (Ley del Servicio Civil), del año 2013. Esto sig-
nificó la creación de un nuevo régimen de carrera, con reglas sobre ingreso, 
progresión, capacitación y evaluación del rendimiento.

La Ley Marco del Empleo Público solamente estableció principios uniformi-
zadores generales de las relaciones de personal (sin importar el régimen) en 
el sector público. La ley de carrera que debía dictarse bajo esa legislación 
nunca llegó a aprobarse. La uniformización efectiva nunca llegó a darse.

Por el contrario, en el tiempo se ha mantenido la multiplicidad de regíme-
nes, reglas y fuentes normativas entre los servidores civiles, lo que ha conlle-
vado la coexistencia de servidores con diferentes condiciones en cuanto a 
ingreso al servicio, estabilidad en el empleo, despido y disciplina, inclusive 
dentro de una misma entidad.

A partir de la dación del Decreto Legislativo N.° 1023 (en el año 2008), queda 
claro que el Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos es un 
sistema administrativo, que comprende el conjunto de normas, principios, 
recursos, métodos, procedimientos y técnicas utilizados por las entidades 
del sector público. Además, también se estableció que Servir es la entidad 
rectora de dicho sistema administrativo. En dicha condición puede dictar re-
glas para hacer efectivo el funcionamiento del citado sistema administrativo. 
Para el ejercicio de dichas funciones, el decreto legislativo dotó a Servir de 
atribuciones normativa, supervisora, sancionadora, interventora y de solu-
ción de controversias. Estas funciones y atribuciones fueron ratificadas en la 
Ley del Servicio Civil (Ley 30057). 

Adicionalmente, los decretos legislativos del 2008 dictaron una serie de 
reglas en temas como capacitación y evaluación, que se aplicarían trans-
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versalmente a todos los regímenes del servicio civil. En ejercicio de tales 
funciones, desde la Autoridad Nacional del Servicio Civil pudieron haberse 
dictado reglas o proponerse reformas a las existentes, estableciendo reglas 
básicas aplicables a todos los regímenes. 

El último hito normativo se da con la Ley del Servicio Civil, aprobada el 2013 
y en vigencia desde junio de 2014. Sin embargo, a la fecha, casi tres años 
después, no existe ningún servidor que haya transitado al nuevo régimen de 
carrera.9 En ese contexto, la uniformización de regímenes sigue siendo un 
tema pendiente.

1.2.2  El problema de los servicios no personales y otras formas 
          contractuales (civiles) de vinculación en el sector público

Desde el año 2001, se señala que la existencia de diversos tipos de contra-
tos civiles (de servicios no personales y de locación de servicios) resultaba 
inconveniente dado que no contaban con un marco jurídico claro (lo cual la 
hacía fuente de contingencias legales) y no contaban con ningún tipo de de-
rechos. Esta situación también se describe en los documentos mencionados 
de Ugarte, Esparch o Alza.

Ya en aquella época, se propone la creación de una nueva categoría de 
contratación (el contrato administrativo de servicios o CAS) para el sector 
público, para sustituir y formalizar las diversas modalidades de prestación 
de servicios por personas naturales, que se realizaban a través de locación 
de servicios, contratos con organismos internacionales o el Fondo de Apoyo 
Gerencial (FAG). Este contrato (el CAS) sería un contrato propio del sector 
público, con derechos (remuneración mínima, jornada máxima, protección 
contra el despido, derechos colectivos, seguridad social, etc.).

El CAS fue finalmente creado años después, mediante el Decreto Legislati-
vo N.° 1057, en la misma época que la Autoridad Nacional del Servicio Civil 
(junio 2008). En dicha norma se establecía la conversión de los contratos de 
servicios no personales en CAS. Además, se prohibía el uso de los contratos 
de servicios no personales, o de locación de servicios, para la provisión de 
servicios subordinados en las entidades estatales. 
9 No consideramos a los ministros, viceministros y secretarios generales que ‘formalmente’ han transitado por mandato de 

la Ley N.° 30114, Ley de Presupuesto del año 2014 y del Decreto Supremo N.° 023-2014-EF. Este tránsito de servidores 
se ha realizado por mandato específico de dichas normas, sin haberse realizado el proceso de tránsito de sus respectivas 
entidades. El objetivo práctico de dicho tránsito fue lograr mayores compensaciones económicas para los funcionarios 
señalados.
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A pesar de dicha prohibición, los contratos de locación de servicios se han 
seguido utilizando extensamente. Ante ello, el Reglamento General de la 
Ley del Servicio Civil reitera la prohibición del uso de dichos contratos. Sin 
embargo, el problema se mantiene vigente en la actualidad.

Según estimados de la propia Autoridad Nacional del Servicio Civil, a di-
ciembre de 2015 existían no menos de 150.000 personas contratadas bajo la 
modalidad de locación de servicios. En el caso de los contratados CAS, del 
2009 al 2016, su número pasó de 157.000 a 275.000.10 

Tenemos aquí un ejemplo claro de falta de enforcement de las reglas del ser-
vicio civil. Por un lado, los contratados CAS han crecido sin mayor planifica-
ción y sin restricciones relevantes. Por otro, no se ha podido contener un tipo 
de contratación atípica (locación de servicios) que distorsiona el servicio civil.

1.2.3  El problema de la falta de consistencia en las retribuciones entre  
          las entidades del sector público

También se identificó que, a pesar de la existencia de normas que estable-
cían un sistema único –que homologaba las remuneraciones de todos los 
funcionarios y servidores públicos–, en la práctica muchas entidades bur-
laban el sistema. Así, según señala la comisión, se fueron creando diversos 
mecanismos de evasión, donde las entidades crearon una gran variedad de 
rubros remunerativos, bonificaciones y beneficios económicos.

Además de ello, esta complejidad fue exacerbada por la incorporación del 
régimen laboral privado (Decreto Legislativo N.° 728) para algunas institu-
ciones y el uso de mecanismos de contratación, a través de proyectos de 
inversión, convenios de administración de recursos con organismos interna-
cionales, FAG o de servicios no personales (como se indica en los documen-
tos de Ugarte, Esparch o Alza). 

Todo ello dio como resultado una gran diversidad y falta de consistencia 
interna (dentro de las entidades estatales) e intergubernamental (entre en-
tidades estatales), respecto de los beneficios económicos otorgados a los 
servidores. Ya en el 2001, la comisión señala que la situación de las remune-
raciones en el sector público es de ‘caos absoluto’.

10 Información obtenida de entrevistas a funcionarios de Servir, quienes señalan haber realizado un estudio sobre el número 
de locadores de servicios en el sector público. Este estudio se encuentra pendiente de publicación.
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Frente a esta situación, se propusieron correctivos que se podrían realizar en 
dos etapas: primero, regularizar algunos pagos realizados de manera hete-
rodoxa, y segundo, introducir criterios mínimos de homogeneización entre 
las diversas entidades. Además, se propuso prohibir cualquier otro pago 
fuera de lo establecido.

A partir de esta propuesta, en el 2001 se dictan normas para regular el 
Cafae11 (Decreto Supremo N.º 170-2001-EF). Luego, en el 2004, la Ley 
General del Sistema Nacional de Presupuesto regula el tema, hasta que 
finalmente, en el 2011, se dicta el Decreto de Urgencia N.° 003-2011. A 
la par de ello, en el 2004, en un esfuerzo por contener los incrementos 
remunerativos, la Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto 
establece que la aprobación o ajustes de compensaciones económicas 
serían realizados mediante decreto supremo del Ministerio de Economía 
y Finanzas. 

Estas reglas, sin embargo, no lograron corregir la falta de consistencia inter-
na e intergubernamental de los pagos y beneficios económicos. Así, tene-
mos un documento elaborado por Servir el año 2011 que muestra la disper-
sión remunerativa que existía en dicha época y que hoy en día se mantiene.

11 El Fondo de Asistencia y Estímulo (Cafae) está asociado al régimen del Decreto Legislativo N.° 276 (carrera administrativa). 
Es un fondo de apoyo que se constituía con los descuentos por las tardanzas e inasistencias de los servidores y por 
transferencias que las entidades podían realizar. En su origen, tales fondos eran destinados al financiamiento de actividades 
de recreación, de asistencia familiar o similares. En los 90, el Cafae se empezó a utilizar como un mecanismo de pagos 
complementario. A dichos pagos se les quitó la naturaleza remunerativa y pensionable. Estos pagos eran financiados 
mediante transferencias presupuestarias del Ministerio de Economía y Finanzas. Dicho mecanismo ha exacerbado las 
distorsiones retributivas, a tal punto que de los ingresos de los servidores del régimen del Decreto Legislativo N.° 276 
(carrera administrativa),  un porcentaje importante es el Cafae.

RANGO DE DISPERSIÓN DEL PROMEDIO DE LOS INGRESOS TOTALES 
MENSUALES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS POR TIPO DE ENTIDAD

TIPO DE ENTIDAD MÍNIMO MÁXIMO PROMEDIO 

Ministerios 400 15.600 8000
OCAS 2137 27.117 14.627
Organismos públicos 841 12.270 6555
técnicos especializados
Organismos públicos 528 10.395 5462
ejecutores

CUADRO 2

FUENTE: Servir (2011)
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REMUNERACIÓN MENSUAL PROMEDIO E INGRESOS  
TOTALES ANUALES EN SEIS MINISTERIOS

PLIEGO   REMUNERACIÓN MENSUAL PROMEDIO INGRESO TOTAL ANUAL PROMEDIO

Mininter 314 10.090
Minsa 121 27.847
Minag 316 35.676
Mincetur 598 43.369
Vivienda 813 36.919
Produce 383 50.044

CUADRO 3

12 Servir señala que, en el periodo 2006-2014, el objeto de los convenios colectivos fue casi absolutamente de materias 
económicas, bajo las denominaciones de ‘asignación y/o bonificaciones por uniforme’, ‘bonificación por cierre de pliego 
de reclamos’, ‘asignaciones y/o bonificaciones por escolaridad’, ‘asignaciones y/o bonificaciones por refrigerio’, ‘aumento 
remunerativo general al obrero’, ‘aumento remunerativo general al empleado’ y ‘asignaciones y/o bonificaciones por 
fallecimiento del trabajador’.

FUENTE: Servir (2011)

La situación no ha mejorado con el tiempo. Por el contrario, las asimetrías 
retributivas se han extendido a entidades con personal sujeto al régimen del 
Decreto Legislativo N.° 728 y al personal sujeto al CAS. En adición a ello, la 
negociación colectiva descentralizada –desarrollada a nivel de entidades– 
también ha tenido su cuota en esta asimetría y el desorden.12 

La dispersión remunerativa y de distorsión de remuneraciones es un tema 
que –luego del cierre del régimen pensionario del Decreto Ley N.° 20530– 

CUADRO 4

PORCENTAJE DEL CAFAE EN EL INGRESO TOTAL POR NIVEL 
REMUNERATIVO EN DOS ENTIDADES DEL PODER EJECUTIVO

ENTIDAD NIVEL REMUNERACIÓN ASISTENCIA TOTAL  % CAFAE EN
   ECONÓMICA-CAFAE  INGRESO TOTAL

 F-5 1031 3769 4800 79%
Entidad 1  F-4 991 3389 4380 77%
 F-3 929 3209 4138 78%
 F-2 806 2799 3605 78%
 F-5 1282 11.220 12.502 90%
Entidad 2  F-4 1237 9020 10.257 88%
 F-3 1263 8470 9732 87%
 F-2 1152 6502 7654 85%

FUENTE: Servir (2011)
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podría haberse enfrentado con política o reglas generales, que en estricto 
no requerían la creación de un nuevo régimen de servicio civil. Este tema 
sigue estando pendiente en la administración pública del Perú.13 

1.2.4  Inexistencia de un ente rector para los recursos humanos 
          del sector público

Otro punto identificado era la inexistencia –en ese tiempo, a principios del 
presente siglo– de una entidad supervisora y rectora de los recursos hu-
manos en el sector público.14 Para ese momento, dicho informe señalaba 
que toda decisión sobre el servicio civil se había descentralizado de manera 
absoluta, dejando al libre criterio –de cada entidad estatal– decisiones y la 
interpretación de las normas sobre perfiles de puestos, ingreso de personal, 
otorgamiento de beneficios económicos, negociación colectiva, capacita-
ción, término de la relación de servicio, etc.

Esto evidentemente había generado arbitrariedad en las entidades estata-
les, pero también diferenciación indebida en la interpretación y aplicación 
de las normas sobre los diversos regímenes del servicio civil, así como múl-
tiples abusos y aprovechamiento de parte de grupos de funcionario o servi-
dores. Todo ello fue permitido por la falta de supervisión.

Ante esta situación, la comisión plantea la restitución de una entidad que 
ejerza la supervisión y gestión centralizada del personal del sector público 
central. También se propuso que esta instancia especializada tuviera un rol 
en la capacitación del personal, diagnosticando necesidades, diseño solu-
ciones de capacitación y tercerizando su aplicación. 

Finalmente, en esta materia propuso el establecimiento de un tribunal ad-
ministrativo especializado, que revisara en segunda y última instancia admi-
nistrativa las situaciones vinculadas a los servidores.

Posteriormente, esta propuesta se constituye en la base de la creación del 
frustrado Consejo Superior de Empleo Público (Cosep)15 y –posteriormente– 
de la Autoridad Nacional del Servicio Civil (Servir).

13 Si bien se ha dictado el Decreto Supremo N.º 138-2014-EF, Reglamento de Compensaciones de la Ley N.º 30057, Ley del 
Servicio Civil, sus disposiciones se aplicarán a las entidades y servidores que transiten al nuevo régimen.

14 El antiguo Instituto Nacional de Administración Pública (INAP) había sido eliminado en los años 90.
15 El Consejo Superior de Empleo Público (Cosep) fue establecido por la Ley Marco de Empleo Público. Sin embargo, nunca 

llegó a funcionar.
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El Decreto Legislativo N.° 1023 crea Servir como un organismo técnico espe-
cializado, con atribuciones de planificación y formulación de políticas, dic-
tado de normas técnicas, propuesta de política remunerativa, entre otras. 
Esta es la entidad que ha tenido la responsabilidad de promover la reforma 
y corregir las distorsiones existentes en el servicio civil peruano.

Desde su creación, la Autoridad Nacional del Servicio Civil ha consolidado 
su funcionamiento, lo cual se expresa en el presupuesto y número de per-
sonal con que cuenta.

1.2.6  El problema de las pensiones como un elemento colateral 
          contributivo al desorden del servicio civil

El informe de la comisión señalaba que el sistema de cédula viva, del Decre-
to Ley N.° 20530 (sistema pensionario), afectaba cualquier modificación a los 
sistemas remunerativos que se establecieran para el personal activo. Esto, 
porque la cédula viva tomaba como espejo la remuneración del servidor 
activo, de modo que cualquier incremento en esta debía reflejarse instantá-
neamente en la pensión. 

Como consecuencia de ello, cualquier incremento en la remuneración del 
servidor debía ser multiplicado, no por el número de servidores en activi-
dad, sino que debía añadirse a cesantes y jubilados en dicho régimen. Esto 
generaba un alto impacto en las finanzas fiscales y constituía un freno a cual-
quier intento de mejora económica al personal.

AÑOS PRESUPUESTO (EN MILES) PERSONAL

2009 13.318  N. D.
2010 18.096  N. D.
2011 27.294  N. D.
2012 46.042  N. D.
2013 92.590  N. D.
2014 110.427 179
2015 107.012 296
2016 103.456 394
2017 107.758 372

CUADRO 5

PRESUPUESTO ANUAL DE SERVIR (2009-2017)

FUENTE: SIAF. Elaboración propia.
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El informe de la comisión señalaba que las listas de pensionistas del De-
creto Ley N.° 20530 habían crecido exponencialmente a raíz de las normas 
de incorporación que se dictaron en la década de los 80. Este sistema 
generaba una situación altamente problemática, dadas las contingencias 
fiscales que provocaba.

En la explicación de la evolución del servicio civil peruano, es necesario ha-
cer referencia al problema de las pensiones del sector público. Esta situación 
explica en gran medida el uso del régimen privado (Decreto Legislativo N.° 
728)16 en el sector público y la restricción de las retribuciones y beneficios 
económicos para el personal del Decreto Legislativo N.° 276. Este problema 
también explica parcialmente los diversos pagos ‘no remunerativos’ y ‘no 
pensionables’ que en el tiempo se generaron en el sector público.

Dada la contingencia fiscal que este sistema del Decreto Ley N.° 20530 ge-
neraba, su reforma fue impulsada por el Ministerio de Economía y Finanzas; 
lo que finalmente se logra el año 2004. En este contexto, es interesante el 
estudio de Alza y Dyer, quienes relatan la historia del cierre del régimen 
pensionario del Decreto Ley N.° 20530 y lo explican a través de la teoría de 
los activistas o emprendedores de políticas. 

Cerrado el régimen pensionario del Decreto Ley N.° 20530, podría haberse 
enfrentado la dispersión remunerativa y de distorsión de remuneraciones 
que se han venido presentando en el servicio civil peruano.

1.2.7  Limitado registro y fuentes de información sobre el servicio civil

Desde el 2001, la comisión identificó también problemas en las fuentes 
de información sobre diversos aspectos del servicio civil en el Perú. No 
existía información completa sobre el número de personas en el servicio, 
sus categorías, funciones, características en la práctica, los regímenes a 
los que pertenecían, los conceptos remunerativos existentes, los montos 
pagados, entre otros. Tampoco existían fuentes específicas que identifi-
caran a las entidades del sector público (en sus diversas modalidades de 
organización).17 

16 Eso ha hecho complicado identificar los diversos tipos de entidades y estructuras organizacionales existentes en el sector 
público, sus características, pero también su número.

17 Es probable que esta falta de información y de fuentes haya afectado el desarrollo de investigaciones académicas en temas 
de servicio civil.
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Evidentemente, esta falta de información también ha afectado el proce-
so de toma de decisiones de las autoridades del sector público. Sin esa 
información, la formulación de políticas públicas se realiza sobre bases 
inciertas.

Estas deficiencias han sido enfrentadas en los últimos años, cuando la Auto-
ridad Nacional del Servicio Civil empieza a presentar –anualmente– sus re-
portes sobre el servicio civil peruano. Estos reportes presentan información 
estadística consolidada (general) que permite caracterizar la situación de los 
servidores civiles en el Perú.

Sin embargo, para el propio Servir, generar dicha información sigue siendo 
una empresa complicada,18 aun hoy día. No existe una única fuente de in-
formación.19 Para sus reportes tiene que realizar análisis específicos y utilizar 
diversas fuentes de información. Esto genera que los estudios y los informes 
realizados muestren ‘rezagos’ y no reflejen necesariamente la realidad del 
momento.20 

Cada vez que realiza sus informes, recurre al Aplicativo Informático para el 
Registro Centralizado de Planillas y de Datos de los Recursos Humanos del 
Sector Público (a cargo del Ministerio de Economía y Finanzas), a la Planilla 
Electrónica del Ministerio de Trabajo y a la Encuesta Nacional de Hogares, 
entre otras fuentes. No existe todavía una única fuente donde se pueda 
extraer información sobre las características y situación de los recursos hu-
manos en el sector público.

1.2.8  Crecimiento inorgánico y no planificado del número de 
         servidores y del gasto asociado a compensaciones económicas

En promedio, del 2004 al 2014, ingresaron cerca de 40.000 personas al año 
a trabajar al sector público. En dicho periodo, el gasto en personal aumentó 
en alrededor de S/1000 millones por año. 

18 Es probable que esta falta de información y de fuentes haya afectado el desarrollo de investigaciones académicas en temas 
de servicio civil.

19 Además, siguen existiendo rubros en donde no existe información o esta es muy limitada. Por ejemplo, sobre gobiernos 
locales o sobre convenios colectivos en el sector público.

20 Así por ejemplo, podemos ver que los estudios de Servir, sobre el número de servidores civiles y gasto en compensaciones 
económicas, no se presentan a la fecha del informe, sino con un año de rezago.
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Mientras que el 2004 habían cerca de un millón de servidores civiles, para el 
2014 ya existían un millón cuatrocientos mil. En el 2014, el gasto de personal 
fue superior a los S/38.000 millones, frente a casi S/22.000 millones en el 2009. 
Esto implica un crecimiento de más del 72% en cinco años.

Del 2009 al 2016, el número de servidores con CAS pasó de 157.000 a 275.000. 
En el mismo periodo, el gasto de las compensaciones económicas para este 
grupo de servidores pasó de S/2213 millones en el 2009 a S/7742 millones en 
el 2016. Por otro lado, a diciembre de 2015, los locadores de servicio eran no 
menos de 150.000.

Como se puede apreciar, las normas, políticas y acciones sobre el servicio civil 
no han tenido impacto en enfrentar el problema. Probablemente esto ha ocu-
rrido porque no ha habido mayor planificación sobre el desarrollo general del 
servicio civil (en cuanto a número de servidores y gasto asociado), ni supervisión 
sobre las entidades, ni enforcement de las reglas de contención establecidas.

1.2.9  A modo de conclusión

Conforme a lo señalado, se puede apreciar que los problemas del servicio civil 
en el Perú persisten en el tiempo. Las diversas acciones de reforma no han 
funcionado y no han tenido mayor efecto en los problemas ya diagnosticados 
del servicio civil en el Perú.

Los esfuerzos para enfrentar los problemas del servicio civil en el Perú deberían 
darse a dos niveles. Se debería utilizar el marco normativo ya existente para ir 
enfrentando los problemas que ya están identificados, diagnosticados y anali-
zados, incidiendo en la homogenización de reglas, en su expansión a todo el 
sector público y en su aplicación efectiva (enforcement). Siguiendo esta vía, se 
podrían ir resolviendo progresivamente parte de los problemas ya diagnostica-
dos. Ello podría devolver el tema a la agenda pública y dar oxígeno al esfuerzo 
de largo plazo que constituye la reforma integral y la implementación del nuevo 
régimen.

 2. AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

Como se ha señalado, más allá de la información legal y presupuestal existente, 
las entidades del sector público constituyen un universo del que conocemos 
poco. No sabemos cómo se organizan ni las características de muchas de estas 
entidades, sobre todo en los ámbitos regionales y locales. 
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Tampoco conocemos cómo se organiza el trabajo, cómo se asignan funcio-
nes, los tipos de servidores existentes, ni sus capacidades o las condiciones 
en las que desarrollan su trabajo. No conocemos qué tipos de personas 
ingresan a laborar en el sector público, ni sus motivaciones para ingresar 
al servicio civil o para su desempeño adecuado. Por tanto, no sabemos si 
un sistema de incentivos monetarios sería efectivo o no. Por otro lado, se 
necesitan conocer los niveles de cumplimiento de las normas que regulan el 
servicio civil así como los factores que inciden en ello. 

En ese contexto, se plantean como preguntas de investigación específicas, 
las siguientes:

• ¿Qué características específicas tiene el servicio civil en las entidades 
correspondientes a los gobiernos nacionales, regionales y locales? Se 
necesita información que vaya más allá de la información agregada que 
Servir ha presentado en sus diversos informes.

• ¿Cuál es el perfil del servidor civil? ¿Qué características tiene? ¿Por qué 
va a trabajar al sector público? ¿Qué factores promueven su desempe-
ño? Se necesita información más allá de la información agregada que 
Servir ha presentado en sus diversos informes. Se necesita información 
más detallada sobre estos temas.

• ¿Qué perfil tiene el servidor público de los gobiernos regionales o los 
gobiernos locales? Si hubiera diferencias con los del Gobierno nacional, 
¿qué factores las explican? Se necesita información más allá de la infor-
mación agregada que Servir ha presentado en sus diversos informes. Se 
necesita información más detallada sobre estos temas.

• ¿A qué incentivos responden los servidores civiles? ¿Funcionarían los 
bonos por incentivos? ¿Funcionarían los incentivos no monetarios? Estas 
preguntas se hacen para poder plantear mecanismos que impulsen un 
mejor desempeño de los servidores civiles.

• ¿Cuál es la productividad de las organizaciones estatales? ¿De qué fac-
tores dependen? ¿Cómo incide la cantidad de personal? Estas pregun-
tas se plantean dado el crecimiento del número y del gasto de personal 
en los últimos años frente a la falta de mayor eficiencia y efectividad de 
las entidades estatales en el cumplimiento de sus funciones.

• ¿Cuál es la productividad de los servidores civiles? ¿De qué factores de-
pende su productividad? ¿Qué factores afectan negativamente dicha 
productividad? ¿Qué efecto tiene la estabilidad laboral? ¿Qué efectos 
tienen en dicha productividad los diversos regímenes existentes en el 
sector público? Estas preguntas se plantean dado el aumento de per-
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sonal en el sector público y el gasto de personal frente a la limitada 
eficiencia y efectividad de las entidades estatales en el cumplimiento de 
sus funciones.

• ¿Se cumplen las normas del sistema administrativo de gestión de recursos 
humanos? ¿Cuál es el nivel de cumplimiento existente? ¿De qué factores 
depende? Esta pregunta se plantea dado los bajos niveles de cumpli-
miento de las reglas del sistema administrativo de recursos humanos.

• ¿Qué factores explican el uso de contratos temporales o el de locación 
de servicios? Esta pregunta se plantea dado el uso de contratos tempo-
rales, de locación de servicios y su aumento en el tiempo.
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 1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016

1.1  Factores asociados e insumos para el proceso pedagógico

Durante este periodo, la matrícula ha seguido creciendo, alcanzando 80,9% 
en inicial, 90,8% en primaria y 82,6% en secundaria. Sin embargo, el reto 
pendiente sigue siendo el de los aprendizajes de los estudiantes, algunos 
de ellos medibles y otros no. El rezago del sistema educativo peruano den-
tro de lo medible se refleja tanto en las pruebas nacionales (ECE) como en 
las internacionales (Terce y PISA). Según la ECE 2015, solamente el 27% y el 
10% de estudiantes alcanzan un nivel satisfactorio en matemática en segun-
do de primaria y segundo de secundaria, respectivamente. En PISA 2015, 
uno de cada tres estudiantes de 15 años alcanza un nivel mínimo requerido 
en matemática. Si bien Perú ha sido uno de los países con mayor crecimien-
to en desempeños en esta prueba, los niveles son aún bajos. En este contex-
to, la producción académica ha contribuido a la comprensión de los factores 
asociados e insumos para el proceso pedagógico, según se discute en las 
próximas subsecciones. 

1.1.1  Educación temprana y nutrición

Según la Ley General de la Educación, el Estado está obligado a proveer 
un servicio público de educación inicial, pese a que las familias no se en-
cuentren obligadas a enviar a sus hijos a este servicio. Más allá de esta 
asimetría en la obligatoriedad, internacionalmente cada vez se cuenta con 
mayor consenso sobre los beneficios de esta etapa educativa. En un es-
tudio para América Latina y el Caribe, Alcázar y Sanchez (2016) resaltan 
que Perú es el segundo país con mayor cobertura en inicial, y además está 
dentro de los que muestran mayor equidad en el acceso (esta equidad es 
medida como la razón entre la proporción de niños del quintil más alto que 
acceden a educación y aquellos del quintil más bajo que también acce-
den). En relación a los efectos del acceso a educación inicial, los estudios 
nacionales apuntan en la misma línea que la evidencia internacional. La-
vado et al. (2015), utilizando datos de Niños del Milenio, encuentran que, 
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para niños de tres diferentes cohortes (7-9 años, 11-12 años y 14-15 años), 
el haber asistido a educación inicial incrementa en 7,5 puntos su nota es-
colar en vocabulario. Cueto et al. (2016a) encuentran efectos positivos y 
significativos de asistir a un jardín inicial en vocabulario, matemática y ha-
bilidades socioemocionales, pero no para quienes asistieron a un Pronoei. 
Asimismo, este efecto es mayor para los niños que no tuvieron retraso en 
el crecimiento en la edad temprana.

Por su lado, una mejor nutrición también lleva a mejores resultados cogni-
tivos. Sánchez (2013) estudia la forma en que se adquieren las habilidades 
cognitivas y no cognitivas durante la transición de la niñez a la adolescen-
cia, prestando especial atención al rol de la nutrición. Él encuentra que un 
cambio de una desviación estándar en el z-score de talla-edad (indicador de 
nutrición) está asociado a un aumento de 6% en la puntuación de una prue-
ba de habilidades cognitivas en la adolescencia. Sin embargo, no encuentra 
evidencia de una mejora en habilidades no cognitivas. Por otro lado, Chong 
et al. (2014) muestran que la reducción de la deficiencia en hierro puede me-
jorar el rendimiento escolar de alumnos de secundaria en 0,4 desviaciones 
estándar durante un periodo corto de tres meses. 

El Proyecto Regional de Indicadores de Desarrollo (Pridi), en un esfuerzo 
coordinado ambicioso e interesante, ha desarrollado indicadores compara-
bles sobre desarrollo cognitivo, lingüístico, socioemocional y motriz en niños 
de 24 a 59 meses, en cuatro países (Costa Rica, Nicaragua, Paraguay y Perú). 
Como resultado, se cuenta ya con evidencia de la existencia de desigual-
dades marcadas en las diferentes dimensiones de desarrollo infantil, entre 
los países y al interior de los mismos. Los principales factores asociados a 
estas desigualdades son la riqueza, educación de la madre y el ambiente 
del hogar. Se resalta también que la calidad de la interacción adulto-niño 
puede mitigar las desigualdades presentes por factores socioeconómicos 
(Verdisco et al. 2015). 

1.1.2  Infraestructura

La infraestructura educativa juega un rol importante en el proceso educa-
tivo. Sin embargo, según el Censo Escolar del 2015, solo una de cada seis 
instituciones educativas públicas de educación básica (EBR, EBE, EBA) de-
clara que la totalidad de sus aulas están en buen estado, y menos de la 
mitad cuenta con los tres servicios básicos (red pública de agua potable, 
red pública de desagüe y electricidad). Frente a este panorama, se creó 
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en 2014 el Programa Nacional de Infraestructura Educativa (Pronied), con el 
objetivo de ampliar, mejorar, sustituir y construir infraestructura educativa.  
Así, la mejora de la infraestructura es una política priorizada por el Estado 
peruano para atender la problemática de la educación en el país. El diseño 
y la ejecución presupuestal de esta intervención pública han sido evaluados 
por el Ministerio de Economía y Finanzas (2013a).

En línea con las prioridades en infraestructura educativa, se han investigado 
los efectos del acceso a servicios básicos en resultados educativos en distin-
tos niveles. En centros de educación inicial (CEI), Ponce de León y Alarcón 
(2013) encuentran una correlación positiva entre el acceso a agua tratada 
o potable y los logros de aprendizaje. Mientras que, en el nivel primario, 
Correa y Morocho (2014) encuentran efectos positivos y significativos en el 
rendimiento del acceso a saneamiento, electricidad y telecomunicaciones, 
en la región Piura. Por su lado, Dasso et al. (2015) explotan el incremento 
rápido de la cobertura de electricidad en zonas rurales para medir sus efec-
tos en logros educativos. Sus resultados indican que las puntuaciones en 
lectura aumentan para todos los niños y las niñas en las zonas tratadas; pero 
en matemáticas, solo para los niños. En secundaria, Huaroto y Meléndez 
(2013) evalúan el efecto del acceso a los programas sociales de provisión de 
infraestructura en telecomunicaciones (Fitel) y electrificación (PER). Encuen-
tran efectos positivos en la tasa de matrícula y la tasa de asistencia a este 
nivel en hogares menos educados. En relación a la importancia de la infraes-
tructura, Campana et al. (2013) estudian el Programa de Recuperación de las 
Instituciones Educativas Emblemáticas y encuentran efectos positivos –pero 
pequeños– sobre el rendimiento en comprensión de textos y matemáticas. 

1.1.3  Uso de la tecnología 

En las últimas décadas, la incorporación de tecnologías de la información y 
comunicación (TIC) en diversos procesos productivos ha significado consi-
derables ganancias en productividad. En este sentido, también ha sido im-
portante su incorporación en los procesos educativos, en busca de mejorar 
los procesos pedagógicos. 

En el 2007, Perú implementó, en escuelas primarias de zonas rurales, el pro-
grama Una Laptop por Niño (OLPC, por sus siglas en inglés), que gracias 
a su diseño ha sido ampliamente estudiado. Cristia et al. (2012) y Laura et 
al. (2011) evaluaron el impacto de este programa sobre el rendimiento en 
matemática y lenguaje. Dentro de un diseño experimental, no encontraron 
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diferencias significativas entre el grupo control y el grupo tratamiento. Sin 
embargo, en Cristia et al. (2012) se encontraron algunas diferencias en ha-
bilidades cognitivas medidas con las matrices progresivas de Raven, con un 
test de fluidez verbal y con una prueba de códigos. Para los autores, no se 
encontraron efectos en matemática y lenguaje porque para estas materias 
se requería de una instrucción de calidad y no de un aprendizaje por me-
morización.

En vista de los resultados obtenidos por el programa OLPC, surgen dos estu-
dios que examinan los factores asociados a dichos resultados. El primero, de 
Wensjoe et al. (2014), encuentra que las habilidades del docente en el uso de 
las laptops es el principal predictor de los resultados en comprensión lectora, 
matemática, habilidades cognitivas y en habilidad de uso de las laptops XO. 
Este resultado nos puede dar un indicio de lo que faltó al implementarse el 
programa. En la misma línea, Yamada et al. (2015a) analizan dos potenciales 
canales para explicar por qué no se generaron los efectos deseados en el 
programa OLPC: el método de enseñanza del profesor y el tiempo destina-
do por los niños a actividades pedagógicas dentro del hogar. Los resultados 
evidencian que la entrega de laptops reduce la probabilidad del docente de 
aplicar un método centrado en el alumno, que a la vez generó un efecto ne-
gativo en los resultados en lenguaje. Este método implica que la distribución 
del trabajo en clases es tanto en parejas como en grupos para fomentar ac-
tividades colaborativas. Es así que este estudio puede concluir, para el curso 
de lenguaje, que el programa no fue efectivo debido al cambio en el método 
de enseñanza. 

Adicionalmente, este programa dio la oportunidad de evaluar otros as-
pectos de la introducción de TIC en el proceso pedagógico. Cristia et al. 
(2014) evaluaron los efectos de la tecnología en las escuelas en la repetición, 
abandono y matrícula en instituciones públicas educativas de secundaria. 
No encontraron evidencia positiva para el programa en las variables me-
didas en primero de secundaria. A partir de un experimento aleatorizado y 
controlado –que consistía en la entrega de 1000 laptops XO, que se podían 
llevar a casa– a estudiantes de instituciones educativas primarias en Lima, 
Beuermann et al. (2012a) encuentran que los niños beneficiarios tienen ma-
yores probabilidades de completar las tareas domésticas pero menores de 
leer un libro. Sin embargo, no se encontró efectos en habilidades, objetivas 
y autorreportadas, para usar una computadora con sistema Windows e in-
ternet, pero sí para el examen de competencia XO. Además, se encontraron 
efectos con las matrices progresivas de Raven para los niños que no tenían 
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una computadora en casa antes de la intervención. En contraste a los estu-
dios mencionados, Bet et al. (2014) estudiaron el efecto del acceso de com-
putadoras compartidas en secundaria en vez de computadores personales. 
El estudio encuentra un efecto positivo de 0,3 desviaciones estándar en las 
habilidades digitales, pero ninguno en matemática y lenguaje. Esto último 
se puede explicar porque no hubo un incremento en el número de horas de 
uso de las computadoras para estos cursos. Asimismo, los autores resaltan 
que los efectos encontrados son similares a la entrega de computadores 
personales, pero a un costo significativamente menor. 

En una mirada más amplia, Balarin (2013) analiza las políticas TIC imple-
mentadas desde 1990 en el Perú, identificando que estas han sido de dos 
tipos: i) la provisión tecnológica, y ii) la búsqueda de articular y transver-
salizar las TIC a todas las instancias del sistema educativo. Si bien, en el 
periodo analizado, ha primado el primer tipo –con la esperanza de que por 
sí solo alcance cambios educativos–, en la actualidad, la perspectiva de 
gestión está centrada en estimular el segundo objetivo. En esa línea, Ames 
(2014) se pregunta por la forma en que la presencia masiva de TIC se tra-
duce en el espacio escolar y cuáles son las perspectivas de los estudiantes 
de escuelas públicas respecto a ellas. Este estudio revela la precariedad en 
el acceso que los estudiantes tienen a tecnologías, a pesar de la presencia 
de estas en las escuelas, y su uso limitado en los procesos de aprendizaje 
de los estudiantes. 

Por último, cabe mencionar que el cambio tecnológico y su incorporación 
en el proceso educativo ha generado una nueva forma de desigualdad: la 
brecha digital. Esta brecha es entendida como la falta de acceso a computa-
doras e internet que perjudica las oportunidades. Sin embargo, Warschauer 
y Niiya (2014) –a partir de la experiencia de OLPC– resaltan la importancia de 
considerar recursos físicos, digitales, humanos y sociales para una inclusión 
social que vaya más allá de la mera entrega de computadores y acceso a 
internet.

1.1.4  Matoneo, violencia doméstica y castigo docente

En los últimos años, tanto en el país como globalmente, la violencia escolar 
ha cobrado importancia en la agenda educativa. Se reconoce que esta tiene 
efectos tanto en el desempeño escolar como en la deserción escolar. El país 
ha implementado la plataforma web SíseVe (http://www.siseve.pe/), que 
permite reportar casos de violencia escolar. Además, este portal permite 
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contar con datos reales sobre los incidentes de violencia a diferentes niveles 
de desagregación. De la mano de esta iniciativa pública, se han desarro-
llado un conjunto de investigaciones en torno a las experiencias y efectos 
del matoneo, la violencia en el hogar y el castigo docente sobre resultados 
educativos. 

Un primer grupo de estudios analiza el castigo por parte de los docen-
tes. Rojas (2011) analiza las experiencias de un grupo de estudiantes que 
cursan la educación secundaria en una escuela pública, y encuentra que 
“el castigo docente es la piedra angular del régimen disciplinar que da 
forma a las relaciones sociales entre los estudiantes, docentes y padres 
de familia”. Además, menciona que, en este caso, la escuela reproduce 
relaciones jerárquicas que dan rienda suelta a la posibilidad de la im-
posición de la voluntad a través de agresiones físicas y verbales entre 
alumnos. En la misma línea, encontramos dos estudios cuantitativos que 
evalúan los efectos del castigo docente en el mediano plazo. Ogando 
y Pells (2015) encuentran que más de la mitad de estudiantes de 8 años 
declara haber sido víctima de castigo corporal por parte de los docentes 
en la semana anterior a la encuesta. Respecto a los efectos encuentran 
que el castigo corporal a los 8 años se asocia con peores puntuaciones en 
matemática, vocabulario y en una prueba de ‘autoeficacia’ a los 12 años. 
Miranda (2016), analizando estudiantes de la sierra del país, encuentra 
que, si bien los hombres son más propensos a ser víctimas de este tipo 
de violencia, son las mujeres las más perjudicadas en el mediano plazo. 
La autora argumenta que esto se debe a que las mujeres son más pro-
pensas a alejarse de su entorno debido al trauma que puede generar el 
ser víctima de violencia (Zona y Milan 2011). 

Por último, en un estudio con metodología mixta para Etiopia, India, Perú y 
Vietnam, Ogando et al. (2016) examinan los predictores del acoso escolar en 
la adolescencia y los efectos asociados a resultados educativos de jóvenes. 
En el caso del Perú, encuentran que aquellos jóvenes que sufrieron agresión 
verbal tienen menos autoeficacia, autoestima y puntación en la escala de 
relaciones con los padres a los 19 años. Asimismo, haber sufrido de agresión 
física o agresión indirecta está asociado con una menor relación de pares a 
los 19 años. Con otro enfoque, Guerrero y Rojas (2016) encuentran que los 
niños que están expuestos a violencia en el hogar también lo están en la 
institución educativa donde asisten. Así también, Alcázar y Ocampo (2016) 
encuentran que la violencia directa de los padres incrementa en 0,06 la pro-
babilidad de repitencia para niños de 11 años.
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1.1.5  La familia y relaciones al interior del hogar

La evidencia reciente muestra la influencia de las características de la familia 
en el rendimiento académico de los niños. Los factores más importantes son 
las características de la madre y las relaciones dentro del hogar. Entre ellos 
se ha estudiado la importancia del tiempo y la calidad de este en el desarro-
llo de habilidades en distintas edades. 

El primer estudio, de Franco (2016), muestra que la participación de la fami-
lia se basa en la búsqueda de mejores condiciones de vida para sus hijos y 
en el desarrollo de habilidades en ellos. El objetivo es que los niños puedan 
continuar su formación, siguiendo una carrera profesional. En el segundo, 
Sarmiento y Zapata (2014) proponen un modelo conceptual validado en 
cuatro comunidades del Perú. Este modelo plantea que la participación de 
la familia debe ser entendida desde una perspectiva multidimensional, inte-
rrelacional y contextual. Multidimensional porque la participación de la fami-
lia comprende distintos espacios y no solo el ámbito escolar. Interrelacional 
porque la familia asume una responsabilidad compartida con la escuela y la 
comunidad. Por último, contextual dado que las características sociodemo-
gráficas influyen sobre la participación de las familias. 

La importancia relativa del tiempo de la madre con respecto al del padre 
también ha sido materia de análisis. Beltrán (2014) encuentra que el tiem-
po de la madre es de mayor relevancia cuando los hijos están en primaria, 
mientras que la del padre lo es cuando ellos están en secundaria. En otro 
estudio, Youn et al. (2011) encuentran que el tiempo que la madre dedica al 
trabajo afecta al logro en matemáticas y lectura en niños de inicial hasta el 
tercer grado de primaria. Además, los niños cuyas madres trabajan a tiempo 
parcial mostraban una ventaja en el aprendizaje respecto a los niños cuyas 
madres trabajan a tiempo completo. En esa línea, Junyent (2015) reporta 
que la educación de la madre y el estatus socioeconómico permiten pre-
decir el desempeño en vocabulario y comprensión de textos orales de los 
niños de 5 años. Por otro lado, Saldarriaga (2011) estudia el efecto del nú-
mero de hijos y el tamaño de la familia en el retraso escolar. Encuentra que 
no existe un vínculo causal. 

Asimismo, el crecimiento de los niños supone un aumento de las responsa-
bilidades en la vida doméstica y productiva de las familias. Estas responsabi-
lidades aumentan a partir de los 7 años, que es cuando los niños aprenden a 
realizar tareas por sí mismos. Partiendo de esa premisa, Rojas y Cussianovich 
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(2014), utilizando datos cualitativos del estudio Niños del Milenio, estudian 
cómo un grupo de niños entre 9 y 10 años utiliza su tiempo para asumir estas 
nuevas responsabilidades. Ellas encuentran que las actividades laborales, 
domésticas y de ocio se supeditan a las actividades escolares, y por tanto, 
no ponen en riesgo la permanencia y dedicación a la escuela. Se sugiere así 
que las actividades escolares son altamente valoradas por la familia. Desde 
otro enfoque, Ponce (2012) estudia los efectos del trabajo de los estudiantes 
en su formación de capital humano o desarrollo de habilidades cognitivas a 
partir de un análisis diferenciado por área geográfica. El estudio señala que 
en el área rural no hay efectos de una hora adicional de trabajo en activida-
des económicas, aunque sí hay efectos negativos por horas adicionales en 
actividades domésticas. Mientras que, en áreas urbanas, sí encuentra efec-
tos negativos de horas adicionales de trabajo en actividades económicas. 
Estos resultados se pueden deber a que en zonas urbanas existe un trade-
off entre el trabajo y la escuela mientras que, en zonas rurales, el trabajo en 
actividades económicas está más normalizado. 

También existen estudios que identifican las relaciones dentro del hogar. 
Especialmente, los problemas que afectan a la madre parecen tener efectos 
negativos sobre resultados educativos. Los problemas que han sido estudia-
dos son la violencia contra la madre y la depresión. Alcázar y Ocampo (2016) 
examinan los efectos de la violencia de género dentro del hogar sobre la 
probabilidad de repetir el año escolar. Ellos encuentran que, en promedio, 
la exposición a la violencia en el hogar aumenta en 3% la probabilidad de 
repetir el año escolar. Sin embargo, los efectos se desvanecen en el tiempo. 
A partir de los 11 años de edad, la violencia en el hogar ya deja de ser un 
determinante de su probabilidad de repetir. En otro estudio, Escobal y Be-
nites (2016) exploran la relación entre la presencia de depresión de la madre 
y el bienestar del niño. Si bien encuentran correlaciones positivas entre la 
madre y el bienestar del niño, estas se desvanecen luego de controlar por 
otras variables relevantes.

1.1.6  Expectativas de los alumnos, padres y docentes

Otro campo estudiado son las expectativas. Ames y Rojas (2011) estudian 
la transición de los estudiantes de primaria a secundaria en el Perú. Los 
resultados indican que los alumnos reconocen los cambios en los nuevos 
contenidos curriculares, la distinta organización escolar y los diversos esti-
los de enseñanza, ya que existe un mayor número de profesores por curso. 
Asimismo, se encuentra que los docentes de secundaria muestran menos 
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interés en los alumnos y no suelen estar tan pendientes de ellos como en 
primaria. En esa misma línea, Guerrero (2014) reporta expectativas más ba-
jas de los docentes en la secundaria. Esto se debe a que ellos no solo to-
man en cuenta la importancia de la educación en la vida de los estudiantes, 
sino también otros factores como el nivel socioeconómico de la familia o el 
nivel educativo de los padres. Caso contrario ocurre con las expectativas 
de los padres y alumnos, las cuales son congruentes y altas al inicio de la 
secundaria. También se encuentra que efectivamente la realización de las 
expectativas educativas de los jóvenes está ligada al apoyo, principalmente 
económico, de los padres. Es así que quienes logran acceder a la educación 
superior pertenecen a las familias que han apostado por invertir en la edu-
cación de sus hijos.

1.2  La labor docente y directiva

Por sus efectos directos en el proceso educativo, la labor docente es uno 
de los pilares de la política de Estado para mejorar la calidad educativa. Es 
así que este tema ha formado parte importante de la producción académi-
ca del país. Hemos encontrado cerca de 20 documentos de investigación 
que se relacionan con diferentes aspectos de la actividad del docente y, en 
algunos casos, del director. Estos estudios se agrupan en dos: por un lado, 
las condiciones laborales de los docentes –que abarcan desde el proceso 
de selección y abordan los salarios–; y por el otro, la evaluación, formación 
docente y acompañamiento pedagógico. 

Cabe mencionar que en el Perú se han implementado diversas políticas y 
programas educativos relacionados a la labor docente y directiva. La más 
importante fue la Ley de Reforma Magisterial N.° 29944, en el 2012, orien-
tada a establecer las condiciones necesarias para una adecuada selección, 
progresión y desarrollo profesional del docente. Esta ofrece la oportunidad 
de acceder a una carrera basada en méritos con mejores condiciones. Tam-
bién se implementaron las Rutas de Aprendizaje, que constituyen un apoyo 
al trabajo pedagógico. La Encuesta Nacional de Docentes (ENDO), gracias a 
un esfuerzo del Consejo Nacional de Educación, permite conocer la opinión 
de los docentes de instituciones educativas privadas y públicas sobre diver-
sos temas. Por último, se aplicaron un conjunto de concursos: Concurso de 
Buenas Prácticas Docentes (2013), Concurso de Ascenso a la Segunda Escala 
Magisterial (2015) y los concursos de acceso a cargos directivos (2015). La in-
formación generada en estos concursos aún no ha sido explotada en todo su 
potencial. Aquí hay una veta interesante para generar mayor conocimiento.
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1.2.1  Docentes y condiciones laborales: selección, salarios y evaluación

Un aspecto importante, que ha sido poco estudiado, es la selección de los 
docentes. Alfonso y Santiago (2010), utilizando datos del programa Enseña 
Perú, estiman un modelo de selección del docente y encuentran que las 
entrevistas son vitales para este proceso. Las entrevistas permiten identificar 
características personales –como el entusiasmo y la motivación– que son no 
observables en los curriculum vitae. De ahí concluyen que sería importante 
incorporar, en las políticas de reclutamiento, procesos que identifiquen lide-
razgo, alta motivación, compromiso social y conocimientos en las áreas que 
están relacionadas con el rendimiento educativo. Seleccionar a los docentes 
con estas características deseables, sin embargo, es un gran reto porque la 
profesión docente no goza del prestigio que merece. 

Una de las señales más claras del deterioro de la profesión docente está 
en sus salarios. Mizala y Ñopo (2016) reportan que, entre los años de 1997 
y 2007, Perú era uno de los países de Latinoamérica en donde los salarios 
de los docentes estaban más rezagados frente a los de otros profesionales 
y técnicos. Esta brecha salarial, medida después de controlar por caracte-
rísticas observables respecto a sus pares profesionales y técnicos, era la se-
gunda más alta, solo después de Nicaragua. En un estudio más reciente, 
entre los años 2004 y 2014, Diaz y Ñopo (2017) reportan que ha habido un 
deterioro relativo del salario de los docentes. Los salarios relativos han pa-
sado de estar en el percentil 30 de la distribución de salarios de profesio-
nales y técnicos del país, a ubicarse en el percentil 20 en el mismo periodo. 
Cabe mencionar que esta tendencia se ha venido revirtiendo ligeramente 
en años recientes por el aumento del salario docente. Asimismo, en algunos 
estudios cualitativos, también se reportan las condiciones laborales respec-
to a sus pares latinoamericanos. Murillo y Román (2012) encuentran que los 
docentes de escuelas primarias en el Perú están más insatisfechos con su 
trabajo en comparación a sus pares latinoamericanos, y que a una mayor 
proporción le gustaría cambiar de escuela. Otros aspectos con los que están 
insatisfechos son los salarios y el apoyo de las autoridades educativas en 
temas pedagógicos. Por su parte, Bustamante (2016) –a partir de un estudio 
en un colegio de Villa el Salvador– reporta que los docentes enfrentan pro-
blemas generados por las condiciones laborales y las reglas institucionales. 

En cuanto a la evaluación docente como herramienta para la mejora de la 
calidad, La Serna et al. (2014) analizan un caso específico, el de la Universidad 
del Pacifico. Ellos elaboran los argumentos a favor y en contra de evaluar el 
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desempeño de los docentes universitarios mediante encuestas aplicadas a 
sus estudiantes. Encuentran que el puntaje en la encuesta de evaluación do-
cente no tiene impacto sobre el rendimiento académico en el curso analizado. 
Este hallazgo critica la validez de los cuestionarios de preguntas cerradas que 
evalúan a los profesores universitarios. Se argumenta que dichos cuestiona-
rios pueden ser llenados indiscriminadamente por los estudiantes de bajo 
rendimiento.

Otro aspecto estudiado ha sido la movilidad en el mercado laboral docente. 
Jaramillo (2013), a partir de un estudio en dos regiones –Loreto y Lambaye-
que–, concluye que haber nacido en una provincia aumenta las probabili-
dades de obtener el primer empleo en esa misma provincia. Además, esta 
probabilidad aumenta cuando el docente concluyó la educación superior en 
la misma región. El autor concluye que la movilidad limitada a lo largo de la 
carrera docente está relacionada con factores institucionales, comodidad o 
restricciones de movilidad desde el lado de la demanda.

1.2.2  Formación docente y acompañamiento pedagógico

La formación docente y sus condiciones laborales son importantes factores 
a considerar en la reforma educativa, por el efecto que tienen en el rendi-
miento de los estudiantes. Sin embargo, como señala Cuenca (2014d), la 
formación de futuros docentes no debe solo proveer herramientas que los 
haga profesionales con capacidad técnica, sino que los haga profesionales 
valorados y reconocidos como profesionales de primer nivel por la socie-
dad. En este sentido, la producción académica comprendida busca, prime-
ro, entender las experiencias en formación docente.

En una mirada amplia, encontramos dos grupos de estudios que miran las 
experiencias y tendencias en formación docente. Por un lado, De Belaunde 
et al. (2013) estudia los diversos elementos que configuraron la experiencia 
del Plan Nacional de Capacitación Docente (Plancad). En la misma línea, 
Cuenca (2012a) estudia el desarrollo de tres políticas docentes durante el 
periodo 2010-2011: la formación en servicio, la evaluación del desempeño 
y la acreditación de instituciones formadoras de docentes. Por otro lado, 
Díaz (2015) examina las realidades y tendencias de la formación docente 
en el Perú e identifica algunos patrones a considerar para la proyección de 
demanda docente: la disminución de la oferta de egresados, la cantidad de 
docentes sin título pedagógico, el aumento de los docentes contratados y 
la disminución de la razón alumno/docente y de la matrícula.
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Entre las iniciativas más importantes de formación docente, está el programa 
Acompañamiento Pedagógico (AP), que fue creado en el 2008. Sin embargo, 
a partir del 2011, pasó un periodo de revisión y rediseño que fue implemen-
tado a partir del 2013. En torno a esta política educativa se han desarrollado 
distintas investigaciones. Es así que, como instrumento de presupuesto por 
resultados, se evaluó el programa de Acompañamiento Pedagógico (AP) a 
cargo de Ministerio de Economía y Finanzas (2013b). En relación a los resulta-
dos en rendimiento, Sempé (2015) encuentra una relación positiva y significa-
tiva entre el acompañamiento y el rendimiento. Asimismo, evidencia que hay 
inconsistencias en el diseño, problemas de cobertura y ausencia de estánda-
res claros en la organización. Mientras que Rodríguez et al. (2016) encuentran 
que haber recibido AP tiene un impacto promedio de 0,125 y 0,225 desvia-
ciones estándar en comprensión de textos y matemática, respectivamente. 
La importancia de la capacitación también recae en la necesidad de hacer 
efectivos los programas educativos que se implementan. Es así que Eguren et 
al. (2012) resaltan su importancia para aumentar las probabilidades del buen 
uso del material provisto y lograr los resultados en aprendizajes deseados en 
el marco del programa Leer es estar Adelante.

Finalmente, tres estudios examinan el rol del director y su importancia en el ren-
dimiento académico. Guerrero y León (2015) encuentran que no solamente el 
director es un agente fundamental para reducir el ausentismo docente a través 
de su propia conducta, sino que también ello está asociado con el rendimien-
to en matemática. Por su parte, Freire y Miranda (2014) estiman el efecto del 
liderazgo pedagógico del director sobre el rendimiento, tanto en comprensión 
lectora como en matemática. El estudio encuentra efectos significativos en am-
bas materias, pero al controlar por características de los estudiantes, el efecto en 
matemática se desvanece. Los autores argumentan que, para que el liderazgo 
del director pueda promover los aprendizajes de los estudiantes, se debe asegu-
rar la existencia de ciertas condiciones en la escuela y de prácticas pedagógicas 
positivas al interior del aula. Así también, se debe fomentar el trabajo articulado 
entre los directores y docentes. Por último, Rivera (2014) analiza la importancia 
del director (en su rol de monitoreo y supervisión) en la efectividad de la escuela 
–medida como los puntajes en matemática y lenguaje de alumnos de cuarto de 
primaria– y encuentra un efecto entre 0,20 y 0,31 desviaciones estándar. 

1.3  Provisión privada de servicios educativos

Otros factores importantes en discusión durante los últimos años son la provi-
sión privada de servicios educativos, la calidad de estos y las percepciones de 



D
ER

EC
H

O
S 

 C
IU

D
A

D
A

N
O

S

231

los padres de familia sobre la educación de sus hijos. La matrícula privada 
empezó una senda creciente a partir del año 1996, cuando el Ministerio de 
Educación promulgó el DL 882, sobre promoción de la inversión en educa-
ción. En este periodo, la matricula privada ha pasado de ser de 17% a 34% 
de la matricula total en educación básica regular.  

Es así que un grupo de estudios se ha enfocado en la oferta y demanda 
de servicios educativos. Cuenca (2013) da cuenta del desplazamiento de la 
matrícula escolar hacia la oferta privada y estima que, para el año 2021, la 
matrícula privada puede llegar a representar el 75% total de Lima. Además, 
menciona que la asistencia a una escuela privada es independiente de la 
calidad del servicio ofrecido. En esa línea, Sanz (2015) sostiene que la elec-
ción de lo privado responde a la formación de un habitus, que hace que esta 
opción sea tomada debido a una valoración ascendente en el estatus social. 
En ese sentido, resalta el valor de la escolaridad como un modo de progreso 
y movilidad social. Dentro de los criterios que las familias sopesan y someten 
a evaluación, al momento de elegir la escuela, destacan el costo, las carac-
terísticas físicas de la escuela, las expectativas y los beneficios inmediatos.

Balarín (2015) describe el crecimiento del mercado de la educación privada 
como un proceso de privatización por defecto. Además, señala que este 
proceso ocurre en buena medida de espaldas al Estado. Respecto a las es-
cuelas de bajo costo, la autora reporta que estas escuelas representan un 
tipo de esperanza y mayores oportunidades para las familias pobres. Sin 
embargo, la primera conclusión sugiere que las generalizaciones sobre el 
beneficio de la educación privada son simplistas y problemáticas.

En los últimos años, los resultados de la Evaluación Censal de Estudiantes 
(ECE) nos muestran que la idea que dicta que lo privado es mejor que lo 
público se viene desplomando, al menos en primaria. En el 2007, solo 6,3% 
de estudiantes de segundo de primaria lograban un resultado satisfactorio 
en matemáticas en instituciones públicas, mientras que en privadas eran 
11,1%. Esta diferencia se ha revertido, para el 2015 los resultados de la ECE 
muestran que 27,5% de los alumnos han obtenido un resultado satisfactorio 
en matemática en escuelas públicas y 24,6% en privadas. La evidencia sobre 
comprensión lectora es cualitativamente similar. Esto contrasta con los re-
cientes resultados de la ECE de segundo de secundaria, en donde se cons-
tata mejores desempeños en los estudiantes de escuelas privadas. Frente 
a este panorama, se conoce muy poco sobre los procesos que pudieran 
explicar estas diferencias y las evoluciones de las mismas.
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Respecto a las brechas público-privado, Sparrow y De León (2015) –a partir de 
un análisis cualitativo de siete instituciones educativas en Lima– encuentran 
que no hay evidencia que indique que las brechas en rendimiento puedan ser 
atribuidas al tipo de escuela. Sin embargo, encuentran que los padres perciben 
a la educación privada como mejor debido a una creencia generalizada de que 
así es. Entre las razones más importantes que reportan están la calidad de los 
docentes y la posibilidad de los padres de exigir mejores servicios porque es-
tán pagando por ello. En la misma línea, Miranda (2015) encuentra que asistir a 
una escuela privada tiene efectos positivos y significativos de 0,12 desviaciones 
estándar en matemática, pero no vocabulario (PPVT). Por su parte, Alarcón y 
Martínez (2015) examinan la relación entre la elección de la institución edu-
cativa y las inversiones educativas fuera del colegio en el ámbito urbano. Los 
autores encuentran una relación positiva y significativa, entre atenderse en una 
institución educativa privada y el número de horas de estudio dedicadas a acti-
vidades fuera de la escuela, para la cohorte más joven, pero no para la cohorte 
mayor de Niños del Milenio. Esto sugiere que al comienzo de la vida escolar, 
cuando los estudiantes están más influenciados por los padres, el tipo de es-
cuela a la que asisten tiene efectos en la inversión educativa externa. 

Por último, Ansión (2011) reporta que el concepto de educación pública se ha de-
sarrollado por presión social. En este sentido, no ha logrado desarrollarse como 
bien público que busca una educación moral que crea valores cívicos comunes a 
todos, independientemente de los orígenes sociales, étnicos o culturales. Por el 
contrario, se piensa como una educación supletoria brindada por el Estado para 
quienes no pueden pagar otro tipo de educación. 

1.4  Educación superior 

En el periodo 2000 a 2015, la matricula en educación superior ha pasado de 
una cobertura de 30% a 52,8% de los jóvenes entre 17 y 21 años. Este aumento 
ha sido en su totalidad debido a un aumento de la matrícula universitaria que 
pasó de 16,3% a 39,2%. Los institutos superiores, al contrario, vieron una ma-
trícula que se mantuvo casi constante en el mismo periodo, en alrededor de 
14%. Este crecimiento en la matrícula universitaria, a la vez, ha sido explicado 
por el crecimiento de la oferta universitaria privada, que ha pasado de 6,5% a 
27,4% en el mismo periodo, según lo reportan Cuenca et al. (2016). Asimismo, 
el estudio menciona que las razones para la expansión de la educación superior 
en el Perú son varias, y responden a imaginarios sociales construidos alrededor 
del “poder” de la universidad en la mejora de la calidad de vida y la movilidad 
social (Lamas 2015; Vargas 2015; Benavides y Etesse 2012). 
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En este contexto, se inició el debate de la Ley Universitaria, que mostró el 
descuido de las universidades públicas, la heterogénea calidad de la oferta 
privada, un débil movimiento de estudiantes e intereses privados. La imple-
mentación de la Ley de Reforma Universitaria transformó tres dimensiones 
estructurales del siste¬ma universitario: i) el Estado se haría cargo de liderar 
las políticas de educación superior; ii) la responsabilidad del Estado en la 
regulación de la calidad del servicio educativo, mediante la ley que formula 
la regulación de la calidad –a través de la creación de la Superintendencia 
Nacional de Educación Universitaria (Sunedu) y la reorganización del Siste-
ma Nacional de Evaluación, Acreditación y Certificación de la Calidad Edu-
cativa (Sineace)–; iii) la reafirmación de la universidad como un espacio de 
construcción de conocimiento basado en la investigación. 

De esta manera, la producción de conocimiento sobre la educación superior 
ha sido voluminosa. Es así que estos estudios se han podido dividir en dos 
grupos: aquellos que estudian el proceso de transición de los estudiantes 
hacia la educación superior y, por último, la calidad e inequidad presente en 
esta misma. 

1.4.1  Transición a la educación superior y aspiraciones de los 
   estudiantes, padres y docentes

Dentro de esta subsección, un primer grupo de estudios se enfoca en los 
factores que influyen en la decisión de acceder a la educación superior. 
León y Sugimaru (2013) encuentran que el logro educativo en la escuela y 
la asistencia a una escuela privada juegan un rol importante para que un 
estudiante acceda a educación superior. Más específicamente, Guerrero 
(2013) encuentra que son el apoyo institucional (i. e. orientación vocacio-
nal, talleres acera de la postulación, preparación para exámenes univer-
sitarios, etc.) y la educación de los padres los principales factores en la 
decisión de acceder a la educación superior. Este último factor también 
es identificado por Sánchez y Singh (2016), pero añaden la riqueza como 
otro factor. Adicionalmente, Castro et al. (2011a) muestran que la fuerte 
correlación entre la matrícula universitaria y el ingreso familiar no es solo 
impulsada por restricciones de crédito, sino también por la poca prepa-
ración universitaria en términos de habilidades cognitivas y antecedentes 
educativos que afectan las preferencias educativas. Es así que los ingresos 
solo explican, aproximadamente, la mitad de la brecha en acceso a la uni-
versidad entre hogares pobres y no pobres. Cuenca y Patiño (2014) dan 
cuenta del limitado acceso de las mujeres a la educación superior. En este 
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caso, las madres también juegan un rol importante: primero, convencien-
do a los padres de mandar a sus hijas a la secundaria, y luego, alentándolas 
a continuar con estudios superiores. 

Por su parte, Villegas (2016) analiza las expectativas de un grupo de jó-
venes del sur andino del Perú. Él encuentra que las expectativas y es-
trategias educativas están mediadas por una combinación de factores 
económicos, culturales y educativos que limitan las transiciones de los jó-
venes. Asimismo, al igual que Sánchez y Singh (2016), encuentran que las 
mujeres tienen mayores restricciones para conducir su transición hacia 
la educación superior. Guerrero et al. (2016) identifican que los jóvenes 
de bajos ingresos suelen tener aspiraciones educativas altas, debido a la 
alta valoración de la educación por parte de ellos y sus familiares. Estas 
valoraciones están influenciadas por la historia, las experiencias educa-
tivas de sus apoderados, y cambian en el tiempo como respuesta a los 
cambios en la situación socioeconómica de la familia. Además de barre-
ras psicológicas y económicas, se identificaron la falta de información 
y el limitado interés de las escuelas en el proceso de transición de sus 
alumnos a la educación superior. 

Castro y Yamada (2016) estudian las decisiones de los estudiantes sobre es-
tudios superiores y encuentran que pocos estudiantes reciben la orientación 
adecuada para tomar decisiones vitales durante la transición de la escuela a 
la universidad. Esto hace más difícil la elección de la carrera a estudiar, dada 
la rigidez de la mayoría de los sistemas de educación superior, que evita 
cambios laterales entre programas y traspasos de la educación técnica a la 
universitaria. En este sentido, el primer resultado es una consecuencia de un 
problema estructural dentro de la educación superior peruana: la falta de 
integración entre tipos de educación superior.

Además, es importante tomar en cuenta el desarrollo de habilidades psi-
cosociales –en esta etapa– para un correcto desenvolvimiento en la edu-
cación superior. En esta línea, Fávara y Sánchez (2016) encuentran una co-
rrelación entre mayores aspiraciones sobre la educación superior a los 15 
años y una menor probabilidad de beber y participar en actos criminales 
a los 19 años. Sin embargo, esta correlación se desvanece una vez que se 
controlan por características individuales no observables. Por otro lado, los 
autores encuentran que mayores niveles de autoestima a los 15 años están 
correlacionados negativamente con la posibilidad de asumir una conducta 
de riesgo. 
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Benavides y Etesse (2012) estudian la movilidad educativa intergeneracional 
y el acceso a la educación superior como medio de movilidad social. Los 
autores encuentran una importante movilidad educativa intergeneracional; 
sin embargo, la movilidad relativa es mayor entre los individuos urbanos, 
hombres y la cohorte más joven de su estudio (nacidos entre 1971 y 1980). 
En un caso más específico, Cuenca (2014b) analiza cómo la movilidad social 
y la inclusión social son percibidas por un grupo de profesionales, gradua-
dos de universidades públicas, y cuyas historias personales reflejan niveles 
de exclusión.  Se documenta que la movilidad social y la inclusión social son 
procesos heterogéneos, la educación sigue siendo un medio de movilidad 
e inclusión y esta movilidad social coexiste con la desigualdad.

Finalmente, encontramos un estudio que explora la movilidad geográfica 
de los estudiantes universitarios. Wells et al. (2016) buscan entender cómo 
los patrones de movilidad dependen de las regiones e indicadores demo-
gráficos de desigualdad. Los resultados indican que alrededor del 13% de 
estudiantes universitarios se atiende en una institución educativa secundaria 
en una región diferente a la de origen, aunque esto varía considerablemen-
te entre regiones. Los predictores de la movilidad son la movilidad previa 
y estar en una región distinta a Lima. Esto –en cierta medida– puede ser 
explicado por la menor oferta de la educación superior en estas regiones, 
que –a la vez– tienen menos probabilidades de movilidad social en base a 
indicadores de desigualdad. Asimismo, encuentran que la educación de los 
padres juega un rol importante en la movilidad geográfica para acceder a 
educación superior solo en las regiones con menor oferta y menor calidad 
de universidades. 

1.4.2  Calidad e inequidad en la educación superior

La calidad e inequidad en la educación superior también han sido tema de 
discusión, a partir del crecimiento de la matrícula en este nivel y la poca 
regulación que tenía. En este contexto, se han identificado alrededor de 
20 estudios. Entre ellos, algunos han reportado la baja calidad e inequidad 
presentes, mientras que otros han señalado los efectos de esta baja calidad 
en el empleo. 

En una mirada al sistema universitario peruano, Rodríguez y Montoro (2013) 
indican que, a pesar de la expansión de la cobertura de la educación supe-
rior, la calidad de esta educación se está poniendo en tela de juicio. Una 
mirada al marco institucional sugiere que podría ser debido a una débil re-
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gulación de la oferta de este nivel educativo. Esto además es mucho más 
complejo si se considera que no hay normas específicas sobre los conteni-
dos curriculares. Vargas (2015) cuestiona lo poco democrático que ha resul-
tado el acceso, puesto que no se han garantizado condiciones mínimas de 
equidad, calidad, reconocimiento y pluralidad. Asimismo, menciona que, a 
pesar de la mayor inclusión medida como acceso, la poca representatividad 
étnica evidencia la carencia de una democratización efectiva. 

Cuenca (2014c) y Benavides et al. (2015) hacen mención de que no ha ha-
bido mayor equidad en el acceso a la educación superior producto de la 
expansión de la oferta educativa. Y más bien, según Yamada et al. (2014), 
esta expansión ha venido acompañada de un deterioro en las habilidades 
de los jóvenes que acceden a la educación superior, producto de la mayor 
flexibilización en los procesos de selección. Cuenca y Reátegui (2016) seña-
lan tres hipótesis detrás de la decisión de liberalizar la oferta educativa: i) la 
primera consistió en que la participación privada permitiría ampliar la oferta 
educativa y, por lo tanto, la cobertura; ii) el acceso a la educación superior se 
democratizaría; y iii) se supuso que el mercado sería un regulador efectivo 
de la calidad de este servicio. 

Benavides et al. (2015) encuentran segregación por costos de las universida-
des vinculada con la calidad de servicios educativos que ofrecen. El estudio 
señala que hay un grupo de universidades que están más segregadas, en 
términos de atender a una élite socioeconómica alta, y que ofrecen en ge-
neral una mayor calidad; mientras que aquellas que están segregando en 
términos de atender a una población de menores recursos tienen una mayor 
heterogeneidad en cuanto a la selectividad y calidad de los servicios que 
ofrecen. Por su parte, Lamas (2015) realiza un estudio cualitativo, mediante 
un recuento etnográfico en una universidad privada de segunda genera-
ción (creadas posterior al DL 88.). Ella reporta que en estas universidades 
privadas se pretende inculcar una filosofía de éxito y emprendimiento a los 
alumnos por medio de cursos. 

Yamada et al. (2015b) prestan atención a la calidad de la educación superior 
y exploran sus vínculos con el subempleo en el Perú. En el corto plazo, los 
autores identifican que existen brechas entre graduados de universidades 
de baja y alta calidad –términos de condiciones de trabajo: ocupaciones y 
ganancias–, mientras que en el largo plazo se incrementa la propensión a 
caer en el estado profesional de subempleo para aquellos graduados de 
universidades de baja calidad. 
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En la búsqueda de equidad e igualdad de oportunidades, el Estado ha imple-
mentado el programa Beca 18, que financia el acceso a educación superior a 
jóvenes de alto rendimiento provenientes de hogares pobres. Este programa, 
junto con varios otros, ha sido evaluado por el Ministerio de Economía (2014), 
lo cual ha permitido identificar ajustes necesarios en el diseño y ejecución del 
presupuesto. Entre ellos resaltan los problemas de focalización y la necesidad 
de mejorar la inserción laboral de los egresados de este programa. En rela-
ción a los problemas de focalización, Beltrán y Lavado (2015) encuentran que 
la filtración y la subcobertura son casi 1% y 30%, respectivamente. Sin embar-
go, mencionan que estos resultados están sujetos a la disponibilidad solo de 
información de los postulantes mas no del público objetivo. También mencio-
nan que las mujeres y los postulantes a ciencias de salud y psicología tienen 
mayor filtración, mientras que la subcobertura es mayor para postulantes de 
provincias y postulantes a carreras de ingeniería y tecnología. 

En relación a la inclusión étnica en la educación superior, encontramos va-
rios estudios. El primero, de Sanborn y Arrieta (2011), menciona que los jó-
venes de grupos étnicos minoritarios no han sido tomados en cuenta en la 
mayoría de políticas públicas relacionadas a la educación superior. Las po-
cas iniciativas que han sido implementadas han fracasado cuando no están 
acompañadas por mecanismos de identificación y selección de jóvenes con 
habilidades mínimas para realizar estudios superiores con éxito. Asimismo, 
es importante que las universidades se preparen y se adapten a estas mi-
norías, buscando una verdadera interculturalidad. En esta línea, Cuenca y 
Ramírez (2015) se plantean el debate de la universalización de la educación 
superior en un entorno intercultural. En un estudio realizado con poblacio-
nes indígenas en Perú y Bolivia, Cuenca (2014a) resalta cómo la educación 
superior es entendida como un hito especial, pues para ellos la educación 
superior es entendida como una excepción antes que una regla. Asimismo, 
menciona que los factores que más afectan al acceso a educación superior 
son las características familiares, en especial la labor de las madres, quienes 
son las mayores impulsoras de la formación y profesionalización de sus hijos. 

Otros factores aislados han sido estudiados por La Serna y Zhang (2012). 
Ellos encuentran que la experiencia y los conocimientos previos del estu-
diante resultaron como los principales factores asociados al rendimiento en 
un curso de introducción a economía en la Universidad del Pacifico. Tres fac-
tores adicionales mejoran el rendimiento: haber estudiado en una escuela 
que no sea preuniversitaria, la procedencia de escuelas de un solo sexo y 
haber recibido preparación en economía durante los años escolares. 
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1.5  Desigualdad educativa

A pesar de los avances en acceso y logros educativos, la desigualdad 
educativa en el Perú ha persistido en los últimos años. Como señalan 
Escobal et al. (2012), esta falta de oportunidad ha sido sistemática y de-
terminada por algunas circunstancias como el lugar de nacimiento, el 
género, la pertenencia a un grupo étnico, entre otros. Guadalupe et al. 
(2013) precisan que entre el 2007 y el 2012 se han intensificado las bre-
chas mencionadas por Escobal et al. (2012), excepto la de género. Cuen-
ca (2012b) subraya la importancia que debería tener la desigualdad en 
las agendas de políticas públicas. No combatirla atenta contra la mínima 
cohesión social necesaria para la convivencia y el funcionamiento de un 
país. Al respecto, De Belaunde (2011) añade que la desigualdad es un 
problema que se reproduce a lo largo de todos los niveles del sistema 
educativo (inicial, primaria, secundaria y superior) y que limita las posibi-
lidades de los sectores empobrecidos. 

1.5.1  Desigualdades de género

Las desigualdades de género son parte central de la agenda pendiente en 
el país. Tales desigualdades, dentro del sistema educativo, pese a mostrar 
progresos, aún son marcadas. Si bien las mujeres están obteniendo mejores 
resultados y tienen menor probabilidad que los varones de repetir en la pri-
maria, ellas tienen mayores probabilidades de deserción en la transición de 
primaria a secundaria (Cavero et al. 2011). 

En tal sentido, es importante entender las trayectorias de diferentes gru-
pos de mujeres. En el periodo de análisis se han encontrado dos estudios. 
El primero es un estudio cualitativo de Rojas et al. (2016) que documenta 
que el género toma un rol importante en la trayectoria de los jóvenes en la 
edad adulta, especialmente, en contextos donde las familias tienen restric-
ciones económicas. En familias más pobres, se suele priorizar la educación 
de los hombres, al término de la educación secundaria. Por el contrario, las 
familias con menos limitaciones buscan que ambos puedan acceder a una 
educación superior. A pesar de ello, sugieren que estudiar un grado, en el 
caso de las mujeres, supone posponer comenzar una familia. En esa mis-
ma línea, Ames (2013) sostiene que las jóvenes de zonas rurales mantienen 
nuevos discursos y prácticas que priorizan la educación sobre el matrimonio 
temprano y la maternidad; asimismo, identifica a la educación como camino 
para asegurar una mayor autonomía e independencia económica. 
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A pesar de que la brecha de género en aprendizajes prácticamente se haya 
cerrado, Novella y Olivera (2014) reportan que existe una importante dife-
rencia de género –para personas adultas que viven en pobreza en el Perú– 
en habilidades cognitivas. Sin embargo, las mujeres no siempre suelen tener 
peores resultados. De acuerdo al estudio, las mujeres suelen ser mejores en 
memoria y en ejecutar órdenes, y los hombres en las medidas de orientación 
y dibujo.

1.5.2  Desigualdad por factores socioeconómicos

Según PISA (2015), Perú es uno de los países con mayor desigualdad por ni-
vel socioeconómico dentro de los países evaluados en esta prueba. Esto ha 
llevado a que se desarrolle una gran variedad de estudios que busquen en-
tender la magnitud del problema. Benavides et al. (2014) documentan que las 
posesiones en el hogar y el prestigio de las ocupaciones guardan relación más 
estrecha con la educación de los hijos que con el nivel educativo del hogar y 
con los recursos culturales de este. Resultados similares se mantienen en re-
lación al nivel socioeconómico al año de nacido. Cueto et al. (2014a) reportan 
que este factor se asocia positivamente con el rendimiento en matemática a 
los 10 años. Así, parte importante de la desigualdad educativa se gesta fuera 
del sistema escolar, antes de que los estudiantes entren a él. 

En la misma línea, Paredes (2015) encontró que, para los puntajes en las 
evaluaciones de matemática, lectura y ciencia, el efecto del nivel socioeco-
nómico medio de la escuela es mayor al del nivel socioeconómico del hogar 
del estudiante. En un estudio similar, León y Youn (2016) encuentran que los 
estudiantes que asisten a una escuela, y que en promedio tienen un ma-
yor nivel socioeconómico, obtienen mejores resultados. Estas diferencias se 
amplifican en escuelas donde los estudiantes mantienen una buena relación 
con los docentes. Por su parte, Cueto et al. (2016b) encuentran una asocia-
ción positiva entre la educación de los padres y dos medidas: el rendimiento 
en matemáticas y el sentido de pertenencia. López (2015) documenta –en un 
estudio en Etiopia, India, Perú y Vietnam– diferencias en vocabulario entre 
niños de hogares con alto y bajo nivel socioeconómico en dos momentos: 
antes y después de los primeros años escolares. López evidencia que Perú, 
entre los países del estudio, tiene la mayor diferencia entre el quintil más 
pobre y más rico, equivalente a 1,35 desviaciones estándar. Así también, es 
el país con mayor persistencia en el desarrollo cognitivo; es decir, la con-
vergencia entre los ricos y los pobres ocurrirá a una velocidad más lenta. 
En esa línea, Pasquier-Doumer y Risso (2013) muestran que el progreso en 
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la adquisición de habilidades en lenguaje está relacionado con el nivel de 
aspiración, que a la vez está vinculado con el estatus socioeconómico.

En otros estudios, Cueto et al. (2014b) y Cueto et al. (2016c) sugieren que 
los estudiantes con menor nivel socioeconómico tienen menores oportu-
nidades de aprendizaje, y de hecho, así sucede con el rendimiento de los 
estudiantes. Cueto et al. (2013) estudian las oportunidades de aprendizaje 
(ODA) y su relación con el nivel socioeconómico y el rendimiento. Los resul-
tados muestran que existen diferencias en las ODA por nivel socioeconómi-
co, principalmente en el número de ejercicios realizados y en el porcentaje 
de ejercicios correctos, y que el efecto de ODA (puntaje factorial) sobre el 
rendimiento es 0,23 desviaciones estándar.

Por último, Beteta y Del Pozo (2014) plantean una metodología de des-
composición que permite una caracterización de la desigualdad intraanual 
e interanual para el sector de educación y salud. Estos autores encuentran 
que el acceso a centros educativos, para aquellos que tienen entre 6 y 17 
años, se ha incrementado entre 2005 y 2012, de 66% a 77% a nivel nacional, 
pero ha beneficiado más a la población de mayor nivel socioeconómico. A 
pesar de ello, mencionan que la desigualdad ha disminuido en el periodo 
2005 y 2012. 

1.5.3  Desigualdad por localidad geográfica y etnia

En el Perú se ha visto que los estudiantes que asisten a escuelas rurales han 
obtenido bajos resultados. Los resultados de la ECE 2015 muestran que, en 
segundo de primaria, en zonas rurales, solo el 18,5% y 12% de los estudian-
tes obtuvo un resultado satisfactorio en lectura y matemática, respectiva-
mente; mientras que esto alcanza 55,1% y 29,1% en zonas urbanas. Similares 
deficiencias se observan en diferentes grupos étnicos, en comparación a 
aquellos que tienen el castellano como lengua materna tanto en primaria 
como en secundaria. 

Estas diferencias por localidad geográfica están claramente relacionadas 
con variables contextuales de la escuela donde estudian los niños. Un es-
tudio de León y Youn (2016) indica que hay un efecto positivo y significativo 
en el rendimiento en matemática por estudiar en una escuela en una zona 
urbana. Por su parte, Rolleston y Castro (2015) encuentran que alrededor 
del 40% de la brecha urbano-rural en niños de 8 años está relacionada 
a diferencias en años de escolaridad y características de la escuela y el 
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profesor. Un detalle importante es que encuentran que estas brechas en 
habilidades cognitivas ya estaban presentes a los 5 años, lo cual sugiere 
que las escuelas están sirviendo para mantener las desigualdades ya pre-
sentes. Desde otro enfoque, Valdivieso (2015) encuentra que la localidad 
del hogar incrementa la probabilidad de riesgo de deserción, así como la 
condición socioeconómica. 

En relación a las brechas étnicas, Castro et al. (2011b) reportan que los gru-
pos quechua, amazónicos y afrodescendientes tienen mayores probabilida-
des de deserción que el grupo de blancos/mestizos. El estudio menciona 
que la brecha se explica en gran medida por las restricciones materiales 
para los quechuas; mientras que en afrodescendientes, en cambio, por 
factores estructurales relacionados al contexto familiar y educativo de la 
persona. Castro y Yamada (2014) sugieren que las brechas entre blancos/
mestizos –en comparación a etnias amazónicas, quechua/aymaras y afrodes-
cendientes– responden a mecanismos de discriminación y exclusión. Estos 
mecanismos operan con distinta intensidad entre los grupos étnicos. En esa 
línea, Arteaga y Glewwe (2014) muestran que, a los 5 años de edad, los niños 
indígenas están retrasados en relación a sus pares no indígenas en el voca-
bulario español. Los resultados indican que estos primeros tres años de edu-
cación aumentan las diferencias medias en 0,49 y 0,66 desviaciones estándar 
en matemática y vocabulario, respectivamente. Además, sugieren que esta 
brecha de vocabulario se debe en parte a los efectos comunitarios y no solo 
a la educación de los padres o la salud del niño como sugiere la literatura.

Respecto a los predictores de la brecha étnica, se encuentran dos estudios. 
Guzmán y Del Pozo (2012) cuantifican la relevancia de los factores que de-
terminan las brechas educativas, entendidas como tasa de desaprobación, 
entre poblaciones indígenas amazónicas en un contexto de educación inter-
cultural bilingüe (EIB). El estudio encuentra –como principales determinan-
tes– las barreras geográficas y de acceso, la poca disponibilidad de recursos 
pedagógicos y la deficiente implementación operativa de la EIB. Adicional-
mente, los resultados sugieren la existencia de discriminación dentro del sis-
tema educativo. Esto debido a que la calidad de los recursos pedagógicos 
se habría deteriorado en las instituciones educativas rurales que cuentan 
con predominancia de alumnos indígenas amazónicos en términos relativos. 
El segundo estudio, de Arouri, Ben-Youssef y Nguyen (2016) –un estudio en 
Etiopía, India, Perú y Vietnam–, encuentra que el principal predictor de las 
brechas étnicas es la diferencia en dotaciones, entendidas como las caracte-
rísticas de los niños y sus familiares. Pasquier-Doumer y Risso (2013) encuen-
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tran que el canal de persistencia de la brecha entre indígenas y no indígenas 
es el fracaso en objetivos de aspiración. Este fracaso afecta al proceso de 
toma de decisiones y conduce a que se opte entre comportamientos hacia 
el futuro, sobre todo en temas de inversión en educación. 

En otro enfoque, Burga (2014) estima los efectos de la instrucción en caste-
llano sobre la tasa de deserción y la repetición escolar para niños con lengua 
materna indígena. El estudio encuentra efectos de 0,92% y 1,23% en la tasa 
de deserción en tercero de primaria y la tasa de repetición en cuarto de pri-
maria, respectivamente. Sin embargo, no encuentra efectos sobre la deser-
ción escolar en cuarto ni quinto de primaria, y tampoco sobre la repetición 
de grado en tercero ni quinto de primaria. Por su parte, Rodríguez (2011) en-
cuentra efectos positivos de contar con una lengua materna distinta al caste-
llano en la probabilidad de abandonar los estudios. Particularmente, en uno 
de sus modelos encuentra efectos de 15,3% y 6,2% cuando considera los 11 
años de educación básica y cuando considera solo primaria, respectivamen-
te. De igual manera que los estudios anteriores, Cueto et al. (2012) muestran 
que los niños con una lengua materna indígena son más propensos a repetir 
el grado y abandonar la escuela. En este estudio mencionan que, a pesar 
de las migraciones de las poblaciones indígenas hacia zonas urbanas, alre-
dedor de cuatro millones de personas en el Perú declaran tener una lengua 
materna indígena. En este sentido, es necesario implementar un programa 
intercultural bilingüe mejorado que se concentre en escuelas rurales y, en 
especial, en alumnos con lengua materna indígena.

Se ha desarrollado un conjunto de estudios, cualitativos y cuantitativos, eva-
luando distintos aspectos del programa de educación intercultural bilingüe 
y factores asociados. En ese sentido, es importante el trabajo de Cáceres et 
al. (2016), quienes han hecho un diagnóstico descriptivo de la situación de 
los pueblos originarios y de la política de educación intercultural bilingüe en 
el Perú. Asimismo, Alvarado (2013) describe el diseño y realiza una evalua-
ción ex ante del programa en la región de Amazonas. Su estudio encuentra 
que, si bien este tipo de programas suelen ser caros por la baja densidad 
de la población en el país, los efectos de la implementación de un currículo 
bilingüe podrían generar retornos económicos interesantes para esta po-
blación. 

En el marco del estudio Niños del Milenio se realizaron dos estudios, de Ro-
sales y Cussianovich (2012) y, más recientemente, de Hynsjö y Damon (2016). 
El primero encuentra que la experiencia escolar de niños de tres escuelas 
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públicas en la región Áncash no se ajusta a las necesidades lingüísticas ni 
culturales de los niños. También muestra que la participación de los padres 
se limita a la intervención en cuestiones económicas y materiales de la es-
cuela. El segundo estudio, de Hynsjö y Damon (2016), evalúa el efecto de 
la instrucción en quechua sobre el rendimiento. Se encuentra un efecto de 
0,429 desviaciones estándar sobre el puntaje de matemática de los niños 
que se atienden en este tipo de escuela, en comparación a niños indígenas 
que se atienden en escuelas que enseñan en español. Sin embargo, no se 
encuentran efectos en el aprendizaje de lenguaje. 

En un estudio para dos países en desarrollo (Perú y Vietnam), Glewwe et al. 
(2014) miden la brecha en aprendizajes para niños con ventaja versus niños en 
desventaja. Para ello, definen un niño con desventaja a partir de un análisis 
de las siguientes características: nivel de riqueza, bajo nivel cognitivo a los 5 
años, género, minoría étnica, educación de la madre y estado nutricional. Los 
resultados muestran que las brechas de aprendizaje persisten en el tiempo.

Por último, se encontraron dos estudios publicados en la revista de la SIEP: 
Zavala (2012) y Valdiviezo (2013). Zavala examina cómo dos docentes de dis-
tintos pueblos construyen diversas concepciones de lectura en quechua, así 
como las actitudes de los estudiantes. Mientras un docente se posiciona a 
sí mismo como aquel que imparte y custodia el poder, el segundo incenti-
va a sus alumnos a valorar el conocimiento. Estas actitudes generan dife-
rentes actitudes en los estudiantes. Por su parte, Valdiviezo (2013) examina 
la implementación de la política EIB en tres escuelas del sur rural andino, 
documentando que ella estuvo limitada por: i) la falta de capacitación en 
pedagogía intercultural; ii) el currículo EIB es excluyente de la cosmovisión 
y prácticas culturales indígenas; y iii) los representantes de la UGEL/MED no 
reconocen la inclusión de prácticas culturales en el currículo EIB. 

1.6  Temas misceláneos

Finalmente, existen varios trabajos de investigación en temas para los que 
no hemos encontrado una masa crítica de estudios que nos permitan hacer 
una reseña temática como las de las secciones anteriores. Sin embargo, 
por la relevancia de los mismos, los listamos aquí con una finalidad doble. 
Primero, queremos resaltar estas contribuciones insulares con altos 
estándares metodológicos, y segundo, ellas nos servirán para delinear lo 
que creemos debería ser parte de una agenda de investigación para el 
próximo quinquenio.
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Así como la labor del docente y del directivo ha jugado un rol protagónico 
en el proceso educativo, parece importante analizar también el rol que ha 
tenido la gestión educativa en lograr mejorar los rendimientos, tanto a nivel 
de institución educativa o jurisdicción educativa, en casos de éxito. En esta 
línea, encontramos dos estudios que analizan el éxito de los colegios Fe y 
Alegría, a partir de distintas metodologías. Mediante un estudio cualitativo, 
Alcázar y Valdivia (2014) encuentran distintos factores que están detrás del 
éxito de estas instituciones: manejo más independiente de recursos, un am-
biente institucional favorable, supervisión, capacitación a profesores, mayor 
autoridad y autonomía de parte de los directores. Asimismo, son más selec-
tivos en la selección de sus profesores al valorar más su motivación y actitud 
para trabajar. Adicionalmente, Lavado et al. (2014) –aprovechando el sorteo 
que se realiza para la aceptación de matrícula a esta institución educativa– 
implementan un cuasiexperimento que evidencia un efecto de 0,39 y 0,41 
desviaciones estándar en los rendimientos en comprensión lectora y mate-
mática. Otra experiencia de éxito es la Escuela Concertada Alto Trujillo, que 
brinda la oportunidad a estudiantes de contextos vulnerables de acceder a 
una educación de calidad. A partir de esta experiencia, Reymer (2012) men-
ciona que el sistema educativo debe proponer tres acciones: i) repensar la 
organización de las instituciones educativas de manera que se identifique y 
comprenda las relaciones de poder y de sumisión; ii) la armonización de la 
gestión pedagógica con la gestión institucional, para asegurar la coheren-
cia y cohesión en el proceso educativo; y iii) institucionalizar espacios de 
coordinación, reflexión y autoformación de la plana docente dentro de la 
jornada laboral. 

En la misma línea, se ha analizado la experiencia de éxito de la región Mo-
quegua, que ha obtenido buenos resultados en la Evaluación Censal de 
Estudiantes (ECE) en los últimos años. Mediante un estudio cualitativo, Su-
gimaru y León (2015) examinan cómo las variables de gestión e institucio-
nales influyen en el logro de aprendizajes. Los resultados evidencian que 
Moquegua cuenta con un plan y visión a largo plazo en términos educativos. 
Además, se implementan evaluaciones semestrales en los que se estable-
cen indicadores concretos que pretenden evaluar la mejora del aprendizaje. 
Asimismo, este sistema se articula con la participación de distintos actores, 
como el Gobierno Regional de Moquegua, miembros de empresas priva-
das, director, docentes, autoridades educativas y padres de familia. En este 
sentido, es importante la labor que toma un gobierno regional en la gestión 
educativa y cómo diferentes tipos de gestión pueden afectar los logros en 
aprendizaje. En un enfoque distinto, Guadalupe y Castillo (2014) encuentran 
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que las regiones con resultados más pobres se caracterizan por ser regiones 
de amplia extensión territorial, lo que dificulta las posibilidades de acompa-
ñamiento y supervisión de parte de las autoridades. Asimismo, reportan que 
tanto la ECE como el Bono Escuela pueden generar prácticas no deseadas 
basadas en la mejora de los resultados en pruebas.  

Muñoz (2012) analiza la organización de dos municipalidades distritales en 
Piura. Ella argumenta que debe considerarse la importancia del análisis de 
la gestión edil para comprender el rol de las municipalidades en la educa-
ción. El estudio evidencia que manejar la gestión educativa a nivel local es 
complejo y problemático. Bajo este contexto de descentralización política, 
que implica las transferencias de funciones desde la gestión central a los 
gobiernos regionales y locales, Alcázar y Valdivia (2011) identifican que, en 
el ámbito local, las fuentes de financiamiento provienen del canon y sobre-
canon, que cubren alrededor de 65% del gasto educativo. Además, argu-
mentan que la política educativa a nivel local se traduce en dos acciones: i) 
infraestructura y ii) actividades culturales, deportivas y educativas no esco-
larizadas. Esta mayor participación del canon en el presupuesto educativo 
ha sido resultado de la Ley del Canon, implementada en el 2003. En ella, 
se establecieron transferencias de este tipo de fuentes de financiamiento a 
gobiernos provinciales, locales y universidades. Esta ley motivó un conjunto 
de estudios. Entre ellos, Agüero et al. (2016b) explotan estas transferencias 
para estimar sus efectos sobre el rendimiento de los estudiantes, y encuen-
tran un efecto positivo de 0,23 desviaciones estándar en matemática, mas 
no en lectura. El estudio menciona que los mecanismos plausibles son la 
contratación de maestros permanentes, el aumento del empleo de los pa-
dres y la mejoras en la salud de los adultos y niños. En un caso más específi-
co, para las regiones de Arequipa, Moquegua y Tacna, Manrique et al. (2016) 
encuentran que las transferencias por canon también disminuyen la tasa de 
atraso, la tasa de desaprobación y mejoran la calidad de la infraestructura. 
En esa línea, Valdivia (2013) identifica que, para el caso de Ica, el gobierno 
regional enfrenta restricciones en la gestión, en materia de planificación y 
ejecución de proyectos de inversión en educación. Dichas restricciones no 
son exclusivamente económicas. A esto, se suma la falta del plan estratégico 
institucional basado en indicadores medibles y factibles en el cumplimiento. 

La educación financiera y de emprendimiento también ha sido un tópico 
tratado en este periodo. Si bien Perú es uno de los países con las tasas 
de inclusión financiera  más bajas en Latinoamérica, Feijoo (2016) menciona 
que hay las condiciones necesarias para las microfinanzas, y encuentra que 
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hay 25 intervenciones de educación financiera  en el país. La importancia de 
este tipo de programas recae en que permite a los hogares tomar mejores 
decisiones financieras que los encaminen a alcanzar mejores condiciones de 
bienestar. A pesar de ello, Karlan y Valdivia (2011) miden el impacto margi-
nal de agregar capacitación de 30 a 60 minutos en negocios a un programa 
de préstamos a mujeres emprendedoras. Los resultados muestran que no 
hay impactos en los ingresos del negocio, en los beneficios netos o en el 
nivel de empleo, pero sí en conocimiento sobre negocios y en el ratio de 
retención de los clientes de la institución financiera. En otro estudio, Valdi-
via (2015) evalúa el impacto de un programa de desarrollo en servicios de 
negocio para microempresarias en Lima, y encuentra que el grupo tratado 
aumentó sus ventas en 15% dos años después de la intervención. 

Finalmente, cabe mencionar dos estudios que han evaluado rigurosamente 
dos iniciativas educativas en cuestión de los logros educativos que los alum-
nos pueden alcanzar. En el 2015, se implementó la jornada escolar com-
pleta (JEC) en 1000 instituciones educativas públicas. Como parte de este 
programa, se aumentaron 10 horas pedagógicas a la semana y tres com-
ponentes complementarios: pedagógico, gestión y soporte. Este programa 
fue evaluado por Agüero (2016), quien encontró un efecto de entre 0,14 y 
0,23 desviaciones estándar en las puntuaciones de matemática, y ningún 
resultado estable en lectura. Por su lado, Beuermann et al. (2012b) evalúan 
la implementación de una metodología innovadora para la enseñanza de 
ciencias y medio ambiente. Esta metodología consiste en un enfoque cen-
trado en el alumno, que le permite presentar su solución ante un problema 
planteado. Los resultados indican que aquellos que recibieron este trata-
miento obtuvieron un impacto de 0,18 desviaciones estándar en las pruebas 
estandarizadas.

 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

A continuación, se proponen algunos de los temas a ser considerandos en 
agenda para el periodo 2017-2021. Estos temas han sido seleccionados a 
partir del análisis de las investigaciones encontradas, las opiniones de los 
expertos entrevistados y recomendaciones de especialistas presentes en el 
taller de validación en el Minedu. Obviamente, la lista de temas aquí pro-
puestos no pretende ser definitiva.  

En primer lugar, destacan los temas macro o generales, tanto desde la esfera 
económico-financiera como de la sociopolítica. Dentro de la primera, des-
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tacan preguntas referidas al financiamiento de la educación. ¿Cómo puede 
cumplirse con el reto de asignar recursos suficientes a la educación mante-
niendo la disciplina fiscal que necesita la macroeconomía? Repotenciar la 
infraestructura de las escuelas requiere una inversión que puede alcanzar 
hasta el quíntuple de lo que el país invierte anualmente en el sector. Dotar 
al sistema educativo de todos los recursos que requiere es financieramente 
imposible. Así, un conjunto de preguntas relevantes es: 

• ¿Cómo conseguir la mayor eficiencia con las inversiones factibles?  
• ¿Cómo balancear el reto eficiencia vs. equidad? 
• ¿Cómo priorizar, balanceando adecuadamente lo urgente con lo impor-

tante? 
• ¿Cómo llevar las mejores inversiones a los lugares donde más se necesi-

tan? 

Un camino a seguir tal vez son los compromisos de desempeño que reciben 
las direcciones y gerencias regionales (DRE y GRE) y unidades de gestión 
educativa local (UGEL). Este programa asigna recursos adicionales a las uni-
dades ejecutoras por el cumplimiento de metas. Y es acá donde surge otro 
conjunto de preguntas:

• ¿Es realmente un buen mecanismo para mejorar la gestión en los diver-
sos niveles? 

• ¿Estamos ganando eficiencia del gasto? 
• ¿Las metas son las adecuadas para cada nivel de gestión? 
• ¿Los incentivos son los correctos?

Lo que tal vez nos permita repotenciar la infraestructura de las escuelas son 
las obras por impuestos (OxI) y asociaciones público privadas (APP) que han 
sido implementadas hace unos años. En esta línea –y en miras de priorizar– 
se deben responder las siguientes preguntas: 

• ¿Cuáles son los beneficios de las inversiones realizadas? 
• ¿Qué espacios educativos son más importantes y prestos a ser financia-

dos bajo estos mecanismos? 
• ¿En qué lugares hay mayores brechas de infraestructura?

En la esfera sociopolítica hay macropreguntas muy importantes también. 
Una mejor comprensión de la economía política de las reformas educativas 
será de gran utilidad para el futuro.
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• ¿Cómo es posible formar una gran coalición que asegure que el país 
siga en la ruta de una mejor inversión educativa? 

• ¿Cómo manejar el balance de prioridades técnicas vs. políticas en la 
asignación de recursos? 

• ¿Qué coordinaciones son necesarias para generar sinergias entre el Go-
bierno central y los regionales? 

Otra gran línea de investigación a fortalecer debería ser la que analiza la 
desigualdad educativa. Globalmente, somos una de las sociedades más 
desiguales, tanto en resultados económicos (ingresos y riqueza) como en 
resultados educativos. Según la prueba PISA, en nuestro país el rol de las 
condiciones socioeconómicas en el desempeño de los estudiantes es uno 
de los más marcados de todos los países que miden sus desempeños. Tam-
bién contamos con una de las mayores brechas de género en aprendizaje de 
las matemáticas. Entonces, es importante responder:

• ¿La escuela reproduce las desigualdades socioeconómicas? 
• ¿Cómo superar el determinismo del nivel socioeconómico?
• ¿Qué estrategias o programas han mostrado buenos impactos? ¿Cuán 

escalables son?

En tal sentido, profundizar en el análisis de la provisión privada de servicios 
educativos cobra especial importancia. 

• ¿Cómo asegurar una mayor igualdad de oportunidades en este con-
texto? 

• ¿Qué mecanismos de participación o veeduría de los padres de familia 
podrían ser efectivos en la búsqueda de mejor resultados educativos? 

• ¿Cuál es la regulación apropiada para el mercado de servicios educativos?

Dentro de esta línea de la desigualdad, el tema más apremiante es, sin 
duda, el de la brecha urbano-rural. Los aprendizajes de los estudiantes en 
zonas urbanas han venido mejorando notablemente desde que contamos 
con mediciones. Lamentablemente, este no ha sido el caso para los estu-
diantes de zonas rurales. Ligado a ello, hay que preguntarse por el problema 
de la rotación de docentes y el ausentismo de los mismos. Entonces, las 
preguntas son: 

• ¿Por qué se mantienen en niveles tan bajos los aprendizajes de los estu-
diantes en zonas rurales?
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• ¿Cuáles son los incentivos necesarios para asignar los mejores profe-
sores a las escuelas donde más se les necesita? 

• ¿Qué ajustes en los materiales resultan pertinentes y efectivos?

La búsqueda de equidad y la generación de igualdad de oportunidades 
para todos pasa por el fortalecimiento del sistema de becas existen-
te actualmente. En tal sentido, será importante analizar el impacto del 
apoyo financiero otorgado por el Estado a estudiantes de bajos recur-
sos, tanto en su bienestar familiar como el de las economías de donde 
ellos provienen. En líneas generales, es importante comprender mejor 
la rentabilidad social de estos instrumentos. Asimismo, es necesario en-
tender la importancia de la gestión, en cargos de distintos niveles de 
jerarquía, en los distintos niveles educativos; para la educación básica 
regular, desde la escuela hasta las unidades descentralizadas como la 
Dirección Regional Educativa, la Unidad de Gestión Educativa Local y 
el Minedu, y en educación superior, los cargos en universidades, tanto 
públicas como privadas. En todas ellas, es importante entender el rol 
que tiene cada agente y sus efectos en los resultados educativos. Hay 
que entender las motivaciones de estos agentes, así como su proceso 
de formación, tanto en habilidades cognitivas como no cognitivas. 

Si bien los factores asociados al rendimiento escolar han estado dentro 
de los temas más estudiados en el último quinquenio, aún hace falta 
generar mayor conocimiento en ciertos aspectos. Primero, es importan-
te el rol de la familia a lo largo del proceso de aprendizaje. Compren-
der mejor las sinergias escuela-familia puede ser muy útil. La literatura 
sobre comportamientos, que viene ganando espacio en la agenda glo-
bal, puede ser útil aquí. Probar ciertas intervenciones piloto con algu-
nos nudges puede resultar fructífero. En la misma línea, puede ser útil 
también una mejor comprensión de las interacciones que se dan en el 
aula y los ambientes escolares. El creciente problema de la violencia 
escolar demanda mayor generación de conocimiento sobre las mejores 
maneras de enfrentarlo y la transición de primaria a secundaria. Según 
cálculos propios este último punto, es relevante por dos motivos: i) el 
39% de estudiantes con nivel satisfactorio en matemática en primaria no 
alcanza el mismo nivel en secundaria; y ii) en segundo de secundaria, 
el 22% de los estudiantes reportan haber repetido algún grado previo. 
Por último, se debe seguir resaltando la efectividad de programas de 
intervención en edad temprana que repercuten en la trayectoria futura 
de los estudiantes. 
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Generar más evidencia sobre las diversas etapas relevantes de la carrera do-
cente también es necesario. Esto comienza con la atracción de los mejores a 
los estudios universitarios, para lo cual valdría la pena respondernos:

• ¿Quiénes deciden estudiar educación? 
• ¿Qué diferencias existen entre la preparación de docentes en universi-

dades o institutos pedagógicos? 
• ¿Qué limitaciones de oferta educativa existen? 

Luego de esto, se sigue con la selección, incentivos, motivación, acompaña-
miento y promoción para conseguir lo mejor de los profesores en las aulas. 
En esta línea, es importante entender los efectos de los programas que ya 
se han puesto en marcha –como la Beca Vocación Docente– y, en general, 
los beneficios de la Ley de la Carrera Magisterial. Adicionalmente, es nece-
sario profundizar el conocimiento sobre los impactos de distintas prácticas 
pedagógicas. 

La reforma en la educación superior es un primer paso para asegurar una 
educación de calidad en el segmento universitario del nivel terciario. La Su-
nedu tiene un rol importante en los próximos años para cumplir este objeti-
vo. En ese sentido, será muy útil generar más conocimiento sobre el sistema 
universitario, el funcionamiento de ese mercado educativo, el rol de la Su-
nedu en la búsqueda de la mejora de la calidad y las mejores herramientas 
de regulación para conseguir tales fines. Gobernanza y aseguramiento de la 
calidad en la educación superior son centrales. Esto busca asegurar la igual-
dad de oportunidades para el acceso a educación superior de diferentes 
grupos (según sexo, etnia, dominio geográfico, etc.) mediante preguntas 
como: 

• ¿Qué están estudiando los hombres y las mujeres? 
• ¿El acceso es igualitario entre hispanohablantes y aquellos con lengua 

materna distinta?
• ¿Qué otras desigualdades merecen atención en este nivel?

Asimismo, la necesidad de fortalecer las capacidades descentralizadas resul-
ta importante. El rol del Concytec también es importante en este contexto. 

• ¿Cuál es la influencia de la investigación científica en la calidad de una 
universidad? 
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• ¿Qué impacto tiene la presencia de la investigación en la universidad en 
la calidad profesional y el salario de los egresados? 

• ¿Cuál es el balance apropiado entre investigación y docencia dentro de 
un modelo universitario para el país?

En cuanto a la educación técnica, hace falta entender bajo qué estándares 
evaluarla. De esa manera, se puede garantizar una transición adecuada de 
estos profesionales al mercado laboral. Para ello, es necesario entender:

• ¿Cuál es el déficit de técnicos en el Perú? 
• ¿Qué conjunto de estándares se puede establecer para el éxito del sis-

tema?
• ¿Cómo se comporta la demanda de estos profesionales en diferentes 

sectores económicos? 

Por último, y no menos importante, es necesaria la generación de cono-
cimiento sobre la toma de decisiones, en base a evidencia y experiencias 
anteriores. En este sentido, es necesario el desarrollo de metaanálisis que 
permitan comparar el costo-efectividad de diversas intervenciones en diver-
sos ámbitos. Más allá de ello, es necesario entender los mecanismos que 
permiten la obtención de resultados. 

De cualquier forma, el balance de la investigación económica y social so-
bre la educación en el Perú permite ver que la comunidad de generación 
de conocimientos está activa. La academia viene produciendo una buena 
cantidad de estudios, varios de ellos con altos estándares metodológicos. 
El Estado, por su parte, viene consolidando esfuerzos de generación y sis-
tematización de información. Las iniciativas privadas cuentan cada vez más 
con evaluaciones de impacto que contribuyen a comprender los resultados 
y los mecanismos que llevan a ellos.

Sin embargo, para un país con una educación tan rezagada como la nuestra, 
el camino por delante aún es largo. Perú es un país de ingresos medios, 
pero, más allá de la cobertura, sus indicadores educativos se asemejan a los 
de uno de ingresos bajos. Hoy invertimos aproximadamente 1200 dólares 
por estudiante de educación básica. Esto es la mitad y hasta la tercera parte 
de lo que invierten nuestros vecinos (Chile y Colombia, por citar dos ejem-
plos). En cifras agregadas, la inversión en educación pública cada año suma 
3,8% del PBI, una de las cifras más bajas de la región. La cifra no es solo baja 
en comparación a lo que invierten nuestros pares; es baja también frente al 
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reto que tenemos por delante. Hoy la infraestructura educativa, acusando 
recibo de décadas de abandono, necesita entre 10% y 20% del PBI para ser 
reflotada. Los salarios de nuestros docentes necesitan entre 1% y 2% del PBI 
anual adicional para ser competitivos y poder atraer a los mejores a las au-
las. Todo esto es reflejo de décadas de abandono. Las continuas vicisitudes 
macroeconómicas llevaron al país a priorizar lo urgente sobre lo importante.
Por ese motivo, y habiendo alcanzado cierta estabilidad macro y contando 
con holgura fiscal, es momento de revertir la situación de abandono de la 
educación en el Perú. Al esfuerzo financiero que debe hacer el Estado se 
puede sumar el esfuerzo de los promotores privados que, por encima del 
lucro de corto plazo, prioricen su vocación de servicio educativo y formativo. 
A esto debe sumarse el esfuerzo de la comunidad académica, y generar 
más conocimiento que guíe la toma de decisiones, para que la inversión en 
educación sea eficiente y se pueda cumplir el objetivo de llevar el mayor 
bienestar posible a la población en el largo plazo.
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La investigación en salud es fundamental para el debate sobre políti-
cas públicas. Permite que los gestores tomen decisiones basadas en 
evidencia, y que se utilicen los resultados de las investigaciones para 

diseñar intervenciones o políticas públicas que sean exitosas y sostenibles 
en el tiempo. Es decir, contribuyen a valorar y rectificar las políticas públicas 
para lograr mejores condiciones sanitarias a nivel nacional. 

El Ministerio de Salud (Minsa), por intermedio del Instituto Nacional de Salud 
(INS), elaboró las prioridades de investigación en salud para el quinquenio 
2010-2014. Dicho documento fue fruto de un esfuerzo que buscó alinear los 
temas a nivel regional con las prioridades sanitarias nacionales (Cabezas et 
al. 2011; Caballero et al. 2010). Posteriormente, el INS publicó el documento 
que describe el proceso y la metodología que llevaría a cabo con actores y 
decisores en políticas públicas para identificar las prioridades regionales de 
investigación para el periodo 2015-2021 (Instituto Nacional de Salud 2015).

Es importante también el papel del Consejo Nacional de Ciencia y Tecnolo-
gía (Concytec), institución que otorga financiamiento para becas de estudios 
y fondos para realizar investigaciones alineadas con las prioridades del país; 
entre ellas, la salud. Gracias a sus aportes y a los de otras instancias extran-
jeras, instituciones académicas –como universidades públicas y privadas– se 
han beneficiado de las becas y los fondos que se brindan. El objetivo del 
presente estudio es efectuar un balance de las investigaciones del último 
quinquenio y proponer la agenda de investigación para los próximos cinco 
años, alineada con las principales prioridades del país. 

El documento tiene tres secciones. La primera contiene una revisión de las 
investigaciones en salud del 2011 al 2016, divididas en cinco ejes temáticos 
que para –facilitar la comparación– son los mismos que los empleados en el 
balance del CIES 2007-2011: enfermedades prioritarias, oferta de servicios, 
rectoría y regulación, financiamiento y aseguramiento. En la segunda sección, 
se propone la agenda de investigación 2017-2021, donde se presentan las 
prioridades nacionales de investigación en salud. En la tercera, se exponen 
las conclusiones. En los anexos, se presentan las percepciones recogidas 
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2 La fórmula de búsqueda utilizada fue (Perú) AND [(enfermedades prioritarias) OR (VIH) OR (neumonía) OR (influenza) 
OR (desnutrición) OR (enfermedades diarreicas) OR (enfermedades no transmisibles) OR (salud materno neonatal) OR 
(cáncer) OR (salud mental) OR (tuberculosis) OR (VIH sida) OR (accidentes de tráfico) OR (enfermedades transmisibles) 
OR (nivel socioeconómico) OR (género) OR (etnicidad) OR (educación) OR (vivienda) OR (laboral) OR (agua) OR 
(saneamiento) OR (acceso a servicios de salud) OR (política de salud) OR (equidad) OR (atención primaria de salud) 
OR (corrupción) OR (medicamentos y drogas) OR (tecnología) OR (obesidad) OR (hipertensión) OR (diabetes mellitus) 
OR (enfermedades oncológicas)] para la sección de enfermedades prioritarias. Para oferta de servicios se usó (Perú) 
AND [(cobertura) OR (calidad) OR (impacto) OR (efectos) OR (satisfacción) OR (acceso) OR (medicamentos) OR 
(infraestructura) OR (recursos humanos)]. Las investigaciones de la sección de rectoría y regulación se utilizaron [(salud) 
AND (Perú)] AND [(rectoría) OR (regulación) OR (descentralización) OR (reforma) OR (políticas públicas) OR (normativa)]. 
En la siguiente sección se utilizó (Perú) AND [(financiamiento) OR (costos) OR (riesgos operacionales) OR (gasto de 
bolsillo) OR (costo efectividad) OR (impacto presupuestario) OR (presupuesto) OR (tecnología)]. La última sección utilizó 
la siguiente fórmula de búsqueda: (Perú) AND [(aseguramiento) OR (AUS) OR (seguros) OR (riesgos)]. Los tipos de 
investigación tomados en cuenta fueron ensayos clínicos, revisiones, reportes, tesis de grado, tesis de maestría, tesis de 
doctorado, libros y publicaciones científicas. También se utilizó esta fórmula con términos en inglés.

por los expertos en el tema, así como el impacto de las investigaciones en 
las políticas públicas.

 1.  BALANCE DE LA INVESTIGACIÓN 2011-2016

Las investigaciones que se presentan a continuación fueron encontradas 
como resultado de una búsqueda bibliográfica. Se hallaron 955 estudios y 
artículos en la base de datos Alicia, del Concytec. La mayor parte (60%) se 
llevó a cabo entre los años 2014 y 2016, mientras que el porcentaje restan-
te fue realizado entre el 2011 y el 2013. Dicha base de datos utiliza, como 
fuentes de información, artículos, reportes y libros, así como tesis de grado, 
maestrías y doctorados. Cabe señalar que las instituciones integrantes de 
dicha base de datos incluyen a las principales universidades en materia de 
salud a nivel nacional.

Además, se revisó la base de datos PubMed, donde se encontraron 1038 in-
vestigaciones sobre salud en el Perú para el periodo establecido. Esta com-
prende más de 26 millones de citas sobre literatura biomédica de Medline, 
revistas académicas de ciencia y libros digitales. 

En ambas bases de datos se realizó una búsqueda específica sobre los cin-
co temas o ejes abordados: enfermedades prioritarias, oferta de servicios, 
rectoría y regulación, financiamiento y aseguramiento. Para hacerlos com-
parables, se utilizó el enfoque del balance del CIES 2007-2011. Asimismo, 
se revisaron las investigaciones realizadas por el Estado y las organizaciones 
no gubernamentales. A continuación, se presentan las principales investiga-
ciones encontradas.2 
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1.1  Enfermedades prioritarias

Las enfermedades prioritarias son unos de los principales focos de atención 
en materia de investigación de salud pública. Aquellas a revisar se definie-
ron a partir de los programas del presupuesto por resultados, los objetivos 
estratégicos del sector y los objetivos del milenio; entre estas, se encuentran 
la neumonía, la influenza, la tuberculosis, el VIH y la desnutrición. Las inves-
tigaciones aportan a la comprensión de factores condicionantes, determi-
nantes, respuesta del sistema y servicios de salud, entre otros temas. Los 
estudios que se reseñan a continuación comprenden varios puntos relativos 
a la situación de salud en el país, la carga de enfermedad y la situación epi-
demiológica. 

 a.  Determinantes de la salud

Para evaluar la situación de salud del Perú, la Dirección General de Epide-
miología del Minsa (Valdez et al. 2013) analizó los determinantes demográ-
ficos, ambientales y otros relacionados con la oferta del sistema de salud. El 
estudio concluyó que el cambio de la composición poblacional, la carencia 
de servicios adecuados de agua y saneamiento y la contaminación ambien-
tal tienen un impacto negativo en los indicadores de mortalidad, morbilidad 
y esperanza de vida. Dichos causantes urgen al sistema de salud a ofrecer 
un mejor servicio sanitario, además de determinar los problemas sanitarios 
que necesitan priorizarse (Valdez et al. 2013). 

 b.  Carga de enfermedad

Las investigaciones sobre carga de enfermedad son una parte esencial de 
los estudios de salud. El estudio de Wu et al. (2015) analizó los factores de 
riesgo y la carga de enfermedad del virus sincicial respiratorio y el metaneu-
movirus humano, entre los niños que viven en zonas rurales remotas. Utilizó 
un estudio prospectivo con cohortes de niños menores de tres años que 
habitan en comunidades rurales remotas en San Marcos, Cajamarca. La evi-
dencia presentada muestra que las enfermedades respiratorias agudas en la 
niñez, como las mencionadas anteriormente, tienen una mayor morbilidad 
que el resto de enfermedades respiratorias agudas causadas por otros virus. 
Algunos de los factores de riesgo encontrados son la edad, la presencia de 
un fumador en el hogar, el vivir en lugares de mayor altitud y si el jefe del 
hogar se encuentra empleado o no. 
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El estudio de Valdez y Miranda (2014) busca estimar la carga de enfermedad 
en el Perú durante el año 2012. Utiliza el indicador de años de vida saludable 
perdidos (Avisa), que se calcula agregando los años perdidos por muerte 
prematura (AVP) y los vividos con discapacidad (AVD). Se estimó la carga de 
enfermedad en el Perú para el 2012 en 5.800.949 años saludables perdidos, 
y se tuvo como principal grupo de enfermedad a las no transmisibles: 60,5%. 
Las categorías de enfermedades con mayor carga fueron las neuropsiquia-
trías, seguidas de las lesiones no intencionales, las condiciones perinatales y 
las enfermedades cardiovasculares. 

 c.  Tuberculosis

La Dirección General de Epidemiología del Minsa presenta un documento, 
elaborado por Soto y Chávez (2016), sobre la situación epidemiológica de la 
tuberculosis en el país. Los estudios nacionales que estiman el riesgo anual 
de infección por tuberculosis –realizados en los últimos 30 años– muestran 
cambios en los patrones de transmisión: en los 90 se fortaleció el programa 
de control de dicha enfermedad hasta el 2003; en el 2014 se reportaron 27.000 
casos nuevos, con una incidencia de 88,8 casos nuevos por cada 100.000 habi-
tantes. Esto demuestra una tendencia casi estacionaria, con una caída prome-
dio anual de 2%. Con los datos recogidos gracias a la vigilancia epidemioló-
gica, se pudieron identificar ciertos factores de riesgo. Los principales fueron 
el contacto con pacientes con tuberculosis, los antecedentes de tratamiento, 
el consumo de alcohol y/o drogas y el tener un récord delincuencial o haber 
estado encarcelado. También se resalta que la resistencia a los fármacos anti-
tuberculosos es un problema emergente pero no nuevo, pues desde los años 
90 se observaba ya un incremento del fracaso al tratamiento. La tuberculosis 
representa 1,4% de la carga de enfermedad en el país. 

En esta misma línea de investigación, Villegas et al. (2016) estudian la preva-
lencia de monorresistencia a los medicamentos más utilizados para el trata-
miento de la tuberculosis y los factores de riesgo asociados. Empleando una 
metodología observacional –sobre una muestra de adultos con el primer 
episodio de tuberculosis– en 34 instituciones prestadoras de salud en Lima, 
se determina que 8,2% eran casos con monorresistencia a la isoniazida. De 
estos, 53% habían desarrollado alta resistencia, mientras que el resto tenía 
baja resistencia. Asimismo, se encontraron 2,3% de casos con monorresis-
tencia a la rifampicina y 6,6% de casos con tuberculosis multidrogo resis-
tente Sin embargo, no se encontraron diferencias entre los dos tipos de 
resistencia en los resultados del tratamiento. Se debe recalcar que ambos 
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mostraron mayor riesgo de muerte. Además, se confirmó una relación débil 
entre la mayor resistencia al tratamiento de tuberculosis y la coinfección de 
VIH. Dado que el manejo de este virus está centralizado y los pacientes deben 
asistir regularmente a las instituciones especializadas, tienen mayor riesgo de 
contagio de una cepa de tuberculosis con alta resistencia. 

El estudio de Culqui et al. (2012) se enfocó en la adherencia al tratamiento 
de la tuberculosis (TBC), para lo cual se planteó como objetivo identificar los 
factores asociados con la falta de cumplimiento del tratamiento convencional 
para la tuberculosis en el Perú. Los resultados mostraron que los principales 
factores asociados fueron el sexo masculino, malestar durante el tratamiento y 
antecedentes de consumo de drogas ilegales. Los factores que se asocian con 
adherencia al tratamiento son el poder acceder a los servicios de salud dentro 
de las horas de oficina y contar con información adecuada de la enfermedad.

 d.  Papiloma humano

El estudio de Goldie et al. (2012) buscó estimar los beneficios, la costo-efectivi-
dad y los costos financieros de las vacunas contra el virus del papiloma humano 
(VPH) en el programa de detección del cáncer de cuello uterino en el Perú. Para 
ello, utilizó datos de un proyecto de vacunación contra el VPH, junto con datos 
epidemiológicos de un modelo matemático empírico. Según los autores, man-
teniendo el nivel de cribado de cáncer que posee el programa de detección de 
cáncer de cuello uterino bajo (10%), los riesgos de desarrollar cáncer se redujeron 
en 11,9%. Además, la evidencia mostró que, al añadir la vacunación a niñas pre-
adolescentes al programa de detección de cáncer de cuello uterino, se redujo 
el riesgo de padecer cáncer en 46,1%. Adicionalmente, el análisis muestra que 
incluir a las niñas a la cobertura aumenta los indicadores de costo-efectividad. Fi-
nalmente, los autores concluyen que el aumento de vacunación de niñas preado-
lescentes podría prevenir dos de cada tres muertes por cáncer cervical. A pesar 
de que los costos financieros requieren de inversión, los potenciales beneficios 
son lo suficientemente altos como para motivar mecanismos nuevos de financia-
miento para poder otorgar dicho servicio.

 e.  Obesidad y desnutrición

Dentro de las enfermedades prioritarias que aquejan a la población peruana 
está la obesidad. A continuación, se presentan los principales hallazgos en esta 
categoría. El primero es el estudio de Poterico et al. (2012), que examinó la re-
lación entre estatus socioeconómico (SES) y obesidad, usando dos indicadores: 
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educación y posesión de activos. El estudio demuestra que el SES es un im-
portante predictor de la obesidad en el país, aunque la dirección del efecto 
difiere según el SES. En general, mayores activos de posesión y menores 
niveles de educación se asocian con mayores probabilidades de obesidad, 
y estos efectos son aún más fuertes para zonas rurales.

La obesidad infantil es un problema global en cuya presencia influyen facto-
res sociodemográficos y culturales. El estudio de Hernández-Vásquez et al. 
(2016) analizó las disparidades en la prevalencia de la obesidad infantil en 
el Perú, y concluyó que esta predomina en la costa y en las zonas urbanas 
del país, mayoritariamente en las regiones de Tacna, Moquegua y El Callao. 
Asimismo, el estudio de Nam et al. (2015) tuvo como objetivo determinar la 
prevalencia de obesidad e hipertensión arterial y su relación entre los ado-
lescentes que asisten a la escuela, así como evaluar la necesidad de progra-
mas escolares que promuevan la salud en el área de estudio. Determinaron 
que dicha prevalencia en el área de estudio es relativamente alta, y que el 
sobrepeso y la obesidad están fuertemente asociados con el estado de la 
presión arterial entre los adolescentes. En consecuencia, los programas es-
colares que promueven la salud pueden reducir las cargas de la obesidad y 
la hipertensión entre los adolescentes escolarizados.

Por su parte, el estudio de Loret de Mola et al. (2014) buscó describir los 
cambios nutricionales en niños menores de cinco años y en mujeres en edad 
reproductiva, en el Perú, durante un periodo de 15 años de rápido desarro-
llo económico y mejoramiento de la política social. Los resultados mostraron 
que hay debilitamiento y retraso en el crecimiento en los niños de menos 
de cinco años, especialmente en entornos urbanos. Y si bien los niveles de 
sobrepeso se redujeron, esta reducción se detuvo en los entornos urbanos 
desde el 2005. En cuanto a las mujeres en edad reproductiva, su índice de 
masa corporal (IMC) aumentó en el periodo de estudio y la obesidad se 
duplicó en aquellas mayores de 19 años. 

El estudio de Chaparrol y Estrada (2012) buscó mapear las diferentes eta-
pas de la transición nutricional de cada departamento del Perú, y determi-
nar sus necesidades de políticas nutricionales. Los resultados evidencian 
que el país está pasando por una transición nutricional, con cada depar-
tamento enfrentando diferentes tasas de subnutrición y sobrenutrición. 
En general, los más pobres siguen enfrentando altas tasas de retraso del 
crecimiento, mientras que la mayor parte del país muestra altas tasas de 
sobrepeso y obesidad.
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El documento sobre enfermedades prioritarias, titulado Línea de base de 
desnutrición y condiciones de vida de los niños menores de cinco años 
para los distritos de Talavera, San Jerónimo y Andahuaylas, provincia An-
dahuaylas, región Apurímac, realizado por Baltazar, Escate y Yepes en el 
2014, buscó evidenciar la situación del estado nutricional y las condiciones 
de vida de la población infantil menor de cinco años. Se realizó un estudio 
cuanticualitativo, en donde el componente cuantitativo se forma a partir 
de un cuestionario para hogares y niños menores de cinco años, mien-
tras que el cualitativo comprende la construcción del mapa de actores y 
la recolección de las percepciones. La evidencia mostró que el 99% de 
las madres tuvo un embarazo controlado y el 78% de estos controles fue 
adecuado. Además, 98% de los niños nacieron en un establecimiento de 
salud. Con respecto al estado nutricional de los niños, reveló que la pre-
valencia de desnutrición crónica es de 34%, mientras que la desnutrición 
aguda tiene una prevalencia de 2%, valores que difieren de lo reportado 
en la Endes 2012 para Apurímac. Además, se encontró que el 55% de los 
niños presenta anemia. Por último, la evidencia en cuanto a la situación de 
servicios de salud muestra que no se cuenta con personal con competen-
cias para la atención infantil. 

 f.  VIH-SIDA

Respecto al VIH-SIDA, el estudio de Salinas et al. (2013) presentó el impacto 
de múltiples mediciones de la adherencia al tratamiento antirretroviral (ARV) 
en la efectividad del ARV en el Perú. Los autores concluyen que parámetros 
relacionados a la adherencia al tratamiento, como los días con medicamen-
tos ARV dispensados/días de persistencia en el régimen de primera línea, se 
relacionan con la efectividad del tratamiento ARV (Salinas et al. 2013).

El estudio de Silva-Santisteban et al. (2013) evaluó si la provisión de aten-
ción médica a las personas que viven con VIH era equitativa, así como los 
factores asociados a un menor acceso a los servicios de salud. Para ello, se 
encuestó a 863 personas de cuatro ciudades del Perú. La mayoría (96%) re-
portó tener acceso a algún tipo de servicio de salud relacionado con el VIH, 
y el 85% de estos recibían el servicio en una instalación pública. Alrededor 
del 85% recibía información de acceso a la atención de tratamiento ARV. 
El 17% de los que no recibían tratamiento ya tenían fecha para iniciarlo. 
Además, entre los que reciben antirretrovirales, el 36% informó de gastos 
de bolsillo en el último mes. A largo plazo, se espera que el acceso al cui-
dado del VIH, así como sus determinantes sociales, tengan un impacto en 
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las tasas de morbilidad y mortalidad entre los afectados por la epidemia del 
VIH-SIDA (Silva-Santiesteban et al. 2013).

1.2  Oferta de servicios

Las investigaciones incluidas en este grupo se enfocan en la discusión so-
bre calidad y cobertura de los servicios de salud. La cobertura universal de 
salud, entendida como asegurar el acceso a los servicios de salud, es una 
tendencia a nivel mundial, por lo que existe un aumento notable de inves-
tigaciones, experiencia y evidencia al respecto (Seinfeld y Montañez 2012). 
Además, forma parte de las políticas públicas del Acuerdo Nacional y de los 
objetivos del Plan Bicentenario 2021. 

Las siguientes investigaciones comprenden aspectos tales como el impacto 
de estrategias y/o programas, factores relacionados al control y la preven-
ción de enfermedades y factores relacionados a la calidad de los servicios. 

 a.  Impacto de intervenciones y programas

El estudio de la Universidad de San Martín de Porres (USMP) titulado Impac-
to de la vacuna hepatitis B sobre los indicadores de morbimortalidad en el 
Perú 2000-2014 fue de tipo cuantitativo y observacional. Utilizó las bases de 
los registros de datos con las variables de estudio, que fueron otorgadas a 
la Dirección General de Epidemiologia y a la Oficina General de Estadística 
e Informática del Minsa. La evidencia muestra que la cobertura de vacuna-
ción, a nivel nacional, en la mayoría de los años del periodo se mantuvo por 
encima del 90%, sin llegar a 95%. Los resultados sugieren que la estrategia 
de universalización de la vacuna está logrando un avance en el control de la 
hepatitis B en el Perú (Ubillús 2015). 

De otro lado, el Estudio de impacto de la estrategia de Atención Integral de 
Salud a Poblaciones Excluidas y Dispersas (Aisped) en la región Ayacucho 
(Bautista Prado 2011) tuvo un enfoque cuasi experimental. Tras recolectar 
datos objetivos de los hogares que participaban en la estrategia (grupo de 
tratamiento) y los que no participaban (grupo de control), se comprobó que 
no se ha logrado ampliar el acceso a los servicios de salud ni mejorar el 
estado de salud. La principal limitación es la insuficiente implementación 
de oferta de servicios de salud, tanto para salud sexual y reproductiva como 
para la atención integral de salud del niño. Se encontró que los servicios de 
salud eran precarios, desorganizados, ineficaces e inequitativos, lo cual inci-
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de en los altos índices de morbilidad y mortalidad, entre otros indicadores. 
Concluye que la implementación de la estrategia Aisped en Ayacucho no 
responde a las necesidades de la población, de forma que se puede refor-
mular o eliminar dicha intervención (Bautista Prado 2011). 

Por su parte, el estudio Efectos del programa de transferencias condiciona-
das Juntos en el peso al nacer de los niños (Díaz y Saldarriaga 2014) evaluó 
los efectos de este programa a partir del peso al nacer y la prevalencia del 
bajo peso al nacer, así como si Juntos ha incentivado a mejorar los cuidados 
prenatales de madres gestantes. Para ello, se utilizó una metodología de 
dobles diferencias, efectos fijos para la madre y variables instrumentales. 
Los autores no pudieron concluir que el programa contribuye a incremen-
tar el peso al nacer o a reducir la prevalencia del bajo peso al nacer. Sin 
embargo, sí hubo evidencia de impactos positivos en los indicadores de 
cuidados de salud prenatal. Dado que Juntos activa la demanda por salud, 
este programa debe ser acompañado de la provisión de servicios de salud 
de calidad, a través del sistema público (Díaz y Saldarriaga 2014). 

Otro estudio sobre el impacto del programa Juntos, a cargo de Jaramillo y 
Sánchez (2012), midió el impacto nutricional de los participantes. Para ello, 
utilizó técnicas no experimentales. La primera es el emparejamiento y doble 
diferencia con dicho emparejamiento, mientras que la segunda usa estima-
ciones con efectos fijos aplicados a submuestras de unidades elegibles. La 
evidencia muestra que el programa ha reducido la incidencia de desnutri-
ción crónica extrema en 7,9 puntos porcentuales (p. p.) en los hogares de 
Juntos, mientras que el grupo control tuvo un ligero aumento de desnutri-
ción crónica (0.6 p. p.) No obstante, el estudio evidencia que hay efectos 
heterogéneos que sugieren que hogares con menor dotación de activos se 
estarían beneficiando menos (Jaramillo y Sánchez 2012). 

 b.  Acceso a servicios

La atención primaria es clave para lograr mayor eficiencia en el sistema 
de salud. Niveles altos de hospitalizaciones, en cambio, pueden reflejar 
problemas en el modelo de atención, en los recursos disponibles y en 
el sistema de referencias. En esta línea, Arrieta (2012) llevó a cabo un 
estudio para valorar hospitalizaciones evitables por condiciones sensibles 
a atención primaria (CSAP). Las altas tasas de hospitalización por CSAP 
son indicativas de fallas en el modelo de atención primaria en el sistema 
de salud y son elementos que permiten valorar el desempeño y acceso al 
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3 Por estudio ecológico se entiende aquel en donde las unidades de análisis no son individuos sino poblaciones enteras. 

sistema de atención primaria. El estudio evaluó las hospitalizaciones por 
CSAP tomando en cuenta enfermedades crónicas: diabetes, deficiencia 
nutricional, anemia por deficiencia de hierro, hipertensión, insuficiencia 
cardiaca congestiva, angina de pecho, enfermedades pulmonares 
obstructivas crónicas y asma. Las hospitalizaciones fueron tomadas de 
EsSalud y del sistema privado de entidades prestadoras de salud (EPS). 
Identificó que las hospitalizaciones evitables son más elevadas y más 
resistentes a la disminución en el sector privado que en EsSalud. El autor 
opina que la razón de este fenómeno son los incentivos en contra de 
la atención primaria en el sector privado. Finalmente, concluyó que es 
posible implementar indicadores de desempeño del sistema de atención 
primario basados en hospitalizaciones CSAP.

Por su parte, Curioso, Pardo y Valeriano (2013) elaboraron un estudio que 
describe el uso de los servicios de salud y los factores asociados a este en 
los establecimientos del Minsa. La metodología incluyó un diseño de estu-
dio ecológico3 con información de los atendidos en los centros de salud a 
nivel nacional del 2009 al 2011. Los resultados muestran un mayor uso por 
pobladores del sexo femenino, en el grupo de edades de 0 a 29 años, y por 
los residentes de la zona sur del país. Sin embargo, se encontró que el uso 
de los servicios de salud no está asociado al incremento en el número de 
centros de salud ni al acceso a los seguros de salud. No obstante, los hallaz-
gos muestran que los factores individuales o del sistema de salud deben ser 
evaluados en estudios posteriores.

El estudio de Reyes (2014) buscó determinar los factores asociados a la au-
sencia de realización del tamizaje para VIH en mujeres gestantes atendidas 
en establecimientos del Minsa. Para ello, el autor efectuó un estudio obser-
vacional analítico centrado en las gestantes atendidas en establecimientos 
del Minsa a nivel nacional. Concluyó que los principales factores asociados a 
no realizar el tamizaje para VIH son la falta de acceso a atención prenatal, el 
no brindar información a la gestante y la falta de disponibilidad de la prueba 
rápida. Cabe resaltar que este hecho no se asocia a edad, procedencia, nivel 
educativo, estado civil o afiliación al Seguro Integral de Salud (SIS).

Brierley et al. (2014) evalúan el acceso a la atención médica, las percepcio-
nes de salud y las creencias de la población indígena a lo largo de los ríos 
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Ampiyacu y Yaguasyacu, en el noreste del Perú. Los hallazgos indican que el 
acceso a la atención médica y la educación para la salud siguen siendo de-
ficientes en la remota Amazonía peruana. Esto, combinado con la pobreza y 
sus secuelas, hacen a esta población vulnerable a las enfermedades.

 c.  Acceso a medicamentos

El estudio de Mezones et al. (2014) tuvo por objetivo estimar la prevalencia 
de acceso ineficaz a medicamentos en las farmacias de los centros de salud, 
así como sus factores asociados, en pacientes que reciben recetas médicas 
en los servicios de consulta externa en el Perú. Para ello, se analizaron los 
datos secundarios de la Encuesta Nacional de Satisfacción de Usuarios de 
Servicios de Salud (Ensusalud 2014).

El estudio poblacional, llevado a cabo en centros de salud de los gobiernos 
regionales, de Essalud, de las Fuerzas Armadas y Policía y del sector priva-
do, encontró que 30% de los participantes presentaban acceso ineficaz a 
medicamentos.

En lo que respecta al acceso a medicamentos, se tiene el estudio de Otero 
et al. (2015) que busca determinar el tiempo transcurrido entre el diagnóstico 
y el inicio de tratamiento de la tuberculosis multidrogorresistente en Lima. 
Los resultados muestran que el tiempo promedio es mayor a 30 días para el 
35% de los pacientes. El 27% de los pacientes espera más de 30 días entre 
su última dosis de un régimen susceptible a fármacos y el nuevo régimen. La 
conclusión más resaltante es que el tratamiento y el cambio de tratamiento de 
tuberculosis multirresistente siguen retrasados en la capital del país. 

 d.  Calidad y satisfacción

En cuanto a la calidad de los servicios de salud, se revisó el documento Es-
tudio comparativo del grado de satisfacción entre los usuarios y no usuarios 
del Seguro Integral de Salud hospitalizados en el servicio de obstetricia del 
Hospital Nacional Docente Madre Niño San Bartolomé (Ramírez 2016), que 
analizó y comparó la percepción de la calidad de atención de los dos tipos 
de usuarios. La evidencia no muestra asociación entre el grado de satisfac-
ción de las usuarias hospitalizadas del SIS y las usuarias hospitalizadas que 
no están afiliadas al SIS. Tampoco se encontraron diferencias significativas 
en todas las variables sociodemográficas y el índice de satisfacción general 
(Ramírez 2016). 
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Otro estudio sobre los factores asociados a la calidad, publicado por Herre-
ra (2015), identificó el grado de satisfacción frente a la calidad de atención 
que percibió el usuario en el Servicio de Emergencia del Hospital Sergio 
E. Bernales, durante el año 2015, y determinó los principales factores aso-
ciados al mismo. Los resultados arrojan grados muy bajos de satisfacción 
con la calidad de atención. Solo el 9,9% de la población encuestada quedó 
satisfecha con el servicio. Dentro de los factores asociados a la calidad, se 
encuentran la condición del encuestado, su sexo, edad, grado de instruc-
ción y tipo de seguro, y el tipo de paciente.

El estudio de Cabello y Chirinos (2012) busca validar y evaluar la aplicabi-
lidad de encuestas, para medir la satisfacción de los usuarios en consulta 
externa y emergencia de un hospital. Fue un estudio descriptivo transversal 
que utilizó la encuesta SERVQUAL. Los hallazgos muestran que el 88,9% 
de la varianza de las variables de consulta externa y el 92,5% de emergen-
cia podían explicar los cinco elementos de la calidad. La satisfacción de los 
usuarios en consulta externa fue de 46,8%, y en emergencia fue de 52,9%. En 
cuanto a las variables que mostraron mayor insatisfacción entre los usuarios, 
estas fueron: difícil acceso a citas, demora para la atención en farmacia, caja, 
módulo SIS y trato inadecuado.

 e.  Equidad

El estudio de Petrera et al. (2013) evaluó si las tendencias económicas posi-
tivas y las políticas de salud para la población pobre han resultado en mayor 
equidad en la salud. Los resultados muestran un bajo nivel de desigualdad en 
las medidas del estado de salud, siendo ligeramente favorable a los pobres 
en problemas de salud autoinformados y especialmente en enfermedades 
crónicas. La desigualdad en el uso de servicios curativos disminuyó significa-
tivamente entre los años 2004 y 2008, mientras que la inequidad en el uso de 
servicios preventivos aumentó ligeramente. El mejoramiento de la equidad en 
el uso de los servicios de salud curativos puede explicarse por varios factores 
positivos, que ocurrieron simultáneamente durante el análisis: aumento del 
ingreso promedio de los hogares, reducción de la desigualdad económica, el 
programa de transferencias condicionadas Juntos y la expansión gradual del 
seguro público de salud, Seguro Integral de Salud (SIS) (Petrera et al. 2013).

El estudio de Williamson, Ramírez y Wingfield (2015) buscó comprender las 
desigualdades en salud en Loreto y plantear medidas de asistencia sanitaria 
local. A diferencia del estudio antes mencionado, estos autores encontraron 
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desigualdad en este contexto debido a las largas distancias que se deben 
realizar para poder acceder a los establecimientos de salud y a los prolonga-
dos tiempos de espera, factores que limitan el acceso a la asistencia sanita-
ria. El estudio también encontró la existencia de una brecha negativa entre 
la educación sanitaria y el deseo de conocimiento de la población, lo cual 
genera un incremento en la desigualdad, ya que los pacientes no compren-
den los diagnósticos que reciben. 

 f.  Recursos humanos

La investigación de Huicho et al. (2015) exploró las percepciones de los es-
tudiantes de las profesiones de salud sobre la elección de carrera, expec-
tativas de trabajo, motivaciones e incentivos potenciales para trabajar en 
un área rural. Los resultados muestran que los factores que influyeron en la 
elección de carrera son la solidaridad, las mejores expectativas de ingresos, 
el reconocimiento profesional y personal, la experiencia de vida temprana 
y los modelos familiares. Los estudiantes también expresaron altruismo, vo-
luntad de elegir un trabajo rural después de la graduación y potencial res-
puesta a los incentivos para practicar en las áreas rurales. Los de enfermería 
y obstetricia mostraron una mayor disposición a trabajar en zonas rurales 
que los médicos, lo que fue más evidente en los estudiantes de origen rural. 
Los autores concluyen que el estudio resulta útil para mejorar la focalización 
y la selección de estudiantes de pregrado, estimular su inclinación a escoger 
un trabajo rural al graduarse y reorientar los programas escolares hacia la 
producción de profesionales de la salud socialmente comprometidos. Los 
formuladores de políticas también deberían considerar el uso de estos re-
sultados al planificar e implementar intervenciones para mejorar el desplie-
gue de profesionales de la salud en el ámbito rural.

Otro estudio sobre recursos humanos, Miranda et al. (2012), investigó las 
preferencias declaradas por los médicos para empleos en zonas rurales. Los 
principales incentivos para elegir un área rural fueron los aumentos salaria-
les y los puntos de bonificación por especialización, mientras que el mayor 
desincentivo fue el aumento en el número de años necesarios para obtener 
un empleo permanente. Se concluye que los médicos son cinco veces más 
propensos a favorecer un trabajo en áreas urbanas que en entornos rurales. 
Esta fuerte preferencia debe ser superada por las futuras políticas dirigidas 
a mejorar la situación de escasez de médicos rurales. Algunos incentivos, 
solos o combinados, parecen factibles y sostenibles, mientras que otros 
pueden suponer una carga fiscal elevada.
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El estudio de Huicho et al. (2012) tuvo el propósito de identificar incentivos 
de atracción y retención en zonas rurales y distantes de Ayacucho. La meto-
dología incluyó entrevistas a profundidad con 80 profesionales de la salud 
de las zonas más pobres y 11 funcionarios. Se encontró que los principales 
incentivos, en orden de importancia, son las mejoras salariales, las oportuni-
dades de formación y capacitación, la estabilidad laboral y el nombramien-
to, las mejoras en infraestructura y equipos y el incremento del personal. 
Además, se mencionaron mejoras de vivienda y alimentación, mayor cerca-
nía con su familia y reconocimiento por el sistema de salud. En consecuen-
cia, es necesario que las iniciativas del Estado incluyan procesos rigurosos 
de monitoreo y evaluación para asegurar que tendrán el impacto deseado.

1.3  Rectoría y regulación

La reforma del Estado y la descentralización son prioridad en la agenda polí-
tica del país. En este contexto, las instituciones rectoras del sector salud jue-
gan un rol primordial para garantizar el ejercicio de su autoridad sanitaria. 
En consecuencia, urge fortalecer la capacidad de conducción, regulación 
y desarrollo de funciones esenciales de salud pública por parte de la auto-
ridad en salud. Las investigaciones incluidas en este grupo se enfocan en 
la discusión sobre descentralización, interculturalidad y el papel rector del 
Minsa en las políticas de recursos humanos en salud. 

El estudio de Mezones et al. (2016) buscó exponer el desarrollo de las jun-
tas de usuarios de los servicios de salud (JUS) y del Programa de Acciones 
Integradas para la Promoción de los Derechos en Salud (Paipdes-Susalud). 
Las primeras son espacios de encuentro entre Susalud, usuarios, instituciones 
administradoras de fondos de aseguramiento en salud (Iafas) e instituciones 
prestadoras de servicios de salud (Ipress) que buscan mejorar los servicios de 
salud. Al permitir la incorporación de las opiniones del ciudadano, fomentan 
su participación. De otro lado, el Paipdes-Susalud fortalece las competencias 
para la promoción del ejercicio de los derechos en salud (DES) en los ciuda-
danos, usuarios y operadores del sistema de salud público. Se trata de ac-
ciones dirigidas a construir habilidades cognitivas para la coordinación entre 
entidades públicas, instituciones privadas y de la ciudadanía. El estudio reveló 
que la implementación de las dos intervenciones resultó en indicadores po-
sitivos, tanto a nivel de proceso como de resultado. Estos hallazgos reflejan 
un aumento de casi tres veces del número de quejas y reclamos por parte 
de los usuarios de los servicios de salud, lo cual podría ser el reflejo de una 
mejora de los niveles de empoderamiento de los ciudadanos cuando sienten 
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que se vulneran sus DES. Por lo tanto, se encuentra que, tanto las JUS como 
el Paipdes-Susalud, son programas que defienden el accionar agregado de 
múltiples sectores estatales, estamentos privados y de la sociedad civil. Su 
implementación promueve el desarrollo de alianzas entre los sectores, niveles 
de gobierno, financiadores, prestadores y usuarios. 

El estudio Avances, desafíos y oportunidades hacia la construcción de una 
política de salud intercultural en el Perú (Aliaga 2014) buscó determinar los 
retos a superar en el corto y largo plazo, así como las oportunidades que 
permitan acelerar el proceso de esta política social hacia la consecución de 
sus resultados programados. Para ello, utilizó una metodología cualitativa 
que consistió en un proceso descriptivo e inductivo. Además, se realizaron 
entrevistas en profundidad, y con la muestra se efectuó un análisis docu-
mental. Finalmente, se analizaron los datos obtenidos, utilizando el método 
inductivo de cada entrevista realizada. La muestra del estudio fue no pro-
babilística, formada por 31 personas entre hombres y mujeres de diversas 
profesiones –que participan o han participado en la construcción de la PSI 
en el Perú– y consultores y representantes de la sociedad civil. El autor afir-
ma que la práctica intercultural en salud, o lo que se entiende por ella, va del 
Estado (Minsa) hacia los pueblos indígenas que, por un limitado ejercicio y 
organización ciudadanos, no llegan a retroalimentar el proceso de la política 
social. Sin embargo, sí se aprecia una disposición del Estado para dialogar 
con las comunidades indígenas, aunque existen diferencias en la capacidad 
de negociación. A pesar de este esfuerzo, todavía se necesita evaluar el 
posible impacto de la implementación de una estrategia intercultural, como 
la adecuación cultural del parto o las casas de espera maternas, a fin de su-
perar un indicador de salud negativo como es la mortalidad materna y neo-
natal. Asimismo, se sugiere investigar los tipos de articulación que existen, 
entre la medicina oficial y la medicina tradicional, en los distintos niveles de 
atención: desde el central al local, desde lo urbano a lo rural, en comunida-
des indígenas y no indígenas. 

De otro lado, el documento Descentralizar salud y educación. Responsabi-
lidades, capacidades y articulación de gobiernos regionales y locales res-
pecto a salud y educación en dos regiones amazónicas del Perú: San Martín 
y Loreto, de Legonía (2015), se encargó de identificar cómo los gobiernos 
regionales y los gobiernos locales vienen asumiendo nuevas funciones en 
los sectores salud y educación desde las gerencias de desarrollo social. En 
otras palabras, se buscó conocer comparativamente cómo se cumplen las 
responsabilidades y funciones que ahora se han transferido a los gobiernos 
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subnacionales. Para ello, se usó una metodología cualitativa: 30 entrevistas 
semiestructuradas a funcionarios de diferentes niveles de gobierno (nacio-
nal, regional y local). Los hallazgos muestran que en el nivel central no hay 
esfuerzos para articular y fortalecer la relación entre los gobiernos regiona-
les y los locales. Las capacitaciones y asistencia técnica en nuevas funciones 
de los gobiernos locales deben corresponder a los regionales, no al nivel 
central. Asimismo, en el nivel regional, se presenta un mecanismo para es-
tablecer acuerdos mediante la sensibilización de candidatos a los gobiernos 
regionales y locales, para que continúen con las políticas de desarrollo re-
gional a través de programas. Se hizo manifiesta una significativa brecha de 
recursos humanos profesionales capacitados, principalmente para distritos 
rurales o zonas alejadas. En el Gobierno Regional de Loreto se observa un 
limitado interés en salud, pues su prioridad son los temas ambientales. No 
hay especialistas en salud, por lo que no se tiene la capacidad de generar 
políticas. En San Martín, en cambio, los entrevistados manifiestan preocu-
pación por los avances de salud y se cuenta con especialistas para imple-
mentar políticas en salud y trabajar de manera articulada con los gobiernos 
locales. La principal limitación a nivel local es la falta de presupuesto y de 
recursos para contratar personal profesional que no migre luego de haber 
recibido capacitaciones. Mientras que en San Martín el personal está ca-
pacitado para generar planes distritales, en Loreto existe un vacío en este 
sentido.

El estudio de Salazar et al. (2013), titulado El Instituto Nacional de Enfer-
medades Neoplásicas en el control del cáncer en el Perú, destaca la des-
centralización de los servicios de atención oncológica especializada con 
la creación de Institutos Regionales de Enfermedades Neoplásicas (IREN). 
Además, señala la integración de los ejes estratégicos básicos para una 
atención integral en la población de menores recursos gracias al Plan Espe-
ranza. Los autores comprobaron así la importancia del INEN en el manejo 
del cáncer como problema de salud pública en el Perú.

1.4  Financiamiento

Lograr el aseguramiento universal en salud implica necesariamente un ade-
cuado financiamiento. Sin embargo, las entidades que lo otorgan suelen 
tener un acercamiento poco alineado con las prioridades sanitarias y con 
los planes de salud nacionales. Este alineamiento permitiría lograr un finan-
ciamiento efectivo que solucione problemas sanitarios (Cabezas et al. 2011). 
Siguiendo esta línea, se presentan investigaciones que abordan, a continua-



D
ER

EC
H

O
S 

 C
IU

D
A

D
A

N
O

S

283

ción, temas vinculados a la sostenibilidad financiera, los principales desafíos 
de financiamiento del sector, la carga económica de enfermedades clave y 
los costos sanitarios. 

 a.  Rentabilidad y sostenibilidad

El documento de la Organización Internacional del Trabajo (2012) busca eva-
luar la sostenibilidad financiera de dos seguros manejados por EsSalud: el 
seguro regular y el seguro de salud agrario. Analiza los desafíos permanen-
tes para la institución, tales como el aumento de la población adulta ma-
yor y la caída de las tasas de natalidad y mortalidad. La situación financiera 
del seguro regular está en superávit, mientras que el fondo del seguro de 
salud agrario muestra un déficit ocasionado por el nivel de aportes de la 
población cubierta. Los aportes del seguro agrario son menores que el de 
los asegurados por el seguro regular. Las proyecciones indican que la co-
bertura de EsSalud aumentará considerablemente para el año 2021, por lo 
que para mantener la sostenibilidad financiera, se necesitará incrementar la 
prima media general de ambos seguros. Además, se debe tomar en cuenta 
que EsSalud se encarga de subsidiar la cobertura de los pensionistas del sis-
tema público de pensiones, con ingresos bajos o nulos, por la ausencia de 
una pensión mínima de aportación. Tampoco se puede obviar la evasión de 
pago de aportes, que afecta el financiamiento de la carga de prestaciones 
de salud. Todos estos problemas agravan la situación financiera de EsSalud, 
tanto en el corto como en el mediano plazo. 

En esta línea, resulta relevante el estudio Cuentas nacionales de salud: Perú 
1995-2012 (Ministerio de Salud 2015), que reveló que los hogares se man-
tuvieron como el principal agente de financiamiento de los servicios de sa-
lud en el país. Si bien este aumentó en términos reales, su participación 
porcentual pasó de 45,8% a 37%. Además, el porcentaje del gasto familiar 
dedicado a salud se incrementó de 5% en el 2005 a 5,8% en el 2012. Los 
quintiles de menores recursos económicos también elevaron la proporción 
de gasto destinado a salud. El estudio muestra evidencia sobre los desti-
nos de estos pagos según prestador y tipo de gasto. Asimismo, el gasto 
en salud de las familias se incrementó en el sector privado, privilegiando a 
prestadores privados. Tanto el gasto en clínicas privadas como en farmacias 
mostró una tendencia creciente hasta el 2011; sin embargo, el año siguiente 
tuvo una caída en ambos. En cuanto a los medicamentos, estos continúan 
siendo la principal causa de gasto en salud (Ministerio de Salud 2015). En 
este mismo documento, hay evidencia de que el aseguramiento en salud 
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no garantizó el acceso de los afiliados a los prestadores que forman parte 
de cada seguro. A pesar de los aumentos de la población asegurada, sobre 
todo al SIS, posiblemente hubo una restricción de oferta que causó una dis-
minución porcentual de los atendidos en establecimiento de salud públicos 
(Ministerio de Salud 2015). 

 b.  Carga económica, costos y efectividad

Diversos estudios se enfocan en la carga económica de algunas enfermeda-
des importantes en el país. El de Salmon-Mulanovich et al. (2015) analizó la 
proporción de ingreso del hogar que se destina a gastos relacionados con 
el dengue, y comparó estos gastos entre migrantes y residentes de Puerto 
Maldonado, en Madre de Dios. La evidencia mostró que cada episodio de 
dengue cuesta en promedio 105 dólares, de los cuales el 49% son costos di-
rectos, cerca del 35% son costos indirectos y el resto son costos no médicos 
como el transporte. Asimismo, se encontró que no existen diferencias sig-
nificativas entre los costos en los que incurren migrantes y residentes. Cabe 
anotar que el costo total gastado en cada episodio de dengue equivale a 
aproximadamente un cuarto del ingreso del hogar mensual. 

En esa misma línea, se publicó una investigación sobre la carga económica 
de la influenza en el Perú. Esta determinó los costos directos e indirectos 
autorreportados de la automedicación, atención ambulatoria, cuidado de 
urgencias y hospitalizaciones. Los resultados mostraron que el costo proyec-
tado nacional de la influenza varía entre 83 y 85 millones de dólares. Además, 
los costos por cada episodio representan el 14% del ingreso mensual de un 
hogar perteneciente al cuartil más bajo, mientras que solo representan el 
3% del ingreso mensual para el cuartil más alto. Se concluyó que los costos 
de tratar la influenza son particularmente importantes para las familias más 
pobres. En consecuencia, una política de prevención con vacunas podría re-
ducir drásticamente el riesgo de contagio y la carga económica de este virus 
(Tinoco et al. 2016).

El siguiente estudio (Eyzaguirre 2015) se encargó de establecer la brecha 
de costos de las atenciones de hemodiálisis de pacientes asegurados al 
SIS, bajo la aplicación del tarifario de procedimientos médico-quirúrgicos 
y estomatológicos del SIS, en el Hospital Regional de Loreto Felipe Arriola 
Iglesias. Para ello, se utilizó una metodología cuantitativo-observacional, 
no experimental. Además, se recolectó información mediante la revisión 
de las historias clínicas, procedimientos de los requerimientos solicitados 
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y las planillas de pago de los profesionales y técnicos. El estudio estable-
ció una brecha de costos de las atenciones de hemodiálisis, donde los 
costos promedio por sesión llegan a S/543, mientras que la cobertura del 
SIS asigna solo S/304. Esta brecha de costos mensuales de hemodiálisis y 
la cobertura otorgada corresponde a un 45,7%, pues el SIS solo cubre el 
costo si no se asignan remuneraciones de los profesionales de salud. Este 
ejemplo de un hospital en Loreto muestra claramente que el SIS necesita 
realizar el ajuste de costos de los procedimientos –a nivel nacional– utili-
zando el índice de dispersión poblacional distrital, para disminuir la brecha 
de costo generada por el gasto de adquisición de insumos por compra 
directa regional. 

Dentro de los estudios de costos, se deben mencionar los de costo-efec-
tividad. El estudio de Gómez et al. (2013) analizó la rentabilidad de tres 
vacunas antineumocócicas conjugadas (PCV) diferentes. Sin vacunación, la 
neumonía se asoció con la mayor carga económica para la salud: el 90% 
de los años de vida ajustados por calidad (QALY) perdidos y el 63% de los 
costos médicos directos de toda la vida. En cuanto a la otitis media aguda 
(AOM), esta fue responsable del 1% de QALY perdidos y del 25% de los 
costos médicos directos. Se estimó que todas las vacunas son rentables 
para el Perú, siendo el PHiD-CV la más rentable. Los resultados de este 
estudio de modelización predicen que los PCV probablemente son una 
estrategia rentable para ayudar a aliviar la carga epidemiológica y eco-
nómica asociada con las enfermedades neumocócicas y NTHi pediátricas 
para el Perú.

Otro estudio sobre costo-efectividad es el de Zelle et al. (2013), que buscó 
determinar la rentabilidad de diferentes intervenciones de control del cán-
cer de mama relevantes para el contexto peruano. Los resultados muestran 
que el programa actual de cáncer de mama en el Perú (US$8426 por dis-
positivo de asistencia ventricular aguda o AVAD evitado) podría mejorarse 
mediante la implementación de estrategias trienales o bienales. Estas pare-
cen ser las más rentables en el Perú, particularmente cuando se aplica ma-
mografía móvil (desde US$4125 por AVAD evitado), o cuando se combinan 
el cribado CBE y el cribado mamográfico (de US$4239 por AVAD evitado). 
Para el estadio avanzado, el tratamiento con trastuzumab y las estrategias 
de detección anual son los menos rentables. La conclusión más importan-
te de esta investigación sugiere que el control del cáncer de mama en el 
Perú debe orientarse hacia la detección temprana, mediante la combinación 
trianual de mamografía fija y móvil (edades 45 a 69).
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El estudio de Cárdenas et al. (2015) buscó estimar los costos económicos del 
pie diabético en pacientes de alto riesgo –en el Perú, en el 2012– y modelar 
la rentabilidad de una estrategia preventiva, considerando que las compli-
caciones del pie diabético son muy costosas y en gran medida prevenibles. 
Los costos directos de prevención y manejo con atención subóptima, para 
diabéticos de alto riesgo en el Perú, ascienden a US$74,5 millones en un 
solo año, lo que disminuye a US$71,8 millones para la atención estándar y 
aumenta a US$96,8 millones para atención estándar y monitoreo de la tem-
peratura. La implementación de una estrategia de atención estándar evitaría 
791 muertes y permitiría un ahorro de costos en comparación con la atención 
subóptima. Las estrategias de prevención más intensivas, como la incorpo-
ración de monitoreo de la temperatura, también pueden ser rentables.

1.5  Aseguramiento

El acceso limitado a la seguridad social ha impulsado diversas acciones para 
reformar el sistema. Así, se ha buscado incrementar el acceso a la salud, 
como derecho fundamental de la persona. 

Ahora existen nuevas experiencias de aseguramiento público, que introdu-
cen sistemas de financiamiento solidario y focalizado para ampliar el acceso 
a los servicios de salud a personas que viven en la pobreza (Alfageme 2011). 
En este contexto, se promulga la Ley N.° 29344, que enmarca el asegura-
miento universal en salud (AUS) y su reglamento. Esta tiene el propósito de 
garantizar el derecho pleno de la población a la seguridad social; además, 
norma el acceso y las funciones de regulación, financiamiento, prestación y 
supervisión del aseguramiento. Las investigaciones descritas a continuación 
incluyen estudios sobre la implementación de AUS y el SIS. 

El estudio Fortalecimiento del rol rector de la Sunasa en la implementación 
del aseguramiento universal en salud, respecto a la supervisión y vigilancia 
de las Ipress, en el marco del intercambio prestacional del SIS, EsSalud y 
los gobiernos regionales de Ayacucho, Apurímac y Huancavelica (Seinfeld, 
Paredes y Besich 2014) se encargó de mostrar los resultados del diagnóstico 
situacional del AUS, intercambio prestacional (IP) y el modelo de supervi-
sión del AUS, con énfasis en las regiones priorizadas de Apurímac, Ayacucho 
y Huancavelica. Para ello, se realizaron estimaciones de las características 
sociodemográficas de la población –a nivel departamental– para analizar 
la situación de los indicadores relacionados a los compromisos del AUS. 
Además, se utilizó la matriz poder/interés, que clasifica a los actores invo-
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lucrados en cuatro categorías, y se realizaron entrevistas semiestructuradas 
y grupos focales (Seinfeld, Paredes y Besich 2014). El estudio concluyó que 
el alto porcentaje de asegurados en estas regiones se debe parcialmente a 
que en ellas se inició el proceso de AUS en el año 2009, mientras que los 
aún elevados índices de pobreza de estas regiones hacen que el SIS tenga 
una activa participación, asegurando a más del 60% de la población. Por su 
parte, EsSalud asegura en promedio al 10% de la población en cada una de 
estas regiones. Este bajo porcentaje, que a nivel nacional es del 24%, se ex-
plicaría por los altos índices de pobreza y la alta informalidad. En la medida 
que las personas puedan obtener trabajo para adquirir seguros contributi-
vos y estar en EsSalud, el SIS debería quedar exclusivamente para la gente 
pobre y vulnerable.

A pesar de estos elevados porcentajes, el AUS enfrenta retos para lograr 
una cobertura universal: existe un déficit de infraestructura, recursos huma-
nos e insumos estratégicos. Esto explicaría por qué, si bien el AUS facilita las 
condiciones y promueve el aseguramiento en salud, aún no logra garantizar 
servicios adecuados (Seinfeld Paredes y Besich 2014).

Las razones principales para la falta de eficacia del IP fueron la preocupación 
por una eventual mayor demanda de servicios, la poca extensión de oferta 
a Ipress y prestaciones, las dificultades para los asegurados de EsSalud de 
acceso a la oferta de servicios primarios de los gobiernos regionales, la limi-
tada estandarización de los procesos prestacionales que brindan las Ipress 
de EsSalud y los gobiernos regionales, y la escasa articulación de los proce-
sos de prestación y financiamiento en la red EsSalud. 

En línea con el estudio anterior, Portocarrero (2013) realiza la investigación 
titulada Apurímac: hacia el aseguramiento público en salud, en la cual busca 
comprender el proceso de implementación del SIS para que los sectores 
pobres de Apurímac accedan a los servicios públicos de salud durante el 
periodo 2007-2010. En el estudio, se utilizó una metodología que combina 
métodos cuantitativos y cualitativos, para lo cual se empleó la Enaho 2007-
2010. Este estudio señala que el proceso de aseguramiento de Apurímac ha 
sido fuertemente activado por el crecimiento de la afiliación al SIS, que ha 
reducido significativamente la barrera económica. A pesar de las complica-
ciones que existieron para sustentar las solicitudes al SIS y los retrasos en los 
desembolsos en el balance anual, se puede apreciar que el financiamiento 
por asegurado ha ido incrementándose. Sin embargo, se han encontrado 
barreras no escritas para los asegurados del SIS en ambos hospitales del 
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gobierno regional. Estas barreras de dan porque tienen que identificarse 
como asegurados SIS, lo que se traduce en un impedimento para conseguir 
cita para el mismo día. 

El documento Aseguramiento universal en salud de jóvenes peruanos: avan-
ces y limitaciones según el análisis de casos en los distritos de Callería, El 
Porvenir y Vilcashuamán (Cabrera, Baltazar y Alcántara 2014) realiza un estudio 
cuantitativo y cualitativo de los avances y las limitaciones de la implementa-
ción del AUS en jóvenes. Además, buscó identificar los cambios en la nor-
matividad del AUS y su especificación en el grupo de interés, determinar los 
factores asociados al AUS en los jóvenes de 15 a 29 años de edad, identificar 
la percepción de los actores clave y determinar el proceso de atención de 
salud y afiliación, identificando las barreras, las limitaciones y las potencialida-
des. Asimismo, buscó hallar la relación entre la percepción de los usuarios y 
no usuarios y el proceso de atención y aseguramiento en los establecimientos 
de salud. El estudio utilizó herramientas metodológicas cualitativas, revisó la 
normatividad y analizó fuentes secundarias. La evaluación se realizó mediante 
el desarrollo de un flujo de cadena de valor que siguió una secuencia desde 
la gestión. Para ello, se seleccionaron establecimientos de salud del nivel 1, ya 
que más del 80% de las atenciones se realizan en ellos.

La investigación de  Cabrera, Baltazar y Alcántara (2014) concluye que –gra-
cias a la aplicación del AUS– se han incrementado las posibilidades de acce-
so al aseguramiento para los jóvenes. Sin embargo, los funcionarios entre-
vistados mencionaron que ha existido una desprogramación en la entrega 
de fondos y un desabastecimiento de medicamentos, causado por errores 
de planificación. Esta tendencia en el incremento en la afiliación de los jó-
venes se ha acentuado particularmente en la sierra y en la selva, regiones 
en las cuales la proporción de jóvenes entre 15 y 29 años supera al 50% de 
los afiliados. Las tendencias de afiliación de la población pobre y no pobre 
muestra que los niveles de afiliación son mayores en los jóvenes en situación 
de pobreza y pobreza extrema. Finalmente, el estudio concluye que los ges-
tores pueden aprovechar la información de fuentes secundarias disponibles 
en las estadísticas nacionales, y que la normatividad del aseguramiento está 
claramente definida en las Iafas SIS. 

 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

En el año 2009, el INS estableció las prioridades regionales y nacionales 
de investigación para el periodo 2010-2014. La agenda de investigación 
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definida constó de seis tópicos: recursos humanos en salud, salud men-
tal, ITS-VIH/SIDA, tuberculosis, mortalidad materna y desnutrición infan-
til (Caballero et al. 2010). Basándose en estos seis tópicos, la publicación 
de Romani et al. (2016) hace un análisis bibliométrico de las publicacio-
nes en dicho periodo. El estudio evidenció que la producción científica 
en las áreas propuestas no ha aumentado considerablemente –más bien 
fue limitada–, y predominaron los tópicos de tuberculosis e ITS-VIH/SIDA. 
Además, la investigación desarrollada en ese quinquenio fue financiada 
predominantemente por instituciones internacionales. Estos resultados 
confirman la necesidad de añadir a las agendas de investigación una es-
trategia de implementación en las regiones de grupos de investigación 
que puedan desarrollarlas.

A continuación, se propone una agenda de investigación en salud, basada en 
la revisión sistemática de la producción científica de los años 2011 a 2016 y en 
la opinión de los expertos consultados (ver Anexo 1). La presentamos para el 
quinquenio 2017-2021, de acuerdo a los temas tratados en el balance. 

2.1  Enfermedades prioritarias

Se ha encontrado que las investigaciones sobre las enfermedades prioritarias 
en el Perú –en el último quinquenio– han estado orientadas a la identificación 
y medición de su magnitud en diversos grupos poblacionales. Sin embargo, 
se ha carecido de investigaciones orientadas a probar intervenciones 
que disminuyan o solucionen los retos que constituyen las enfermedades 
prioritarias. Solucionar problemas como la cobertura de saneamiento de 
agua y desagüe puede disminuir la incidencia de enfermedades infecciosas. 
Del mismo modo, es necesario diseñar abordajes efectivos para atender 
la obesidad y la desnutrición infantil. También, se requiere investigar 
intervenciones que mejoren la adherencia al tratamiento de TBC y VIH, así como 
formas de disminuir la resistencia de estos gérmenes a los medicamentos. Por 
ello, se plantean las siguientes preguntas de investigación, las cuales están 
orientadas al desarrollo de intervenciones a nivel hospitalario y comunitario: 

• ¿Cuáles son los enfoques más apropiados para mejorar la cobertura de 
saneamiento de agua y desagüe en la población peruana?

• ¿Son las enfermedades con mayor carga de enfermedad las que utilizan 
más frecuentemente los servicios sanitarios?

• ¿Cuáles son las mejores estrategias para disminuir la resistencia a los 
fármacos antituberculosos en el contexto peruano?
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• ¿Cuáles son las percepciones y las prácticas que los pacientes con tuber-
culosis tienen sobre la adherencia al tratamiento?

• ¿Cuáles son las intervenciones más efectivas llevadas a cabo en los co-
legios de países de medianos ingresos para disminuir la obesidad en los 
escolares?

• ¿Cuáles son los abordajes más efectivos para disminuir la desnutrición y 
la anemia en menores de cinco años en países de medianos ingresos?

• ¿Cuál sería el impacto de una estrategia de telemedicina para el trata-
miento de enfermedades prioritarias, en sitios donde no existe personal 
de salud especializado?

2.2  Oferta de servicios

En el último quinquenio, la producción de estudios científicos sobre la oferta 
de servicios ha descrito los problemas en diferentes grupos poblacionales, 
en cuanto al acceso a servicios sanitarios, acceso a medicamentos, satisfac-
ción de la atención y conocimiento de la enfermedad en pacientes crónicos. 
También nos ha dado pistas respecto a posibles abordajes para aumentar 
los recursos humanos en áreas rurales. Además, se evidencia una necesi-
dad de valorar la calidad de medicamentos genéricos y biosimilares que 
circulan en el mercado local. Sin embargo, existen cuestiones relacionadas 
a la oferta de servicios que deben valorarse para los próximos cinco años. 
Entre las más importantes, destacan la valoración del impacto de los diver-
sos programas presupuestales en la salud de la población, investigaciones 
para fortalecer el nivel primario de atención, las causas o razones de la falta 
de acceso a medicamentos –sobre todo en enfermedades prioritarias– y la 
evaluación de intervenciones para disminuir la centralización de los recursos 
humanos en salud. En ese sentido, se proponen las siguientes preguntas de 
investigación: 

• ¿Cuál es el impacto de los programas presupuestales definidos por el 
Minsa en la salud de la población peruana?

• ¿Cuáles son las percepciones y las prácticas que los pacientes tienen 
acerca del uso de servicios de salud?

• ¿Cuáles son los factores del sistema de salud que influyen en el acceso a 
los servicios de salud?

• ¿Cuáles son las intervenciones más efectivas para el fortalecimiento del 
primer nivel de atención?

• ¿Cómo fomentar las redes integradas de salud y cuál es la mejor forma 
de gerenciarlas y financiarlas?
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• ¿Cómo avanzar hacia una estrategia eficiente de redes integradas que 
mejore la promoción, prevención, el diagnóstico, el tratamiento, la ges-
tión de enfermedades, la rehabilitación y los cuidados paliativos en el 
sistema de salud peruano?

• ¿Cómo mejorar eficiente y articuladamente la infraestructura y el equipa-
miento en los establecimientos de salud a nivel nacional?

• ¿Cuáles son las razones del acceso no efectivo a medicamentos prescri-
tos en los establecimientos del Minsa y de gobiernos regionales?

• ¿Cómo se deben mejorar los procesos operativos destinados a garanti-
zar el inicio oportuno del tratamiento de la tuberculosis multidrogorre-
sistente en el programa nacional de tuberculosis?

• ¿Cómo garantizar la seguridad, eficacia y calidad de los medicamentos 
genéricos y biosimilares? 

• ¿Cuál es la satisfacción de los usuarios de consultorio externo en los 
establecimientos de salud a nivel nacional, utilizando la herramienta 
SERVQUAL validada para el contexto peruano?

• ¿Cuáles son las intervenciones más efectivas para disminuir las brechas 
en la educación para la salud y el conocimiento de las enfermedades 
crónicas de los pacientes que las padecen?

• ¿Cuáles son las mejores estrategias para estimular que los estudiantes 
de pregrado de ciencias de la salud escojan trabajar en entornos rurales 
del interior del país? 

• ¿Cuál es la efectividad de una intervención basada en mejoras salariales, 
oportunidades de formación y capacitación, estabilidad laboral y nom-
bramiento para incentivar que trabajen en zonas rurales, del interior del 
país, los profesionales de la salud? 

• ¿Cuál sería el impacto en la producción científica de una intervención 
basada en la asignación de horas dedicadas exclusivamente a la investi-
gación en salud en los principales hospitales e institutos especializados 
del Perú?

2.3  Rectoría y regulación 

El órgano rector en salud lo constituye el Minsa, pues dicta las políticas de 
salud del país, basándose en la publicación de leyes y normas técnicas en 
salud, que son de aplicación tanto en el ámbito público como privado. Asi-
mismo, el órgano regulador es la Superintendencia Nacional de Salud (Susa-
lud), que se encarga de velar por los derechos en salud de los ciudadanos 
y el cumplimiento de las normas técnicas en salud por parte de las Ipress y 
las Iafas. 
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En los últimos cinco años se ha evidenciado una pobre producción científica 
en este tema, lo cual plantea la necesidad de explorar investigaciones en 
donde el Minsa asuma un rol más protagónico respecto a la rectoría a nivel 
nacional. Para llegar a tener un buen cumplimiento de las políticas públicas, 
así como buenos indicadores de gestión a nivel regional, el Minsa debe ser 
un facilitador de la relación entre los gobiernos regionales y los gobiernos 
locales. Del mismo modo, es necesario reforzar los procesos de auditoría de 
la atención médica en salud. Todo ello será una herramienta para la mejora 
de los procesos en salud. En ese contexto, planteamos las siguientes pre-
guntas de investigación para el próximo quinquenio:

• ¿Cuáles son los mecanismos idóneos para mejorar la articulación y el 
fortalecimiento de la relación entre gobiernos regionales y gobiernos 
locales en la gestión de salud para el correcto cumplimiento de las polí-
ticas de salud dictadas por el Gobierno central? 

• ¿Cuál es el impacto de la descentralización de los servicios de atención 
oncológica especializada mediante los Institutos Regionales de Enfer-
medades Neoplásicas en el manejo del cáncer en el Perú?

• ¿Es factible mejorar los procesos asistenciales y de soporte, utilizando la 
mejora continua de la calidad –basada en la auditoría médica interna y 
externa–, en los principales hospitales del Perú?

2.4  Financiamiento

Las investigaciones –en los últimos cinco años, en el ámbito del financiamien-
to– se centraron en estudios de costo-efectividad de algunas intervenciones 
orientadas a enfermedades con una considerable carga de enfermedad. Sin 
embargo, no se evidencian estudios referidos a la eficiencia del financiamien-
to en los diferentes subsistemas de salud, al impacto de la fragmentación en 
el financiamiento de la salud, ni se han realizado estudios orientados a mejo-
rar los mecanismos de pago entre las Iafas y las Ipress; tampoco estudios que 
pronostiquen la sostenibilidad financiera a futuro del SIS y del seguro social. 

Por otro lado, se necesita realizar más evaluaciones de costo-efectividad 
en enfermedades importantes, como dengue, cáncer de mama o diabetes, 
a fin de valorar la posibilidad de ser financiadas por el Estado, disminuir el 
gasto de bolsillo y tener un mejor impacto en la salud de la población. En 
ese contexto, orientados por los hallazgos de las investigaciones en este 
campo en los últimos cinco años, se plantean las siguientes preguntas de 
investigación:
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• ¿Cuál es el impacto de la fragmentación en el financiamiento para lograr 
una mayor eficiencia en el gasto de salud? 

• ¿Cuál es el impacto de separar los llamados ‘costos variables’ de los 
‘costos fijos’ en la producción de servicios y en la eficiencia del gasto? 

• ¿Cuáles son los mecanismos de pago más eficientes para el financia-
miento de las prestaciones de las Iafas a las Ipress en los diferentes nive-
les de complejidad del sistema de salud peruano?

• ¿Cuáles son los pasos necesarios para convertir al SIS en un seguro de 
salud financieramente sostenible?

• ¿Cuál es el resultado de un análisis de costo-efectividad del uso de vacu-
nas contra el dengue para evitar el gasto de bolsillo en salud por parte 
de los ciudadanos?

• Dado que se considera que la mamografía es una estrategia costo-efec-
tiva y que actualmente está siendo ofrecida por el Minsa, ¿cuál es el 
impacto de la mamografía instaurada por el Minsa como medida para la 
detección precoz del cáncer de mama?

• Considerando que las complicaciones del pie diabético son muy costo-
sas, ¿cuál es el impacto de una estrategia preventiva para la disminución 
de los costos derivados de ellas?

• ¿Cuál es la mejor estrategia para lograr el desarrollo de medicamentos 
basados en plantas medicinales oriundas del Perú?

2.5  Aseguramiento

Se evidenció que la mayoría de estudios –en los últimos cincos años– sobre 
aseguramiento describen la situación actual del sector. Es importante para 
mantener la política de AUS actual y establecer intervenciones que asegu-
ren la sostenibilidad financiera de los seguros en salud. A su vez, es nece-
sario explorar intervenciones basadas en redes integradas que articulen el 
sistema de salud, y realizar estudios que den luces sobre la sostenibilidad de 
los regímenes subsidiados. Todo ello implica un mejor control y regulación 
de los mecanismos de afiliación al SIS. 

También se requiere de investigaciones sobre intervenciones que permitan 
mejorar la recaudación de aportes en los regímenes contributivos como la 
seguridad social. En ese contexto, planteamos las siguientes preguntas de 
investigación: 

• ¿Cuáles son la factibilidad y el impacto de tener un único asegurador en 
todo el sistema de salud peruano?
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• ¿Cuál es el impacto en el mercado de servicios de salud de la integración 
vertical? 

• ¿Cuáles son las mejores estrategias para garantizar la disminución de la 
filtración al SIS subsidiado? 

• ¿Cómo mejorar la eficiencia del SIS en relación a sus procesos de compra 
estratégica?

• ¿Cuáles son los mejores mecanismos para disminuir la evasión del pago de 
aportes al seguro social por parte de las empresas?

 3.  CONCLUSIONES Y REFLEXIONES FINALES

Luego de presentar un balance de los principales estudios elaborados en el pe-
riodo 2011-2016, de las percepciones de gestores e investigadores respecto de 
la investigación en salud y de ofrecer una propuesta de la agenda de investiga-
ción en salud, para el periodo comprendido entre los años 2017 al 2021, en las 
siguientes líneas se exponen las principales conclusiones y una reflexión final. 

En el balance de las enfermedades prioritarias se evidencia un aumento en la 
producción científica orientada a identificar daños, mas no estudios con finan-
ciamiento público o privado que busquen diseñar intervenciones para mejo-
rar los daños identificados. Urgen intervenciones para mejorar los servicios de 
agua y saneamiento, y para disminuir la resistencia a los medicamentos contra 
la tuberculosis, la obesidad y la desnutrición infantil. El Estado podría asumir un 
rol financiador de estos estudios e incluso se podrían involucrar fondos interna-
cionales y contar con el apoyo de universidades y organizaciones locales para 
el desarrollo de estos procesos.

En cuanto al balance de la oferta de servicios de salud, este nos muestra una 
diversidad de problemas asociados a una escasez de oferta, inadecuada dis-
tribución y gerencia, que limitan el acceso a los servicios de salud. Entre los 
principales retos a solucionar están justamente la falta de oferta de servicios, el 
ineficaz acceso a medicamentos prescritos y la carencia de recursos humanos 
en salud. Dicho escenario plantea la necesidad de valorar los procesos opera-
tivos y de soporte, mediante investigación operativa dentro de los estableci-
mientos de salud, a fin de mejorar su gestión y con ello la calidad de la oferta 
de servicios de salud. Asimismo, es clave retomar el tema de redes integradas 
de salud que permitan el uso de todos los servicios de salud –públicos y priva-
dos– y fomentar el desarrollo del primer nivel de atención. Esto es fundamental 
para resolver hasta un 80% de los problemas de salud, así como para contener 
los costos del sistema.
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En relación a los recursos humanos, es posible llevar a cabo y evaluar in-
tervenciones, usando incentivos económicos y de capacitación en profe-
sionales de salud, con la finalidad de estimular el trabajo en el interior del 
país. Un aporte importante es el de la herramienta SERVQUAL, validada en 
el contexto peruano para la medición de la satisfacción de los usuarios de 
consulta externa. Esto es muy valioso, pues se podrían hacer comparaciones 
válidas entre los establecimientos de salud e incluso entre los subsistemas 
de salud con los que cuenta el Perú. Finalmente, los expertos en gestión 
manifestaron su preocupación por saber si la oferta de medicamentos gené-
ricos y biosimilares tiene la misma bioequivalencia que sus contrapartes de 
marca, un elemento fundamental para garantizar un adecuado tratamiento 
de las enfermedades.

En el balance de la rectoría y regulación no se identificaron nuevas inves-
tigaciones. No obstante, se encontró aportes interesantes como la cons-
tatación de una falta de articulación entre los gobiernos regionales y los 
gobiernos locales para la gestión de salud. En este aspecto, el Estado, a 
través del Minsa, debe asumir un rol más protagónico, presentándose como 
un facilitador de canales de comunicación y mesas de trabajos, entre ambas 
instancias, para hacer posible una mejor gestión en salud a nivel regional. 
Por otro lado, se presenta el rol rector del INEN en la descentralización de 
la atención del cáncer en el Perú, aunque para el próximo quinquenio es 
necesaria una medición de impacto, a fin de valorar sus resultados e ir afi-
nando dicha política. La auditoría médica de los procesos operativos y de 
soporte también se presenta como una herramienta para la mejora continua 
de la calidad.

El balance del financiamiento evidencia estudios de costo-efectividad de 
algunas intervenciones para enfermedades prioritarias para el país. Sin em-
bargo, se trata de simulaciones con diversos escenarios creados. Lo que 
corresponde es ser consecuentes con dichos resultados e implementar las 
intervenciones más costo-efectivas. Luego, se debería medir el impacto pre-
supuestario y el nivel de la calidad de vida de las personas beneficiadas con 
dichas intervenciones, a fin de valorar la sostenibilidad del financiamiento 
por parte del Estado. 

En el balance del aseguramiento, las investigaciones abordaron el tema de 
la cobertura de aseguramiento en zonas de extrema pobreza financiera, 
y confirmaron que aún existe una brecha por cubrir. A su vez, es clara la 
necesidad de ser más eficientes en el proceso de aseguramiento para los 
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regímenes subsidiados por el Estado; mientras que los seguros contributivos 
deben mejorar sus procesos de afiliación y recaudación, por parte de los 
empleadores. Estos hallazgos invitan a desarrollar intervenciones que 
puedan garantizar un adecuado proceso de aseguramiento y recaudación 
por parte de las Iafas.

Un punto de reflexión importante son las escazas coincidencias respecto a 
los tópicos a estudiar entre gestores e investigadores, lo que plantea la ne-
cesidad de organizar una agenda de investigación común. Probablemente, 
la falta de interacción entre dichos actores clave sea una de las causas por 
las cuales las investigaciones en salud no forman parte de las herramientas 
que utilizan los gestores para la generación y la implementación de políti-
cas públicas. En consecuencia, para lograr esta sinergia, son fundamentales 
los espacios de conversación y generación de acuerdos colaborativos entre 
gestores e investigadores. Se podrían iniciar estos esfuerzos de acercamien-
to desde las universidades y organizaciones que realicen investigación; lue-
go, se podría conseguir el efecto multiplicador replicando dichos esfuerzos 
con otras universidades y formando para ello equipos regionales de investi-
gación que se ocupen de las agendas locales. 
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  5.  ANEXOS

ANEXO 1. Percepciones de los expertos sobre diversos aspectos de la 
salud en el Perú, 2011-2016

Para recoger las percepciones de expertos en salud, se llevaron a cabo en-
trevistas grupales, divididas en dos grupos. El primero tenía como criterios 
de inclusión ser profesional de la salud con estudios de postgrado en ges-
tión de servicios de salud y/o salud pública, haber laborado en puestos de 
dirección y/o gerencia en Iafas o Ipress del ámbito público o privado. El 
segundo grupo de expertos contaba con revistas científicas indizadas y/o 
trabajaba como docente investigador en universidades públicas o privadas.

Se buscó recoger sus opiniones sobre las áreas a priorizar –en el ámbito de 
la investigación en salud– para el próximo quinquenio. Adicionalmente, se 
preguntó acerca de las barreras para llevar a cabo investigaciones en salud. 
Para ello, se utilizó la metodología de entrevista grupal basada en una guía 
de preguntas de elaboración propia. Las opiniones se presentan a continua-
ción por grupos de expertos.

Grupos de gestores: áreas a priorizar en investigación

 a.  Recursos humanos en salud

Los gestores coincidieron en que la investigación en recursos humanos 
debe continuar realizándose en los próximos cinco años. Concretamente, 
los temas deberían orientarse a disminuir la escasez de recursos humanos 
calificados en el interior del país, intervenciones para evitar que los pro-
fesionales de salud necesiten realizar múltiples trabajos, e investigaciones 
orientadas a mejorar la percepción del usuario, respecto de la calidad de 
atención por parte del personal de salud. 

 b.  Gestión de los servicios de salud

Los especialistas consultados resaltaron la importancia de la investigación 
operativa de los servicios de salud, propusieron llevar a cabo estudios para 
mejorar los procesos operativos y de soporte de los servicios de salud, a 
fin de tener procesos más eficientes e impactar en la calidad de la atención 
en salud, y plantearon iniciar este tipo de estudios operativos mejorando 
los procesos de disponibilidad de camas en Minsa y EsSalud. Asimismo, 
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propusieron dar mayor énfasis a los estudios de auditoría médica para 
la mejora de la calidad de los procesos de atención, investigaciones que 
deberían partir de las oficinas de calidad que tienen las Ipress

 c.  Políticas públicas y programas de salud

Otro aspecto de vital importancia, considerado por los gestores entre-
vistados, fueron los estudios que miden el impacto de las políticas y los 
programas de salud en la población. Advirtieron que existen muchos pro-
gramas sociales subvencionados por el Estado que deben ser evaluados 
en su eficiencia e impacto; mencionaron los programas de presupuesto 
por resultado y la necesidad de su evaluación. Sin embargo, para hacer 
factibles estas mediciones de impacto, es necesario que al inicio de cada 
política o programa de salud se construya una línea de base, de manera 
que posteriormente se pueda medir su efecto en las poblaciones favo-
recidas por estas políticas. Más aún, hay que investigar por qué existen 
intervenciones o programas que no se ejecutan, sobre todo a nivel re-
gional.

 d.  Evaluaciones económicas y financieras

Según los gestores entrevistados, hacen falta estudios que estandaricen 
los costos a nivel de todo el sistema de salud, a fin de poder facilitar los 
intercambios prestacionales. También son importantes las evaluaciones 
de costo-efectividad de las nuevas tecnologías sanitarias. Se debe con-
siderar el impacto de dichas tecnologías en la sostenibilidad del sistema 
de salud para poder instaurarlas como una política pública. Adicional-
mente, sugirieron investigaciones sobre el manejo presupuestario a nivel 
de los principales hospitales del Perú, para contar con análisis de eficien-
cia en el uso de los recursos. Finalmente, subrayaron la necesidad de rea-
lizar investigaciones relacionadas a los mecanismos de pago y reembolso 
entre prestadores y financiadores, para hacerlos más eficientes.

 e.  Telemedicina 

Dentro de las prioridades de investigación para los siguientes cinco años 
se consideró a la telemedicina, tecnología que permitiría llegar a grupos 
poblacionales que no tiene un adecuado acceso a los servicios de salud. 
Los gestores hicieron notar su importancia como una intervención a ser 
implementada en el corto a mediano plazo.  
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 f.  Guías de práctica clínica

Se discutió la necesidad de desarrollar guías de práctica clínica basadas en 
la mejor evidencia científica disponible. Los expertos resaltaron su impor-
tancia para mejorar el diagnóstico y el tratamiento de los pacientes, pues 
son un instrumento que permite la auditoría para la mejora de la atención 
de salud, así como planear el abastecimiento de los insumos y materiales 
necesarios para la correcta atención de los pacientes.
 
Grupo de investigadores: áreas a priorizar en investigación
 
 a.  Ensayos clínicos controlados

Uno de los principales temas mencionados por los expertos encuestados fue 
la disminución del número de ensayos clínicos realizados en el país en los 
últimos años. Teniendo en cuenta que en ese mismo periodo el número de 
investigaciones aumentó, esta tendencia no es consistente. Los cambios en 
el reglamento de ensayos clínicos, hechos por el INS, han generado una dis-
minución en las investigaciones correspondientes. Involucrar a pacientes pe-
ruanos en ensayos clínicos multicéntricos permite estar a la vanguardia de la 
investigación. Agregaron que no solo son necesarios mayores estudios, sino 
mayores ensayos clínicos contextualizados a los problemas de salud locales.

 b.  Estudios de intervención en la comunidad

Los entrevistados mencionaron que la gran mayoría de los estudios realiza-
dos se enfocan en describir los problemas de salud –como los estudios de 
prevalencia y riesgos de algunas enfermedades–, pero existe poca investi-
gación sobre intervenciones o acciones para solucionar los problemas iden-
tificados con base empírica. En ese contexto, anotaron que deben realizarse 
estudios para probar intervenciones a nivel de la comunidad y contextuali-
zarla a nivel local, lo que permitiría generar políticas públicas con base en 
información primaria local.

 c.  Bioequivalencia de fármacos genéricos y biosimilares

Los medicamentos genéricos y biosimilares son una de las áreas prioritarias en 
investigación para los próximos años. Los entrevistados refirieron que, a la fe-
cha, casi no existe investigación en dichos tópicos y se desconoce si el actual 
mercado de medicamentos genéricos cumple con los estándares de calidad 
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necesarios. Del mismo modo, se hizo referencia a que existen diversas copias 
de medicamentos biotecnológicos que no han sido sometidas a estudios de 
bioequivalencia. Los expertos consideraron que el liderazgo de este tema lo 
debe asumir el INS, a través de su Centro de Nacional de Control de Calidad.

 d.  Plantas medicinales 

Otra de las prioridades mencionadas fue impulsar los estudios basados en 
los compuestos extraídos de plantas medicinales o estudios fitosanitarios. 
Se indicó que es necesario estudiar los procesos para que estos compuestos 
sean incluidos dentro del tratamiento efectivo de enfermedades. Si estos 
fueran presentados como una oportunidad comercial a los patrocinadores 
de la industria farmacéutica, se podría conseguir financiamiento de manera 
más fácil y oportuna.

 e.  Barreras y facilitadores de la investigación en salud en el Perú

Una barrera identificada por los entrevistados fue la escasez de financia-
miento para hacer investigación. Se mencionó que, si bien el Concytec 
otorga fondos para llevar a cabo proyectos de investigación, dentro de sus 
prioridades de financiamiento –en el campo de la salud– solo se encuentra 
la biotecnología. Debido a ello, muchos investigadores concursan a fondos 
del extranjero, que son más difíciles de obtener y que los obligan a abordar 
temas de investigación que muchas veces no están alineados con las priori-
dades de investigación del Perú. 

Respecto a la realización de ensayos clínicos, los expertos opinaron que una 
gran barrera son los largos procesos administrativos que se necesitan reali-
zar para conseguir los permisos y aprobaciones éticas de ley dentro del INS. 
Todo ello incrementa los costos, aumenta la duración de todo el proyecto y 
desincentiva la investigación. 

Otro punto importante es la transparencia de los datos. Según los exper-
tos, se requiere de una cultura de investigación que incentive compartir re-
sultados y las bases de datos de los estudios. Las instituciones públicas y 
privadas en el sector salud deberían poder compartir su información para 
que sea utilizada para desarrollar investigaciones. Este intercambio de datos 
debería hacerse guardando la ética sobre la confidencialidad de la iden-
tidad de los participantes en el estudio. Todo ello generaría un sector de 
investigación en salud más eficiente y mejor coordinado.
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Finalmente, los expertos en investigación se refirieron a las dificultades para 
poder publicar artículos científicos en revistas indizadas a Scopus o Pub-
Med. En el Perú existen solo dos revistas científicas con estas características, 
que realizan exhaustivos procesos de revisión por pares y que son conside-
radas para elaborar la clasificación de instituciones que hacen investigación 
a nivel mundial. Con la creación de nuevas revistas en investigación, de buen 
nivel, se permitiría que los hallazgos de los estudios allí publicados puedan 
llegar con mayor facilidad a los gestores y tomadores de decisión en salud.

ANEXO 2. Impacto de las investigaciones en políticas públicas de la 
salud en el Perú, 2011-2016

El número de investigaciones sobre enfermedades prioritarias –aquellas 
con mayor prevalencia en el país, como la tuberculosis, las enfermedades 
oncológicas, las enfermedades transmisibles, entre otras– han aumentado 
a través de los años. Además, los documentos sobre salud materna neo-
natal también muestran un incremento. Por el contrario, los estudios sobre 
determinantes sociales de la salud –como género, nivel socioeconómico, 
educación, laboral, acceso a agua y saneamiento, etnia, vivienda y acceso a 
servicios de salud– fueron escasos durante el periodo evaluado. Las inves-
tigaciones revisadas se han enfocado en la descripción y la situación actual 
de dichas enfermedades; es decir, en el problema, y en menor escala en de-
sarrollar abordajes para el control de dichas enfermedades, su prevención 
y manejo. Esto es especialmente importante dado que este tipo de investi-
gaciones son clave para la generación de políticas públicas o programas de 
salud pública a nivel nacional o en poblaciones priorizadas. 

Adicionalmente, existen escasas evaluaciones de impacto de las políticas 
públicas vigentes, dirigidas hacia la reducción de los principales problemas 
sanitarios del país. Es imprescindible contar con este tipo de evaluaciones 
de impacto, dado que permiten a los tomadores de decisiones realizar cam-
bios en los programas, de tal manera que mejoren su impacto o, incluso, 
puedan eliminar determinadas políticas y pensar en otro tipo de abordaje 
de los problemas de salud.

A partir del estudio de Soto y Chávez (2016), se debería proponer políticas 
de profilaxis de los contactos de tuberculosis (TBC) y de manejo de 
poblaciones vulnerables a contraer TBC, y en consecuencia, de resistencia 
a las medicinas. Por su parte, el estudio de Villegas et al. (2016) llama a 
políticas para vigilar la resistencia a la TBC asociada a la coinfección con VIH. 
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Se necesita generar políticas que incidan sobre los factores que se asocian 
en la adherencia al tratamiento de TBC.

El estudio de Goldie et al. (2012) apoyó, junto a otros estudios técnicos del 
INS, la generación de una política de vacunación en niñas de entre 9 y 11 años 
contra el VPH, a fin evitar la posibilidad de padecer cáncer de cuello uterino 
en la adultez. Sin embargo, para lograr un impacto sobre la disminución del 
cáncer de cuello uterino es necesario reforzar la vacunación con otras estrate-
gias, tales como el diagnóstico temprano y su tratamiento oportuno. 

En cuanto a los resultados encontrados en los estudios sobre obesidad revi-
sados, estos se deberían traducir en intervenciones y políticas públicas para 
promover entornos escolares saludables. Específicamente, el estudio de 
Woo Nam et al. (2015) encuentra evidencia de que los programas sociales 
que promueven salud podrían reducir la frecuencia de obesidad. El estudio 
de Chaparrol y Estradall (2012) ofrece evidencia sobre la necesidad de polí-
ticas públicas que prioricen las altas tasas de retraso del crecimiento, al igual 
que la obesidad en los niños. En este contexto, las escuelas son el ámbito 
perfecto para desarrollar intervenciones exitosas en cuanto a la disminución 
del índice de masa corporal, junto con un aumento de la actividad física, así 
como prevenir la desnutrición en los estudiantes, como lo han demostrado 
ya diversos estudios (Langford et al. 2014).

Con respecto a los estudios sobre VIH, la investigación de Silva-Santiesteban 
et al. (2013) muestra la necesidad de políticas que protejan financieramente a 
los pacientes con VIH para evitar el gasto de bolsillo. A pesar de que en el Perú 
existe una política de aseguramiento universal y un programa presupuestal del 
Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) para VIH, se necesitan conocer los 
factores asociados a la presencia de gasto de bolsillo en esta población. 

Los estudios que tratan sobre el acceso a los servicios de salud reportan 
los factores asociados a su uso. Por ello, estos hallazgos deberían utilizarse 
como insumo para la planificación de la gestión de dichos servicios. Por 
otro lado, los estudios sobre recursos humanos son pocos, pero existe cierta 
persistencia a través de los años. Entre los revisados, no se reportan inter-
venciones orientadas a mejorar la disponibilidad de los recursos humanos 
en salud. 

En cuanto a los estudios sobre acceso a medicamentos, estos evidencian 
una falta de acceso adecuado a la prescripción hecha por el médico, a nivel 



D
ER

EC
H

O
S 

 C
IU

D
A

D
A

N
O

S

nacional, sobre todo en los establecimientos de salud del Minsa. Ello reve-
la la necesidad de mayor investigación para mejorar el acceso de medica-
mento en general. Del mismo modo, se encontró un retraso en el acceso a 
los medicamentos en pacientes que presentan tuberculosis multidrogorre-
sistente. Si bien existe una política pública instaurada sobre el manejo de 
tuberculosis, es necesario tener en cuenta estos resultados a fin de poder 
mejorar el acceso a medicamentos en dichos pacientes. 

Dentro de los estudios revisados, se evidencia la evaluación de dos progra-
mas del Estado destinados a mejorar la oferta de servicios en departamen-
tos pobres del Perú. El estudio de los programas Atención Integral de Salud 
a Poblaciones Excluidas y Dispersas (Aisped) y Juntos no evidencia resul-
tados que muestren una mejora de los objetivos perseguidos por ambos. 
Estos resultados deberían orientar a los gestores de estas intervenciones a 
replantear las estrategias implementadas en dichas zonas, para mejorar la 
oferta y el acceso a servicios de salud. Por otro lado, uno de los temas au-
sentes –dentro de las investigaciones revisadas sobre acceso a servicios de 
salud– fue el de infraestructura y equipamiento. Son necesarios estudios en 
este campo para plantear políticas públicas. Al igual que con el tema de las 
enfermedades prioritarias, la mayoría de investigaciones en acceso a los ser-
vicios de salud se centran en la descripción del problema y no se enfocan en 
la evaluación de intervenciones o soluciones para generar políticas públicas. 

Acerca de los estudios sobre rectoría y regulación, los temas abordados es-
tuvieron relacionados a la rectoría del Minsa en la capacitación de gestores 
y salubristas para generar un mecanismo de monitoreo de las políticas de 
salud en las regiones. Los estudios también evidenciaron la capacidad de 
Susalud de empoderar a los usuarios para ejercer la protección de sus de-
rechos en salud, a través de la formación de juntas de usuarios. Del mismo 
modo, se reportó el rol rector y regulador que debería asumir el Minsa para 
mejorar la salud de las poblaciones indígenas, dentro de un marco de salud 
intercultural. Frente a estos hallazgos, urge hacer investigación en dichas 
poblaciones, a fin de generar políticas públicas con enfoque intercultural.

Los estudios encontrados sobre rentabilidad financiera evidencian, entre 
otras cosas, que EsSalud debería adoptar una mejor política de gestión 
financiera y sanitaria, a fin de nivelar el déficit de recursos económicos del 
seguro agrario. Otra investigación encuentra una disminución, en términos 
porcentuales, del gasto de bolsillo en salud por parte de las familias 
peruanas, que se deriva de la política de AUS. Sin embargo, esta misma 
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investigación mostró que estar afiliado a un seguro de salud no garantizó 
el acceso a los servicios de salud ni evitar el gasto de bolsillo, por lo cual 
se deben diseñar políticas orientadas a conseguir ese objetivo. También se 
menciona la carga de enfermedad de infecciones virales como el dengue 
y la influenza, lo que hace evidente la necesidad de generar políticas de 
Estado que disminuyan el gasto de bolsillo para las familias. Otro estudio 
hizo mención a que el Estado debe generar una política de unificación 
de precios –respecto a los insumos, materiales y recursos humanos– para 
sanear las brechas de costos que existen entre los hospitales y el pago que 
realiza el SIS por el servicio de hemodiálisis. Por otro lado, se encontraron 
estudios de costo-efectividad que mostraron resultados favorables para el 
uso de vacunas conjugadas para evitar la neumonía, siendo hoy una política 
pública su uso en el calendario de vacunación peruana. En esa misma línea, 
un estudio encontró costo-efectiva la estrategia de detección temprana 
de cáncer de mama, al utilizar la mamografía fija y móvil. Aunque estos 
hallazgos refuerzan la actual política de cribado de cáncer de mama con 
mamografía que se ofrece en los establecimientos de salud, debe también 
iniciarse una política de uso de mamografía móvil. Asimismo, se evidencia 
que la mejor estrategia para disminuir la carga económica del pie diabético 
es la política de prevención. 

Sobre el aseguramiento universal en salud, los estudios revisados evidencia-
ron un aumento de este en regiones de extrema pobreza, como Ayacucho, 
Apurímac y Huancavelica. No obstante, al momento del estudio existía aún 
una brecha importante de personas en pobreza por asegurar, además de la 
falta de una oferta adecuada de servicios de salud. Actualmente, sigue vi-
gente la política de AUS por parte del Estado, aunque para tener una buena 
cobertura, esta debe ir de la mano con una política de mejora en la oferta 
de servicios de salud de calidad.

 





1 Jeanine Anderson es antropóloga con PhD de la Universidad de Cornell en Nueva York, EE. UU. Desde 1992 
hasta 2012 formó parte de la Facultad de Ciencias Sociales de la Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP). 
Ha realizado investigaciones en el campo de la familia, la niñez y la salud, la organización de los cuidados y la 
política social.
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El presente documento contiene una revisión de la producción de es-
tudios sobre la discriminación y el recorte de los derechos civiles 
en el Perú en el último quinquenio. Para ello, se hizo una revisión 

bibliográfica y una extrapolación de las prioridades de investigación en 
torno al tema. Conocer diferentes formas de discriminación y limitación 
de los derechos civiles de diferentes grupos sociales nos ayuda a entender 
mejor cómo combatirlas. Por lo mismo, las conclusiones y la agenda de 
investigación sugerida para los siguientes años emergen de las lecturas y 
de una síntesis de preguntas de investigación. El fin es llegar a estudios en 
favor de la construcción de una sociedad plenamente democrática como 
el Perú aspira a ser.

 1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016

La discriminación es un problema que afecta a todas las sociedades mo-
dernas. Se pueden señalar algunos de los factores que la alimentan, tales 
como la masividad de las sociedades contemporáneas, la competencia 
por recursos y reconocimiento, la diversidad de prácticas y convicciones 
de la ciudadanía, y la heterogeneidad de las poblaciones donde nunca 
falta un ‘otro’. 

La investigación del último quinquenio comprueba la plena vigencia de 
la discriminación étnica, racial, socioeconómica y de género en el Perú. 
Se han estudiado sus efectos en entornos de los servicios (salud, educa-
ción, otros), el mercado laboral y la organización de los cuidados. Algunas 
prácticas de discriminación se debilitan, pero aún no se ha visto en el Perú 
la aplicación de una estrategia fuerte de acción afirmativa. Las investiga-
ciones también comprueban el surgimiento de nuevos ejes de discrimi-
nación; por ejemplo, contra minorías religiosas, la comunidad LGBT y las 
personas que se desenvuelven en actividades que conllevan el estigma y 
la tacha moral.

No obstante, por más extendida que sea la discriminación en el Perú, no siem-
pre se nombra como tal ni se hace el foco de investigaciones específicas. Lo 
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usual es encontrar referencias al maltrato y al recorte de derechos y libertades 
al final de una descripción sobre distintos segmentos poblaciones o situacio-
nes de encuentro entre diferentes. Por lo mismo, las estrategias usuales de 
búsqueda de bibliografía a través de palabras clave no fueron empleadas en 
el balance que sigue, sino que se adoptó una estrategia de ‘bola de nieve’. 
Comenzando por estudios conocidos sobre la situación de las mujeres, la po-
blación afroperuana, los indígenas andinos y amazónicos y otros grupos sus-
ceptibles de discriminación, se revisó la bibliografía consignada en cada texto 
para construir una cadena hacia otros estudios. Algunos estudios fueron suge-
ridos por colegas que trabajan sobre problemáticas como la ‘indigenidad’ o la 
discapacidad. La búsqueda se facilitó debido a que determinados autores e 
investigadores están identificados con cuestiones como la desigualdad social 
en el país y han realizado múltiples estudios al respecto.2 

Cabe señalar que sigue siendo el caso que no todos los textos revisados 
nombran el concepto de ‘discriminación’ ni problematizan los derechos ci-
viles de la población o de un segmento particular de ella. Este hecho deter-
minó la organización del balance en dos grandes secciones. La primera (ver 
apartado 1.2) examina las categorías de personas que son calificadas como 
víctimas de discriminación o, bajo otro nombre, del menoscabo de sus de-
rechos y libertades. La segunda se dirige a las situaciones, contextos e ins-
tituciones donde se produce tal discriminación o menoscabo. Nuevamente, 
no siempre queda clara la intención de discriminar o maltratar a quienes 
sufren el recorte de sus oportunidades y condiciones de vida. La intención 
de discriminar resultó un factor útil de organización de las fuentes para esta 
segunda sección (ver apartado 1.3). El balance termina con un examen de la 
‘interseccionalidad’ o la ‘multideterminación’ de la discriminación reflejada 
en la investigación peruana reciente.

1.1  La fenomenología de la discriminación

Al margen de todo lo que puede analizarse sobre su contexto, dinámica y 
causas, la discriminación nace en la experiencia: la del victimario-discrimina-
dor y, sobre todo, la de su víctima. Las anécdotas nos permiten ingresar en 
la subjetividad de los actores y conocer los sentimientos asociados a actos 
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hirientes. Es apropiado iniciar esta revisión de la literatura con referencias 
tomadas de algunos de los estudios que registran cómo se experimenta la 
discriminación en el país y quién la experimenta. Las situaciones donde se 
observa una discriminación palpable, así como su interpretación y procesa-
miento subjetivo por parte de sus víctimas, proveen la data para las investi-
gaciones de otra índole, directa o indirectamente.

Las etnografías de la discriminación en el Perú son pocas; más bien, halla-
mos etnografías de lugares propicios donde la discriminación es uno entre 
muchos fenómenos registrados en el curso de un trabajo de observación. 
Así, las etnografías de la escuela recogen incidentes de bullying y burla a 
niños y niñas en medio de actividades con un contenido de cooperación y 
amistad (Ames y Rojas 2012; Rojas 2011; León Zamora 2014). Las etnografías 
de la familia y estudios sobre la violencia doméstica reconstruyen escenas 
muy variadas, donde la discriminación puede aparecer en distintos momen-
tos y formas. (Alcalde 2014; Benavides y León 2013; Benavides, Risso y Etes-
se 2011; Boesten 2014), Los incidentes de discriminación en contra de niños 
y niñas de la calle abundan en las descripciones de escenarios de trabajo 
infantil (Cavagnoud 2011), sobre todo en lugares donde los intereses de los 
adultos chocan con los intereses de los niños y niñas en un mismo espacio 
(Cavagnoud y Mujica 2011). 

Estudiar la discriminación etnográficamente depende de recoger lo habla-
do (o no hablado) junto con lo actuado (o no actuado), ya que sale en pri-
mera plana en muchos episodios de discriminación el uso de determinados 
palabras, apodos, insultos y amenazas. El estudio de Huayhua (2010, 2013) 
sobre las interacciones que se producen entre campesinos, campesinas, 
profesores, personal de salud y otros mestizos en vehículos de transporte 
público que van entre un pueblo rural y la ciudad de Cusco es un precioso 
aporte en esa línea. Las conversaciones que surgen en el trascurso de dis-
putas por asientos, y por el derecho mismo de abordar una combi, dan una 
entrada no solo a las etiquetas y estereotipos que se aplican entre unos u 
otros, sino que evidencian los razonamientos que se esgrimen en defensa 
de privilegios, o para cuestionarlos o rechazarlos. 

Las narrativas de discriminación asumen prominencia en el estudio de Zavala y 
Bariola (2012: 204-205) sobre los beneficiarios de becas para estudios superiores 
en un programa de acción afirmativa que tuvo el apoyo de la Fundación Ford 
(analizado en Sanborn y Arrieta 2012). Todos/as los becarios tenían que narrar 
sus experiencias de discriminación como parte del proceso de selección. Los 
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autores analizan la dimensión discursiva y los relatos de interacciones verbales. 
Las narraciones abundan en referencias como “burla”, “miedo”, “sufriendo”, 
“menoscabar”, “exclusión”, “dificultades”, “chocante”, “desventaja”, “limitan-
te”, “obstáculo”, “huérfano”, “menosprecio”, “despectivamente”, “recrimina-
dos” y “castigados”.

Lugares como las tiendas, bancos, discotecas y, en general, lugares donde 
se produce una transacción económica entre personas desconocidas son 
propicios para la ocurrencia de actos discriminatorios (Indecopi 2015). Las 
variantes de los actos forman parte de la casuística que Indecopi compila a 
partir de denuncias. Puede consistir en ignorar la presencia de la persona, 
dar prioridad en la atención a otra, no proporcionar información, dar un tra-
to irrespetuoso (por ejemplo, utilizando sobrenombres) o negar la entrada 
(alegando la falta de higiene, ruido excesivo, indumentaria inapropiada, en-
tre muchas otras razones). 

Algunos estudios observan las consecuencias de la discriminación y cómo 
se crea una presión en las víctimas de conformarse ante las normas su-
puestamente violadas. Procuran convertirse en la clase de persona que 
no merece ser discriminada. En esa línea, existen estudios antiguos sobre 
las personas de origen rural y pobre que se emplean como personal de 
servicio en hogares de situación socioeconómica holgada. Allí serán reso-
cializadas en los usos y costumbres, incluida la forma de hablar, caminar 
y vestirse en la ciudad. Anderson (2010) descifra proyectos de vida de los 
inmigrantes rurales en los asentamientos populares de Lima, que apun-
tan a mimetizarse con la población citadina. Para mujeres, implican dejar 
solo para la casa su lengua autóctona, adoptar estrategias para superar el 
analfabetismo, y asistir a cuanto cursillo se presente para ensayar nuevas 
prácticas de cocina y educación de los niños. Para los hombres, y para des-
gracia de sus esposas, implican abandonar ciertos hábitos de colaboración 
en las tareas domésticas y adoptar nuevos estilos de sociabilidad mas-
culina. Janampa (2015), en una peluquería costosa de barrio residencial, 
observa los esfuerzos de la clientela por teñirse el pelo (más rubio, mejor), 
y los esfuerzos de las peluqueras por hacerle entender los límites de lo 
posible y creíble en sus intentos de transformación. Drinot (2011), en un 
análisis histórico que se construye sobre cientos de incidentes, interpreta 
el proyecto de industrialización del país como un proyecto de las élites de 
“mejoramiento de la raza”. Se trataba de volver a los grupos subordinados 
en una fuerza laboral y clase social ordenadas, disciplinadas, puntuales y 
‘desindianizadas’.
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Los incidentes de discriminación pueden ser sumamente dramáticos e incluso 
involucrar una violencia extrema. Se dificulta la investigación, sin embargo, 
debido a la tendencia de las personas de reprimir la memoria de tales even-
tos, de normalizarlos o interpretarlos como caprichos de un individuo y un 
momento. En la línea de investigación que ha seguido Grade sobre la pobla-
ción afroperuana, se constata esta tendencia, la que produce inconsistencias 
en las encuestas que dependen del recuerdo de eventos de discriminación 
y su interpretación como tal (en concordancia con lo que los investigadores 
definen). Benavides, Valdivia y Torero (2006: 10; citado en EEPA 2015: 79) su-
gieren que esta reticencia de la población afroperuana a reconocer la dis-
criminación que experimenta “podría estar relacionada a un mecanismo de 
defensa u ‘olvido’ de los individuos frente a estas conductas”.

Las ciudades y sus áreas públicas –que acarrean de competencia por espa-
cios y bienes, y debido a los encuentros frecuentes y transitorios que se pro-
ducen entre extraños– son lugares especialmente propicios a los incidentes 
de discriminación (Benavides et al. 2015). Los lugares donde jefes y jefas 
de familia encuestados para el Estudio especializado sobre la población 
afroperuana han experimentado discriminación, según ellos la perciben y 
definen, son múltiples. 

 «Según los resultados de nuestra encuesta, los principales espacios don-
de el jefe o jefa de hogar ha sufrido discriminación son la calle, combis 
u otro transporte público (19,6%), durante la postulación a un empleo 
(14,3%), en el centro de estudios (13,8%), espacios familiares y entre ami-
gos (12,5%), en el centro de trabajo (9,2%), en restaurantes, discotecas o 
tiendas (9,6%) y en hospitales (7,5%). Cabe señalar que no se observan 
diferencias significativas entre hombres y mujeres al observar estas situa-
ciones de discriminación». (Benavides et al. 2015: 79)

El barrio donde se vive se convierte en motivo de discriminación, jerarquiza-
da como está la geografía urbana. Se disputa el acceso, además de la forma 
de presentación y las actividades que pueden realizarse en calles, parques y 
esquinas de diferentes zonas de las ciudades. Ucelli y García Lloréns (2016) 
registran múltiples escenas donde jóvenes de los asentamientos periféricos 
de Lima circulan por zonas fuera de su ámbito usual. Para algunos, tomarse 
la libertad de visitar lugares identificados con otros sectores sociales repre-
senta una conquista y el ejercicio de un derecho. John, que se pone sus 
zapatillas de moda y otros marcadores de joven moderno en su ropa, va de 
Villa El Salvador a pasear por Miraflores: 



318

DERECHOS CIVILES Y DISCRIMINACIÓN: BALANCE DE INVESTIGACIÓN EN  
POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

 «A todos creo que nos ha afectado la discriminación en algún momento. 
Cuando salimos por Miraflores, estamos caminando y nos ven así, de 
pies a cabeza. A veces nos sentimos mal, pero a mí me rebota si me 
discriminan o no. No me afecta» (Ucelli y García Lloréns 2016: 240).

Concluyen las autoras: para adolescentes y jóvenes de los barrios populares, 
el acceso al consumo no les salva de experimentar la discriminación. “No 
basta con vestirse bien, con tener un trabajo formal o con asistir a una uni-
versidad privada para no ser discriminado en ciertos espacios de la ciudad” 
(Ucelli y García Lloréns 2016: 242). 

Este breve esbozo de la fenomenología de la discriminación en el Perú su-
giere varios de los temas recurrentes en la literatura que se revisa a continua-
ción. Afecta a determinados grupos, pero una gran cantidad se expresa en 
actos y palabras. La discriminación refleja la distribución de poder, recursos 
y oportunidades en la sociedad actual.  

1.2  Categorías y esquemas sobre derechos civiles y discriminación 

La investigación sobre la discriminación depende de las categorías que se 
usan para clasificar a los sujetos (individuos y grupos), así como de los mar-
cos de referencia empleados. En este caso, a comparación de otros campos 
del saber, ambos elementos son especialmente contenciosos. Las catego-
rías se adaptan del lenguaje común y suelen tomar la forma de categorías 
emparejadas o polares (Tilly 2000; Reygadas 2008). Los problemas se cen-
tran en la dificultad de aplicarlas consistentemente cuando su utilidad en la 
interacción social es precisamente su flexibilidad. Pueden servir para expre-
sar cercanía emocional (Berg y Ramos-Zayas 2015; Sinervo 2013), como mera 
descripción o como arma de menosprecio y provocación.

La centralidad de las categorías (etiquetas, sistemas de clasificación) vie-
ne del carácter de las sociedades masivas modernas, caracterizadas por la 
movilidad social y geográfica. Las transacciones económicas y sociales de-
mandan evaluaciones rápidas entre actores: qué recursos tienen, qué pau-
tas guían su conducta, qué interés tienen como aliado u oponente. De allí 
surgen los estereotipos, asociados a las categorías, que llevan al empleo de 
guiones que predeterminan el desarrollo de gran parte de las interacciones. 
Desde el estudio de la discriminación, las grandes preguntas son: ¿Hasta 
qué punto las categorías son un reflejo válido de la realidad, cuán justifica-
dos son los estereotipos?, ¿cuánto daño e injusticia fluye de los guiones?, 
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¿cómo se empobrece la vida social con prácticas de este tipo, que cortan la 
posibilidad de interactuar como personas individuales?

Las categorías trabajadas en investigaciones realizadas en el último quinque-
nio pueden organizarse en cuatro grandes grupos: i) categorías fuertemente 
estructurantes de la sociedad peruana; ii) categorías de vulnerabilidad; iii) 
categorías ancladas en esquemas morales; y iv) categorías transgresoras. No 
obstante, muchas prácticas de discriminación apelan a cuestiones asociadas 
a más de una categoría a la vez. Este es el reto de la ‘interseccionalidad’, que 
se discute al final de la sección.

1.2.1  Las categorías susceptibles a discriminación

 a)  Categorías fuertemente estructurantes de la sociedad peruana

La mayoría de estudios en el Perú se organizan alrededor de una lista cor-
ta de categorías, que incluyen raza, etnicidad, género, edad/generación, y 
‘clase social’ o posición socioeconómica. Sulmont (2012) presenta una discu-
sión particularmente útil acerca de su origen, su despliegue especialmente 
en los grandes censos y encuestas que se realiza en el país, y los intentos 
de darles cierta estabilidad como instrumento facilitador de comparaciones 
entre un estudio y otro. Concluye en que eso es imposible, dada su íntima 
relación con la práctica social y lingüística de la población peruana, que está 
permanentemente en flujo.

La mayoría de estudios apelan a las etiquetas que los sujetos aplican a sí 
mismos o al autorreporte sobre su lengua materna o lugar de origen. No 
obstante, un proyecto regional (PERLA: Project on Ethnicity and Race in 
Latin America, basado en la Universidad de Princeton, EE. UU.) es nota-
ble por haber utilizado una medida objetiva (Telles, Flores y Urrea-Giral-
do 2015). Se trata de una paleta de 11 tonos graduados –desde blanco 
a negro– que fue aplicada en ocho países latinoamericanos, Perú entre 
ellos. Los resultados sustentan la persistencia del color de la piel como 
factor central en la discriminación, al tiempo que sugieren divergencias 
importantes entre la autoidentificación étnica-racial y el color –medido no 
solamente con el instrumento, sino también en la percepción de los de-
más actores sociales–. En esta conexión, el estudio de Golash-Boza (2011), 
realizado en un pueblo rural de Piura –comúnmente identificado como 
parte de la zona que congrega a los descendientes de esclavos africanos 
en el norte del país– resulta desafiante. La autora demuestra cómo los 
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y las habitantes se describen como ‘negros’ en base al color de su piel, 
sin conectar la etiqueta con una historia de esclavitud (que apenas asoma 
en los estudios escolares de unas cuantas personas), ni con el continente 
africano como un origen compartido con otros ‘negros’ en las Américas, ni 
necesariamente con experiencias de opresión. Les sirve para diferenciarse 
de los serranos, considerados más blancos, pero también más atrasados 
que los negros, y de los cholos, que viven en otras localidades de la costa 
y tienen distintas costumbres. 

Por otro lado, las categorías que intentan captar la realidad de la pobla-
ción indígena son particularmente problemáticas, debido a las asociaciones 
de términos como ‘indio’ con situaciones históricas de ‘subalternidad’ (Nu-
gent 2014; Thorp y Paredes 2011). Las encuestas nacionales y el censo del 
2007 utilizan una pregunta que apela a los antepasados y costumbres de 
las personas (Grade 2014; Comité Técnico Interinstitucional de Estadísticas 
de Etnicidad en el Perú). El potencial de una aplicación discriminatoria de 
las categorías está siempre presente. Se constata en el ámbito de la sa-
lud, donde la estadística epidemiológica depende fuertemente de poder 
asociar grupos poblaciones con la prevalencia de enfermedades, además 
de comportamientos de cuidado de la salud (Epstein 2007; Valdivia 2012; 
Defensoría del Pueblo 2015). 

Otras de las categorías fundamentales y estructurantes en el Perú no han 
recibido la misma atención con respecto a su definición como categorías 
o instrumentos de clasificación. Luego de años de debate, se ha llegado a 
cierto consenso sobre los sistemas de género, su construcción sociocultural 
y sus categorías básicas: hombre/mujer. Respecto a las categorías de edad y 
generación, la mayoría de investigadores en el Perú aceptan su base bioló-
gica y cronológica, sin mayor problema. Respecto al status socioeconómico 
(SSE), la clase social o las categorías que se usan para estudiar las clases 
sociales en el Perú, se ha llegado a una cierta tregua que admite del uso de 
distintos criterios de diferenciación, según las necesidades de cada estudio 
y cada población.

 b)  Categorías de vulnerabilidad, minoridad o discapacidad

Pobre/no pobre. Se suele apelar a los criterios utilizados por el Midis y 
el MEF, que califican a las personas u hogares para la participación en los 
programas sociales. Estos incorporan criterios de diferenciación entre la po-
blación urbana y rural. 
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Hábil/no hábil. Población con discapacidad. La discapacidad afecta al 
16,4% de hogares a nivel nacional y se asocia a la edad avanzada (41,4%), en-
fermedades crónicas (28,9%), y condiciones congénitas (18,2%) (INEI-MIMP 
2014). Hay que diferenciar entre formas de discapacidad (física, comunica-
cional, mental), reconocer la capacidad de autovalía, y cuestionar la mirada 
piadosa que convierte en discriminación la buena voluntad del actor (Tovar 
y Fernández 2006).

Trastornos mentales. Neurotípico/no neurotípico. Personas que pade-
cen diferentes enfermedades mentales: depresión, esquizofrenia, déficit de 
atención, entre otras. En contradicción a la resistencia que otros colectivos 
pueden tener a asumir clasificaciones ‘marcadas’, los ‘aspies’ (personas con 
el síndrome de Asperger y parte del espectro autista) pueden experimentar 
un alivio al momento de recibir su diagnóstico, porque eso les permite dar 
un nombre a sus particularidades, en lugar de vivirlas como conductas raras 
sin explicación (Ipince 2011). 

Los extremos del ciclo vital: infante o niño-a/adulto mayor. Las cate-
gorías que se refieren a etapas del ciclo de vida tienen una doble función. 
Clasifican a las personas en bolsones que corresponden a un trato específi-
co bajo la ley (sobre todo, el pase a los 18 años cronológicos: de la minoría 
a la mayoría de edad), diferentes obligaciones legales (para unos, asistir 
a la escuela; para otros, pagar impuestos) y diferente acceso a servicios 
públicos. Al mismo tiempo, estas categorías hacen referencia una relación 
entre las generaciones, que involucra poder, autoridad y acceso diferencial 
a recursos.

 c)  Categorías ancladas en esquemas morales

Religión católica/no católica; creyente/no creyente. Las divisiones crea-
das por profesar una fe religiosa, afiliarse a una iglesia u otra, realizar deter-
minadas prácticas religiosas, o mantenerse al margen de la religión en un 
país predominantemente cristiano y católico, pueden acarrear discrimina-
ción. La Constitución peruana garantiza la libertad de conciencia, rechaza la 
persecución y consagra el derecho a mantener reserva sobre las conviccio-
nes religiosas (Abad Yupanqui 2012). La vigencia de estos principios es pues-
ta en duda por el estudio de Cáceres et al. (2013), que analizó las opiniones 
de una muestra de personas en Ayacucho, Lima y Pucallpa, además de in-
dagaciones con servidores de salud y operadores de justicia en las mismas 
ciudades. Muchos estudios de comunidades rurales andinas y amazónicas 



322

DERECHOS CIVILES Y DISCRIMINACIÓN: BALANCE DE INVESTIGACIÓN EN  
POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

actuales describen pueblos divididos entre católicos y evangélicos (Del Pino 
et al. 2012; Ames 2013), con riesgos de discriminación, marginación y el aca-
paramiento del poder por unos u otros. 

Homosexual/heterosexual. Straight/LGBT. El lenguaje popular posee un 
frondoso vocabulario que se refiere a la conducta, identidad y orientación 
sexual (Vásquez del Águila 2014; Yon 2014; Huerta-Mercado 2011), oponien-
do lo normativo a lo no normativo. Las asociaciones con profundos senti-
mientos de aprobación o desaprobación moral son claras y llevan a que la 
discriminación en este ámbito frecuentemente tome formas violentas (Cáce-
res y Salazar 2013). Vásquez del Águila (2014) analiza la vinculación entre las 
categorías aplicadas a hombres no heteronormativos en el Perú y en la diás-
pora peruana en los EE. UU., así como la discriminación asociada. Encuentra 
numerosos casos en que la homofobia que experimentaron en el Perú fue el 
motivo de la emigración.

 d)  Categorías transgresoras

Algunas categorías ubican a las personas en una posición de marginalidad 
extrema, bajo amenaza de perder toda posibilidad de trato digno y res-
petuoso. Son categorías teñidas de ilegalidad, de operar en la penumbra, 
de surgir de actos fuertemente reprobados como la pedofilia o la violación 
de menores. Para algunos, son categorías de oprobio y hasta abyección. 
Incluyen a criminales (con algunas excepciones para criminales de cuello 
blanco), personas encarceladas (Portocarrero 2007), jóvenes pandilleros (Yon 
2014, Strocka 2008) e infractores juveniles, personas con severos problemas 
de salud que pueden ser achacados a su propia elección (alcoholismo o 
drogadicción), trabajadoras y trabajadores sexuales. Huerta-Mercado (2011) 
analiza las contradicciones, en el mundo de las vedettes, entre una imagen 
pública de escándalo y sexo transaccional y la vida privada de madres e 
hijas que luchan por sacar a sus familias de la pobreza. Ciertas aficiones 
populares corren el peligro de colocar a sus practicantes en entornos de 
abyección; así, Huerta-Mercado (2015) contribuye con un estudio sobre los 
espectáculos de lucha libre en barrios populares de Lima. La investigación 
en este ámbito explora el daño causado por ciertos estereotipos; por ejem-
plo, cuando se asocia a los hombres afroperuanos con la delincuencia y la 
criminalidad, y a las mujeres afroperuanas con una sexualidad desbordante 
(Benavides et al. 2015a). Algunos estereotipos tienen una larga persistencia 
histórica, en particular la asociación de los indígenas andinos con la incivili-
zación y traición (Thorp y Paredes 2011: 248).
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1.2.2  Categorías, guiones y procesos de cambio

La existencia de categorías ‘marcadas’, susceptibles de discriminación, 
toma fuerza cuando las categorías se elaboran en esquemas que abarcan 
un razonamiento histórico, biológico u otro que supuestamente justifica la 
discriminación, además de un conjunto de asociaciones y predicciones acer-
ca de la conducta que se puede esperar de las personas referenciadas. A 
partir de las categorías y esquemas, se desarrollan guiones que canalizan la 
actuación de las personas frente a un individuo o grupo al que se aplica la 
etiqueta en cuestión. Existen guiones, por ejemplo, que se elaboran a partir 
de las supuestas aptitudes de todas las mujeres en actividades que involu-
cran al cuidado de personas vulnerables: niños, personas mayores y enfer-
mos. Su estudio ocupa mucha de la literatura sobre el género de las últimas 
décadas. Tales guiones están implícitos en muchos de los estudios sobre los 
programas sociales en el Perú (Boesten 2010; Chávez y Juárez 2015; Ewig 
2012; Rousseau 2012), pese a que no se nombran en esos términos.

La investigación en el Perú no hace mucho uso de los conceptos de esquemas 
y guiones para analizar sistemáticamente las secuencias de acciones, pauta-
das socialmente, que se pueden desatar frente a las víctimas de discrimina-
ción.3 Una excepción es el estudio de Galarza, Kogan y Yamada (2012), que 
examinó el uso de esquemas evaluativos en la contratación de trabajadores 
profesionales, técnicos y no calificados en Lima Metropolitana. Los detonantes 
de esquemas evaluativos fueron hojas de vida, nombres y apellidos y fotogra-
fías que aludían a distintos géneros e identidades étnico-raciales. El estudio 
sugiere la complejidad de los guiones de los responsables de contrataciones, 
en entidades que colocan avisos de oferta de trabajo en periódicos como El 
Comercio. Lo masculino y blanco no es lo preferido para todos los puestos. 

Existe una tendencia creciente a reconocer la flexibilidad de las categorías, y 
por tanto, los esquemas y guiones que fluyen de ellas, como construcciones 
sociales y culturales. Los cambios se producen a nivel de los referentes (a 
quién se aplica la etiqueta), el contenido (qué criterios sirven para diferen-
ciarlo) y los límites entre un grupo y otro (cuán tajantes son las separaciones 
y las reglas que pautean las relaciones con portadores de otras etiquetas). 
Ames (2011) se basa en investigaciones y marcos elaborados por una larga 
lista de estudiosos anteriores para argumentar a favor de la flexibilidad de 
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4 El concepto fue propuesto por Nancy Fraser en su análisis filosófico del problema del reconocimiento.

   

las categorías étnico-raciales que se esgrimen en el Perú. Sulmont (2012: 
66) identifica el mismo dinamismo y adecuación a los cambios intergene-
racionales en el hecho que, aunque cada vez menos peruanos hablan un 
idioma no-español como primera lengua, el porcentaje de la población que 
se identifica con lo indígena no disminuye. 

Los discursos sobre la etnicidad y el racismo se adaptan continuamente a nue-
vas condiciones y relaciones entre grupos, incluso disputas por el poder, privi-
legio y reconocimiento. El caso paradigmático es el término ‘cholo’. Sulmont 
(2012: 56) señala su resignificación, en tanto identidad de orgullo, como el 
paso más reciente en el proceso que fue remarcado por Aníbal Quijano hace 
cuatro décadas, y que llevó al desarrollo de una línea de estudios del proceso 
de ‘cholificación’ en el Perú (referido también en Thorp y Paredes 2011: 162). 
Para Quinteros (2011), en un estudio sobre el cine andino o provinciano, la 
producción de filmes sobre la realidad cotidiana en ciudades y el campo de 
los Andes, que revisan las vivencias del conflicto armado interno y trabajan 
con elementos míticos como el jarjacha o el tunche amazónico, estaría convir-
tiendo la pantalla grande en una “zona de debate cultural donde se disputa el 
valor de lo andino, lo nacional, lo regional y lo público” (Quinteros 2011: 415). 
Los medios masivos aparecen como lugares de emergencia de imágenes afir-
mativas en reemplazo de imágenes que en el pasado invitaban a la burla y la 
humillación, también en el estudio de Huerta-Mercado (2011) sobre vedettes. 

 «En los medios de comunicación, ‘cholo’ ha sido, a la vez, una categoría 
para definir una otredad que podía ser aproximada con agresión (este-
reotipos raciales en telenovelas), con humor (tanto victimizando al mi-
grante como reivindicándolo) o con afán reivindicativo. Por su parte, los 
estereotipos ligados no al cholo sino a la chola han circulado de mane-
ra notable a través de representaciones lúdicas, que de alguna manera 
confirmaban la distancia que demostraban, y generalmente a través de 
travestis. La imagen humorística de la chola aparecía más bien como 
contraposición a la idea de mutismo, distancia y seriedad; con cholas 
trasgresoras, alegres y desafiantes» (Huerta-Mercado 2011: 398).

Quinteros (2011: 422) relaciona estos desarrollos con el fortalecimiento de 
contrapúblicos subalternos4 en condiciones de rechazar los viejos estereoti-
pos étnicos, raciales, de género y potencialmente de otra índole en el Perú. 
Sulmont (2012: 70) resume el argumento: “Las etiquetas que intentan des-
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cribir o identificar a las personas étnica o racialmente representan más bien 
prácticas sociales que entidades ontológicas”.

1.3  El problema de la intencionalidad

Lo icónico de la discriminación es el acto intencional (Bregaglio 2015). Para 
quien lo comete, tiene la finalidad de humillar y desmovilizar a su víctima, 
quitarle un bien o recurso, reducir sus posibilidades de acceder a un pues-
to, ingreso o condición de reconocimiento. Incluso, la discriminación puede 
traer como consecuencia la automarginación de la víctima. Esta deja de as-
pirar a más o de oponerse a los actos de quien lo discrimina. Sin embargo, 
la intención de herir, desarmar o privar de recursos y oportunidades a otro 
individuo o grupo no siempre es clara. Mucha investigación alrededor de 
la discriminación reconoce dos formas: la discriminación interpersonal y la 
discriminación estructural. Aun así, pretender aislar factores estructurales es 
siempre difícil y tiene resultados discutibles. 

Considerando el corpus de estudios en el caso peruano, parece más apro-
piado aplicar un criterio de intencionalidad para imponer cierto orden. En 
algunos estudios, los responsables de la discriminación se identifican con re-
lativa facilidad y sus propósitos también son claros. En otros, las intenciones 
de quienes pusieron en movimiento los procesos que llevaron a consecuen-
cias discriminatorias están perdidas en la historia; incluso, es prácticamente 
imposible identificar quién hizo qué, desenredando víctimas y victimarios. 
En otros casos, no existe un agente humano. Es así que este acápite se orga-
niza en tres secciones: ‘Discriminación sin querer’, ‘Sin querer queriendo’, y 
‘Discriminar queriendo’. En el primer caso, es casi imposible asignar culpas. 
En el segundo caso, los culpables pueden designarse (si bien con contro-
versia), pero son combinaciones de actores cuyas intenciones no siempre 
son claras o convergentes. En el tercer caso, hay claros culpables con claras 
intenciones de excluir, hacer daño o anular a un rival.

1.3.1  Discriminación sin querer

La organización geográfica y espacial del Perú lleva a muchas situaciones de 
discriminación y recorte de los derechos civiles de las personas, sin que sea 
posible demostrar que esa fue la intención de unos, o que necesariamente 
estuvo bajo el control de los agentes involucrados en decisiones sobre las 
inversiones públicas o el funcionamiento de los mercados. Thorp y Paredes 
(2011) resaltan la importancia fundamental de la dinámica de relación entre 
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la costa y la sierra andina desde el régimen colonial hasta hoy. Yamada, Lizar-
zaburu y Samanamud (2012) constatan la persistencia de las brechas étnicas 
en el mercado laboral peruano. Señalan la presencia de discriminación en 
contra de las poblaciones de minorías étnicas en su acceso a la educación, 
y por tanto, a empleos más rentables y productivos. El factor clave sería la 
baja inversión en infraestructura básica en las zonas rurales, donde se con-
centra la población indígena (Yamada, Lizarzaburu y Samanamud 2012: 85-
86). La decisión de invertir y el diseño y aplicación de las inversiones no se-
rían cuestiones tan arbitrarias, sin embargo, en un país de recursos limitados 
y capacidades ejecutoras y administrativas también limitadas, puesto que 
se enfrentan situaciones extremas de dispersión, poblamiento ralo y ‘geo-
grafía hostil’ (Thorp y Paredes 2011: 142). Tales discusiones siguen una línea 
de indagación sobre los efectos de la infraestructura rural en el combate a 
la pobreza y la marginación. Al respecto, las investigaciones de Escobal y 
coautores han sido fundamentales (Escobal 2005; Escobal, Saavedra y Vakis 
2012; Aldana y Escobal 2014; Escobal y Ponce 2016). 

En este panorama, la decisión de migrar de pequeños poblados hacia las 
zonas rurales se convierte en la posibilidad de escapar de la discriminación, 
pese a que esta última no es planteada en esos términos para la gran masa 
de migrantes internos del siglo XX. Ames (2011: 24-30) rescata una serie de 
estudios que vinculan las jerarquías materiales e imaginadas con la geogra-
fía. La migración del campo a la ciudad ‘desindianiza’ al habitante de los 
Andes y cambia los ejes de su potencial marginación o discriminación. Ames 
cita al lingüista Vich (2010: 27-28) cuando explora las asociaciones con la 
sierra que rondan por el imaginario de gran número de peruanos: atempo-
ralidad, terquedad, resistencia al cambio, inamovilidad, degradación (moral 
y ambiental), violencia y atraso. 

La imbricación de la discriminación con la migración –y la dinámica de rela-
ción entre la costa, sierra y selva del Perú– no termina ahí. La reducción de 
la población y el desplazamiento de sus actividades económicas debilitaron 
el orden sociopolítico en la sierra, y frustraron un proceso incipiente de mo-
dernización que pudo haber reducido las brechas sociales (Thorp y Paredes 
2011: 142). La migración masiva a las ciudades de la costa acercó a los des-
preciados ‘indios’ a sus rivales y abrió la puerta a una democratización de las 
relaciones que continúa hasta hoy.

La geografía y la distribución de recursos naturales en el país conducen a lo 
que en otros medios se estudia como ‘racismo ecológico’. Se trata de la ubi-
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cación en el espacio de obras de infraestructura y actividades económicas 
que implican riesgos para las poblaciones humanas que están asentadas en 
las cercanías.5 Esto abarca, en el Perú, desde represas e infraestructura vial 
hasta zonas de cultivo de coca y actividades extractivas legales e ilegales. 
Aunque podrían analizarse como problemas de discriminación, la tenden-
cia entre los investigadores peruanos es estudiar estas situaciones desde 
la privación del derecho de participación y consulta, y producidas las con-
secuencias, protección y reparación de la salud, el ambiente y la economía 
local (Urrutia y Diez 2016: 273-278; Ardito 2015; Barriga 2016; F. Durand 2016; 
Pinedo 2016). Anahí Durand (2011) incorpora, en su argumento sobre la ex-
clusión política, las percepciones de los dirigentes indígenas sobre un Esta-
do que discrimina en la medida en que siempre da la razón a las empresas 
y actores poderosos.

1.3.2  Sin querer, queriendo

El grueso de la investigación del último quinquenio, que tiene relevancia 
para la discriminación, cabe en el conjunto intermedio con respecto a las 
intenciones que están detrás de los patrones hallados: es posible identificar 
ciertos intereses, de ciertos perpetradores, que devienen más o menos di-
rectamente en situaciones discriminatorias para otros. Se trata de grandes 
grupos y generalmente existe en el fondo una cuestión de competencia: por 
puestos de trabajo, por las atenciones del Estado, por bienes que implican 
inversión y gasto, por el éxito en el sistema educativo –incluso en los niveles 
más altos en las instituciones de educación superior–. La sección se organiza 
alrededor de estos ejes.

 a)  Salud
 
La salud es otro ámbito donde el peso relativo entre la posibilidad de discri-
minación y otros factores resulta difícil de precisar (Yon 2016). La desnutrición 
crónica infantil está concentrada en la sierra andina y la Amazonía rural (Es-
cobal, Saavedra y Vakis 2012; Del Pino, Mena y Torrejón 2012; Portugal, Yon 
y Vargas 2016), mientras que las infecciones diarreicas producidas por agua 
contaminada son una amenaza particularmente fuerte en la Amazonía mestiza 
y nativa. La parasitosis es excepcionalmente prevalente entre la población in-
dígena tanto andina como amazónica (Hurtado et al. 2005). Hay motivos para 
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pensar que condiciones como la diabetes e hipertensión están sobrerrepre-
sentadas en la población afrodescendiente (Benavides et al. 2015a). Condi-
ciones como el estrés, los trastornos mentales, el abuso del alcohol (Seinfeld 
y Galarza 2014), las enfermedades crónicas, el suicidio en menores de edad 
(Tuesta 2012), accidentes y violencia (Benavides, Risso y Etesse 2011) y el sín-
drome de déficit de atención infantil están asociadas a diferentes grupos po-
blacionales, donde se entremezclan posibles factores genéticos y biológicos 
con las condiciones ambientales, laborales y sociales, además de la inversión 
en saneamiento y servicios de salud. Se extrañan los estudios interdiscipli-
narios, entre científicos sociales e investigadores biológicos y médicos, que 
ayudarían a esclarecer los determinantes de muchas de estas situaciones. 

La investigación existente se concentra en las desigualdades en la provisión 
de servicios de salud y la presencia de prácticas discriminatorias en la entre-
ga (por ejemplo, los estudios recogidos en Barrantes y Busse 2014). Valdi-
via (2012: 105) distingue los maltratos abiertos –gritar, insultar– de los leves          
–invisibilizar, no oír, no responder preguntas ni dar explicaciones–. Incluye 
el maltrato que llama “solapado”: el tratar cariñosamente (“mamita”, etc.) 
“con visos de autoritarismo, falta de respeto, recriminaciones y agresiones 
simbólicas”.

Los problemas más analizados tienen que ver con las deficiencias de servi-
cios en zonas de población indígena, andina y amazónica, y la falta de aplica-
ción de una política clara de interculturalidad en el diseño y la prestación de 
servicios (Defensoría del Pueblo 2015; Yon 2016). Existen vacíos importantes 
en la cobertura del Seguro Integral de Salud (SIS), frecuentemente por falta 
de documentos de identidad o partida de nacimiento –particularmente en 
las zonas rurales y de población indígena–. Los especialistas comunitarios en 
salud, incluso parteras, cuyos servicios pueden ser requeridos en ausencia 
de cualquier alternativa, suelen ser marginados, y las llamadas enfermeda-
des culturales, no reconocidas como tales por el sistema oficial, pueden ha-
cerse motivo de burla y negación por los servidores en establecimientos de 
la red del Minsa (Defensoría 2015; Portocarrero 2015). De 64 universidades 
que forman profesionales en medicina humana, solo 16 incluyen el enfoque 
de interculturalidad como uno de sus ejes (Defensoría 2015: 97). 

 b)  Educación

La educación probablemente haya concentrado la mayor cantidad de in-
vestigación que se refiere explícitamente a la discriminación o que trata de 
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categorías susceptibles de ser víctimas. Aunque el acceso a la educación bá-
sica ha aumentado para toda la población peruana, las brechas entre grupos 
étnicos se han abierto (Castro, Yamada y Asmat 2012). La brecha por género 
tiende a desaparecer mas no así entre los indígenas quechuas o amazóni-
cos. Los riesgos de abandonar la escuela precozmente son especialmente 
altos entre los afroperuanos. En cambio, para los indígenas amazónicos, es 
el tránsito al nivel secundario lo que produce mayor abandono. Además de 
las barreras sociales, subsisten barreras materiales relacionadas con la oferta 
educativa y la disponibilidad de recursos en las familias (Castro, Yamada y 
Asmat 2012: 48-49). Vásquez, Chumpitaz y Jara (2013: 201) encuentran evi-
dencia en el sentido de que las familias gastan menos en la educación es-
colar de sus hijas mujeres a comparación de sus hijos varones, una forma de 
discriminación de género de larga data en el Perú. Sanborn y Arrieta (2012) 
resumen la situación actual al señalar que la pobreza sigue cumpliendo un 
papel central entre los obstáculos que impiden el acceso universal a la edu-
cación primaria y secundaria. Las mujeres rurales e indígenas permanecen 
al final de la cola.

El acceso a la educación básica de personas con discapacidad merece aten-
ción especial, puesto que influye de manera decisiva en su acceso poste-
rior al trabajo, principal reclamo de esta población (Tovar y Fernández 2006: 
103). Pese a la existencia de una política de inclusión, menos de la cuarta 
parte de niños y niñas con discapacidad acceden a la escuela (Constanti-
no, Bregaglio y Cueva 2016). Cuando lo hacen, sus posibilidades de recibir 
un trato y servicios complementarios acordes con su situación son mínimas. 
Los presupuestos no alcanzan, los profesores no reciben la formación que 
requieren, la infraestructura no está diseñada para la accesibilidad, y no se 
contemplan necesidades como la movilización hacia los centros educativos, 
que recaen sobre las familias (Tovar 2015).

El proceso educativo, así como la vivencia de alumnos y alumnas en las aulas 
y patios escolares y preescolares, encierra sus propios riesgos de discrimi-
nación (Huayhua 2010; León Zamora 2014; Ames y Rojas 2012; Rojas 2011; 
Moromizato 2011), e incluye la posibilidad de ser víctima de castigos corpo-
rales e insultos –que pueden tomar formas racistas– por parte de los pares, 
profesores, autoridades y aun personal de servicio (Ogando-Portela y Pells 
2015). En el caso de estudiantes con discapacidad, los actos de omisión 
salen al frente: la exclusión del grupo, la exclusión de actividades como los 
deportes, el sentirse invisible en el aula, la imposibilidad de comunicarse 
con los compañeros y autoridades (Constantino, Bregaglio y Cueva 2016).
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La frontera actual de la investigación sobre la desigualdad y discriminación 
educativas se halla en la educación superior. Se ha producido una expansión 
explosiva de la oferta, lo cual ha promovido el acceso de grupos histórica-
mente excluidos (varios autores en Cuenca 2012). No obstante, los saltos 
largos –de un estatus educativo en la generación de los padres a otro en la 
generación actual– siguen siendo casi negados (Benavides y Etesse 2012: 
70). El proyecto más sostenido de acción afirmativa en la educación supe-
rior –el programa de becas de la Fundación Ford, que operó a lo largo de 
la primera década del siglo XXI– ha producido varios estudios sobre logros 
y también dificultades, reunidos en el libro editado por Cuenca (2012; ver 
también Sanborn y Arrieta 2012). Los criterios de discriminación que califica-
ron a los y las candidatas para las becas fueron, en orden descendiente: po-
breza, ser indígena, género, profesión, otros, preferencia política, violencia, 
discapacidad, religión (Cuenca 2012: 106). Villacorta (2012) analiza la poca 
preparación que tienen las universidades nacionales para recibir con éxito 
a los becarios, además de participantes en programas como Hatun Ñan, 
dirigido a la integración de estudiantes indígenas en la educación superior 
(ver Hatun Ñan 2011, para una iniciativa para contrarrestar los daños y des-
ventajas). El tema es tratado con detenimiento en el estudio de Sanborn y 
Arrieta (2012), donde el examen del potencial de las estrategias de acción 
afirmativa en las universidades peruanas lleva a conclusiones mixtas.

 c)  Otros servicios

El estudio de Montero y Yamada (2012) agrega dimensiones novedosas al 
análisis de la discriminación en los servicios públicos en el Perú. Considera 
una gama amplia de prestadores de servicios (Policía, sistema de justicia, 
gobiernos municipales, empresas de electricidad, agua y telecomunicacio-
nes, aduana y migraciones) y toma en cuenta la corrupción como fuente de 
discriminación. Se examinan los efectos de la identidad étnica-racial sobre el 
acceso a los servicios, la probabilidad de tener que hacer pagos indebidos 
(coima) y la posibilidad de culminar exitosamente el trámite emprendido. 

El modelo teórico sobre el cual se basa el estudio señalaría que la pobreza, fal-
ta de educación y tendencia a dejarse amilanar de los étnicamente marcados 
los expone a prácticas corruptas y a la desidia de las y los operadores de los 
servicios; es decir, sufren un doble o triple daño. Los efectos negativos de ha-
blar una lengua indígena emergen con particular claridad (Montero y Yamada 
2012: 235), especialmente en relación con el sistema judicial, los ministerios, 
la Policía y servicios como agua, luz y telecomunicaciones. Aunque el acceso 
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a servicios y la culminación de los trámites muestran tasas menores para los 
indígenas y afroperuanos que el resto de la población, el cuadro se confunde 
con la ruralidad de muchos de estos ciudadanos. Los autores concluyen que 
la pobreza y los bajos niveles de educación de los indígenas y afroperuanas 
explican su exclusión antes que la discriminación. Incluso, los indígenas tienen 
un acceso desproporcional a servicios como los de salud y educación básica 
(Montero y Yamada 2012: 240-244). Su vulnerabilidad a pagos ‘informales’ por 
servicios o la facilitación de sus trámites no es mayor que el resto de la po-
blación, pero –dados sus bajos ingresos– el impacto puede ser más grave. Su 
acceso a determinados servicios públicos tiene que ser evaluado en relación 
con la calidad de dichos servicios. Los segmentos de población no indígena 
tienen a su disposición servicios privados de mejor calidad.

 d)  Empleo 

La discriminación basada en la lengua, lugar de origen (urbano o rural, 
costeño o andino) y la identificación étnica es antigua y persistente en el 
mercado laboral peruano. Yamada, Lizarzaburu y Samanamud (2012: 84) es-
timan en 11% a 22% la brecha salarial entre minorías étnicas y el resto de 
trabajadores que puede achacarse a la discriminación étnica. Etnicidad y 
raza interactúan con la ruralidad de los hogares y las dotaciones educati-
vas. El retorno monetario de la educación superior va en aumento, mientras 
que el retorno para quienes solo tienen una educación primaria disminuye; 
miembros de las minorías étnicas difícilmente acceden a estudios superio-
res, mientras que 42% de ellos poseen una educación primaria. La pobre 
calidad de la educación pública rural, única opción para muchos niños y 
jóvenes indígenas, contribuye a estas brechas. Los autores consideran que 
la situación amerita intervenciones en programas de discriminación positiva.

Las brechas por género a nivel de salarios y oportunidades laborales tam-
bién son antiguas en el Perú. Constituyen el foco de una larga línea de in-
vestigación dentro del país y en comparaciones con otros países de América 
Latina. Aunque importantes brechas persisten, sin explicación salvo los este-
reotipos y la discriminación, Ñopo (2012) encuentra una tendencia regional 
hacia un panorama más igualitario. A 2009, las mujeres en la fuerza laboral 
peruana en promedio sobrepasaban a los varones con respecto a su educa-
ción y capital humano (Ñopo 2012: 87). Sin embargo, en la última década, 
la brecha de ingresos fluctuaba alrededor del 21% a favor de los hombres, 
considerando a la remuneración por hora en promedio de trabajadores y 
trabajadoras. La brecha salarial aumenta durante los años reproductivos de 



332

DERECHOS CIVILES Y DISCRIMINACIÓN: BALANCE DE INVESTIGACIÓN EN  
POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

las mujeres –en las ciudades, a diferencia del campo–, a mayores niveles de 
educación y entre las ocupaciones mejor remuneradas (Ñopo 2012: 88-89). 
Las oportunidades y limitaciones que afectan a las mujeres como actores 
económicos, en el campo, suscitan una atención creciente de la comunidad 
investigadora. Diversos estudios comprueban las desventajas que sufren 
para acceder al crédito, para la participación y el goce de los beneficios 
de la asociaciatividad, y frente a la capacitación y la tecnología (Tello 2012; 
Asensio y Trivelli 2014; Del Pozo 2015). Se suele presumir que la conducción 
del predio corresponde al hombre residente, sea padre, marido o hijo. En-
tre los motivos de la situación de desventaja de las mujeres conductoras, 
destaca la dotación inferior de activos (educación, tierras, animales); y entre 
sus consecuencias, se registran trabas para contar con garantías legales me-
diante títulos de propiedad, seguros y la bancarización.

Un problema notorio en el mundo laboral es la baja percepción que tienen 
los empleadores acerca de sus prácticas, cuando estas pueden ser vividas 
como discriminatorias por los y las postulantes o integrantes de la fuerza la-
boral. La limitada exposición de prácticas de discriminación en las empresas 
concuerda con la tendencia de la población, en general, a subestimar o sos-
layar los incidentes de victimización. Ambas tendencias son comentadas en 
el estudio de Kogan, Kámiche y Lay (2012) sobre una población de gradua-
dos de la Universidad del Pacífico. Continúa la línea de indagación iniciada 
en el 2011 (Kogan, Fuchs y Lay) sobre empresas pequeñas, medianas y gran-
des de Lima Metropolitana. Se confirma la tendencia de constituir grupos de 
trabajo entre “gente como uno/a”; es decir, encaminar las contrataciones 
hacia la homogeneidad de los grupos, con el efecto de reservar puestos de 
alta gerencia para personas altas, masculinas y blancas, y puestos técnicos 
para otras categorías étnico-raciales, fenotípicas y de género. Dice un entre-
vistado: “Ingresar a la empresa es ingresar a un club (…) donde todos son 
culturalmente homogéneos” (Kogan, Kámiche y Lay 2012: 188).

 e)  La organización del cuidado

La desigualdad y la discriminación por género en el mercado laboral están 
íntimamente relacionadas con el trabajo que forma parte de la economía, 
la organización social y la atención a los hogares y los cuidados prestados 
a personas dependientes (Tello 2012). La Encuesta Nacional de Uso del 
Tiempo, realizada en el 2010 (INEI/MIMP 2012), da cuenta del dramático 
desbalance entre el tiempo que las mujeres dedican a estas actividades y 
el tiempo mucho menor que dedican los hombres. La especialización de 
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las mujeres en las labores domésticas y actividades de cuidado, y especiali-
zación de los varones en el trabajo para el mercado, comienzan en la niñez 
(Rojas y Cussianovich 2013) y persisten a lo largo de la vida. La Encuesta 
Nacional de Uso del Tiempo no ha dado lugar a un número importante de 
análisis secundarios como ocurre con otras encuestas nacionales, y no se 
ha producido aún un conjunto de estudios sobre patrones de asignación 
de las labores de cuidado en entornos domésticos y comunitarios, como 
ha ocurrido en otros países. El tema figura en algunos estudios de la migra-
ción internacional, ya que el Perú es exportador de mujeres que dejan sus 
puestos como cuidadoras en sus hogares para tomar trabajos como niñeras, 
enfermeras, ayudantes en cunas infantiles y cuidadoras de ancianos y enfer-
mos crónicos en España, Italia y otros países (Anderson 2012; Ansión, Mujica 
y Villacorta 2008). La gran inversión de tiempo y esfuerzo de las mujeres en 
tareas domésticas y de cuidado es un subtema en estudios sobre el funcio-
namiento de los programas sociales, que dependen de la participación de 
madres de familia para la entrega de sus beneficios y para alcanzar sus obje-
tivos (Jones y Villar 2014; Ulfe y Málaga 2015; Villar 2015). Las responsabilida-
des familiares de las mujeres son un factor que contribuye a una tendencia 
de trabajar en horarios reducidos, en el sector informal, y con interrupciones 
que afectan su acceso a seguros de salud y pensiones de vejez.

1.3.3  Discriminación, queriendo

Algunos de los actos de discriminación abierta y claramente intencionada 
ocurren en el mundo infantil, entre niños y niñas que están en el proceso de 
aprender a actuar sobre las jerarquías sociales presentes en el mundo adulto. 
Mientras sus expresiones en manos de adultos pueden ser indirectas y sola-
padas, los niños y niñas no dominan estas sutilezas ni sienten la misma nece-
sidad de esconder actitudes socialmente desaprobadas. Es así que el bullying 
en las escuelas se ha vuelto un tema que atrae la atención de investigadores 
(Ucelli y García Lloréns 2016; Ames y Rojas 2012), además de la violencia en 
los hogares (Benavides y León 2013; Kohrt, Barrueco y Pérez 2015). Ambos 
guardan relación con dificultades académicas y pueden, por tanto, contribuir 
a la discriminación educativa y laboral. Carrillo et al. (2011) analizan lo que lla-
man “bullying racista” en escuelas con presencia de alumnado afroperuano.  

Por otro lado, Velarde (2011) estudia el trato que recibe la población transexual, 
lesbiana y gay en los servicios de salud, constatando que “el estigma y la discri-
minación (son) ejes gravitantes” (2011: 16) para dicha población en diferentes 
ámbitos de sus vidas. Se temen los prejuicios del personal de salud y estos 
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temores, agregados a la violencia que pueden sufrir en casa, en los intentos de 
‘corregir’ su orientación sexual, agudizan los riesgos de alcoholismo y tabaquis-
mo, depresión y la tendencia a incurrir en comportamientos de riesgo. De las 
tres ciudades donde se realizó el estudio (Iquitos, Lima, Arequipa), las mayores 
resistencias frente a la diversidad sexual se encontraron en la sierra sur.

La violencia se usa para hacer valer la división sexual del trabajo aludida en la 
sección anterior (Alcalde 2014; Blitchtein-Winicki y Reyes-Solari 2012; Chávez 
y Juárez 2015; Franco y González 2009; Mitchell 2013; Nóblega 2012). Varios 
de los casos estudiados por Alcalde (2014: 31) de mujeres víctimas de la vio-
lencia de sus parejas contienen elementos de discriminación y racismo. Las 
mujeres son humilladas por los maridos por no vestirse a la usanza urbana, 
sino mantener ciertas costumbres provincianas y serranas en su forma de pre-
sentarse, de criar a los hijos, de cocinar y manejar el hogar. Los hombres que 
se saben discriminados por sus rasgos físicos vuelcan los mismos prejuicios en 
contra de sus esposas, y utilizan sus preferencias por las mujeres más blancas 
y menos ‘indias’ para herir y violentar (Alcalde 2014: 107).

1.4  La interseccionalidad

La discriminación sobre un eje con mucha frecuencia se combina con dis-
criminación planteada sobre otro eje. Las interacciones entre diferentes for-
mas de discriminación –el ‘trenzado’ de múltiples discriminaciones– se ana-
liza en términos de ‘interseccionalidad’, concepto que nació en los estudios 
de género para llamar la atención sobre la imbricación de la discriminación 
de género con la discriminación étnica y racial. 

Siguiendo a Thorp y Paredes, las mujeres indígenas, habiendo sido margi-
nadas en la escuela durante mucho tiempo, son marginadas nuevamente 
por el empleo en los pueblos, que está más bien al alcance de los varo-
nes indígenas. Las mujeres se quedan en el campo a cargo de los predios 
agropecuarios, con el riesgo de tener que apoyarse en la colaboración de 
sus hijas, quienes –a su turno– sufren de una discriminación parecida. Com-
binaciones similares de factores impiden que las mujeres urbanas monten 
defensas efectivas de instituciones como los comedores (Thorp y Paredes 
2011: 255). Combinaciones similares de factores afectan a las mujeres afro-
peruanas (Benavides et al. 2015a), agudizadas por la pobreza. 

Las conexiones entre distintas motivaciones para discriminar pueden refor-
zar estereotipos que ofrecen excusas para no intervenir. 
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 «Justificar el padecimiento y la miseria de otros, asociando el sufrimiento con 
la diferencia cultural, es una forma de esencialismo; sin embargo, a menudo 
esta esencialización no se cuestiona (…), incluso cuando se transforma en 
racismo. En el Perú, el dicho racista y sexista ‘más me pegas, más te quiero’ 
es popularmente utilizado entre las clases socioeconómicas urbanas para re-
ferirse al amor serrano, y se ve facilitado por la regionalización de la raza y la 
cultura. La idea detrás de este dicho es que la violencia física, psicológica y 
sexual, infligida por la pareja íntima contra las mujeres de la sierra, no tiene 
por qué ser abordada por las políticas estatales, ya que estas prácticas se 
basan en las costumbres y tradiciones. Esta frase implica que las serranas 
disfrutan de la violencia en razón de su raza y cultura. De acuerdo con esta 
lógica, las mujeres son cómplices de su propio sufrimiento como miembros 
de una raza y cultura atrasadas vinculadas a una región específica, la sierra» 
(Alcalde 2014: 48). 

Aun cuando resaltan motivaciones de un tipo u otro, la mayoría de investiga-
ciones terminan mostrando que toda discriminación tiene múltiples determi-
nantes. Sin embargo, no hallamos intentos de medir con precisión los compo-
nentes del problema que deben asignarse a una fuente u otra, un rasgo u otro 
atribuido a las víctimas discriminadas. Tal ejercicio sería sumamente complica-
do y probablemente inútil, si recordamos la fluidez que se señaló al inicio de 
este acápite en el manejo de las categorías y las situaciones cambiantes donde 
se produce la discriminación. Sin embargo, eso no es disculpa para muchas 
omisiones que se detectan en la literatura; sobre todo, el ‘olvido’ frecuente de 
las desigualdades socioeconómicas o de clase, y la ausencia de referencias que 
diferencien entre hombres y mujeres. Las interacciones entre la discriminación 
de género y otras formas de discriminación permean la literatura nacional e 
internacional sobre la situación de las mujeres. Su ausencia en muchas investi-
gaciones en el Perú refleja el poco hábito de desagregar los datos por sexo o 
género, y es un problema que atraviesa la investigación social y económica en 
el país en general.

Abordar las conexiones entre distintas formas de discriminación y negación de 
derechos se complica debido al riesgo de interpretaciones equivocadas (misre-
cognition, en los escritos de la filosofía del reconocimiento) de las asociaciones. 
La discapacidad afecta a ricos y pobres, y los tipos y grados de impedimento 
son muy diferentes. No obstante, se suele contemplar a personas con disca-
pacidad con una actitud asistencial, de pena, frecuentemente desestimando 
sus posibilidades materiales y exagerando sus limitaciones físicas, sensoriales 
o mentales. Tales equivocaciones llevan a un tipo de discriminación que niega 



336

DERECHOS CIVILES Y DISCRIMINACIÓN: BALANCE DE INVESTIGACIÓN EN  
POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

a la víctima la posibilidad de afirmar, desarrollar y demostrar su capacidad para 
ser autónoma y autovalente. En contextos escolares, llevan a la ‘promoción so-
cial’, que hace avanzar de grado en grado sin asegurar el dominio de la materia 
cuando ese dominio estuvo al alcance del estudiante, dados los apoyos apro-
piados. Es así que –entre los reclamos de las personas con discapacidad– está 
el derecho a la vida independiente (Tovar y Fernández 2006: 102-109) y la par-
ticipación en las decisiones sobre su condición en la familia, la sociedad civil y 
las políticas públicas (Astorga 2015).

Pese a los avances, la concreción de derechos y el reconocimiento de la digni-
dad de todas las personas por igual, siguen siendo metas lejanas. 
 
 «En un estudio de opinión, realizado en el 2005, encontramos que menos 

del 15% de los entrevistados consideraban que los indígenas logran hacer 
valer sus derechos siempre o casi siempre en nuestro país; en contraste con 
cerca de un 50% que opinaba que los mestizos podían hacerlo; mientras 
que más del 80% de los entrevistados pensaba que un blanco era capaz de 
hacer valer sus derechos siempre o casi siempre» (Sulmont 2015: 67).

Las investigaciones sobre la discriminación en todas sus formas y a todas sus esca-
las se constituyen en un recordatorio de tareas no solamente incumplidas, sino ba-
tallas probablemente interminables y que necesitan de una vigilancia permanente. 
Los estudios realizados en el Perú suelen no llegar al fondo del problema de proce-
sos inherentes de conflicto y competencia en las sociedades masivas modernas. Se 
quedan, por lo general, en las causas mediatas y próximas. Sin embargo, acumu-
lativamente, permiten entender que la discriminación nace de dinámicas estruc-
turales e institucionales que afectan a todas las sociedades contemporáneas. Se 
construyen de conglomerados de “extraños” (Appiah 2006) que deben convivir en 
medio de valores, proyectos de vida y puntos de partida diversos y discrepantes.

Ninguna investigación, ni las personas consultadas, descartan el papel del Es-
tado y las políticas públicas como potencial fuente de remediación de las situa-
ciones injustas y abusivas que la investigación revela. Más bien, insisten en la 
necesidad de promover las condiciones para que el Estado intervenga positiva-
mente. Esto pasa por identificar las trabas actuales. No pocos estudios señalan 
los errores y desconexiones entre las políticas y programas bien intencionados 
que tienen efectos débiles o hasta contraproducentes. 

A continuación, se señalan algunos de los temas prioritarios, relacionados con 
el funcionamiento del Gobierno peruano, que afectan su capacidad para actuar 
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positivamente en defensa de los derechos civiles y derecho a la dignidad de 
toda la ciudadanía.

 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

La mayoría de investigaciones en el Perú deja en suspenso una teoría gene-
ral de la discriminación y se concentra en sus causas próximas e intermedias. 
Una consideración previa son las metodologías que usamos para hacer estu-
dios en este terreno. Por lo mismo, es pertinente fomentar la investigación 
cualitativa usando diversos diseños. Tales estudios pueden aportar informa-
ción sobre cómo las personas se identifican y desean ser reconocidas, y por 
tanto, cómo responden a ítems en las encuestas y los estudios cuantitativos. 

2.1  Los métodos y abordajes

El corpus de estudios revisados obliga a considerar cuestiones de método, 
e incluso en qué espíritu se realizan investigaciones sobre la discriminación 
y los derechos civiles de sus víctimas. A continuación, se señalan algunos de 
los dilemas más saltantes:

• La actitud de empatía y comprensión que se exige de quien investiga. 
Para avanzar del estudio a la acción, y a políticas eficaces, hay que pro-
mover la comprensión de la discriminación, creando empatía en quienes 
observan actos discriminatorios y una disposición hacia la identificación 
con las víctimas. Los estudios etnográficos y casuísticos tienen grandes 
ventajas en ese sentido. Permiten, además, registrar la discriminación y 
sus secuelas, y no solamente reportes y recuerdos sobre incidentes. Otras 
alternativas metodológicas se hallan en los estudios biográficos. Agüero 
(2015) hace uso de la autoetnografía e historia de vida. López (2012: 133-
171) aboga a favor de la autobiografía como herramienta pedagógica en 
programas como la educación intercultural bilingüe en Puno, EIB-Andes 
y becas de acción afirmativa. El corpus revisado contiene una cantidad 
desproporcional de estudios que utilizan metodologías de encuesta, con-
siderando que las encuestas son una forma de abordaje poco confiable, 
especialmente tratándose de personas marginadas que tienen motivos 
para esconder sus actos y pensamientos (‘poblaciones escondidas’6). 

6 El concepto pertenece a Merrill Singer, antropólogo que ha hecho sendos estudios en los EE. UU. sobre poblaciones de 
drogadictos y otros marginados.
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7 Epstein, Steven (2007). Inclusion. The Politics of Difference in Medical Research. Chicago, IL: The University of Chicago 
Press.

• La necesidad de permanente revisión de las categorías. Epstein (2007) 
argumenta lo mismo en su discusión sobre la investigación y práctica 
médica: ni siquiera las categorías biológicas son fijas.7 Implicit bias (ses-
gos inconscientes) de los investigadores son un riesgo permanente. Sul-
mont (2012) recomienda usar combinaciones de indicadores diagnósti-
cos (lugar de nacimiento, lengua materna, lengua de los padres, lengua 
de uso cotidiano en el hogar, ubicación en categorías étnico-raciales, 
prácticas y costumbres), ya que producen resultados más consistentes 
y acordes con otras encuestas. No obstante, el vocabulario de la dis-
criminación utilizado por los investigadores tiene limitaciones. Algunas 
categorías reconocibles por investigadores sociales quedan descartadas 
porque son ajenas al lenguaje y la experiencia de quienes responden 
las encuestas. El número y la cantidad de categorías alternativas que se 
ofrecen influyen en la tendencia a autoubicarse en determinadas cate-
gorías (Sulmont 2012: 63). 

• Superar los temores frente a la politización o el uso político de los 
resultados de investigación. Hemos constatado cómo muchas situa-
ciones de discriminación no son reconocidas o estudiadas como tales 
por los investigadores. En algunos casos, el desconocimiento bordea 
el negacionismo. Se omiten referencias a la discriminación, cuando pa-
recería evidente que tenía que haberse considerado entre las causas 
de las situaciones halladas. En otros casos, se muestra un respeto des-
medido por las instituciones (iglesias, por ejemplo) cuyas motivaciones 
supuestamente no podrían incorporar rasgos discriminatorios. Existe la 
tendencia en algunas investigaciones (corrientes, escuelas, institucio-
nes) a denegar la posibilidad misma de la discriminación por un exceso 
de cautela. 

• Promover el uso del lenguaje inclusivo y otras prácticas que afirman la no 
discriminación en el trascurso de realizar y difundir las investigaciones. 
Entre lo revisado, hay informes que contienen únicamente pronombres 
masculinos. Algunos utilizan metáforas discriminatorias: ‘negro’ u ‘oscu-
ro’ para referirse a hechos ilegales o sospechosos; ‘primitivo’, ‘tradicio-
nal’ o ‘ancestral’ para referirse a prácticas contemporáneas que pueden 
o no tener raíces en el pasado. 
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2.2  Las preguntas

2.2.1  Discriminación, derechos civiles y la construcción de ciudadanía  
   (MIMP, Defensoría del Pueblo)

Justificación. La realidad de discriminación y la negación de la condición de 
derechohabientes a determinados individuos y grupos desafían la imagen 
del Perú como país donde se reconoce la igualdad de derechos de toda la 
ciudadanía. La evidencia sugiere que algunas personas, creada la oportuni-
dad, dirigen su intolerancia y aun violencia a más de una clase de víctimas. 
Sugiere también que determinados escenarios son propicios para que se 
manifieste la discriminación y la competencia por recursos y espacios: el 
transporte público, los servicios de salud y educación, las oficinas para trá-
mites burocráticos, los procesos electorales, entre otros. Existe la necesidad 
de entender mejor los factores que propician y facilitan conductas y acti-
tudes discriminatorias en esos escenarios, y los factores que señalan fallas 
en el propósito de frenar los actos abusivos y violatorios de la igualdad de 
derechos.

Se proponen las siguientes preguntas de investigación:

• ¿Cuáles son los lugares y situaciones en el Perú donde la discrimina-
ción y negación de derechos tienen mayores posibilidades de manifes-
tarse? 

• De todas las categorías de peruanos y peruanas susceptibles de discri-
minación, ¿cuáles son las que corren mayor riesgo de ser víctimas en 
estos lugares y situaciones?

• Frente a distintas ofensas discriminatorias, y por parte de distintas cla-
ses de víctimas, ¿cuáles son las rutas que tienen que recorrerse para 
llevar a cabo las denuncias de discriminación y negación de derechos 
civiles? 

• ¿Qué puede aprenderse del estudio comparativo entre estas distintas 
ofensas, víctimas y rutas de resolución de quejas?

Disponibilidad de información:

• Estudios etnográficos, históricos y legales, así como metaanálisis de los 
mismos.

• Compilaciones de denuncias en las instituciones encargadas. 
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DERECHOS CIVILES Y DISCRIMINACIÓN: BALANCE DE INVESTIGACIÓN EN  
POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

2.2.2   Los impactos relativos de la discriminación ejercida sobre distintas
  w categorías y colectivos (MIMP, Minedu, Mintra, MEF)

Justificación. Gran parte de la investigación sobre la discriminación y los 
derechos civiles se enfoca en un solo sector o colectivo de víctimas, sean 
afroperuanos, mujeres, discapacitados, LGBT, infractores, personas viviendo 
con VIH, etc. Eso hace difícil estimar la intensidad de la discriminación y los 
daños sufridos en términos relativos. Aunque toda discriminación o nega-
ción de derechos es objetable, la formulación de políticas públicas requiere 
ciertas pautas que permitan la priorización de sectores y problemáticas. 

Se proponen las siguientes preguntas de investigación:

• ¿Qué diferencias y semejanzas pueden identificarse en las experiencias, 
formas y secuelas de discriminación entre dos o más colectivos suscepti-
bles de discriminación en un mismo contexto o escenario?

• Reconociendo el interés del país en fomentar una ciudadanía producti-
va, emprendedora y meritocrática, ¿cuáles son las formas de discrimina-
ción y negación de derechos que son particularmente reñidas con ese 
objetivo?

• ¿Cuáles son los costos económicos de la discriminación ejercida en con-
tra de distintos colectivos de víctimas?

Disponibilidad de información: 

• Encuestas que contengan ítems que podrían aludir a experiencias de 
discriminación. 

• Estudios sobre el liderazgo en el sector privado.

2.2.3   Colaboración Estado-sociedad civil en defensa de los derechos y  
   contra la discriminación (Minjus) 

Justificación. Está claro que muchos colectivos que se registran como vícti-
mas de discriminación están organizados y, desde una posición privilegiada 
de conocimiento y compromiso, realizan estudios y campañas de autode-
fensa y resarcimiento frente a los abusos. Al mismo tiempo, desde una posi-
ción distinta, diversas entidades gubernamentales, a nivel central, regional y 
local, procuran desterrar la discriminación. Falta conocer la eficacia de estos 
esfuerzos, sus interacciones y contradicciones. En ausencia de una sola enti-
dad estatal que consolide la información sobre la discriminación en el país, 
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el estudio podría ser de interés del Ministerio de Justicia, llamado a evaluar 
la necesidad de un mecanismo de ese tipo. 

Se proponen las siguientes preguntas de investigación:

• ¿Cuál es la eficacia de diferentes campañas e intervenciones diseñadas 
para la defensa, autodefensa y protección a las víctimas de discrimina-
ción?

• ¿Cuál es la visibilidad que tales acciones logran en los medios masivos 
de información y que contribuyen a la imagen pública del Perú como 
país tolerante y de derecho o, por el contrario, país donde campea la 
discriminación? 

Disponibilidad de información:

• Organizaciones de víctimas de discriminación, registros (algunos en lí-
nea) de sus estrategias y campañas. Éxitos y fracasos.

• Entidades gubernamentales (ministerios sociales del Gobierno central, 
regional, Demuna y otras dependencias de determinados gobiernos lo-
cales) y sus estrategias y campañas. Éxitos y fracasos.

• Archivos periodísticos, radiales y televisivos.
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Este capítulo presenta una revisión de la investigación macroeco-
nómica desarrollada en el Perú –o sobre el Perú– y publicada, tan-
to en medios locales como internacionales, durante el periodo de 

2011 a 2016.2 Asimismo, propone una agenda de investigación que, en 
opinión de varios expertos,3 debería guiar los esfuerzos de investigación 
en temas macroeconómicos de cara al Bicentenario, de 2017 a 2021.

En la recopilación bibliográfica, se ha procurado incluir documentos y es-
tudios que hayan sido sometidos a algún tipo de evaluación de pares (mo-
nografías, artículos académicos publicados en revistas reconocidas o docu-
mentos de trabajo de series que sigan estas prácticas) o que, a pesar de no 
necesariamente cumplir con este criterio, hayan tenido cierto impacto sobre 
el debate público. 

Los grandes temas macroeconómicos de interés para el diseño de políticas 
públicas, en una economía emergente como la peruana (los temas ‘estruc-
turales’), difícilmente varían de manera sustancial en el lapso de un lustro o 
una década. Por ello, muchos de los tópicos destacados en los dos últimos 
balances elaborados por el CIES, primero en Cuba (2008) y luego en Cuba 
et al. (2012), siguen vigentes para esta área temática. 
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No obstante, el énfasis y la orientación de la investigación, como la ma-
croeconomía misma, son cíclicos y coyunturales. Así, buena parte de la bi-
bliografía se ha encargado de analizar el extraordinario episodio de auge 
de la economía peruana durante casi toda la década de 2000 e inicios de 
la década de 2010, impulsado por condiciones externas volátiles, pero ex-
cepcionalmente favorables; así como de estudiar las razones y políticas 
económicas que explicarían el desenvolvimiento de la economía peruana, 
razonablemente auspicioso, tras la crisis financiera internacional (CFI) de 
2007/2008. Mientras que Parodi (2011) explica, en perspectiva histórica, las 
causas y efectos inmediatos de la CFI, en los estudios de Mendoza (2013), 
Parodi (2014) y González Izquierdo (2016) encontramos una narrativa general 
de la experiencia peruana reciente.

Es innegable que el país ha experimentado avances tangibles en varios 
frentes. No solo el ingreso del peruano medio se ha incrementado y la po-
breza se ha reducido, con claros indicios de mejora en la distribución del 
ingreso, sino que se han dado al menos tres pasos cruciales para consoli-
dar una economía más competitiva y próspera. Primero, se han adoptado 
con éxito regímenes de política que protegen mejor al país de eventos ex-
ternos adversos (tras conseguir niveles de obligaciones externas que pue-
den ser honrados cómodamente con recursos propios) y que dan suficien-
te espacio para la implementación de políticas contracíclicas (tras lograr 
niveles estables y sostenibles de inflación y de deuda pública). Segundo, 
se ha profundizado y fortalecido el sistema financiero, sobre todo el de 
los mercados de capitales en soles, brindando mejores oportunidades de 
fondeo no solo al sector corporativo tradicional, sino también a empresas 
pequeñas y a personas naturales. Tercero, hay una mayor apertura e inte-
gración comercial y financiera.

Sin embargo, también es innegable que el Perú enfrenta retos, varios de 
ellos formidables, para sostener las tasas de crecimiento que redunden en 
un mayor bienestar de la población. Ello es particularmente cierto hoy por 
hoy, donde ya observamos las primeras señales de una desaceleración de la 
actividad económica y enfrentamos perspectivas del contexto externo bas-
tante menos auspiciosas: términos de intercambio a la baja, normalización 
de la política monetaria en EE. UU. y desaceleración de la economía china.
Urgen reformas para mejorar el clima de negocios y la habilidad del Gobier-
no para promover una sociedad más eficiente y equitativa. La falta de pro-
greso en estas áreas, naturalmente, podría traducirse en frustración contra 
el esquema de responsabilidad macroeconómica alcanzado y sus logros. 

360

MACROECONOMÍA: BALANCE DE INVESTIGACIÓN EN POLÍTICAS  
PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



Es necesario modernizar e impulsar la calidad de los servicios del Estado y 
promover la independencia de las autoridades económicas. La agenda trata 
de identificar cómo la investigación académica podría contribuir con tal fin.

El balance que se hace a continuación se divide en cinco secciones, que 
agrupan varios temas: crecimiento económico y productividad, políticas mo-
netarias y macroprudenciales, política fiscal, sistema financiero y big data. Se 
concluye con la agenda de investigación propuesta.

 1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016

1.1  Crecimiento y productividad

El fin último de la investigación macroeconómica es asistir a la promulgación 
de políticas de toda índole que ayuden a fomentar, en el mediano y largo 
plazo, un crecimiento económico sostenible. Clasificamos la investigación 
hecha al respecto en el Perú en cuatro bloques: auge reciente y contraste 
con la experiencia previa, crecimiento de la productividad y sus perspecti-
vas, sincronización de ciclos económicos y análisis de largo plazo.

1.1.1  Auge y contraste
 
Desde el año 2002 hasta 2013, el PBI peruano creció a una tasa de aproxi-
madamente 6% al año, marcando así el periodo de mayor crecimiento con-
tinuo en la historia reciente. Este resultado, de acuerdo con Rossini y Santos 
(2015), no hubiera sido posible sin la estabilidad económica promovida por 
arreglos institucionales, como la adopción del esquema de metas de infla-
ción, por parte del Banco Central de Reserva del Perú (BCRP), y del marco 
de responsabilidad fiscal, por parte del Gobierno. Véase, además, Parodi 
(2014). Adicionalmente, es sabido que durante este periodo las condiciones 
externas fueron sumamente favorables para el Perú (esto es, altos términos 
de intercambio y bajas tasas de interés internacionales), las cuales, de acuer-
do con Castillo y Salas (2012), habrían contribuido con alrededor de dos 
puntos porcentuales anuales del crecimiento registrado. 

Paz y Urrutia (2015) muestran que, durante esta expansión, el PBI por traba-
jador (una medida de productividad laboral) creció a una tasa de cerca de 
2,5% anual, una evolución que no se vio reflejada en el salario real medio, 
que se mantuvo prácticamente constante. Estos autores encuentran que –
detrás de esta cifra agregada– los salarios reales de los trabajadores más 
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jóvenes y menos educados se incrementaron sustancialmente, mientras que 
los de individuos con mayor experiencia y más calificados se vieron reduci-
dos. De no haberse registrado esta caída en los retornos a la experiencia y 
a la educación, Paz y Urrutia (2015) calculan que los salarios reales agrega-
dos habrían crecido, precisamente, en 2,5% al año. Tal heterogeneidad es 
consistente con la conclusión de Yamada et al. (2012) de que el prolongado 
crecimiento ha sido ‘inclusivo’, al haber sido acompañado de sostenidas re-
ducciones en la tasa de pobreza y en la desigualdad de los ingresos. A nivel 
departamental, Delgado y Rodríguez (2015) presentan evidencia de conver-
gencia económica, lo que implica que, con pocas excepciones, el crecimien-
to fue experimentado en todas las regiones del país.

El contraste con el desastroso desempeño de la economía peruana en dé-
cadas anteriores, sobre todo las de 1970 y 1980, no puede ser más marcado. 
Llosa y Panniza (2015) muestran que el PBI per cápita en 2004 alcanzó los 
niveles de 1976, después de haber experimentado lo que estos autores de-
nominan ‘las tres décadas perdidas del Perú’, en alusión a la conocida ‘dé-
cada perdida de América Latina’. Durante estas, el país registró la primera y 
la cuarta recesiones más profundas, en términos de magnitud y de duración, 
registradas en todas las economías en América Latina desde 1960. Al buscar 
una explicación a tan extraordinaria dinámica, Llosa y Panniza (2015) encuen-
tran una ‘tormenta perfecta’ de factores perjudiciales para el crecimiento: 
condiciones externas desfavorables (caída en los términos de intercambio), 
inestabilidad política y macroeconómica y, avalando las conclusiones de 
Thorp y Bertram (2013), la inhabilidad del sector corporativo para innovar 
y del Gobierno para implementar políticas que promuevan prácticas em-
presariales eficientes. En otras palabras, se trata de una profunda crisis de 
productividad.

1.1.2  Productividad y perspectivas

La productividad total de factores (PTF) es el valor producido por unidad 
de insumo (o un índice que agrupa las contribuciones de diversos factores 
de producción) y es una medida de la eficiencia e incidencia de economías 
de escalas en el proceso productivo. Estimaciones independientes en Sán-
chez y Mendoza (2013), Loayza (2016) y Céspedes et al. (2016c) indican que 
el crecimiento de la PTF explica buena parte de la debacle en décadas 
pasadas, y habría contribuido por lo menos con dos puntos porcentuales 
anuales del crecimiento del PBI en el periodo de 2002 a 2013. De hecho, 
son las mejoras en productividad las únicas que podrían sostener a me-
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diano plazo las tasas de crecimiento necesarias para aspirar a un mayor 
desarrollo. 

Son varios los determinantes del crecimiento de la PTF. Castillo y Rojas 
(2014) estudian el rol de los términos de intercambio. Concluyen que si bien 
estos han afectado positivamente la dinámica de la PTF, al contribuir con 
una mayor capacidad de inversión en tecnología en el sector privado y en in-
fraestructura en el caso del sector público, factores de origen interno serían 
más relevantes. Entre estos se encuentran aquellos asociados con ‘políticas 
de estabilización’, como la volatilidad de la inflación y el ciclo económico, 
y aquellos vinculados con ‘políticas estructurales’, como la acumulación de 
capital humano, profundización financiera, apertura comercial y el mejora-
miento y expansión de la infraestructura productiva. Céspedes et al. (2016c) 
encuentran que el efecto de las políticas estructurales es mayor que el de 
las políticas de estabilización. 

Para dar una idea de los órdenes de magnitud involucrados, Sánchez y Men-
doza (2013) realizan un interesante ejercicio de simulación. Específicamente, 
utilizando información hasta 2012, predicen el crecimiento del PBI para el 
periodo de 2013 a 2023, considerando que las condiciones externas son 
neutrales, la estabilidad macroeconómica se mantiene en el horizonte de 
proyección y las variables de políticas estructurales evolucionan de acuerdo 
con tres posibles escenarios. En el escenario más optimista, los niveles de 
capital humano, profundización financiera, apertura comercial e infraestruc-
tura del Perú alcanzan los niveles, considerablemente superiores, de Chile 
en 2012. El resultado es una auspiciosa tasa de crecimiento de 6,5% anual. 
En el escenario intermedio, estas variables siguen sus tendencias de 2002 
a 2012, lo que resulta en una tasa de crecimiento de 5%. Finalmente, en el 
escenario pesimista, las variables de políticas estructurales se mantienen en 
sus niveles de 2012, lo que reditúa un modesto crecimiento de 3,5%.

Los resultados del escenario pesimista de Sánchez y Mendoza (2013), que 
corresponde a la situación actual, son consistentes con el diagnóstico pre-
sentado en Loayza (2016). Este autor muestra que, en términos de estabilidad 
macroeconómica, el Perú es comparable con economías emergentes exito-
sas como Chile y Corea del Sur. No obstante, el país queda notoriamente 
rezagado cuando se trata, precisamente, de los motores de productividad 
mencionados. Son varios los factores detrás de estos déficits, pero destacan la 
alta tasa de informalidad en la economía, así como la limitada inversión, tanto 
privada como pública, en ciencia e innovación. Véase, además, Tello (2015).
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1.1.3  Sincronización de ciclos
 
El ritmo de alto crecimiento fue interrumpido brevemente por la CFI. En 2008, 
el PBI creció aproximadamente 9%; en 2009, cerca de 1%; y en 2010, algo más 
de 8%, para mantenerse en un promedio cercano a 6%, de 2011 a 2013. Dada 
la magnitud de la CFI, no llama la atención la drástica reducción en el creci-
miento de 2009; lo notable, no obstante, fue la rápida recuperación.

Corbo y Schmidt-Hebbel (2013), así como Montoro y Rojas-Suárez (2015), 
argumentan que las autoridades latinoamericanas, entre ellas las peruanas, 
aprendieron las principales lecciones de crisis pasadas y supieron responder 
rápida y correctamente al choque externo. Ello fue posible gracias a una 
buena gestión macroeconómica durante el periodo de bonanza previo a la 
crisis, de altos términos de intercambio e importantes entradas de capitales. 
Estimaciones en Rojas-Suárez (2016) muestran que, entre muchas econo-
mías emergentes, el Perú se mostraba como una de las más preparadas 
para enfrentar choques externos adversos: superávit externo, que refleja 
poca necesidad de financiamiento externo; una reducida deuda pública 
como porcentaje del PBI, junto con un superávit fiscal, que sugiere suficien-
te espacio para llevar a cambio una política fiscal contracíclica; una reducida 
deuda externa en comparación con las reservas internacionales, que se in-
terpreta como una adecuada capacidad del país de enfrentar sus obligacio-
nes externas, entre otros factores. 

También se ha argumentado, por ejemplo en Parodi (2011), que uno de los 
principales canales de transmisión de la crisis fue el comercial, y el casi nulo 
crecimiento de 2009 se debe al colapso del comercio global. Tras la CFI, 
se hizo evidente, en palabras de Izquierdo y Tavi (2011), un ‘nuevo orden 
económico global’, caracterizado por el mayor protagonismo de grandes 
economías emergentes, notablemente China, en la escena global, y el ‘des-
acoplamiento’ de los ciclos económicos de economías emergentes de los 
ciclos de países desarrollados en recesión. De hecho, China se convirtió en 
el principal destino de las exportaciones peruanas. Winkelried y Saldarriaga 
(2013b) documentan que, a inicios de la década de 1990, cerca de 27% de 
las exportaciones peruanas se destinaban a EE. UU., 30% a Europa y Japón, 
y solo 6% a China; mientras que, hacia 2010, China representaba cerca de 
20% de nuestras exportaciones; Europa y Japón, 20%; y EE. UU., 16%. Como 
argumenta Tello (2012), este redireccionamiento del comercio internacional 
incrementa la exposición del Perú a choques en China, posiblemente en 
desmedro de otros socios comerciales. Así, Winkelried y Saldarriaga (2013a) 
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muestran que en la década de 1990 un incremento de 1% en el crecimiento 
en China explicaba, a mediano plazo, un incremento de 0,2% en el creci-
miento peruano; hacia 2010, este efecto se habría más que triplicado a más 
de 0,6%. 

A pesar de esta evolución, Flores (2016) encuentra que el Perú, junto con 
otras economías latinoamericanas, mantiene una significativa exposición al 
desempeño económico de EE. UU. no solo a través de un canal comercial, 
sino principalmente a través de uno financiero.

1.1.4  Largo plazo 

En 2015, se publicaron dos monografías excepcionales, tras décadas de in-
vestigación, con una visión de largo plazo de la economía peruana. Ambas 
recopilaron información, tanto a nivel nacional como regional, sobre la acti-
vidad económica y la población, la procesaron cuidadosamente y la pusie-
ron a disposición del público para su difusión y uso futuro.

La primera es el libro de Gonzales de Olarte (2015), que utiliza las tablas 
insumo-producto disponibles desde la década de 1950 hasta la de 2000 (la 
última corresponde a 2007) y, a pesar de las distintas metodologías con las 
que cada tabla fue elaborada, las vuelve comparables para el análisis. Se 
diferencian dos regímenes económicos, ambos primarios exportadores. El 
primero, hasta 1990, tiene al Estado como el principal inversor y el principal 
empresario; el segundo, desde 1990, da predominancia al libre mercado y 
tiene como segundo eje al sector servicios, gracias a inversiones en teleco-
municaciones y banca, entre otros. Un hallazgo especialmente interesante 
es que, a pesar de las marcadas diferencias entre los dos regímenes, la he-
terogeneidad de las productividades sectoriales son bastante comparables: 
los sectores más productivos son los orientados a la minería y generación 
de energía, mientras que los menos productivos son ciertas manufacturas 
y el agrícola. Una excepción es la banca, que se tornó un sector de alta 
productividad.

Gonzales de Olarte (2015) concluye que –durante las seis décadas analiza-
das– no se ha conseguido eslabonar adecuadamente a un sector primario 
de alta productividad, con un sector industrial articulador y con servicios que 
complementen a los otros sectores para generar el mayor valor agregado 
posible. A pesar de la indiscutible prioridad, lograr esta articulación es una 
reforma aún pendiente.
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La segunda es el monumental libro de Seminario (2015), quien cons-
truye, desde 1700 (en algunos casos, 1600), las series de PBI real, agre-
gado y por industrias, más extensas de América. Armado con estos 
datos, el autor explora la evolución de la economía peruana desde la 
Colonia (la Audiencia de Lima), y llega a una larga lista de resultados 
que invitan a la discusión. Destacan la identificación de superciclos de 
un promedio de 50 años duración, 30 en fase expansiva y 20 en fase 
contractiva, desde el siglo XVIII, y el reconocimiento de periodos de 
auge (entre otros, las Reformas Borbónicas de Carlos IV, el boom del 
guano y la República Aristocrática) y depresión (entre otros, las Refor-
mas Borbónicas bajo Felipe V, la Guerra de Independencia y la Guerra 
del Pacífico). Las primeras décadas del auge actual, iniciado en 1992, 
lo destacan como el que mayor crecimiento ha generado en ese lapso 
(véase la ilustración II-20). Asimismo, por su intensidad, las crisis perua-
nas son comparables con eventos extremos como la Gran Depresión 
en EE. UU. o la Segunda Guerra Mundial en Alemania. 

Quizá el aporte más interesante de Seminario (2015) es develar el rol 
que han tenido los eventos poco frecuentes y catastróficos en el des-
empeño de largo plazo de la economía peruana. Son muchas las com-
paraciones que realiza entre el Perú y otras regiones virreinales (hoy, 
los países sudamericanos) o los países europeos, y en todas ellas se 
aprecia cómo estos eventos, como la Guerra del Pacífico, deteriora-
ron la posición relativa del Perú y generaron diferenciales que hasta la 
actualidad no han sido revertidos. El resultado más intrigante, no obs-
tante, se deriva de una simulación que calcula el crecimiento excluyen-
do las catástrofes y muestra que en este escenario el nivel de ingreso 
medio del Perú sería comparable, hoy en día, con el de España o Reino 
Unido. Concluye que, históricamente, el problema del Perú no ha sido 
su desempeño promedio, sino su fragilidad: una exagerada exposición 
a resultados desfavorables.

1.2  Políticas monetarias y macroprudenciales

La investigación en temas de política monetaria, y recientemente política 
macroprudencial, es muy activa en el Perú, en buena parte por el rol del 
BCRP en fomentarla. Esta involucra una variedad de temas organizados 
en los siguientes seis bloques: dinámica de la inflación, traspaso del tipo 
de cambio, intervención cambiaria, reservas internacionales, políticas ma-
croprudenciales y mecanismos de transmisión.
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1.2.1  Dinámica y medición de la inflación

La adopción de un esquema de metas de inflación –en 2002– marca el ini-
cio de un régimen de estabilidad monetaria caracterizado, de acuerdo con 
hallazgos en Castillo et al. (2012), por una inflación baja y predecible. Armas 
(2016) muestra, además, que desde entonces la inflación en Perú ha sido la 
más baja y menos volátil de América Latina. De acuerdo con Rossini et al. 
(2016), quizá la principal razón detrás de esta auspiciosa evolución es que la 
gestión de la política monetaria se ha orientado a mantener un ancla nomi-
nal creíble: el rango meta anunciado por el BCRP sirve como referencia para 
la formación de expectativas privadas de inflación, incluso, como se ilustra 
en Winkelried (2016b), durante episodios donde la inflación se ubica fuera 
del rango meta.

La meta del BCRP corresponde a la inflación del índice de precios al con-
sumidor (IPC) de Lima Metropolitana; es decir, el agregado de los precios 
de una canasta representativa. Siguiendo a Winkelried (2013), una práctica 
conveniente para el análisis de la inflación es entenderla como la suma de 
dos procesos. Primero, la inflación no subyacente que recoge variaciones de 
corto plazo que escapan de la zona de influencia de la política monetaria, 
ya que se vinculan con condiciones de oferta y no con presiones de de-
manda. Segundo, la inflación subyacente que alude a un componente más 
persistente y predecible en el IPC agregado, asociado estrechamente con el 
incremento generalizado de precios. 

La inflación subyacente marca la tendencia de la inflación, y por tanto, es 
un indicador útil para orientar las acciones de política monetaria a mediano 
plazo. Armas et al. (2011) evalúan las bondades de medidas alternativas de 
inflación subyacente y concluyen que la variación del IPC subyacente elabo-
rado por el BCRP, que excluye los rubros más volátiles del IPC y se basa en 
una canasta que representa el 63% del IPC, presenta buenas propiedades 
como medida de inflación tendencial. Véase, además, Winkelried y Ramos 
(2016). Esta medida, además de ser transparente y fácil de replicar, ya que 
únicamente excluye rubros de una canasta, se compara muy favorablemente 
con alternativas más elaboradas, como el análisis factorial desarrollado en 
Humala y Rodríguez (2012).

Por otro lado, la medida de inflación utilizada por el BCRP ha sido siempre la 
variación del IPC de Lima, en lugar de un agregado nacional como ocurre en 
otros países. Además del alto grado de centralización de la economía peruana, 
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un motivo práctico y operativo para esta elección es que, como describen Armas 
et al. (2011), la cifra del IPC de Lima siempre se ha publicado de manera definitiva 
(sin revisiones) el primer día hábil del mes posterior, una práctica adoptada para 
las inflaciones regionales y nacional recién en 2012. Winkelried y Gutierrez (2015) 
investigan cuáles habrían sido las implicancias para la inflación nacional de que 
el BCRP haya implementado metas inflacionarias con relación a Lima. A través de 
un modelo dinámico, en el que las inflaciones de todas las regiones del país inte-
ractúan entre sí, estos autores encuentran que un choque en la inflación de Lima 
se transmite rápidamente y de manera permanente a las inflaciones de las otras 
regiones del Perú; en cambio, los choques de inflaciones regionales se trans-
miten también con rapidez a la inflación de Lima, pero generando solo efectos 
de muy corta duración. Así, concluyen que al monitorear la inflación en Lima, el 
BCRP habría contribuido con la estabilidad de la inflación en todo el país.

1.2.2  Traspaso del tipo de cambio

En toda economía abierta, el tipo de cambio afecta directamente las decisio-
nes de fijación de precios, el denominado ‘efecto traspaso’. Una depreciación 
no solo incrementa el precio en soles de los productos importados incluidos 
en la canasta del IPC, sino que también incrementa el costo de bienes produ-
cidos localmente que utilizan insumos importados, lo que, a la larga, podría 
generar presiones inflacionarias. La magnitud de este efecto depende de la 
capacidad de los importadores y los productores de mantener sus márgenes 
de ganancias y, finalmente, de traspasar los incrementos de costos al con-
sumidor. Asimismo, está ampliamente documentado, por ejemplo en Pérez 
Forero y Vega (2016) y Rossini et al. (2016), que el efecto traspaso puede ser 
asimétrico y depende del signo y el tamaño de la depreciación, siendo mayor 
cuando el choque es positivo y grande. 

La evidencia empírica provista en Maertens et al. (2012) y Winkelried (2014) 
sugiere que, en el caso peruano, el efecto traspaso es, hoy por hoy, reducido: 
aproximadamente 10% de una depreciación se traspasa a la inflación. En par-
ticular, estos trabajos concluyen que, dado que resulta más sencillo traspasar 
costos a los consumidores en un entorno de inflación alta y volátil, la adop-
ción del esquema de metas de inflación habría cerrado un círculo virtuoso al 
reducir el efecto traspaso, lo que a su vez otorgaría una mayor efectividad a 
la política monetaria. De manera consistente con este hallazgo, BCRP (2015) 
estima que del desvío de 1,5% de la inflación respecto al punto medio del 
rango meta registrado en 2015, 1,3% podría ser atribuido a la depreciación 
acumulada de cerca de 15% registrada ese año.
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1.2.3  Intervención cambiaria 

Conceptualmente, existen dos razones por las que la intervención cambia-
ria podría ser una práctica deseable en una economía como la peruana. La 
primera es la existencia de un alto efecto traspaso, que pareciera no ser el 
caso en el Perú. La segunda razón, más relevante para el caso peruano, es 
la existencia del denominado ‘efecto hoja de balance’, documentado en Ar-
mas (2016) y Ramírez-Rondán (2016). En una economía dolarizada es posible, 
y de hecho frecuente, que las empresas registren descalces de monedas en 
sus balances, al mantener activos denominados en soles junto con pasivos 
denominados en dólares. Como se discute en Carranza et al. (2011), esta 
situación supone una condición de vulnerabilidad, ya que una depreciación 
elevada e impredecible, al incrementar el costo de la deuda, podría dete-
riorar el grado de solvencia de las empresas. Ello, a su vez, contraería sus ni-
veles de inversión e incluso podría llevarlas a la bancarrota. Véase, también, 
Arrieta y Guillen (2012). Más aún, una insolvencia generalizada en el sector 
productivo incrementa la morosidad agregada, perjudicando la situación 
financiera de sus acreedores y, en el extremo, comprometiendo el correc-
to funcionamiento del sistema de pagos. Como señalan Quispe y Rossini 
(2011), el efecto hoja de balance se manifestó de forma dramática durante 
la crisis rusa de 1998, y conllevó la racionalización y posterior contracción del 
crédito, seguidas de una prolongada recesión.

Ante ello, Rossini et al. (2011) y Rossini et al. (2013) describen un marco de 
política monetaria basado en la tasa de interés de referencia como meta 
operativa, pero atendiendo, a través de la intervención cambiaria, a las vul-
nerabilidades que enfrenta una economía con altos niveles de dolarización 
financiera. Dado el énfasis en la gestión del riesgo cambiario, el propósito 
de la intervención cambiaria es el reducir la volatilidad del tipo de cambio 
nominal, sin alterar su tendencia, para así promover la estabilidad financiera 
y, como se analiza en Montoro y Ortiz (2016), defender los canales de trans-
misión de la política monetaria. 

El comportamiento del mercado cambiario peruano y, sobre todo, la efec-
tividad de las intervenciones del BCRP han sido ampliamente estudiados. 
Humala y Rodríguez (2013) documentan ciclos de volatilidad en el mercado 
cambiario que, al ser también comunes al mercado bursátil, estarían refle-
jando la incertidumbre macroeconómica en general. Por su parte, utilizando 
datos de alta frecuencia, Lahura y Vega (2013) concluyen que las interven-
ciones cambiarias son más efectivas en reducir la volatilidad cambiaria ante 
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presiones depreciatorias (cuando el BCRP vende dólares) que ante presio-
nes apreciatorias (cuando los compra), una conclusión que es confirmada en 
Adler y Tovar (2014). Asimismo, Lock y Winkelried (2015) muestran que, en 
línea con la teoría de microestructura de mercado, los flujos de órdenes de 
compras netas intradiarios, que incluyen las intervenciones del BCRP, son 
predictores relevantes de la dinámica del tipo de cambio. 

Por otro lado, Ventura y Rodríguez (2015) encuentran que las intervenciones 
cambiarias pueden ser explicadas, entre otros factores, por el desvío del 
tipo de cambio respecto a una tendencia móvil de largo plazo. Más aún, 
tanto Rodríguez y Winkelried (2011) como Tashu (2015) analizan la evolución 
del tipo de cambio real en las últimas décadas, sin encontrar desalineamien-
tos significativos respecto a sus fundamentos, lo que sugiere que las inter-
venciones cambiarias, en efecto, apuntan a ’ir en contra de la corriente’ sin 
alterar la tendencia del tipo de cambio. Véase, además, Rossini et al. (2013), 
Carrera (2015) y Durán-Vanegas (2016).

1.2.4  Reservas internacionales

Además de reducir la volatilidad del tipo de cambio, las intervenciones cam-
biarias se orientan a mantener un nivel adecuado de reservas internacio-
nales netas (RIN). Ello permite al BCRP inyectar dólares a la economía en 
episodios de estrés financiero y salida de capitales, reduciendo los efectos 
adversos que estos choques puedan tener sobre la liquidez y solvencia del 
sistema financiero. En este sentido, como sostiene Dancourt (2013), el saldo 
de RIN actúa como un seguro que protege a la economía de los vaivenes de 
los mercados financieros internacionales. Es bueno mencionar, no obstante, 
que se trata de una estrategia de autoseguro costosa, ya que las RIN se 
mantienen en activos muy líquidos y seguros, y por tanto, con retornos muy 
por debajo de otras alternativas de inversión.

Como en muchas economías emergentes, las intervenciones cambiarias en 
el contexto de las presiones apreciatorias después de la CFI se tradujeron 
en una acumulación de RIN sin precedentes: estas se incrementaron de algo 
menos de 20% del PBI en 2006 a más de 30% del PBI en 2015. Según BCRP 
(2016), este saldo de RIN podría pagar más de tres veces la suma del saldo 
de la deuda externa de corto plazo más el déficit en cuenta corriente. Una 
pregunta válida es si, dados los costos, estos niveles son excesivos. Rossini 
et al. (2014) muestran que, además de la intervención cambiaria, una fuente 
importante de acumulación de RIN fueron los depósitos del tesoro en el 
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BCRP (10% del PBI en 2015), esencialmente de los dólares obtenidos en las 
colocaciones de bonos globales, lo que indica que parte importante del 
saldo de RIN es el reflejo de una sólida posición fiscal. En BCRP (2016), se 
muestra, además, que aunque los niveles de RIN del Perú son los más altos 
de América Latina, son comparables con los niveles de economías emer-
gentes en Asia y Europa del Este. Finalmente, Calvo et al. (2013) abordan 
el tema con profundidad y encuentra que, tanto antes como después de 
la CFI, estos niveles de RIN son muy cercanos al ‘óptimo’, que balancea 
los beneficios de reducir los costos económicos esperados de episodios de 
salida de capitales con el costo de oportunidad de mantener una estrategia 
de inversión de bajo retorno.

1.2.5  Otras políticas macroprudenciales

Como describen Izquierdo y Talvi (2011) y Carrera et al. (2014, 2015), la 
reducción de las tasas de interés de corto plazo a niveles cercanos a cero 
en países desarrollados, junto con las agresivas políticas de expansión 
monetaria (quantitative easing) como respuesta a la CFI, promovieron un 
prolongado episodio de considerables entradas de capitales hacia econo-
mías como la peruana. La abundancia de capital extranjero, naturalmen-
te, genera presiones apreciatorias, así como una aceleración en el crédito 
interno. Ello configura, a su vez, una situación de riesgo, ya que una co-
rrección de esta tendencia, en la forma de una abrupta salida de capitales 
seguida de una fuerte depreciación y un racionamiento crediticio, podría 
conllevar una crisis financiera o bancaria doméstica. Como se muestra en 
Kapp y Vega (2014) y León et al. (2015), por la magnitud y persistencia de 
sus efectos, estas crisis constituyen los eventos más perjudiciales para el 
crecimiento económico a largo plazo. Además, como sostienen Montoro 
y Moreno (2011) y Moreno (2012), la entrada masiva de capitales supone 
un reto para la autoridad monetaria, ya que la política ‘convencional’ de 
elevar la tasa de interés para frenar la aceleración del crédito podría, pa-
radójicamente, atraer flujos de capitales adicionales, incrementando aún 
más la vulnerabilidad del sistema financiero. 

Por este motivo, las autoridades monetarias en economías emergentes re-
currieron al uso de instrumentos alternativos y complementarios a la tasa de 
interés, orientados a preservar la estabilidad financiera, lo que hoy en día se 
conoce como un objetivo ‘macroprudencial’. Choy y Chang (2014) proveen 
un recuento muy completo de las medidas macroprudenciales adoptadas 
por las autoridades peruanas desde la CFI. En general, muchos de los instru-
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mentos utilizados ya formaban parte del repertorio de los bancos centrales 
y los reguladores financieros de economías emergentes, aunque su uso no 
era necesariamente macroprudencial. Véase Rossini (2016). A pesar de ello, 
y del hecho de que pronto se cumplirá una década de uso cotidiano y ex-
tensivo de estas medidas, se les sigue refiriendo como ‘no convencionales’. 

Más allá de la intervención cambiaria y la acumulación de reservas inter-
nacionales, las medidas macroprudenciales más emblemáticas a cargo del 
BCRP se asocian con la gestión activa de los requerimientos de encaje; es 
decir, de las reservas de activos líquidos que los intermediarios financieros 
deben mantener en el BCRP. Como señalan Tovar et al. (2012), el encaje 
es, en esencia, un impuesto a la intermediación financiera: dada la tasa de 
interés, un mayor encaje reduciría el ritmo de crecimiento del crédito, mien-
tras que –dado el crédito– un mayor encaje se traduciría en una mayor tasa 
de préstamos o una menor tasa de depósitos. Montoro y Moreno (2011) y 
Tovar et al. (2012) presentan evidencia de que los encajes en América Latina 
fueron efectivos en reducir, a través de los canales mencionados, los efectos 
expansivos de la entrada de capitales sobre la demanda agregada. Armas 
et al. (2014) proveen mayor evidencia en esta línea para el caso peruano.

Armas et al. (2014) describen también el uso macroprudencial de políticas 
de encaje diferenciadas por monedas. En particular, la tasa de encaje para 
las obligaciones en dólares, siempre más alta que la tasa de encaje en soles, 
constituye una fuente importante de acumulación de RIN. Más aún, Han 
(2015) encuentra que la reducción en la dolarización del crédito tendría un 
efecto mucho más relevante, desde una perspectiva macroprudencial, que 
el suavizar las fluctuaciones del tipo de cambio a través de las intervenciones 
cambiarias. Por ello, las políticas de encaje diferenciadas buscan además 
fomentar la desdolarización del crédito, al incrementar los costos financie-
ros de la colocación de créditos en dólares. Estas habrían sido efectivas, de 
acuerdo con hallazgos en Castillo et al. (2016). 

Entre otras políticas macroprudenciales aplicadas en el Perú, esta vez a cargo 
de la SBS, Choy y Chang (2014) destacan el uso de provisiones procíclicas, 
diseñadas con el fin de reducir la correlación positiva entre el crecimiento de 
los créditos del sistema financiero y el ciclo económico, que emerge por la 
propensión de otorgar créditos de manera más flexible en fases expansivas. 
Este requerimiento es obligatorio desde 2008 y sigue un esquema complejo 
pero transparente de activación y desactivación, basado en indicadores de 
crecimiento del PBI observables. Véase Contreras (2011).
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Cabe también mencionar el uso de requerimientos de patrimonio o capital 
por tipo de crédito o por riesgo. Aunque no existe aún evidencia empírica 
para el Perú sobre los efectos macroeconómicos de estas acciones, varios 
resultados teóricos apuntan a que, en general, serían efectivas. Galindo 
(2011) encuentra que cuando estos requerimientos son contracíclicos (me-
nores requerimientos de capital durante desaceleraciones) pueden ser ins-
trumentos efectivos para amortiguar choques reales. Además, Canta (2011) 
y Ribeiro (2015) encuentran que el canal de transmisión de tasas de interés 
de la política monetaria sería más potente ante la presencia de estos re-
querimientos. Finalmente, Ortiz (2016) muestra que, en un contexto donde 
las firmas enfrentan restricciones de colateral para el endeudamiento, es 
altamente deseable el uso de un instrumento macroprudencial relacionado, 
la fijación del ratio de préstamo a valor (loan-to-value), toda vez que este 
reaccione exclusivamente ante movimientos en variables financieras y que 
sea independiente de la tasa de interés de política monetaria.

1.2.6  Mecanismos de transmisión de la política monetaria

Desde la adopción de la tasa de interés de referencia como instrumento de 
política monetaria, se ha investigado la existencia del denominado ‘canal 
tradicional de tasas de interés’ en el Perú. Este opera de la siguiente mane-
ra: un incremento en la tasa de interés de referencia se transmite a las tasas 
de interés de mercado. En un contexto de rigidices de precios, las expecta-
tivas de inflación no responden inmediatamente a este choque, por lo que 
el incremento de las tasas de mercado viene acompañado de un incremento 
similar en la tasa de interés real. Ello, a su vez, afecta las decisiones de gasto 
y, en particular, contrae la demanda agregada y la producción. Finalmente, 
la demanda deprimida genera presiones deflacionarias y la inflación respon-
de, con algunos rezagos, al choque. 

Mendoza (2011) muestra que este canal se ve reforzado si el compromiso del 
BCRP con su meta de inflación es percibido como creíble por los agentes 
privados. Asimismo, Lahura (2012) presenta evidencia de que un incremento 
inesperado en la tasa de interés del BCRP conlleva una disminución tempo-
ral en el PBI y en el nivel de precios, un año después de ocurrida la sorpresa.
En una economía abierta, el incremento de la tasa de interés de corto plazo 
viene acompañado de una apreciación, ya que inversionistas extranjeros, en 
busca de mayores retornos, demandarían una menor cantidad de dólares y una 
mayor cantidad de soles, reduciendo así el tipo de cambio. La apreciación, en 
principio, contraería la demanda agregada al disminuir las exportaciones netas, 
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lo que refuerza el mecanismo. Pérez Forero (2016) identifica este mecanismo de 
transmisión en varias economías latinoamericanas, incluida la peruana.

El modelo de proyección del BCRP (MPT), documentado en Winkelried 
(2013), contempla este canal de transmisión. No obstante, considera tam-
bién varias extensiones importantes para el análisis de la política monetaria 
en el Perú. Una de ellas es la presencia de dolarización financiera, donde 
los activos, básicamente préstamos, en soles pueden ser sustituidos por ac-
tivos en dólares. A pesar de ello, el canal de transmisión sigue operando: 
un incremento en la tasa de interés en soles –acompañado de una aprecia-
ción nominal– genera una depreciación esperada que incrementa la tasa 
de interés real en dólares. En esta línea, Han (2015) y Mendoza et al. (2016) 
estudian cómo un indicador que combina tasas de interés reales en ambas 
monedas puede ser utilizado para medir el carácter expansivo o contractivo 
de la política monetaria. Otra extensión se vincula con la introducción de 
encajes bancarios. Estos afectan directamente las tasas de mercado y son 
tratados como medidas complementarias a la tasa de interés de referencia. 

Entre otras investigaciones relevantes para la realidad peruana, Castillo y 
Montoro (2012) se preguntan cómo la presencia de un gran sector informal 
afecta la dinámica de la inflación y los mecanismos de transmisión de la 
política monetaria. En un mundo donde las empresas pueden contratar tra-
bajadores formales productivos y, a un menor costo, trabajadores informales 
de baja productividad, encuentran que durante fases expansivas resulta muy 
costoso contratar a trabajadores formales, optándose por contratar traba-
jadores informales. Ello introduce un mecanismo de corrección automático 
que deshace el estímulo inicial, debilitando el canal de tasas de interés y 
restando potencia a la política monetaria.

Por su parte, Castillo et al. (2013) desarrollan y estiman dos modelos de 
equilibrio general para describir la economía peruana. El primero presenta 
dolarización parcial; el segundo la ignora. Como se esperaría, los datos pe-
ruanos son mejor representados por el modelo con dolarización. Además, la 
respuesta de agregados reales a un choque de política monetaria se reduce 
a la mitad tras incorporar los efectos de la dolarización parcial. El canal de 
tasas de interés se debilita.

Finalmente, Vega (2016) analiza una economía pequeña, abierta, con merca-
dos financieros incompletos y dolarización financiera, para evaluar cómo la 
dolarización afecta los canales de transmisión de la política monetaria. El en-
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lace entre el ahorro y las necesidades de financiamiento es el sistema ban-
cario, que opera en un contexto de asimetría de información: solo las firmas 
que toman un préstamo, en cualquier moneda, conocen la probabilidad de 
honrar sus deudas. En el agregado, esta asimetría de información incremen-
ta el margen entre precios y costos de producción, por lo que emerge un 
canal adicional de generación de inflación. Además, el autor encuentra que, 
toda vez que una depreciación podría afectar la salud financiera de las fir-
mas, así como incrementar sus costos marginales, suavizar las fluctuaciones 
del tipo de cambio resulta ser un mecanismo efectivo para la estabilización 
de la actividad económica y la inflación.

1.3  Política fiscal

Aunque por su importancia la política fiscal tiene un rol protagónico en el 
debate público, el volumen de investigación en temas fiscales en el Perú es 
comparativamente reducido, posiblemente, por no existir algún organismo 
público que la promueva. Se espera, sin embargo, que esta situación cam-
bie para bien tras la puesta en marcha del Consejo Fiscal a inicios de 2016. 
Como se documenta en Céspedes et al. (2016b), este consejo tiene diversas 
funciones de índole técnica (la evaluación del desempeño de la política fis-
cal y la realización de proyecciones, por ejemplo), una labor que requiere 
guiarse de los resultados de la investigación académica. El balance en te-
mas fiscales se divide en dos bloques: el efecto de la política fiscal sobre la 
economía y el marco institucional sobre el cual opera.

1.3.1  Multiplicadores fiscales

Una pregunta central en el análisis de la política fiscal es cuál es el efecto 
que los agregados fiscales, ingresos y gastos del Gobierno, tienen sobre la 
demanda agregada. Usualmente, esta efectividad se calcula en la forma de 
un ‘multiplicador’; es decir, como la razón entre el aumento del PBI debido a 
un incremento del gasto público o una reducción en los ingresos (se entien-
de, por una reducción en la tasa de impuestos).

Sánchez y Galindo (2013) encuentran que puede atribuirse un 34% de 
la volatilidad del ciclo económico a los choques fiscales, siendo más 
importantes los choques en el gasto público: 22% versus 12% proveniente 
de cambios en los ingresos. Más interesante aún es el hallazgo de que 
estos multiplicadores son no lineales y dependen de la fase del ciclo 
económico en la que se encuentra la economía. Así, se encuentra que –en 
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fase expansiva– un incremento del gasto público en un sol se traduce, 
a la larga, en un estímulo equivalente a 0,55 soles sobre la demanda 
agregada; este efecto se refuerza notoriamente si el incremento ocurre 
en una fase recesiva, donde un sol adicional de gasto público estimula 
la demanda agregada en 1,30 soles. El multiplicador de ingresos resulta 
ser sustancialmente menor: una reducción de impuestos durante un auge 
no tendría mayor efecto sobre la demanda agregada, mientras que una 
reducción de un sol en los ingresos del Gobierno durante recesiones 
incrementaría la demanda agregada hasta en 25 centavos.

BCRP (2012) extiende este análisis considerando la desagregación del gasto 
público en gasto corriente e inversión pública. Se confirma que ambos tipos 
de gasto ejercen una mayor influencia sobre la actividad económica durante 
recesiones, y se encuentra, además, que el multiplicador del gasto en in-
versión pública es mayor: mientras que el multiplicador del gasto corriente 
es de 0,28 soles en auge y de 0,92 soles en recesión, el multiplicador de la 
inversión pública asciende, respectivamente, a 0,73 y 1,42 soles. Vtyurina y 
Leal (2016) y Casas (2016) presentan estimaciones muy similares.

Por otro lado, Lahura y Castillo (2016) cuantifican el efecto de cambios tri-
butarios basados en un enfoque narrativo, donde estudian la evolución de 
la actividad económica después de cambios en la legislación tributaria. Se 
encuentran, nuevamente, efectos significativos pero de poca magnitud: la 
elasticidad del PBI respecto a la presión tributaria (ingresos del Gobierno 
como porcentaje del PBI) es de 0,22% y una disminución de los ingresos 
tributarios de 1% del PBI incrementa, a la larga, la recaudación tributaria en 
hasta 0,50% del PBI. Así, estos autores concluyen que si bien la reducción 
de impuestos tiene un efecto positivo sobre la actividad económica, dicho 
efecto no sería suficiente para recuperar la recaudación (en términos del PBI) 
que se sacrificaría inicialmente.

La evidencia para el caso peruano apunta, en resumen, a que el instrumento 
fiscal más efectivo para dinamizar la demanda en una fase de crecimiento 
débil es el gasto público, sobre todo la inversión pública.

1.3.2  Marco institucional y relación con el ciclo

Ha sido ampliamente documentado, por ejemplo en Segura (2015) y Casas 
(2016), que desde la promulgación de la leyes de prudencia, responsabilidad y 
transparencia fiscal a inicios de la década de 2000, la política fiscal se ha orien-
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tado al manejo prudente de las cuentas fiscales con los objetivos de fomentar 
la institucionalización y transparencia de las decisiones fiscales, consolidar la 
posición fiscal del país e incluir consideraciones contracíclicas en el diseño de 
la política fiscal. Para implementar este marco y para limitar la discrecionalidad 
del Gobierno en el manejo fiscal, se incorporó el uso de reglas en la forma 
de metas para el déficit fiscal y límites en el crecimiento del gasto público no 
financiero. El alcance y la calibración de estas reglas han ido variando con el 
tiempo, en un proceso de aprendizaje descrito detalladamente en Berganza 
(2012), Carranza et al. (2014) y Melgarejo y Montoro (2016).

Varios de los objetivos planteados han sido conseguidos con este marco. 
Destaca el de consolidación fiscal, donde la deuda pública se redujo a nive-
les sostenibles, alargando su vencimiento y mejorando su composición de 
monedas. Ganiko et al. (2016) encuentran que el Perú goza en la actualidad 
de amplio ‘espacio fiscal’, incluso superior al de otras economías emergen-
tes con mejores ratings soberanos: podría aproximadamente doblar su ni-
vel de deuda pública sin entrar en una situación insostenible. Rossini et al. 
(2012) explican, además, cómo esta situación ha facilitado la esterilización 
de las intervenciones cambiarias (al proveer la principal fuente de acumula-
ción de RIN) y ha promovido el desarrollo del mercado de capitales en soles 
(al crear curva de rendimiento para los bonos soberanos).

Por otro lado, no existe consenso si el marco fiscal ha conseguido volver 
contracíclica a la política fiscal. La evidencia es mixta. Carranza et al. (2014), 
por ejemplo, hacen referencia a la notable expansión de la inversión pública 
una vez desatada la CFI, mientras que Rossini et al. (2012) muestran que este 
estímulo, inicialmente necesario, se mantuvo varios años después de que la 
economía se recuperó. Por su parte, Frankel et al. (2013) estudian qué factores 
explican que la política fiscal pase de ser procíclica a contracíclica, y encuen-
tran como principal determinante la calidad institucional (perfil de inversión, 
percepción de corrupción, cumplimiento de leyes y calidad de la burocracia): 
así, califican al Perú como una economía aún en transición, al igual que Co-
lombia; a diferencia de Chile, cuya política fiscal es famosamente contracícli-
ca. En cambio, los resultados en Céspédes y Velasco (2014) indican que si la 
política fiscal se evalúa contra el ciclo de precios de commodities en lugar del 
ciclo de la economía, la política fiscal peruana ha actuado contracíclicamente.

La evidencia débil de contraciclidad se atribuyó, en parte, al hecho de 
que la política fiscal debía operar bajo reglas en términos de indicado-
res ajustados tanto por el ciclo económico como por el efecto sobre los 
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ingresos de las fluctuaciones en los precios de commodities. Es decir, re-
glas que establezcan límites para el déficit fiscal ‘estructural’ y que utilicen 
estimaciones del crecimiento ‘potencial’ (tendencial) para establecer lími-
tes al crecimiento del gasto. Granda et al. (2012) y Liendo (2015) discuten 
varios aspectos metodológicos y describen los refinamientos de la regla 
fiscal para incorporar estos ajustes. Así, en el transcurso de lo que va de 
la década de 2010 se aprobaron leyes y modificaciones que incorporaban 
formalmente el monitoreo y el mandato de seguir una regla estructural. En 
2016, el nuevo Gobierno modificó el marco para volver a utilizar el déficit 
observado. Retomamos esta discusión en la agenda.

Otro elemento de prociclidad es, finalmente, la capacidad del Estado de ejer-
cer los niveles de gasto que sus reglas indican, ya que existe un rezago, muchas 
veces considerable, entre el momento en que se realizan las decisiones de gas-
to y el momento en que se ejecutan. En particular, ha sido amplio el debate en 
los medios sobre la poca capacidad que tienen los gobiernos subnacionales 
para gastar. Loayza et al. (2014) investigan el tema formalmente, explorando 
los determinantes de la tasa ejecución del gasto corriente y la inversión pública 
(gasto de capital) a nivel municipal. Entre varios factores, dos merecen aten-
ción: primero, el tamaño del presupuesto asignado, concluyéndose que cuanto 
mayor es el presupuesto, menor la tasa de ejecución; segundo, la capacidad 
de gestión municipal, encontrándose que una burocracia subnacional más ca-
lificada se asocia con mayores tasas de ejecución. Así, al combinar las grandes 
cantidades de recursos que obtienen los gobiernos regionales con la poca cali-
ficación de sus funcionarios, se verifica el cuello de botella.

1.4  Sistema financiero

Al conectar las necesidades de financiamiento de los agentes económicos 
con un uso productivo del ahorro de agentes superavitarios, un sistema 
financiero sólido es esencial para el correcto funcionamiento de una eco-
nomía moderna. Exponemos la investigación peruana relacionada en cinco 
bloques: evolución del sistema financiero nacional, cómo este interactúa 
con la actividad real, el sistema de pensiones, la desdolarización de la eco-
nomía y la inclusión financiera.

1.4.1  Evolución del sistema financiero

El sistema financiero peruano ha crecido considerablemente. De acuerdo 
con Rossini y Quispe (2015), la intermediación financiera –que incluye crédito 
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bancario y no bancario, así como el financiamiento por bonos– pasó de 28% 
del PBI en 2004 a 51% del PBI en 2014. El crédito bancario, que sigue siendo 
la principal fuente de financiamiento del sector privado, lo hizo de 20% a 41% 
del PBI.

Poggi et al. (2015) presentan un completo recuento de la experiencia pe-
ruana, cuya dinámica refleja una serie aspectos: primero, el crecimiento 
de la economía; segundo, la entrada de capitales; y tercero, la labor de un 
regulador –la SBS–, cuyas medidas han redundado en una mayor solidez 
de las empresas financieras. Relacionado con el último punto, Castro (2015) 
muestra que el riesgo sistémico generado por la CFI se incrementó en el 
agregado por la influencia de subsidiarias de bancos internacionales, cuyas 
matrices se vieron seriamente afectadas; no obstante, este fue un efecto de 
muy corta duración, lo que evidencia un sistema fortalecido. 

Por otro lado, Choy et al. (2015) presentan un extensivo estudio sobre los de-
terminantes de las tasas de interés activas, y encuentran que el riesgo de crédi-
to es el principal factor detrás del nivel y la disparidad de las tasas observadas 
en el mercado. Ello ocurre porque un riesgo mayor acarrea mayores costos 
para las instituciones financieras, en la forma de una mayor reserva necesaria 
para absorber la pérdida por impagos y de los mayores costos operativos que 
genera su monitoreo. Asimismo, aunque el sistema financiero aún está alta-
mente concentrado en pocas entidades, se ha registrado un incremento en la 
competencia, en especial en el segmento de pequeñas y microempresas y en 
el de créditos de consumo. Así, las entidades financieras se han visto en la ne-
cesidad de aumentar su eficiencia reduciendo costos, antes que incrementar 
las tasas de interés para mantener sus márgenes de ganancia.

Más allá del crédito bancario, se ha registrado un mayor dinamismo en el 
mercado de bonos en soles. Rossini y Quispe (2015) indican que este se 
inicia con el programa de creadores de mercado por parte del Gobierno, 
en 2003. Este permitió al Gobierno colocar papeles a plazos nunca an-
tes observados (de hasta 50 años), e incrementar además el saldo de los 
bonos soberanos como porcentaje del PBI de 1,2 en 2004 a 7,0 en 2014. 
Ello sienta las bases para el desarrollo del mercado en deuda corporativa 
en soles, al ya haberse generado una curva de rendimientos soberanos 
referente. En el mismo periodo, el saldo de bonos globales en dólares se 
redujo de 7,4% del PBI en 2004 a 4,8% del PBI en 2104, reduciendo signifi-
cativamente la dolarización de la deuda pública y la exposición del tesoro 
al riesgo cambiario.
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No obstante, como señalan Castillo et al. (2015), las grandes corporaciones 
aún prefieren colocar deuda en los mercados internacionales, básicamente 
por su liquidez y el acceso a una mayor cartera de inversionistas y a una 
mayor variedad de instrumentos de cobertura. Por supuesto, esta deuda 
(que creció de 3,8% del PBI en 2004 a 7,2% del PBI en 2014) es colocada en 
dólares, pero Castillo et al. (2015) concluyen que, al tratarse de operaciones 
cubiertas, este segmento no representa una fuente de riesgo significativa.

1.4.2  El sistema financiero y la economía

La evidencia internacional es inequívoca al asociar sistemas financieros más de-
sarrollados con mayores niveles de ingresos. En efecto, Lahura y Vargas (2016) 
revelan una relación de largo plazo positiva entre el volumen de negociación en 
la bolsa de valores, el crédito bancario y el PBI. Más aún, presentan evidencia 
de que el crecimiento de la economía y del volumen negociado en el mercado 
de valores son variables que anteceden a los movimientos del crédito bancario. 

Con más énfasis en el corto plazo, Lahura y Vega (2011) exploran la relación 
entre el ‘impulso crediticio’, que es la aceleración del crédito (el crecimiento 
del crecimiento del crédito), y el PBI. Encuentran que el impulso crediticio 
sería un indicador adelantado de actividad económica, a diferencia del cré-
dito mismo que pareciera ser un indicador atrasado. 

Finalmente, Lahura y Vega (2016) muestran que el volumen negociado en la 
bolsa de valores y la capitalización bursátil tienen un efecto positivo aunque, 
dado el desarrollo del mercado de valores en el Perú, aún reducido sobre 
la actividad productiva. No obstante, las variables del mercado de valores 
resultan ser predictores del crecimiento.

1.4.3  Sistema de pensiones

La medidas de reforma del sistema privado de pensiones (SPP) en 2012 
–que se enfocaron en reducir las comisiones administrativas cobradas por 
las administradoras de fondos de pensiones (AFP) y las firmas de seguro en 
el SPP– fomentaron la investigación sobre su efecto y, más importante aún, 
sobre propuestas para mejorar el sistema actual.

Alonso et al. (2014) realizan proyecciones de las pensiones percibidas por 
aportantes provenientes de un gran número de segmentos poblaciones 
(catalogados por edad, género, nivel de educativo, entre otros) y no 
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encuentran mayores impactos de la reforma, en toda su complejidad, en los 
niveles de cobertura, tasas de sustitución y el valor de las pensiones de los 
aportantes. Chávez-Bedoya y Ramírez-Rondán (2016) confirman esta conclusión 
e incluso sugieren que las pensiones se verían ligeramente reducidas al adoptar 
el esquema de comisiones por flujo en lugar de comisiones por saldo. 

En el curso de su investigación, Alonso et al. (2014) observan que la manera sos-
tenible de garantizar pensiones adecuadas en el futuro es fomentar el ahorro de 
quienes actualmente trabajan, y procurar una secuencia regular de aportes fre-
cuentes. En ese sentido, las proyecciones para trabajadores informales, que en el 
mejor de los casos son cotizantes irregulares, son desalentadoras. En opinión de 
los autores, tal y como está planteado, el sistema de pensiones sociales –introdu-
cido también en la reforma y orientado a los trabajadores de la microempresa– 
no alteraría significativamente este prospecto. 

En un análisis similar, Cruz-Saco et al. (2014) proponen dos medidas. La pri-
mera es la creación de un sistema de pensión no contributiva universal, para 
así garantizar que toda persona mayor a 65 años reciba una pensión mínima, 
independientemente de su calidad de cotizante en el SPP o no. Indican que los 
costos fiscales de tal esquema no serían onerosos. Segundo, remover la obliga-
toriedad de las contribuciones, una medida orientada a introducir un elemento 
de competencia entre las AFP que redunde en menores comisiones y costos 
administrativos.

Con una visión similar, Olivera (2016) propone un esquema ligeramente distin-
to. El punto de partida es que el SPP exacerba desigualdades, por dos razones: 
primero, la dispersión de las pensiones no solo refleja la desigualdad del ingre-
so, sino que la rentabilidad acumulada sería menor, por la infrecuencia de sus 
aportes, para cotizantes irregulares (precisamente, los de menores ingresos); 
segundo, la desigualdad de pensiones se incrementa al no garantizarse una 
pensión mínima. Ante ello, propone un sistema único donde, para todos los 
aportantes, una fracción del aporte se destina a capitalizar un fondo común 
para el financiamiento de una pensión mínima.

1.4.4  Desdolarización
 
Uno de los desarrollos macroeconómicos más notables de las dos últimas déca-
das ha sido la gradual y sostenida desdolarización de la economía peruana. Por 
ejemplo, el porcentaje del crédito bancario otorgado en dólares se redujo de 
aproximadamente 80% a inicios de la década de 2000 a menos de 40% en 2015. 
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Esta evolución es cuidadosamente documentada en García-Escribano 
(2011), Armas (2016) y Rossini et al. (2016). En particular, Armas (2016) y Ros-
sini et al. (2016) muestran que la reducción no solo ha ocurrido en la dolari-
zación financiera (de depósitos y créditos), sino también en la dolarización 
real (la fijación de precios de bienes no transables en dólares). Ello provee 
evidencia empírica a la predicción teórica –desarrollada en Castillo y Mon-
toro (2016)– de que la dolarización financiera causa a la real. 

Al explorar las razones detrás de la desdolarización, Armas (2016) sostiene 
que el sol habría recuperado las funciones dinerarias, que perdió con la hi-
perinflación de la década de 1980 y comienzos de la década de 1990. Ello es 
el resultado de haber adoptado políticas monetaria y fiscal orientadas a la 
estabilidad y transparencia económica. Primero, el sol emerge como medio 
de pago en un contexto de inflación baja y predecible, sobre todo después 
de la adopción del esquema de metas de inflación. Segundo, el sol hace 
las veces de depósito de valor, en un contexto de profundización financiera 
donde las opciones para ahorrar y solicitar créditos en soles se expandieron 
considerablemente. Véase Rossini y Quispe (2015) y Poggi et al. (2015). Al 
adoptar el esquema de metas de inflación en 2002, el BCRP adoptó la tasa 
de interés de corto plazo como meta operativa, reduciendo inmediatamen-
te el nivel y, sobre todo, la volatilidad de las tasas de interés interbancarias 
y de otras tasas de ahorro y préstamos. El Gobierno, asimismo, jugó un rol 
fundamental al colocar, sobre todo a partir de la segunda mitad de la dé-
cada de 2000, bonos soberanos en soles a plazos nunca antes registrados, 
lo que facilitó la construcción de una curva de rendimientos que sirva de 
referencia para la fijación de tasas en el sector privado. 

Catão y Terrones (2016) argumentan que si bien es cierto que la economía 
peruana no fue la única que se desdolarizó desde 2000, lo hizo con desta-
cable rapidez y profundidad. Encuentran que factores globales –como bajas 
tasas de interés internacionales y elevados precios de commodities– fomen-
taron la desdolarización. Sin embargo, concluyen que los factores internos, 
en especial la introducción y compromiso con el esquema de metas de infla-
ción, serían más importantes para explicar la desdolarización. García-Escri-
bano (2011) añade a esta lista el uso de medidas macroprudenciales, como 
mayores tasas de encajes a créditos en dólares o la introducción de mayores 
provisiones a préstamos en dólares, y el desarrollo del mercado de capitales 
en soles. Finalmente, Castillo et al. (2016) muestran que las políticas diferen-
ciadas de encaje en soles y dólares han jugado un rol importante en acelerar 
la desdolarización del crédito, especialmente desde 2010.
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1.4.5  Inclusión financiera

Otro desarrollo notable ha sido que la mayor profundidad financiera se ha 
visto reflejada en el acceso a servicios financieros formales de grandes sec-
tores de la población, típicamente rezagados. Por ejemplo, Rossini y Quispe 
(2015) muestran que el número de deudores catalogados como ‘pequeñas y 
microempresas’ se incrementaron en cerca de 40% entre 2010 y 2014, mien-
tras que los deudores catalogados como ‘medianas empresas’ lo hicieron en 
¡19 veces! Asimismo, Fuentes-Dávila (2016) muestra que la participación del 
microcrédito en el crédito total pasó de 3% en 2000 a alrededor de 10% en 
2013, uno de los motivos por los que The Economist Intelligence Unit consi-
deró al Perú, por seis años consecutivos (de 2008 a 2013), como el país con 
las mejores condiciones de negocios para las microfinanzas en el mundo. 
Véase, además, Poggi et al. (2015).

El interés en inclusión financiera es creciente, por el tremendo potencial que 
tiene sobre las condiciones de vida de los grupos más vulnerables de la po-
blación, y se concreta en el lanzamiento, en 2015, de la Estrategia Nacional 
de Inclusión Financiera (ENIF), de la que participan varios ministerios, la SBS, 
el BCRP y el Banco de la Nación. La ENIF propone objetivos hacia el año 
2021 sobre el acceso, uso y la calidad de los servicios financieros. 

La evidencia empírica sobre los determinantes del uso de servicios financie-
ros formales, aunque también creciente, es aún incipiente. A nivel macro-
económico, Aparicio y Jaramillo (2014) encuentran que la inclusión financie-
ra tiende a ser menor en países con condiciones geográficas desfavorables, 
con marcos institucionales débiles –respecto a los derechos legales de los 
prestamistas y prestatarios– y con poca difusión de la información crediticia 
en el mercado. A nivel microeconómico, Cámara y Tuesta (2015), utilizando 
encuestas a hogares, hacen un análisis para hogares y empresas; el resulta-
do más llamativo es que son las empresas formales las que utilizan más estos 
servicios. Talledo (2015) vuelve a enfatizar el rol de la geografía y encuentra 
que la proximidad física al punto de servicio es un determinante de gran 
importancia.

Cabe mencionar que detrás de los logros en materia de inclusión financiera 
se encuentran iniciativas de la SBS para promover, entre otros, la operativi-
dad de cajeros corresponsales (en bodegas o farmacias) y del uso de dinero 
electrónico. Véase Aparicio y Huayta (2015). En perspectiva internacional, 
Claessens y Rojas-Suarez (2016) recogen la experiencia de muchos países 
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en desarrollo para dar los lineamientos hacia un marco regulatorio dirigido 
al fomento de la inclusión financiera. Destacan al Modelo Perú, el ‘ecosiste-
ma’ de pagos móviles basado en dinero electrónico desarrollado tras estas 
iniciativas regulatorias. 

1.5  Big data

A mediados de 2014, el Banco de Inglaterra organizó una conferencia inter-
nacional que seguramente marcará el inicio de una tendencia en investiga-
ción macroeconómica: el uso intensivo de big data (Bholat 2015). Con big 
data nos referimos a bases de datos grandes, muy desagregadas (‘granula-
res’) y, si involucran series de tiempo, de alta frecuencia. 

Durante el periodo de 2011 a 2016 se han realizado investigaciones en varios 
temas con big data peruana. Como se mencionó, Lahura y Vega (2013) utili-
zan datos intradiarios para estudiar los efectos de la intervención cambiaria 
sobre el tipo de cambio, mientras que Lock y Winkelried (2015) utilizan datos 
a nivel de transacciones para determinar si las órdenes de compras en el 
mercado cambiario predicen el tipo de cambio.

Por otro lado, Céspedes et al. (2014) accedieron a los registros de la 
Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria 
(Sunat) y pudieron estimar funciones de producción sectoriales utilizando 
información de todas las empresas que tributan en el país, además de explorar 
los determinantes microeconómicos de la productividad de las empresas. 
Céspedes et al. (2016a) extienden el análisis y encuentran un incremento de 
hasta 12% en la productividad de las empresas, producto de la entrada en 
vigencia de los tratados de libre comercio, en especial con EE. UU. 

Paravisini et al. (2014) cruzan información de Sunat-Aduanas, a nivel de firma 
exportadora, producto exportado y país de destino, con información de la 
SBS de los estados financieros de los bancos con quienes las firmas expor-
tadoras financian sus operaciones. Identifican un ‘canal crediticio’; es decir, 
un efecto positivo y significativo del crédito otorgado sobre el volumen ex-
portado.

Garmaise y Natividad (2016a) utilizan el Reporte Crediticio de Deudores de 
la SBS, donde pueden identificarse los saldos de préstamos mensuales de 
los clientes de los bancos. Encuentran un efecto positivo de la cantidad de 
información provista por el cliente al banco sobre el volumen de crédito 
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otorgado. Con los mismos datos, Garmaise y Natividad (2016b) encuentran 
un efecto negativo y persistente sobre el flujo de crédito recibido cuando 
la clasificación crediticia de un cliente se deteriora. Este es el efecto inten-
cionado de los sistemas de historial crediticio, pero podría ser perjudicial en 
recesiones, cuando la reducción en la clasificación es el resultado de ‘mala 
suerte’ y es generalizada.

Finalmente, Lahura (2016a) utiliza información del Reporte Crediticio Con-
solidado de la SBS y de registros de Sunat para catalogar a los clientes 
del sistema financiero como ‘formales’ o ‘informales’, y luego aproximar 
la tasa de informalidad de los clientes (por entidad financiera y por tipo 
de crédito) y el grado de evasión tributaria. Entre sus resultados destacan 
que –en 2014– aproximadamente el 20% de clientes del sistema financiero 
y 10% de los bancos comerciales eran informales. Además, entre el 20% 
y 25% del crédito de cajas rurales, Edpymes y financieras es otorgado a 
informales. Claramente, ser informal no es una limitación para acceder al 
sistema financiero, revelando así una compleja disyuntiva entre inclusión 
financiera e informalidad. 

 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

A diferencia de otras disciplinas de las ciencias sociales, en el caso de la 
macroeconomía, la interacción entre la investigación y la toma de decisio-
nes de política es compleja. Dado que las autoridades enfrentan entornos 
cambiantes, las primeras medidas de política típicamente han de ser imple-
mentadas antes de que se encuentren disponibles los trabajos de investiga-
ción que permitan medir con precisión sus impactos sobre la economía. En 
macroeconomía no se pueden hacer pruebas piloto. En esta etapa, la toma 
de decisiones se sustenta en una calibración básica del impacto buscado, 
conseguida a través del estudio de eventos históricos similares, del análisis 
de experiencias internacionales comparables o de las predicciones de mo-
delos teóricos. Luego, la investigación tiene el rol fundamental de validar 
las políticas adoptadas, o buscar las maneras de corregirlas o recalibrarlas.
Así, es imperativo que la investigación no solo se limite a la importante labor 
de evaluar lo ocurrido, sino que debe ser previsora y orientarse a estudiar 
propuestas y alternativas de cómo responder a lo que posiblemente vaya a 
ocurrir. Este es el espíritu de la agenda de investigación que se presenta a 
continuación, inspirada en el contexto actual, en donde se van teniendo se-
ñales más claras del inicio de un régimen de crecimiento tímido, panorama 
complicado, sobre todo con la normalización del estímulo externo favorable. 
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La investigación explorada en el balance mostrado en la sección anterior ha 
atendido una parte importante de la agenda planteada en Cuba et al. (2012). 
No obstante, existen varios temas relevantes que aún no han sido abordados 
satisfactoriamente, y por tanto, también son incluidos en esta agenda.

2.1  Crecimiento y productividad

La investigación debe concentrar esfuerzos en alimentar el debate sobre cuá-
les son las medidas más apropiadas para aliviar los cuellos de botella que 
limitan el crecimiento de la productividad (en particular, la informalidad y el 
déficit en infraestructura productiva). Sobre el punto, surgen las preguntas:

• ¿Cuál es el impacto de las medidas recientes, las ‘leyes que cambian 
vidas’, en materia de reactivación económica y formalización? 

• Dado que la informalidad no solo afecta la productividad, sino que ade-
más tiene implicancias fiscales y para la cobertura del sistema de pen-
siones, ¿sería conveniente plantear una estrategia nacional, que articule 
diversos sectores, para la formalización? 

• ¿Existe evidencia internacional relevante para el Perú que guíe la discu-
sión? 

• ¿Qué hay de desarrollar una estrategia nacional de desarrollo de la in-
fraestructura? Este punto se retoma en secciones posteriores.

Por otro lado, también conviene preguntarse cuáles son las implicancias de 
largo plazo del crecimiento débil que, muy probablemente, caracterice a la 
economía peruana en los próximos años. Desde un punto de vista metodo-
lógico, las técnicas dominantes de separación de la tendencia (largo plazo) 
del ciclo (corto plazo) asumen (un ‘supuesto de identificación’) que los fac-
tores que gobiernan la dinámica de estos componentes son independientes 
entre sí. Buenos ejemplos para el caso peruano se encuentran en Winkelried 
(2013) y Guillén y Rodríguez (2014). Pero valdría el esfuerzo explorar méto-
dos alternativos que permitan responder a la pregunta clave de si pueden 
periodos prolongados de un ciclo económico débil reducir la tasa de creci-
miento a largo plazo (el crecimiento ‘potencial’), y si es así, cómo.

Entre los posibles determinantes del ciclo débil, se encuentra la dinámica del 
precio de commodities. Ha resurgido la investigación sobre la presencia de 
un superciclo (de varias décadas de duración) en estos precios, sobre todo de 
los metales, y la economía global estaría entrando a una fase contractiva del 
mismo. Véase Winkelried (2015, 2016a). ¿Qué relación guarda el crecimien-
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to de la economía peruana con estos superciclos? Por otro lado, los mode-
los macroeconómicos utilizados para estudiar al sector primario exportador 
usualmente asumen que los términos de intercambio son bien caracterizados 
por un paseo aleatorio (random walk). Ante ello, surgen las preguntas:

• ¿Y si, de acuerdo con la evidencia, fueran mejor caracterizados por un 
proceso con ciclos muy largos? 

• ¿Cómo protegernos ante choques negativos persistentes pero finalmen-
te transitorios?

Finalmente, Cuba et al. (2012) recomiendan analizar los determinantes del 
crecimiento de los distintos componentes de la demanda agregada, como el 
consumo y la inversión. La investigación durante el periodo 2011 a 2016 casi 
no ha avanzado en este aspecto, y consideramos que sigue siendo una reco-
mendación relevante. Otra sugerencia de Cuba et al. (2012) es la de estudiar 
cómo la incorporación del sector informal y de actividades ilegales (contra-
bando y narcotráfico) podrían alterar nuestra interpretación de las medicio-
nes agregadas y de los precios observados. Medianamente relacionado con 
métodos de contabilidad nacional alternativos, Orihuela (2013) es el primer 
ejercicio que busca incorporar en las cuentas nacionales el efecto del agota-
miento de nuestros recursos naturales. Sin duda, son nteresantes temas de 
investigación a futuro.

2.2  Políticas monetarias y macroprudenciales

Si bien la política monetaria ha mantenido la inflación en niveles bajos y ha 
conseguido anclar las expectativas de inflación, en los últimos tres años (de 
2014 a 2016) la inflación se ha ubicado por encima del límite superior del 
rango meta del BCRP. Surgen las siguientes preguntas:

• ¿Cómo estos desvíos (transitorios pero persistentes) afectan la forma-
ción de expectativas? 

• ¿Tendrán alguna implicancia de largo plazo?

Por otro lado, el hecho de que la CFI fuera generada por sobreendeuda-
miento, que la respuesta de los bancos centrales de las economías desa-
rrolladas hayan significado grandes expansiones en sus balances y que en 
el mundo emergente también se haya recurrido a instrumentos vinculados 
–directa o indirectamente– con el monitoreo de agregados monetarios ha 
puesto en claro cuestionamiento el paradigma de que solo los precios y 
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tasas de interés –y no las cantidades– son importantes para el diseño de la 
política monetaria, o que –aunque convenientes– la famosa ‘regla de Taylor’ 
y sus extensiones sean una buena descripción de cómo opera el banco cen-
tral. En otros países, académicos y hacedores de política están ‘volviendo 
a la pizarra’ y replanteado cuáles serían las variables ‘clave’ para explicar la 
dinámica de corto y mediano plazo de la economía. Ante ello:

• ¿Jugarán algún rol las cantidades (crédito y otros agregados monetarios)? 
• ¿Cuál es ese rol?

La investigación local debería participar en este debate. Esta siempre se ha 
desviado del mainstream por la necesidad de incluir las peculiaridades de la 
economía peruana, como su dependencia de los precios de commodities y 
la dolarización, y está muy bien equipada para responder preguntas tan pro-
fundas. Un buen ejemplo emerge tras la lectura de Blanchard et al. (2015), 
quienes extienden el planteamiento del modelo de libro de texto tipo ‘Mun-
dell-Flemming’ para explicar las regularidades de economías emergentes. 
El modelo estándar predice que una entrada de capitales aprecia la moneda 
y deteriora la balanza comercial. Solo si la tasa de interés doméstica se ‘re-
duce’, el influjo podría ser expansivo. La evidencia de países como el Perú 
sugiere otra historia: la entrada de capitales produce un boom crediticio y 
una expansión, por lo que la respuesta de política adecuada sería ‘incremen-
tar’ la tasa de interés, dando lugar al dilema de si ese incremento generaría 
entradas de capital adicionales. La solución propuesta por Blanchard et al. 
(2015) es considerar otra tasa de interés (asociada con el activo ‘B’) distinta a 
la tasa de política (asociada con el activo ‘A’). La entrada de capitales redu-
ciría la tasa B y el costo de la intermediación financiera, lo que compensaría 
el efecto contractivo de la apreciación. Sin ‘modificar’ la tasa de política, la 
entrada de capitales podría ser expansiva. Para contrarrestar sus efectos se 
requieren medidas para elevar la tasa B. ¿No es acaso así como operan los 
encajes del BCRP que afectan las tasas de mercado sin necesidad de alterar 
la tasa de referencia? De otro lado, ¿cuáles son los principales mecanismos 
de transmisión de la política monetaria en una economía pequeña y abierta 
como la peruana?

Pronto las políticas ‘no convencionales’ se volverán ‘convencionales’, por 
lo que será imperativo conocer con detalle la magnitud de los efectos 
y los canales de transmisión de los instrumentos macroprudenciales. Se 
ha avanzado en el estudio de los encajes, aunque siempre es bienvenida 
más investigación, pero nuestro conocimiento sobre medidas alternativas 
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a cargo de la SBS (requerimientos de capital, provisiones cíclicas, razones 
loan-to-value) es aún incipiente.

La SBS ha venido adoptado con agilidad muchos de los lineamientos del 
Comité de Supervisión Bancaria de Basilea (‘Basilea III’), pero se requiere 
de mayor investigación para adecuar mejor estas medidas a las necesida-
des del sistema local. Por ejemplo, se favorece establecer reglas sobre los 
requerimientos de capital o provisiones procíclicas utilizando el desvío del 
ratio de crédito a PBI como un indicador adelantado de posibles fragilida-
des financieras. Antes esto:

• ¿Este indicador es relevante en el caso peruano? 
• ¿Podría haber alguno mejor? 
• ¿Cómo calibrar los requerimientos de capital?
• ¿Cuánto debe cargarse por el mayor riesgo? 

Relacionado con lo anterior, si bien los instrumentos macroprudenciales 
operan de manera distinta, todos comparten el objetivo de preservar la es-
tabilidad financiera, por ejemplo, reduciendo el ritmo de crecimiento del 
crédito. Con respecto a este objetivo:

• ¿Los instrumentos son sustituibles? Esta pregunta es relevante porque el 
uso activo de estos instrumentos suscita inquietud a mediano plazo, ya 
que podrían tener un efecto negativo sobre la intermediación financiera. 
Conviene preguntar cuánto. 

• ¿Este costo es menor que el beneficio de prevenir situaciones de estrés 
financiero?

• ¿Hay alguna combinación ‘óptima’ de instrumentos?

Surge, además, la pregunta de cuál es el arreglo institucional que mejor ser-
viría al país en temas macroprudenciales. Hasta el momento, el BCRP y la 
SBS han operado de manera independiente y coordinada. A mi entender, las 
medidas de política adoptadas por uno no han interferido con los objetivos 
e intereses del otro. Pero es necesario plantear la discusión con una visión de 
largo plazo: 

• ¿Cuál es la ‘autoridad macroprudencial’? ¿El BCRP, la SBS o una mezcla 
de ambos? 

• ¿A quién rinde cuentas y cómo? 
• ¿Cuáles son los objetivos macroprudenciales? 
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• ¿Cómo responder a una crisis? 

Este debate, aún en curso, ha sido intenso en Europa, lo que nos da un buen 
punto de partida. Véase Goodhart (2011, 2013).

Por otro lado, la economía peruana habría experimentado un cambio es-
tructural reflejado en una reducción prolongada y sostenida de los niveles 
de dolarización. Surgen preguntas relevantes al respecto: 

• ¿Cuál es el nivel ‘óptimo’ de dolarización? 
• ¿Cómo el nuevo régimen afecta la potencia de la política monetaria? 
• Considerando que no se avizoran periodos prolongados de apreciación 

real ni de bajas tasas de interés internacionales, ¿este es, en efecto, un cam-
bio de régimen o se trata de un episodio, aunque persistente, transitorio?

• Finalmente, la desdolarización, ¿ha reducido la vulnerabilidad de la eco-
nomía peruana? 

• ¿Se ha reducido el efecto hoja de balance?
 
Estas preguntas son cruciales porque es esta percepción de vulnerabilidad 
la que da justificación a que las intervenciones cambiarias sean una práctica 
frecuente en el Perú. Se argumenta que estas inducen al riesgo moral y, al 
proveer un seguro implícito a los agentes endeudados en dólares, dificultan 
la creación de mercados de cobertura del riesgo cambiario. Estos serían 
costos reducidos comparados con los beneficios de prevenir un colapso en 
el sistema de pagos y una recesión. ¿Cómo se actualiza el debate sobre 
los efectos de la dolarización sobre la economía si, en efecto, se redujo el 
efecto hoja de balance?

2.3  Política fiscal

En el balance de Cuba et al. (2012) se plantea una pregunta, por el lado de 
los ingresos del Gobierno, sumamente relevante: cuál es la tasa deseable (al 
minimizar las distorsiones en las decisiones de los individuos) de IGV o de 
impuesto a la renta. Esta no ha sido atendida por la investigación revisada 
para el balance presentado en la sección anterior, y sigue siendo vigente, 
más aún con los cambios que recientemente han experimentado o pron-
tamente experimentarían estas tasas. Pecho et al. (2016) proponen algunas 
reformas afines, orientadas a darle más importancia al impuesto a la renta y 
menos al IGV, aunque no es su objetivo discutir sobre la optimalidad de las 
tasas impositivas. 
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En general, llama la atención el aparente desinterés en producir debate 
académico sobre el comportamiento de la presión tributaria y las acciones 
orientadas a elevarla, indispensable para la sostenibilidad fiscal y para finan-
ciar la mejora de los servicios públicos, más allá de reducir la informalidad o 
apostar por una mayor eficiencia recaudadora de la Sunat. Por ejemplo, es 
necesario preguntarse:

• ¿Cómo se comporta la recaudación con el ciclo económico? 
• ¿Cuáles fuentes de ingresos fiscales son más elásticas a movimientos del 

PBI? 

Asimismo, con excepción de Lahura (2016a, 2016b), son escasas las esti-
maciones sobre evasión o elusión tributaria en el Perú –sobre todo del im-
puesto a la renta– y sobre las causas del incumplimiento de los potenciales 
contribuyentes. Investigaciones en esta línea permitirían comprender me-
jor si los esfuerzos de Sunat por incrementar la recaudación –por ejemplo, 
fiscalizaciones sobre pequeños contribuyentes– son efectivos o no.

Por otro lado, la discusión sobre si las reglas fiscales deben incluir variables es-
tructurales o no, se resume, a la larga, en encontrar un equilibrio entre reglas 
sofisticadas –orientadas a garantizar un manejo fiscal contracíclico– y esquemas 
de política transparentes. Conceptualmente, es difícil argumentar en contra de 
una regla estructural; sabemos que estas funcionarían mejor porque ha habido 
una extensa discusión académica al respecto (antes de 2011, por lo que no es 
cubierta en este capítulo). No obstante, al involucrar variables no observables 
en sus objetivos, y a pesar de haber asignado una comisión técnica indepen-
diente (la Comisión Técnica para el Perfeccionamiento del Marco Macrofiscal) 
para su cálculo, los objetivos dejan de ser verificables por terceros. Cabe una 
analogía con la política monetaria, que se guía de indicadores no observables 
como la brecha del producto, pero responde a una estadística conocida por 
todos: la inflación. La credibilidad de la política monetaria se vería seriamente 
comprometida si la meta fuera sobre un agregado que no es completamente 
entendido por el público. Otra analogía es con la regla de activación de las 
provisiones cíclicas de la SBS: esta es sumamente compleja, pero se basa ex-
clusivamente en promedios móviles del crecimiento observable y es, por tanto, 
verificable. Este es un punto a favor de la decisión del nuevo Gobierno de haber 
dado marcha atrás, en 2016, al seguimiento de las reglas estructurales.

La investigación académica puede ayudar a enriquecer esta discusión. Pri-
mero, los modelos que concluyen que las reglas estructurales son superiores 
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mantienen el supuesto (implícito) de que las variables ajustadas por el ciclo 
son observables. Ante ello, conviene preguntar:

• ¿Cómo se altera esta conclusión si se agregara un error de medición? 
• ¿Estaría la política fiscal respondiendo a un ruido? 

Es importante, además, investigar sobre la magnitud de las revisiones (o 
los intervalos de confianza) a las que serían sujetas las variables estructu-
rales para calibrar adecuadamente estos modelos. Segundo, otra línea de 
investigación, que ya se ha iniciado en otros países, es el de reglas fiscales 
‘implementables’. 

• ¿Alguna regla fiscal basada exclusivamente en variables observables 
podría ser superior a la regla convencional y replicar, además, los 
principales atributos (sobre todo, la contraciclidad) de la regla estruc-
tural?

Otro tema de interés es el rezago y la efectividad misma de la política fis-
cal. Tenemos ya evidencia empírica que respalda utilizar la inversión pública 
como herramienta de estímulo económico. Pero también tenemos eviden-
cia de que la ejecución de esta inversión enfrenta cuellos de botella en la 
limitada capacidad de los gobiernos subnacionales para ejecutarla. Siguien-
do la lógica de asignación de recursos de la iniciativa de presupuesto por 
resultados:

• ¿Es oportuno pensar en un esquema de ‘presupuesto por capacidad de 
gestión o ejecución’? 

• ¿Esto crearía un incentivo para la contratación de burocracia subnacional 
que ayude a enderezar el cuello de botella? ¿Y un esquema de ‘transfe-
rencias condicionadas’ a la captación de talento o a la capacitación de 
personal en las municipalidades?

• ¿Ayudaría una estrategia nacional de infraestructura que, por ejemplo, 
centralice la asignación de proyectos de inversión pública locales pero 
que descentralice su ejecución?

Los modelos macroeconómicos para el análisis de política fiscal mantienen 
(otro) supuesto muy discutible, sobre todo para el caso peruano: el momen-
to en el que se decide cuánto gastar o invertir coincide con el momento en 
que este gasto se materializa. En otras palabras, a pesar de la evidencia, se 
asume que la política fiscal opera sin rezagos. 
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• ¿Cómo se alteraría nuestra opinión sobre el funcionamiento de las reglas 
estructurales si incorporamos ese rezago? 

• ¿Y si existiera la posibilidad de que el gasto, ya presupuestado, nunca se 
ejecute (por la incapacidad del Estado de gastar)?

Por otro lado, en su estudio sobre el gasto militar en el Perú, Calderón y 
Mendoza (2016) se preguntan si la composición del gasto público (el gasto 
asignado a diversos sectores como defensa, salud, educación, entre otros) 
es ‘óptima’. 

• ¿A qué responde la estructura de gasto observada? 
• ¿Podría mejorarse en aras de un gasto más eficiente? 

Finalmente, en la misma línea, la estructura de la deuda pública podría ser 
usada también como una herramienta de política contracíclica (por ejemplo, 
emitiendo deuda a largo plazo ante eventos adversos y acumulando activos 
de corta maduración). Queda abierta la pregunta de cuál sería la duración 
‘óptima’ de la deuda pública. Además, se cuenta con el Fondo de Estabiliza-
ción Fiscal (FEF) y con líneas de crédito contingentes para eventos desfavo-
rables como desastres naturales. Pero es poco lo estudiado sobre el tamaño 
adecuado del FEF y su complementariedad con alternativas como seguros 
con bonos catastróficos. En este sentido, la estructura de la deuda pública, 
¿podría ser usada también como una herramienta de política contracíclica?

2.4  Sistema financiero

El sector corporativo peruano se está integrando aceleradamente con los 
mercados financieros internacionales. No obstante, es muy escasa la investi-
gación al respecto y sería provechoso documentar e indagar sobre las carac-
terísticas de las deudas fuera del sistema financiero local y de las empresas 
que las mantienen. Del mismo modo, considerando las inversiones de cor-
poraciones peruanas en el exterior, conviene indagar cuáles son las políticas 
adecuadas para repatriar capitales, atrayendo de modo permanente los di-
videndos de estas corporaciones al país.

Por otro lado, medios y expertos respondieron con interés cuando, en 2015 
y 2016, el Morgan Stanley Capital International anunció la posibilidad de re-
bajar la calificación de la Bolsa de Valores de Lima a ‘mercado frontera’, algo 
que finalmente no se concretó. Y es que la falta de profundidad del mercado 
de valores doméstico y –por tanto– su extremada iliquidez son factores que 
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siempre lo han limitado a jugar un papel más predominante en la dinámica 
del sistema financiero. La falta de investigación y la escasez de propuestas 
o debates al respecto son preocupantes. Ante ello, es necesario estudiar:

• ¿Por qué el mercado de acciones doméstico es tan precario? ¿Es despla-
zado por el mercado de bonos? 

• ¿Cuáles son las opciones de política para dinamizarlo? 
• ¿Se requieren creadores de mercado? 
• ¿Existe alguna experiencia internacional de desarrollo útil para el Perú? 
• ¿Servirá el Mercado Integrado Latinoamericano para acercarnos más a los 

estándares, sustancialmente superiores, de Chile, Colombia o México? 

En cuanto al sistema de pensiones, si bien se ha iniciado la discusión de pro-
puestas reflexivas e informadas, es deseable seguir auspiciándola con miras 
a desarrollar un sistema más inclusivo, solidario y eficiente. Las propues-
tas, sin embargo, típicamente parten de una visión parcial del fenómeno y 
es indispensable introducir consideraciones de equilibrio general para una 
correcta evaluación de su viabilidad. Por ejemplo, la propuesta de Olivera 
(2016), que en lo personal encuentro sumamente interesante, parte de que 
una fracción de lo aportado se destine a un fondo solidario. 

• ¿Qué efectos tendría esta medida sobre las decisiones de permanecer 
en el sistema de pensiones? 

• Más allá de consideraciones de equidad social, ¿cómo se puede lidiar 
con el riesgo moral que introduciría el garantizar una pensión mínima? 

• Además, la incorporación de consideraciones de equidad y solidaridad, 
podría volver redundante al sistema nacional de pensiones. Dado que 
la convivencia de dos sistemas en paralelo generan incentivos y distor-
siones que afectan el buen funcionamiento de ambos, ¿cabe pensar en 
cerrar el sistema público (por supuesto, para nuevos afiliados)? ¿Cuál 
sería el impacto sobre el crecimiento económico de estas reformas? ¿Y 
el impacto sobre la sostenibilidad fiscal?

Con respecto a la gestión de los fondos por parte las AFP, también hay pre-
guntas pendientes. Por ejemplo:

• ¿Cuáles serían los efectos de un introducir un benchmark de inversión, 
basado en estrategias pasivas internacionales? 

• ¿Cuál sería un buen benchmark para el caso peruano? 
• Asimismo, dada la necesidad de acortar la brecha de infraestructura y 
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apuntando a diversificar el portafolio de las AFP, ¿cuáles son las venta-
jas y desventajas de fomentar que las AFP inviertan en infraestructura? 

• ¿Qué cambios regulatorios se requerirían para tal propósito? 

Nuevamente, esta discusión ya ha sido iniciada para otros países –véase 
Alonso et al. (2016)– y el caso peruano podría beneficiarse de lo avanzado.
En cuanto a inclusión financiera, la primera pregunta de interés es: 

• ¿Cómo la investigación podría acompañar y ayudar a consolidar iniciati-
vas como la ENIF? 

En particular, si bien es cierto que la inclusión financiera es deseable, es 
importante reconocer que podría existir un conflicto entre su fomento, que 
involucra atender a clientes de alto riesgo, y los objetivos prudenciales de 
supervisión financiera. Dada la disyuntiva:

• ¿Existe algún nivel ‘óptimo’ de inclusión financiera? 
• Asimismo, no es obvio cómo la inclusión financiera interactúa con la in-

formalidad, ¿cuál es la dirección de causalidad? 
• ¿Es posible lograr un marco regulatorio que profundice la inclusión fi-

nanciera y ayude a reducir la informalidad? ¿O se tratan de dos metas en 
conflicto?

Finalmente, un campo de creciente interés a partir de la CFI –y con gran 
potencial para el caso peruano– es el rol de las denominadas Fintech (del 
inglés Financial Technology) –que se refiere a compañías tecnológicas que 
ofrecen servicios financieros al margen de las grandes empresas tradiciona-
les– en la intermediación financiera en un contexto donde la innovación tec-
nológica estaría alterando el funcionamiento de los mercados financieros. 

• ¿Cuáles serían los efectos de esta tendencia sobre la solvencia del siste-
ma financiero? 

• ¿Qué retos supone para la correcta supervisión y regulación?

2.5  Big data

Si bien es cierto que las autoridades de política macroeconómica responden 
a agregados y que sus objetivos son también variables agregadas, mucho se 
podría aprender de desarrollar una línea de investigación basada en datos 
muy desagregados o big data. Un primer uso es evaluar el efecto de las 
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medidas de política adoptadas en los últimos años, sobre todo las macro-
prudenciales y fiscales, a este nivel de desagregación. Por el lado macropru-
dencial, vale la pena responder:

• ¿Qué tipo de cliente es el que más responde, por ejemplo, a mayores 
requerimientos de capital? 

• ¿Cómo cambian sus decisiones de financiamiento ante estos cambios 
regulatorios?

Por el lado fiscal:

• ¿Qué componente del paquete tributario reciente es el que tuvo un ma-
yor impacto en la formalización y en la recaudación?

Un segundo uso es el de la identificación de amenazas para el cumpli-
miento de los objetivos de política. Se podrían estar ‘cocinando’ riesgos 
que son imposibles de identificar en el agregado, o que se identifican una 
vez que se han materializado. Por ejemplo, poco se conoce sobre la ex-
posición de los agentes al riesgo cambiario crediticio. Los trabajos que 
estudian efectos hojas de balance usualmente lo hacen, por disponibilidad 
de información, para empresas grandes listadas en la bolsa de valores que, 
presumiblemente, tienen un manejo financiero de sus deudas distinto al 
de empresas pequeñas o personas naturales. A pesar de la desdolariza-
ción, vale la pena saber: 

• ¿Persisten grupos de agentes económicos con una alta exposición al 
riesgo cambiario? 

• ¿Qué proporción de empresas no listadas o, incluso, de personas natu-
rales son vulnerables? 

• ¿Cuáles serían los efectos macroeconómicos de que una fuerte depre-
ciación genere insolvencia en estos grupos?

En otros países se han producido investigaciones con información ‘granular’ 
de precios, a nivel de productos individuales e incluso por establecimiento 
de venta. Ello permite revelar el grado de rigidez de precios que caracteriza 
a la economía y sus causas, estudiar con detalle la determinación de los 
márgenes de venta a lo largo de la cadena distributiva de bienes y explorar 
los determinantes de la variación de precios relativos. 

• ¿Cuáles precios relativos se asocian con presiones inflacionarias agregadas?
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• ¿Existen algunos precios ‘clave’ que alimenten las expectativas de infla-
ción del público? 

• ¿Cuáles responden a las variaciones en el tipo de cambio y cómo? 
• ¿Son más rígidos los precios que se fijan en soles o los que se fijan en 

dólares?

Son muchas las fuentes de big data y se requiere de investigación acadé-
mica para facilitar que esta llegue finalmente al investigador. Una primera 
fuente es, por supuesto, internet: precios listados en las páginas web de 
supermercados, anuncios de venta de viviendas, los ‘clasificados’ en el mer-
cado laboral, entre muchos otros. 

• ¿Contamos con la tecnología para poder descargar y organizar esta in-
formación?

• ¿Cuál es la mejor manera de hacerlo? 

El BCRP ha dado los primeros pasos y sería provechoso que la academia 
contribuya con este esfuerzo.

Una segunda fuente está en manos de las autoridades –por ejemplo, los 
reportes crediticios de la SBS o la información de los contribuyentes de Su-
nat–. Por supuesto, esta información es confidencial y no es posible acce-
der libremente a ella, lo que limita la ‘replicabilidad’ de las investigaciones 
basadas en estos datos. Sin embargo, existen técnicas en donde esta in-
formación, o submuestras, podría hacerse disponible sin comprometer la 
identidad de los individuos o empresas. Los datos podrían ser contamina-
dos con un ruido que le imposibilite al investigador conocer el verdadero 
registro. No obstante, toda vez que conozcan las características de este rui-
do (por ejemplo, su media y su varianza), mas no su realización, se podrían 
incorporar las correcciones estadísticas necesarias para las inferencias de su 
estudio. Son bienvenidas las discusiones metodológicas sobre este u otro 
método de anonimización y protección de datos.

 3.  COMENTARIOS FINALES

En macroeconomía, un campo donde las autoridades enfrentan entornos 
cambiantes, la interacción entre la investigación y la toma de decisiones 
de política es compleja. Las primeras medidas de política típicamente 
son implementadas antes de que se encuentren disponibles los trabajos 
de investigación que permitan medir con precisión sus impactos sobre 

397

PO
LÍ

TI
C

A
 E

C
O

N
Ó

M
IC

A



la economía. Por ello, en esta etapa, la toma de decisiones se sustenta 
en una calibración básica del impacto buscado, conseguida a través 
del estudio de eventos históricos similares, del análisis de experiencias 
internacionales comparables o de las predicciones de modelos teóricos. 
Luego, la investigación cumple con el rol fundamental de validar las políticas 
adoptadas, o buscar las maneras de corregirlas o recalibrarlas.

La investigación macroeconómica en el periodo de 2011 a 2016 ha procura-
do identificar las causas detrás del periodo de auge registrado en la última 
década, y sobre todo entender el rol de la política macroeconómica en esta 
dinámica. Tras las primeras señales de desaceleración, la investigación en 
el periodo de 2017 a 2021 se ha de orientar a impulsar el debate sobre las 
reformas y acciones necesarias para garantizar un crecimiento económico 
sostenible, que redunde en un mayor bienestar de la población de cara al 
Bicentenario.
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El presente trabajo tiene dos objetivos principales. El primero es reali-
zar un balance de una muestra de estudios relacionados a la inserción 
en la economía internacional, el crecimiento y la diversificación pro-

ductiva en el Perú durante el periodo 2011-2016. El segundo objetivo, deri-
vado del primero, es proponer una agenda de investigación para el periodo 
2017-2021, que nutra y soporte las políticas económicas en los tres temas 
analizados. El balance y agenda tienen como insumo adicional las respues-
tas de seis expertos en los temas abordados. La conclusión principal que se 
deriva del balance y agenda es que se requiere un redireccionamiento de 
las investigaciones nacionales hacia temas que contribuyan al proceso de 
desarrollo económico que requiere la economía peruana para iniciar con 
éxito el bicentenario del país. 

 1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016

Las evidencias descritas en las conclusiones muestran que el principal proble-
ma del Perú es su bajo nivel de desarrollo económico y social. Buscando ser 
consecuentes con dichas evidencias, la presente sección sintetiza los estudios 
auspiciados por el Consorcio de Investigación Económica y Social (CIES) y una 
muestra selecta de estudios nacionales e internacionales en el área del comercio 
internacional, crecimiento y diversificación productiva bajo este marco de subde-
sarrollo de la economía peruana actual. Como se demuestra en los resúmenes de 
los 17 estudios del cuadro 1, de los dos grupos de estudios –estando el primero 
conformado por los cuatro estudios auspiciados por el CIES, y el segundo, por 
los restantes 13–, el primero es consistente con el enfoque teórico factorial del 
crecimiento, mientras que el segundo tiene un enfoque teórico más amplio, rela-
cionado al desarrollo económico y social de un país. Además de esta sistematiza-
ción de los trabajos bajo los enfoques ‘factorial de crecimiento’ y de ‘desarrollo 
económico y social’, estos también se dividen en el cuadro 1 en términos de las 
áreas temáticas que son sujeto del presente capitulo: economía internacional, 
crecimiento, y diversificación productiva. 

Las investigaciones promovidas por el CIES, en el periodo 2011-2016, han 
enfatizado los aspectos sociales y ‘locales’ (particularmente de regiones o 
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departamentos) y la gestión de los recursos y el medio ambiente. Los 
estudios ‘nacionales’ sobre el sector externo, crecimiento y diversificación 
han estado fuera de la agenda de investigación del CIES. Así, en la web 
de investigaciones, solo se registran dos proyectos del 2011 en el área de 
economía internacional y dos el 2012 en el área de crecimiento económico. 
De otro lado, la mayoría de investigaciones en el área de diversificación 
productiva han estado asociadas al crecimiento de las regiones. En contraste 
con lo anterior, los documentos en materia de diagnóstico y propuestas 
de política económica sí han sido abordados por el CIES, usualmente en 
periodos de elecciones como una forma de presentar alternativas u opciones 
de política a los diversos grupos políticos.2 

Los 11 estudios internacionales abordan temas no tocados, por lo menos no 
directamente, en las investigaciones nacionales, y están relacionados a di-
versos aspectos del desarrollo económico y social de los países; entre otros: 
i) las diferencias entre industrialización, diversificación productiva, de expor-
taciones y de bienes y servicios al interior de las firmas, y la relevancia de 
incrementar el valor agregado de productos basados en materias primas;3 

ii) los instrumentos y/o políticas que inciden en las internacionalización de 
las empresas pequeñas, medianas y multinacionales peruanas; iii) el acceso 
a mercados de destino de las exportaciones peruanas; y iv) las perspectivas 
para América Latina, incluyendo el Perú, con respecto a la inserción de las 
cadenas globales de valor (CGV) en las actividades de exportación de los 
países de la región. 

2 Para fines de información del lector, y de acuerdo a los temas señalados por el CIES, el presente trabajo requería 
focalizarse en el balance de las investigaciones producidas por los centros asociados del CIES y otros investigadores 
a nivel nacional del periodo 2011-2016, y una propuesta de agenda de investigación sobre inserción en la economía 
internacional, crecimiento y diversificación productiva a nivel nacional. El autor ha ampliado el balance incorporando 
una muestra selecta de investigaciones internacionales y nacionales de relevancia y aporte a las áreas señaladas, para 
complementar los estudios auspiciados por el CIES. De otro lado, existen muchos estudios resumidos en Tello (2016e) 
que abordan el tema de las barreras al crecimiento ‘regional’ (o de los departamentos) del Perú. Solo dos de ellos 
han sido incluidos en el presente estudio, debido al ‘enfoque nacional’ de los trabajos y a que complementan en 
buena forma al presente estudio. La lista completa de estos estudios regionales es analizada en el capítulo sobre 
descentralización y desarrollo regional. El desarrollo y crecimiento económico regional (o local) y el nacional son 
conceptos interrelacionados pero distintos en sus análisis conceptuales (detalles en Tello 2010).

3 Definir estas diferencias demanda una serie de investigaciones. Los trabajos de Ciccone (2002), Harada (2015), Joya (2015) 
y Mitton (2012), y la extensa lista de trabajos citada en Tello (2017), presentan algunas ideas sobre estas diferencias. Para 
fines del presente capítulo, suficiente es mencionar que: i) el concepto moderno de industrialización (no necesariamente 
ligado al sector manufacturero) requiere relaciones interindustriales y eslabonamientos para su éxito; ii) una economía 
puede incrementar productos y/o sectores productivos sin que estos sean competitivos a nivel internacional, pudiendo 
ampliarse la diversificación productiva sin exportaciones; y iii) las firmas pueden diversificar productos dentro de una 
o más clasificaciones industriales. De otro lado, los incrementos en valor agregado en productos basados en materias 
primas no necesariamente explotan las ventajas internacionales o generan crecimiento. 
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Los cuatro trabajos auspiciados por el CIES4 se distinguen de los 11 trabajos 
internacionales en que las conclusiones de los mismos son consistentes con 
el statu quo de las investigaciones y políticas económicas que están inserta-
das en la academia, centros de investigación y entidades públicas y privadas 
del Perú sobre el crecimiento, la diversificación productiva y la estructura 
del sector transable. Dicho statu quo se resume en la siguiente afirmación: 
para crecer, el Perú requiere capital humano, infraestructura pública, mejo-
ras de las instituciones públicas, profundidad financiera, apertura comercial 
e inversión.

Dos trabajos adicionales nacionales completan los 17 estudios resumidos en 
el cuadro 1.5 Estos trabajos, conjuntamente con otros descritos en el cuadro 1, 
abordan los aspectos de diversificación de exportaciones y el desarrollo eco-
nómico. Sobre el primer aspecto, dichos trabajos amplían el concepto de di-
versificación de exportaciones (entendida como ‘añadir valor agregado a las 
materias primas’). Sobre el segundo aspecto, los trabajos distinguen, por un 
lado, el desarrollo del crecimiento económico, y sugieren, de otro lado, que 
el nivel de desarrollo económico (nacional y local) es el ‘problema económico’ 
central de la economía peruana. 

Debido a la especificidad de los trabajos analizados, los resúmenes del cua-
dro 1 no discuten el nivel de sofisticación de las distintas metodologías en 
dichos estudios, ni tampoco establecen comparaciones entre estos. Cabe 
señalar que todas estas investigaciones y sus respectivas conclusiones pue-
den ser sujeto de mejoras metodológicas y probablemente del reforzamien-
to o rechazo de las conclusiones alcanzadas. 

4 Estos trabajos son el 2.3, 2.4, 2.6 y 3.2 del cuadro 1.
5 Estos trabajos son el 4.1, 4.2 y 2.1 del cuadro 1. 
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1. ECONOMÍA INTERNACIONAL6

Bajo la perspectiva de la teoría institucional, este estudio investiga 
la interacción entre las políticas públicas y la expansión internacional 
de 465 empresas pequeñas y medianas (PME), ubicadas en Brasil, 
Colombia y Perú. Cuatro áreas son analizadas: acceso a financia-
miento público, acceso a compras públicas, regulación adversa y 
conocimiento de los mercados. Los resultados del estudio señalan: i) 
las PME de los cuatros países que pertenecen a grupos económicos 
parecen tener una tendencia más marcada a expandirse internacio-
nalmente, pero sus dos principales barreras son las regulaciones do-
mésticas y la pobre información de los mercados externos; ii) cuando 
el Gobierno ha sido un consumidor de los productos de la PME, esta 
experiencia ha facilitado a las firmas en la expansión internacional; iii) 
el ambiente de negocios doméstico también resultó una limitante 
para la expansión internacional de las PME; iv) las PME que tienen 
acceso a financiamiento privado, información y a mano de obra ca-
lificada están en mejor posición de expandirse internacionalmente.

El análisis de exportadoras peruanas muestra que las mejores condi-
ciones en el acceso a los mercados influencian de forma significativa 
el desempeño y sobrevivencia de las firmas exportadoras del Perú. 
Así, los márgenes comerciales con el Mercosur explican la quinta par-
te del incremento de las exportaciones hacia dicha región.

Basándose en un análisis de una muestra de 100 pequeñas y me-
dianas empresas multinacionales (PMEMN) del Perú, el estudio 
concluye que el Gobierno es un agente central que incide en la 
‘competitividad internacional’ de estas empresas. Dicha compe-
titividad también depende de las interrelaciones de las PMEMN 

Cardoza, 

Fornes, Farber, 

González, y Ruiz 

(2016)

Fugazza y 

McLaren (2014)

Peña-Vinces y 

Urbano (2014)

TRABAJOS SELECCIONADOS EN LAS ÁREAS DE ECONOMÍA INTERNACIONAL, 
CRECIMIENTO ECONÓMICO Y DIVERSIFICACIÓN PRODUCTIVA

CUADRO 1

6 Estudios sobre los acuerdos internacionales firmados por el Perú desde el 2009 hacia adelante no han sido sujetos de 
estudios nacionales en el periodo 2011-2016. Sin embargo, en el balance de las investigaciones del periodo 2007-2011 
y en la agenda 2012-2016 del CIES (2012), se realiza un análisis exhaustivo de las investigaciones sobre los impactos de 
estos acuerdos. Igualmente, una lista de estudios sobre temas internacionales, incluyendo acuerdos internacionales 
para el periodo 2004-2014, es presentado en Tello (2016f).

N.O AUTOR DESCRIPCIÓN Y RESULTADOS

1.1

1.2

1.3
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de la misma industria. Los centros de investigación y universi-
dades no tienen un efecto positivo en dicha competitividad. 

2. CRECIMIENTO ECONÓMICO
El trabajo estima la productividad total factorial (PTF) agregada 
del Perú (periodo 1950-2015) y de 24 departamentos del Perú 
(periodo 1980-2015) con el método del residuo de Solow. Los 
resultados a nivel de Perú y de los departamentos indican que 
la acumulación del capital ha sido la principal fuente de creci-
miento económico del Perú y de sus departamentos o regiones. 
Las notables diferencias de los índices de PTF y de asignación 
de recursos entre departamentos sugieren que la asignación de 
los recursos entre estas áreas geográficas ha sido ineficiente. En 
general, la PTF no ha contribuido en el crecimiento del Perú y 
sus departamentos en el periodo 1980-2015. 

El estudio identifica la tendencia y concentración de la inver-
sión pública en infraestructura y la brecha por cubrir en las re-
giones del Perú, y determina el impacto sobre el crecimiento 
regional y la desigualdad de ingreso entre mujeres y hombres.
Los resultados sugieren que la inversión pública en infraestruc-
tura muestra una tendencia creciente con estacionalidad en el 
último mes de cada año, excepto en comunicaciones, sector 
que tiene un comportamiento irregular. Esta inversión se con-
centra en pocas regiones y la brecha de acceso a los servicios 
de infraestructura continúa alta en regiones ubicadas en la sie-
rra y selva del país. La inversión en infraestructura de transpor-
te y saneamiento tiene un impacto positivo en el crecimiento, 
y a la vez contribuye en la reducción de la desigualdad de in-
greso entre mujeres y hombres. Al mismo tiempo, la inversión 
en infraestructura de educación y energía, si bien ha logrado 
un impacto positivo en el crecimiento, todavía es insuficiente 
en reducir la desigualdad de ingresos. La inversión en infraes-
tructura de salud y comunicación todavía no logra el resultado 
esperado; la inversión en infraestructura de riego reduciría la 
desigualdad. Se identifica, además, una diferencia de ingresos 
entre hombres y mujeres de más de 50%.

N.O AUTOR DESCRIPCIÓN Y RESULTADOS

Tello (2016a)

Arpi (2015)
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Basado en la metodología de Hausmann, Rodrik y Velasco (2005), 
los autores identifican cuatro factores que limitan el crecimiento 
de largo plazo en La Libertad. Estos son: el bajo nivel del capital 
humano; una deficiente provisión de infraestructura; el crimen y 
la inseguridad ciudadana; y la fragilidad institucional del sector 
público.

El estudio evalúa la sostenibilidad de la economía del de-
partamento de Junín durante el periodo 2005-2011, bajo el 
criterio de ‘inversión genuina’ (que se basa en cambios de la 
riqueza y sus principales componentes). En la medida en que 
esta inversión genuina fue positiva en el periodo, se concluye 
que Junín ha estado en la senda del desarrollo sostenible en 
ese periodo.7  

Aunque en la última década el ‘impresionante’ crecimiento 
económico ha permitido cumplir con dos de los objetivos de 
desarrollo del milenio (el de reducción de la pobreza extrema 
y la desnutrición crónica), la anemia infantil sigue creciendo, la 
calidad de la educación continúa siendo deficiente y los niveles 
de desigualdad se mantienen altos. El desafío del Perú, según 
el autor, es cambiar el modelo económico primario exporta-
dor por uno de acumulación de capital, producción industrial 
descentralizada y distribución más equitativa de los ingresos. 
Para ello, necesitamos instituciones capaces de invertir en la 
diversificación de la estructura productiva, ciencia, educación, 
infraestructura y en la calidad de otros servicios del Estado, de 
tal manera que la población pueda acceder y gozar de los de-
rechos universales. 

Las simulaciones de los autores para la próxima década (2013-
2023) indican un crecimiento potencial de 3,5% en un escenario 
pesimista, 5,0% en un escenario base y 6,5% en un escenario opti-
mista. La materialización de cada escenario depende de la evolu-
ción de la productividad. Los autores argumentan que los factores 
que contribuyeron positivamente al crecimiento durante la última 

7 Datos recientes de Tello (2016) señalan que Junín, en el periodo 2005-2011, tuvo un crecimiento del valor agregado real 
per cápita de 3,0%, del capital de 3,2%, de la productividad laboral de 1,9% y de la productividad total factorial del 1,0%.

Calderón, 

Camacho y Cox 

(2014)

Orihuela (2014)

Navarro de la Cruz 

(2013)

Sánchez y  

Mendoza (2013)
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década ya no serán favorables en la próxima década. La velocidad 
del crecimiento dependerá principalmente de la implementación 
de reformas para elevar los niveles de educación, infraestructura, 
profundidad financiera y apertura comercial.

3. DIVERSIFICACIÓN PRODUCTIVA Y DE EXPORTACIONES
El autor analiza si países ricos en recursos naturales (RR. NN.) 
pueden compensar los efectos negativos de la volatilidad (medi-
da por los efectos de los RR. NN. sobre la varianza del PBI de los 
países) diversificando su estructura productiva, lo cual es distin-
to a diversificar la estructura de la oferta exportable. Basado en 
una muestra de 123 países, incluyendo el Perú, para el periodo 
1991-2011, el autor encuentra que la diversificación productiva 
efectivamente compensa los efectos negativos de los efectos de 
volatilidad de los RR. NN. La diversificación de exportaciones, 
contrariamente, no compensa dichos efectos. 

El artículo estima el efecto de las actividades minero-energéticas 
sobre la diversificación productiva del Perú a nivel de regiones, 
usando información de los censos económicos de 1994 y 2008, 
los censos de población y vivienda de 1993 y 2007, y los censos 
agropecuarios de 1994 y 2012. Controlando por correlación es-
pacial, y a través de diferentes métodos de emparejamiento, los 
resultados señalan un impacto positivo sobre la diversificación 
productiva. Sin embargo, este efecto no es robusto.

El artículo analiza si existió o no relación entre la tasa de empresa-
rialidad informal y el nivel de diversificación productiva en 12 paí-
ses de Latinoamérica, incluyendo al Perú. Se encontró que a pesar 
de que las correlaciones encontradas no son fuertes, no se puede 
descartar una relación inversa entre empresarialidad informal y di-
versificación productiva para la mayoría de los países analizados.

El trabajo estima la relación entre la diversificación de expor-
taciones y los mercados de destino de estas para un panel de 
102 países socios comerciales de 4998 partidas arancelarias del 
sistema armonizado de seis dígitos en el periodo 1995-2007. 

N.O AUTOR DESCRIPCIÓN Y RESULTADOS
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Guillén (2014)

Parra y Argote 

(2014)

Regolo (2013)
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Los resultados muestran que: i) las exportaciones de países de 
similares dotaciones (tales como países sur-sur o norte-norte) 
son más diversificadas que las exportaciones de países de di-
ferentes dotaciones (sur-norte o norte-sur); ii) los bajos costos 
en el comercio bilateral (de dos países) generan una mayor di-
versificación de exportaciones.

Basado en un muestra de 500.000 firmas en 46 países (inclu-
yendo Perú), el autor encuentra que una mayor diversificación 
de productos dentro de la firma está asociada a una producti-
vidad laboral más baja. Esta asociación es más fuerte en países 
con mejores desarrollos en el sector financiero y en industrias 
intensivas en capital. Incluso, la relación negativa parece ser 
explicada más por una inadecuada asignación del capital que 
por un uso ineficiente de la fuerza laboral.

El artículo examina los argumentos teóricos y la evidencia (en 
67 países en desarrollo, incluyendo al Perú, y 21 países avan-
zados) de la tesis de que ‘la industrialización actúa como un 
motor de crecimiento’ (la industrialización es tomada como 
una ‘forma’ de diversificación o de ‘transformación’ producti-
va). Si bien el autor encuentra que el sector manufacturero ha 
tenido un rol sobre el crecimiento de los países en desarrollo, 
las expectativas de dicho rol no se manifestaron en todos los 
países. Históricamente, sin embargo, la tesis de la industriali-
zación sí se plasma en los países. El autor, además, argumenta 
que, a excepción de India en los sectores de servicios informá-
ticos, ningún país en desarrollo desde 1950 ha sido exitoso en 
el ‘desarrollo económico’ sin la industrialización. Los sectores 
turismo o de exportaciones primarias no han tenido similar rol 
al de la industrialización.

4. ÁREAS MIXTAS INCLUYENDO CADENAS GLOBALES DE 
VALOR (CGV) 
Basado en la red de espacio de productos de exportación, 
este trabajo muestra las principales características de la com-
posición de productos de exportación del Perú y sus regiones. 
Entre ellas, la de ser altamente concentrada en pocos produc-

N.O AUTOR DESCRIPCIÓN Y RESULTADOS

Mitton (2012)

Szirmai (2012)

Tello (2015a)
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tos intensivos en el uso de recursos naturales (RR. NN.), muy 
distantes unos de otros, de altos niveles de productividad in-
ternacional relativos al valor agregado real per cápita de cada 
región y de la economía en general, y de un enorme potencial 
de exportación todavía no explotado o descubierto. De otro 
lado, se analiza la validez de la hipótesis de la maldición de los 
efectos de los RR. NN. sobre el crecimiento y, complementaria-
mente, sobre el empleo y la diversificación de los productos de 
exportación a nivel regional. La evidencia, relativamente robus-
ta estadísticamente, indica que la participación del capital na-
tural del total de riqueza tangible y el capital natural per cápita 
han incidido, en promedio, positivamente en el crecimiento 
regional, el empleo relativo del sector primario y la concentra-
ción en pocos productos de exportación. La ‘maldición’ radica 
en la dependencia de las regiones en los RR. NN. para crecer, 
retardando así el desarrollo regional, debido a los efectos no 
significativos sobre el empleo secundario y terciario y el proce-
so de diversificación de exportaciones.

El estudio presenta una serie de indicadores que señalan que 
la inserción potencial de los productos de exportación inten-
sivos en el uso de recursos naturales en las CGV de los paí-
ses de la región (particularmente Bolivia, Ecuador, Perú, Chile, 
Colombia, Argentina, Brasil, Paraguay, Uruguay, Venezuela, 
Costa Rica, Cuba, El Salvador, Guatemala, Honduras, Jamaica, 
Nicaragua, República Dominicana y México) ofrece una serie 
de oportunidades con probables impactos positivos sobre 
el crecimiento, empleo, diversificación y generación de esla-
bonamientos productivos. Sin embargo, las perspectivas de 
aprovechamiento de estas oportunidades y potencialidades 
de inserción en las CGV en la región no son del todo claras. En 
general, esta inserción demanda un rediseño de las actuales 
políticas, en sus múltiples ámbitos, para promover la partici-
pación en las CGV y reducir los costos de transacción y otros 
impedimentos de los flujos comerciales que existen a lo largo 
de la cadena.

N.O AUTOR DESCRIPCIÓN Y RESULTADOS

Tello (2017, 2015b)4.2

FUENTE: Lista de referencias. Elaboración propia.
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1.1  Impacto de las investigaciones en políticas públicas 

Las cuatro investigaciones auspiciadas por el CIES descritas en el cuadro 1 no 
han tenido impacto en las políticas públicas del país, más allá de consolidar el 
statu quo sobre los determinantes estándar del crecimiento en el Perú. El resto 
de investigaciones, que abordan aspectos diversos del desarrollo económico 
nacional y local de los países, tampoco han tenido impacto en las políticas 
públicas del Perú. 

El cuadro 2 resume un grupo de estudios producidos en el periodo 2011-2016 
que están directamente asociados a la política pública en las tres áreas analiza-
das en el presente trabajo: crecimiento económico y productividad, diversifica-
ción productiva y promoción de exportaciones. El supuesto implícito en estos 
estudios de políticas es que estas contribuirán al crecimiento de la economía. 
Sin embargo, desde la perspectiva del autor, por un lado, no están claras las 
asociaciones o causalidades entre las políticas documentadas en el cuadro 2 y 
el crecimiento económico. De otro lado, en la última sección del presente es-
tudio se listan una serie de ‘evidencias’ o ‘hechos estilizados’ que sustentan la 
tesis de que el fundamental ‘problema económico del Perú’ es su bajo nivel de 
desarrollo económico. Lograr el desarrollo económico del país implica, entre 
otras cosas, tasas de crecimiento económico sostenidas y sustentables, prome-
dio de ingresos per cápita similares al de los países industrializados, ausencia 
de corrupción, segmentos laborales insertados en sectores de alta productivi-
dad, sin habitantes en situación de pobreza y con pleno acceso a los servicios 
básicos (agua, luz, salud, educación, vivienda, seguridad ciudadana, etc.).

Si bien los objetivos de las políticas descritas en el cuadro 2 (a excepción del 
artículo de Produce 2014) no son de crecimiento o de desarrollo económico, 
no existen estudios nacionales convincentes que demuestren que los objetivos 
de competitividad, diversificación productiva, diversificación de exportaciones 
y la consolidación de la presencia de las empresas exportadoras peruanas en 
el exterior –descritos en el cuadro 2– aporten al proceso de desarrollo eco-
nómico de la economía peruana. Los estudios internacionales señalados en 
el cuadro 1 indican que, para una serie de países y en distintos periodos de 
tiempo, dichos objetivos no han contribuido al crecimiento económico (ver, 
por ejemplo, el trabajo de Joya 2015). En ese sentido, se requieren investiga-
ciones de mayor sofisticación académica y técnica que indaguen los mecanis-
mos mediante los cuales estos objetivos de política contribuyen al desarrollo 
económico del país y de sus regiones o departamentos. Un segundo ‘proble-
ma’ de los objetivos de política del cuadro 2 es la confusión conceptual del 
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término ‘diversificación productiva’ –un concepto distinto al de ‘diversificación 
de exportaciones’–. Además, estudios internacionales muestran que estos dos 
conceptos pueden tener efectos diferentes sobre la economía (por ejemplo, 
el de Joya 2015). Se requieren estudios que no solo precisen estos términos y 
otros relacionados (dar mayor valor agregado a las materias primas, transfor-
mación productiva, industrialización, cadenas globales de valor, etc.), sino que 
analicen las contribuciones o no al proceso de desarrollo económico.

En el caso de las políticas de Produce (2014), cuyo objetivo implícito es el del 
desarrollo económico nacional y local (regional o departamental), no solo se 
confunde el concepto de la ‘diversificación productiva’ –como política– con 
‘diversificación de exportaciones’, sino que además, en los avances del plan 
(Ghezzi 2016), la ‘diversificación’ se ha concentrado (al menos en parte) en pro-
ductos intensivos en recursos naturales (RR. NN.), como por ejemplo el forestal 
y acuícola. El estudio de Tello (2015a) argumenta que estos productos, o mejor 
dicho la explotación de los RR. NN., si bien contribuyeron al ‘crecimiento’ de las 
regiones, no lo hicieron en términos del desarrollo económico de las mismas.  

Finalmente, Tello (2016d) recientemente ha analizado las políticas de expor-
taciones a nivel nacional (Mincetur 2015) y regional (descritos en los planes 
estratégicos regionales de exportación, Mincetur 2016). La primera caracterís-
tica de la política regional descrita en los ‘planes estratégicos’ es el énfasis en 
la dotación de los recursos naturales que sustentan los principales productos 
y sectores (intensivos en el uso de estos recursos) que generan el desarrollo 
de las áreas locales. La segunda característica es el sesgo hacia la oferta de 
productos de exportación intensivos en el uso de recursos naturales. La terce-
ra característica, asociada al marco metodológico o teórico de las estrategias 
regionales, es el enfoque de competitividad o de clusters (incluyendo parques 
industriales o tecnológicos) de Porter (1990). La cuarta característica es que los 
desarrollos económicos locales siguen el mismo patrón del desarrollo econó-
mico a nivel nacional. Como consecuencia, se enfatizan los temas sociales de 
pobreza y de bajos ingresos, y las deficiencias de los servicios públicos (como 
educación, salud, saneamiento) y de infraestructura productiva. La ‘herencia 
geográfica’ de las dotaciones de los recursos naturales disponibles en los de-
partamentos, así como el enfoque de ‘competitividad’ que domina muchas 
de las políticas del Gobierno central y los subnacionales en los planes regio-
nales, han sesgado el análisis hacia dichos aspectos y hacia la priorización de 
productos intensivos en dichos recursos. Algunos de los estudios resumidos 
en el cuadro 1 señalan las limitaciones del énfasis en estos productos para el 
desarrollo económico nacional y local de los países en desarrollo. 
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8 Ejemplos: CITE forestal de Pucallpa, CITE acuícola de la U. Cayetano Heredia. 

PROPUESTAS DE POLÍTICA ECONÓMICA RELACIONADAS AL COMERCIO 
INTERNACIONAL, CRECIMIENTO Y DIVERSIFICACIÓN PRODUCTIVA

CUADRO 2

OBJETIVO: Elevar la productividad, la competitividad y la diversi-
ficación productiva.  
ASPECTO CLAVE: Alianza y diálogo entre los entes reguladores, 
los gobiernos nacionales y subnacionales y el sector privado.
POLÍTICAS HORIZONTALES: i) Promoción de la competencia y dis-
minución de los costos de cumplir con la regulación mediante 
reformas regulatorias; ii) reducción de las rigideces en el merca-
do laboral y fortalecer las habilidades de la fuerza laboral; y iii) 
facilitación del comercio exterior.
POLÍTICAS VERTICALES: i) Ayudar a las empresas a innovar; ii) re-
solver fallas de mercado para la diversificación; y iii) buscar acti-
vamente inversión (en particular la extranjera) que participe en 
cadenas de valor globales.

AVANCES DEL PLAN DE DIVERSIFICACIÓN PRODUCTIVA: i) Se han 
formado mesas ejecutivas que buscan eliminar las barreras al 
crecimiento que están enfrentando cinco sectores económicos: 
forestal, acuícola, textil, gastronómico y de industrias creativas; 
ii) se ha desarrollado una forma de trabajo sin precedentes en 
la forma de hacer políticas públicas en el Perú, basada en una 
coordinación público-privada; iii) se continúa creando la red de 
Centros de Innovación Productiva y Transferencia Tecnológica 
(CITE), tanto públicos como privados,8 que –mediante herra-
mientas como la innovación, las capacitaciones, las transferen-
cias de tecnología, la difusión de información y articulación de 
mercados– ayudan a cerrar la brecha productiva que hay entre 
nuestras empresas más pequeñas y las más grandes, y con res-
pecto al mundo (el modelo CITE es quizá único en el mundo y 
enfocado en la realidad peruana); iv) deducción tributaria para la 
inversión en I+D; y v) se está implementando el Sistema Nacional 
de Calidad, el de modernos parques industriales y medidas que 
reduzcan el costo de financiamiento de las Mipyme.

N.O AUTOR DESCRIPCIÓN Y RESULTADOS

Banco Mundial 

(2016), World 

Bank Group 

(2015)

Ghezzi (2016)
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OBJETIVOS: i) Lograr tasas de alto crecimiento económico que sean 
sostenibles en el largo plazo; ii) acentuar la transformación produc-
tiva necesaria para transitar hacia el nivel de ingresos medios-altos 
y reducir la dependencia de la economía peruana en los recursos 
naturales; iii) reducir las brechas regionales de productividad; y iv) 
aumentar el empleo formal y de calidad, al reducir la informalidad
POLÍTICAS: i) Promover la diversificación productiva vía la amplia-
ción de la canasta exportadora de la economía, usando como ‘ins-
trumentos de política’ el corregir las fallas de mercado sustantivas 
en sectores donde existe una importante potencialidad exporta-
dora de bienes y servicios; ii) adecuación de regulaciones y sim-
plificación administrativa; iii) expansión de la productividad, redu-
ciendo la heterogeneidad vía: a) programas de difusión tecnológica 
para las Mipyme (micro, pequeña y medianas empresas) y ampliar 
la oferta de los CITE, b) programas de desarrollo de proveedores 
para Mipyme –que facilitarán la articulación vertical entre empresas 
mediante la mejora de las capacidades técnicas y administrativas 
de las empresas proveedoras de insumos–, c) promoción e imple-
mentación de parques industriales para facilitar el acceso ordenado 
de los productores a una zonificación industrial con bajos costos 
de bienes raíces, así como a servicios públicos de mejor calidad y 
menor precio (banda ancha, electricidad), y d) mejoras en las op-
ciones de financiamiento para las Mipyme, con esquemas como el 
factoring y las sociedades de garantía recíproca (SGR).

OBJETIVO: Consolidación de la presencia de empresas exporta-
doras peruanas en el exterior.
OBJETIVOS ESTRATÉGICOS: i) Profundizar la internacionalización 
de empresas y diversificación de mercados; ii) incrementar de 
manera sostenible y diversificada las exportaciones de bienes y 
servicios con valor agregado; y iii) mejorar la competitividad del 
sector exportador, facilitando el comercio exterior, la eficiencia de 
la cadena logística internacional y la consolidación de una cultura 
exportadora.

Produce (2014)

Mincetur (2015)

3

4

FUENTE: Lista de referencias. Elaboración propia.
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 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021 

Esta sección se basa en las sugerencias listadas por los ocho expertos en-
cuestados.9  

Por las especificidades de las experiencias y conocimientos profesionales y 
académicos de los expertos, sus percepciones con respecto a los tres temas 
del estudio fueron diversas. 

De acuerdo con sus percepciones, los hemos agrupado en tres grupos:

• Un primer grupo de expertos, perteneciente al Poder Ejecutivo de la 
gestión anterior, señala que los tres ejes fundamentales para el creci-
miento (que fueron, por cierto, enfatizados por el Gobierno anterior) 
son: capital humano, provisión de la infraestructura productiva y diversi-
ficación productiva. Un experto de este grupo considera como erróneo 
el énfasis en la informalidad del actual Gobierno. Más bien sugiere la 
profundización de la diversificación productiva a base de estudios de 
‘diagnósticos de crecimiento regionales’.10 

• Un segundo grupo de expertos discrepa con la tesis de la diversificación 
productiva impulsada desde el Ejecutivo y más bien pone énfasis en el rol 
de las empresas (de todo tamaño) en el fomento a la productividad y en 
el desarrollo tecnológico e innovador de las firmas. Este tipo de temas a 
nivel micro (de empresas) ha estado prácticamente ausente en las investi-
gaciones auspiciadas por el CIES –en el periodo 2011-2016– en las áreas 
de economía internacional, crecimiento y diversificación productiva.

• El tercer grupo de expertos se enfoca más en la inserción de las empresas 
en los mercados internacionales. Una experta de este grupo enfatiza la 
importancia de la diversificación de exportaciones (entendida como 
valor añadido a las materias primas) y de las cadenas globales de valor. 
Otra experta señala la necesidad de ‘capacitar’ a las empresas para su 
proceso de internacionalización. Un tercer experto, que reitera los temas 
de diversificación de exportaciones y el proceso de internalización de 

9  La lista de expertos incluye a Piero Ghezzi, José Gallardo, Bruno Giuffra (colaboradores Maggy Manrique y Marco 
Velarde), Patricia Tovar, Juan Mendoza y Angela Guerra.  

10  El estudio 2.3 del cuadro 1 es un ejemplo de este tipo de estudios. Otros trabajos realizados bajo esta técnica de 
diagnóstico regional son los trabajos de Webb, Mendieta y Agreda (2012), Carranza, Gallardo-Llanos y Vidal (2012), y 
Mendoza y Gallardo (2011). La lista completa de estos estudios se presenta en Tello (2016e).
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las empresas peruanas, también considera la necesidad de identificar 
oportunidades de inversión tanto para las empresas nacionales como 
para las extranjeras.

Los grupos de temas sugeridos por los expertos para desarrollar en investi-
gaciones futuras fueron: diversificación productiva y de exportaciones; pro-
moción de empresas exportadoras; acceso a los mercados internacionales y 
cadenas globales de valor; capacitación empresarial en innovación e incre-
mentos de la productividad total factorial; e incentivos para atraer inversiones 
extranjeras. Lo distintivo de la mayoría de temas sugeridos en esta lista de 
propuestas de investigación, en particular con respecto a los temas discutidos 
en los cuatro estudios auspiciados por el CIES en el periodo 2011-2016,11 es 
que abordan temas directamente relacionados al problema central del Perú, 
vale decir, su proceso de desarrollo económico. A continuación, se listan las 
sugerencias de propuestas de investigación en cada uno de los grupos seña-
lados arriba.

2.1  Diversificación productiva y de exportaciones

• Priorizar los estudios que aborden los temas planteados en el Plan de 
Diversificación Productiva (Produce 2014).

• Profundizar y ampliar los estudios de crecimiento regional (mediante la 
metodología de growth diagnostics).12 

• Priorizar los estudios que tengan como objetivo facilitar el crecimiento 
de otros motores económicos (forestal, acuicultura, turismo, minería no 
metálica, industrias creativas, etc.).

• Priorizar los estudios que investiguen la manera más eficiente de generar 
nuevos ‘sectores-productos’, motores de crecimiento.

• Analizar las ventajas y desventajas de ‘dar valor agregado a’ (o procesar) 
las materias primas. 

• Identificar productos de exportación con ‘mayor valor agregado’ o in-
tensivos en el uso de tecnologías y capital humano.

• Priorizar los estudios que investiguen si el desarrollo económico requiere 
o no de la industrialización.

• Realizar investigaciones que ofrezcan luces sobre si el empleo y activida-
des informales se pueden ‘reducir o formalizar’ en ausencia de diversifica-
ción productiva.

11 Estos trabajos son el 2.3, 2.4, 2.6 y 3.2 del cuadro 1. 
12 Desarrollado por Schliesser (2009) a nivel subnacional.
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• Analizar el impacto de la política comercial (y de otras alternativas de 
políticas comerciales) sobre la diversificación de exportaciones.

• Resumir las experiencias de otros países que hayan tenido éxito en di-
versificar sus exportaciones.

2.2  Promoción de empresas exportadoras, acceso a los mercados 
   internacionales, y cadenas globales de valor 

• Priorizar los estudios sobre oportunidades y posibilidades de mercados 
de exportación para productos no tradicionales.

• Analizar los beneficios y costos de un acuerdo comercial con India.
• Identificar los problemas/fallas de mercado de las empresas en las cade-

nas productivas que tienen potencial exportador.
• Identificar cadenas globales de valor de servicios turísticos.
• Identificar los factores que determinan la inserción exitosa  en  las cade-

nas globales de valor, tomando en cuenta la realidad peruana.
• Analizar las estrategias y mecanismos de internacionalización o pene-

tración comercial de las empresas peruanas en el exterior, según tipo, 
tamaño y destino.

• Analizar los instrumentos comerciales potenciales que permitan fortale-
cer las capacidades del sector empresarial, y apoyar a su internacionali-
zación.

2.3  Capacitación empresarial en innovación e incrementos de la 
   productividad total factorial (PTF)

• Desarrollar métodos e indicadores de digitalización en las empresas ma-
nufactureras.

• Analizar el impacto de la digitalización sobre la PTF de las firmas y de sus 
respectivos canales de transmisión.

• Priorizar los estudios sobre instrumentos informáticos comerciales de las 
empresas de exportación.

• Analizar y estimar los instrumentos que inciden en la capacidad para 
innovar, adoptar y absorber procesos tecnológicos.

• Realizar estimaciones de la PTF de las empresas a través de metodolo-
gías no paramétricas.

• Analizar los determinantes de la productividad de las empresas manu-
factureras.

• Analizar los determinantes de la innovación empresarial.
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2.4  Incentivos para atraer inversiones extranjeras

• Analizar ‘experiencias’ de instrumentos efectivos para atraer inversiones ex-
tranjeras.

• Priorizar los estudios sobre políticas de información en el exterior de las 
potencialidades de exportación y oportunidades de inversión en el Perú.

Otros ‘temas sueltos’, propuestos por los expertos, que se relacionan indirecta-
mente a las áreas analizadas en el presente documento son:

• Realizar estudios que fortalezcan el ‘ecosistema innovador’; entre otros: faci-
litación del surgimiento del capital de riesgo, emprendimientos financiables 
y ampliación de la red de las CITE (tanto en el ámbito público como privado).

• Analizar experiencias de parques industriales y sistemas de calidad.
• Estudiar el rol de las CITE en la formalización de las empresas o empleo 

informal.
• Analizar experiencias de instrumentos efectivos que logren relaciones per-

manentes y continuas entre el sector académico/científico y el sector pro-
ductivo.

• Llevar a cabo estudios sobre generación de ‘capacidades’ en los sectores 
intensivos en el uso de recursos naturales.

 3.  CONCLUSIONES Y REFLEXIONES FINALES13  

Una primera reflexión sobre lo descrito en las secciones precedentes es que existen 
innumerables evidencias que señalan que el principal problema económico de la 
economía peruana es el desarrollo económico (nacional y local). El crecimiento y 
la reducción de la pobreza no necesariamente pueden lograr dicho desarrollo. Así, 
cifras oficiales del 2015 (BCRP 2016; INEI 2016a, b y 2014) indican que en el Perú: i) el 
producto bruto interno (PBI) per cápita mensual fue de US$515; ii) el 68% del valor 
exportado fue de productos primarios, de los cuales el 81% fueron de productos 
mineros;14 iii) la incidencia de la pobreza alcanzó al 21,8% de la población y el de 
la pobreza extrema al 4,1%; iv) el 50% de la población del Perú tuvo ingresos per 
cápita promedio menores o iguales a US$185 (cerca de la tercera parte del PBI per 

13 El tema de la informalidad se destaca en esta última sección para evidenciar que el crecimiento económico (si bien 
indispensable para la economía) no es el problema principal de la economía. Más bien, desde nuestra perspectiva, el 
tema central es del desarrollo económico nacional y local, donde la informalidad es la expresión más importante del 
nivel de desarrollo económico alcanzado por la economía peruana. El capítulo sobre empleo e informalidad discute los 
estudios realizados sobre el tema.

14 Solo 11 productos (petróleo crudo, líquido de gas natural, gas natural, cobre, oro, zinc, plata, hierro, plomo, estaño y 
molibdeno) explican más del 90% de estos productos mineros.
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cápita), y el 70% menores o iguales a la remuneración mínima vital mensual de 
US$267 (cerca de la mitad del PBI per cápita); v) todo ello implicó una desigual 
distribución de los ingresos correspondiente a un coeficiente de Gini de 44%;15 vi) 
de acuerdo con cifras del 2012, tres de cada cuatro trabajadores de la población 
económicamente activa ocupada se desempeñaban en un empleo informal 
(74%), el 57% lo hacía en un empleo informal16 dentro del sector informal (9 
millones de trabajadores)17 y 17% en un empleo informal fuera del sector informal 
(3 millones de trabajadores). Además, estimaciones de Tello (2015c) indican que 
el ingreso promedio per cápita de los empleos formales fue de US$552 en el 2014 
y el del empleo informal fue de US$169.18 

Estas cifras, conjuntamente con las evidencias sobre ‘informalidad’ presenta-
dos por La Porta y Shleifer (2014)19 y Tello (2016b), sugieren que el proceso de 
desarrollo económico y la informalidad son expresiones del mismo proble-
ma:20 el cómo ‘equilibrar’ los niveles de ingresos entre los diferentes grupos 
‘laborales’ y el cómo hacer para que los ingresos de los diferentes grupos 
laborales aumenten sostenida y sustentablemente a través del tiempo, de tal 
manera que el acceso a los servicios básicos (educación, salud, vivienda, etc.) 
sea permanente y completo para dichos grupos. Las investigaciones naciona-
les en el periodo 2011-2015 han enfatizado estudios ‘factoriales de crecimien-
to económico e inclusión social’, aunados a temas de gestión de recursos y de 
medio ambiente. De igual manera, las prescripciones de política económica, 
a excepción de la política de diversificación productiva, han tenido el mismo 

15 En términos intuitivos, este Gini implica que el 1% de la población más rica del Perú recibe el 45% de los ingresos del 
Perú.

16 El empleo informal se refiere a aquellos empleos que no gozan de beneficios estipulados por ley, como seguridad social, 
gratificaciones, vacaciones pagadas, etc.

17 El sector informal se refiere a las unidades productivas no constituidas en sociedad y que no se encuentran registradas 
en la administración tributaria.

18 Cifras oficiales para el 2007 (INEI 2014) indicaban que el promedio de ingreso per cápita en hogares con 100% de 
empleo informal fue de US$79 por mes, mientras que el respectivo ingreso en hogares con 100% de empleo formal fue 
de US$333 por mes. 

19 Estos son: i) un alto porcentaje de la fuerza laboral (en muchos casos, superando el 50%) de los países pobres realiza 
actividades informales; ii) la productividad (laboral o productividad total factorial) es extremadamente baja comparada 
con los trabajadores o firmas formales (las firmas informales son típicamente pequeñas e ineficientes y sus ‘dueños’ 
tienen bajo nivel de educación); iii) aunque la ausencia de impuestos y regulaciones es una razón importante para 
generar informalidad, la productividad de las firmas es demasiado baja para que puedan desarrollarse en el sector 
formal (la reducción de los costos de entrada a las actividades formales ni atrae a muchos a integrarse a la formalidad 
ni genera crecimiento económico); iv) las actividades informales no están muy relacionadas a las actividades formales 
(las firmas informales raramente se movilizan a las actividades formales y pueden permanecer informales por largos 
periodos de tiempo); y v) en la medida que los países ‘crecen y se desarrollan’, las actividades informales se reducen 
hasta el punto que en toda la economía la formalidad domina.

20 Tello (2016b) presenta un modelo respaldado por evidencias que relacionan la informalidad con el desarrollo económico.
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énfasis y se han complementado con el enfoque ‘factorial de la competitivi-
dad’ de los planes regionales.    

Desafortunadamente, eslóganes simplistas, como, por ejemplo, el de incre-
mentar los ‘factores’ de infraestructura pública, capital humano, reducción 
de costos burocráticos, etc., por sí solos no son suficientes para el creci-
miento y mucho menos para el proceso de desarrollo económico que re-
quiere la economía peruana. Si el ‘problema’ del Perú es su proceso de 
desarrollo económico (lo que incluye además temas de corrupción, insegu-
ridad ciudadana, gobernanza, etc.) y su otra ‘cara’ –las ‘actividades informa-
les’–, entonces se requiere dirigir el enfoque actual de las investigaciones 
nacionales hacia estudios que provean información sobre los mecanismos 
e instrumentos (públicos y privados) que generen o aporten al proceso de 
desarrollo económico y/o a la integración de las actividades informales a las 
actividades estándar de los sectores económicos. ‘Resolver’ o alcanzar el 
desarrollo económico proveerá información sobre otros temas prioritarios 
de investigación en el Perú.

Una segunda reflexión es que la mayoría de estudios propuestos en la 
agenda están encaminados hacia la dirección correcta de investigaciones, 
que deben proveer información sobre el proceso de desarrollo nacional y 
local del Perú. Así, los conceptos desarrollistas como transformación pro-
ductiva, cambio estructural, diversificación productiva, diversificación de 
exportaciones, ‘dar valor agregado a las materias primas’, ‘industrialización’ 
y concentración sectorial se han considerado como sinónimos cuando en 
esencia estos conceptos son distintos.21 De allí que se requiera, por un lado, 
distinguirlos, y de otro lado, investigar cuál de ellos u otros del mismo gé-
nero requiere la economía peruana para alcanzar el desarrollo económico. 
Al respecto, Szirmai (2012) argumenta que países exitosos en ‘desarrollo 
económico’ se basaron en la ‘industrialización’ de su estructura productiva. 
Joya (2015), por su parte, enfatiza la ‘diversificación productiva’ sobre la ‘di-
versificación de exportaciones’: mientras el primer tipo de ‘diversificación’ 
atenúa los efectos nocivos de la volatilidad de las exportaciones de materias 
primas, el segundo no los atenúa. Por último, de la literatura de las ‘etapas 
de diversificación y desarrollo’, promovidas por Imbs y Wacziarg (2003), en 
el análisis que Clark y Sawyer (2014) hacen de las ‘etapas de diversificación’ 
para 17 países de América Latina (incluyendo el Perú) encuentran que la 
curva ‘U’ de concentración sectorial e ingreso per cápita se sostiene en la 

21 Ver nota a pie de página n.° 4. 
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región en el periodo 1963-2009. La era de políticas ISI (de las siglas en inglés de 
import substitution industrialization) promovió una excesiva diversificación de 
manufacturas. La reespecialización en actividades con ventaja comparativa en 
países de relativos altos niveles de ingresos per cápita coincidió con políticas 
orientadas hacia el mercado.

De otro lado, la diversificación productiva y de exportaciones no solo requie-
re de productos competitivos internacionalmente en costos, precios y calidad, 
sino fundamentalmente requiere de formas de ‘venderlos’ continua y exitosa-
mente en los mercados. De allí que estudios sobre acceso a los mercados y la 
internacionalización de las empresas (de todo tamaño) son necesarios para el 
desarrollo económico de la economía peruana.22 De la misma manera, la di-
versificación en ‘etapas del proceso productivo’ a través de las CGV, si bien el 
comercio involucrado en las CGV ha sido dominante en el volumen comercial 
mundial (Tello 2015b), no es muy claro si la proliferación de estas cadenas en 
el Perú puedan o no contribuir en el desarrollo económico del país. Además, 
si lo que se desea es la proliferación de las CGV, también se requerirá de un 
cambio radical en la política comercial (detalles en Tello 2015b). Son necesarios 
estudios ‘micro’ para indagar la relevancia de las CGV en el desarrollo econó-
mico del país.

Un tema de enorme importancia para el crecimiento y desarrollo económico lo-
cal y nacional son los referentes a la productividad total factorial. Existen innu-
merables estudios de medidas de la productividad total factorial del Perú (Tello 
2016a), y todos ellos llegan a la misma conclusión de que el motor de crecimiento 
en la economía peruana ha sido la acumulación de capital (particularmente de 
industrias extractivas). Dada las limitaciones teóricas de crecer vía capital, se ha-
cen indispensables no solo los estudios microeconómicos del cómo ‘incentivar’ 
el incremento sostenido de la PTF en la unidades de producción de los sectores 
económicos, sino fundamentalmente identificar los mecanismos que permiten 
a la ciencia, la tecnología y la innovación incidir en la PTF de las unidades pro-
ductivas. Finalmente, dada la dotación de recursos naturales del Perú y sus re-
giones, si bien estudios sobre los mecanismos o instrumentos que ‘incrementen’ 
las inversiones extranjeras en el Perú son necesarios, también lo son, y de mayor 
importancia, los estudios sobre inversiones en industrias extractivas que sean pro 
desarrollo económico. Un reciente estudio del autor (Tello 2016c) concluye que 
estas industrias (en particular de 11 productos mineros) generan poco empleo, y 
su composición es dominada por empleo de alto o mediano nivel de calificación.

22  Ejemplos de estos estudios a nivel internacional son los descritos en el cuadro 1, parte 1. 
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El mercado laboral peruano aún no brinda las condiciones adecuadas 
para todos los trabajadores, y persisten fenómenos como el subem-
pleo y la informalidad. En ese sentido, en este capítulo se revisa la 

literatura relacionada al empleo durante el último quinquenio, con énfasis 
en cuatro temas: i) productividad laboral; ii) formalización y consolidación 
de las MYPE; iii) el análisis del marco normativo del trabajo; y iv) las condi-
ciones de empleo para diferentes grupos poblacionales. Se propone, ade-
más, una agenda de investigación para el periodo 2017-2021, compuesta 
de cuatro grandes temas: informalidad; calidad del empleo; desarrollo 
productivo y mercado laboral; y futuro del trabajo.

 1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016 

La última agenda de investigación del tema del empleo fue planteada 
por Gustavo Yamada y José L. Bacigalupo (2012). Los autores plantean 
cinco temas: aumentos sostenidos de la productividad laboral; mayor 
formalidad y consolidación de las micro y pequeñas empresas (MYPE); 
mejores leyes para un mejor empleo; empleo digno, decente, adecuado; 
y desarrollos teóricos y empíricos acordes con la literatura internacional. 
Debido al carácter transversal de este último tema y a la poca producción 
relacionada al mismo, no se desarrollará de manera separada, sino que 
se incorporarán los avances que se hayan realizado dentro de los otros 
temas mencionados. 

1.1  Aumentos sostenidos de la productividad laboral

En el balance previo ya se encontraban investigaciones que documentaban 
los incrementos en la productividad laboral desde inicios de la década 
de 1990. La literatura en este último quinquenio ha buscado abordar este 
tema desde dos amplios enfoques: la medición y los determinantes de 
la productividad laboral. Con respecto a la medición, se encuentran dos 
estudios que han buscado nuevas formas de medir la productividad laboral 
y cuantificar su participación en el crecimiento económico. Los estudios 
de los determinantes de la productividad desde los factores de demanda 
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han sido escasos. En contraste, los relativos a los factores de oferta son más 
abundantes. Estos últimos analizan las brechas entre la educación formal y 
la demanda laboral, problemática que se mantiene como una constante en 
los análisis del mercado laboral peruano. También se han encontrado otros 
trabajos que estudian fuentes alternativas de productividad, como el gasto 
público, el racionamiento de los recursos ante eventos de frío extremo y la 
capacitación. Finalmente, se ha evidenciado el crecimiento de una nueva rama 
de investigación, la cual ha buscado vincular las habilidades no cognitivas o 
socioemocionales al desempeño de los jóvenes y adultos en su carrera laboral. 

En la segunda mitad de 2016, Céspedes, Lavado y Ramírez (2016) presen-
taron una colección de estudios sobre la productividad en el Perú. En el 
primer capítulo, los editores revisan las principales características de la pro-
ductividad laboral en el Perú, corroborando el hecho estilizado de que esta 
se ha incrementado de manera sostenida por más de 20 años, aunque, en 
términos promedio, representa el 72% de la productividad de América La-
tina y el Caribe. Destacan que esta brecha se sustenta en una deficiente 
infraestructura (como en transporte y comunicaciones), baja inversión en ca-
pital humano en las tres etapas de la vida y diferencias institucionales (como 
la baja ejecución y coordinación de los gobiernos regionales).

Un primer aspecto fundamental para estudiar la productividad es medirla. 
Así, Céspedes y Ramírez (2016) estiman la productividad total de factores 
(PTF) a partir de los métodos primal y dual, los cuales asumen una correcta 
medición del factor trabajo. Los autores incorporan de manera conjunta los 
cambios en la calidad y el stock de los factores de producción para el pri-
mer método, y diversas aproximaciones a las productividades marginales 
de los mismos para el segundo método. Encuentran que el capital físico ha 
sido el factor que más ha contribuido al crecimiento económico, seguido 
del empleo y de la PTF. En un nivel más específico, Céspedes et al. (2016) 
caracterizan las firmas formales durante 2002 y 2011 a partir de su PTF y 
productividad laboral. Con respecto a este último factor, muestran que su 
participación ha mostrado una tendencia creciente entre el inicio y fin de la 
década estudiada. A nivel de sectores, la productividad laboral, en prome-
dio, es mayor en minería y electricidad, mientras que en el otro extremo del 
espectro se encuentran la agricultura y pesca. 

Galarza y Díaz (2016) dan ciertas luces sobre los factores explicativos de la 
baja productividad en el sector agrícola. El estudio estima una función de 
producción agrícola, lo cual permite calcular la productividad como un re-
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siduo, y concluyen que el acceso a infraestructura básica (servicios de agua 
potable, electricidad y carreteras) tiene un efecto sustancialmente mayor 
–de aproximadamente cinco puntos porcentuales– que la educación so-
bre la productividad. Algunos investigadores, como Richard Webb y Javier 
Escobal, apoyan la idea de que la inversión en infraestructura, sobre todo 
en transporte y telecomunicaciones, no solo incrementa la productividad y 
competitividad de los trabajadores agrícolas, sino que complejiza sus estra-
tegias de diversificación de ingresos. Un análisis extensivo y multimétodo de 
estos factores se puede encontrar en Webb (2013). Una evidencia de cómo 
algunos programas, como Haku Wiñay, pueden contribuir al desarrollo rural 
se puede encontrar en Escobal y Ponce (2016). 

El bajo crecimiento de la productividad se puede explicar por factores de 
demanda y oferta. Los estudios que analizan los factores de demanda, des-
de una perspectiva macroeconómica, son pocos. Se puede destacar el tra-
bajo de Gonzales de Olarte (2015), quien analiza la economía peruana a 
partir de cinco tablas de insumo-producto entre 1950 y 2007. Esta perspec-
tiva permite entender, a partir del análisis de tres modelos de desarrollo, la 
estructura productiva del Perú, lo cual hace posible tener una aproximación 
a la división de trabajo y la productividad y empleo de la fuerza laboral. El 
principal mensaje es que en todo el periodo estudiado no se ha podido 
constituir una economía con sectores articulados, sino que se encuentra una 
persistente y extrema desigualdad y dispersión sectorial en productividades 
que no generan una robusta demanda de fuerza de trabajo, independiente-
mente del tipo de modelo de desarrollo. Así, los sectores más productivos, 
los cuales son intensivos en capital y poco intensivos en mano de obra, son 
casi los mismos. Además, estos sectores se encuentran muy vinculados con 
la exportación de productos primarios, de gran escala productiva, que re-
quieren elevadas inversiones en capital –principalmente importadas–, que 
tienen bajos multiplicadores de empleo y que no contribuyen a la difusión 
tecnológica a otros sectores. Tello (2016) calcula los multiplicadores de em-
pleo y producción para las industrias extractivas.

Távara, Gonzales de Olarte y Del Pozo (2014) muestran que, a pesar de que 
la heterogeneidad entre sectores se ha agudizado durante los últimos 50 
años, la estructura del empleo se ha mantenido estable: los sectores de alta 
productividad generaron menos del 10% del empleo total; mientras que los 
de baja productividad, entre 70% y 80%. A nivel de tamaño de empresa, 
la historia es similar: más de la mitad del valor agregado se genera en 
empresas grandes, las cuales procesan gran parte de los bienes intermedios 
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y emplean solamente al 15% de todos los trabajadores. De manera similar, 
Infante, Chacaltana e Higa (2014) encuentran que, debido al carácter 
heterogéneo de la estructura productiva y del mercado laboral, el patrón de 
crecimiento tuvo efectos muy diferenciados sobre la producción, el empleo 
y la distribución de los ingresos. Esto se sustenta en la falta de integración 
del aparato productivo, lo cual no permite que el dinamismo de los sectores 
de alta productividad se traslade a los de baja productividad, y por lo tanto, 
solo un reducido número de trabajadores se benefició de este incremento 
en la productividad. Lo anterior desemboca en una mayor desigualdad 
de ingresos y una reducción en la participación de los ingresos en el valor 
agregado, lo que tiene como consecuencia una limitada expansión del 
mercado interno. Así, entre 2000 y 2011, la masa de ingresos laborales creció 
4,4% (2,9% del empleo remunerado y 1,5% del ingreso por ocupado), cifra 
inferior al crecimiento de 5,8% del PBI durante dicho periodo. De ahí que la 
participación de las remuneraciones del trabajo en el producto haya pasado 
de 35,2% al 28,7%. 

Tello (2012) analiza, a nivel de 39 sectores y 23 ramas de empresas manufac-
tureras, la dinámica de la productividad laboral en el Perú entre 1997 y 2007. 
Encuentra que, a nivel de sectores, los cambios en la productividad laboral 
están más explicados por la migración de trabajadores entre sectores que 
por los cambios en la productividad intrasectorial. También encuentra que 
el crecimiento de la productividad laboral en el sector manufacturero entre 
2002 y 2007 se explica principalmente por el crecimiento de la productividad 
laboral en las empresas medianas y grandes.

Dentro de los trabajos que estudian los factores de oferta, la fuente de 
productividad laboral más estudiada ha sido la educación. Lavado, Mar-
tínez y Yamada (2016) buscaron medir la magnitud de los diferenciales 
salariales que surgen a partir de la heterogénea calidad de la educación 
superior en el Perú. Usando datos de la Encuesta Nacional de Hoga-
res, encuentran que los ingresos de los egresados de universidades de 
buena calidad son, en promedio, 80% mayores que los de sus pares de 
una institución de menor calidad, prima salarial que se mantiene inde-
pendientemente de la carrera estudiada. Siguiendo la misma línea, Ya-
mada, Lavado y Oviedo (2016) descomponen el retorno de la educación 
superior en la calidad de la universidad y la autoselección de los propios 
estudiantes. También calculan el valor social del observatorio Ponte en 
carrera, portal web de información pública sobre los sueldos en el sector 
formal de profesionales graduados recientes. Bajo distintos escenarios, 
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encuentran que su valor se encuentra entre 4,5 y 112,6 millones de soles 
para el primer año de difusión. 

En un nivel más agregado, Paz y Urrutia (2016) muestran que, entre 1998 y 
2012, el salario real promedio permaneció constante. Muestran que los cam-
bios en la composición de la fuerza laboral en términos de edad y educación 
representan 0,7 puntos porcentuales de la tasa de crecimiento de los ingre-
sos laborales promedio; sin embargo, este impacto positivo se ha visto com-
pensado por la disminución de los retornos a la educación, explicada por 
el aumento en la oferta de trabajadores con un mayor nivel educativo. Esta 
idea también es explorada por Yamada y Oviedo (2016), quienes revisan la 
literatura teórica y empírica internacional, y sugieren que el aumento ma-
sivo de profesionales egresados en países en desarrollo estaría ejerciendo 
presión sobre el mercado laboral, disminuyendo los retornos a la educación 
superior y provocando fenómenos como el subempleo y la sobreeducación. 
Siguiendo la misma línea, Rodríguez (2016) explora en qué medida la sobre-
calificación contribuye a explicar la brecha salarial entre trabajadores sobre-
educados (trabajadores cuyo nivel educativo es superior al requerido por la 
ocupación que desempeñan) y sus pares adecuadamente empleados en el 
Perú. Para ello, calcula la sobreeducación con cuatro indicadores distintos y, 
además de describir el perfil de los trabajadores sobreeducados, encuentra 
que los salarios de dichos trabajadores son aproximadamente 13 puntos 
porcentuales menores. 

También se encuentran estudios que exploran fuentes alternativas de pro-
ductividad laboral. Por ejemplo, Ventura (2012) sugiere la existencia de un 
efecto negativo, aunque menor al 1% del gasto público (en promoción, sa-
lud y educación), sobre los retornos a la educación. El autor sugiere que 
el gasto modifica la oferta laboral al incrementar el capital humano de la 
región en una magnitud superior al incremento de la demanda laboral. Con 
una mirada de más largo plazo, Beuermann y Sánchez (2010) evaluaron el 
impacto de la exposición a temperaturas bajas durante los primeros años 
de vida en el ingreso, educación y nivel de bienestar alcanzado en la eta-
pa adulta por cohortes nacidas en la sierra peruana entre 1960 y 1990. Los 
efectos encontrados son negativos sobre las tres variables estudiadas y, en 
particular, el efecto negativo sobre los ingresos es más fuerte para las muje-
res. Así, la exposición a temperaturas por debajo del promedio histórico del 
distrito de nacimiento por 4,33 meses durante los primeros 36 meses de vida 
reduce en 2,7% los años de educación y en 2,2% (7,4% para las mujeres) los 
ingresos totales anuales durante la adultez. Lo anterior puede ser explicado 
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por un racionamiento de recursos ante choques climáticos adversos de ma-
nera diferenciada entre las mujeres y los hombres.

Otro aspecto muy relacionado a la productividad laboral es la capacitación. 
En una publicación para el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Or-
ganización Internacional del Trabajo (OIT), Chacaltana, Díaz y Rosas-Shady 
(2015) reflexionan sobre la formación para el trabajo, haciendo énfasis en las 
limitaciones relacionadas al acceso, calidad y pertinencia de la misma. Pro-
ponen una hoja de ruta para mejorar el sistema de formación para el trabajo 
y convertirlo en un modelo de formación continua basado en tres pilares: 
nueva arquitectura institucional, acceso y financiación, y el mejoramiento de 
la calidad y la pertinencia. Adicionalmente, Lavado, Rigolini y Yamada (2016) 
coinciden en que el sistema de capacitaciones en el Perú es ineficiente y 
poco óptimo, puesto que los trabajadores cargan con la mayor parte de 
los costos y eligen instituciones de baja calidad. También encuentran que 
el retorno a la capacitación laboral en el Perú es de aproximadamente 16%, 
y es heterogéneo al nivel de centro de estudios y nivel educativo del traba-
jador (entre 10% y 30%). En este sentido, notan que los cursos tomados en 
el mismo centro de trabajo son los de menor duración y mayor retorno. La 
explicación residiría en que este es el único tipo de capacitación financiado 
completamente por la empresa y que asegura desarrollar las habilidades 
que ella necesita. De un modo similar a Chacaltana, Díaz y Rosas-Shady 
(2015) proponen un esquema de subsidios a la formación continua. 

El Gobierno peruano ha realizado esfuerzos para promover programas de 
capacitación, como es el caso de Projoven (ahora llamado Jóvenes Pro-
ductivos) e Impulsa Perú. Si bien existen diversas evaluaciones de impacto 
de Projoven, se puede destacar la realizada por Díaz y Rosas-Shady (2016), 
puesto que es el primer estudio experimental del programa y el primero 
que evalúa los efectos a largo plazo del mismo (tres años después de termi-
nado el programa). Encuentran un efecto positivo sobre el empleo formal 
–entre 17% y 20%–, con cierta heterogeneidad entre poblaciones distintas, 
y ningún efecto significativo sobre las habilidades socioemocionales de los 
participantes. 

Una ruta que se ha ido abriendo en la literatura laboral es la incorporación 
de elementos cognitivos y no cognitivos para explicar los diferenciales de 
productividad. Un documento del Banco Mundial (2011) indica que los tra-
bajadores necesitan una multiplicidad de habilidades, las cuales se acumu-
lan a lo largo del ciclo de la vida: cognitivas, socioemocionales y técnicas. 
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Al respecto, Díaz, Arias y Vera Tudela (2016) estiman los retornos de las ha-
bilidades cognitivas y socioemocionales para la población urbana en edad 
de trabajar en el Perú. Encuentran que las habilidades cognitivas tienen un 
retorno de 9% sobre los ingresos laborales, mientras que la perseverancia en 
el esfuerzo genera un retorno de 8% sobre el mismo indicador. Además, no-
tan que, al agregar la escolaridad, su retorno se reduce pero no desaparece. 
Finalmente, Yamada et al. (2016) desarrollan un modelo para poder estimar 
el efecto de las habilidades cognitivas y socioemocionales sobre los salarios 
del primer trabajo y la duración de búsqueda de empleo. Haciendo uso de 
la Encuesta Nacional de Habilidades, encuentran que, tanto las habilidades 
cognitivas como socioemocionales, incrementan los salarios; sin embargo, 
este efecto es diferenciado dependiendo del nivel educativo del individuo. 
Así, el efecto derivado de las habilidades cognitivas es mayor para los que 
tienen un mayor nivel educativo (un incremento de 32,5% para los universi-
tarios versus 9,6% para los que tienen secundaria completa), mientras que el 
efecto derivado de las habilidades socioemocionales es mayor para los de 
menor nivel educativo (un incremento de 11,6% para los que tienen secun-
daria incompleta versus 2,5% para los universitarios). Los efectos son opues-
tos para la probabilidad de encontrar empleo.

1.1  Mayor formalidad y consolidación de las MYPE

La informalidad ha sido una de las líneas de estudio más exploradas en este 
último quinquenio. La mayoría de esta literatura se ha enfocado en caracte-
rizar la informalidad de manera descriptiva; en particular, sobre la magnitud 
del fenómeno y sus determinantes. También es numerosa la literatura orien-
tada a generación, destrucción y crecimiento de las MYPE, precisamente 
por su estrecho vínculo con la informalidad y porque concentran la mayor 
parte del empleo peruano. 

Díaz (2014) cuantifica el empleo no registrado haciendo uso de diversos 
registros administrativos, como el padrón de contribuyentes a la Superin-
tendencia Nacional de Administración Tributaria (Sunat), asegurados en el 
Seguro Social de Salud (EsSalud), cotizantes activos en el Sistema Privado 
de Pensiones y en el Sistema Nacional de Pensiones, trabajadores indepen-
dientes con Registro Único de Contribuyentes (RUC) e información de em-
pleo registrado tomado a partir de la planilla electrónica del Ministerio de 
Trabajo y Promoción del Empleo (MTPE). Nota que la formalidad empresa-
rial y laboral habría aumentado a partir del bienio 2003-2004, pero muy po-
cas de estas empresas se habrían acogido a la Ley MYPE. También llama la 
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atención sobre la distribución de la productividad, entre diferentes sectores 
y estratos de la economía, como una de las principales dificultades para ge-
nerar empleo formal. Además, destaca la expansión económica como uno 
de los factores que más contribuyó a reducir la informalidad.  

Se debe destacar el esfuerzo del Instituto Nacional de Estadística e Informá-
tica (INEI) por la elaboración de la Cuenta Satélite de la Economía Informal 
2007-2015. Esta permite conocer la participación del sector informal en el pro-
ducto interno bruto (PBI), y permite cuantificar y caracterizar el empleo infor-
mal. Si bien el empleo informal se ha reducido entre 2007 y 2015, pasando de 
79,9% a 73,2%, la participación del sector informal en el PBI se ha incrementa-
do de 18,7% a 19,2% en los mismos años. El empleo informal en 2015 se dis-
tribuyó del siguiente modo: trabajadores por cuenta propia (43%), asalariados 
(39%), trabajadores familiares auxiliares (15%) y empleadores (3%), y el 80% 
se encuentra en empresas de uno a cinco trabajadores. De los ocho millones 
de unidades productivas que existen en el Perú, seis millones se encuentran 
en el sector informal. De estas últimas, dos millones son productores agro-
pecuarios. De los cuatro millones de productores no agropecuarios, 47,5% 
indica que no se formaliza porque no lo considera necesario, 34,3% porque su 
negocio es pequeño o produce poco y 10,2% porque su trabajo es eventual. 

A nivel macro, Machado (2014) calcula que el tamaño de la economía infor-
mal fluctuó entre 30% y 40% del PBI durante los años 1980-2011. Además, 
buscó identificar los principales determinantes de la informalidad, destacan-
do que un incremento de 1% en el PBI real per cápita reduciría el tamaño de 
la economía informal en 0,31%; un incremento de 1% en la tasa de matrícula 
en educación terciaria reduciría su tamaño en 0,11%; mientras que una re-
ducción de 1% en el IGV lo reduciría solamente 0,02%. No encuentra ningún 
efecto significativo de cambios en la tasa del impuesto a la renta corporativa 
o personal ni del salario mínimo, aunque sostiene que sí es posible –pero 
no logra demostrarlo– que cambios en otros costos laborales tengan algún 
efecto sobre el tamaño de la economía informal.

La relación entre algún agregado macroeconómico y el empleo también ha 
sido explorada por Céspedes (2012), quien estima que, durante el periodo 
2002-2013, la probabilidad de encontrar empleo en el transcurso de un mes 
fue de 40%, y de perderlo, 8,2%. Con respecto al caso particular de la infor-
malidad, la dinámica de creación y destrucción de empleo es más dramáti-
ca: la probabilidad de encontrar empleo en el sector informal es 3,6 veces 
la del sector formal, y de perderlo es 3,2 veces superior que su contraparte 
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formal. Asimismo, nota que estos indicadores se relacionan con el ciclo eco-
nómico: la probabilidad de encontrar empleo tiene una correlación de 0,96 
con el PBI (procíclica) y la probabilidad de perderlo tiene una correlación 
de -0,25 con el PBI (contracíclica). Tello (2011) analiza las características de 
las empresas que generan y destruyen empleo en el sector manufacture-
ro durante los años 2002-2007. Muestra que dicha dinámica depende en 
gran medida de los cambios positivos y negativos de la producción; que 
los cambios porcentuales del empleo son de menor magnitud que los de la 
producción; y que las empresas intensivas en capital relativo al uso de mano 
de obra tienen una menor probabilidad de generar empleo.

Pero, ¿cuál es el canal que relaciona las fluctuaciones macroeconómicas 
con la informalidad? Céspedes (2015) estudia la relación de la informalidad 
laboral con el crecimiento económico a nivel regional. Para esto, utiliza el 
consumo de energía eléctrica como aproximación a la actividad económi-
ca de cada región y provincia. Su principal hallazgo es que la elasticidad 
informalidad-crecimiento es baja –entre 0,018 y 0,11, según la definición 
utilizada–, por lo cual la contribución del crecimiento a la reducción de la 
informalidad es pequeña y repercute en ella a través de la creación neta de 
empleos formales y de mayor productividad. También nota que la brecha 
salarial entre los empleos formales e informales se viene reduciendo desde 
el 2010, lo cual disminuye los incentivos a la formalización. Chacaltana (2016) 
extiende esta literatura mostrando que no solo se debe tomar en cuenta 
el crecimiento, sino cómo se crece; en otras palabras, la composición del 
crecimiento –entendida como el crecimiento en los sectores intensivos en 
empleo– explica la mayor parte del proceso de formalización. 

Tello (2011) estudia la incidencia del crecimiento peruano –durante 2005 y 
2009– sobre el desempeño económico del sector informal en las regiones: 
el ‘efecto goteo’. Encuentra que el crecimiento económico ha producido 
efectos goteo en el sector informal vía el incremento de las exportaciones, 
el crecimiento de la demanda agregada y la inversión en servicios públicos, 
pero que no han permitido una reducción drástica de la diferencia de pro-
ductividades laborales entre los sectores modernos y formales y los tradicio-
nales e informales. Incluso, los efectos goteo entre los sectores formales e 
informales han sido de tipo complementario en lugar de sustituto, y no han 
generado un incremento sustancial de los ingresos. 

A nivel micro, Tello (2014) buscó verificar estadísticamente la hipótesis 
de la informalidad como última alternativa de empleo; en otras palabras, 
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determinar si la informalidad se genera por una decisión voluntaria o porque 
los trabajadores no han tenido otra opción que laborar “involuntariamente” 
en este sector. Para esto, utilizó la metodología de Günther y Launov (2012), 
con la cual es posible determinar los segmentos laborales endógenamente. 
A diferencia de otros métodos en los que los segmentos laborales son 
determinados de acuerdo a definiciones expresas de cada uno, con esta 
metodología los trabajadores deciden en qué segmento desean trabajar, y 
maximizan el valor esperado de sus ingresos a partir de sus características 
individuales. Muestra que entre el 27,6% y el 79,8% –dependiendo 
del segmento considerado– de la población económicamente activa 
ocupada percibe como último recurso laboral al sector informal. En la 
misma línea, Chahuara y Baldeón (2010) buscaron probar la hipótesis de 
si el microempresario decide pertenecer al sector informal por motivos 
de escape o por motivos de exclusión. Los autores definen los motivos 
de escape como la decisión voluntaria de pertenecer al sector informal 
debido a los mayores beneficios; en contraste, los motivos de exclusión se 
relacionan a las barreras de entrada, el racionamiento del mercado laboral 
y la economía dual. Los resultados sugieren que no se puede rechazar la 
hipótesis nula de que la informalidad en microempresarios está asociada 
a motivos de exclusión; dicho de otro modo, las características del sector 
informal les permiten operar con menores costos. Una discusión similar fue 
realizada por Baldárrago (2014) para el sur del Perú.

Verdera (2014) se pregunta, de manera más general, si existen límites al cre-
cimiento de la informalidad urbana en América del Sur. Evalúa el periodo 
1970-2009 para tener una mirada de largo plazo de los orígenes del fenóme-
no. Así, identifica dos grandes periodos comunes a los países de la región: 
el crecimiento acelerado de las tasas de informalidad entre 1970 a 1991, 
explicado en gran parte por el crecimiento demográfico; y la reducción de 
dichas tasas entre 1992 y 2008, explicada principalmente por las altas tasas 
de crecimiento en un contexto de recuperación de los precios de exporta-
ción de bienes primarios. En ninguno de estos periodos se redujo el tamaño 
absoluto del sector informal. Arguye que el crecimiento de este segmento 
se debe a dos factores: primero, el incremento sostenido de la fuerza labo-
ral, especialmente urbana; segundo, la absorción limitada de los grandes 
incrementos de la población económicamente activa (PEA) en trabajo for-
mal asalariado, debido a un estancamiento de la actividad económica. Lo 
anterior se acentuó con la crisis de la década de 1980. Después de evaluar 
estos factores, indica que el empleo informal decrecerá si la PEA se reduce, 
como consecuencia de reducciones en la población en edad de trabajar 
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(PET) y consolidación de las tasas de participación femeninas; si el producto 
interno bruto urbano se incrementa más que la productividad laboral en el 
sector formal, lo que permitirá una mayor absorción de la PEA; y si el sector 
formal se sigue incrementando para absorber el exceso de oferta laboral. 

Son pocos los estudios en el Perú que incorporan modelos que consideren 
diversas fricciones en el mercado laboral. Se puede destacar el trabajo de 
Lavado et al. (2016), en el cual se plantea un modelo de búsqueda de em-
pleo para poder evaluar políticas que permitan reducir la informalidad en el 
país. En particular, evalúan los costos de búsqueda, las tasas impositivas so-
bre la planilla y los cambios en la distribución de la productividad. Encuen-
tran que la reducción en los costos de búsqueda ayuda a reducir la informali-
dad en menor medida que reduciendo las tasas impositivas sobre la planilla, 
aunque este último tipo de medidas puede incrementar el desempleo. Los 
cambios en la distribución de la productividad tienen efectos importantes 
sobre la reducción de la informalidad y el desempleo. Más específicamente, 
para el año 2015, la informalidad laboral se habría reducido 5, 10 y 20 pun-
tos porcentuales ante las reducciones en los costos de búsqueda, en los 
impuestos salariales y ante aumentos de la productividad (aproximada por 
los años de educación), respectivamente.

Con respecto a las MYPE, diversos trabajos han centrado sus miradas en 
analizar su relación con pobreza, informalidad y los medios que utilizan para 
consolidarse, ya sea a partir del uso de tecnologías o del acceso a un mejor 
financiamiento. Herrera e Hidalgo (2014) examinan el vínculo entre el mer-
cado laboral y la pobreza, enfocándose en la dinámica de las microempre-
sas. Notan que es más probable que las unidades productivas fracasen si 
son conducidas por mujeres jóvenes que viven en grandes hogares y tienen 
poca experiencia laboral. El valor agregado de las empresas que sobreviven 
es 27% mayor al de aquellas que fracasan. Además, las personas que cierran 
sus empresas tienen una probabilidad de 42% de caer en la pobreza, y les 
resulta un 16% más difícil escapar de la pobreza que a quienes mantuvieron 
su empresa. 

Bardales (2012) examina la fase de entrada o generación de empresas ma-
nufactureras durante el periodo 2009-2011, con especial énfasis en los fac-
tores que las coadyuvan y obstaculizan. Nota que la tasa bruta de creación 
de empresas formales (cociente del número de empresas creadas en el año 
entre el total de empresas existentes el mismo año) fue de 5,6%. También 
nota que existe heterogeneidad en el tejido empresarial a nivel sectorial y 
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geográfico. Así, los sectores manufactureros de baja intensidad tecnológica 
presentan las tasas más elevadas de creación de empresas; las macrorregio-
nes del sur y norte del Perú son las que presentan las tasas más altas, y en 
la zona centro del país –así como parte de la región selva– se presentan las 
tasas más bajas. El principal coadyuvante en la creación de empresas son las 
ganancias esperadas, aproximadas por el crecimiento sectorial y el margen 
de ganancias. Por el contrario, los principales obstáculos son las economías 
de escala, la concentración del mercado y las condiciones subyacentes del 
conocimiento.

Raunelli, Power y Galarza (2016) caracterizan, mediante experimentos de 
campo, el comportamiento de los emprendedores que tienen un negocio 
por necesidad en Lima. Encuentran que estos son adversos al riesgo y que 
tienden a sobreestimar sus habilidades, lo cual puede ser una hipótesis de 
por qué los emprendedores abandonan el mercado tan rápidamente. 

Con respecto al vínculo entre informalidad y microempresas, Jaramillo (2013) 
realizó un experimento en el Centro de Lima en el que motivaba a un grupo 
aleatorio de empresas a formalizarse subsidiándoles el costo completo de 
una licencia de operación y ofreciéndoles acompañamiento en el proceso 
de obtenerla. Encuentra que, a pesar de que la mayoría de los empresarios 
reportan más desventajas que ventajas por ser informal, solo una de cuatro 
empresas obtuvo la licencia. En base a este mismo experimento, Alcázar y 
Jaramillo (2012) estimaron el impacto que tiene la licencia municipal sobre 
diferentes variables relacionadas con el desempeño de la microempresa. 
Encontraron que no hay evidencia de un efecto significativo sobre ninguna 
de las variables evaluadas: ventas, ventas por trabajador, número de em-
pleados, acceso al crédito e inversión en infraestructura y maquinaria. 

Uno de los mecanismos más importantes de consolidación de una MYPE es 
el acceso al sistema financiero. León, Sánchez y Jopen (2016) analizaron el 
acceso y uso de los servicios financieros por parte de las MYPE. Encuentran 
que es más probable que las mujeres soliciten un crédito, aunque no que lo 
obtengan; al menos uno de cada dos conductores de microempresas desea 
solicitar un crédito; y el acceso al crédito varía mucho entre los sectores. La 
literatura relacionada a las microfinanzas es bastante amplia y excede el ob-
jetivo de esta sección. Otro mecanismo importante es el uso de tecnologías, 
como internet. Por ejemplo, Huaroto (2010) encuentra que un incremento 
en el índice de adopción de internet tiene un efecto promedio de cuatro 
céntimos de sol por hora. Valdivia (2015) muestra la importancia de la ca-
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pacitación y asistencia técnica a mujeres microempresarias. Los resultados 
muestran que las ventas se incrementaron hasta en 15%, lo cual sugiere que 
hay bastante espacio de mejora con herramientas de este tipo.

1.2  Mejores leyes para un mejor empleo

No existen muchos estudios que analicen de manera rigurosa el impacto 
de la legislación laboral sobre las variables que busca fortalecer. Uno de los 
temas más destacados dentro de este marco ha sido y sigue siendo la remu-
neración mínima vital (RMV). Entre los años 2011 y 2016, se han decretado 
cuatro aumentos nominales del salario mínimo, que lo llevaron de 600 a 850 
soles. La discusión en esta materia ha girado en torno al nivel que debiera 
tener y en los potenciales efectos que podría tener sobre los ingresos y el 
empleo; en particular, sobre su contribución al empleo informal. A partir 
de los análisis de los segmentos formales e informales, el estudio de Tello 
(2014) destaca que la política de incrementos de la RMV probablemente no 
afecte al empleo en la mayoría de los segmentos laborales. El único seg-
mento sobre el cual podría tener un efecto es el de los trabajadores infor-
males independientes, el cual disminuye al elevarse la RMV, debido a que 
este incremento puede funcionar como un incentivo para que se trasladen 
al sector formal.

Jaramillo (2012) profundiza sobre los efectos del salario mínimo en los ingre-
sos y el empleo durante la década de 2000, periodo que comprende cinco 
incrementos de la RMV. Muestra que la RMV no cumple un efecto ‘faro’; es 
decir, no tiene ningún rol importante sobre la distribución de los salarios, 
puesto que solo tiene un efecto sobre grupos determinados, como el de los 
asalariados formales que tienen un ingreso cercano al salario mínimo. Con 
respecto al empleo, encuentra que los aumentos de la RMV incrementan el 
precio relativo de los trabajadores menos calificados, y por lo tanto, no es 
una política efectiva para promover la inclusión social. Díaz (2014) analiza la 
evolución de este instrumento y su cumplimiento entre 2000 y 2011. Utilizan-
do el salario por mes, nota que el incumplimiento en 2011 se concentra en 
los asalariados privados de jornada parcial, seguido de los asalariados de 
jornada completa y los de ‘sobrejornada’. Si se utiliza el salario por hora, el 
incumplimiento se concentra en los asalariados de ‘sobrejornada’. En rela-
ción a la evolución del incumplimiento, se habría incrementado entre 2000 y 
2004 y reducido hacia 2011. Sin embargo, el incumplimiento en este último 
año sigue siendo significativo, pues alcanzó el 39% en el ámbito nacional, 
64% en zonas rurales y 35% en zonas urbanas, según los salarios por mes. 
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Martínez (2012) evalúa si existe una relación causal del desempleo sobre 
el nivel o magnitud del salario durante 2007-2011, tomando en cuenta si la 
procedencia del empleo es formal o informal. Usando un modelo con datos 
de panel dinámico, encuentra que la reducción del desempleo en un punto 
porcentual genera un incremento promedio de 13% en el espectro salarial 
total de Lima Metropolitana. También encuentra que la curva de salarios 
–que mide la sensibilidad de los salarios frente al desempleo– es más inelás-
tica para el empleo formal (9%) que para el informal (30%). De un modo 
similar, Reyna y Céspedes (2016) hacen uso del método de estimación de 
paneles dinámicos para calcular la elasticidad de la oferta laboral intensiva 
para el Perú, considerando el periodo 2004-2012. Esta elasticidad relaciona 
las horas trabajadas con la variación de los salarios. El parámetro es 0,257, 
lo cual implica que un incremento de 10% en los salarios aumenta las horas 
trabajadas en 2,5%. Este parámetro es decreciente en el periodo analizado, 
lo cual podría sugerir que el ajuste de los trabajadores frente a choques de 
productividad sería mayor por el lado de los salarios y menor por el lado de 
las horas de trabajo.

Otro punto a destacar es el de los costos y flexibilidad laboral. Toyama 
(2014) indica que, desde el 2002, el Perú muestra una tendencia marcada 
hacia la rigidez laboral. Esta se refleja en la poca flexibilidad para contratar y 
despedir personas, la posibilidad de suscribir contratos flexibles o de plazo 
temporal, entre otros. Asimismo, señala que los costos laborales (CTS, gra-
tificaciones, utilidades, entre otros) también son bastante altos. Puntriano 
(2013), por el contrario, señala que la legislación laboral no es tan rígida, 
sino que el problema reside en la mala aplicación de las normas por parte 
de algunos magistrados.  

Por último, puede resultar muy útil la reflexión de Jaramillo (2016) sobre la 
regulación del mercado laboral peruano. En este artículo, el autor propone 
realizar un análisis económico de las normas del derecho laboral con el fin 
de generar un balance entre la asignación eficiente de recursos y la protec-
ción a los derechos de los trabajadores. Así, destaca la poca participación 
que han tenido los economistas en la formulación de la normativa laboral 
peruana, tal como es el caso de la nula presencia de los mismos en la elabo-
ración del proyecto de la Ley General del Trabajo. Algunas consideraciones 
importantes que desarrolla se refieren a la distribución de los costos labora-
les, los efectos indirectos de la legislación y los costos de cumplir con la ley, 
así como al uso de instrumentos como las normas de protección del empleo 
y los beneficios sociales obligatorios.
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1.3  Empleo digno, decente, adecuado

Un tópico que ha generado abundante literatura ha sido el de la discrimi-
nación laboral. Esto cobra relevancia porque las actitudes individuales y es-
tructurales de las personas pueden atentar contra otras en sus relaciones 
laborales. Esta literatura desembocó en tres libros y varios artículos. En el 
primero de los libros, Discriminación en el Perú: exploraciones en el Estado, 
la empresa y el mercado laboral, editado por Francisco Galarza (2012), se 
encuentran cinco capítulos que abordan el problema de la discriminación 
en tres ámbitos principales: la educación, el acceso a servicios públicos y el 
mercado laboral. En el segundo capítulo, Yamada, Lizarzaburu y Samana-
mud (2012) buscan explicar las brechas remunerativas entre grupos étnicos 
en un periodo de 12 años, las cuales representan entre el 11% y el 22% del 
total de ingresos. 

Mediante un experimento, en el cual se realizaron más de 4000 envíos de 
currículos de vida (CV) ficticios para puestos profesionales, técnicos y no ca-
lificados en Lima Metropolitana, Galarza, Kogan y Yamada (2012) encuentran 
discriminación por belleza, raza y sexo. La discriminación –en la primera fase 
de reclutamiento laboral (envío de CV)– por belleza es el doble de la sexual 
y 1,5 veces la racial. Estas brechas se acentúan en los empleos profesionales. 
En el caso de los profesionales universitarios, Kogan, Kámiche y Lay (2012) 
exploran cuánto influye la raza o el nivel socioeconómico en la historia pro-
fesional de egresados universitarios. A partir de un análisis cuantitativo a una 
muestra de una universidad y de un análisis cualitativo, concluyen también 
que ser hombre, de raza blanca y el haber pagado la pensión más alta de la 
universidad aumentan la probabilidad de acceder a un cargo máximo. 

Los dos libros siguientes están vinculados a un grupo en particular: los afro-
peruanos. En Empleo y discriminación racial: afrodescendientes en Lima, 
Perú, editado por Galarza, Yamada y Zelada (2015), se extiende el experi-
mento de envíos de CV para documentar los diferenciales en las oportu-
nidades de acceso al mercado laboral por parte de los afroperuanos. En 
los empleos profesionales, los afroperuanos reciben 38% menos llamadas 
que los peruanos de origen blanco. Estas dificultades para el desempeño 
profesional de los afroperuanos también son mostradas en el tercer libro: 
Profesionales afroperuan@s en el Perú: un drama anunciado, escrito por 
Liuba Kogan (2015). Para esto, reúne dos investigaciones, en las cuales se 
revisa la experiencia de 28 jóvenes universitarios afroperuanos. También en-
trevista a 15 reclutadores de medianas y grandes empresas, así como a cinco 
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headhunters independientes, para indagar sobre la contratación de estos 
profesionales. Evidencia que los afroperuanos sufren de exclusión social: no 
son motivados en la escuela, no aparecen de modo positivo en los libros de 
texto escolares, se les orienta hacia profesiones u oficios estereotipados. 
Además, su acceso a educación superior es escaso, lo que dificulta su de-
sarrollo en profesiones intelectuales. Esto se interseca con prácticas discri-
minatorias en el mercado laboral y se forman barreras para las expectativas 
de cada uno.  

Moreno et al. (2012) exploran el rol del género y la raza para explicar diferen-
cias en contratación a personas de determinadas ocupaciones. Para esto, 
utilizan información del servicio de intermediación laboral del MTPE y com-
paran los resultados relativos en la búsqueda de empleo de mestizos que 
son heterogéneos en términos de características raciales, pero homogéneos 
en características observables –como edad, nivel educativo y experiencia–. 
Encuentran un tratamiento discriminatorio solo cuando se comparan grupos 
con características observables muy distintas, como es el caso de mujeres 
indígenas que aplican a posiciones de secretarias. 

Con respecto a la calidad del empleo, Garavito (2009) analiza la vulnerabi-
lidad en el empleo –entendida como la probabilidad de perder el empleo 
y salir al desempleo o hacia la inactividad, o la probabilidad de continuar 
trabajando en un empleo de baja calidad– y busca si hay algún tratamiento 
diferenciado según género y etnicidad. Encuentra que la vulnerabilidad en 
el empleo afecta más a las mujeres y jóvenes con menos años de estudios, 
los trabajadores mayores de 45 años, los trabajadores indígenas pobres, los 
trabajadores que no son jefes de hogar y los trabajadores que disponen de 
un mayor ingreso no laboral. La existencia de brechas de género en el ingre-
so es bien conocida (véase, por ejemplo, Ñopo 2012), pero no se ha explora-
do mucho la focalización de las mismas. En este sentido, se puede destacar 
el trabajo de Alfaro y Guerrero (2013), el cual documenta dicha brecha en el 
ámbito rural agropecuario. Muestran que la brecha es heterogénea entre los 
diferentes cuantiles (mayor en los de menor ingreso) y que dicha brecha se 
ha incrementado entre 2004 y 2011.  

Monge y Flores (2014) analizan la situación actual del sistema de protección 
social del Perú, en base a la iniciativa del Piso de Protección Social de la OIT. 
También calculan el costo fiscal de cerrar las brechas en el acceso a seguros 
de salud y pensiones de jubilación. Esta iniciativa establece cuatro garantías: 
i) el acceso a un conjunto de servicios de atención de salud esenciales; ii) el 
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acceso de los niños a un nivel de seguridad en los ingresos; iii) el acceso a un 
mínimo de seguridad de los ingresos para la población en edad de trabajar; 
y iv) el acceso a seguridad de los ingresos en la vejez o en caso de invalidez. 

En el caso del Perú, la heterogeneidad productiva trae como consecuencia 
el surgimiento de segmentos poblacionales desprotegidos. Solo 30% de 
la población peruana en 2011 se encontraba afiliada a un sistema de jubi-
lación; y el 60%, a un seguro de salud (principalmente por la introducción 
del Seguro Integral de Salud). Tomando en cuenta las garantías del Piso de 
Protección Social, casi el 61% de las personas peruanas presentaría algún 
tipo de desprotección social, con mayor incidencia en las personas adultas, 
seguidas de los niños y adultos mayores. Identifican que una de las princi-
pales brechas para lograr la garantía ii, en el marco del nivel de protección 
social contemplado en la legislación peruana, es la ausencia de un seguro 
de desempleo, en vista de que la compensación por tiempo de servicios no 
tendría ningún efecto significativo para detener el deterioro del bienestar 
de los hogares ante la pérdida del empleo. Además, el problema en este 
caso no es la ley, sino la baja aplicabilidad, puesto que solo abarca al 24% 
de los empleados.   

Las condiciones de empleo para las mujeres y los jóvenes distan aún de 
ser las adecuadas en el Perú. En el caso de las mujeres, más allá de la dis-
criminación y las brechas mencionadas, todavía no se han implementado 
instrumentos que ayuden a lidiar con los efectos indirectos de la fertilidad, 
lo cual lleva a que muchas mujeres decidan tener menos hijos o no tenerlos. 
Al respecto, Jaramillo (2016) nota que el 27% del incremento del empleo fe-
menino en el mercado laboral –entre 1993 y 2007– se atribuye a la reducción 
en las tasas de fertilidad. 

El esfuerzo conjunto del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
(MIMP) y el INEI permitió llevar a cabo la primera Encuesta Nacional de 
Uso del Tiempo (ENUT), en 2010. Esta encuesta hace posible conocer la 
distribución del tiempo de mujeres y hombres en distintas actividades, y en 
particular, permite visibilizar el tiempo dedicado al trabajo doméstico no 
remunerado (TDNR). Esta encuesta posibilita, además, dar un paso más allá 
del entendimiento de la división social del trabajo para poder pensar en la 
división sexual del trabajo, con lo cual salen a la luz –en términos estadísti-
cos– y se reconocen las distintas valoraciones a las trayectorias y jornadas la-
borales de mujeres y hombres. Entre los hallazgos, destaca que las mujeres 
dedican 13 horas con 43 minutos semanales a la actividad culinaria, mientras 
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que los hombres le dedican cuatro horas con dos minutos; las mujeres de-
dican 12 horas con 14 minutos semanales y los hombres cinco horas con 49 
minutos al cuidado de bebés, niños, niñas y adolescentes; entre otros.

Con la elaboración de la ENUT, el MIMP y el INEI impulsaron la inclusión 
del trabajo doméstico no remunerado en las cuentas nacionales y la ela-
boración de una cuenta satélite al respecto. Como fruto de este trabajo, 
ahora es posible conocer el valor generado por el trabajo no remunerado 
de hombres y mujeres en el hogar. Así, para el año 2010, se encuentra que el 
valor del tiempo dedicado al TDNR ascendió a 84 mil 964 millones de soles 
(que equivale a 20,4% del PBI de ese año), del cual 14,1% fue generado por 
las mujeres y 6,3% por los hombres. En ese mismo año se contabilizan 645 
millones de horas a la semana de trabajo pagado y 545 millones de horas a 
la semana de trabajo no pagado. 

En este punto también se debe hacer mención a una categoría ocupacional 
que no ha recibido mucha atención y se compone principalmente de muje-
res: el trabajo doméstico remunerado. Este, además, es un grupo desvalo-
rizado por la ‘interseccionalidad’ del género, estatus migratorio y bajo nivel 
educativo. Un estado de la cuestión puede encontrarse en Pérez (2015).

Se debe destacar la creación del Grupo Sofía, el cual busca llamar la atención 
sobre las problemáticas de género en el mundo académico de las ciencias so-
ciales y promover una mayor participación femenina en dicho ámbito. Así, en 
2014 presentaron un libro titulado Bajo el radar de Sofía: oportunidades y ba-
rreras de las profesionales en el Perú. El libro se dedica a dos líneas relevantes: 
las dinámicas y trayectorias en el mercado laboral y en la educación superior.

En el caso del empleo juvenil, Chacaltana (2012) muestra que la generación 
joven en el Perú consiste de más de ocho millones de jóvenes en el Perú y 
es heterogénea. En el libro, documenta los retos del empleo juvenil como 
la maternidad o paternidad no planificada, las transiciones educativas, la 
baja calidad de la educación postsecundaria, la importancia de los prime-
ros empleos (trabajo asalariado, trabajo por cuenta propia, trabajadores fa-
miliares sin remuneración y trabajo doméstico) y las migraciones. Propone 
un esquema de políticas a dos niveles: agregado (condicionantes macro) 
y específicos (transición hacia la paternidad/maternidad, de la escuela a la 
educación postsecundaria, y de la escuela al empleo, al emprendimiento 
y a la migración). El empleo juvenil está caracterizado por altas tasas de 
desempleo (representan dos tercios de los desempleados a nivel nacional) y 
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baja calidad del empleo: de los 8,2 millones jóvenes que residen en el Perú, 
cinco millones trabajan y cuatro millones lo hacen en malas condiciones. 
Asimismo, los jóvenes que no trabajan y estudian representan el 16% de los 
jóvenes, de los cuales el 18% está buscando empleo.  

Garavito (2015) analiza los factores determinantes de que una persona jo-
ven, que vive en casa de sus padres en el Perú urbano, se mantenga en el 
sistema educativo, aun cuando también se encuentre trabajando. Plantea 
un modelo de negociación entre los padres y los hijos y estima un logit 
multinomial en el que evalúa cuatro opciones: solo trabaja, solo estudia, 
estudia y trabaja y no estudia ni trabaja. Encuentra que un mayor poder de 
negociación –aproximado por los ingresos no laborales de los jóvenes–, 
un mayor ingreso de los padres y más años de educación de estos incre-
mentan la probabilidad de que los jóvenes se mantengan en el sistema 
educativo. Con respecto a la transición de la escuela al trabajo, Lavado 
y Martínez (2014) estudian el mercado laboral de las personas jóvenes en 
zonas urbanas sin estudios superiores. En particular, buscaron medir la 
magnitud en que los factores de oferta, tales como las características in-
dividuales y educativas, dan una mayor o menor posibilidad de insertarse 
en la actividad laboral, e identificar aquellos sectores económicos en los 
que la probabilidad para estos jóvenes de obtención de empleos adecua-
dos (remuneración y contratos adecuados, y seguro de salud) sea mayor. 
Muestran que los jóvenes que han recibido capacitaciones laborales en 
los últimos 12 años tienen 3,2 veces mayor probabilidad de encontrarse 
adecuadamente empleados. La obtención del empleo a través de círculos 
familiares o amigos incrementa dicha probabilidad en 0,3 veces, y a través 
de contacto directo con la misma empresa incrementa la probabilidad de 
tener un salario superior al mínimo en 7,9 veces. También muestran que 
los sectores con mayor absorción son Comercio, Servicios y Manufactura o 
Transportes y Comunicaciones.

Málaga, Oré y Tavera (2014) analizan las particularidades de las personas 
jóvenes que no estudian, no trabajan ni se encuentran en capacitación la-
boral (NINI), características que representan al 17,94% de los jóvenes entre 
15 y 29 años que residen en zonas urbanas. Este grupo se encuentra princi-
palmente compuesto por mujeres (74,09%). Así, los factores determinantes 
para que una mujer se encuentre en condición NINI son la tenencia de hijos, 
que la pareja trabaje o haya varios jóvenes en el hogar y que tenga un bajo 
nivel educativo. Boyd (2014) estudia las decisiones de inserción laboral de 
los jóvenes que viven en zonas rurales. Para esto, utiliza la Encuesta Nacio-
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nal de la Juventud (2011), que es la primera encuesta que permite tener 
representatividad del grupo estudiado. Nota que las tasas de participación 
son mayores para los que viven en zonas rurales que entre los que viven en 
zonas urbanas, y hay una gran presencia del trabajo familiar no remunerado 
(39%), sobre todo en el caso de las mujeres (42,3%). Encuentra que el prin-
cipal motivo por el cual se reduce la probabilidad de ingresar al mercado 
laboral es el de ser trabajador familiar no remunerado (una reducción de 
57%) y, en menor medida, la asistencia a un centro educativo (reducción de 
23%). Entre los factores que incrementan la probabilidad de inserción se 
encuentran: ser hombre (aumento de 16%), habitar en la costa o en la sierra 
(aumento de 12% y 18%, respectivamente), ser líder de algún grupo social y 
tener celular (aumento de 9%). Arguye que una explicación detrás de esto 
es que la decisión de trabajar y estudiar se toma a nivel del hogar y no de 
manera personal.

Otro punto relevante es el impacto que han tenido los programas inicia-
dos en el gobierno anterior sobre el mercado laboral. Torres y Salinas (2014) 
presentan una evaluación de impacto del programa Pensión 65 –programa 
social creado en 2011 con el fin de otorgar una transferencia monetaria men-
sual a adultos mayores en condición de extrema pobreza– sobre las horas 
trabajadas de la población adulta mayor. A partir de distintas metodologías, 
no encuentran una disminución de la jornada laboral en la semana para toda 
la población de adultos mayores beneficiarios; sin embargo, sí encuentran 
evidencia de un impacto heterogéneo del programa dependiendo del sexo, 
ubicación geográfica y estatus de pobreza del beneficiario. Así, la mayor 
reducción se concentra en las mujeres de zonas urbanas, las cuales reducen 
entre cinco a siete horas a la semana su jornada laboral como consecuencia 
del programa.  

 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

El planteamiento de esta agenda de investigación se realizó tomando en 
cuenta los avances y vacíos de la literatura revisada, el diagnóstico del mer-
cado laboral peruano y los objetivos de política del actual gobierno. Tam-
bién se consideraron las líneas de trabajo poco atendidas e identificadas por 
los nueve investigadores entrevistados (ver Anexo), y las sugerencias reali-
zadas en el Consejo Consultivo del Sector Público y el taller de validación 
con el Ministerio de Trabajo. La agenda está compuesta de cuatro grandes 
temas: informalidad, calidad del empleo, desarrollo productivo y mercado 
laboral, y futuro del trabajo.
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2.1  Informalidad

La informalidad en el Perú en 2016 es de aproximadamente 72%. Esta ha dis-
minuido aproximadamente 0,75 puntos porcentuales por año desde 2005. 
Sin embargo, dicha caída es desalentadora puesto que el Perú ha estado 
creciendo a una tasa anual promedio de 5%. ¿Cuáles son las causas de la 
informalidad? Para contestar a esta interrogante, primero debemos carac-
terizar la informalidad y comprender sus causas para el contexto nacional. 
¿Entendemos la informalidad en función de causas económicas, institucio-
nales o fiscalizadoras? ¿O será una mezcla heterogénea de las tres? Perú ha 
tenido un crecimiento promedio de 4% a 6% anual en la década de 2000. 
Este boom económico incrementó los ingresos de todos los trabajadores, 
incluyendo los de los trabajadores informales. Sin embargo, un incremento 
de salarios no se da porque los empresarios son más generosos. Un incre-
mento de salarios debería responder a un incremento en productividad. 
Entonces, ¿los trabajadores informales se volvieron más productivos en la 
última década? 

Según datos del INEI, en el Perú se mantiene una baja productividad total 
de los factores a nivel empleo. Asimismo, el sector que ha levantado y con-
centrado la productividad en el país es el de las grandes empresas (Gamero 
2012). Aún se mantiene una baja productividad y esta se encuentra asociada 
a los bajos niveles educativos, tanto en cantidad como calidad. Estos ba-
jos niveles educativos se concentran en trabajadores (tanto independientes 
como dependientes) que laboran en microempresas (empresas de menos 
de 10 trabajadores). Una mirada a los datos muestra que los sectores con 
mayor porcentaje de independientes presentan las tasas de informalidad 
más altas: transporte y telecomunicaciones; comercio; agro y pesca; y ho-
teles y restaurantes. Construcción parece ser la excepción: pocos indepen-
dientes y mucha informalidad. Además, los sectores con mayor cantidad de 
microempresas presentan las tasas de informalidad más altas. Entre estos 
se encuentran transporte y telecomunicaciones; comercio; agro y pesca; y 
hoteles y restaurantes. Estos tienen tasas de informalidad de casi 80% y al-
rededor del 75% de sus trabajadores laboran en microempresas de uno a 
cuatro trabajadores. 

Los intentos por disminuir los costos de la formalización (regímenes especiales 
de impuesto a la renta o trámites menos costosos para la formalización) para 
este grupo han sido infructuosos ya que ese no es el motivo subyacente. El 
verdadero motivo es que no son lo suficientemente productivos y solo buscan 
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subsistir. Este grupo de empresas es excluido o empujado hacia la informalidad. 
Se puede observar una mezcla de causas económicas (falta de productividad) 
e institucionales (exclusión) de la informalidad. Lamentablemente, en este 
grupo se encuentran los pequeños emprendedores. Uno de los mitos que 
debe cambiar en el Perú es que nuestro país es un país de emprendedores. 
No lo es. Los cursos o capacitaciones de emprendimiento que se realizan 
por todo el Perú no tienen un efecto significativo sobre el incremento de la 
productividad de las personas, y por ende, sobre la productividad: de cada 
100 personas capacitadas, solo cinco tienen éxito como emprendedores.

Entonces, ¿todo se debe a baja productividad y causas institucionales de 
exclusión? Las causas económicas, derivadas de la relación costo-beneficio, 
no afectan a las microempresas por no ser productivas. No obstante, existe 
un grupo de empresas que son lo suficientemente productivas, pero que 
escapan de la formalidad porque enfrentan muchos costos para generar 
utilidades y crecer. Así se vuelve relevante la capacidad del cumplimiento, 
que se puede dividir en dos grandes ejes: la cultura del cumplimiento y el 
fortalecimiento institucional. En estos casos, no importa cuánto se simplifi-
que el proceso o reduzcan los costos. Si los beneficios de la formalización no 
convencen a la MYPE, esta no se formalizará. Si la red de proveedores y de 
clientes es informal, no conviene ser formal. Si mi cultura me empuja a ser 
informal y sacarle la vuelta al sistema, entonces nunca decidiré ser formal. 
Asimismo, si el nivel de fiscalización del Estado no genera suficientes costos 
para que me convierta en un empleado o empleador formal, no lo seré. En 
este grupo se encuentran las personas que laboran en pequeñas (entre 10 
y 49 trabajadores) y medianas (entre 50 y 200 trabajadores) empresas, tanto 
dependientes como independientes. 

Como se puede observar, en Perú la informalidad parece ser una mezcla de 
causas económicas y de decisión (escape), relacionadas con causas institucio-
nales (normas, corrupción, exclusión, cultura) y fiscalizadoras. Sin embargo, 
las tres causas no son excluyentes. Cada país presenta historia, instituciones y 
marcos legales distintos, y por ello, en algunos lugares pesan más unas causas 
que otras. Lo importante es reconocer la estructura de cada economía para 
que las políticas sean las ideales. En este caso, se puede observar que las 
políticas deberán ser diferentes de acuerdo al tamaño de empresa (microem-
presa, pequeña, mediana o gran empresa) y los sectores económicos.

No existe un documento que caracterice y cuantifique las causas de la 
informalidad en el Perú. Se destaca la contribución de Lavado y Campos 
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(2017), quienes caracterizan la informalidad laboral a nivel geográfico, por 
tamaño de empresa y por sectores, haciendo énfasis en los diferenciales 
en productividad. Aparte de ello, lo que se tiene hasta el momento son 
piezas de rompecabezas. Estas piezas están compuestas por información 
cuantitativa y opiniones. La principal pieza con respecto a la información 
cuantitativa es ofrecida por el INEI, a través de la Cuenta Satélite y de las 
Encuestas Nacionales de Hogares. Para el año 2016, el INEI ha sacado 
un informe que ayuda a dar luces acerca de dónde se encuentra la infor-
malidad. También es notable el trabajo de Loayza (2008), Tello (2014) y 
Chacaltana (2016) quienes han buscado definir la informalidad y agrupar 
sus causas a través de la literatura histórica y estadística descriptiva. En 
contraste, la literatura sobre informalidad está llena de opiniones acerca 
de lo que se puede hacer para reducir la informalidad. Además, está basa-
da en la intuición y en las potenciales causas de la informalidad, pero sin 
sustento empírico. Es por este motivo que no se sabe si las políticas que 
se han venido implementando en el Perú, desde hace 15 años, han tenido 
un impacto sobre la informalidad. Mucho menos se conoce qué es lo que 
ha funcionado y qué es lo que no. 

Entre dichas políticas se puede mencionar cómo en la década de 1990 se 
redujeron las indemnizaciones por despidos, se facilitó el uso de contratos 
laborales a tiempo parcial y se gestionó la Ley de Fomento del Empleo. Bá-
sicamente, se hizo más fácil ser formal. Aun así, la informalidad no se redujo 
significativamente. Luego, durante la década de 2000, se crearon regíme-
nes simplificados para reducir los costos y trámites asociados a la formali-
zación. Sin embargo, la informalidad tampoco se redujo. Las reducciones 
impositivas y burocráticas tampoco funcionaron significativamente, debido 
a que –según la literatura–, en países como Perú y República Dominicana, 
las microempresas informales perciben mayores beneficios al mantenerse 
fuera del radar del Estado (Perry et al. 2007). Por ello, la reducción de las 
tasas impositivas y la reducción de la ‘tramitología’ no serían suficientes para 
lograr un cambio en la informalidad. Asimismo, abordando estudios tales 
como los de Loayza y Rigolini (2006), se demostró que, en el largo plazo, la 
informalidad es mayor en países con menor PBI per cápita y con altos costos 
ligados a la formalización; mientras que, en el corto plazo, la informalidad 
demuestra ser significativamente contracíclica. 

Es importante observar las políticas ya aplicadas por los diferentes países 
para la reducción de la informalidad y si éstas fueron satisfactorias o no. 
Según la OIT, la informalidad no agrícola en América Latina y el Caribe 
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(14 países) se ha reducido, de 50,1% a 46,8%, del año 2009 al 2012. De 
los tres componentes que integran el empleo informal, 30,5% de infor-
malidad se debe a empleo informal en sector informal (márgenes exten-
sivos), 11,4% a empleo informal en el sector formal (márgenes intensivos) 
y 4,9% al empleo informal en el sector de hogares (Ulyssea 2015; OIT 
2014). Al desagregarlo por categoría ocupacional, la mayor concentra-
ción de informalidad relativa a su categoría se encuentra en el trabajador 
independiente (por cuenta propia), con un 82,3% de informales; le siguen 
los trabajadores domésticos (77,5%) y los asalariados de microempresas 
(1-10 trabajadores) (58,6%).

Argentina, Brasil, México y Colombia –a diferencia de Perú– presentan seña-
les de economías segmentadas. Sus mercados más productivos son los for-
males, y los no productivos son excluidos hacia el mercado informal. Estas 
pequeñas empresas poco productivas no pueden asumir el costo de forma-
lizarse. ¿Qué se ha hecho en estos países? Primero, se redujo el costo de en-
trada al sector formal. México implementó el Sistema de Apertura Rápida de 
Empresas, que permitía a las MYPE completar el proceso de registro en dos 
días. De igual manera, Colombia implementó un Portal Nacional de Creación 
de Empresas, donde la MYPE podía registrarse en un día. Los resultados en 
ambos países fueron exitosos (Bruhn 2008; Cárdenas y Rozo 2007). Luego, se 
redujeron los montos y la burocracia asociada al pago de tributos. En Brasil, se 
implementaron dos regímenes especiales –MEI y Simples–, enfocados en faci-
litar la tributación para las MYPE de dos o más trabajadores, respectivamente. 
Básicamente, se reemplaza el pago de impuesto a la renta por un único pago. 
En Argentina, igualmente, se estableció un monotributo para las MYPE. En 
ambos países se obtuvo resultados satisfactorios sobre reducción de informa-
lidad (de Paula y Scheinkman 2007; Santa María y Rozo 2008).

Perú y República Dominicana han implementado medidas similares a las 
mencionadas, pero con resultados poco satisfactorios por lo ya explicado. 
Recordemos que dichas empresas realizan un análisis costo-beneficio para 
decidir. No basta con reducir los costos, también se deben incrementar 
los beneficios. Para lograrlo, se propone una mejora en los incentivos po-
sitivos para unirse al sector formal –como el acceso al crédito, asistencia 
técnica, entre otros– y una mejora en el nivel de fiscalización de la ley para 
incrementar el costo de oportunidad de seguir siendo informal. 

De hecho, cuando España empieza su periodo democrático, su estructura 
económica era parecida a la peruana y dominicana: los pequeños empre-
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sarios preferían ser informales. Durante la década de 1990, se implementó 
un paquete de medidas destinadas a reducir la informalidad e incrementar 
la recaudación. Primero, se redujeron los costos de ser formal: simplifica-
ción del sistema tributario y facilidades para la contratación temporal. Se-
gundo, se mejoró el rol fiscalizador: se crearon bases de datos para compi-
lar toda la información de los contribuyentes y se reforzaron las sanciones 
para los infractores. Tercero, se mejoró la estrategia de comunicación con 
la población: el gasto de los impuestos se volvió más transparente y se rea-
lizaron campañas en los medios públicos para fomentar el cumplimiento. 
Finalmente, se realizó una transformación dentro de los organismos del 
Estado para buscar eficiencia en la recolección y auditoría. Según Farrell 
(2006), estas medidas causaron un aumento del 75% en la recolección de 
impuestos del país y una reducción del 40% del empleo informal.

La evidencia internacional es una válida referencia para proponer políticas 
de solución a cualquier problema. Identificar cómo otros países han tenido 
éxito y aplicar las mismas soluciones al contexto nacional sirve para solucio-
nar problemas comunes. Sin embargo, como hemos visto, puede ser una 
herramienta peligrosa si no se tiene claro el diagnóstico del problema al 
que nos enfrentamos. Brasil, Colombia y México combatieron la informali-
dad de su país con herramientas clásicas de simplificación y reducción de 
costos. Perú, por su lado, utilizando las mismas herramientas, no lo ha logra-
do. Perú, al tener una economía informal dominada por una combinación 
de factores de exclusión y escape, debe proponer medidas integrales para 
mejorar el problema de informalidad. El caso español es un buen ejemplo: 
la formalidad no solo se tornó accesible –menos costos– para las empresas 
y trabajadores, sino que se tornó atractiva –más beneficios–. Y, además, el 
Gobierno implementó fuertes sanciones para quienes incumplían la ley. Asi-
mismo, será importante tener en cuenta la estructura de la empresa y sus 
redes de proveedores y clientes. 

Por ejemplo, desde 2004, en Argentina se pusieron en práctica políticas 
que buscaban reducir los costos laborales salariales y no salariales, como 
el programa de simplificación registral (Mi Simplificación) para las empre-
sas. La investigación de este caso fue realizada por Ronconi y Colina (2011), 
cuyos resultados obtenidos fueron positivos, pero pequeños sobre el total 
de los registros realizados. En Brasil, Chahad y Macedo (2003) muestran 
que si bien los cambios en la Constitución, que apuntaban a transformar 
a los trabajadores informales (por cuenta propia) en microemprendedo-
res legales al facilitar el registro y reducir los costos de los aportes a la 
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seguridad social, generaron un mayor respeto hacia la ley por parte de 
los empleadores y una mayor conciencia de los derechos por parte de los 
trabajadores, no tuvieron un efecto significativo en reducir la informalidad 
laboral. Para el caso chileno, Todd y Joubert (2011) simularon un modelo 
para estimar los impactos de la reforma en el ahorro previsional en el mer-
cado laboral chileno, y concluyeron que, si bien se ayudó a incentivar un 
mayor ahorro por parte de los trabajadores, no tuvo el efecto de desincen-
tivar el trabajo en el sector informal de las personas mayores de 50 años y 
más. Finalmente, en Perú, Chong, Galdo y Saavedra (2008) realizaron una 
evaluación de impacto del programa de entrenamiento juvenil Projoven, el 
cual tenía el objetivo de aumentar la empleabilidad y la productividad de 
jóvenes de escasos recursos –vía entrenamiento en empleos específicos–, 
pero dada la reducida cobertura, los efectos de equilibrio general sobre el 
mercado laboral fueron insignificantes.

Considerando que una de las metas más salientes del Gobierno actual es 
lograr que el 60% de los trabajadores se encuentren en condición de forma-
lidad al año 2021, se necesita de una base teórica rigurosa antes de aplicar 
políticas de reducción de la informalidad. De este modo, se requiere tener 
estudios que caractericen las causas y consecuencias de la informalidad de 
manera particular, teniendo en cuenta la heterogeneidad a nivel de firmas, 
sectores, regiones, capacidad instalada y trabajadores. Algunos estudios de 
la región –que pueden servir como marco de referencia– son Albrecht et al. 
(2009), Flórez (2014), y Navarro y Tejada (2015).

Si bien la informalidad se mantiene en grandes proporciones en muchos 
de los países de América Latina y el Caribe, se destaca que, en los casos 
de políticas para la informalidad con enfoques integrados, la reducción de 
la misma ha sido mucho más robusta (OIT 2014). Los enfoques integrados 
implican realizar políticas para mejorar cuatro temas importantes: productivi-
dad, normas, incentivos y fiscalización. En este marco, se pueden responder 
algunas de las siguientes preguntas: 

• ¿Cuáles son las causas y consecuencias de la informalidad, teniendo en 
cuenta la heterogeneidad a nivel de firmas, sectores, regiones, capaci-
dad instalada y trabajadores?

• ¿Cómo identificar la necesidad de ‘ser formal’ y cómo impacta en auto-
empleo? 

• ¿Qué factores –más allá de los económicos– influyen en la cultura del 
cumplimiento? 
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• ¿Cuál es la real dimensión de los costos laborales como origen de la 
informalidad?

• ¿Cuáles son las medidas de política económica más eficaces y eficientes 
para reducir la informalidad?

• ¿Cuál es el efecto de la regulación tributaria sobre el crecimiento poten-
cial y la productividad de las empresas? 

• ¿Cómo mejorar la empleabilidad formal de los jóvenes?
• ¿Cuál es la mejor manera de promover el crecimiento de las micro y pe-

queñas empresas: financiamiento, inserción en cadenas de producción, 
capacitación, etc.?

• Sobre la relación entre la informalidad y la eficiencia de los trabajadores, 
¿existen trade-offs?

• En cuanto a la relación entre la informalidad y la flexibilidad de las firmas, 
¿es la relación simple o compleja?

• Respecto a la informalidad y el ciclo económico, ¿es la informalidad con-
tracíclica, y sirve como un safety net para los trabajadores?

• Sobre mecanismos de formalización, ¿son necesarias varias políticas 
complementarias o una solución específica?

2.2  Calidad del empleo

La calidad del empleo, los mecanismos de protección social, las condiciones 
dignas de trabajo y la inclusión de poblaciones vulnerables y minorías son 
factores relevantes para un análisis completo del mercado laboral. 

2.2.1  Protección social

Un punto especial sobre el que se requiere extender la literatura es el de 
la protección social. Este es un indicador fundamental de las condicio-
nes de trabajo. Un primer punto de partida es el análisis de las normas 
y los costos laborales. En el Perú, existen actualmente alrededor de 40 
regímenes laborales; de los cuales el 60% son de la actividad privada; y 
el restante, de la pública. La discusión sobre los costos laborales ha sido 
bastante reducida en estos últimos años, y en particular, la discusión eco-
nómica al respecto es incipiente. Esto es muy importante porque el Perú, 
a diferencia de otros países de la región, no tiene un sistema laboral le-
gal, sino una miríada de regímenes. Esta dispersión y la falta de atención 
a este tema por parte de la academia puede llevar a discusiones de tipo 
ideológico, en lugar de discusiones con carácter analítico y basadas en 
evidencia. Desde la disciplina económica, un aporte considerable puede 
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ser la definición de ‘costo’ y el análisis de los sistemas de protección so-
cial. Así, surgen preguntas como:
 
• ¿Cuál es el costo laboral relevante: costo en proporción al salario base, 

costo por hora, costo laboral unitario, la participación laboral en los in-
gresos nacionales (labour share)?

• ¿Cuál es la manera más eficiente y justa de repartir los costos laborales, 
sin perjuicio del trabajador ni empleador? 

• En la última década, ¿existe evidencia de un desmantelamiento de los 
sistemas de protección social?

• ¿Es viable un seguro de desempleo? Si es así, ¿qué diseño debería te-
ner?

• ¿El aseguramiento universal de salud financiado con impuestos gene-
rales es el mejor camino para asegurar el acceso a la salud y reducir los 
costos laborales?

• ¿Los sistemas de protección social deberían ser únicos o segmentarse 
de acuerdo a diversos criterios? 

• ¿Qué tipo de financiamiento y sistemas de protección son viables en el 
Perú?

2.2.2  Empleo femenino, juvenil y de otros grupos vulnerables

Como se ha visto en la revisión de literatura, las condiciones de empleo 
para las mujeres, los jóvenes y otros grupos vulnerables distan aún de ser 
las adecuadas en el Perú. Por ello, se requieren estudios que exploren con 
mayor profundidad el empleo femenino. Con respecto al empleo juvenil, 
al tercer trimestre de 2016, la tasa de desocupación juvenil alcanzó el 11%. 
Se debe recordar también que, con el fin de reducir la informalidad labo-
ral, en diciembre de 2014, el Gobierno implementó el Régimen Laboral 
para Jóvenes (denominada coloquialmente “Ley Pulpín”), el cual fue dero-
gado tan solo un mes después de su publicación. La ley consistía en un ré-
gimen especial, orientado a aumentar la empleabilidad y formalización de 
los jóvenes entre 18 y 24 años. La idea era que, a través de créditos tribu-
tarios y reducción de costos laborales (seguridad social y otros beneficios), 
las empresas tuvieran los incentivos de contratar formalmente a jóvenes 
que estaban desempleados o en la informalidad, y proveer capacitación. 
La derogación de dicha ley nos enseñó que, flexibilizar el mercado laboral 
mediante normas, probablemente no sea el mejor camino para enfrentar 
este problema. Se hace mucho énfasis sobre el empleo juvenil puesto que 
las consecuencias de un mercado laboral poco favorable para los jóvenes 
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van más allá de los indicadores del empleo. Inciden sobre el embarazo 
adolescente, el crimen, el consumo de sustancias nocivas y otros compor-
tamientos de riesgo. 

También se debe hacer mención a los esfuerzos que está realizando el Go-
bierno para incluir a personas con discapacidad. En diciembre de 2012, en-
tró en vigencia la Ley General de la Persona con Discapacidad, que esta-
blece una cuota de empleados con discapacidad de 3% para las empresas 
del sector privado con más de 50 trabajadores, y una de 5% para el sector 
público. Así pues, resulta importante evaluar sus efectos. Otros temas rele-
vantes sobre los que se ha notado un vacío en la literatura laboral es el de 
la inclusión de grupos especiales, como los pueblos indígenas; la revisión 
de los avances referentes a la libertad de asociación, las medidas y sus im-
pactos para combatir el trabajo forzoso e infantil; y el estudio del empleo 
en las diferentes etapas de la vida. Por último, existe un vacío en la literatura 
relacionado a la inserción al mercado laboral de las personas que se han 
mantenido en la inactividad por un largo periodo. Diversos estudios, discu-
tidos en el previo y presente balance, han mostrado que muchas personas 
pasan a la inactividad por el desaliento que les genera no encontrar empleo, 
y notan la destrucción de habilidades cognitivas y socioemocionales como 
resultado de un amplio periodo de inactividad. Estos grupos de personas 
pueden ser diversos, como las amas de casa, los reos, entre otros. Entonces, 
la investigación podría ayudar a responder preguntas como:

• En las últimas décadas, ¿qué tanto se ha avanzado en términos de igual-
dad salarial? 

• ¿Qué factores obstaculizan disminuir la brecha de ingresos y de oportu-
nidades laborales según género?

• ¿Qué condiciones potencialmente discriminatorias se encuentran en la 
legislación laboral y qué normas o incentivos se pueden proponer para 
promover la igualdad de oportunidades a las mujeres y minorías de gé-
nero?

• ¿Cuáles son los atributos de un empleo que más valoran los jóvenes? 
¿Existe coherencia entre dichos atributos y el descontento experimenta-
do con las leyes de empleo juvenil? 

• ¿Cuáles han sido los efectos de los esfuerzos del Gobierno por incluir en 
el mercado laboral a las personas con discapacidad?

• ¿Cuál es el estado de la cuestión del empleo de los pueblos indígenas?
• En la última década, ¿cuáles han sido los avances en términos de liber-

tad de asociación y negociación colectiva? 
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• ¿Cómo se caracteriza el mercado laboral y la vida laboral de las personas, 
según un enfoque de ciclo de vida? 

• En el caso de las personas que se han encontrado en inactividad por un lar-
go periodo de tiempo o que han sido víctimas de trabajo forzoso, ¿qué tipo 
de capacitación se puede realizar para aquellos que desean reinsertarse al 
mercado laboral? ¿Esta capacitación debe ir acompañada de otros progra-
mas complementarios?

2.2.3  Subempleo y formación para el trabajo

Según datos del INEI, al inicio del milenio, la población subempleada repre-
sentaba alrededor del 65% de la PEA, porcentaje que se incrementó hasta 73% 
en 2005. A partir de ese año, el subempleo por horas e ingresos ha venido 
disminuyendo y actualmente representa un poco menos de la mitad de la po-
blación. En el balance se han podido encontrar diversos estudios que intentan 
explicar las causas de estas altas cifras, y se han propuesto algunas medidas 
para reducirlas. 

Se destacan las brechas en la formación para el trabajo, ya sea a partir de la 
educación técnica o universitaria, o de la capacitación. De este modo, resulta 
relevante desarrollar investigaciones que evalúen formas creativas y eficientes 
de articular la educación, la producción y el trabajo. Así, surgen preguntas 
como: 

• ¿Qué tipos de capacitación existen y cómo deberían ser financiadas?
• ¿En qué momento se debería iniciar la formación para el trabajo? Con res-

pecto a este último punto, se vuelve relevante pensar en la educación prác-
tica articulada con la educación formal, como es el caso de la secundaria 
técnica, o maneras alternativas de proveer herramientas prácticas a jóvenes 
con una alta probabilidad de abandonar los estudios a temprana edad.

• ¿Cómo toman los jóvenes sus decisiones sobre su formación? Al respecto, 
se han realizado bastantes avances con la provisión de información con por-
tales web como Ponte en carrera. Se debe profundizar en cómo los jóvenes 
usan estas herramientas y qué otros factores son relevantes en el proceso 
de toma de decisiones. Para aproximarse a esto, se necesita de diversas mi-
radas, ya sea a partir de métodos cualitativos, experimentales, entre otros, y 
a partir de distintas disciplinas como la antropología, sociología, psicología 
y neurociencia. 

• Bajo un enfoque de ciclo de vida, ¿cuáles son las competencias requeridas 
en el mercado laboral?
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• ¿Cómo se debe diseñar y planificar la capacitación orientada a las habi-
lidades socioemocionales?

2.3  Desarrollo productivo y mercado laboral

En la revisión de literatura realizada, se ha identificado poca producción 
con respecto a la caracterización de la heterogénea estructura productiva 
del Perú. Aun más escasa es la literatura que trata de manera simultánea 
el tema del desarrollo productivo y del mercado laboral. La importancia de 
este tema no es menor, pues si bien se ha avanzado mucho en caracterizar 
y comprender los determinantes de la oferta laboral, aún queda un gran 
desconocimiento sobre la demanda laboral. 

Es notable que el Perú haya reducido la pobreza en más de la mitad en me-
nos de 10 años; no obstante, muchos de estos nuevos no pobres enfrentan 
vulnerabilidad en los ingresos y otro tipo de riesgos, y se encuentran en con-
dición de informalidad laboral. Es claro que sin una estrategia robusta de 
desarrollo productivo, no se va a poder tener un crecimiento consolidado de 
la demanda laboral ni formalización sostenible. De hecho, el objetivo 8 de 
la Agenda 2030 de Naciones Unidas –crecimiento económico sostenido, in-
clusivo y sostenible, con generación de empleo pleno y productivo y trabajo 
decente para todos– contempla este vínculo (OIT 2016c). De este modo, se 
pueden plantear las siguientes preguntas de investigación:

• ¿Cuáles son las interrelaciones entre sectores productivos y qué impacto 
tienen sobre el empleo?

• ¿Qué factores explican y cuál ha sido la evolución del vacío estructural 
en las firmas: the missing middle?

• ¿Qué evidencia existe acerca de la difusión de tecnología entre los sec-
tores y entre los trabajadores?

• ¿Qué efectos tiene la migración intersectorial e intrasectorial de los tra-
bajadores sobre la productividad y la difusión de la tecnología?

• En el Perú, ¿cuál es la relación entre políticas de desarrollo productivo y 
generación de empleo?

• ¿El crecimiento de los sectores modernos y de alta productividad genera 
pocos empleos por restricciones solo de la demanda de trabajo o tam-
bién de la oferta de trabajo?

• ¿Las políticas de desarrollo productivo en el Perú toman en cuenta las 
ventajas comparativas iniciales del país o permiten desarrollar ventajas 
comparativas basadas en las características del trabajador peruano?
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• ¿Cuáles son los mecanismos que permiten impulsar al sector privado a 
alcanzar niveles altos de calidad y eficiencia, así como la generación de 
empleo en el sector de no transables?

• ¿De qué manera las políticas de desarrollo productivo en el Perú han 
motivado o podrían motivar la inserción en cadenas globales de valor y 
la creación de empleos de calidad?

Para realizar este tipo de estudios, se puede hacer uso de bases de datos 
alternativas a las encuestas de hogares, como es el caso de las encuestas de 
firmas o las cuentas nacionales. La Cuenta Satélite de la Economía Informal 
realizada por el INEI puede dar luces sobre el tamaño de la economía infor-
mal. Esto permitirá realizar un análisis más profundo de la demanda o de la 
productividad empresarial, y generar modelos a nivel de sectores. En este 
punto, instituciones como el CIES pueden ayudar en proveer capacitaciones 
para el manejo y difusión de estas bases. 

2.4  Futuro del trabajo

La discusión sobre el futuro del trabajo ha cobrado mucha relevancia en 
los últimos años, como lo pueden documentar diversos estudios y eventos 
de organismos internacionales, tales como OIT (2015, 2016), WEF (2016), 
Banco Mundial (2016), OCDE (2015), BID (2016), Cepal (2016), entre otros. 
La motivación de estos estudios es que están ocurriendo cambios en el 
mundo que pueden tener incidencia directa sobre el empleo. Entre estos, 
se destacan los acelerados cambios tecnológicos, los cuales son tan rele-
vantes que incluso algunos llaman a este periodo la “Cuarta Revolución 
Industrial” (Schwab 2016). 

El informe de la OIT (2016a) podría servir de guía para los estudios que quieran 
abordar este tema. Proponen tres factores que moldean el futuro del trabajo: 
demografía, crecimiento económico y estructura productiva, y la tecnología. 
¿Por qué esto sería relevante para el Perú? Con respecto a la demografía, es 
bien conocido que el bono demográfico en el Perú se va a terminar alrededor 
de 2049. El envejecimiento y reducción de la población incidirán sobre casi 
todos los aspectos de la estructura económica: los sistemas de educación, 
los patrones de consumo, la fuerza laboral, los sistemas de protección social, 
el crecimiento de la economía del cuidado, entre otros. Se requieren investi-
gaciones que dimensionen estos efectos y propongan políticas que permitan 
realizar una transición que asegure condiciones de vida dignas para todos. El 
crecimiento económico y la estructura productiva es un aspecto que resalta 
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desde hace muchos años como un motor fundamental para generar empleo 
de calidad para toda la mano de obra, especialmente para los jóvenes. En 
este sentido, se vuelven relevantes los estudios que evalúen los avances en el 
Plan de Diversificación Productiva. El último factor, la tecnología, es del que 
menos se posee información no solo para el Perú, sino para América Latina 
y el Caribe. Si bien puede resultar muy lejano, e incluso inverosímil, un futuro 
en el que la tecnología amenace la fuerza laboral peruana, se debe tomar en 
cuenta que sus efectos ya se están viendo en otros países más desarrollados. 
Visto el rezago que posee nuestro país en la adquisición de tecnologías (como 
es el caso de la telefonía móvil y el internet), esto nos da el tiempo para pensar 
en las políticas que puedan incidir en un futuro mejor.

En el centro de trabajo también se observarán cambios. No se cuenta con 
información sobre el ritmo de adquisición de tecnologías de las empresas, 
pero esto será relevante para observar los procesos de automatización y las 
estrategias de las empresas. Indudablemente, la mayor intensidad tecnoló-
gica llevará a una acentuación del ratio capital/trabajo, lo que podría ser una 
potencial fuente de mayor desigualdad. Sin extendernos a un horizonte de 
largo plazo, actualmente podemos evidenciar algunos cambios en las rela-
ciones laborales, lo que lleva a las formas atípicas de empleo (OIT 2016b). 
Esto es particularmente relevante en el Perú, donde se ha visto una reduc-
ción de las relaciones laborales estables y de largo plazo, y se ha visto un 
incremento de formas no estándar de empleo, tales como el empleo tem-
poral. Además, existe la evidencia en otros países de relaciones laborales 
ambiguas, tales como el trabajo a demanda o por medio de una plataforma. 
En países como Corea del Sur, se ha propuesto la compra de vouchers para 
trabajadores a demanda como contribución a la seguridad social. Lo ante-
rior nos lleva a preguntas como:

• ¿Cuál será el efecto de los cambios en la estructura demográfica sobre 
el empleo?

• ¿Cuáles serán los sectores más afectados y más beneficiados por el de-
sarrollo tecnológico? 

• ¿Cuáles serán las profesiones técnicas y universitarias más demandadas? 
• ¿Cómo podemos imaginar la formación para el trabajo del futuro? Esto 

es particularmente relevante porque el conocimiento se irá haciendo ob-
soleto más rápidamente. ¿Necesitamos educación formal que dure tan-
tos años o, por el contrario, fomentar el autoaprendizaje y laboratorios 
de educación práctica de breve duración? ¿Cuáles son las habilidades 
del futuro y cómo debemos desarrollarlas? 
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• ¿Cómo se deberá equilibrar la eficiencia y reducción de costos por la 
adquisición de tecnologías con la contratación de trabajadores?

• En el caso de trabajadores con un empleo atípico, ¿cuáles son los esque-
mas de protección social más apropiados para este tipo de trabajadores?

• ¿Cómo será la negociación colectiva en el futuro?
• Con respecto a la normativa del teletrabajo en el Perú, ¿qué impacto 

ha tenido sobre el empleo y la vida de los trabajadores que usan esta 
modalidad?

• ¿Qué puestos pueden ser ‘teletrabajables’?
• ¿Qué perfiles y competencias debe tener un trabajador que se rige bajo 

el teletrabajo?
• ¿Qué avances se pueden tener bajo esta modalidad para lograr un me-

jor empate entre la demanda y oferta en el mercado laboral?

2.5  Reflexiones finales

El mercado laboral en el Perú ha evolucionado de manera positiva en los 
últimos años. No obstante, este mercado aún dista de ser el adecuado, en 
el sentido de que la calidad del empleo no está asegurada para todos los 
trabajadores. En la última década, el mercado de trabajo ha experimentado 
tres grandes transformaciones. Primero, las altas tasas de crecimiento de la 
economía peruana, superiores al crecimiento de la oferta laboral, han permi-
tido la reducción de la informalidad laboral en aproximadamente ocho pun-
tos porcentuales, aunque ha mantenido porcentajes alarmantes. La segun-
da transformación ha sido la expansión del acceso a la educación terciaria. 
Esto ha tenido como consecuencia el aumento de estudiantes en institutos 
y universidades, y de trabajadores con educación terciaria. Tercero, con res-
pecto al marco normativo laboral, hasta ahora no se aprueba la Ley General 
del Trabajo y se cuenta con una serie de regímenes laborales especiales. 

Fenómenos como el subempleo y la informalidad persisten principalmente 
debido a la baja productividad laboral y su distribución altamente desigual, 
fundamentadas en la heterogénea estructura productiva del Perú. Una mira-
da a los últimos 50 años muestra que la estructura del empleo se ha mante-
nido estable: los sectores de alta productividad generaron menos del 10% 
del empleo total, mientras que los de baja productividad, entre 70% y 80%. 
Una de las razones que explica esta persistencia es que hasta ahora no se 
ha podido constituir una economía con sectores articulados, sino que se 
encuentra una persistente y extrema desigualdad y dispersión sectorial. Así, 
los sectores más productivos son no solo intensivos en capital y poco inten-
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sivos en mano de obra, sino que tienen bajos multiplicadores de empleo y 
no contribuyen a la difusión tecnológica a otros sectores. Se destacan tam-
bién las brechas de infraestructura (servicios de agua potable, transportes, 
telecomunicaciones y electricidad) y de la formación para el trabajo, carac-
terizada por la heterogénea calidad de la educación en el Perú. 

Los estudios sobre informalidad se han orientado a los análisis descriptivos. 
Entre las causas estudiadas que han permitido su reducción en estos últimos 
años, se destaca el crecimiento económico, aunque se indica que su contri-
bución ha sido baja. La reducción de costos laborales y de impuestos no ha 
tenido efectos significativos sobre la reducción de la informalidad. También 
se discute la idea de que la informalidad no es únicamente un problema 
económico y de oferta, sino que hay muchos elementos culturales que aún 
no podemos explicar bien, así como también varios factores de demanda, 
que sostienen su persistencia. El análisis de las condiciones de empleo ha 
enfatizado principalmente el estudio de la discriminación laboral según 
sexo, belleza y raza. También se han documentado las brechas salariales de 
género, la vulnerabilidad en el empleo y los factores que determinan que los 
jóvenes con diversas características se encuentren en una determinada con-
dición de actividad (estudiando, trabajando, estudiando y trabajando, no 
estudiando ni trabajando). La evaluación de la normativa del trabajo ha sido 
limitada, enfocándose principalmente en el salario mínimo. Con respecto a 
esto último, existe consenso de que los cambios a la remuneración mínima 
vital no afectan la distribución de los salarios y solo es relevante para un 
número reducido de trabajadores. También debe resaltarse que el análisis 
económico de la normativa laboral peruana es aún muy incipiente. Se su-
giere su profundización con el fin de tener debates basados en criterios de 
eficiencia y orientados a la protección de los derechos de los trabajadores. 
La investigación del tema del empleo para el próximo quinquenio se ubica 
en un periodo interesante, en el que el reto de la modernización laboral 
no podrá dejar de lado el cambio de paradigma que vienen imponiendo 
las nuevas tecnologías, el nuevo orden económico y político y los cambios 
demográficos.
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 4.  ANEXOS

4.1  Percepciones de los expertos sobre diversos aspectos del empleo e   
  informalidad en el Perú, 2011-2016

Con el fin de complementar la información recogida en la literatura revisada 
y obtener una visión más completa de la agenda para el próximo quinque-
nio, se entrevistó a nueve investigadores –afiliados a distintas instituciones– 
con alguna vinculación al tema del empleo (ver lista de entrevistados al final 
de esta sección). Los temas explorados estuvieron relacionados a la pro-
ducción académica sobre el empleo, el vínculo entre la academia y el sec-
tor público, sus apreciaciones sobre el empleo informal y las medidas para 
reducirlo, el empleo rural, entre otros. A continuación, se resumirán algunos 
puntos de consenso y otros de discusión. 

4.2  Entre la academia y el sector público

El tema del empleo y la informalidad es una de las áreas más amplias e inte-
resantes de estudiar por la complejidad de dimensiones que abarca y por su 
vinculación a la agenda del Gobierno. Por ello, llama la atención que los es-
pecialistas en el tema sean pocos, aun reconociendo que la academia en el 
Perú es bastante pequeña. También llama la atención que el impacto de la 
investigación sobre las políticas públicas sea bastante reducido. De ahí que 
algunos investigadores sugieran que el enfoque no debería estar en la lista 
de temas por investigar, sino en la formación de especialistas. A diferencia 
de otras áreas de estudio, no se ha dado una continuidad en la formación 
de especialistas, y por lo tanto, no existe una comunidad institucionalizada. 

Esta discusión se vuelve relevante por dos motivos. Primero, permite dar 
luces sobre el tipo de apoyo que instituciones como el CIES pueden brindar 
a este tipo de especialistas. Se requiere, asimismo, de una política de fon-
dos para investigaciones de más largo plazo que pueden ser cofinanciadas 
con el sector privado a través de distintas modalidades. Existe también la 
percepción de que la Ley de Promoción de la Investigación Científica, De-
sarrollo Tecnológico e Innovación Tecnológica no ha resultado beneficiosa 
por la complejidad de sus requisitos. Segundo, permite entender que la 
articulación entre la academia y el sector público sería más provechosa y 
eficiente si se convoca a algunos investigadores para que piensen sobre una 
serie de temas en particular y puedan exponer sus ideas al sector público 
relevante. La idea detrás de esto es que a veces el sector público no sabe 
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formular preguntas de investigación; la academia tiene poco conocimiento 
sobre cómo aplicar e implementar políticas, haciendo que muchas de sus 
propuestas de política sean inviables; y existe un espacio para aprovechar la 
producción de datos desde la misma gestión del Estado. Este tipo de estra-
tegias resultarían beneficiosas porque, a un bajo costo, la academia podría 
tener un mayor conocimiento de los procesos y obstáculos que enfrenta el 
sector público, y este último se vería beneficiado de ideas innovadoras. 

Otro aspecto que se destaca es el de la producción de datos. No existen 
datos con frecuencia no muy espaciada que sean buenos y representativos 
a nivel nacional. Los datos de frecuencia regular son de empresas formales 
y grandes, lo cual nos da información sesgada sobre el mercado de trabajo 
a nivel geográfico y a nivel productivo (solo muestra la punta más moderna). 
Por ello, las estadísticas que usen este tipo de datos deben ser tratadas con 
cuidado y no hacer inferencias con ellos. Este problema se presenta para el 
análisis del empleo y de los salarios. La distribución salarial es heterogénea 
entre el sector moderno y el de las microempresas, y al interior de dichos 
sectores también hay bastante variabilidad. Si estos datos no son correctos, 
no va a ser posible, por ejemplo, elaborar políticas de impuestos sobre in-
gresos laborales. 

Algunos puntos de colaboración entre ambas partes podrían ser los si-
guientes: 

a. El Consejo Nacional de la Competitividad y Formalización (CNCF) está 
elaborando una estrategia de formalización. Se podría identificar puntos 
de la propuesta y estudiarlos tanto teórica como empíricamente.

b.   El INEI ha elaborado unas medidas de informalidad laboral y productiva, 
a nivel regional y nacional: ¿qué tan rigurosas son conceptualmente?, 
¿qué tan robustas son empíricamente?

c. Ampliar el conocimiento sobre el sector privado: encuestas de firmas, 
distintos tamaños, propensión a la informalidad, incentivos tributarios y 
regulatorios. El trabajo puede ser en conjunto con el INEI, pero con guía 
académica.

4.3  Informalidad

Las percepciones sobre el tema de la informalidad son muy diversas, llevan-
do a que algunos incluso prefieran evitar el uso del término. No obstante, 
existen dos puntos de consenso entre todos los entrevistados: tenemos que 
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aproximarnos a la informalidad no como un fenómeno único, sino múltiple; 
y debemos pensar en la formalidad como un punto de llegada. Las causas y 
las medidas de política para cada tipo de informalidad son muy distintas. No 
tomar esto en consideración puede llevarnos a incurrir en la discusión sobre 
un indicador estadístico sin un significado claro, lo cual podría conducir a la 
implementación de políticas (sobre todo, de corto plazo) poco útiles. Por 
ejemplo, podría llevar a pensar que la informalidad es tanto un problema 
de recaudación, como de acceso a seguridad social y cumplimiento de la 
normativa laboral. Definiciones con motivos en común, pero que requieren 
de miradas distintas. 

¿Qué ha permitido la reducción de la informalidad? Si bien se destaca el cre-
cimiento económico como uno de los medios más importantes para reducir-
la, se ha probado que su elasticidad es bastante baja. En otras palabras, para 
las tasas a las que ha crecido el Perú, la reducción de la informalidad ha sido 
irrisoria. También se ha notado que los subsidios a la oferta, como es el caso 
del Nuevo RUS, el fortalecimiento de Sunafil, entre otros, no han resultado 
ser muy efectivos. Lo que aún no se ha probado son esquemas de incentivos 
tales como el acceso a mayor financiamiento. 

Otro punto a tomar en cuenta, y sobre el que no se ha explorado mucho, es 
el factor cultural. Esto exige estudios de carácter interdisciplinario, puesto 
que se requieren las perspectivas de otras disciplinas de las ciencias socia-
les, ya sea como estudios de caso u otras metodologías, para aproximarnos 
a la complejidad del escenario. Las explicaciones de carácter cultural deben 
verse por el lado de oferta y demanda, dado que no es únicamente la repro-
ducción intergeneracional y los efectos de pares los que influyen en la de-
cisión de ser formal, sino que los consumidores también valoran los bienes 
y servicios producidos de manera informal por diversos motivos (adaptabi-
lidad, rapidez, comodidad, bajos precios, etc.). Además, hay una demanda 
por bienes informales por parte de un segmento de bajos ingresos, lo que 
corresponde a una distribución de ingresos desigual. Esto lleva a que al-
gunos consideren los bienes producidos de manera informal como bienes 
inferiores (una relación inversa entre la demanda por el bien y los ingresos). 
Tomando en cuenta todo lo anterior, lo que se debe hacer es identificar 
nichos de informalidad y hacer políticas específicas. 

Una primera distinción es entre formalidad empresarial y laboral. Con res-
pecto a este último tipo de informalidad, se sugiere que no es únicamente 
cuestión de reducción de costos. Una primera explicación reside en obser-
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var las dinámicas o trayectorias de las microempresas. Dicho proceso tiene 
una primera etapa de incremento del valor agregado, luego de la cual re-
cién se realizaría la transición del trabajador familiar no remunerado a un 
trabajador asalariado, y luego al cumplimiento de la normativa laboral. El 
cumplimiento de la normativa tributaria y laboral en las primeras etapas de 
este proceso es muy difícil, puesto que las MYPE presentan una alta vulnera-
bilidad a los choques del mercado y una esperanza de vida bastante corta, y 
no ven ningún beneficio en registrarse ni registrar a sus empleados. En este 
punto en particular, se podría entender que la formalización de las MYPE se 
daría como consecuencia del desarrollo de las mismas y no al contrario. Así, 
el pago de impuestos a la renta por parte de las microempresas no debería 
capturar toda nuestra atención, sino la elaboración de incentivos dinámicos 
con promesas de crecimiento. Esto último debe venir acompañado de un 
análisis sobre en qué medida se pueden bajar los impuestos sin causar des-
equilibrios fiscales, y sopesar si para este grupo de personas nos interesa 
más la inclusión o la recaudación. 

Entonces, se reconoce que existe heterogeneidad en la estructura produc-
tiva del país, e incluso a nivel de microempresas. Así, la tarea pendiente 
es la de potenciar la capacidad productiva mediante el fortalecimiento de 
las MYPE que tengan proyectos viables. Estas no requieren únicamente 
cambio de leyes y disminución de costos a la formalización, sino incenti-
vos financieros (mediante microcréditos, créditos, depósitos, factoring y el 
fortalecimiento de instituciones como el Cofide) y no financieros (capaci-
tación técnica, incentivos tributarios). Un incentivo no tributario que tiene 
bastante espacio de mejora es el de brindar información, por ejemplo, a 
partir de ruedas de negocios que funcionen bien, o recibir la ayuda del 
Estado para reducir costos de transacción (como el acceso a la exporta-
ción, traducciones de y a otros idiomas para facilitar la comunicación y el 
comercio, etc.).

Una segunda distinción es pensar qué es informalidad en el caso de los 
independientes. Se arguye que el punto relevante aquí no es la informali-
dad laboral (entendida como el acceso a seguridad social), sino la tenencia 
de un número RUC y emitir alguna boleta. Para este grupo en particular, 
podrían funcionar algunas medidas como la inclusión financiera y el uso 
de tecnologías (como aplicaciones móviles) para monitorearlos. Además, 
este grupo debe sentir que existe algún incentivo para formalizarse. Por 
esta razón, la labor de instituciones como la Sunat debería ser de apoyo 
en lugar de fiscalización. Entonces, debe quedar claro que, a riesgo de so-
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bresimplificar, podemos ver a los trabajadores informales independientes 
en dos grandes grupos (el missing middle): los de sobrevivencia y aquellos 
que tienen la capacidad de crecer desde sus propias empresas. Los prime-
ros son los que tienen una productividad tan baja que no podrían ser fácil-
mente empleados en trabajo asalariado y se vuelven autoempleados. Una 
forma de ayudarlos sería facilitar su inserción, a través de capacitaciones y 
otros programas, al trabajo asalariado. Los segundos son los que requie-
ren de políticas de inclusión financiera, inserción en cadenas productivas 
y otros incentivos. 

Otro punto a destacar es que el argumento del bienestar social –esto es, el re-
gistro en planilla para acceder a la protección social– puede resultar débil para 
muchos trabajadores, porque no consideran tan importante el aseguramiento 
en salud o pensiones. Por ejemplo, Levy (2008) sostiene, para el caso de México, 
que los costos asociados a la seguridad y protección social llevan a la segmen-
tación del mercado laboral. Propone un sistema de seguridad social universal, 
financiado por los impuestos al consumo. El efecto negativo, que se podría ge-
nerar por el incremento de un impuesto regresivo, se compensaría con transfe-
rencias directas. Más allá de las propuestas del libro mencionado, el autor revisa 
los factores que determinan la valorización de la seguridad social por parte de 
un trabajador. El argumento es que, aun cuando el trabajador pueda costear un 
seguro público o privado, puede suceder que no quiera hacerlo, que no quiera 
adquirir todos en el mismo momento o en las mismas proporciones. Esto impli-
ca que los objetivos del Gobierno no son necesariamente los mismos objetivos 
de los trabajadores. Incluso, la valorización de estos bienes o servicios por parte 
del trabajador puede no coincidir con sus costos monetarios. 

4.4  Empleo rural

El empleo rural ha sido muy poco estudiado en los últimos años, pues la dis-
cusión en el mundo rural ha girado en torno a la productividad, los ingresos 
y la diversificación. Existe consenso sobre un incremento en la productividad 
agrícola, el aumento del dinamismo del mundo rural y la modernización de 
la agricultura. Entre los factores destacados se encuentra la conexión (en 
transportes y telecomunicaciones), lo cual ha permitido una mayor salida de 
los productos, así como también una mayor adquisición de insumos. Tam-
bién se destacan las mejores prácticas agrícolas, sobre todo en ganadería. 
Es interesante notar que gran parte de la adopción de nuevas técnicas está 
asociada al aprendizaje que se da por medio de los proveedores y la cer-
canía a centros poblados. No obstante, se distinguen cuatro problemas en 
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el mundo rural: problemas de escala, problemas de gerencia, aversión al 
riesgo y aversión a la incertidumbre. 

Si bien se observa una modernización del mundo rural, también se han 
modificado las aspiraciones. Esto genera un problema de comparabilidad 
en periodos de largo plazo y resulta muy difícil elaborar un indicador de 
bienestar. Por ejemplo, no se ha encontrado una buena manera de realizar 
deflactaciones de largo plazo puesto que, para el mundo rural, la canasta 
relevante ya no es la misma y los índices de precios al consumidor (IPC) no 
son comparables. Un ejemplo notable es que, en la década de 1980, la elec-
tricidad y la gasolina no eran partes del IPC, elementos que sí deben tenerse 
en consideración actualmente. Entonces, a grandes rasgos, las condiciones 
de vida en el mundo rural han mejorado y empeorado en algunas situacio-
nes. Han aumentado la productividad y la competitividad, pero aún más de 
la mitad de los caminos rurales se encuentra en mal estado, persisten altos 
niveles de pobreza y precariedad y, lo que es más importante, existe alta vul-
nerabilidad en los ingresos. La transición entre pobre y no pobre no asume 
una seguridad en los ingresos; por lo cual, si los activos no se encuentran 
consolidados, los shocks catastróficos pueden hacer caer a estas personas 
rápidamente en la pobreza.

Con respecto a las condiciones de empleo, debe notarse que, a diferencia 
del mundo urbano, en el rural, la unidad de análisis ya no es el individuo, 
sino el hogar. Esto conlleva estrategias colectivas, ya sea en manejo de ries-
gos o en diversificación de las fuentes de ingreso, y que no se piense en 
términos de empleo formal o informal. Dicho esto, el trabajo familiar no 
remunerado se vuelve un tema pendiente por estudiar por diversos moti-
vos. Para comenzar, no se tiene un buen entendimiento del trabajo familiar 
no remunerado como categoría estadística, si no se conocen las dinámicas 
de poder de decisión ‘intrahogar’, ¿quién toma las decisiones de inversión, 
ahorro y producción en el hogar? Además, tampoco se han estudiado las 
transiciones a otras categorías ocupacionales, las cuales pueden tener un 
sesgo muy diferenciado entre hombres y mujeres. 

Las estrategias de diversificación de ingresos son tópicos muy interesantes 
y que no terminan de ser comprendidos por su complejidad. Entre estos, se 
encuentra que las migraciones temporales y las personas que reportan tener 
más de un trabajo se han casi duplicado entre 1994 y 2012. De este modo, 
lo que se observa es un balance entre las ventajas de la diversificación y la 
especialización. Se puede demarcar una primera etapa de diversificación 
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hasta un punto de corte (usualmente alrededor de la línea de pobreza) y una 
segunda etapa de mayor especialización.

Las estrategias de diversificación son diversas. Un primer componente es el 
del empleo rural no agropecuario (ERNA). Este puede ser de varios tipos, los 
cuales demandan distintas políticas: es el empleo de aquellos que lo utilizan 
como estrategia de sobrevivencia; el que busca generar empleo a partir de 
creación de pequeños negocios, como se evidencia con el programa Haku 
Wiñay; y otros prefieren abandonar la agricultura por cuenta propia para 
pasar a ser trabajadores remunerados, aunque también en la agricultura. 
Otra estrategia es la de la migración temporal. La expansión de las teleco-
municaciones y de los caminos ha incrementado el menú de opciones, lo 
cual ha llevado a estrategias familiares más completas, como es el caso de 
la diversificación geográfica (doble residencia).

Con respecto al manejo de riesgos (evento con variabilidad conocida) y de 
incertidumbre (distribución desconocida), la discusión de política es distinta. 
En el primer caso, se necesita de seguros; en el segundo, de información. 
La aversión a ambos afecta las ganancias por innovar: a medida que el agri-
cultor es más pobre, enfrenta riesgos más altos y prefiere no innovar. Otra 
fuente de productividad es la ganancia de economías de escala (reducción 
de los costos medios debido al incremento de la producción), las cuales, 
teóricamente, se pueden alcanzar de dos modos: dinamizando el merca-
do de tierra y generando asociatividad. Dinamizar el mercado de tierras es 
complicado porque en el campo las tierras no solo son un activo productivo, 
sino que funcionan como una pensión. Así, cabe preguntarse el efecto de 
programas, como Pensión 65, sobre el mercado de tierras. Existen casos de 
éxito con las asociaciones, pero se observa un problema de desconfianza y 
de resistencia a trabajar con otros. Las razones detrás de esto se sustentan 
en la historia y en la ausencia de mecanismos institucionales para solucionar 
problemas comunes. 

Las estrategias de diversificación de ingresos en el mundo rural llevan a 
una estructura del empleo bastante particular. Partiendo del punto en que 
la unidad de análisis no es el trabajador, sino el hogar, ¿cómo podemos 
pensar los derechos laborales? Más aun, y reconociendo que el origen del 
fenómeno es urbano, ¿cómo podemos pensar la informalidad laboral en el 
trabajo agropecuario? Si esta es definida como la tenencia de determina-
dos derechos laborales, la informalidad agrícola se encuentra a niveles al-
rededor del 90%, pero existen varios matices que merecen ser explicados. 

488

EMPLEO E INFORMALIDAD: BALANCE DE INVESTIGACIÓN EN POLÍTICAS 
PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



Primero, si como elemento inicial para la formalización consideramos a los 
contratos escritos, muchos opinan que la extensión de los mismos no es 
algo viable porque es una cultura muy oral. Segundo, la formalización no 
tiene ningún beneficio inmediato para los hogares de alta vulnerabilidad. 
En estos casos, más allá de la recolección de un monotributo, lo que se 
vuelve relevante es establecer algún tipo de relación con el fin de obtener 
información. Para esto, se debe establecer formas de formalizar de facto, 
tales como inclusión financiera, incentivos para que los pagos sucedan a 
través de plataformas, generar algún registro por medio de los comercian-
tes de insumos –ofreciendo algún tipo de seguro agropecuario–, generar 
asociatividad entre productores (crear estructuras de incentivos para apro-
vechar los beneficios de las economías de escala y ámbito, manteniendo 
la individualidad de los productores) y mejoras en el manejo de riesgos e 
incertidumbre. La idea sería entender a la formalidad como consecuencia 
de la mayor competitividad, potenciada a partir de los cuatro problemas 
base descritos anteriormente. Tercero, notar que el grupo de pequeños 
productores que no está obligado a pagar impuesto a la renta tampoco 
tiene acceso a crédito tributario. Sin embargo, sí paga otro tipo de im-
puestos, como el IGV, por medio de la compra de insumos. En casos como 
estos, la carga tributaria puede ser más alta que la de un productor formal, 
por lo cual se podría pensar en mecanismos como la recuperación de las 
cadenas de IGV.  

4.5  Otros temas

La capacitación puede resultar útil para aliviar algunos problemas del em-
pleo. Sin embargo, visto que hay pocas evaluaciones –de impacto y de 
procesos de gestión– relacionadas con este tipo de programas, no es claro 
cuánto se puede conseguir ni qué tan rápido. En el caso de las MYPE, cuya 
tasa de mortalidad es alta, la capacitación empresarial podría ser útil, aun-
que teniendo en cuenta la sostenibilidad y viabilidad de sus proyectos. Es 
importante enfatizar sobre la pertinencia de la capacitación y el puente con 
las empresas. Otros mecanismos útiles podrían ser los sistemas de becas, 
reducción de impuestos y la secundaria técnica. En el caso particular de 
los jóvenes, hay poco conocimiento sobre sus expectativas (y esto expli-
ca parcialmente por qué la Ley de Empleo Juvenil no funcionó) y sobre si 
realmente funciona como mecanismo de inserción. También se destaca que 
mejorar la oferta laboral mediante capacitaciones puede ser dañino si no 
hay cambios en la demanda. Lo anterior lleva a algunos a decir que no existe 
un conocimiento muy claro de la estructura productiva del Perú, en la cual 
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hay muchas MYPE. También se nota que existe poco interés en promover 
empleo a las empresas más grandes, y debemos pensar en cómo facilitar el 
traslado de microempresas a trabajar con empresas más grandes.

Otro punto sobre el que se discutió fue la productividad; en particular, sobre 
por qué no han subido tanto los salarios en los últimos años. Entre las dos 
fuentes principales de productividad, educación y rotación laboral, se indica 
que esta última no ha sido muy estudiada en el Perú. Se observa que los 
trabajadores no se mantienen mucho tiempo en un empleo. ¿Cuánto capital 
humano se destruye y cuánta productividad se pierde por movimientos muy 
frecuentes? ¿Qué tipos de movimientos son los más relevantes y a qué tipo 
de trabajadores afecta más? Esto tiene relación con los tipos de contratos, 
sobre todo los de corto plazo. ¿Por qué los empleos ahora duran menos? 
¿Por qué la productividad no crece desde sus factores? 

4.6  Lista de personas entrevistadas

NOMBRE INSTITUCIÓN

BCRP
OIT
GRADE
IRD-Francia
PUCP
Banco Mundial
GRADE
IEP
Instituto del Perú-USMP

Nikita Céspedes

Juan Chacaltana

Javier Escobal

Javier Herrera

Janina León

Norman Loayza

Miguel Jaramillo

Carolina Trivelli

Richard Webb
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El presente balance da cuenta de la producción académica resultante 
de la investigación sobre pobreza, desigualdad y políticas sociales en 
el Perú en el periodo 2011-2016.

Por producción académica entendemos los artículos publicados en revistas, 
libros o capítulos de libros, documentos de trabajo, ensayos, tesis univer-
sitarias; así como las investigaciones producidas o encargadas por los Mi-
nisterios de Desarrollo e Inclusión Social (Midis), el Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables (MIMP), entre otros. La exigencia de disponer de 
evaluaciones de impacto para la apreciación del éxito o fracaso de las políti-
cas públicas de reducción de la pobreza ha suscitado, por un lado, la realiza-
ción de encuestas estadísticas y recojo de información cualitativa, así como 
de una literatura ‘gris’ destinada casi exclusivamente al uso de los decidores 
de políticas públicas y poco accesible a los investigadores académicos y 
público en general.

Sin embargo, se han excluido los artículos de opinión o editoriales en dia-
rios o revistas no académicas por considerarse que, a menudo, refieren a un 
estudio académico ya incluido en la revisión, o por tratarse de argumentos, 
que por el formato mismo, no pueden ser desarrollados ni sustentados con 
el rigor exigido en revistas y otras publicaciones. Tampoco se han incluido, 
salvo de existir un aporte específico a la temática del balance, los informes 
de organismos multilaterales que cubren un gran número de países abor-
dados del punto de vista puramente estadístico-descriptivo, sin un acento 
particular sobre el Perú.

El balance presentado pone especial énfasis en lograr, por un lado, 
la mayor exhaustividad posible en la producción nacional, y por otro, 
incluye una revisión del conjunto de revistas internacionales. Para ello, se 
utilizaron herramientas automatizadas de búsqueda en las distintas bases 
bibliográficas internacionales (ver anexo 1), incluyendo el repositorio de tesis 
sustentadas en universidades extranjeras, en particular norteamericanas y 
peruanas. El barrido de las páginas web de las instituciones asociadas al 
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CIES, los resultados de investigaciones financiadas por el CIES, así como 
los catálogos de bibliotecas universitarias, han permitido cubrir un gran 
número de investigaciones realizadas en el país. Adicionalmente, se 
procedió a contactar a un cierto número de destacados investigadores 
cuyas publicaciones han tenido un impacto tanto en el debate académico 
como en el diseño de políticas.

Tratándose de un balance de la investigación económica y social relativa a 
temáticas que han sido abordadas desde distintas disciplinas, se torna inelu-
dible incluir los trabajos realizados a partir de las distintas disciplinas de las 
ciencias sociales. Esperamos que esta apertura disciplinaria más allá de la 
economía permita mostrar la fecundidad del diálogo entre las perspectivas 
antropológicas, sociológicas, politológicas y de la economía, por citar algunas 
de ellas. Una de las evoluciones importantes en la investigación sobre pobre-
za y desigualdad ha sido el reconocimiento de su naturaleza multidimensional 
y la necesidad de estudiar las interacciones entre las distintas dimensiones. 
Por su parte, las políticas sociales comportan cada vez más, en su diseño, ob-
jetivos e implementación enfoques pluridisplinarios. Ahora bien, con el fin de 
evitar –en la medida de lo posible– redundancias entre el balance expuesto 
en este capítulo y los presentados en otros capítulos de este libro, se han con-
siderado aspectos de salud, educación y empleo únicamente en la medida 
que dichas dimensiones han sido enmarcadas: sea como parte de las distintas 
dimensiones del bienestar y la desigualdad o bien sea como parte de objeti-
vos de la política social y la evaluación de la misma.

 1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016 
 
1.1  Pobreza

Nuestras formas de entender y medir la pobreza han experimentado cam-
bios importantes en los últimos 15 años. Quizás el punto de quiebre más no-
table fue inspirado por los trabajos de Amartya Sen, a partir de los cuales se 
dejó de conceptualizar y medir la pobreza en términos de la disponibilidad 
de medios que permitan acceder a bienes y servicios de mercado (pobreza 
monetaria), sino en términos de las capacidades y funcionamientos de las 
personas. La libertad para elegir y los logros efectivos (funcionamientos) re-
flejan más estrechamente el bienestar humano. 

Sostener que el enfoque unidimensional es suficiente ya que existiría una 
alta correlación entre pobreza monetaria y las diferentes dimensiones de la 

496

POBREZA, DESIGUALDAD Y POLÍTICAS SOCIALES:  
BALANCE 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



pobreza es un supuesto negado por la evidencia empírica, pues se constata 
que la correlación entre las diferentes dimensiones de la pobreza está lejos 
de ser perfecta. Por consiguiente, las políticas que combaten únicamente la 
pobreza monetaria serán relativamente ineficaces en reducir las privaciones 
en las dimensiones no monetarias.

Si bien es cierto que existe amplio consenso acerca de la naturaleza multi-
dimensional de la pobreza, hay mucho menos acuerdo sobre cómo medir 
la pobreza multidimensional. Dos enfoques parecen oponerse uno al otro. 
Por un lado, Alkire y Foster han propuesto sintetizar las diferentes dimen-
siones en un índice único (el índice de pobreza multidimensional o IPM), y 
por otro lado, tenemos el enfoque de economistas como Ravallion, que fa-
vorecen un enfoque de ‘tablero de bordo’, en el cual las múltiples dimen-
siones de la pobreza son consideradas una a una, por separado. El IPM de 
Alkire y Foster todavía no da una respuesta a las preguntas centrales para 
la construcción del mismo; en particular, cómo definir los umbrales y las 
ponderaciones de cada dimensión, pues el considerar las dimensiones de 
manera independiente unas de otras, implica ignorar las interacciones vin-
culadas a la distribución conjunta de privaciones para el mismo individuo 
u hogar (Duclos et al. 2006).

Ante ello, resulta necesario entender mejor las interacciones y correlacio-
nes entre las diferentes dimensiones de la pobreza. Implícitamente, este 
enfoque ya fue defendido por Kanbur y Squire (2001) cuando afirmaron que 
una de las principales innovaciones –en la formulación de políticas– fue el 
reconocimiento de que aquellos programas que combinan diferentes obje-
tivos son más efectivos en la reducción de la pobreza que otros donde se 
ataca cada dimensión por separado. Así, la desnutrición infantil puede ser 
reducida más eficazmente, si al mismo tiempo se atacan tres dimensiones: 
las condiciones sanitarias del hogar, la educación de la madre a prácticas 
saludables y la provisión de servicios de salud de proximidad. 

Entender las correlaciones e interacciones entre las dimensiones de la po-
breza requiere repensar la pobreza dentro de un marco más amplio, en el 
que se distinguen diferentes formas de privación relacionadas a diferentes 
dimensiones. Más allá del reconocimiento de la naturaleza multidimensional 
de la pobreza, es necesario estudiar los efectos compuestos de múltiples 
privaciones y su vinculación con la exclusión social, así como los factores de 
transmisión de la pobreza vinculados a la desigualdad de circunstancias y 
oportunidades. 
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Inspirado en trabajos de Bourguignon et al. (2007), Roemer (1998), Walton y 
Rao (2004) y Cling et al. (2006), presentamos –en el gráfico 1– un esquema del 
marco conceptual que nos servirá para ordenar e interrelacionar las temáticas 
del presente balance. En el diagrama se hace una distinción entre las condi-
ciones de la desigualdad de oportunidades y desigualdad de resultados. La 
desigualdad de oportunidades está relacionada con las desigualdades que 
emergen como resultado de las condiciones iniciales, más allá del control 
(agencia) de las personas. El lugar de nacimiento (en zonas rurales remotas 
y sin servicios públicos, por ejemplo), el origen étnico, la riqueza familiar, el 
capital social de los padres, entre otros, son factores importantes que condi-
cionan los resultados que pueden lograr alcanzar los hogares. 

FUENTE: Diagrama inspirado en Cling et al. (2006).
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Por otra parte, entre las circunstancias, las desigualdades y privaciones en 
los resultados, hay que considerar las mediaciones que operan el funciona-
miento de los mercados, los procesos de interacción social y las desigual-
dades de agencia/aspiraciones. Las privaciones en los resultados pueden 
estar determinadas por las interacciones sociales, las instituciones y los pro-
cesos (por ejemplo, discriminación en mercados) que operan en la transfor-
mación de dotaciones en resultados. Dichas privaciones en los resultados 
pueden a su vez ser distinguidas entre aquellas que se refieren a medios 
para lograr funcionamientos y capacidades, y aquellas que se refieren di-
rectamente a dichos funcionamientos y capacidades. Las causalidades no 
son unidireccionales en la medida que, por ejemplo, las limitaciones en 
las aspiraciones puedan inducir una menor capacidad para transformar los 
medios en funcionamientos. Las privaciones en los resultados pueden –a 
su vez– ser amplificadas o corregidas/atenuadas dependiendo del papel 
igualador o no de las políticas públicas. Como veremos, las trasferencias 
del Estado hacia la población más pobre y el papel redistributivo fiscal son 
aún insuficientes en el Perú.

Es necesario pensar este marco interpretativo en términos dinámicos y de 
manera intergeneracional, y no solo intrageneracional (pobreza crónica, po-
breza transitoria). Las desigualdades y la pobreza pueden también transmi-
tirse de una generación a otra, a través de las desigualdades de agencia y 
aspiraciones (las preferencias individuales de riesgo, esfuerzo, educación y 
aspiraciones de trabajo, etc.), lo cual refiere también al mismo grupo social 
que sufren las desigualdades de oportunidades (probablemente existe una 
doble causalidad entre las desigualdades de oportunidades y agencia/as-
piraciones, que se refuerzan mutuamente). Los procesos y las instituciones 
también cuentan en los resultados, en particular aquellos que están direc-
tamente relacionados con la generación de ingresos. Las reglas de funcio-
namiento de los mercados de trabajo son, a menudo, desfavorables a la 
población con múltiples privaciones (la prevalencia de la discriminación y el 
capital social en lugar de reglas meritocráticas son un fenómeno generaliza-
do en los mercados laborales de los países en desarrollo). El acceso al crédi-
to formal es muy limitado para los microempresarios informales y la calidad 
de los sistemas educativos públicos también es generalmente pobre. Las 
distintas dimensiones de privaciones son el resultado de condiciones inicia-
les y de procesos distintos, y por ende, requieren de políticas específicas. El 
funcionamiento de los mercados, por ejemplo, puede actuar acentuando 
las desventajas iniciales a través de acceso restringido al crédito formal o 
mediante prácticas discriminatorias.
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Este marco conceptual nos servirá para jerarquizar, priorizar y ordenar las 
investigaciones realizadas sobre Perú durante el periodo 2011-2016. A pesar 
del barrido exhaustivo de las investigaciones realizadas, hemos privilegiado 
reseñar, dadas las limitaciones de espacio, únicamente aquellos trabajos 
que iluminan los distintos componentes del esquema conceptual presen-
tado líneas arriba. Dar cuenta del conjunto de publicaciones (alrededor de 
380) hubiera, no solamente requerido un informe mucho más extenso, sino 
que no hubiera permitido resaltar con claridad los aportes en cada uno de 
los elementos conceptuales.

Los temas abordados en esta sección son seis, a saber: la medición de la 
pobreza, herramientas de análisis y diseño de políticas, pobreza multidi-
mensional, aspiraciones, vulnerabilidad y la expansión de la clase media y 
dinámicas regionales de condiciones de vida.

1.1.1  La medición de la pobreza

Desde el año 2007, la Comisión Consultiva para la Estimación de la Pobreza 
ha centrado sus trabajos en la revisión de los aspectos metodológicos más 
importantes asociados a la medición de la pobreza monetaria realizada por 
el INEI. Como producto de dichos trabajos, en marzo del 2012, se realizaron 
cambios importantes en las estimaciones de pobreza (INEI 2016). El INEI es-
timó nuevas series para el periodo 2004-2010, lo cual permite tener una se-
rie continua –con la nueva metodología– para todo el periodo desde 2004 
hasta la fecha. Varias razones motivaron los cambios. Las líneas de pobreza 
utilizadas hasta entonces tenían como año base a 1997. Dados los profun-
dos cambios demográficos, sociales y económicos experimentados, las es-
tructuras de consumos que revelaba la Encuesta Nacional de Presupuestos 
Familiares 2008-2009 hicieron necesaria la actualización de la canasta básica 
de consumo que define las líneas de pobreza. La realización del Censo de 
Población y Vivienda del año 2007 permitió actualizar la estructura de la 
población urbana/rural que databa del censo de 1993. En lugar de tener un 
65% de la población en área urbana y el 35% restante en área rural, el censo 
del 2007 arrojaba un 72% en el área urbana y 28% en el área rural. Ello signi-
ficaba una ligera sobreestimación de la pobreza total, al ser la incidencia de 
la pobreza rural mayor que la urbana.

Otras mejoras importantes son las relativas al cálculo de los requerimien-
tos calóricos y de la ingesta aparente de calorías, lo que ha redundado 
en una estimación más precisa del déficit calórico aparente. En las nuevas 
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estimaciones, se consideraron las nuevas normas internacionales. La nue-
va tabla de requerimientos calóricos consideró las recomendaciones sobre 
requerimientos calóricos publicados por la FAO/WHO/UNU (2001). Dichos 
requerimientos fueron calculados para cada individuo, considerando las ca-
racterísticas específicas del poblador peruano, como talla, peso y nivel de 
actividad física. Para ello, el Cenan diseñó un cuestionario que permitió re-
coger información antropométrica individual (peso y talla). Los requerimien-
tos calóricos (tasa de metabolismo basal) fueron ajustados con coeficientes 
que reflejen los distintos niveles de actividad. Anteriormente, ante la falta 
de información, se consideraba que toda la población mayor de 10 años 
de edad realizaba una actividad física moderada, sin importar si residía en 
área urbana o rural. Utilizando los resultados de la encuesta aplicada a nivel 
nacional por el Cenan 2009-2010 –en la que se recogieron datos sobre la 
actividad física de la población–, se obtuvieron los coeficientes de ajuste 
según nivel de actividad física, aplicando la metodología IPAQ (cuestionario 
internacional de actividad física). A través de este procedimiento, se deter-
minó por grupo de edad, sexo y área geográfica el nivel de actividad físi-
ca de la población. Ello ha hecho posible estimar el requerimiento calórico 
propio de la población peruana que pertenece a la población de referencia.

El valor de la línea de pobreza extrema está anclado en la satisfacción de los 
requerimientos calóricos de la población de referencia. Para ello, es necesa-
rio convertir las cantidades de alimentos –adquiridos en calorías– mediante 
una tabla de conversión proporcionada por el Cenan. En el caso de los ali-
mentos consumidos fuera del hogar, siendo este un grupo heterogéneo, la 
Enaho capta valores monetarios mas no cantidades. En la medida que una 
proporción creciente del gasto en alimentos se realiza fuera del hogar, los 
errores de medición tendrán una mayor incidencia sobre las estimaciones 
de la ingesta calórica aparente y el costo por caloría, y por consiguiente 
afectará las estimaciones de la línea de pobreza.

El INEI –en la última revisión metodológica– aportó una mejora en la estima-
ción de este componente del gasto, utilizando la información proveniente 
de la propia encuesta para asignar las cantidades. Para ello, los alimentos 
consumidos fuera del hogar fueron desagregados según los dominios geo-
gráficos, los cuartiles de ingreso y el lugar de consumo (ambulante-merca-
do, restaurante, bodega y otros). Con la anterior metodología, se utilizaba 
una asignación fija de cantidades con el fin de obtener el monto total de 
calorías que representaba dicho consumo. El impacto de considerar o no 
los gastos en alimentos consumidos fuera del hogar, sobre la incidencia de 
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pobreza y la desigualdad, ha sido estudiado por Farfan et al. (2015) para 
el periodo 2010-2013. Ellos estiman, por un lado, los gastos deduciendo 
los gastos en alimentos fuera del hogar, y por otro, reestiman las líneas de 
pobreza extrema y total, deduciendo dichos gastos. Los efectos sobre las 
líneas resultan contradictorios: la línea de pobreza disminuye sin los gastos 
en alimentos fuera del hogar, mientras que la línea de pobreza moderada 
(no alimentos) disminuye. En el caso de los gastos, la inclusión del mismo en 
alimentos fuera del hogar implica naturalmente un mayor nivel de gasto. El 
efecto final es un incremento en 1,1 puntos porcentuales en la pobreza ex-
trema y una disminución de seis puntos en la pobreza moderada (18% y 16% 
en términos relativos, respectivamente). El coeficiente de Gini, por su parte, 
disminuye de 38,5 a 37,1. Otros resultados notables son los cambios en la 
posición relativa en la distribución (el 41% de la población se ubicaría en un 
decil distinto del gasto) y el hecho de que el perfil de la pobreza también 
sería distinto, en particular para los pobres no extremos. 

Desde otra perspectiva, Inchauste, Olivieri, Saavedra y Winkler (2012) ana-
lizan la contribución de los distintos factores a la reducción de la pobreza 
observada entre 2004 y 2010. Para ello, construyen una distribución contra-
factual. Los autores encuentran que la disminución de la pobreza se debió, 
en mayor medida, al crecimiento de los ingresos por trabajo, producto de 
mayores dotaciones de los atributos generadores de ingresos en los hoga-
res. Así, se observa un fuerte aumento en la dotación de educación de la 
mano de obra, a la par de una caída en los retornos a la mano de obra ca-
lificada, debido a su creciente abundancia relativa. Los autores encuentran 
para este periodo que la retribución de los cambios demográficos (edad, 
género y área) es mínima; mientras que las transferencias públicas y las do-
naciones pueden dar cuenta solamente de un 9% del total de la reducción 
de pobreza. 

Desde una perspectiva similar, Robles y Robles (2016) realizan una investiga-
ción sobre los cambios en el bienestar del caso peruano entre los años 2004 
y 2013. Para ello, utilizan información de encuestas de corte transversal para 
los 10 años en estudio, realizando simulaciones contrafactuales –a través de 
descomposiciones no paramétricas– con el fin de analizar los principales 
factores que afectaron la reducción de pobreza y desigualdad de ingresos 
en el Perú, utilizando el método de descomposición aplicado por Azevedo 
et al. (2013). Tras este ejercicio, los autores encuentran que el mayor factor 
de reducción de la incidencia de pobreza ha sido el cambio en los ingresos 
laborales.
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1.1.2  Herramientas de análisis y diseño de políticas

La mayor parte de los programas sociales son programas focalizados 
en la población más pobre. Sin embargo, para la implementación de 
dichos programas, no basta con poder identificar quién está o no en 
situación de pobreza, sino que además es necesario saber cómo se 
distribuye espacialmente la población pobre. Tanto por razones de op-
timización de la focalización como de implementación misma de dichos 
programas, se requieren estimados a nivel de áreas menores; ante lo 
cual, el INEI (2015) publicó el nuevo Mapa de pobreza a nivel distri-
tal para el año 2013. Más recientemente, las políticas de subvención 
a la conexión de gas y las políticas diferenciadas de tarifas eléctricas 
han requerido afinar aún más la desagregación geográfica, a un nivel 
de manzanas o conjunto de manzanas, en las principales ciudades del 
país. El INEI ha respondido esta demanda a través de la elaboración 
del Mapa estratificado de ingresos a nivel de manzanas 2013 para Lima 
Metropolitana. Aunque estos productos son similares a los anteriores 
mapas, comportan en realidad dos innovaciones que tendrán implican-
cias sobre la agenda de investigación. La primera de ellas es de natura-
leza metodológica, y está relacionada a su vez a una mejora en la pre-
cisión de las estimaciones, gracias al aprovechamiento –en el modelo 
predictivo– de las observaciones georreferenciadas provenientes de la 
Enaho (método empirical best de estimación para áreas menores) y a la 
disponibilidad de bases censales –igualmente georreferenciadas– que 
combinan datos de encuestas, administrativos y censales. El conjunto 
de los microdatos de dichas bases empalmadas ha sido puesto en ac-
ceso libre por el INEI, lo cual es un aporte valioso para futuras investi-
gaciones.

Respecto a los algoritmos de focalización, Karlan y Thuysbaert (2013) han 
examinado para el caso de Perú y Honduras la eficiencia de diversos mé-
todos. En este trabajo, se compara la eficiencia de un método híbrido, 
en dos etapas, que combina un ranking participativo de la riqueza de los 
hogares con una encuesta de hogares con fines de verificación respecto 
a dos variantes del proxy-mean test (uno para el índice de progreso fuera 
de la pobreza y un índice relativo a la vivienda). Los autores concluyen que 
los distintos métodos tienen un buen desempeño, en particular cuando se 
trata de identificar a los hogares en los dos extremos de la distribución (los 
más pobres y los más ricos), aunque presentan resultados mediocres en el 
segmento medio de la distribución.
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1.1.3  Pobreza multidimensional

El reconocimiento de la importancia de considerar las múltiples dimensio-
nes de pobreza es unánime entre los investigadores. Los indicadores no 
específicos (como el PBI) o referidos a la dimensión monetaria son conside-
rados como insuficientes en la medida que no reflejan las reales condiciones 
de vida de la población. En el caso de la pobreza monetaria, se conside-
ra como pobres a aquellos hogares que no tienen los medios suficientes 
para adquirir una canasta básica de bienes y servicios considerados como 
socialmente necesarios. Este indicador no mide si efectivamente el hogar 
adquirió dicha canasta ni considera si, en la eventualidad que dichos bienes 
fuesen adquiridos, los hogares tuvieron la misma capacidad para transfor-
marlos en satisfactores de dichas necesidades y permitir logros en distintas 
dimensiones de bienestar. Dicho de otro modo, la pobreza monetaria no 
mide realizaciones, sino más bien la disponibilidad de medios para adquirir 
bienes transados en los mercados o producidos para el autoconsumo.

La implementación empírica de este enfoque ha sido posible gracias a la 
riqueza de la Enaho, en la medida que en sus diferentes módulos se recoge 
información sobre vivienda, educación, salud, empleo, ingresos y gastos. 
Asimismo, a partir de 2002, se incluyó el módulo de ‘gobernabilidad, demo-
cracia y transparencia’ con el propósito de medir dimensiones del bienestar 
que no pasan por el mercado, como la gobernabilidad, corrupción, respeto 
de la libertad de expresión, igualdad ante la ley, libertad política y otras 
dimensiones no monetarias; además de registrar la percepción del hogar 
sobre su propio bienestar, el de su localidad, vulnerabilidad a choques na-
turales, violencia, etc. 

Aunque el indicador de pobreza monetaria ha cobrado un importante pro-
tagonismo, ello no debe ocultar el hecho de que el INEI viene, desde hace 
mucho tiempo, publicando un indicador compuesto que intenta captar 
distintas necesidades básicas insatisfechas (NBI), e igualmente, presenta in-
dicadores sobre las privaciones en varias dimensiones del bienestar, como 
nutrición infantil, analfabetismo, logros educativos, vivienda, etc. Lo que dis-
tingue a los trabajos de investigación recientes sobre este tema es que se 
enmarcan dentro del enfoque conceptual de capacidades –desarrollado por 
Amatya Sen–, y pasan de una visión agregada de múltiples dimensiones de 
pobreza a una en la que se identifican a los hogares en situación de pobreza 
multidimensional. El indicador de NBI es sin duda el antecedente más cer-
cano de la medición e identificación de pobres multidimensionales, aunque 
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no presenta las propiedades de un indicador sintético de pobreza como el 
propuesto por Alkire y Foster.

Los trabajos sobre pobreza multidimensional han estado centrados esen-
cialmente en la aplicación al caso peruano del índice sintético de pobreza 
multidimensional propuesto por Alkire y Foster (IPM). Tanto los trabajos de 
Castro et al. (2012) como de Vásquez (2012) siguen esta línea. Ellos buscan 
contrastar la evolución y nivel de la incidencia de pobreza monetaria con 
el IPM, y en particular, se interrogan si dichos indicadores identifican a los 
mismos pobres. Es una preocupación importante de ambos estudios la po-
tencial filtración o exclusión de pobres multidimensionales, aunque difieren 
en cuanto al número de dimensiones y el contenido de las mismas. Mientras 
que Vázquez considera tres dimensiones (educación, salud y condiciones de 
la vivienda), Castro, Baca y Ocampo incluyen esas mismas tres dimensiones 
en el cálculo del IPM y añaden otras tres (nutrición, solvencia monetaria y 
vulnerabilidad). Al igual que la mayoría de las mediciones del IPM, las di-
mensiones, las ponderaciones y los umbrales que identifican a los hogares 
en situación de pobreza multidimensional son considerados como dados; 
mientras que los indicadores que reflejarían las privaciones en cada una de 
las dimensiones son indicadores preexistentes y regularmente publicados 
individualmente por el INEI. Las conclusiones de los dos estudios coinciden 
en señalar las discordancias entre, por un lado, los niveles de pobreza multi-
dimensional y la pobreza monetaria (3,5 millones de pobres ‘invisibilizados’, 
debido al hecho de adoptar la pobreza monetaria, según el estudio de Vás-
quez) como criterio de identificación de la población en situación de priva-
ción y, por el otro, su evolución (la reducción de la pobreza monetaria entre 
2004 y 2008 en 12 puntos porcentuales no fue acompañada de un incremen-
to en el acceso a activos importantes para el bienestar de los individuos).

El trabajo de Clausen y Flor (2014) se desmarca de los anteriores en el sen-
tido que no intenta contrastar los criterios monetarios y no monetarios de 
identificación de los hogares en situación de pobreza, sino más bien centrar-
se sobre una propuesta de medición de pobreza multidimensional basada 
en una lectura, que los autores califican de ‘estricta’, del enfoque de capa-
cidades propuesto por Sen. En la aplicación del IPM, adoptan un criterio de 
identificación ligeramente distinto al propuesto por Alkire-Foster, pues en 
lugar de basarse en los indicadores se basan en las dimensiones en donde 
ocurren las privaciones; mientras que el resto de procedimientos es idéntico 
a los propuestos por Alkire-Foster, tomando información de las Enaho 2004, 
2008 y 2012. El IPM está compuesto por siete dimensiones (vida, educación, 
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ciudadanía, participación en la sociedad, seguridad y control, empleo y ciu-
dadanía y hábitat humano) aproximadas a través de 19 indicadores, con lo 
cual constatan una reducción de la pobreza multidimensional a lo largo del 
tiempo, consistente con la reducción en la pobreza monetaria. 

Una línea de investigación novedosa es la que inauguran Olivera y Tournier 
(2015), pues estudian ya no la pobreza multidimensional para el conjunto 
de la población, sino que identifican las múltiples dimensiones de bienestar 
relevantes para un subgrupo específico: los adultos mayores. Los autores 
citados no se limitan a la construcción del IPM siguiendo la propuesta de 
Alkire-Foster, sino que extienden su interés a los determinantes del ‘enve-
jecimiento exitoso’. Se alejan de una visión dicotómica (éxito/fracaso) para 
considerar un conjunto de dimensiones de bienestar específicos a esta ca-
tegoría de población. Para ello, consideran las dimensiones de salud física, 
salud emocional, satisfacciones con la vida, funcionamientos y capacidad 
cognitiva; todas ellas aproximadas a través de nueve indicadores. Este estu-
dio se basa en una muestra de 4151 adultos mayores –entre 65 y 80 años– de 
la Encuesta de Salud y Bienestar del Adulto Mayor (Esban), realizada por el 
INEI en 2012, y que sirvió de línea de base para la evaluación del programa 
Pensión 65. Los resultados del estudio muestran que la seguridad alimenta-
ria, la calidad de la nutrición y la autoestima son los principales factores que 
pueden ser medidos y monitoreados fácilmente y sobre los cuales las políti-
cas públicas pueden incidir sobre el envejecimiento exitoso. Otros factores 
asociados son el empoderamiento, sexo masculino, alfabetismo, la condi-
ción de no fumador, presión arterial normal, ausencia de discapacidades y la 
frecuencia de contacto con el entorno social.

Gonzales (2014) adopta una perspectiva distinta, pues analiza ya no la acu-
mulación de privaciones a nivel individual, sino más bien a un nivel regional. 
Se propone un índice de integración para la inclusión humana (IIIH), que tra-
ta –según el autor– de agregar en un solo índice los diferentes factores que 
facilitan la integración de las personas y familias a la sociedad, y de esta ma-
nera contribuyan a su inclusión social. Dicho índice cubre tres dimensiones: 
la integración física, económica y estatal. La integración física es medida a su 
vez por tres indicadores de acceso (vial, electricidad y teléfono), la integra-
ción económica incluye los indicadores de participación en el mercado de 
trabajo y en el mercado de crédito. La integración con respecto al Estado es 
medida a través del pago de impuestos y el gasto público recibido. Los ín-
dices son calculados a nivel de unidades administrativas (regiones), y luego 
combinados en un solo índice, asumiendo una ponderación homogénea. 
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Gonzales de Olarte muestra que el índice de integración al Estado es el que 
menos está correlacionado con los otros índices a nivel regional. 

De acuerdo a Escobal (2012a), la pobreza multidimensional y la desigualdad 
de oportunidades son conceptos estrechamente interconectados. La igual-
dad de oportunidades nivela el campo de juego para que circunstancias 
fuera del control de un niño –tales como género, etnia, ubicación geográfica 
o los antecedentes familiares– no influyan en sus oportunidades en la vida. 
Esto significa que si se logra la igualdad de oportunidades, un niño tendrá 
una mayor capacidad de superar las privaciones y la pobreza multidimensio-
nal. Utilizando la información recogida durante las dos primeras rondas del 
estudio longitudinal del proyecto de Niños del Milenio, el autor describe 
cómo la pobreza multidimensional y la desigualdad de oportunidades cam-
bian a medida que los niños crecen. Los resultados muestran que, aunque 
los índices escalares de pobreza multidimensional, privaciones o desigual-
dad de oportunidades pueden ser instrumentos muy útiles de abogacía en 
favor de una mayor atención a las privaciones múltiples, también son sus-
ceptibles de ocultar importantes heterogeneidades.

1.1.4  Dinámicas regionales de condiciones de vida

Aunque hay un consenso sobre la importancia de abordar la pobreza desde 
un enfoque dinámico, existen aún pocos estudios sobre las trayectorias de 
los niveles de vida de los hogares, las características específicas de los hoga-
res en situación de pobreza crónica y transitoria, así como sobre los factores 
de riesgo de caída y oportunidades de escape de la situación de privación. 
Una de las razones que ha frenado tales estudios es que no se contaba con 
información longitudinal que cubriera un periodo largo, con un número de 
observaciones suficientes, como para garantizar la robustez de los resulta-
dos obtenidos. Por un lado, el diseño panel de la Enaho con un horizonte de 
cinco años, y por el otro, el desarrollo de una nueva línea de investigación 
centrada en la construcción de paneles sintéticos, sobre periodos que van 
más allá que los paneles observados, han permitido analizar trayectorias so-
bre periodos extendidos. 

El obstáculo de la no disponibilidad de verdaderos paneles de hogares –en 
muchos países en desarrollo– ha llevado a Dang y Lanjouw (2013) a desarro-
llar un método de estimación de un panel simulado (‘sintético’) de hogares, 
basado en la metodología de estimación de pobreza en áreas menores. Ello 
permite el estudio de trayectorias de los ingresos o los gastos sobre un pe-
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riodo extendido. La aplicación de dicha metodología requiere de repetidas 
encuestas en corte transversal y del cumplimiento de dos condiciones: i) 
que la población muestreada sea la misma en las diferentes ruedas de la 
encuesta, de suerte que se puedan utilizar las características de los hogares 
invariantes en el tiempo; y ii) que la correlación de los errores de las estima-
ciones econométricas en dos periodos sucesivos no sea negativa. 

Respecto a la investigación sobre dinámicas de la pobreza, pueden identifi-
carse dos grandes ejes: i) los estudios que examinan las dinámicas regionales 
y nacionales de la pobreza durante la última década; y ii) los trabajos que se 
interrogan acerca de cuán sostenible ha sido la fuerte reducción de la pobreza 
registrada en el país. La preocupación apunta tanto al análisis de la expansión 
de la llamada clase media y su consolidación, como a un examen de la vulne-
rabilidad de los hogares frente al riesgo de caer en pobreza. En ambos ejes de 
investigación se han hecho uso tanto de los paneles observados como de los 
paneles simulados, mediante el método de paneles sintéticos.

No obstante, al igual que todo método de simulación o de extrapolación, 
es necesario poder evaluar el grado de error o sesgos que dichas estima-
ciones puedan implicar. En el caso de los paneles sintéticos, ello es posible 
confrontando los resultados obtenidos mediante paneles sintéticos con los 
resultados obtenidos de los paneles observados. Es este enfoque el que 
adoptan Cruces et al. (2011) para el caso de Perú, Chile y Nicaragua, países 
en donde existen datos de panel de hogares de buena calidad recogidos 
por encuestas a hogares. Los resultados obtenidos logran predecir bastante 
bien las tasas de transición entre los distintos estados de pobreza, y dichos 
hallazgos son robustos ante diferentes especificaciones de los modelos de 
estimación. Sin embargo, los resultados son menos concluyentes en cuanto 
al perfil de los hogares que experimentan alguna transición de pobreza. Los 
autores exploran tres direcciones hacia las cuales pueden ser extendidos 
los análisis de paneles sintéticos: i) las comparaciones entre indicadores de 
bienestar basados en los ingresos y los gastos; ii) el examen de cuán ro-
bustas son las simulaciones para periodos más largos; y iii) la robustez de 
considerar dos umbrales de transiciones en lugar de uno solo.

A partir de esta misma metodología, Canavire-Bacarreza y Robles (2016) en-
cuentran que las entradas y salidas de la pobreza dependen de la duración 
de la pobreza y de la secuencia de los episodios de pobreza. Una mayor 
cantidad de periodos previos en situación de pobreza se encuentran aso-
ciados a una menor probabilidad de salida de la misma e, inversamente, 
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mientras más tiempo fuera de la pobreza permanezca el hogar, menor será 
la probabilidad de que caiga en ella. De esta manera, los autores sostienen 
que –en la última década de rápido crecimiento– la probabilidad de man-
tenerse fuera de la pobreza o de salir de ella fue más elevada que la de 
mantenerse en dicha situación o la probabilidad de caer en ella. Se concluye 
de su investigación que la situación experimentada en el pasado por los 
hogares puede tener gran importancia en la predicción de su futuro estatus 
de pobreza.

La fuerte reducción de la pobreza durante los últimos 15 años, con su fases 
de fuerte crecimiento y seguida desaceleración, han suscitado varios traba-
jos que examinan la elasticidad de las variaciones de pobreza ante cambios 
en las tasas de crecimiento del PBI y su heterogeneidad regional; asimis-
mo, estudios que intentan identificar cuáles han sido los principales com-
ponentes de los ingresos detrás de los cambios en los niveles de pobreza y 
desigualdad. Entre los primeros, figura el estudio de Garrido (2013), quien 
calcula que la elasticidad de la relación crecimiento económico-pobreza ha 
sido de 0,67 durante el periodo 2007 y 2012. Estimaba que para lograr redu-
cir la pobreza a un nivel de 15% para el 2016, el crecimiento de la economía 
entre 2012 y 2016 debía ser de 17%.

Cruces et al. (2015) centran su análisis igualmente sobre el periodo de fuerte 
crecimiento (2002-2012), y examinan en particular la resiliencia de la eco-
nomía peruana a la crisis internacional ocurrida en 2008, a comparación 
del resto de países de la región. Según las estimaciones de los autores, los 
únicos indicadores del mercado laboral que sufrieron un impacto fueron la 
estructura del empleo, según niveles de educación, y la tasa de empleo for-
mal. En suma, el efecto fue soportado por el sector formal moderno antes 
que el sector informal; por lo cual las consecuencias no se propagaron con 
la misma intensidad al resto de la economía.

Varios autores han analizado en qué medida el crecimiento ha favorecido a 
las regiones y se han interrogado si se dio un escenario de convergencia o, 
por el contrario, las disparidades regionales se han acentuado. Así, Adrian-
zen (2013) revisa la evidencia empírica sobre el crecimiento, reducción de 
la pobreza regional y la convergencia regional (hacia estándares de vida li-
meños) en las regiones peruanas de 2001 a 2012. El autor destaca que la 
evolución agregada de las regiones peruanas se ha dado en un contexto de 
crecimiento nacional sostenido, incremento de las exportaciones, un flujo 
históricamente inusual de capitales privados en la cuenta financiera externa 
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y términos de intercambio favorables. Aunque las regiones experimentaron 
fuertes tasas de crecimiento, estas crecieron menos que la capital; por lo 
cual, el índice de convergencia de la mayoría de las regiones peruanas se ha 
mantenido estancado o ha disminuido ligeramente. El autor deja abiertas 
preguntas como por qué las regiones crecen relativamente menos o por qué 
estas no convergen a los estándares capitalinos.

Otros estudios examinan el caso específico de algunas regiones, intentan-
do identificar los factores que explican a nivel local las condiciones de vida 
observadas. El presupuesto de gobiernos locales en varias regiones del país 
se incrementó significativamente, en particular, en aquellas ligadas a las in-
dustrias extractivas. El boom de los commodities en la década del 2000 y la 
fuerte expansión de las inversiones y exportaciones mineras, tanto como de 
los ingresos de los gobiernos locales por concepto del canon, han llevado 
a interrogantes sobre los impactos económicos locales de dicho auge. Ara-
gón y Rud (2013) examinan el impacto en la sierra norte de la mina Yanaco-
cha, combinando datos sobre los ingresos de los hogares provenientes de 
la Enaho para el periodo 1997-2006 y datos extraídos de los informes de la 
empresa minera. Para cuantificar el grado de exposición a las actividades de 
la mina, los autores calculan la distancia de cada hogar respecto a la ciudad 
de Cajamarca; mientras que la expansión de las actividades de la mina es 
medida a través de la masa salarial, las compras locales y la producción to-
tal. La demanda de la mina en insumos locales es estimada como la suma 
de la masa salarial y las compras locales. Los autores encuentran un efecto 
positivo de la demanda local de la mina sobre los ingresos reales de los 
hogares, aun controlando por los efectos del canon minero. Estos efectos 
se manifiestan únicamente en las áreas aledañas y alcanzan a los trabajado-
res no calificados en ramas distintas a la minería. Según los autores, estos 
resultados subrayan el potencial de los eslabonamientos productivos de las 
industrias extractivas para crear efectos positivos en los países en desarrollo.

Loayza y Rigolini (2016) se preguntan igualmente si el boom minero ha te-
nido un efecto benéfico sobre la población en los distritos mineros respec-
to a los distritos no mineros, únicamente en los 17 departamentos (1364 
distritos en total) en donde existe actividad minera. Para responder a ello, 
se emplean los datos del Mapa de pobreza a nivel distrital, elaborado por 
el INEI –en base al censo del 2007– con datos sobre producción minera y 
transferencias hacia gobiernos locales. Los autores utilizan diversos indica-
dores (tasa de analfabetismo, años de educación, etc.) construidos sobre 
la base de los censos de 1993 y 2007. Encuentran que los distritos mineros 
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tienen mayor consumo promedio per cápita y menores tasas de pobreza 
que los distritos similares. Estos impactos positivos, sin embargo, disminu-
yen drásticamente con la distancia geográfica y administrativa respecto a 
los centros mineros. Por otra parte, la desigualdad de consumo dentro de 
distritos mineros es mayor que en los distritos no mineros comparables. Los 
autores argumentan que este doble efecto se explica por el hecho de que 
la activad minera atrajo inmigrantes con mayores niveles de educación y por 
los empleo obtenidos –por la población local– en las industrias y servicios 
relacionados a la minería. Los autores examinan en qué medida los efectos 
de la actividad minera se extienden hacia los distritos vecinos de los distritos 
mineros. Los resultados obtenidos indican que los efectos de la actividad 
minera no se extienden a los distritos vecinos sino que se confinan a los dis-
tritos mineros. En cuanto a los efectos del canon, los autores no encuentran 
efectos significativos (ni positivos ni negativos), aunque señalan que ello se 
puede deber a que los efectos han sido estimados luego de transcurridos 
tan solo cinco años luego del inicio del canon y a la débil capacidad de los 
gobiernos locales. 

Precisamente, en una investigación previa, Loayza et al. (2014) intentan ex-
plicar los determinantes de la capacidad de gasto de los gobiernos locales. 
Entre dichos determinantes, los autores consideran la capacidad institucio-
nal, las características estructurales y la economía política local. Para ello, em-
plean datos primarios combinando registros administrativos (Renamu, SIAF y 
JNE) y el censo de 2007, además de fuentes secundarias que comprenden el 
Mapa de pobreza distrital 2007 y el indicador de capacidad fiscal, que capta 
el potencial de ingresos de cada distrito, elaborado por Canavire-Bacarreza y 
Martínez-Vázquez (2012). Las estimaciones econométricas son realizadas por 
la técnica de mínimos cuadrados ordinarios (MCO) y regresiones de cuantiles 
sobre una muestra efectiva de panel de 1688 distritos para tres años consecu-
tivos (2007-2009). La variable dependiente en este modelo econométrico fue 
el porcentaje de presupuesto asignado y efectivamente gastado por la muni-
cipalidad en el periodo 2007-2009; mientras que las variables independientes 
incluyen el tamaño del presupuesto, el proceso de asignación, la capacidad 
local de gasto, las necesidades locales y variables sobre la economía política 
(alcalde titular, porcentaje de votos obtenidos por el alcalde). 

De esta forma, se encuentra que uno de los factores causantes de la hetero-
geneidad en las trayectorias de los niveles de vida distritales sería su capa-
cidad de gasto. Sin embargo, dicha relación depende, a su vez, de la capa-
cidad de gasto de las autoridades locales. Los autores citados encuentran 
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que la tasa de ejecución del presupuesto es menor para aquellos distritos 
que disponen de un mayor presupuesto y que las capacidades de gestión 
juegan un papel significativo (poblaciones más educadas y un personal más 
calificado en la municipalidad tienen efecto positivo). Esta relación no es 
lineal, pues la magnitud de los impactos varía a lo largo de la distribución de 
los valores de la tasa de ejecución presupuestal, siendo estos más fuertes 
cuando las tasas de ejecución del presupuesto son menores. Estos resulta-
dos, en cierto modo esperados, implicarían que el impacto del canon mine-
ro –sobre la divergencia de las trayectorias distritales– se ve atenuado por 
la menor capacidad de gasto de los distritos que reciben los montos más 
importantes. Asimismo, los autores resaltan el impacto de factores políticos, 
muy poco abordado en los estudios de dinámicas regionales. En efecto, las 
localidades que registran mayores tasas de pobreza, con menos población 
dispersa y en donde las autoridades fueron elegidas con mayor votación 
exhiben una mayor tasa de ejecución del presupuesto.

Estos resultados llevan a concluir que la mejora única del monitoreo –y no 
de las capacidades de los gobiernos locales– no incrementará la efectividad 
de la descentralización y conllevará a menores niveles de gasto. Es por ello 
que el tamaño del presupuesto, la proporción de dicho presupuesto –cuya 
fuente son las actividades extractivas–, la población del distrito y la capaci-
dad local resultan ser las mayores restricciones en la ejecución de los presu-
puestos de los gobiernos distritales.

Por su parte, Escobal y Armas (2015) exploran la relación existente entre los 
cambios en la estructura agraria y las dinámicas de pobreza de las provincias 
rurales en el Perú. Usan para ello un panel provincial que abarca el periodo 1994 
y 2012. Los resultados descriptivos muestran claramente que las provincias 
con reducciones importantes en las tasas de pobreza rural son aquellas cuyas 
unidades agropecuarias tenían, al inicio del periodo, una mayor cantidad 
de tierra agrícola –en equivalente de riego–,una estructura de propiedad 
menos fragmentada, una distribución de la tierra más equitativa y una mayor 
proporción de productores con capacidad de innovación tecnológica. Por su 
parte, los resultados econométricos sugieren que un importante determinante 
de la dinámica de pobreza rural observada en el periodo analizado es el 
tamaño de la propiedad y no la estructura agraria. El tamaño promedio de la 
unidad agropecuaria no solo tiene un efecto lineal sobre el ratio de bienestar 
o pobreza rural, sino que también existe una importante no linealidad. 
Adicionalmente, los autores muestran que las provincias que presentan una 
tasa de emigración más alta y una tasa de inmigración más baja son las que 
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registran un mayor incremento de la pobreza rural. Finalmente, los autores 
constatan un impacto positivo del grado de diversificación de la actividad 
productiva sobre las posibilidades de generar dinámicas de reducción de 
la pobreza en áreas rurales, aun considerando los factores que determinan 
accesos diferenciados a los mercados.

La investigación realizada por León (2012) busca comprobar si la hipótesis 
de que las economías nacionales crecen consistentemente con la distan-
cia a la línea ecuatorial se cumple en el caso del territorio peruano para 
espacios subnacionales. Para ello, se utilizan coordenadas GPS, datos de 
cuestionarios, archivos climáticos e información proveniente de la Endes; 
con lo cual se estiman modelos llamados moderated multiple regression 
para comprobar el efecto de la latitud del clúster sobre variables de riqueza 
del hogar y educación de las mujeres. Tras controlar por un set de variables 
climatológicas y geográficas del clúster, así como sociodemográficas del ho-
gar, el autor encuentra que el índice de activos del hogar crece de norte a 
sur, según las regiones ecológicas de Brack de orientación latitudinal estu-
diadas, especialmente para los ámbitos rurales. Por su parte, la educación 
de la mujer presenta este mismo efecto, aunque solo para las tres primeras 
regiones ecológicas. 

1.1.5  Aspiraciones

La importancia crucial de la agencia en el complejo vínculo que une las 
capacidades a los funcionamientos ha sido resaltada por Sen. La reflexión 
sobre el papel de la agencia en la perpetuación de la pobreza fue plantea-
do desde la antropología por Appadurai (2004), quien otorga una atención 
particular a los factores asociados a las autolimitaciones de las aspiracio-
nes por las circunstancias y las normas sociales. Califica tal limitación como 
una dimensión misma de las privaciones pues, siguiendo al autor, existe un 
estrecho vínculo entre las aspiraciones y la agencia de los individuos. Los 
‘esfuerzos’ individuales, que generalmente son considerados en la litera-
tura como exógenos y que revelan el dominio de las preferencias, esta-
rían en realidad también determinados por las circunstancias y las normas 
sociales que modelan las aspiraciones. Así, aspiraciones limitadas llevan 
a considerar que el dominio de lo que es posible alcanzar en la vida es 
reducido por el solo hecho de pertenecer a un grupo social discriminado 
o relegado socialmente. De esta manera, se limitan los esfuerzos y se cae 
en una suerte de trampa de pobreza (Bourguignon et al. 2007; Ray 2004; 
Walton y Rao 2004).
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En el periodo 2011-2016, gracias a la acumulación de varias rondas de las  
encuestas realizadas dentro del marco del proyecto Niños del Milenio (Young 
Lives, por su denominación en inglés) varios estudios han sido realizados so-
bre la existencia de brechas de las aspiraciones entre grupos y su impacto 
sobre diferentes variables de resultados en el caso peruano. En la medida que 
el proyecto Young Lives comprende cuatro países (Vietnam, India, Etiopía y 
Perú), permite resaltar diferencias y continuidades entre países con institucio-
nes y normas bastante contrastadas.

El estudio de Dercon et al. (2011) utiliza los datos de niños en edades de 
8, 12 y 15 de Niños del Milenio, y se interroga acerca de la existencia de 
brechas de género sobre un conjunto de indicadores de resultados –entre 
los cuales figuran nutrición, educación, aspiraciones, bienestar subjetivo y 
competencias psicosociales–. Dentro de las competencias psicosociales, in-
cluye un indicador de agencia, distinguiéndolo así de las aspiraciones. En 
el caso del Perú, las brechas de género en favor de los hombres en los test 
cognitivos y de rendimiento observadas a una temprana edad (8 años) de-
jan de ser significativas para las otras cohortes (12 y 15 años). Por su parte, 
las aspiraciones de los padres respecto al nivel de educación de los hijos 
juegan en favor de las niñas de 8 años, y las diferencias dejan de ser signifi-
cativas para los otros grupos de edad. Las aspiraciones de los niños sobre el 
nivel de educación que desearían alcanzar tampoco muestran diferencias de 
género. Interactuando la variable de género con el nivel de educación de la 
madre, con el área de residencia y con pobreza, no se observan impactos de 
género sobre las aspiraciones de los padres o de los niños sobre la agencia 
de los niños en ninguna de las variables de interacción y ninguna de las 
cohortes. Las diferencias de género sí son significativas y desfavorables a las 
niñas en el caso de la matrícula escolar, pero dicho efecto solo es observado 
para la cohorte de 12 años. 

Utilizando la misma encuesta, Doman y Pells (2015) constatan que las niñas y 
los niños tienen elevadas aspiraciones para su futuro. Para la cohorte de 12 
años de edad, el 92% aspiraba a alcanzar la formación profesional o universi-
taria. Sin embargo, durante la adolescencia, las diferencias sociales iniciales 
se manifiestan en menores tasas de escolaridad para los más pobres respec-
to a los menos pobres (con una diferencia de 25 puntos porcentuales y un 
poco más de 30 puntos para los adolescentes de 15 y 19 años). En el caso de 
los más pobres, los costos de oportunidad son más elevados en la medida 
que la escuela compite con la necesidad de trabajar y conlleva reducir sus 
aspiraciones educativas hacia metas más realistas. Se abandona así la idea 
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de una formación universitaria por la de una educación técnica, que significa un 
nivel educativo mayor al alcanzado por la mayoría de los padres.

En otro estudio sobre las aspiraciones de los Niños del Milenio, Boyden (2013) 
analiza –bajo un enfoque cualitativo– la asociación entre educación formal, mo-
vilidad social y migración infantil independiente en los cuatro países cubiertos 
por la encuesta. Boyden sostiene que entre las poblaciones de escasos recursos, 
la migración infantil cumple la función de reforzar las relaciones de parentesco 
entre generaciones y los hogares, así como facilitar la progresión de los niños a 
través del curso de vida, cumpliendo un papel fundamental en la reproducción 
social. La educación ha adquirido un valor simbólico como el principal medio 
para escapar de la pobreza y la realización de las aspiraciones de movilidad so-
cial. Como tal, elevadas aspiraciones educativas se combinan con carencias del 
sistema educativo para estimular la selección de escuela, las transferencias de 
escuela y la migración de niños escolares. El artículo concluye examinando las 
implicaciones para los niños, para la reproducción social y política.

El vínculo entre aspiraciones y migraciones es igualmente explorado con un 
enfoque biográfico por Crivello (2015). El autor examina las aspiraciones de 
jóvenes peruanos y el papel de la migración en sus futuros imaginados, desde 
una perspectiva generacional con datos de Niños del Milenio. El objetivo es 
profundizar la comprensión de los contextos sociales en que se generan aspi-
raciones por y para los niños, prestando atención a las historias de la migración 
familiar, los contextos familiares y las redes de migración de los niños. El autor 
concluye que las aspiraciones representan mucho más que fututos abstractos, 
pues orientan acciones y comportamientos en el presente y permiten una mira-
da más compleja de las desigualdades y las condiciones de privación actuales 
de los niños.

Vakis et al. (2016) sugieren que existe una suerte de “contagio” entre las aspi-
raciones de los niños respecto a sus pares, el cual operaría a través del apren-
dizaje sobre las experiencias positivas de otros niños. Los autores encuentran, 
en un primer análisis exploratorio, que los niños que viven en comunidades 
en donde las aspiraciones de logro educativo de sus compañeros son altas 
también tienen aspiraciones más altas (y viceversa). Esto sugeriría que las inte-
racciones sociales pueden provocar cambios positivos en el proceso de toma 
de decisiones de los niños respecto a su futuro.

Desde otro ángulo, Risso y Pasquier-Doumer (2015) se interrogan sobre el pa-
pel de las aspiraciones en la persistencia en la pobreza y la reproducción de las 
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desigualdades –en el caso de la población indígena– utilizando los datos de 
Niños del Milenio. En lugar de centrarse, como los estudios precedentes, en 
las aspiraciones respecto al nivel de educación deseado (pues existe una casi 
unanimidad en cuanto a las aspiraciones por alcanzar el nivel de educación su-
perior), las autoras focalizan su atención sobre las aspiraciones ocupacionales y 
sobre los rendimientos escolares. De esta forma, se distingue un canal interno 
y un canal externo, a través de los cuales operaran las limitaciones en las aspi-
raciones. El canal interno consiste en la interiorización por parte de los niños in-
dígenas de sentimientos de inferioridad, derivados de estereotipos discrimina-
torios (lo que Bourdieu ha calificado como “violencia simbólica”), cuya génesis 
puede remontarse al periodo colonial. Por su parte, el canal externo operaría 
de manera indirecta: el niño no aspirará a ocupaciones prestigiosas, pues sabe 
que es muy poco probable que ello sea posible debido a los pocos recursos 
con que cuenta su hogar. Las autoras destacan igualmente el papel que puede 
cumplir un grupo de referencia restringido al ámbito local, igualmente pobre, 
en el modelado y acentuación de la limitación de las aspiraciones. 

El análisis descriptivo de los datos de la encuesta revela que los niños indígenas 
tienen menores aspiraciones –que los niños no indígenas– en cuanto al tipo de 
ocupación que desearían tener cuando sean adultos. Sin embargo, una vez con-
troladas las diferencias socioeconómicas, mediante la estimación econométrica, 
dichas diferencias ya no resultan significativas. Ello significa, siguiendo a las au-
toras, que los niños indígenas no han internalizado los esquemas raciales acerca 
de sus oportunidades, y que el nivel socioeconómico del hogar y el nivel educa-
tivo de los padres predicen el nivel de aspiraciones ocupacionales de los niños. 
Esto, a su vez, repercute negativamente sobre los rendimientos educativos. Las 
autoras precisan que, aun cuando en el presente la discriminación étnica no sea 
significativa en la formación de las aspiraciones de los niños indígenas, dicha dis-
criminación ha moldeado en el largo plazo la estratificación socioeconómica que 
determina las actuales aspiraciones profesionales de los niños.

En cuanto al efecto de las aspiraciones sobre los rendimientos educativos, se 
constata que mientas más modestas sean las aspiraciones de los niños, más limi-
tado será el progreso en los logros lingüísticos. La limitación en las aspiraciones 
es así un canal adicional que explica la persistencia de las desigualdades entre 
los grupos étnicos y que refuerza el efecto del entorno socioeconómico sobre 
el rendimiento escolar. En efecto, según las autoras, el entorno socioeconómico 
de los niños indígenas afecta directamente a su aprendizaje en la escuela, pero 
también de manera indirecta en la medida que moldea las aspiraciones de las 
cuales dependen sus esfuerzos académicos.
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1.1.6  La vulnerabilidad a la pobreza y expansión de la clase media

En la última década, el Perú ha atravesado por un periodo de rápido creci-
miento económico, acompañado de una espectacular reducción de la pobreza 
de 37 puntos porcentuales. Sin embargo, la desaceleración observada en los 
últimos cuatro años ha llevado a interrogarse si dicho crecimiento ha permitido 
consolidar una clase media librada definitivamente del riesgo de caer nueva-
mente en pobreza o si, por el contrario, aquellos hogares que dejaron la pobre-
za volverían a ella en un contexto macroeconómico menos favorable.

La vulnerabilidad está asociada no solamente al alto riesgo de caer en la po-
breza en un periodo futuro, sino también a la incertidumbre sobre si el día de 
mañana se podrán cubrir las necesidades más esenciales. El vivir en la zozobra 
y el temor que un choque adverso pueda llevar a alimentarse mal, no poder 
curarse ni escolarizar a los niños, entre otros, es una dimensión de bienestar 
en sí misma, con valor intrínseco para los hogares, la cual ha sido largamente 
ignorada. A diferencia de los enfoques tradicionales estáticos –que se limitan 
a constatar la ocurrencia de la pobreza y actuar una vez ocurrida ella–, un en-
foque dinámico permite identificar cuántos y quiénes son los hogares vulnera-
bles y permite diseñar políticas sociales específicas a esta población. Por ello, 
se torna necesario centrarse en un análisis dinámico que considere el halo de 
pobreza para poder determinar cuántos y quiénes son los hogares pobres. En 
otras palabras, no basta con saber quiénes son los pobres en un momento 
dado, sino considerar también a los que acaban de escapar de la situación de 
privación tanto como aquellos con alta probabilidad de caída en la misma. Así, 
la vulnerabilidad se define como el riesgo ex ante de que un hogar fuera de la 
pobreza pase a encontrarse inmerso en ella para el siguiente periodo temporal. 

Higa (2011), en un examen del periodo 2002-2006, busca determinar en qué 
medida el boom de la economía peruana ha contribuido a disminuir la inci-
dencia de la pobreza, pero no la vulnerabilidad a la caída en la misma. Los 
resultados de sus estimaciones sugieren que los hogares se han vuelto más 
vulnerables durante los últimos años del ciclo expansivo de la economía. Higa 
estima que el consumo del hogar peruano promedio debe incrementarse en 
35% para compensarle por vivir en una situación en donde existe desigualdad 
e incertidumbre. Este hogar es vulnerable un 78% debido a la pobreza y un 
22% por la incertidumbre, siendo la incertidumbre específica al hogar de mayor 
relevancia que la que afecta igualmente a su entorno. En suma, aunque los 
pobres son los más vulnerables, existen también hogares con mayores niveles 
de ingreso que también presentan una alta vulnerabilidad.
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López-Calva y Ortiz-Juárez (2014) se proponen identificar y cuantificar a 
la ‘clase media’ para tres países (Chile, México y Perú). La definen como 
aquella población no pobre y no vulnerable, que no pertenece a la élite 
económica. Así, la población no vulnerable será aquella que tiene un riesgo 
mínimo de caer en la pobreza. En el caso del Perú, los autores calculan la 
probabilidad de caer en la pobreza utilizando el panel de la Enaho para 2002 
y 2006. Con ello, obtienen 260 observaciones para las entradas en pobreza 
y 1261 combinando entradas y permanencias en pobreza, sobre un total de 
3142 hogares presentes en ambos años. De esta forma, se estima una línea 
de vulnerabilidad ‘condicional’, pues utiliza el ingreso predicho de una esti-
mación de Mincer basada en los atributos del hogar para calcular el valor de 
dicha línea. Examinando las transiciones de pobreza observadas, los autores 
sugieren fijar un umbral de 10% de probabilidad de caer en la pobreza, por 
ser un valor que corresponde al promedio de caída en pobreza de los hoga-
res y por representar una muy pequeña probabilidad de caída. Los autores 
muestran que ha habido un crecimiento significativo de la clase media (de 
23% a 42,3% entre 1997 y 2010) a la par de la persistencia de un grupo con-
siderable de hogares que aún enfrentan la posibilidad de volverse pobres. 

Ferreira et al. (2012), contrariamente a estudios precedentes, adoptan un en-
foque distinto para definir quiénes componen la clase media. Abandonan la 
idea de un umbral monetario que los autores consideran como arbitrario. El 
enfoque adoptado se basa en la percepción subjetiva de los hogares acerca 
de su pertenencia a la clase media, y el umbral monetario es definido como 
aquel nivel de ingresos que corresponde al nivel mínimo para el cual los in-
dividuos se consideran miembros de la clase media. En el caso del Perú, di-
cho valor es de US$10,5 en paridad de poder de compra (PPP), no muy lejos 
de la línea de vulnerabilidad estimada según el enfoque de López-Calva y 
Ortiz-Juárez (2014), de quienes retoman igualmente el umbral máximo ($50 
en PPP) que separa la clase media de la élite. Según las estimaciones de 
Ferreira et al. (2012), la clase media (y la élite) en el Perú representaba el 26% 
de la población en 2004 y un 30% de ella en 2006. La población que pasó a 
formar parte de la clase media presenta mayores niveles de educación, vive 
en zonas urbanas y cuenta con una mayor proporción de empleo formal 
respecto al promedio del grupo del cual provienen.

Herrera y Cozzubo (2016), basándose en los paneles de la Encuesta Nacional 
de Hogares 2004-2014, estiman un índice de vulnerabilidad definido como 
la probabilidad de que un hogar no pobre se vuelva pobre en el siguiente 
periodo. Para identificar a los vulnerables, utilizan la estrategia desarrolla-

518

POBREZA, DESIGUALDAD Y POLÍTICAS SOCIALES:  
BALANCE 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



da por Dang y Lanjouw (2014), con lo cual se genera una base de datos 
que apila los nueve paneles bianuales del periodo 2004-2014. Se obtiene 
una muestra de más de 55 mil observaciones, la cual incluye un número im-
portante de observaciones de entradas en pobreza (4206 hogares). Así, los 
autores estiman una línea de vulnerabilidad tomando la correspondiente al 
nivel de gastos o ingresos asociados a los hogares con una probabilidad de 
caída en pobreza del 10%.

A partir de la línea de vulnerabilidad y las líneas de pobreza extrema y no 
extrema, los autores analizan la evolución de los hogares vulnerables. En-
cuentran que la población vulnerable se ha expandido de 20% a 33% entre 
2004 y 2014, al mismo tiempo que la pobreza se redujo en 37 puntos. La des-
aceleración del crecimiento, particularmente en los dos últimos años, se ha 
traducido en un incremento del índice de vulnerabilidad, rompiendo así la 
tendencia decreciente observada durante el periodo de rápido crecimiento. 
Herrera y Cozzubo sugieren que la vulnerabilidad en el Perú es de natura-
leza ‘estructural’, pues se relaciona directamente con las características de 
la inserción laboral, generadoras de muy fuerte inestabilidad de ingresos. 
A ello se agrega la vulnerabilidad asociada al tipo de hogares y al ciclo de 
vida (hogares extendidos con una mayor proporción de miembros depen-
dientes y hogares jóvenes). El entorno geográfico –estrechamente asociado 
a la densidad del Estado y que define, en cierto modo, las oportunidades 
productivas– también juega un papel importante en la vulnerabilidad es-
tructural. Los autores encuentran que los choques adversos, que han sido 
tradicionalmente considerados como factores distintivos de los vulnerables, 
solo mostraron tener un impacto significativo cuando se trata de choques 
mayores (catástrofes naturales) o al presentarse de manera acumulada. Por 
último, las estrategias empleadas por los hogares para atenuar o neutralizar 
el impacto de un choque adverso presentan resultados contrastados; por un 
lado, la utilización del ahorro permite reducir la vulnerabilidad a la pobreza 
en casi un tercio; por el otro, el recurrir al endeudamiento resulta un factor 
agravante de la vulnerabilidad. 

Díaz y Valdivia (2012) estudian el impacto sobre los gastos provocados por cho-
ques de salud (definidos como la ocurrencia de una nueva enfermedad crónica 
en el hogar). En este trabajo, los autores encuentran que un incremento en los 
gastos de bolsillo en salud no se traduce en una reducción equivalente de los 
otros gastos del hogar –exceptuando el caso cuando el principal perceptor de 
ingresos es afectado por un shock de salud, donde los resultados muestran que 
los hogares peruanos parecen poder suavizar el impacto sobre los ingresos por 
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trabajo y los otros gastos–. Ello implicaría, según los autores, que los hogares 
utilizan sus activos acumulados o las redes sociales para mitigar la carga finan-
ciera que provocan los choques de salud. Sin embargo, dicha estrategia no es 
sostenible en el tiempo y podría perpetuar una transmisión intergeneracional 
de la pobreza, al obligar a los hogares a sacrificar gastos en educación y ali-
mentación con el fin de satisfacer las necesidades de gasto corriente. Estos 
efectos pueden ser atenuados en la medida que las familias puedan recurrir a 
redes informales de seguridad (familias extendidas, organizaciones comunita-
rias) para hacer frente a los costos financieros de los choques de salud.

1.1.7  Pobreza urbana, pobreza rural

Durante el periodo 2004-2015, se registró en el Perú un de las más impor-
tantes disminuciones de la pobreza de la región y ciertamente en su historia. 
A pesar de que dicha reducción fue más importante en el área rural (38,2 
puntos) que en área urbana (33,7 puntos), el peso creciente de la población 
urbana ha significado que en 2015 el número de pobres en áreas urbanas 
sea ligeramente superior al de los pobres rurales (aunque la diferencia no es 
estadísticamente significativa). En cierto modo, la pobreza en el Perú se ha 
venido ‘urbanizando’.

Mitlin (2013) destaca que la pobreza urbana está estrechamente vinculada 
a la inserción de los hogares al mercado de trabajo, pues predomina el em-
pleo informal y el subempleo en los hogares pobres. La violencia, el déficit 
de servicios básicos y la inseguridad en la tenencia de la vivienda caracteri-
zan igualmente a la pobreza urbana. El autor se interroga sobre el papel que 
juegan los movimientos sociales en las políticas de lucha contra la pobreza. 
Destaca el impacto de los comedores populares, los comités de Vaso de 
Leche y –de manera general– los movimientos sociales que presionan al 
Estado en favor de la provisión de bienes de consumo colectivos.

1.2  Desigualdad

Los estudios sobre la desigualdad han cobrado importancia en un contexto 
de fuerte caída de las tasas de pobreza y moderada reducción de la des-
igualdad monetaria. La persistencia de elevados niveles de desigualdad 
implica que, para lograr reducir la pobreza, se requieren tasas promedio de 
crecimiento más altas respecto a un contexto de menor desigualdad. Sin 
embargo, las perspectivas macroeconómicas son poco propicias como para 
poder alcanzar tasas de crecimiento similares a las del periodo 2004-2012. 
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Dos líneas de investigación han buscado precisar el diagnóstico sobre los ni-
veles y la evolución de la desigualdad de los ingresos. La primera de ellas se 
ha centrado en una evaluación crítica de las estimaciones del coeficiente de 
Gini, considerando la subestimación de los altos ingresos. El punto de parti-
da de dichos estudios es la discrepancia existente entre las estimaciones del 
agregado del ingreso en cuentas nacionales y las estimaciones provenientes 
de la encuesta de hogares Enaho, que no recogen correctamente los altos 
ingresos debido a la subdeclaración por parte de los hogares entrevista-
dos. Por razón del diseño de la muestra, dicho segmento de altos ingresos 
presenta una probabilidad muy baja de ser seleccionado, además de tener 
una alta probabilidad de no respuesta a la encuesta. La segunda línea de 
investigación ha analizado la contribución de los distintos componentes de 
los ingresos a la evolución observada de los índices de desigualdad.

Más allá del diagnóstico sobre las desigualdades monetarias, diversas inves-
tigaciones –retomando en cierto modo las preguntas planteadas por Sen 
(¿desigualdad entre quiénes?, ¿desigualdad de qué?)– abordan las diversas 
dimensiones de las desigualdades horizontales y focalizan su atención sobre 
la desigualdad de oportunidades antes que sobre la desigualdad de resul-
tados de mercado. 

1.2.1  La medición de la desigualdad monetaria

Por un lado, Yamada y Castro (2012) señalan que las estimaciones de des-
igualdad a partir de la Encuesta Nacional de Hogares está sesgada, debi-
do principalmente al subreporte de los hogares ricos. Ante ello, los autores 
reemplazan el consumo promedio de la Enaho con su contraparte de las 
cuentas nacionales, asumiendo una forma log-normal para las variables de 
interés (ingresos y gasto). Encuentran que el índice de Gini corregido au-
menta considerablemente, con discrepancias de hasta 20 puntos, lo cual 
interpretan como una suerte de umbral máximo. Pese a que un punto clave 
de la metodología empleada por Yamada y Castro es la forma log-normal, 
asumida para las variables dependientes, los autores no logran demostrar 
que la distribución de ellas siguiera esa distribución empírica. No obstante, 
la forma funcional asumida permite efectuar análisis sobre la elasticidad de 
la pobreza con el crecimiento y la desigualdad.

Por su parte, Yamada et al. (2012) analizan la evolución de la desigualdad 
monetaria en el Perú entre los años 1997 y 2010. Los autores parten de la in-
tuición que “si las cuentas nacionales capturan todo el ingreso nacional ge-
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nerado y el consumo agregado realizado, sus diferencias con los agregados 
estimados a partir de las encuestas de hogares identifican los subreportes 
que faltan para completar las distribuciones de ingresos y gastos” (2012: 
71). De este modo, asumiendo una distribución log-normal de los gastos 
e ingresos, como en el caso previamente citado, los autores las relacionan 
mediante identidades matemáticas con la línea de pobreza, la incidencia 
de pobreza y el coeficiente de Gini. Para algunos casos, se encuentra una 
discrepancia, pues la desigualdad aumenta según las cuentas nacionales, 
mientras que se ve una reducción según los resultados de la Enaho.

Escobal y Ponce (2012) también coinciden en que las encuestas de hoga-
res tienden a subestimar la desigualdad al no capturar a la población más 
rica; por lo cual, proceden a ajustar los coeficientes de Gini por las cuen-
tas nacionales. Ellos muestran que –entre 1981 y 2007– la desigualdad del 
gasto per cápita entre individuos tuvo una tendencia a la baja, aunque las 
desigualdades horizontales se vieron incrementadas. Aunque no detallan la 
metodología empleada, los autores asumen una distribución log-normal del 
gasto per cápita, y afirman que con otras distribuciones de colas más anchas 
(del tipo Singh-Maddala o Dagum) se encuentran resultados similares. Los 
índices de Gini recalculados muestran una reducción mucho menor de la 
desigualdad con relación a la trayectoria del indicador obtenido de las en-
cuestas de hogares.

En el caso del trabajo de Lopez-Calva y Ortiz-Juarez (2012), los autores pro-
ponen un índice novedoso de desarrollo humano al usar la familia de ín-
dices de Foster, el cual penaliza la desigualdad al ser sensible a la forma 
funcional de la distribución. Para ello, utilizan indicadores de ingreso, salud 
y educación de encuestas con representatividad nacional, e indicadores de 
mortalidad mediante data censal a nivel municipal. Propuesto este índice 
multidimensional, los autores realizan un ejercicio de aplicación empírica 
para México, Nicaragua y Perú. Encuentran que las pérdidas en desarrollo 
humano por desigualdad están cerca del 29% para el caso peruano, siendo 
el componente educativo el más sensible al ajuste por la desigualdad. 

1.2.2  Tendencias y descomposición de la desigualdad

En general, el panorama que se observa en Perú y Latinoamérica es de una 
mejora considerable en la dotación de educación de la mano de obra, una 
distribución menos concentrada de los años de educación y una mayor ofer-
ta de mano de obra calificada. Esto propicia una reducción en los retornos 

522

POBREZA, DESIGUALDAD Y POLÍTICAS SOCIALES:  
BALANCE 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



relativos a la educación (premium), que ahora no son un activo tan escaso en 
la sociedad. El análisis del caso peruano es de especial cuidado, pues son 
conocidas las fuertes raíces de la desigualdad en el país. Tal como señalan 
Jaramillo y Saavedra (2010), el Perú ha mostrado como tendencia de largo 
plazo una reducción de la desigualdad desde 1991, claramente marcada por 
una distribución más equitativa de la tierra y de la educación. Sin embargo, 
Lima sigue presentando los mayores niveles de desigualdad, mientras que 
la reducción en la inequidad de los ingresos ha ocurrido primordialmente 
por la reducción de la desigualdad en las áreas urbanas y una pequeña con-
tribución en áreas rurales. 

La descomposición de los factores asociados con la reducción de la des-
igualdad, presentada por Jaramillo y Saavedra, muestra que el cambio en 
la estructura educativa de la mano de obra y los retornos a la experiencia 
laboral fueron los principales contribuyentes de la reducción de la desigual-
dad entre 1997 y 2006. Por otro lado, el papel de las rentas, el número de 
horas trabajadas y los retornos a la educación incrementaron la desigualdad 
de los hogares. Por su parte, el papel de las políticas públicas presenta un 
rol igualador, aunque de poca capacidad, a través de transferencias mone-
tarias directas (transferencias condicionadas a hogares pobres y pensiones 
no contributivas), transferencias en bienes y aumento en la provisión de ser-
vicios públicos como educación y salud. Para el periodo analizado, se ob-
servan efectos a través del premio a la educación, pues este disminuye en 
el caso de los trabajadores calificados, mientras que se observa una mayor 
equidad en el acceso y los años de educación. Asimismo, se produce un 
cambio demográfico, por el cual aumenta la proporción de adultos dentro 
de los hogares. El efecto sobre los retornos a la educación superior se ge-
nera principalmente por el crecimiento de la oferta de mano de obra califi-
cada, que sobrepasa los niveles de demanda. Este escenario es opuesto al 
de décadas anteriores, donde la mayor demanda de este factor productivo 
generó retornos elevados a la educación superior. 

Azevedo et al. (2013) proponen una descomposición de los cambios obser-
vados en la desigualdad en el Perú (para el periodo 2004-2010) y en otros 13 
otros países de América Latina. El método de descomposición se basa en 
una serie de simulaciones de distribuciones contrafactuales usando el méto-
do Shapley-Shorrocks, lo cual permite a los autores estimar la contribución 
de los cambios demográficos, cambios en el empleo y en cada una de las 
fuentes del ingreso del hogar. Los resultados obtenidos en el caso peruano, 
al igual que en el conjunto de países considerados, designan a los ingresos 
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por trabajo (que dan cuenta de 61% de la reducción) como el principal factor 
en la reducción observada del coeficiente de Gini (de 3,6 puntos). Ello no es 
sorprendente en la medida que es la principal fuente de los ingresos y es la 
que creció a mayores tasas anuales entre todos los componentes del ingre-
so (5,1%, cuando el ingreso promedio creció a una tasa anual de 4,8%). El in-
greso por trabajo se incrementó –a su vez– debido al fuerte crecimiento de 
los ingreso por hora (5,3% de crecimiento promedio anual) y no al aumento 
de las horas trabajadas, las cuales disminuyeron ligeramente (-0,3%). El cre-
cimiento de los ingresos fue durante este periodo marcadamente propobre, 
en la medida que el ingreso por hora del quintil más pobre creció a una tasa 
anual promedio de 8,8% mientras que el del quintil más rico lo hizo a una 
tasa de 2,9% anual. Las transferencias tuvieron una contribución modesta 
en la reducción del coeficiente Gini (dan cuenta del 11% de la reducción 
observada), a pesar de haberse incrementado en casi 20% entre 2004 y 2010. 
Dicha contribución fue bastante mayor en otros países de la región, alcan-
zando a representar un 30% de la disminución de la desigualdad, lo cual 
significa que existe un amplio margen en la reducción de las desigualdades 
mediante un incremento en las transferencias para el Perú.

Robles y Robles (2016) extienden y afinan el análisis –realizado por Azevedo 
et al. (2013)– de los factores que han contribuido a la reducción del coefi-
ciente de Gini, desagregando con mayor detalle los componentes de los 
ingresos y extendiendo el periodo bajo análisis a los años 2004 y 2013. Utili-
zando el mismo método de descomposición, encuentran que la disminución 
de los rendimientos a la educación tuvo una contribución a la reducción 
de la desigualdad más importante que el incremento de los ingresos por 
trabajo. Las transferencias, una vez desagregadas en sus componentes de 
fuentes públicas y privadas, permiten resaltar el papel redistributivo de los 
programas sociales, cuya contribución a la reducción del coeficiente de Gini 
fue de 15,2%, no muy lejos de la contribución de los ingresos por trabajo 
de 18,2%.

Considerando la condición del empleo, Rentería (2015) analiza las diferen-
cias de ingresos entre trabajadores con empleo formal e informal, en cuanto 
estas puedan ser explicadas por los atributos productivos de los trabaja-
dores o si resultan de diferencias propias de la segmentación laboral en 
el mercado peruano. Para ello, utiliza la técnica de emparejamiento en ca-
racterísticas observables propuesta por Ñopo, la cual representa una me-
jora respecto al método propuesto por Oaxaca-Blinder al reconocer explí-
citamente el problema de las ‘diferencias en los soportes’; es decir, que no 
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todos los atributos están presentes en ambos grupos de comparación. En 
base a los datos de la Enaho 2004-2013, el autor encuentra que el 35% de la 
brecha salarial permanece inexplicada sobre la base de factores no obser-
vables, lo cual se condice con la hipótesis de segmentación en el mercado 
laboral. Asimismo, se identifica que la evolución de este componente no ex-
plicado va en aumento para los trabajadores independientes de la muestra. 

Desde una perspectiva agregada sobre la medida en que la prosperidad ha 
sido compartida en el Perú, Cord et al. (2015) resaltan la fuerte reducción de 
pobreza de los últimos periodos y la mejora en los niveles de desigualdad, 
pasando de 0,49 a 0,44 del Gini entre los años 2004 y 2013. Sin embargo, 
los autores resaltan las marcadas diferencias según áreas geográficas, pues 
se evidencia que la reducción en la desigualdad se concentra en las áreas 
urbanas, mientras que en áreas rurales esta se redujo muy poco, resultado 
similar al encontrado por Inchauste et al. (2012). En este trabajo, los autores 
hacen mención de la conocida relación inversa entre crecimiento y pobreza 
y resaltan que la elasticidad crecimiento-pobreza resulta mucho más eleva-
da en contextos de poca desigualdad entre los hogares. Ello permite una re-
ducción rápida de la pobreza ante esquemas de fuerte crecimiento. Esto es 
claramente observado en la diferencia entre el contexto urbano y rural para 
los años 2004 y 2013. El área urbana presenta una elasticidad crecimiento-
pobreza que casi duplica la elasticidad observada para el área rural, debido 
a la fuerte reducción de inequidad comparada a la casi inamovilidad de este 
indicador para el contexto rural. En este sentido, Cord et al. (2015) señalan 
cuatro canales para mantener el crecimiento de la igualdad entre los hoga-
res, a saber: i) mantener una política fiscal progresiva y de estabilidad fiscal; 
ii) proveer servicios básicos al total de la población y generar instituciones 
eficientes; iii) promover mercados de buen funcionamiento (equitativos e 
inclusivos); y iv) contribuir al manejo del riesgo de los hogares en búsqueda 
de su resiliencia a situaciones de pobreza. Para el caso peruano –en donde 
se continuó reduciendo los niveles de desigualdad, aunque a tasas muy cer-
canas a cero– se evidencia que el efecto de ecualización de los ingresos en 
los últimos años no se debe al crecimiento de los hogares más pobres en 
términos de ingresos, sino al crecimiento nulo para aquellos hogares más ri-
cos en un contexto de debilidades del mercado de trabajo (Cord et al. 2016). 

Las tendencias de largo plazo de la desigualdad y la polarización espacial 
de los ingresos son examinadas por Escobal y Ponce (2012), empleando es-
timaciones de crecimiento del gasto per cápita, pobreza y desigualdad con 
datos de los censos de los años 1981, 1993 y 2007. Con ello, se encuentra 
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que el indicador de desigualdad de Gini no muestra cambios sustanciales 
en el periodo, sino un primer estancamiento y luego una leve reducción. Los 
resultados obtenidos revelan que, a pesar de la tendencia negativa en el Gini, 
existen procesos importantes de polarización espacial y entre grupos sociales, 
que se han venido exacerbando a favor de las grandes ciudades y de una cre-
ciente polarización entre grupos indígenas y no indígenas. Sin embargo, no se 
observa una tendencia similar entre grupos con niveles educativos distintos.

1.2.3  Desigualdades horizontales

Respecto a las desigualdades horizontales, también llamadas desigualda-
des entre grupos, hemos encontrado una variedad de preguntas de investi-
gación y subgrupos poblacionales estudiados bajo dicha óptica: agriculto-
res y relaciones productivas, etnicidad, adultos mayores, género, etc.

Escobal y Cavero (2012) estudian los efectos distributivos de reducir 
los costos de transacción al acceso a mercados por parte de pequeños 
agricultores de papa en el Perú. Para ello, recolectan información para 360 
productores del valle del Mantaro, donde coexisten pequeños agricultores 
tradicionales junto a modernos agricultores especializados, orientados a 
mercados agroindustriales. Por ello, la muestra fue estratificada –por el tipo 
de mercado al que apuntaban los productores– usando el Censo Nacional 
Agropecuario de 1994 para calcular los pesos y asegurar que la muestra fuese 
representativa de pequeños productores en el área. Con esta información 
estadística, los autores emplean un modelo –a través de la técnica switching 
regressions, con una separación de la muestra conocida–, el cual estima la 
probabilidad de acceder al mercado industrial; asimismo, permite construir 
distribuciones contrafactuales del ingreso por hectárea que hubiesen 
obtenido los productores que terminaron apuntando a la agroindustria si 
hubieran vendido en el mercado tradicional. Como resultado, se comprueba 
que ante la oportunidad de ingresar a un mercado agroindustrial, aquellos 
con más tierra, educación y mayor nivel de organización son capaces de 
lidiar con las nuevas complejidades del arreglo contractual. Esto genera un 
efecto sobre la distribución de los ingresos y la polarización de la economía 
campesina, puesto que el ingreso neto por hectárea es tres veces mayor al 
ser vendida la producción en el mercado agroindustrial. 

En el trabajo de Ñopo et al. (2011) se investiga –mediante experimentos 
de laboratorio– si es que existe discriminación económica basada solo en 
características personales o basada en prejuicios sobre desempeño que po-
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drían tener un correlato con los resultados obtenidos en tareas grupales. 
Para ello, se utilizó una muestra de estudiantes no universitarios de entre 
20 y 35 años, residentes de Lima Metropolitana, con experiencia en el mer-
cado laboral, que estuvieran trabajando, que supieran utilizar internet y con 
alguna cuenta de correo electrónico. Con este grupo se aplicaron juegos 
lineales repetidos sobre bienes públicos, que permitían comprobar el grado 
de confianza entre los participantes. Los sujetos del estudio recibieron foto-
grafías digitales de otras personas participantes en el experimento e infor-
mación sobre el desempeño en el pasado, y luego se les solicitó escoger a 
quiénes les gustaría que perteneciesen a su equipo. Tras el experimento, los 
autores muestran que el comportamiento de los sujetos no está relacionado 
con las características personales (grupo étnico y posición socioeconómica) 
y que existe poca relación con las teorías estadísticas de discriminación. No 
obstante, los participantes utilizaron las características personales al poder 
elegir compañeros, mientras que la evidencia de discriminación o estereoti-
pificación se desvaneció casi por completo una vez se suministrara informa-
ción sobre el comportamiento de los demás.

Respecto al grupo de adultos mayores, Clausen (2015) plantea en su tesis 
una investigación sobre la existencia de desigualdad en la incidencia de po-
breza multidimensional entre adultos mayores originarios y no originarios. 
Para ello, emplea información de la Enaho 2013, con lo cual identifica a los 
adultos mayores según su procedencia étnica y construye, a partir de una 
propuesta de dimensiones, el indicador de pobreza multidimensional de 
Alkire-Foster para estos grupos. Con ello, se muestra la existencia de una 
brecha intergrupal en la incidencia de pobreza, que coloca en desventaja al 
grupo de adultos mayores de procedencia étnica. 

En cuanto a las desigualdades horizontales que afectan a grupos étnicos, la 
investigación de Rodríguez (2012) aborda la relación entre contar con una 
lengua materna distinta al castellano y la deserción de los estudios escolares 
básicos. Para ello, se plantea un modelo de duración de riesgo proporcional 
y un modelo de tiempo de falla acelerado con información de la Enaho para 
los años 2008 y 2009; asimismo, se incluyen variables del Censo Escolar 2008 
–como la tasa de matrícula de cada nivel educativo, número de docentes 
por distrito y disponibilidad de centros educativos de educación básica de 
menores en los distritos de los encuestados–. Con este ejercicio, el autor 
concluye que los niños quechuahablantes de nacimiento presentan un im-
pacto negativo sobre la permanencia en la escuela, aunque este efecto se 
concentra en primaria y desaparece en secundaria. El autor interpreta este 
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resultado afirmando que, dado el alto riesgo de desertar de los quechuaha-
blantes en primaria, muchos de ellos desertarán durante esta etapa o exac-
tamente al final de la misma, mientras que los alumnos con otras lenguas 
maternas “superan” este obstáculo en los primeros años de enseñanza, con 
lo cual “adquieren las competencias necesarias para desarrollar su educa-
ción en una segunda lengua sin mayores contratiempos”. 

Continuando con el análisis de las desigualdades que afectan a la población 
de originen étnico, Planas et al. (2014) estudian las disparidades étnicas en 
la calidad de atención en salud a través de un randomized controlled trial 
en establecimientos de Perú, adonde se enviaron pacientes simulados. Para 
ello, se seleccionaron 202 establecimientos de salud en Lima, que corres-
ponden al 57% del total de la región. Allí se enviaron pacientes con perfiles 
mestizos e indígenas –representados a través de la ropa, cabello, acceso-
rios, postura y patrones movimiento–, quienes emplearon el mismo guión 
para solicitar anticonceptivos. Con ello, se buscó indagar cuál era el efecto 
de la condición étnica del paciente sobre la probabilidad de que el personal 
médico siguiera el protocolo de planeamiento familiar y la guía de atención 
desarrollados por el Minsa. Con ello, los autores conducen un análisis de 
regresión aunque no logran encontrar ninguna diferencia estadísticamente 
significativa en el índice construido sobre el número de tareas técnicas rea-
lizadas por el personal de salud; es decir, los resultados sugieren que la cali-
dad de los servicios de salud no varía sistemáticamente por el perfil étnico. 
No obstante, el resultado que se encuentra sugiere que el servicio prestado 
por el personal de salud es muy deficiente en calidad para ambos perfiles, 
observándose que solo el 37% de las citas médicas examinadas cumplieron 
con los estándares de atención del Minsa. 

Respecto a las desigualdades horizontales por género, el trabajo realizado 
por Boesten (2012) investiga los actos de violencia contra la mujer en tiempo 
de conflicto y paz en el Perú. Para ello, se levantó información primaria, a tra-
vés de una serie de entrevistas en Lima norte y Ayacucho dirigidas a policías, 
fiscales de familia, trabajadores sociales, jueces, defensores del pueblo y psi-
cólogas en los Centros de Emergencia Mujer. Asimismo, se recopilaron casos 
de mujeres que denunciaron abusos y se encontraban en refugios, y otras que 
participaron en programas de ONG desarrollados para víctimas de violencia. 
Tras el análisis de dicha información, la autora sostiene que los episodios de 
violencia contra la mujer son comunes aún en el país y gozan de tolerancia 
e impunidad, a pesar de las acciones del Estado y la legislación. Asimismo, 
el Estado se presenta como el perpetuador más común de violencia y como 

528

POBREZA, DESIGUALDAD Y POLÍTICAS SOCIALES:  
BALANCE 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



cómplice de la ‘normalización’ de dichos actos, al imponer trabas y prejuicios 
para la investigación de la violencia contra la mujer. La autora concluye que la 
violencia contra la mujer es un fenómeno omnipresente que refuerza las des-
igualdades entre géneros, y la tarea de enfrentar estos episodios –tanto como 
su normalización a través de la impunidad– es un paso necesario para romper 
el ciclo de violencia y desigualdad en la sociedad peruana. 

Finalmente, Nolan (2016) presenta una investigación que busca desenraizar 
los orígenes de las disparidades en indicadores de salud en niños que viven 
en áreas urbanas contra sus pares de áreas rurales. Para ello, la investigación 
emplea datos longitudinales provenientes de la encuesta Niños del Milenio, 
con la intención de averiguar qué tan temprano se manifiestan las desigual-
dades urbano-rurales en la salud de los niños y si es que las divergencias 
tempranas, incluso previas al nacimiento, ayudan a explicar dichas diferen-
cias en salud. De esta manera, el autor comprueba, a través de estimaciones 
econométricas, que en la mayoría de los contexto el diferencial en las va-
riables de resultado en salud puede ser explicado por características obser-
vables del ambiente de los niños, como la riqueza del hogar, la educación 
de la madre y el ambiente epidemiológico. Asimismo, las diferencias entre 
niños de áreas urbanas y rurales ya están presentes incluso en el nacimiento, 
pues el indicador de peso al nacer es significativamente menor para el área 
rural y resulta ser un predictor de la altura en el primer año de edad. 

1.2.4  Oportunidades 

Las desigualdades de oportunidades son aquellas que se derivan de facto-
res ajenos a la voluntad o esfuerzos de los individuos. Ellas vienen dadas por 
circunstancias adversas, tales como la estructura familiar, la condición de dis-
capacidad, factores climatológicos, etc. Así, nadie escoge nacer en un lugar 
desprovisto de bienes públicos –como educación, salud, saneamiento– ni eli-
ge si sus padres tendrán o no el capital humano, social o cultural que pueda 
transmitir habilidades y aspiraciones elevadas. Este ‘punto de partida’ puede 
traer consigo repercusiones importantes, pues –por ejemplo– el hecho de 
nacer en el seno de una familia quechuahablante, en un país en donde se 
discrimina a la población indígena, significa nacer en condiciones adversas y 
tener que desempeñarse en la vida con una desventaja que, probablemente, 
se traduzca en un nivel de capacidades y desempeños limitados. 

El libro publicado por Escobal et al. (2012) aborda las desigualdades de 
oportunidades en las dimensiones de educación, infraestructura y salud, 
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circunstancias en las cuales las políticas de Estado tienen una gran respon-
sabilidad e impacto potencial. A partir de las Enaho 2004-2009, los autores 
calculan el índice de oportunidades humanas (IOH), que considera tanto las 
brechas como las desigualdades en el acceso a dichos bienes, analizan en 
profundidad cada una de ellas y se interrogan sobre el papel de las políticas 
y programas sociales en la reducción de dichas desigualdades de oportu-
nidades.

Entendiendo a la situación de discapacidad como una fuente de desigual-
dad de oportunidades, tenemos el trabajo de Bernabe-Ortiz et al. (2016), 
quienes investigan la prevalencia de la discapacidad en el país y la depen-
dencia que estas personas presentan respecto a los servicios de cuidado-
res y servicios de rehabilitación. Para ello, emplean datos de la Enedis, los 
cuales analizan mediante estadísticas descriptivas y regresiones de Poisson. 
Así, los autores encuentran que de casi 800 mil personas estudiadas, el 5% 
presentaba por lo menos alguna discapacidad y, entre ellos, el 40% reportó 
ser dependiente de su cuidador. Asimismo, se encontró que solo 11% de 
las personas con discapacidad reportaron acceder a algún tipo de servicio 
de rehabilitación, y se encontraron patrones de desigualdad importantes 
en cuanto al acceso a los cuidados según edad y niveles de educación. Los 
autores concluyen que los servicios de cuidados informales a los pacientes 
discapacitados son comunes y generalmente provistos por mujeres, quie-
nes son parientes cercanos. Sin embargo, pocos pacientes acceden a los 
servicios más especializados de rehabilitación y terapia por el alto costo que 
estos presentan al no contar con algún tipo de seguro que garantice su 
cobertura efectiva. 

En cuanto a las desigualdades ‘de partida’ que tienen un impacto en la in-
fancia temprana, Molina y Saldarriaga (2015) investigan el efecto del cambio 
climático, en la salud de niños recién nacidos, mediante datos geográficos 
de alta resolución y registro de temperaturas históricas mensuales de cada 
distrito del país, los cuales combinan con indicadores de salud materna y 
neonatal de la Endes entre los años 1992 y 2013. Para ello, los autores apli-
can un modelo MCO del efecto de la variabilidad de la temperatura en los 
indicadores de bajo peso al nacer (definido por la OMS como peso al nacer 
menor a 2,5 kg), el peso al nacer en gramos, el logaritmo natural del peso 
al nacer en gramos y un indicador de si el tamaño del bebé se encontraba 
por debajo del promedio. En particular, se explora la variación interanual de 
la temperatura en un mismo espacio geográfico (distrito) y periodo del año 
(mes de nacimiento). Los resultados hallados tras este ejercicio sugieren que 
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un aumento de una desviación estándar por encima de la temperatura histó-
rica local reduce el peso al nacer en 21,7 gramos, y aumenta la probabilidad 
de que un niño nazca con bajo peso en 1,1 puntos porcentuales. Asimismo, 
tras las pruebas de sensibilidad, los autores muestran que sus resultados 
no parecen ser sensibles ante cambios en los indicadores de temperatura, 
ante distintas especificaciones en cuanto a la duración del embarazo ni ante 
pruebas de falsificación, al utilizar como variable explicativa principal la va-
riabilidad de la temperatura durante los meses 12 a 23 previos al nacimiento 
del niño (tiempo en que el niño no había sido concebido) o durante los 
meses 1 a 12 posteriores al nacimiento del niño. 

El estudio de las desigualdades de oportunidades que se generan temprana-
mente en la vida de los niños también es abordado por García (2012), Doman 
y Woodhead (2015) y Corbacho y Osorio (2012). En el primero de estos traba-
jos se busca responder la pregunta de en qué medida el orden de nacimiento 
tiene algún efecto sobre el atraso escolar, entendido como la matrícula de 
un alumno a un grado por debajo del indicado para su edad. Con el fin de 
atenuar o eliminar el efecto de variables no observables comunes a todos los 
miembros del hogar, el autor utiliza las desviaciones con respecto a los pro-
medios del hogar en lugar de los niveles observados. Adicionalmente, con el 
fin de identificar el efecto del orden de nacimiento, se controló por la edad y 
el número de hermanos, puesto que estas variables están fuertemente corre-
lacionadas con el orden de nacimiento. Los resultados mostraron que los ni-
ños primogénitos tienen niveles más altos de retraso escolar en comparación 
con niños de la misma edad y/o con otros niños de hogares con el mismo nú-
mero de hermanos. Finalmente, los resultados sugieren que el espaciamiento 
entre hermanos también afecta al retraso escolar.

En el caso de Doman y Woodhead (2015), se resaltan las ventajas de dispo-
ner de datos longitudinales, los cuales permiten entender, a la diferencia de 
estudios de corte transversal, las complejas trayectorias de vida de los niños, 
sus oportunidades y sus resultados en sus diferentes dimensiones. Los auto-
res examinan el impacto de desigualdades estructurales en el desarrollo de 
los niños en los hogares y en sus comunidades. De esta manera, se sostiene 
que las manera de acceder a la salud, la educación y otros servicios básicos 
clave pueden reducir o amplificar las desigualdades y explicar las maneras 
en que las trayectorias de los niños divergen a lo largo de las diferentes 
etapas de la vida. Las implicancias de estudio revelarían, de acuerdo a los 
autores, que las intervenciones tempranas son una prioridad, pues las inter-
venciones tardías solo pueden intentar remediar una situación ya producida. 
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Es importante también identificar los puntos críticos iniciales, pues así se 
evitaría que las trayectorias de vida sigan caminos divergentes.

Por último, Corbacho y Osorio (2012) realizan una investigación –utilizando 
datos GPS– para cuantificar el impacto de la distancia a centros de registros 
nacionales de identificación en Bolivia, República Dominicana y Perú. Para 
el caso peruano, emplean datos de la Endes, enfocándose en las preguntas 
sobre el registro de nacimiento y las coordenadas GPS del hogar, además 
de utilizar los puntos GPS de los lugares de registro civil en todo el territorio. 
Con ello, se calculan distancias empleando la fórmula de Haversine. Tras la 
estimación de un modelo econométrico donde se incluyen controles socio-
demográficos y geográficos del distrito, se encuentra que el incremento de 
la distancia entre los hogares y el registro neonatal reduce la probabilidad 
de inscripción tanto en Bolivia como en República Dominicana, aunque no 
tuvo ningún efecto significativo para el Perú, dada la gran cobertura de ofi-
cinas de la Reniec y altas tasas de registros previas. 

1.2.5  Redistribución y papel del Estado 

El impacto del crecimiento sobre la reducción de la pobreza ha sido innega-
ble, así como el hecho de que dicho crecimiento favoreció en mayor medida 
(en términos relativos) a los hogares en los deciles más pobres de la distri-
bución de los ingresos. La desigualdad, sin embargo, se redujo en menor 
medida, pues no se alteraron significativamente los factores estructurales 
(desigualdad de circunstancias, de oportunidades, de agencia y aspiracio-
nes) sobre los cuales se asientan las desigualdades de resultados. Aunado 
a lo anterior, la significativa reducción del ritmo de crecimiento, y el divorcio 
entre la dinámica del mercado externo aún en expansión y un mercado in-
terno en cuasiestancamiento, han llevado a plantear con mayor acuidad el 
papel del Estado en la redistribución, a través de la política fiscal y el gasto 
social. ¿Cuán progresiva es la fiscalidad directa e indirecta? ¿En qué medida 
el gasto social y los programas sociales, a través las transferencias condicio-
nadas, contribuyen a reducir la desigualdad?

A nuestro conocimiento, el único estudio que responde a estas preguntas 
para el caso del Perú es el realizado por Jaramillo (2014), referente a la situa-
ción en el año 2009, antes de la formidable expansión del Sistema Integral 
de Salud y la fuerte expansión del gasto público en educación. Jaramillo 
proporciona una estimación del gasto social en educación a partir de costo 
unitario, calculado a partir de fuentes administrativas. En cuanto a la esti-
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mación de los impactos directos de los gastos sociales, las transferencias y 
los impuestos, el autor calcula los impactos marginales, aunque reconoce 
que dicho cálculo de la contribución relativa de cada componente adolece 
del problema de path dependency (el orden en la construcción del contra-
factual importa y la suma de los componentes no es igual al impacto total). 

El autor citado utiliza el enfoque de incidencia fiscal y beneficio estándar 
para estimar los efectos de la política fiscal sobre la pobreza y la desigual-
dad en el Perú. Los resultados obtenidos por el autor sugieren que la mag-
nitud de la reducción de la desigualdad y la pobreza inducida por la polí-
tica fiscal es pequeña. Considerando todos los impuestos y beneficios, el 
coeficiente de Gini se reduciría en tan solo 4,1 puntos (de 0,504 a 0,463). 
Este resultado estaría, según el autor, asociado a un bajo nivel de los gastos 
sociales, pues dichos gastos –estando bien focalizados– son progresivos en 
su conjunto. Los gastos en salud y educación son los que tienen el mayor im-
pacto redistributivo; mientras que las pensiones contributivas y los seguros 
de salud contributivos resultan menos progresivos. El autor precisa que los 
programas sociales focalizados de transferencias condicionadas son los que 
muestran el mayor grado de progresividad. Así, el programa Juntos resulta 
ser el más efectivo en reducir la pobreza, en particular en el área rural. Sin 
embargo, se constata que debido a la poca envergadura del programa, la 
magnitud de su impacto en la reducción de la pobreza es aún muy limita-
da. Un resultado paradójico que merece ser subrayado es el hecho de que 
los impuestos directos reducen levemente la desigualdad, mientras que los 
impuestos indirectos tienen un impacto neutro una vez que se considera la 
informalidad en las estimaciones.

El estudio realizado por Baca et al. (2014) –a diferencia del estudio de Jara-
millo, quien adopta un enfoque micro– busca encontrar el impacto directo e 
indirecto a nivel macro de las políticas de gasto público en educación, salud 
e infraestructura sobre los indicadores de crecimiento económico, pobreza 
y distribución del ingreso en el Perú en los últimos 20 años. Para ello, los 
autores plantean un modelo de equilibrio general dinámico computable, 
que busca describir el comportamiento general de productores y consumi-
dores, además de los eslabonamientos y relaciones entre ellos. Tras realizar 
los ejercicios de simulación de la economía peruana con dicho modelo, los 
autores concluyen que, a largo plazo, priorizar la inversión en educación y 
salud sobre la inversión en infraestructura genera más crecimiento econó-
mico y reduce el desempleo, la pobreza y la desigualdad. Sin embargo, la 
combinación óptima de cuánto más invertir en educación y salud, y cuánto 
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menos en infraestructura, depende de las condiciones iniciales del stock de 
capital en educación, salud e infraestructura.

Contreras (2011) se interroga –desde una perspectiva histórica– sobre el pa-
pel que el Estado ha jugado en la perpetuación o el alivio de los niveles de 
desigualdad horizontal en el país. Así, analiza en primera instancia la matriz 
colonial de desigualdad horizontal en el Perú, donde la desigualdad étni-
ca es resultado del esquema de dominación colonial y donde la movilidad 
social era posible pero ocurría mínimamente. Pasando a la época republica-
na, y con la Independencia, el Estado peruano toma algunas medidas que 
deberían haber reducido las desigualdades horizontales, y los campesinos 
indígenas consiguen abrir algunos espacios de influencia, a pesar de per-
manecer impedidos de una ciudadanía activa y ser despreciados como una 
raza inferior. En cuanto a los siglos XIX y XX, el autor resalta la gran brecha 
entre el Perú oficial y el Perú profundo, pues la condición de ciudadano 
solo era conseguida a través de la alfabetización, mientras que solo uno de 
cada seis peruanos podía leer para 1876. El ferrocarril, la escuela y la higiene 
aparecen como mecanismos para resolver el ‘problema indígena’ mediante 
la conexión, el aprendizaje del idioma oficial y la preparación para el cruce 
con ‘razas superiores’. Contreras analiza igualmente la política de acceso a 
recursos bajo el liberalismo notabiliario, que buscó acercar a los ‘dos Perú’, 
aunque sin ampliar la participación política y económica de la población 
indígena y la política de inclusión del Estado oligárquico, cuyo impulsor más 
acérrimo es Velasco. Con ello, el autor concluye que “las desigualdades en 
el Perú son el resultado de una geografía también desigual, así como de una 
historia que forjó una comunidad humana organizada sobre la base de una 
jerarquía racial. El Estado independiente, nacido más por la presión externa 
que interna, procuró, con mayor o menor empeño según las épocas, la inte-
gración de la comunidad nacional”.

1.3  Programas sociales 

Luego del barrido bibliográfico sobre la investigación académica realizada 
en torno a programas sociales en el periodo 2011-2016 para el Perú, obser-
vamos que, a comparación del quinquenio anterior, la producción sobre el 
tema se ha diversificado considerando varias direcciones. En primer lugar, 
encontramos una mayor variedad en cuanto a la proveniencia de los pro-
gramas evaluados. Así, ya no solo los grandes programas nacionales imple-
mentados por el Midis u otros ministerios son los que atraen la atención de 
la producción científica, sino que programas implementados por la coope-
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ración internacional y programas de carácter subnacional o local –con un 
menor alcance en cuanto al territorio y el número de beneficiarios– también 
han sido estudiados. 

Como segundo elemento de diversidad, notamos una mayor pluralidad en 
cuanto a los objetivos de las investigaciones realizadas. Aunque la cuanti-
ficación de los impactos de los programas mediante técnicas experimen-
tales o cuasiexperimentales continúan siendo los trabajos más comunes, 
hemos identificado también trabajos relacionados a evaluaciones ex ante, 
evaluaciones de diseño y procesos, investigaciones sobre sinergias y egre-
so, resultados e impactos de la aplicación de programas para espacios 
subnacionales, indagación sobre efectos no previstos en las correspon-
dientes teorías de cambio, evaluaciones mediante diseños cualitativos y 
artículos dedicados a la elaboración de recomendaciones específicas para 
todo el ciclo de proyecto sobre la base del balance de experiencias inter-
nacionales. 

Finalmente, vemos que la investigación sobre programas sociales en este 
periodo evidencia una mayor diversificación, en cuanto a los tipos de pro-
gramas sociales sobre los cuales se ha investigado y sobre aquellos que han 
sido sujetos de evaluación. De esta manera, organizamos el resto de este 
subcapítulo en torno a la investigación según el tipo de programa tratado, 
considerando en esta tipología las transferencias monetarias condicionadas, 
pensiones no contributivas, programas alimentarios, programas de acompa-
ñamiento familiar, programas de alivio a la pobreza, programas de desarro-
llo productivo y otros tipos de programa (donde agrupamos a los programas 
relacionados a educación, salud, infraestructura y género que aparecen con 
menor frecuencia en las investigaciones del tema en este periodo). 

1.3.1  Transferencias monetarias condicionadas 

En la actualidad, varios países de la región han adoptado programas de 
transferencias monetarias condicionadas (TMC) como mecanismos de lucha 
contra la pobreza y ante la transmisión intergeneracional de la misma. Por 
ello, encontramos en la revisión bibliográfica trabajos que reflejan la diver-
sidad de estos programas y comparan los diferentes diseños a modo de 
balance regional sobre la efectividad de los mismos. Asimismo, en cuanto 
al caso peruano, hemos encontrado más de una decena de investigaciones 
que refieren al programa de TMC Juntos, con miras a entender sus canales 
de transmisión y captar la mayor cantidad de impactos potenciales del pro-
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grama, tanto en las dimensiones trazadas como meta en su diseño como 
otros efectos no esperados. 

Comenzando con los trabajos de carácter internacional, el trabajo de Robles 
et al. (2015) aborda, a través de una comparación internacional de las TMC y 
pensiones no contributivas (PNC) en 16 países de Latinoamérica y el Caribe, 
la problemática sobre la calidad de la focalización sobre los hogares pobres. 
Para ello, los autores utilizan líneas de pobreza nacionales e internacionales 
y datos de las encuestas de hogares para comparar los niveles de filtración 
y subcobertura para cada programa analizado, diferenciando áreas urbanas 
de rurales. Los autores encuentran que, a pesar de su rápido crecimiento, 
tanto las TMC como las PNC presentan niveles de cobertura insuficientes 
pues, en promedio, las transferencias cubren solamente al 51% de los po-
bres extremos en hogares con niños; mientras que las pensiones cubren 
solo al 53% de los pobres extremos en hogares con adultos mayores. Los 
autores explican que este error se explica parcialmente por la difícil identifi-
cación de la población pobre extrema, la dificultad de llegar a ellos y su ex-
clusión intencional al no contar con niños o adultos mayores. Paralelamente 
al error de inclusión, también se encuentra en paralelo un considerable error 
de exclusión, pues “el 39,2% de los beneficiarios de TMC y el 48,6% de be-
neficiarios de PNC no son pobres, lo que resalta la necesidad potencial de 
una refocalización y recertificación”. Ello, argumentan los autores, se debe a 
que ante el rápido crecimiento de las economías latinoamericanas, los pro-
gramas sociales no han implementado procesos eficaces de recertificación y 
salida de familias que lograron escapar de la situación de privación. 

Otra comparación de carácter internacional es la realizada por Salinas 
(2014), donde se contrastan los programas de TMC de México (Oportuni-
dades), Brasil (Bolsa Familia) y Perú, buscando dilucidar los enfoques que 
subyacen detrás de cada propuesta de desarrollo de los programas, a través 
de un análisis de los diseños. El autor concluye en un conjunto de recomen-
daciones para el programa nacional Juntos, a saber: i) priorizar el enfoque 
redistributivo y de inversión en capital humano del programa; ii) empaque-
tar el programa de TMC con otro tipo de programas complementarios; iii) 
subcategorizar las transferencias según la evolución de los ingresos y capita-
lización de las familias; iv) posibilidad de reemplazar condicionalidades por 
incentivos adicionales de buenas prácticas; v) indexación de los montos de 
transferencias para no afectar el poder de compras; vi) fomento de redes de 
comercialización; y vii) rediseñar el programa Juntos considerando pobreza 
multidimensional, además de utilizar indicadores locales.
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En el trabajo realizado por Nagels (2013), se analizan los programas de TMC 
peruano y boliviano siguiendo una metodología cualitativa de análisis del 
discurso para buscar comprender cómo estos programas, a pesar de inten-
tar responder a problemas públicos similares, representan las ideas de po-
breza y del papel del Estado construidas por los actores clave de los propios 
programas. De esta manera, la autora sostiene que “los mismos instrumen-
tos de política social se vinculan a representaciones sociales opuestas de 
la pobreza y del rol del Estado en cada país”, pues los regímenes políticos 
apropian y adaptan estos programas a sus propios discursos. Por un lado, 
Bolivia ha ‘etnitizado’ la política colocando al indígena en la escena públi-
ca, al representar –a través de un nacionalismo popular– una pobreza de 
carácter estructural cuya solución se basa en la redistribución por parte del 
Estado. Por otro lado, la situación peruana se contrapone a este modelo 
pues la politización de la categoría étnica es escasa, más bien se da una 
gran difusión del neoliberalismo poco cuestionado y con movimientos indí-
genas de poco poder fáctico. Con ello, la autora concluye que mientras en 
Bolivia la pobreza es representada hacia una relación Estado-sociedad de 
tipo nacional-popular, basado en la condición étnica, en el caso peruano las 
relaciones que se mantienen son de carácter individualistas, pues la pauta 
es marcada por el modelo neoliberal. 

Pasando al análisis específico del programa Juntos, Perova y Vakis (2012) 
realizan una investigación amplia, que busca abarcar los potenciales impac-
tos del programa tanto a corto como largo plazo, aplicando técnicas de 
evaluación de impacto. Para ello, utilizan una estrategia de variables instru-
mentales en complemento de otra de emparejamiento, diferenciando los 
impactos según el tiempo de permanencia en el programa y buscando así 
entender cuánto demora el programa en presentar algún efecto y cómo 
estos evolucionan en el tiempo. Con ello, los autores se proponen estudiar 
la sostenibilidad y dinámica del programa, así como entender si es que los 
efectos se reducen en el tiempo porque los beneficiarios engañan al sistema 
o si estos aumentan temporalmente, reflejando así un cambio de compor-
tamiento a largo plazo. Para ello, los autores emplean datos de las Enaho 
2006-2009, el Registro Nacional de Municipalidades, el Censo Nacional 2005 
con los distritos tratados por Juntos y datos administrativos del programa. 

Tras este ejercicio, se encuentran impactos importantes en el consumo, ta-
sas de pobreza, probabilidad de chequeos de salud en los niños y atención 
escolar, aunque ningún efecto se evidencia en cuanto al trabajo infantil. No 
obstante, el principal aporte del estudio recae en el análisis de la intensidad 
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del tratamiento, donde se encuentra un impacto considerable en el con-
sumo total, consumo de alimentos y niveles de reducción de pobreza para 
aquellos hogares con más de un año en el programa, en comparación con 
los recientemente beneficiados. Asimismo, los autores encuentran impactos 
sobre la probabilidad de que los niños estén saludables y el registro escolar, 
luego de haber pasado dos o más años en el programa. A pesar de ello, no 
se logra demostrar que los efectos en pobreza o consumo se acumulen en 
el tiempo, ni se encontraron impactos en la participación en campañas de 
salud o la probabilidad de buscar atención ante enfermedades. Ante ello, 
los autores concluyen que el programa Juntos definitivamente tiene efectos 
importantes, aunque la velocidad a la cual afecta a los beneficiarios brinda 
una ventana de oportunidad considerable para su mejora, a través de incre-
mentos en el monto transferido, mejoras en la administración, solución en 
malentendidos de corresponsabilidades y la provisión de servicios médicos 
y educativos de calidad en los distritos tratados. 

El interés por analizar los efectos del programa Juntos sobre los miembros 
menores del hogar ha generado una serie de estudios, que abarcan desde 
el peso de los niños al nacer hasta el estudio de los efectos del programa 
sobre el rendimiento en las escuelas. En este conjunto de trabajos encontra-
mos el elaborado por Escobal (2012) respecto al impacto del programa de 
TMC sobre el bienestar general de los niños atendidos. Para ello, el autor 
utiliza información complementaria de la base del estudio Niños del Milenio, 
donde –con una submuestra de ella– se comparan a los hogares beneficia-
rios con aquellos que no recibieron el tratamiento, estableciendo un grupo 
de niños de control comparable con los niños beneficiarios del programa. 
De esta manera, se encuentra un efecto en el ingreso de las familias que 
supera la cantidad de la transferencia, debido a ingresos complementarios 
de los padres; el cambio en patrones de gasto de los hogares, incorporando 
nuevos productos nutritivos a las canastas alimenticias; y un cambio en los 
patrones de uso del tiempo de los niños. Sobre esto último, se evidencia 
una pequeña reducción en el tiempo destinado a trabajo remunerado por 
los niños, aunque un aumento en la proporción de horas dedicadas a traba-
jo no remunerado, con lo cual el tiempo destinado al estudio o juego no se 
ve afectado. Finalmente, no se logran encontrar efectos positivos sobre la 
nutrición o desempeño cognitivo de los niños. 

En relación al efecto nutricional temprano del programa Juntos, Sánchez y 
Jaramillo (2012) exploran el impacto de la transferencia sobre la nutrición en 
niños menores de 5 años. Para ello, los autores aplican un emparejamiento 
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de hogares en base a características observables, una estimación de dobles 
diferencias tras emparejamiento y estimaciones con efectos fijos distritales 
y maternos en base a los datos de la Endes para el periodo 2008-2010. Con 
ello, los autores logran probar una reducción en la incidencia de desnutri-
ción crónica extrema, además de efectos positivos, condicionados al tiempo 
de exposición al programa para niños menores de 5 años. Siguiendo esta 
línea, aunque en una etapa previa del ciclo de vida de los infantes, Díaz y 
Saldarriaga (2014) buscan probar los potenciales efectos de la TMC sobre 
el peso al nacer de aquellos niños que fueron expuestos al programa du-
rante el periodo de gestación. Para ello, se calculan modelos de dobles 
diferencias, efectos fijos por madres y variables instrumentales sobre una 
serie de indicadores sanitarios neonatales y de cuidado prenatal con datos 
provenientes de la Endes en el periodo 2004-2013. Tras ello, los autores no 
logran encontrar efectos en la salud neonatal aunque sí muestran evidencia 
de mejora en el cuidado prenatal de las madres gestantes. 

Como última de las investigaciones revisadas sobre salud infantil y Juntos, 
tenemos el trabajo realizado por Andersen et al. (2015), donde se busca 
el vínculo causal entre la participación en el programa de TMC sobre 
mediciones antropométricas, desarrollo de lenguaje y resultados educativos 
escolares. Para responder esta pregunta, los autores utilizan los datos de la 
encuesta de Niños del Milenio para los niños entre 7 y 8 años, considerando 
el efecto de Juntos sobre talla-por-edad, IMC, retraso en el crecimiento, 
sobrepeso, vocabulario y logros según grados escolares. Tras aplicar una 
metodología de dobles diferencias, controlando a través de un propensity 
score matching, los autores encuentran que el programa Juntos estaría 
asociado a incrementos en score de talla-por-edad para los niños; mientras 
que las niñas reportan una reducción en el IMC para su edad y la incidencia 
de sobrepeso. Sin embargo, no se comprobaron efectos del programa en el 
manejo de vocabulario o el logro por grado escolar. 

Además del estudio de impactos del programa Juntos sobre uno de sus ob-
jetivos trazados, como lo es la salud infantil, varios autores han presentado 
evidencia empírica de efectos del programa sobre dimensiones adicionales 
de bienestar. Por ejemplo, Escobal (2012b) propone estudiar un espectro 
más amplio de variables que aquellas propuestas como resultados por el 
propio programa, pues existe evidencia de que los efectos son más amplios 
y pueden incluir algún efecto no anticipado en el diseño o cambio en per-
cepciones y actitudes de las madres o niños beneficiarios. En este sentido, 
Zegarra (2016) evalúa los efectos de Juntos en decisiones productivas de 
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hogares rurales, empleando los datos longitudinales de la Enaho a través de 
una metodología de diferencias en diferencias. Con ello, el autor encuentra 
que el programa de TMC presenta efectos en las decisiones productivas de 
los hogares, tanto en el ámbito de la expansión de la actividad como en la 
reasignación de los recursos disponibles. Asimismo, se muestra un efecto 
heterogéneo al considerarse el género del jefe del hogar, pues los hogares 
con jefe varón presentan un aumento en el nivel de recursos destinados a 
actividades agropecuarias, mientras que los hogares liderados por mujeres 
siguen un comportamiento inverso. 

En cuanto a los efectos del programa en dimensiones adicionales que po-
dríamos llamar ‘intrahogar’, tenemos los trabajos de Del Pozo (2014) y Gar-
cía (2015), donde se estudian los efectos del programa sobre la violencia a 
las mujeres rurales y el consumo de bienes meritorios, y el poder de nego-
ciación de las madres, respectivamente. En el primero de ellos, Del Pozo 
estima el impacto del programa sobre los niveles de violencia de pareja, al 
emplear una metodología basada en observables y otra en no observables, 
con base a la información de la Endes para el periodo 2009-2010. Tras este 
ejercicio, el autor encuentra evidencia de que el programa incrementa en 
4% la violencia física, en 7% la violencia psicológica y en 3% la violencia se-
xual contra las mujeres beneficiarias, impactos que se intensifican a medida 
que las mujeres permanecen más tiempo en el programa. En el caso de la 
segunda investigación, el autor utiliza un panel de datos de la Enaho con 
modelos de efectos fijos para la estimación, con lo cual encuentra que el 
programa incrementa la proporción del presupuesto familiar destinado al 
consumo de alimentos, ropa y educación de los niños. Adicionalmente, no 
se comprueba ningún efecto sobre el consumo de tabaco o bebidas alcohó-
licas, ni sobre el poder de negociación de las madres en el hogar. 

Generando evidencia desde una importante mirada cualitativa, encontra-
mos el trabajo de Correa y Roopnaraine (2014), en el cual se estudia la im-
plementación y efectos socioculturales de Juntos en una serie de comunida-
des andinas y amazónicas del país. Para ello, los autores realizan un extenso 
trabajo de campo etnográfico de dos meses de residencia permanente en 
cada una de las seis comunidades de estudio, considerando 90 estudios 
de caso a nivel de hogares, entrevistas a informantes clave y observación 
participante sistemática. Con ello, buscan entender el posicionamiento y 
percepción del programa en las comunidades. Los autores encuentran que 
el programa es “altamente valorado en las comunidades y cuenta con legi-
timidad local”, aunque se requiere de una comunicación con mayor claridad 
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en los objetivos y visión de desarrollo del programa. Asimismo, no se en-
contró filtración de hogares no pobres sino un deseo de ampliar cobertura a 
más familias indígenas. El incentivo monetario era altamente valorado como 
un ingreso de resguardo ante choques, que no ocasionaba efectos perver-
sos por reducción en las horas de trabajo. Entre los efectos del programa 
encontrados, se evidenció un aumento en las demandas de identificación, 
cambios en comportamientos en salud y educación, así como un mayor em-
poderamiento de la mujer al incrementar su autoestima y participación en 
la toma de decisiones dentro del hogar y la toma de decisiones comunales. 

Como último grupo de estudios sobre el programa Juntos, revisamos tres 
documentos referentes a propuestas y análisis sobre el diseño del progra-
ma. El primero de ellos –elaborado por Yaranga (2012)– busca identificar los 
determinantes de la suspensión de hogares al programa, por incumplimien-
to de las corresponsabilidades asignadas en el distrito de San Juan de Jar-
pa. El autor se pregunta cuáles son las razones por las que los beneficiarios 
incumplen, y cuál es la percepción de los actores locales sobre la afiliación 
y validación. Ante ello, el autor encuentra seis factores determinantes del 
incumplimiento en salud, relacionados al proceso de partos en el domici-
lio, distancia a los centros de atención, madres solteras, deficiencia en la 
comunicación con el personal médico y la imposición de un programa de 
planificación familiar. En cuanto a las corresponsabilidades en educación, 
los factores explicativos del no cumplimiento se relacionan también con las 
distancias a centros educativos y que haya madres solteras, aunque ahora 
la falta de documentos, la humillación de niños discapacitados, la exigencia 
de compra de útiles y el pago de multas interfieren con la condicionalidad. 
El segundo trabajo, elaborado por Pinto (2016), profundiza en el análisis de 
los recursos comunicacionales y los discursos transmitidos por los ejecutores 
del programa en la región Junín. Se analiza la coherencia entre la concep-
ción del programa y la transmisión al público objetivo. Para ello, la meto-
dología analiza “los recursos comunicacionales diseñados por el programa 
para la transmisión de sus mensajes clave, así como también al discurso que 
poseen, tanto los decisores de la planificación del planteamiento comunica-
cional de Juntos, como también los encargados de ejecutar estas acciones 
en la base territorial de Junín”. Con este análisis, el autor concluye que no 
existe un proceso de planificación que involucre a los actores que imple-
mentan las acciones del programa, que los actores involucrados aseguran 
que la diversidad de culturas y creencias religiosas se tornan en las princi-
pales dificultades que surgen en la implementación en campo, y finalmen-
te, que no se puede afirmar que el ámbito de comunicación del programa 
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tenga un rol protagónico en los procesos del Juntos en campo, sino un rol 
secundario difusionista. 

Finalmente, el trabajo de Zárate Ardela et al. (2012) elabora una propuesta de 
estrategia para la graduación del programa Juntos, a través de una revisión 
de algunos programas y proyectos enfocados en el desarrollo rural productivo 
y actividades financieras, realizados con población similar. Los autores argu-
mentan que los proyectos más exitosos encontrados guardan un proceso de 
aprendizaje en el camino, reformulan acciones y tienen capacidad de deci-
sión local, además de otorgar formación, acompañamiento y fortalecimiento 
de asociaciones entre productores. Ello permite un mayor impacto y relación 
costo-efectividad de los programas. El trabajo de campo realizado revela que 
existe temor a dejar el programa por perder un ingreso estable, por lo cual el 
informe propone un enfoque de graduación que caracterice a los hogares y 
contemple su vulnerabilidad, a fin de que no caigan nuevamente en la pobre-
za. Ante ello, los autores proponen un modelo de graduación similar al pre-
sentado en la estrategia del programa con incentivos denominados ‘bonos de 
graduación’, aunque señalan que esta estrategia de salida no debería tener 
alternativas excluyentes “entre bonos educativos, productivos o de emprendi-
mientos, tal como se establece en los lineamientos de Juntos”. 

1.3.2  Pensiones no contributivas 

En cuanto a las investigaciones realizadas para el caso peruano en torno a 
las pensiones no contributivas (PNC), todas estas se enmarcan torno al pro-
grama Pensión 65, considerando diferentes preguntas y objetivos en cada 
investigación. 

En primera instancia, contamos con el trabajo de Olivera y Zuluaga (2014), 
el cual realiza una evaluación ex ante respecto a los posibles efectos de 
aplicar un esquema de PNC. Cabe destacar que en cuanto a las PNC, este 
trabajo es el único que va más allá del ámbito peruano, pues realiza esta 
misma evaluación también para el caso de Colombia. Los autores utilizan 
las encuestas de hogares de cada país, empleando una metodología de 
microsimulaciones, complementada por un modelo logit anidado. Con ello, 
calculan el efecto potencial de las PNC sobre la pobreza, desigualdad, costo 
fiscal y la probabilidad de afiliación. Como resultado, se evidencia que la 
aplicación de un programa de PNC contribuye a la reducción de la pobreza 
y desigualdad entre los adultos mayores, con mayor influencia en áreas rura-
les, a un costo fiscal asequible para ambos países estudiados.
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En seguida, y de carácter más reciente, contamos con el trabajo realizado 
por Torres y Salinas (2016), el cual buscan generar evidencia de los efectos 
de Pensión 65 en cuanto al ámbito laboral de los adultos mayores; por su 
parte, Gertler y Galiani (2016) evalúan el impacto del programa respecto 
al bienestar general de sus beneficiarios. En este primer análisis, se pone 
sobre el foco de la investigación el efecto del programa de PNC respecto 
a las horas trabajadas por los beneficiarios en su ocupación principal. Para 
ello, se emplea una estrategia de regresión discontinua, donde se toma 
como grupo control a los adultos mayores que cumplen con todos los crite-
rios de elegibilidad al programa, pero que son menores de corte exógeno 
asignado de 65 años. De esta forma, los autores encuentran que no hay 
evidencia significativa sobre la reducción en el número de horas trabajadas 
en la semana por recibir el programa; sin embargo, se encuentra un efecto 
heterogéneo por áreas, pues –en zonas rurales– Pensión 65 parece tener un 
efecto positivo no robusto estadísticamente, mientras que en zonas urbanas 
se encuentra un efecto significativo e importante sobre todo para las muje-
res beneficiarias.

Por su parte, el trabajo de Gertler y Galiani (2016) explora el efecto de la PNC 
sobre los indicadores de resultado del programa presupuestal de Pensión 
65: tasas de actividad, horas trabajadas, acceso a servicios de salud y gasto 
de los hogares. Asimismo, los autores incluyen en su evaluación variables 
de resultados de dimensiones que han evidenciado tener efectos adiciona-
les, según la experiencia internacional, tales como el bienestar subjetivo, la 
salud física y la matrícula escolar. Para ello, los autores también utilizan un 
método de regresión discontinua, aunque basado en el score de pobreza 
del Sisfoh, considerando un umbral de ±0,3 desviaciones estándar del um-
bral de pobreza extrema como ancho de banda. Es importante destacar la 
riqueza de los datos empleados, provenientes de la línea de base (2012) y de 
seguimiento (2015) de la encuesta especializada en adultos mayores Esbam, 
que incluye tanto variables socioeconómicas de interés como indicadores 
de salud física, cognitiva, indicadores antropométricos y percepciones sub-
jetivas de bienestar. 

Como resultado de ello, y tras aplicar diferentes modelos de impacto aña-
diendo controles, efectos fijos por conglomerados y efectos fijos por indi-
viduo, se encontró que el programa redujo en 4% la proporción de adultos 
mayores en situación de pobreza extrema que trabajan por algún ingreso; 
mientras que los hogares con al menos un usuario aumentaron su consumo 
en 40%. Respecto a las dimensiones adicionales consideradas, se encontró 

PO
BR

EZ
A

 Y
 D

ES
A

RR
O

LL
O

543



que Pensión 65 redujo el nivel de depresión en 9% y aumentó el gasto en 
transferencias a miembros fuera del hogar. Las variables de acceso a servi-
cios de salud, salud física (hipertensión, ancho de cintura e IMC), horas tra-
bajadas, empoderamiento ni matrícula escolar de otros miembros menores 
del hogar sufrieron impactos causados por el programa. 

Finalmente, en el trabajo de García (2014) se plantea la interrogante de si Pen-
sión 65 resulta suficiente como programa social de protección a los adultos ma-
yores. Para ello, se realiza una revisión descriptiva del desarrollo gradual de la 
seguridad social en el país, considerando tanto a los programas contributivos 
como no contributivos. Como resultado de ello, el autor encuentra que se ha 
dado un avance lento en cuanto a la seguridad social, en especial de los adul-
tos mayores, pues existe aún una importante brecha no cubierta en materia 
de pensiones, que no puede ser resuelto por Pensión 65 al estar orientado a 
los pobres extremos. Asimismo, en el ámbito de la salud, a pesar del gran in-
cremento en la cobertura con el SIS, todavía existe una brecha importante por 
cerrar para lograr el aseguramiento total de la población adulta mayor peruana.

1.3.3  Programas alimentarios y de acompañamiento familiar 

La revisión bibliográfica referente a la investigación en programas alimen-
tarios se centra, primordialmente, en el programa nacional Qali Warma, 
administrado por el Midis. Las investigaciones responden a preguntas de 
evaluación sobre el diseño del programa, tanto en el proceso de compra 
como en los costos y provisión del programa de alimentación. 

En los trabajos de AC Pública (2014) y Vildoso (2016) se presentan evaluacio-
nes cualitativas respecto al proceso de compras del programa Qali Warma y 
de la contribución de ellas en la dinamización de las economías locales. En el 
primer caso, el informe presentado busca realizar una evaluación cualitativa 
del flujo de procesos y subprocesos de compra en el diseño del programa. 
Para ello, se tomó en cuenta una muestra de 16 comités de compra en ocho 
regiones, en los cuales se llevaron a cabo entrevistas a profundidad con los 
miembros del comité, las unidades territoriales, proveedores y miembros de 
los comités de alimentación escolar. Ello permitió la identificación y estudio 
de cada una de las fases del flujo de compra, pasando por la convocatoria, 
selección y pagos. Esto posibilitó conocer el procedimiento en su conjunto, 
el rol de cada actor involucrado, las disimilitudes entre la norma y lo reali-
zado en campo, los cuellos de botella en el flujo y los posibles riesgos, así 
como oportunidades de mejora. 
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Por su parte, Vildoso (2016) realiza un estudio con el objetivo de entender la 
contribución de las compras del programa Qali Warma en el estímulo de la 
economía local, así como poder dilucidar efectos indirectos sobre oportuni-
dades económicas productivas, empoderamiento e inserción en mercados 
de proveedores a nivel local. Con este fin, se estudian las interacciones en-
tre productores, comerciantes y proveedores –a través de una metodología 
cualitativa de estudios de caso en las provincias de Utcubamba, Pacasmayo, 
Cajabamba y Huamanga–. Se realizaron entrevistas a profundidad a los ac-
tores y entrevistas grupales a los agricultores de la zona. La autora concluye 
que i) la mayoría de actores provinciales desconoce las compras de los pro-
veedores del programa, lo cual no contribuye a que sea visto como un mer-
cado potencial; ii) los proveedores solo realizan compras en la zona cuando 
existe un volumen suficiente de productos, y donde los procesos de cultivo 
y cosecha aseguren que estos pasen los estándares de calidad; iii) existen 
localidades donde no hay condiciones para llevar a cabo compras locales, 
dadas las características del proceso productivo; iv) el programa no siem-
pre se encuentra en capacidad para promover el empoderamiento de los 
productores; y v) las fluctuaciones de precios, plagas y variabilidad climática 
colocan en riesgo a los agricultores, lo cual impacta en sus ingresos y en la 
posibilidad de formar parte de una cadena de suministro sostenida.

La evaluación del proceso de provisión alimentaria de Qali Warma es abor-
dada en el trabajo realizado por Macroconsult (2014), cuyo interés recae en 
analizar la provisión del servicio alimentario y las condiciones operativas, 
verificando el cumplimiento de la normativa, requerimientos y estándares 
de calidad. El estudio aplica una estrategia metodológica de levantamiento 
de información en las zonas de trabajo de una muestra de proveedores, 
en nueve regiones, mediante la aplicación de encuestas de caracterización, 
entrevistas en profundidad y verificación mediante observación participante 
del cumplimiento de procesos. De manera más reciente, AC Pública (2016) 
realiza también un estudio sobre el proceso de provisión del servicio ali-
mentario, a través de un diagnóstico del flujo del proceso en su conjunto, 
mediante la visita a 140 instituciones educativas distribuidas en ocho regio-
nes. Así, se aplicaron encuestas y guías de observación de campo con los 
miembros de los comités de alimentación escolar, personal de las unidades 
territoriales, miembros de la sede central del programa, directores de es-
cuela, profesores, cocineras, proveedores y grupos focales con padres de 
familia. Con esta información, se “identificó y analizó el flujo de procesos, 
detallando la práctica en cada uno de los subprocesos: entrega y recepción; 
almacenamiento; preparación; servido, distribución y consumo; y desecho 
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de los alimentos; diferenciando entre la modalidad de raciones y la modali-
dad de productos”.

Finalmente, en cuanto a los trabajos referentes a programas alimentarios, 
la investigación de Chaparro et al. (2014) evalúa la asociación entre la par-
ticipación en programas de asistencia alimentarias y el sobrepeso para el 
caso peruano. En este estudio, se realiza un análisis de corte transversal para 
cerca de 50 mil mujeres en Lima, usando la información proveniente de la 
Encuesta de Monitoreo Nacional de Indicadores Nutricionales (Monin) para 
seis años no consecutivos. Para el análisis de dicha información, los autores 
aplican regresiones de Poisson, con el objetivo de estratificar las observa-
ciones por el nivel socioeconómico de las familias, el área de residencia 
y los años de encuesta. Encuentran que la participación en programas de 
asistencia alimentaria se encuentra asociada con un incremento en el riesgo 
de sobrepeso para mujeres en hogares no pobres. 

Pasando a la revisión de los programas de Acompañamiento Familiar, en-
contramos dos revisiones internacionales de las experiencias aplicadas en 
los países latinoamericanos. Jara y Sorio (2013) realizan una sistematización 
conjunta para ocho países de la región –en cuanto al intercambio de expe-
riencias y modelos de intervención de programas de intervención en pobreza, 
que aplican el acompañamiento familiar–, según el contexto de cada país. 
Así, se analizan los diferentes modelos de atención y metodologías aplicadas 
en el campo, se revisan los instrumentos e indicadores de focalización, con-
dicionalidades, resultados y egresos. En este balance de la situación de los 
programas de acompañamiento familiar en Latinoamérica, se responden las 
interrogantes de por qué surgen los programas de acompañamiento y cuáles 
son sus fundamentos, cómo es que funcionan en cuanto al alivio de la pobre-
za, otras dimensiones entre sus objetivos y cuáles resultan ser los principales 
retos y oportunidades para el futuro de estos en la región.

En complemento a dicha revisión, el trabajo de Leer et al. (2016) busca llenar 
un vacío en la literatura respecto a la fuertemente apoyada relación causal 
entre los programas de acompañamiento familiar –basados en visitas paren-
tales– y los indicadores de resultado del desarrollo de los niños, mediante 
una visión “fotográfica” (sic) de la calidad los programas de visitas paren-
tales, en siete países de Latinoamérica y el Caribe. Para ello, se utiliza una 
lista de verificación como herramienta a utilizar en campo, con lo que se 
encuentra un nivel considerable de confianza entre los visitantes y las fami-
lias, así como una participación constante de los cuidadores y los niños en 
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la práctica de actividades durante la visita. Sin embargo, los visitantes rara 
vez explican la importancia de estas actividades en relación con el desarrollo 
del niño y muchas veces no traen los materiales necesarios; asimismo, ha-
cen poco para animar el diálogo significativo y la retroalimentación con los 
cuidadores, o para demostrar la actividad o comportamiento deseado. Solo 
un tercio de los visitantes observados enfatizó el desarrollo del lenguaje du-
rante la visita. Es importante destacar que estos resultados no son generali-
zables debido a la muestra pequeña y no aleatoria; no obstante, los autores 
señalan que este ejercicio sirve como piloto del instrumento metodológico 
usado y del tipo de dominios que deben medirse en un programa de visitas 
domiciliarias para asegurar su calidad.

Específicamente para el caso peruano, Rubio-Codina et al. (2016) describen 
y comparan las características de los niños potencialmente beneficiarios y 
sus familias entre los diferentes servicios del programa Cuna Más (servicio 
de acompañamiento a familias, servicio de cuidado diurno), utilizando datos 
de las líneas de base de las evaluaciones de impacto del programa. Como 
resultado de dicha comparación, se evidencia que los hogares de la muestra 
del servicio de cuidado presentan mejores indicadores de bienestar (tipo 
de vivienda, nivel de riqueza, acceso a servicios, cantidad y variedad de ma-
teriales y actividades de juego) que los hogares del servicio de acompaña-
miento familiar, aunque los niveles de desarrollo de los niños son similares 
entre las dos muestras. Los autores resaltan que, si bien las muestras no 
guardan ningún nivel de representatividad nacional, el ejercicio comparati-
vo genera una fuente de información valiosa sobre el desarrollo infantil, el 
entorno familiar y sus condiciones de vida. 

Por último, contamos con la evaluación de impacto del Programa Nacional 
Cuna Más, elaborada por el BID (2016). Allí se explota el proceso gradual 
de expansión del programa de acompañamiento familiar para realizar una 
evaluación experimental. En ella, se comparan niños en localidades aleato-
riamente asignadas a recibir el programa en primera fase con aquellos que 
residen en zonas que no fueron tratadas para esta primera etapa, pero que 
entrarían a formar parte del grupo de beneficiarios en etapas posteriores. 
Para ello, se levantó una línea de base –previa al inicio al programa– y una 
línea de seguimiento –cuando los niños del grupo tratamiento ya habían 
recibido el programa durante dos años–. En ellas, se obtuvo información so-
cioeconómica del hogar; sus miembros; la calidad del ambiente del hogar; 
niveles de estimulación; medidas antropométricas; y se evaluó el desarrollo 
infantil en cognición, comunicación, personal-social y motricidad. 
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Como principal objetivo de la evaluación, se buscó medir el efecto del pro-
grama sobre el nivel del desarrollo de los niños en las dimensiones cogni-
tiva, de lenguaje, motora y socioemocional. Los principales hallazgos de la 
investigación revelan que el programa tiene efectos sobre el desarrollo que 
resultan más robustos y significativos para las dimensiones cognitiva y de 
comunicación. También se observan impactos sobre las áreas de motricidad 
fina y personal-social, aunque con un nivel considerablemente menor de 
significancia estadística. El impacto del programa de acompañamiento fa-
miliar –sobre los niños que recibieron al menos una visita– oscila entre 0,094 
y 0,122 desviaciones estándar, para las variables de impacto que resultaron 
significativas. Ello revela impactos de escala considerable. 

1.3.4  Programas de desarrollo productivo

En referencia a los programas de desarrollo productivo, encontramos, en 
primera instancia, una serie de trabajos relacionados al programa nacional 
Haku Wiñay/Noa Jayatai, cuyos objetivos recaen en fortalecer los sistemas 
de producción familiar, mejorar la salud, promover negocios rurales inclusi-
vos y fomentar capacidades financieras.

Cronológicamente, el primero de estos trabajos, realizado por Lázaro Cabello 
(2012), analiza el diseño del proyecto y la forma en que se articula con otras 
intervenciones desarticuladas, así como esfuerzos que se realizan a favor de 
sacar de la pobreza a familias rurales. Para ello, se propone una estrategia 
cualitativa etnográfica con un muestreo no probabilístico, que conlleva a un 
análisis documental complementado con entrevistas a profundidad. En este 
sentido, la tesis analiza los elementos del diseño referentes al paquete tecno-
lógico del proyecto, el presupuesto por familia, la oferta de capacitadores, la 
articulación de actores locales y sostenibilidad del proyecto, los criterios de 
identificación de beneficiarios y los tiempos de implementación. Asimismo, 
se estudia la interrelación del programa con otros proyectos que operan en el 
ámbito rural. Como conclusión, el autor afirma que el programa no aplicó en 
su totalidad la posibilidad de articulación con otros proyectos rurales, aunque 
su diseño recoge lecciones aprendidas de experiencias previas; con lo cual, 
se convierte en “un nuevo enfoque de transferencia tecnológica intermedia y 
de uso eficiente de los recursos locales con que se cuenta en la zonas rurales, 
donde se promueve el fortalecimiento de los saberes culturales locales”.

En complementariedad de la evaluación del ciclo de proyectos del Haku 
Wiñay, Benites (2015) evalúa los indicadores propuestos en el marco lógico 
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para los beneficiarios antes y después de la implementación del programa, a 
modo de realizar una evaluación de los resultados trazados como meta. Adi-
cionalmente, se plantea una evaluación de impacto mediante la técnica de 
propensity score matching, utilizando la información levantada por Fonco-
des, que empleó como línea de base a 779 hogares y 388 controles, y como
línea de seguimiento a 751 hogares, un año después. Como hallazgos de 
estas evaluaciones, se encontró que para los indicadores de resultado final 
propuestos, el ingreso real anual per cápita aumentó en 773 soles en la línea 
de base, aunque no hubo cambios en la línea de seguimiento, y el prome-
dio de gasto real anual per cápita aumentó en 855 soles en el primer año y 
no hubo cambios en el segundo. Sin embargo, acorde a la metodología de 
impacto, no se encontraron cambios significativos en las comparaciones de 
usuarios en la línea de seguimiento con los grupos control extraídos desde 
la Enaho. Por lo tanto, la autora concluye que “en el ámbito del estudio, 
dentro del corto plazo 2014-2015, se observan algunas mejoras en indicado-
res consistentes con el marco lógico vigente del programa, aunque aún no 
pueden ser atribuidas con certeza a la intervención”.

Al siguiente año de esta evaluación de resultado, Escobal et al. (2016) y Esco-
bal y Ponce (2016) realizan una evaluación de los impactos iniciales del Haku 
Wiñay, para una muestra representativa de las áreas de intervención en zonas 
rurales. Para ello, se aplica una metodología cuantitativa –mediante un diseño 
experimental que aleatoriza la intervención del programa en centros pobla-
dos con alta densidad de usuarios de Juntos–. Esta se complementa con el 
cálculo de estimadores de dobles diferencias. Los autores muestran que el 
proyecto ha tenido impactos iniciales positivos en la generación de ingresos, 
seguridad alimentaria, producción agropecuaria, condiciones de vida, capa-
cidades financieras y en la expansión de negocios. Asimismo, en los capítulos 
que continúan al libro, Heredia (2016) y Remy (2016) profundizan –mediante 
metodologías cualitativas– en los aspectos de sostenibilidad de los impactos 
generados por Haku Wiñay. El trabajo de Heredia se centra en el componen-
te de negocios rurales inclusivos y los marcos institucionales locales. Da una 
lista de retos y recomendaciones identificados al ejecutar este componente. 
Por último, el análisis cualitativo de Remy busca sistematizar los procesos de 
programación y asignación de recursos del proyecto. Da una mirada de orden 
macro del programa, identificando cuellos de botella y tomando las conside-
raciones necesarias para el escalamiento del programa. 

Pensando en la articulación de programas sociales, Trivelli (2016) revisa los 
trabajos ganadores del concurso CIES, el cual estuvo orientado a identificar 
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sinergias y ganancias en el impacto de políticas y programas públicos, de 
lograr articularse los programas sociales con aquellos de desarrollo produc-
tivo. Así, en esta edición de concurso, se financiaron nueve investigacio-
nes, con miras a hallar evidencia sobre las acciones a tomar en el sector 
público en pro de la articulación efectiva de políticas de inclusión y políticas 
económicas, tanto como evidenciar esquemas de intervención que gene-
ren un esquema sostenido de superación de la pobreza. De la revisión de 
estos trabajos ganadores, Trivelli concluye que estos “estudios dan cuen-
ta del potencial de la articulación entre programas sociales, de desarrollo 
productivo y de desarrollo de capacidades para generar canales sostenidos 
de superación de la pobreza; además de informar sobre la necesidad de 
que estos esfuerzos no se limiten solo al sector social, sino que sean vistos 
desde distintas carteras ministeriales. La autora resalta la heterogeneidad 
de los hogares pobres, sus necesidades y el diferente potencial de cada 
hogar para beneficiarse de intervenciones productivas. Con ello, hace un 
llamado a estudios sobre la necesidad de intervenciones complementarias y 
diferenciadas que atiendan a subgrupos de usuarios de manera pertinente 
a sus características. 

Entre estos trabajos revisados por Trivelli, encontramos la investigación 
realizada por Aldana y Vásquez (2014) sobre el impacto del proyecto Sierra 
Sur en la población beneficiaria de Juntos, en el Cusco, con miras a estudiar 
las potenciales sinergias e impactos diferenciados de estos programas. Para 
ello, las autoras aplican una estrategia cuasiexperimental de propensity score 
matching, construyendo a los contrafactuales a través de la elección de una 
zona de control similar a la zona de tratamiento, y preguntado por la disposición 
a participar en el proyecto Sierra Sur a los hogares de control. Con ello, las 
autoras encuentran un impacto positivo y significativo sobre la adopción 
de las prácticas promovidas en las capacitaciones del programa realizadas; 
mientras que –al analizar efectos diferenciados– se halla que el efecto sobre 
la inversión de activos es mayor para aquellos hogares que cuentan con una 
mayor dotación de activos en el periodo de inicio. Las autoras concluyen que 
estos resultados serían una señal de que el proyecto contribuiría a mejorar la 
equidad en la capacidad económica de los beneficiarios. 

Otro análisis de la complementariedad de programas de desarrollo produc-
tivo es estudiado por Banerjee et al. (2015), quienes analizan el resultado de 
la aplicación de un programa multifacético para seis países –incluido el Perú– 
focalizado en los más pobres, en el cual se proveía de activos productivos, 
entrenamiento, soporte técnico, soporte en efectivo para consumo a corto 
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plazo, acceso a servicios bancarios e información de servicios de salud. Este 
programa es aplicado con la intención de evaluar la suficiencia del paquete de 
programas y no para entender el impacto de cada uno de los componentes. 
Se realizó una aleatorización a nivel de ‘villas’ elegibles –que se encontraran 
geográficamente asociadas con la pobreza extrema– para luego identificar a 
los hogares más pobres, a través de un mecanismo de participatory wealth 
ranking. En el caso peruano, se eligieron 13 distritos de las provincias de Ca-
nas y Acomayo, en Cusco, y se incluyó una muestra 2284 hogares con 785 de 
ellos en el grupo de tratamiento. El análisis se condujo con la información pro-
vista por la encuesta de línea de base y dos líneas de seguimiento levantadas 
por el programa a los 24 y 36 meses de aplicarse los componentes, respecti-
vamente. Con ello, los autores encuentran impactos significativos para todos 
los países estudiados, en todas las variables de resultados planteadas en la 
teoría de cambio: consumo del hogar, seguridad alimentaria, activos produc-
tivos y del hogar, inclusión financiera, uso del tiempo, ingresos, salud física, 
salud mental, participación política y empoderamiento femenino. Asimismo, 
luego de un año del final de la intervención, la mayoría de estos indicadores 
mantuvieron el nivel del efecto evidenciado previamente y su significancia. 

1.3.5  Otros programas sociales

En este apartado de otros programas, agrupamos aquellos temas con un nú-
mero reducido de trabajos o programas que no han sido objeto de muchas 
investigaciones publicadas. Referente a los programas sociales de igualdad 
de género, encontramos el trabajo de Villar (2015), presentado por el CIES 
como parte de propuestas de política para los gobiernos regionales. El es-
tudio analiza la situación de dicho tipo de programas, aplicado en distintas 
regiones del país. En este documento, se revisan los principales avances y 
retos en cuanto al tema de igualdad de género y las nuevas competencias 
asumidas por los gobiernos subnacionales. La autora hace evidente la per-
sistencia de brechas de género tanto en oportunidades como en resultados 
agrupados en siete áreas temáticas: identidad, educación, salud, participa-
ción política, violencia contra la mujer, inclusión económica y medio am-
biente. Ante ello, se proponen propuestas de acción desde los gobiernos 
regionales e ideas de articulación intersectorial e intergubernamental para 
atacar dichas brechas. 

Referente a programas de infraestructura y su impacto en el bienestar, 
encontramos la investigación de Arráiz y Calero (2015). Allí se evalúa el 
impacto del acceso a electricidad –a través de sistemas de energía solar– 

PO
BR

EZ
A

 Y
 D

ES
A

RR
O

LL
O

551



en comunidades rurales en Perú. Mediante el uso de datos administrativos 
de los clientes de Acciona Microenergía Perú y datos a nivel comunal y de 
hogar provenientes del censo de 2007, se realiza una estimación mediante 
un propensity score matching a la comunidad y los hogares. Con este 
proceso, los autores encuentran que los hogares con sistema de energía 
solares gastan menos en energía tradicional y que el ahorro por esta fuente 
compensa el pago del uso e instalación del sistema solar. Asimismo, los 
hogares tratados pasan más tiempo despiertos; las mujeres tratadas 
cambian ciertos patrones de uso de tiempo: mayor proporción de horas 
con los hijos, cocinando y lavando, mientras que se dedica menos tiempo 
a actividades productivas fuera del hogar; y los niños pasan más tiempo 
realizando tareas escolares, lo cual se traduce en más años de educación 
y mayores tasas de participación en la escuela. No obstante, no se logra 
encontrar ningún impacto en el nivel de ingresos o la condición de pobreza.

En el tema educativo, encontramos tres investigaciones sobre diferentes 
programas y metodologías aplicadas. El primero de ellos, de escala 
nacional, es la evaluación de impacto del programa de entrenamiento juvenil 
Projoven, realizada por Díaz y Rosas (2015). En este trabajo, se busca analizar 
el impacto de la intervención en indicadores de largo plazo –luego de tres 
años del entrenamiento– mediante una metodología de aleatorización 
al grupo de postulantes, ante el exceso de demanda del programa. La 
información utilizada provino de las encuestas de línea de base (2009), línea 
de seguimiento (2013) y datos administrativos del Ministerio de Trabajo 
–a través de las planillas electrónicas–. Así se comprobaron los ingresos 
en caso de que el joven hubiese adquirido algún empleo formal luego de 
tres años de finalizado el programa. Para ello, se utilizaron estimadores de 
intention-to-treat con cuatro grupos de resultados a evaluar: inserción en 
el mercado laboral y calidad del empleo, ingresos por hora y mes, ingreso 
condicional a ingresos remunerados y mediciones socioemocionales. Como 
resultado, los autores encuentran que no hay impactos significativos en el 
nivel de empleo, los ingresos ni en los indicadores de socioemocionales. 
Sin embargo, sí encuentran impactos en la calidad del mismo, en lo 
concerniente a su formalidad. Este efecto es de magnitud considerable. De 
esta forma, la probabilidad de contar con un empleo con seguro de salud y 
pensión aumentó en 4% y 3%, respectivamente. 

El segundo trabajo –de Beuermann et al. (2012)– evalúa el impacto de una 
intervención aleatorizada en la entrega de laptops XO para uso de niños en 
escuelas primarias de Lima. Este estudio se enmarca en el programa One 
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Laptop per Child, que busca mejorar el aprendizaje autodirigido al proveer 
de laptops a los niños en edad escolar en países en desarrollo. En esta inves-
tigación, se presentan los impactos a corto plazo del primer estudio experi-
mental al proveer las laptops para el uso en casa, a diferencia de otras expe-
riencias donde se entregaban solamente en el colegio. Bajo este diseño, se 
aleatorizó –a nivel de escuela y de individuo– una muestra de 1000 estudian-
tes de primaria. Se tuvo en total 14 escuelas tratadas y otras 14 como con-
trol. Para la evaluación, se utilizaron datos de la encuesta de línea de base 
y línea de seguimiento –aplicada cinco meses después–, donde se incluyó 
una batería de preguntas y test tanto a los alumnos como a los profesores. 
Como resultado de la intervención, los autores encuentran que el programa 
impactó en el nivel de exposición de los niños tratados a las computadoras, 
al aumentar la probabilidad de tener acceso en casa y reemplazar el tiempo 
de uso dedicado en el alquiler de cabinas. Sin embargo, no se encontró 
evidencia de impacto en el nivel de logros académicos, en habilidades rela-
cionadas al uso de Windows PC o de internet, ni medidas cognitivas del test 
de Raven. Por el contrario, los profesores reportaron en sus entrevistas que 
los niños que recibieron una laptop como parte del programa se mostraron 
menos propensos a esforzarse en el salón de clases. 

Finalmente en cuanto a programas educativos, la investigación de García 
(2014b) analiza más bien un programa de pequeña escala referente a prés-
tamos educativos en la PUCP. En este documento, el autor evalúa el impacto 
del programa de créditos educativos sobre el tiempo necesario para concluir 
sus estudios universitarios. Para ello, se emplea data administrativa de la uni-
versidad relacionada al track académico del alumno y sus características so-
cioeconómicas; además –al ser los préstamos entregados a estudiantes con 
bajos ingresos que muestren un desempeño académico satisfactorio y dado 
que la decisión de solicitar o no por el préstamo depende de cada estudian-
te–, se corrige el análisis de regresión simple a través de una aproximación de 
variables instrumentales. Como hallazgo de este ejercicio, se encuentra que 
los estudiantes que reciben un préstamo educativo, por seis o más semestres, 
presentan un efecto de acabar su malla de estudios un año antes que aquellos 
estudiantes que no solicitaron o recibieron algún crédito similar. 

Pasando a los programas sociales referentes a temas sanitarios, encontramos 
dos trabajos relacionados a evaluaciones de impacto. El primero de ellos se 
aplica a un programa de escala nacional, mientras que en el segundo se realiza 
sobre una intervención local específica. El primero de estos trabajos –elaborado 
por Cruzado (2012)– realiza la evaluación del impacto del Programa Nacional 
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Articulado Nutricional (PAN) respecto a la desnutrición crónica infantil. Su 
objetivo es responder si es que la reducción en este indicador sanitario se ha 
debido a los efectos de este programa. En este estudio, con el uso de datos 
administrativos, se busca identificar el impacto sobre la desnutrición crónica 
infantil del CRED y las vacunas aplicadas por el programa, mediante una 
metodología que emplea un pool de datos de niños y explota la secuencialidad 
en la intervención, a través de distintas cohortes de nacimientos, para así 
calcular la probabilidad de desnutrición. Asimismo, se aplicó la técnica de 
controles sintéticos a nivel de regiones para calcular el efecto promedio del 
tratamiento en la prevalencia de la desnutrición crónica infantil. Con la primera 
metodología de explotación de la gradualidad, se encontró un efecto en la 
cohorte atribuible al programa. En ella, la intervención reduce la probabilidad 
de la condición de desnutrición en el niño y aumenta la probabilidad de 
que estos tengan sus controles de crecimiento y vacunas completas. Para la 
segunda metodología de controles sintéticos, y en búsqueda de un efecto más 
agregado, se halló que el PAN produjo una reducción en la desnutrición de 
3,5% en Apurímac y 1,5% en Ayacucho. 

En cuanto a la segunda evaluación de impacto encontrada en la revisión, 
Galiani et al. (2012) evalúan un experimento aleatorio, sobre la promoción 
del lavado de manos, mediante un componente a nivel provincial y otro 
a nivel distrital. Este programa fue implementado en 800 distritos aleato-
rizados, y se tuvo como población objetivo a madres, cuidadores y niños 
hasta los 12 años. El fin era promover el lavado de manos antes de comer 
y cocinar, y luego de ir al baño. Como intervención, el programa utilizó un 
componente mediático provincial basado en spots de radio nueve veces al 
día –entre los años 2009 y 2010–, afiches, cómics, trípticos y eventos pro-
mocionales en espacios públicos. Además, hubo un componente distrital 
que incluyó entrenamiento de agentes comunales (profesores, médicos y 
líderes), construcción de capacidades de madres e hijos en sesiones educa-
tivas sobre cómo y cuándo lavar las manos, y la inclusión de la promoción 
de lavado de manos en el currículo de primaria. Como datos de análisis se 
utilizó información cuantitativa recogida por el programa en una línea de 
base y varias de seguimiento, así como instrumentos cualitativos, cuestiona-
rios, observación estructurada, análisis de muestras de heces, sangre y me-
diciones antropométricas. Con ello, se buscó estudiar el impacto sobre las 
variables de exposición a la promoción de lavado de manos, determinantes 
del lavado de manos, comportamiento de lavado de manos, contaminación 
ambiental y la salud infantil. Como resultado, los autores encontraron que 
la intervención mediática provincial no tuvo ningún efecto, mientras que 

554

POBREZA, DESIGUALDAD Y POLÍTICAS SOCIALES:  
BALANCE 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021



en la distrital se observó una mejora en los niveles de lavado de manos 
autorreportados y observados; sin embargo, no se encontraron efectos en 
la salud infantil.

 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

Luego del barrido bibliográfico, las entrevistas realizadas y el examen de lo 
logrado respecto a la agenda propuesta por Monge y Campana en el ante-
rior balance, se han identificado varios temas pendientes. Hemos seleccio-
nado aquellos que nos parecen los más relevantes por guardar una relación 
estrecha con las políticas públicas o por abrir vías prometedoras para otras 
investigaciones.

La disponibilidad de nuevos tipos de datos –como los provenientes del 
big data, los datos georreferenciados y la articulación de distintos tipos de 
fuentes– abrirá nuevas perspectivas para la investigación. En este sentido, 
consideramos que el Censo de Población y Vivienda 2017, al incluir las coor-
denadas geográficas para cada una de las viviendas en todo el territorio 
nacional, marcará sin duda un hito importante, pues permitirá el enlace 
con otras fuentes de información, sean registros, encuestas u otros censos. 
Una vez anonimizados, dichos datos permitirán realizar investigaciones que 
consideren determinantes que actúan a diferentes niveles. Por ejemplo, en 
el caso de las disparidades en los rendimientos de la educación, se podrá 
estudiar cuánto contribuyen las características individuales y del hogar, las 
características de las escuelas y el entorno geográfico del hogar. 

Igualmente, se podrá abordar el impacto de las externalidades espaciales 
vinculadas a los efectos, tanto positivos como negativos, de aglomeración, 
los cuales han sido muy poco estudiados en el Perú. Desde el punto de 
vista de los instrumentos de análisis, el manejo de sistemas de información 
geográfica, la aplicación de los métodos de econométrica espacial y la mo-
delización multinivel serán competencias que deberán ser parte de la for-
mación de los investigadores en ciencias sociales, y de los economistas en 
particular. Otro aspecto que podrá ser estudiado con mayor fineza son las 
interacciones hombre-naturaleza, especialmente los impactos locales del 
cambio climático y los efectos de las industrias extractivas. 

Unas de las grandes transformaciones de las últimas dos décadas han sido 
las nuevas formas que tienen los hogares y las unidades de producción de 
articularse con el espacio. El espacio geográfico de residencia y el espacio 
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de la producción coinciden cada vez menos, tanto en el campo como en la 
ciudad. Ello significa que las políticas que buscan ampliar las oportunidades 
que permitan mejorar las condiciones de vida deben también considerar las 
interacciones e intercambios, y no solamente caracterizar a la población y 
las unidades de producción en un momento dado. El desarrollo de las vías 
y los medios de comunicación han resultado, como lo analiza en detalle 
Webb (2013), en un “despegue rural”, citando el título de su último libro. 
Los aspectos ligados a la movilidad, a la circulación migratoria y los flujos de 
intercambio deberán también ser una dimensión transversal a considerar en 
varios de los temas planteados en la agenda de investigación.

2.1  Pobreza

 a)  Medición de la pobreza monetaria 

La medición de la pobreza monetaria en el Perú se ha beneficiado de los 
trabajos de la Comisión Consultiva de Pobreza –creada en 2010– y de las 
mejoras en los procesos de control de calidad implementados por el INEI. 
Existen, sin embargo, temas pendientes de la agenda de la comisión a ser 
investigados. Dos son los temas que deben ser priorizados: i) la medición de 
las transferencias públicas y ii) la mejora en la estimación del déficit calórico.

Persiste aún, en la medición del gasto de los hogares, dificultad en incor-
porar los montos del gasto social y de las transferencias públicas. La actual 
medición de pobreza monetaria no incluye adecuadamente la valorización 
del gasto social en salud, educación, alimentos ni de los programas sociales 
u otro tipo de transferencias en especie recibidas por los hogares mediante 
los programas sociales como Qali Warma, Cuna Más, etc. Lo que se registra 
en la encuesta corresponde únicamente a los pagos monetarios de bolsillo 
que realiza el informante de los servicios recibidos, lo cual implica un error 
por subestimación. Sin duda, los datos administrativos del Minedu, Minsa y 
Midis, sobre los gastos corrientes en remuneraciones e insumos a un nivel de 
desagregación geográfico muy fino, combinados a los de las encuestas a los 
hogares, harán posible una mejor aproximación del valor monetario que re-
presentan dichos gastos y transferencias. Una buena estimación de tales mon-
tos permitirá abordar un tema de investigación aún muy poco explorado: el 
impacto redistributivo del Estado, a través de la política fiscal y el gasto social. 

Por otra parte, los indicadores sobre el estado nutricional han cobrado una 
gran importancia en el monitoreo de las condiciones de vida y el diseño de 
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programas sociales; en particular, debido a la discrepancia que existe, por 
un lado, entre el indicador de pobreza monetaria anclado en los gastos ali-
mentarios y los requerimientos calóricos, y por el otro, en la divergencia en 
las evoluciones de la desnutrición crónica y de la anemia infantil. En cuanto 
a las mencionadas discrepancias, poco se ha investigado sobre la manera en 
que los hogares asignan sus recursos en un contexto de restricción severa 
de sus ingresos. Los cambios en los patrones de consumo, y en particular 
la importancia creciente que han cobrado los gastos en alimentos fuera del 
hogar, han tornado más impreciso y probablemente sesgado el indicador de 
déficit calórico aparente. La heterogeneidad de las comidas preparadas y 
consumidas fuera del hogar y la falta de información detallada sobre las mis-
mas había obligado a aplicar procedimientos gruesos de imputación, basa-
dos en hipótesis sobre la comparabilidad de los costos por caloría. Con el fin 
de mejorar la estimación del aporte nutricional de los gastos en alimentos, 
el Cenan, en coordinación con el INEI, realizó en 2013 una encuesta sobre el 
consumo de alimentos fuera del hogar, en una muestra de establecimientos 
estratificados según diferentes criterios. Queda aún pendiente el análisis de 
la información aportada por dicha investigación, lo que contribuiría a me-
jorar el estimado del déficit calórico y de las líneas de pobreza; asimismo, 
permitirá entender mejor la relación que hay entre patrones de consumo 
saludable, obesidad y pobreza.

En lo que respecta a la provisión de servicios básicos y a pesar de un nivel 
de cobertura alcanzado bastante alto, aún se presentan insuficiencias en 
cuanto a su calidad, en particular en el caso de los servicios que reciben 
los hogares más pobres. Es todavía una tarea pendiente contar con indica-
dores de la calidad de los servicios según diversos grupos de población. El 
estudio de las desigualdades en la satisfacción de las necesidades básicas 
debe replantearse considerando las desigualdades en la calidad el acceso 
a dichos servicios.

 b)  Pobreza multidimensional

Aunque existe un consenso sobre la necesidad de considerar las múltiples di-
mensiones de la pobreza, las posiciones son menos concordantes en cuanto a 
la manera de elegir y medir dichas dimensiones, así como la forma en que di-
cho enfoque puede (o no) resultar útil para la definición de políticas públicas. 

Se mantiene aún en curso el debate académico sobre la necesidad de re-
ducir las diferentes dimensiones en un índice único, o de disponer más bien 
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de un tablero de bordo que permita el seguimiento de cada una de las dimen-
siones. Las necesidades de la política pública pueden, en cierto modo, servir 
para priorizar la agenda de investigación en estos aspectos. Sobre lo que sí 
existe consenso es sobre la importancia de poder identificar a la población con 
múltiples privaciones e incorporar dicha población en la población objetivo de 
las políticas sociales.

Los trabajos existentes sobre pobreza multidimensional se encuentran en un 
punto de tensión entre los enfoques desagregados por dimensiones y los enfo-
ques que centran su atención sobre índices sintéticos (IHO, IPM). Sin embargo, 
desde el punto de vista de la definición de políticas públicas, la utilidad de un 
índice sintético es limitada. El acento puesto por los académicos en poder ‘ais-
lar’ el impacto de un componente de la intervención pública se enfrenta a la 
necesidad de implementar simultáneamente varias políticas (‘tratamientos’) que, 
conjuntamente, resultan ser más eficaces que políticas sectoriales únicas. Es por 
ello que la construcción de índices sintéticos, o el proponer un catálogo de di-
mensiones, es menos pertinente para las políticas que el poder tener una mejor 
comprensión de las interacciones entre dimensiones de la pobreza que puedan 
permitir priorizar las combinaciones de intervenciones y lograr con mayor eficacia 
varios objetivos simultáneamente.

Por otra parte, los trabajos sobre pobreza multidimensional han estado cen-
trados en la estimación de los índices sintéticos (IPM de Alkire-Foster, índice 
de oportunidades humanas del Banco Mundial). Ahora bien, en la construc-
ción de los mencionados índices –y en particular del IPM por ser este el más 
utilizado– todavía quedan sin resolver varios temas cruciales que fragilizan su 
utilidad para las políticas públicas. Entre ellos figura el problema de la elección 
de dimensiones en su construcción, tanto como la de los indicadores para cada 
dimensión a considerarse, qué umbrales deben ser seleccionados para los dis-
tintos indicadores, el número de dimensiones que identifican a los pobres mul-
tidimensionales, el tipo de ponderaciones (aditivas, multiplicativas) y el valor 
de dichas ponderaciones. Otro punto por resolver es la interpretación del IPM 
cuando incluye dimensiones que no son pertinentes para todos los hogares 
(educación de los niños, atención a los adultos mayores, los discapacitados, 
etc.). De ignorarse, esto causa un problema, pues equivale a suponer que di-
chos hogares no hubieran sufrido una privación en dicha dimensión en caso 
de que dicha dimensión hubiese sido relevante para dicho hogar. Una pista 
prometedora es la propuesta por Olivera y Clausen (2014) y Olivera y Tournier 
(2015) en el caso de los adultos mayores, y de García et al. (2014) para el caso 
de niños y adolescentes aplicado al caso de Colombia.
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Asimismo, muy escasa investigación se ha generado sobre las interaccio-
nes entre las distintas dimensiones de bienestar. Ello requiere, sin duda, 
explorar las herramientas analíticas que proporcionan los trabajos sobre la 
dominancia estocástica multidimensional, como son los de Atkinson y Bour-
guignon (1982), Duclos et al. (2006), Gräb y Grimm (2011) y Yalonetzky (2013).

En coherencia con el enfoque de capacidades, las condiciones de vida de 
la población no deben ser evaluadas únicamente en términos de los resul-
tados de mercado (pobreza monetaria). Es necesario poder incluir dimen-
siones que no se transan en el mercado aún no consideradas en la investi-
gación empírica (calidad del medio ambiente, violencia, empoderamiento, 
etc.). Una colaboración más estrecha entre el mundo académico y el Institu-
to de Estadística permitirá aterrizar propuestas de tales dimensiones en el 
recojo de información y construcción de indicadores.

Teniendo en cuenta un contexto en el que las tasas de pobreza han dismi-
nuido substancialmente, se hacen incluso de mayor importancia estudios 
específicos sobre la población ‘ultrapobre’. Dicha población es poco visible 
para la intervención del Estado y muchas veces está fuera del alcance de las 
políticas públicas, tanto por el lado de la oferta pública, como del lado de 
la demanda por parte de la misma población. Esta categoría de hogares en-
frenta mayores dificultades para salir de la pobreza y se asemeja, por sus ca-
racterísticas, a la de los pobres crónicos, quienes pueden difícilmente contar 
con la ayuda del entorno y del Estado. Entre las preguntas que quedan por 
responderse en este frente, resaltamos:

•  ¿Cómo definir e identificar a la población que acumula privaciones en 
múltiples dimensiones? 

•  ¿Qué mecanismos e instrumentos de focalización deben diseñarse que  
permitan a los programas sociales llegar a ellos? 

• ¿Qué contenido deberán tener las políticas de inclusión social dirigida a 
dicha población? 

•  ¿Qué combinación de políticas tiene un mayor impacto para eliminar 
esta forma de pobreza? 

 c)  Vulnerabilidad ‘estructural’ y vulnerabilidad ante choques 
      adversos en salud, catástrofes naturales

Varios de los trabajos citados en este balance adoptan un enfoque dinámico 
de la pobreza, el cual había sido identificado en un anterior balance como 
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uno de los temas que requería mayor investigación. La disponibilidad de datos 
en formato longitudinal en la Enaho ha sido, sin duda, fundamental, aunque no 
han sido explotados en todo su potencial. Por ello, se requiere aún ahondar en 
una visión dinámica de las condiciones de vida. Así, temas importantes como las 
trampas de pobreza, la pobreza crónica y la vulnerabilidad a la pobreza han sido 
insuficientemente investigados. Se trata de tópicos de investigación que permi-
tirán el diseño de políticas públicas para atender a poblaciones que han sido en 
cierto modo ignoradas. Queda como tarea pendiente definir la manera en que 
el diseño de políticas y los instrumentos de focalización, monitoreo y evaluación 
deberán tomar en cuenta las especificidades de los determinantes de las distin-
tas situaciones de pobreza. 

 d)  Los desafíos de la pobreza urbana

Las muy elevadas tasas de pobreza rural, cercanas al 90% hace tan solo una 
década, y la concentración de la población en situación de pobreza extrema en 
el área rural, llevaron a que los programas de lucha contra la pobreza tengan un 
marcado foco en este ámbito. El criterio de focalización geográfica ha estado 
fijado en términos de incidencia de pobreza y no en función del número total 
de pobres, lo cual se ha traducido en que la población urbana no haya sido 
priorizada en la focalización de los programas sociales y que el diseño mismo 
de las políticas de lucha contra la pobreza no atendiera las especificidades de 
la pobreza en ámbito urbano, en especial para grandes ciudades. En particular, 
no se han estudiado –en una suerte de ‘bolsones’ de pobreza– las externali-
dades espaciales de la concentración de la población desfavorecida. En este 
sentido, quedan planteadas estas preguntas: 

•  ¿Cuáles son los efectos sobre los niveles de pobreza de la concentración de 
los hogares pobres en ciertas áreas, generalmente periféricas, de la ciudad? 

•  ¿Tiene esta aglomeración efectos sobre los rendimientos educativos, el 
tipo de empleo, la violencia, etc.? 

•  ¿Cuál es la importancia relativa de dichos efectos respecto a los otros deter-
minantes de la pobreza? 

2.2  Desigualdad

En un trabajo bastante influyente sobre las desigualdades, Sen (1995) subrayaba 
la pertinencia de preguntarse ¿desigualdad de qué y entre quiénes? En el caso 
del Perú, la mayor parte de los trabajos han estado centrados en las desigualda-
des de los resultados de mercado (ingresos monetarios) y en sus problemas de 
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medición asociados. El examen crítico de los indicadores de desigualdad y las 
propuestas de corrección de los sesgos han sido tema de preocupación de va-
rias de las investigaciones recientes en el Perú. Estas investigaciones sientan las 
bases para profundizar el análisis de la desigualdad haciendo uso de las cuentas 
nacionales y de los registros administrativos. Aún no existen estudios sobre los 
muy altos ingresos en el Perú (el 1% de la distribución) y del impacto que tendría 
incorporarlos en las estimaciones de desigualdad, basadas únicamente en las en-
cuestas de hogares que, por naturaleza, no son diseñadas para tales efectos. Por 
lo pronto, existe un número creciente de trabajos en América Latina inspirados 
en esta línea de investigación iniciada por Atkinson, Piketty y Saez (2011). Entre 
los estudios se pueden citar los trabajos de Gutiérrez et al. (2015) para Chile, de 
Alvaredo y Londoño (2013) en Colombia y el de Cano (2015) para Ecuador.

La pregunta inicial de Sen, sobre qué tipo de desigualdad estamos tratando, 
tiene como extensión el análisis del carácter multidimensional de la desigual-
dad, de la misma manera que en el ámbito de la pobreza. Decancq y Lugo 
(2012) han propuesto dos índices para medir la desigualdad multidimensional 
derivados de funciones de evaluación social que permiten agregar las dimen-
siones y los individuos. Dichos índices son generalizaciones del coeficiente de 
Gini al caso multivariado, en donde cuentan tanto los niveles como las posicio-
nes relativas de los individuos en la distribución. En la medida que la agrega-
ción de las dimensiones depende de las correlaciones entre dimensiones, una 
pista de investigación en el caso del Perú es indagar: 
 
•  ¿Qué subconjunto de dimensiones es el que más contribuye a las desigual-

dades multidimensionales? 
•  ¿Cuánto de la variación en la desigualdad se debió a variaciones en la des-

igualdad entre dimensiones y cuánto a la desigualdad al interior de una 
misma dimensión?

En contraste con los países desarrollados, los estudios sobre el impacto distri-
butivo de la intervención del Estado en el Perú son muy escasos. Ello puede 
explicarse, por un lado, por el poco peso que tienen los gastos sociales y trans-
ferencias directas, y por otro, debido a las relativamente bajas tasas de presión 
fiscal. Sin embargo, esta situación ha cambiado sustancialmente en el curso de 
los últimos 15 años de fuerte crecimiento económico. Ello ha permitido el incre-
mento sustancial de los ingresos del Estado, el desarrollo de los programas de 
transferencias condicionadas y la extensión de la cobertura del acceso a la salud. 
La persistencia de niveles elevados de desigualdad y la disminución del ritmo 
de crecimiento hacen cada vez más difícil lograr mayores reducciones de la 
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pobreza, más aún en un contexto internacional desfavorable. Si ya no se 
puede contar, como en el pasado, en el crecimiento para obtener reduccio-
nes de la pobreza, se hace necesario actuar sobre la desigualdad utilizando 
instrumentos de política hasta ahora poco utilizados en una óptica redistri-
butiva. Los impuestos directos representan una proporción reducida de los 
ingresos fiscales, debido a la reducida base fiscal y la alta evasión impositiva 
(y no a la supuesta baja progresividad de las tasas impositivas). Ante esto:

•  ¿Qué papel pueden jugar en el Perú las políticas fiscales y sociales en su 
dimensión redistributiva?

•  ¿Cuán progresiva/redistributiva es la actual presión fiscal? 
•  ¿Cuánto impactan el gasto social y las transferencias públicas? 
•  ¿Qué escenarios pueden vislumbrase y qué impacto redistributivo ten-

dría cada uno de ellos en términos de reducción de la pobreza y de la 
desigualad?

2.3  Programas sociales

El desarrollo de las encuestas a hogares –y en particular la Enaho, la Endes 
y la Enapres– ha permitido cada vez más la formulación de las políticas ba-
sadas en evidencia empírica. De la misma forma, se ha extendido la idea de 
que el impacto de dichas políticas debe ser evaluado con el fin de saber si 
dichos programas públicos logran los efectos esperados. 

Sin embargo, a pesar de los importantes avances en los estudios y la ex-
tensión de los mismos a un buen número de programas sociales, persiste 
un cierto desfase entre la producción académica y su utilización por parte 
de los decisores de políticas públicas. Los trabajos académicos han estado 
centrados en la evaluación de impacto de los programas sociales conside-
rados individualmente. Las técnicas de análisis se han vuelto cada vez más 
sofisticadas, sin que esto revierta necesariamente en recomendaciones de 
utilidad práctica para los gestores públicos. 

 a)  Abriendo la caja negra de las evaluaciones de impacto

Una de las evoluciones más notables de los últimos cinco años ha sido la 
multiplicación de las evaluaciones de impacto de los programas sociales, 
tanto en un frente cuantitativo como cualitativo. El número de evaluaciones 
se ha incrementado sustancialmente, en particular aquellas del programa 
Juntos, sin duda el más emblemático de todos. Dado que en un inicio la 
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mayor parte de los programas no contaba con una línea de base, la mayor 
parte de dichas evaluaciones han sido del tipo cuasiexperimental. Para ello, 
los estudios han empleado técnicas de evaluación cada vez más sofisticas 
en sus distintas variantes (propensity score matching, entropy balancing, 
regresiones discontinuas, matching no paramétrico, dobles diferencias, 
etc.), a través de las cuales se busca construir ex post un grupo de control 
que permita identificar el impacto del programa. 

Posteriormente, programas como P65, Cuna Más, Barrio Seguro, etc. han 
contado con una línea de base con una selección aleatoria de controles, lo 
que permite una evaluación más precisa. Esto ha permitido la realización de 
evaluaciones de tipo experimental (randomized control trials o RCT), que 
son actualmente consideradas como el ‘patrón-oro’ de las evaluaciones de 
impacto. Las investigaciones más recientes buscan responder a las exigen-
cias de publicación en revistas científicas. Las probabilidades de publicar 
aumentan considerablemente si la evaluación de impacto se basa en un 
diseño aleatorizado, en el que la población de beneficiarios ha sido selec-
cionada aleatoriamente para poder aislar el efecto específico del programa. 

Mediante esta técnica de evaluación de impacto, se asegura que el grupo 
que recibe la política (grupo tratado) es semejante en todo punto al grupo 
que no recibió el programa (grupo de control) y que las diferencias observa-
das antes y después del tratamiento se deben específicamente al programa 
(las técnicas cuasiexperimentales también intentan reconstituir a posteriori 
un grupo de control sin poder controlar todas las variables que garanticen 
una perfecta comparación). Sin embargo, esta estrategia de evaluación de 
impacto enfrenta limitaciones importantes que, de no ser consideradas, 
pueden llevar a conclusiones e implicancias de políticas sin mayor sustento 
o incluso equivocadas. 

Los futuros estudios de evaluación experimentales de impacto deberán in-
corporar dos componentes importantes, uno relativo a su robustez interna y 
el otro referente a su validez externa. Por un lado, como lo señalan Deaton y 
Cartwright (2016), la selección de la población bajo estudio se realiza en dos 
etapas. La primera consiste en seleccionar dentro de un universo un panel 
experimental (por ejemplo, 100 distritos), dentro del cual se escogerán, en 
una segunda etapa y de manera aleatoria, los hogares tratados y los contro-
les. La segunda selección no tendrá sesgo debido a la selección aleatoria, 
pero la primera sí estará sesgada, pues en esta etapa típicamente se seleccio-
na población con criterios específicos al programa a evaluarse (por ejemplo, 
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geográficamente, ante la demanda de la población por participar, por con-
veniencia o sesgados adrede). Este grupo experimental en la primera etapa 
no necesariamente es representativo de la población y en la práctica suele 
no serlo. Los resultados del experimento se aplican en el mejor de los casos 
a la población representada por el panel y no a la población en su conjunto, 
y si la población del panel es diferente de la población a la que se aplicara la 
política, entonces nada garantiza que se obtendrán los mismos resultados.

Los autores citados enfatizan la necesidad de tomar en cuenta dos aspec-
tos a menudo olvidados por los promotores de los diseños experimentales 
de evaluaciones de impacto. El primero de ellos deriva del hecho de que la 
muestra de localidades/hogares es probabilística, y por consiguiente, los im-
pactos estimados tienen un margen de error estadístico que debe ser motivo 
de cautela en la interpretación de los resultados. Ello implica, igualmente, que 
debe esperarse un margen de error en los resultados de los programas –en 
el mejor de los casos– o resultados inconsistentes –en el peor de los casos–. 
Deaton enfatiza que, a pesar de que el resultado de un RCT revele que –en 
promedio– el tratamiento tiene un impacto positivo, ello no quiere decir que 
siempre será efectivo para todos y cada uno de los grupos tratados. 

El punto crítico de estas evaluaciones es su validez externa, en el sentido 
que no se puede afirmar que la intervención que funcionó en un contexto 
funcionará en un contexto diferente, en la medida que las evaluaciones son 
por naturaleza locales. Dicho de otro modo, ni las evaluaciones ni las expe-
riencias aleatorias garantizan que los programas puedan ser generalizables 
o incluso transpuestos directamente a otros contextos. 

Ante ello, se tornan necesarios más estudios que combinen enfoques cuan-
titativos y cualitativos estrechamente vinculados, y no como dos enfoques 
superpuestos. Los métodos estadísticos pueden servir para definir una tipo-
logía de situaciones en donde se prevén distintos mecanismos –que operan 
en localidades que reciben ciertos programas– y el trabajo cualitativo con-
sistiría en indagar cuáles son los mecanismos de transmisión. En la medida 
que los resultados de las políticas son contingentes al contexto local, se 
necesita antes que nada, entender cuáles son y cómo operan los factores 
coadyuvantes o de contexto que hacen que las intervenciones en cuestión 
tengan los efectos observados. 

Desde el punto de vista de los decisores de políticas, las evaluaciones expe-
rimentales son insuficientes y –en cierto modo– poco pertinentes, dado que 
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las intervenciones implementadas buscan deliberadamente articular distin-
tos tipos de tratamientos (los llamados ‘combos’ o paquetes de programas), 
lo que hace muy difícil identificar los efectos propios a cada programa. El 
reto de la investigación académica es cómo adaptar los instrumentos de 
evaluación a estos diseños complejos de políticas, en lugar de reclamar que 
las políticas se implementen bajo condiciones similares a las de laboratorio 
para poder ser evaluadas bajo estos esquemas de impacto.
 
Las evaluaciones cuasiexperimentales y experimentales nos dicen poco o 
nada sobre el mecanismo de transmisión que genera el efecto identificado. 
Por ello, la etapa intermedia entre el ‘tratamiento’ y el resultado es en rea-
lidad una caja negra, y es precisamente el contenido de dicha caja negra lo 
que resulta más relevante para la evaluación y diseño de las políticas. 

Un punto importante resaltado por los decisores de políticas es la importan-
cia de formular en la evaluación de impacto preguntas relevantes, evitando 
en particular aquellas que carecen de interés por no ir más allá de los impac-
tos directos más obvios (por ejemplo, ¿una transferencia monetaria aumenta 
los ingresos de los hogares que la reciben?). Otra dirección que merece ser 
profundizada es la investigación alrededor de los impactos intencionales y 
no intencionales de los programas sociales. Al pasar de lado tales efectos, 
se tendería a subvalorar el impacto de los programas en múltiples dimen-
siones del bienestar (por ejemplo, el impacto de programa Juntos sobre el 
empoderamiento de mujeres, el impacto de Cuna Más sobre participación 
en el mercado laboral, impacto de transferencias sobre los hábitos de con-
sumo, etc.).
 
 b)  La demanda por programas sociales

La demanda por programas sociales es un punto importante en el diseño 
de políticas de lucha contra la pobreza que prácticamente no ha sido inves-
tigado en el Perú. La idea de hogares ‘receptores’ pasivos de programas 
no se condice con los complejos procesos, que subyacen tras la demanda 
efectiva de programas sociales por parte de los hogares. Las evaluaciones 
sobre la focalización de los programas han centrado toda su atención en 
la eficiencia de la focalización, en términos de las filtraciones y exclusiones 
de los programas. Poco o nada se ha estudiado el comportamiento activo 
por parte de los hogares para hacer parte de las políticas públicas. ¿En qué 
medida el empoderamiento de las mujeres es una causa y al mismo tiempo 
una consecuencia de la participación en dichos programas? 
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Parte del proceso de focalización depende de las Unidades Locales de Em-
padronamiento (ULES) del Midis, en donde la captura y clientelismo pueden 
introducir nuevas reglas de afiliación, o quizás corregir los inevitables errores 
de un algoritmo estadístico que intenta aproximarse, por un proxy mean, a 
una variable de nivel de bienestar que no es observada a nivel individual 
para toda la población. Otro punto a considerar es que la evaluación de im-
pacto solo nos revela si, en promedio, el programa tuvo un efecto positivo. 
Sin embargo, considerar si existe o no una gran dispersión alrededor de ese 
resultado resulta muy importante en la aplicación concreta de las políticas, 
pues eso puede ser costoso en términos humanos.

La identificación de los hogares susceptibles de ser atendidos por los pro-
gramas sociales combina generalmente diferentes estrategias de focaliza-
ción. Además de la focalización geográfica y de la focalización individual 
mediante estimaciones de los niveles de ingresos o de pobreza (proxy-mean 
test), el proceso se complementa mediante métodos de focalización ‘parti-
cipativa’ realizada a nivel local, a cargo de autoridades o grupos de pobla-
dores, quienes identifican/confirman o desmienten las clasificaciones obte-
nidas por los dos métodos anteriores. Se pueden identificar tres direcciones 
aún pendientes en las investigaciones sobre focalización: i) focalización bajo 
un enfoque de pobreza multidimensional, ii) el estudio de la focalización de 
la población vulnerable y iii) la evaluación de costos e incentivos en las estra-
tegias de autoselección de los hogares a participar en programas sociales.
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  ANEXOS

ANEXO 1. Descripción del proceso de búsqueda

En este anexo se presentan los pasos seguidos en el proceso de búsqueda 
de referencias bibliográficas, así como los diferentes programas (software) 
empleados para ello.

a) Se generó una lista de las principales instituciones públicas y privadas 
que tuvieran relación con los temas de interés (i. e.: BM, BID, Cepal, 
PUCP, CIUP, UDEP, Cepes, MEF, Midis, MIMP, etc.)

b) Se visitaron páginas web institucionales y se recopilaron los documentos 
publicados relevantes. Se sistematizaron en el administrador de referencias 
Zotero.

c) Sobre las publicaciones en revistas indizadas e indexadas del tipo 
journals, y de bases de datos bibliográficas, se utilizó el metabuscador 
EBSCO Host de la biblioteca PUCP. Este realiza una búsqueda en todas 
las bases de datos afiliadas a la universidad (i. e.: Scopus, Springer, Taylor 
& Francis, etc.). Se realizó una búsqueda exhaustiva a través del uso de 
palabras clave y filtrando por fecha de publicación.

d) Los resultados encontrados fueron descargados en archivos de referen-
cia (formato .ris), e importados al software de revisión sistemática de lite-
ratura Covidence.

e) En Covidence, mediante títulos y abstracts, se seleccionaron las refe-
rencias relevantes a cada tema. Dichas referencias fueron exportadas e 
ingresadas al Zotero.

f) Se repitió el proceso con la base UMI Proquest (colección de tesis en 
inglés). 

g) Tomando todas las referencias ingresadas en el Zotero, se exportaron 
las principales variables (título, autor, journal/institución, año, etc.) a una 
base de datos en Excel, en la cual se introdujo para cada artículo un 
abstract, en caso tuviera, o se construyó un breve resumen en base a la 
introducción y conclusiones de los mismos. 
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FIGURA 2

FUENTE: Elaboración propia.

FLUJOGRAMA DEL PROCESO DE BÚSQUEDA BIBLIOGRÁFICA

Lista Instituciones 
relevantes

Búsquedas páginas 
institucionales

Metabuscador
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(tesis sustentadas) Filtros: fechas 

y keywords

Filtros: títulos 
y abstracts

Ingreso manual 
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Filtros: fechas 
y keywords

Exportación a base de datos
(títulos, autor, abstract, tipo 
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MANAGER
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FIGURA 3

FUENTE: Elaboración propia.

REFERENCIAS SEGÚN TIPO DE ÍTEM

ANEXO 2. Referencia por tipo de fuente y temas 

Artículo en Journal
(N=13)

Libros
(N=17)

Capítulo en libro
(N=21)

Artículo en journal
(N=81)

Documento de trabajo
(N=57)

Tesis
(N=4)

Artículo en journal
(N=71)

Artículo conferencia
(N=1)

Documento de trabajo
(N=39)

Tesis
(N=9)

Libros
(N=21)

Capítulo en libro
(N=4)

Libros
(N=4)

Capítulo en libro
(N=1)

Documento de trabajo
(N=33)

Tesis
(N=4)

Desigualdad
(N=180)

Pobreza
(N=144)

Total 
Referenciales

(N=79)

Programas
sociales
(N=55)
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PROGRAMAS SOCIALES

REFERENCIAS SEGÚN TEMA Y SUBTEMA

TABLA 1

POBREZA

Adultos mayores (n=3)
Etnicidad (n=1)
Género (n=10)
Infancia (n=6)

Activos e ingresos (n=3)
Cambio climático/RR. NN. (n=2)
Choques (n=1)
Conflicto social (n=1)
Medición (n=5)
Pobreza multidimensional y capacidades (n=6)
Salud (n=18)
Seguridad alimentaria (n=7)
Tecnologías de la información (n=1)

Aspiraciones (n=6)
Dinámica temporal pobreza (n=12)
Dinámica regional (n=13)
Pobreza extrema (n=1)
Pobreza local (n=1)
Pobreza rural (n=3)
Pobreza urbana (n=4)
Vulnerabilidad/clase media (n=12)

Gasto social, tributación y redistribución (n=6)
General/macro (n=11)
Hechos estilizados (n=6)
Crecimiento propobre (n=5)

Pensiones no contributivas (n=4)
Programas de acompañamiento familiar (n=5)
Programas alimentarios (n=6)
Programas de alivio de pobreza (n=4)

Grupos poblacionales 
(N=20)

Dimensiones de 
pobreza y medición 
(N=44)

Dinámicas y patrones 
de pobreza 
(N=52)

Macro y Estado 
(N=28)

Tipo de programa o 
intervención
(N=55)
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TABLA 1

DESIGUALDAD

Programas de desarrollo productivo (n=7)
Programas educativos (n=2)
Programas de igualdad de género (n=1)
Programas de salud (n=5)
Programas de infraestructura (n=1)
Randomized Controlled Trials (n=2)
Transferencias monetarias condicionadas (n=18)

Adultos mayores (n=1)
Cambio climático y recursos naturales (n=14)
Capacidades (n=2)
Discapacidad (n=1)
Etnicidad (n=12)
Género (n=15)
Infancia (n=9)
Territorio/geografía (n=5)

Discriminación (n=1)
Educación (n=7)
Ingresos (n=13)
Presencia del Estado y servicios públicos (n=9)
Riqueza (n=6)
Salud (n=9)

Agricultura (n=5)
Cambios y patrones desigualdad (n=12)
Clases sociales (n=1)
Gasto social, tributación y redistribución (n=13)
General/macro (n=31)
Hechos estilizados (n=3)
Medición (n=7)

Documentos institucionales (n=4)

Circunstancias y 
oportunidades 
(N=59)

Resultados
(N=45)

General
(N= 72)

Documentos 
institucionales
(N=4)

FUENTE: Elaboración propia.
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ANEXO 3. Percepciones de los expertos e impacto de las investigaciones 
sobre las políticas públicas

Para el presente documento, se realizó una serie de entrevistas a expertos 
académicos y del sector público sobre los temas en cuestión.2 Encontramos 
una serie de percepciones comunes, tanto como preocupaciones, en cuanto 
al desarrollo de la agenda de investigación sobre pobreza, desigualdad y 
programas sociales. 

En primera instancia, surge una discusión aún actual sobre la utilización de 
los métodos de evaluación de impactos, específicamente los randomized 
controlled trial, para la evaluación de efectos de programas sociales en 
búsqueda de una relación causal limpia. De las entrevistas, encontramos 
que los expertos se mostraban de acuerdo con la utilización de esta nueva 
técnica para hallar resultados causales robustos, aunque mostraron varias 
preocupaciones con respecto al grado de confianza y validación que se le 
está dando al método. Así, la preocupación de los expertos va por el lado 
de no solo interesarse en el estimador del impacto que, finalmente, será 
un valor numérico, sino en pasar a reflexionar más sobre el análisis de las 
causas y efectos; es decir, la teoría de cambio de los programas sociales. 
Asimismo, el método aleatorizado trae consigo la desventaja de generar 
evidencia puntual, que muchas veces es difícil de generalizar y replicar, o 
de llevar dichas conclusiones a otros ámbitos de análisis; por ello, surge el 
interés no solo de generar evidencia sobre ciertos temas puntuales a nivel 
local, sino de poder retomar un análisis a nivel más agregado, que tenga en 
mente escenarios generales y que traiga consigo un acervo de la teoría a ser 
contrastada empíricamente.

En cuanto a lo avanzado para este periodo, la opinión consentida de los 
expertos es que se han generado nuevas fuentes de datos de alta calidad, 
que han permitido el planteamiento y la respuesta de nuevas preguntas de 
investigación. Asimismo, el uso de datos longitudinales, de alta frecuencia, 
autogenerados por cierto tipo de intervenciones y data generada también 
por estudios de corte cualitativo ha permitido que la agenda de investiga-

2 Se recogieron opiniones y puntos de vista, sobre los temas del balance, de las siguientes personas. Investigadores: 
Javier Escobal (GRADE), Richard Webb (Universidad de San Martín de Porres), Lorena Alcázar (GRADE), Hugo Ñopo 
(GRADE), Norma Correa (PUCP) y Gastón Yalonetzky (Leeds University Business School). Del sector público: María 
Eugenia Mujica (viceministra Midis), Federico Arnillas (presidente de la mesa de concertación para la lucha contra la 
pobreza), Javier Paulini (director general de Gestión de Usuarios, DGGU, Midis), Juan Manuel García (director general 
de Seguimiento y Evaluación, DGSE, Midis) y Ramón Díaz (coordinador de Seguimiento de Programas Sociales, DGSE, 
Midis).
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ción se desarrolle hacia nuevos caminos en este quinquenio evaluado. Ante 
ello, nuestros entrevistados sugirieron una serie de temáticas en la investi-
gación, sobre las cuales se ha generado un considerable nivel de consenso. 

Entre ellas, destacaron la efectividad de los programas sociales a corto pla-
zo, en específico las TMC; el alivio a la pobreza a través de una combinación 
de redistribución y crecimiento económico; la multidimensionalidad del 
bienestar y la pobreza; la existencia a la par de desigualdades legítimas e 
ilegítimas, siendo estas últimas las que deben ser atacadas; y la importancia 
del desarrollo infantil temprano.

Por otro lado, otros temas parecieran aún encontrarse en un punto de dis-
cordancia y debate en la actualidad, tal como la paradoja del asistencia-
lismo versus los programas de generación de ingresos, los mecanismos 
de graduación y combinación de los programas sociales, los enfoques de 
desarrollo empleados en el análisis de diferentes contextos (capacidades, 
utilitarismo, etc.), efectos a largo plazo de los programas sociales, la forma 
de entender el bienestar subjetivo en la investigación sobre desarrollo, en-
tre otros.

Tras estas reflexiones, los expertos entrevistados nos mencionaron varios 
temas que consideran cruciales en la agenda de investigación futura sobre 
pobreza, desigualdad y programas sociales, pues aún no han sido tratados 
ampliamente en la investigación sobre el Perú ni se ha logrado generar 
consenso con evidencia rigurosa. Entre los tópicos identificados en las en-
trevistas, se incluyeron los procesos de transmisión intergeneracional de la 
pobreza, así como las desigualdades de oportunidades y cómo combatirlas 
efectivamente; estudiar el impacto distributivo de los programas sociales y 
las mejoras en servicios públicos, tal como infraestructura de transporte y 
comunicaciones; investigaciones referentes al desarrollo dispar de las re-
giones en el país; la complementariedad de los programas sociales; nuevos 
estudios sobre la pobreza urbana; análisis de trampas de pobreza y de des-
igualdad; entre otros. Respecto a esta agenda futura, también se resaltó la 
importancia de revalidar los estudios de corte cualitativo, tanto como los 
estudios de metodologías mixtas, pues estos permitirán hacer nuevas pre-
guntas sobre temas aún obnubilados (como los incentivos perversos de los 
programas, comportamientos adaptativos, clientelismos locales), descubrir 
efectos locales e indirectos de los programas sociales y complementar la 
evidencia cuantitativa respecto a la efectividad y posibilidades de mejora 
del rol del Estado en la distribución. 
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Varias preocupaciones latentes surgieron respecto a la relación entre la 
academia y los gestores de política. Los expertos entrevistados señalaron 
que muchas veces una de las partes no llega a entender a la otra ni sus 
incentivos; por lo cual, muchas investigaciones propuestas en búsqueda 
de soluciones de política pueden terminar conducidas por el sesgo de la 
publicación y no resultar de utilidad para el gestor público. Asimismo, se 
resaltaron las diferencias en la velocidad de asimilación y procesamiento 
de la información entre la academia y la gestión pública, que aunque res-
ponden a distintos esquemas de incentivos, ha sido un problema que se ha 
visto reducido en los últimos años con el fenómeno cada vez más común de 
puerta giratoria entre ambos sectores. Es decir, ahora resulta más común te-
ner técnicos en puestos de gestión política, lo cual permite un diálogo más 
fluido entre ambas partes, al poder comprender –desde el ámbito público– 
los incentivos, tipos de preguntas y evidencia que puede ser solicitada a los 
académicos; asimismo, los investigadores pueden entender las necesidades 
de los gestores públicos y los objetivos que tienen en mente ante los pedi-
dos de generación de conocimiento empírico. 

Partiendo desde el lado de la demanda de investigación –es decir, desde 
los gestores políticos en el sector público–, rescatamos también una serie 
de apreciaciones en cuanto a cómo se ha venido desarrollando la investi-
gación sobre estos temas y cuáles son las expectativas de la agenda para 
años futuros. 

En primera instancia, en cuanto a las evaluaciones de impacto, estas no 
siempre resultan de gran utilidad para los gestores de política, pues termi-
nan reflejando resultados locales o efectos muy específicos. En ellos, solo se 
comprueba que el programa está generando algún cambio, mas no se ge-
neran recomendaciones de política para llegar a mejorarlo. Por ello, surge 
la necesidad de empezar a mirar otro tipo de evaluaciones que se enfoquen 
ya no solo en estimar el impacto como un valor numérico específico, sino 
en centrar la atención en la teoría de cambio, los canales de transmisión, el 
diseño completo del programa y la forma cómo está operando en la prácti-
ca. Ello permitirá al gestor público tener un conocimiento completo de qué 
está pasando con sus programas al aplicarlos y cuáles son los puntos fuertes 
y débiles, donde hay oportunidad para mejoras.
 
En segundo lugar, la nueva mirada adoptada específicamente por el Midis 
ha resultado en una serie de demandas de investigación que recojan las in-
quietudes del Ministerio sobre los nuevos temas de enfoque para el periodo 
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venidero. Entre los nuevos temas, encontramos una preocupación respecto 
a la situación de la pobreza y desigualdad en sectores urbanos, así como 
la segregación, vista desde enfoques diversos como ciclo de vida, género, 
interculturalidad, etc. Asimismo, la vulnerabilidad de los hogares se ha con-
vertido en un tema a considerar en la agenda del Ministerio, pues no solo 
hay preocupación sobre cómo se mide e identifica, sino también sobre cuá-
les son las mejores estrategias para atacarla desde los programas sociales.

Las metodologías cualitativas han sido puestas en la mira, dadas las de-
mandas de información, pues estas permitirán responder nuevas preguntas 
sobre los programas aplicados. Así, se espera generar investigaciones me-
todológicas mixtas, donde se evalúen efectos solo detectables a través de 
estos métodos, y pasar a entender al hogar ya no como un mero receptor 
de programa, sino como una unidad con agencia y capacidad de demandar 
bienes y servicios del sector público. 

Otros temas que se plantean en la agenda pública para el próximo quin-
quenio son investigaciones que aborden el tema de la Amazonía, de la 
cual se cuenta con muy poca evidencia empírica. De igual manera, deben 
proponerse recomendaciones en cuanto a la combinación de programas y 
mecanismos de graduación de beneficiarios, efectos sobre el bienestar del 
cambio climático y la potencial labor del sector público en la mitigación de 
los mismos, la aplicación de índices multidimensionales en el diseño de los 
programas sociales, y el efecto conjunto en la combinación de política fiscal 
y política social sobre el bienestar de la población. 
 
Un problema resaltado –y que limita la respuesta efectiva de estas deman-
das de investigación– es el acceso a las bases de datos administrativas. 
En lo concerniente al traspaso de información entre entidades públicas, la 
comunicación interministerial e intergubernamental se torna bastante difí-
cil. Asimismo, la mala gestión y calidad de los datos generan trabas para 
el desarrollo de la investigación. Este cuello de botella presenta grandes 
beneficios de verse superado, pues permitirá realizar investigaciones más 
exhaustivas y con datos más precisos sobre los temas demandados por las 
entidades públicas. 
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A lo largo de las últimas décadas, el desarrollo rural ha ocupado un 
lugar primordial en las ciencias sociales, la economía y las ciencias 
agrarias. Así, el desarrollo rural –en tanto ámbito de estudio e inter-

vención– es uno, por definición, interdisciplinario. No obstante, a pesar de 
la enorme producción académica que estas disciplinas han generado en 
torno al tema, persiste el debate respecto al objeto de estudio; esto es, 
a cómo definir hoy ‘lo rural’. En esa línea, hay posturas diversas, entre las 
que destacan aquellas centradas en la dimensión productiva (i. e., agríco-
la, pecuaria, forestal) y, de otro lado, aquellas que señalan que lo rural es, 
en rigor, un campo de acción colectivo, en donde se reproducen dinámi-
cas sociales, políticas y económicas influenciadas por tensiones históricas 
(Remy 2014). Por lo anterior, resulta clave explorar de manera sistemática 
las epistemologías en torno a ‘lo rural’, con énfasis en los enfoques y cate-
gorías asociados a ello.

A la par de lo anterior, la reflexión en torno al desarrollo rural ha estado vin-
culada a una plataforma de enorme heterogeneidad institucional. Así, por 
un lado, el conocimiento se ha generado desde universidades y centros de 
investigación a nivel de todo el país, y este, en gran medida, ha logrado so-
cializarse en espacios como el Seminario Permanente de Investigación Agra-
ria (Sepia), que recientemente ha cumplido sus bodas de plata. Adicional-
mente, una importante producción de conocimiento y propuestas ha sido 
alcanzada desde la cooperación internacional (i. e., Banco Mundial, Cepal, 
FAO, FIDA, IICA, Rimisp), lo cual ha tenido repercusiones en distintos espa-
cios de toma de decisiones. De allí, que la aproximación al desarrollo rural 
requiera, además, de un balance que explore las dinámicas institucionales, 
sus convergencias y tensiones. 

Por último, en materia de política pública en torno al desarrollo rural, los últimos 
años han sido testigos de importantes avances. Entre ellos, vale destacar la 
aprobación de un conjunto de Estrategias Nacionales promovidas desde 
enfoques multisectoriales centrados en el logro de resultados observables 
en los productores, por los sectores de Agricultura y Desarrollo e Inclusión 
Social (i. e., Agricultura Familiar, Desarrollo Rural, Seguridad Alimentaria y 
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Desarrollo e Inclusión Social). Hay que señalar que estos instrumentos de 
política, además, han sido el resultado de procesos deliberativos con arraigo 
territorial; es decir, han implicado procesos de validación con actores diversos 
del Estado, la sociedad civil y el sector privado.  

Por lo anterior, dadas las dinámicas de transformación acelerada que el ám-
bito rural viene experimentado, se espera que este balance de investigación 
y agenda de investigación en torno al desarrollo rural favorezca un diálogo 
más fluido entre la academia y el diseño de políticas públicas. Dicho esfuer-
zo, además, debe realizarse desde una perspectiva regional que dialogue 
con los debates que, en torno al tema, se esbozan en el resto de América 
Latina. 

 1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016

1.1  Aspectos generales

Esta investigación se planteó en los siguientes objetivos específicos: a) ela-
borar una línea de tiempo que refleje la evolución temática en torno al de-
sarrollo rural en los últimos cinco años; b) realizar un balance de la investiga-
ción sobre desarrollo rural en el Perú, con énfasis en la identificación de las 
grandes áreas temáticas y su epistemología, así como su eventual impacto 
en las decisiones de política pública; c) formular la agenda de investigación 
2017-2021 sobre desarrollo rural. 

A fin de cumplir con los objetivos previstos, se realizó una revisión sistemá-
tica de la literatura, así como del Balance 2007-2011 que el CIES publicó 
sobre el tema (Diez Hurtado 2012). Como resultado de ello, se diseñó un 
modelo conceptual, a fin de que orientara la elaboración de este informe. El 
modelo sugiere que el desarrollo rural, en tanto proceso orientado a lograr 
la equidad en la activación de oportunidades de bienestar para la pobla-
ción rural, alude a la interrelación de cuatro grandes campos temáticos: i) 
dinámicas productivas, innovación tecnológica y articulación al mercado; ii) 
dinámicas socioculturales, agencia y organización social; iii) dinámicas insti-
tucionales, gobernanza y poder; y iv) dinámicas transversales (ver gráfico 1).2

2 Estas aluden al conjunto de dinámicas que ‘cruzan’ a los otros campos temáticos.  Entre ellas, destacan pobreza y 
desigualdad, educación, empleo, género, medioambiente, entre otras.
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La elaboración del balance y el diseño de la agenda de investigación se ba-
saron en la identificación y sistematización de información de fuentes secun-
darias producidas por el CIES (i. e., publicaciones, reportes de investigación, 
balances previos) y el Sepia (i. e., publicaciones de sus seminarios bienales). 
Como se sabe, ambos reúnen al mayor número de instituciones e investi-
gadores sobre desarrollo rural en el Perú. Adicionalmente, se consideró la 
producción de diversos centros regionales de investigación. A la par de lo 
anterior, se revisó un conjunto de documentos de balance producidos por 
la cooperación internacional comprometida con el tema. La información fue 
organizada en matrices analíticas y fue trabajada a partir del análisis de conte-
nido. Una vez concluido el trabajo de gabinete, se realizaron 30 entrevistas a 
expertos nacionales, internacionales y territoriales, con énfasis en la influencia 
de la investigación sobre desarrollo rural en la formulación de políticas y las 
prioridades que la agenda de investigación 2017-2021 debería incluir. 

1.2  Desarrollo rural: transitando del crecimiento agrícola al cierre 
       de brechas de desigualdad y exclusiones entrecruzadas

En las últimas décadas, la dinámica de cambios en América Latina ha recon-
figurado lo que comprendemos como ‘desarrollo rural’. Así, en la década 
del 70, la producción de conocimiento en torno a este tema estuvo estre-
chamente ligada al componente económico-productivo y la exploración 

GRÁFICO 1

DESARROLLO RURAL: MODELO CONCEPTUAL

Campo temático 3
Dinámicas institucionales, 

gobernanza 
y poder

Campo temático 2
Dinámicas socioculturales, 

agencias y 
organización social

Campo temático 4
Dinámicas 

transversales

Campo 
temático 1

Dinámicas productivas, 
tecnologías y articulación 

al mercado

FUENTE: Elaboración propia.
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de sus determinantes (De Janvry 1981). Posteriormente, en la década del 80, 
las discusiones esbozan la importancia de las dinámicas locales con énfasis en 
las organizaciones de base y el surgimiento de nuevos actores y movimientos 
(Long 1989). La década de los 90 estuvo centrada en la generación de enfoques 
más integrales, que dieran cuenta de los complejos vínculos entre las esferas 
productiva, institucional, cultural y política. Así surge, por ejemplo, el enfoque 
de medios de vida sostenible (Chambers y Conway 1991). Finalmente, la llega-
da del nuevo milenio plantea, cada vez con mayor nitidez, la importancia de 
integrar estos debates a las dinámicas de formulación de políticas públicas e 
intervención en el territorio (FAO 2013).  

Frente a este contexto de cambios, la comprensión del desarrollo rural ha impli-
cado diversos tránsitos –conceptuales, metodológicos e institucionales–. Entre 
ellos, destacan: i) tránsito de lo agropecuario a un portafolio de pluriactividad 
vinculado al bosque, la pesca, el turismo, la artesanía, las actividades extracti-
vas, etc.; ii) transito de lo técnico-productivo a explorar los horizontes culturales 
que implican no solo retos conceptuales, sino ampliar el tipo de fuentes de 
información y herramientas metodológicas privilegiando, por ejemplo, las me-
todologías participativas; y iii) tránsito de una lógica centrada en proyectos a 
una de políticas. Dadas estas transiciones, hoy se sabe que el desarrollo rural 
implica el reconocimiento de una diversidad de dinámicas, actores e institucio-
nalidades que operan en el territorio. 

En el Perú, durante el último lustro, se han realizado ejercicios de balance en tor-
no a la investigación sobre desarrollo y, en particular, sobre el mundo rural (Remy 
2014; Diez Hurtado 2012; Diez Hurtado 2015). Como parte de ello, en el último 
balance sobre desarrollo rural realizado por el CIES, Diez Hurtado cuestiona un 
conjunto de ‘certezas’ en torno al objeto de estudio, paradigmas, prioridades, 
prácticas e institucionalidad del desarrollo rural. Lo hace, además, incorporando 
a la reflexión los retos del contexto cambiante e interpelando la destreza de los 
investigadores respecto al reconocimiento de estos en sus interpretaciones. 

Por lo anterior, repensar el desarrollo rural implica: i) reconocer la trayectoria 
de lo transitado en términos de enfoques, categorías e instrumentos; ii) analizar 
las tensiones entre teoría y práctica del desarrollo rural a nivel de la región y 
los aprendizajes que de ello se derivan; y iii) reflexionar renovada, sistemática y 
críticamente sobre lo que la desigualdad y la exclusión implican en el territorio 
como rasgos distintivos de ‘lo rural’ y que, al entrecruzarse, generan enormes 
restricciones –siguiendo a Sen (1999)– en las capacidades de la población para 
activar estrategias de desarrollo que ella misma tenga razones para valorar 
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porque favorece el ejercicio de derechos, la autonomía y, en última instancia, 
la ampliación de libertades.

1.3  Desarrollo rural: explorando las cifras

A la par de la reflexión conceptual sobre los cambios que el desarrollo rural 
ha experimentado, resulta indispensable analizar el panorama a nivel de la 
región. Así, si se examinan las cifras disponibles, los hallazgos sugieren que, 
a pesar de los denodados esfuerzos por implementar políticas y programas 
de desarrollo orientados a las poblaciones más vulnerables, las brechas de 
desigualdad y exclusión entre los ámbitos urbano y rural se mantienen y, en 
algunos casos, se han incrementado. En América Latina, de los 16 países 
estudiados, solo tres tienen tasas de pobreza e indigencia (pobreza extre-
ma) rural por debajo del 10%. El panorama es particularmente devastador 
cuando se observa que, de estos países, siete alcanzan tasas de pobreza 
rural que superan el 50% –entre ellos, el Perú–.

AL: TASA DE POBREZA E INDIGENCIA EN POBLACIÓN OCUPADA, 2010

TABLA 1

POBREZA

 Urbana Rural Urbana Rural

Uruguay (2009) 6 3 1 1
Chile (2009) 6 4 1 2
Costa Rica (2009) 9 9 2 3
R. Dominicana (2009) 25 28 9 11
Brasil (2009) 13 31 2 11
Panamá (2009) 8 34 2 15
México (2008) 21 35 4 14
Ecuador (2009) 30 38  9 18
El Salvador (2009) 32 47 8 18
Colombia (2009) 28 52 6 20
Perú (2009) 16 55 2 24
Guatemala (2006) 33 57 10 32
Paraguay (2009) 38 60 12 40
Nicaragua (2005) 46 63 15 38
Bolivia (2007) 35 73 12 57
Honduras (2007) 47 73 18 55

País Pobreza Indigencia 

% ocupados en condición de:

FUENTE: FAO (2013).
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En este contexto, resulta clave resaltar que pobreza y desigualdad son ca-
tegorías complementarias y que, por tanto, no necesariamente existe entre 
ellas una correlación positiva. El caso de América Latina lo ilustra con clari-
dad. Así, si bien –a lo largo de los últimos años– se observa una disminución 
importante en las tasas globales de pobreza monetaria, la desigualdad no 
disminuye de la misma manera. En ese sentido, la evolución del índice de 
Gini sugiere que, para el periodo 2012-2014, este se ha reducido en 0,002 
puntos (Cepal 2016). De otro lado, si bien las tasas de pobreza e indigencia 
se han reducido a la mitad, todavía hay un tercio de la población de la región 
viviendo en pobreza; es decir, sin los recursos suficientes para satisfacer sus 
necesidades. Adicionalmente, otro indicador pertinente relacionado con la 
desigualdad se refiere a la distribución del ingreso. En América Latina, el 
20% más rico de la población tiene acceso a más de la mitad del ingreso 
total, mientras que el 20% más pobre tiene acceso solo al 4% (ver gráfico 2).

En el Perú, si bien en los últimos años ha habido una importante reducción 
en las cifras de pobreza monetaria, las brechas persisten en desmedro del 
ámbito rural. De acuerdo al INEI, en el 2014, se observaba una brecha de 
pobreza de casi 40 puntos porcentuales –50% en la sierra rural y 12% en Lima 
Metropolitana– y, en el 2015, la brecha se mantuvo con un 49% de pobreza 

GRÁFICO 2

AMÉRICA LATINA: DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO SEGÚN QUINTIL DE 
POBREZA 

FUENTE: Cepal (2016).

Quintil 1

Quintil 2

Quintil 3

Quintil 4

Quintil 5
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monetaria en la sierra rural y 11% en Lima Metropolitana. La tendencia se 
sostiene cuando se examinan las cifras de la pobreza extrema. La diferencia 
es enorme –alrededor de 14% en el sector rural y 1% en el ámbito urbano–. 
Las brechas territoriales son sostenidas también y reflejan, a la vez, una alta 
desigualdad en indicadores clave, como acceso a educación, empleo y sa-
lud, así como a servicios públicos (e. g., agua y saneamiento, electricidad, 
telecomunicaciones y vialidad). 

1.4  Desarrollo rural: explorando la línea de tiempo integrada de 
       producción de conocimiento y políticas públicas 2011-2016 

A lo largo de los últimos cinco años, a pesar de los retos, se ha producido 
una abundante cantidad de conocimiento nuevo y renovado en torno al 
desarrollo rural en el Perú. Así, resulta clave no solo caracterizar las prin-
cipales líneas de investigación que han sido abordadas, sino explorar la 
potencial concordancia entre estas y los enfoques de investigación promo-
vidos a nivel internacional. De otro lado, además, es necesario analizar la 
relación entre el conocimiento producido y su influencia en las principales 
iniciativas de política pública en materia de desarrollo rural. Esta sección 
propone una línea de tiempo a fin de contrastar dos ámbitos –producción 
de conocimiento (nivel internacional y nacional) y políticas públicas (ver 
tabla 2)–. Se anticipa que este ejercicio favorecerá la identificación de con-
tinuidades, así como de temas emergentes y potenciales vacíos que serán 
abordados más adelante. 

• Ámbito internacional. Se ha identificado que, para América Latina, 
la producción de conocimiento está liderada por cinco instituciones: 
Cepal, FAO, FIDA, IICA y Rimisp. Estas instituciones trabajan con regu-
laridad en la preparación de documentos de balance, sugiriendo líneas 
de trabajo e identificando aprendizajes. Así, se observan continuidades 
como la elaboración del documento Perspectivas de la agricultura y 
el desarrollo rural en las Américas, que –de manera anual– realiza una 
actualización de los indicadores clave de desarrollo. De otro lado, se 
observa que, entre los años 2011 y 2016, FIDA ha modificado su enfo-
que pasando de la ‘pobreza rural’ a la ‘transformación rural inclusiva’, 
lo cual ha implicado un cambio en las estrategias de trabajo e instru-
mentos que de ellas se desprenden. Adicionalmente, resalta el aporte 
de Rimisp –Centro Latinoamericano para el Desarrollo Rural– en ma-
teria de investigación en desarrollo territorial como perspectiva para 
abordar la desigualdad en la región.
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• Ámbito nacional. Se ha considerado el trabajo de dos instituciones cla-
ve en la promoción de investigación en desarrollo rural –CIES y Sepia–. 
El análisis de la producción de ambas durante el periodo de referencia 
sugiere, en el caso del CIES, una abundante y diversa cantidad de te-
mas de investigación (e. g., cambio climático, finanzas rurales, innova-
ción tecnológica, seguridad alimentaria); asimismo, temas transversales 
como educación, brechas de género y protección social. De otro lado, 
Sepia varía sus énfasis temáticos cada dos años. A lo largo del periodo 
observado, se observa el énfasis puesto en dinámicas territoriales, estra-
tegias de vida y aspectos de gobernanza. Si bien se observan algunas 
coincidencias entre ambas instituciones, estas son ligeramente más no-
torias cuando se contrastan con las prioridades del ámbito internacional 
(i. e., Banco Mundial, Cepal, FAO>>CIES; FIDA, IICA, Rimisp>>Sepia).

• Políticas públicas. Los últimos años han sido testigos del diseño, apro-
bación e implementación de importantes instrumentos de política. Para 
el periodo de estudio, estos avances involucran el lanzamiento de cuatro 
estrategias nacionales. Como parte de su puesta en marcha, estas han 
derivado en programas e intervenciones. Estos instrumentos han acogi-
do, directa o indirectamente, los hallazgos de la investigación sobre de-
sarrollo rural. Entre ellas, destacan la Estrategia Nacional de Desarrollo e 
Inclusión Social y la de Agricultura Familiar, así como el programa Haku 
Wiñay (ver acápite 1.9: Impacto de las investigaciones…). No obstante, a 
la fecha, el enorme reto que estas enfrentan es lograr un comprometido 
tránsito entre la publicación de las normas que las sustentan y su efectiva 
implementación, a fin de obtener los impactos esperados en la población.

1.5  Desarrollo rural: analizando la producción de conocimiento en 
       el ámbito internacional, 2011-2016 

• El desarrollo rural ocupa un lugar importante en la agenda internacional. 
Evidencia de ello son los diversos esfuerzos que, de manera sistemática, 
se vienen realizando en las últimas décadas respecto a la producción de 
conocimiento, diseño de intervenciones y provisión de asistencia técni-
ca a los países de la región. Estos esfuerzos, además, se reflejan en los 
diversos documentos de balance que se producen de manera regular 
–aunque no necesariamente coordinada o en relación a una agenda co-
mún– entre los distintos actores de la cooperación vinculados al desarro-
llo rural (i. e., Banco Mundial, Cepal, FAO, FIDA, IICA y Rimisp).
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• La serie de informes Perspectivas de la agricultura y el desarrollo rural…, 
elaborada de manera colaborativa entre Cepal, FAO e IICA, analiza pe-
riódicamente los indicadores clave de la región respecto al contexto 
macroeconómico, aspectos enfocados en la agricultura, bienestar rural 
e institucionalidad. Adicionalmente, cada informe presenta temas espe-
cíficos. En el reporte 2011-2012, se abordó el efecto del uso de las TIC en 
la agricultura y desarrollo rural; en el 2013, se enfatizaron los cambios en 
los patrones de tenencia de tierras, y el informe del 2014 se dedicó a la 
agricultura familiar. Como parte de este esfuerzo, los reportes han aler-
tado a la comunidad acerca de las consecuencias de la desaceleración 
mundial y la importancia de implementar políticas fiscales contracíclicas 
y de protección social (Cepal et al. 2014). Por lo demás, en cuanto a la 
situación de la agricultura la región, los reportes destacan la tendencia 
que ciertos productos agrícolas muestran en términos de su contribu-
ción al crecimiento sostenido, competitividad y dinamismo económico 
de los países de la región. Sin embargo, los reportes enfatizan de mane-
ra permanente el desafío que el sector agrícola enfrenta en términos de 
incrementar la productividad de forma armónica con el medio ambiente, 
debido al contexto de limitaciones ambientales y naturales, así como 
del inminente cambio climático. En el ámbito institucional, los reportes 
plantean la necesidad de diseñar e implementar políticas, programas y 
estrategias referidas a equidad asociada al incremento de oportunida-
des para los pequeños productores, así como al aumento de la produc-
tividad y competitividad, enfocándose en la incorporación de tecnología 
en la agricultura, promoción de la inversión privada en las zonas rurales, 
establecimiento de programas de gestión de riesgos productivos y cli-
máticos y, finalmente, la operacionalización del enfoque de sustentabili-
dad ambiental (Cepal et al. 2016).

• A la par de la caracterización del contexto, FIDA –a través de sus balances 
del 2011 y el 2016 (FIDA 2012; FIDA 2016)– ha realizado otro aporte 
fundamental a la reflexión sobre el desarrollo rural a nivel internacional. 
Así, en este periodo, el fondo ha experimentado un cambio de enfoque 
que sugiere el tránsito de la pobreza rural a la transformación rural 
inclusiva (ver gráfico 2.3). Ello imprime un sello no solo a la agenda de 
intervenciones para el desarrollo sino a la producción de conocimiento. 
La pobreza era, hasta hace unos años, abordada fundamentalmente 
desde un enfoque de desarrollo agrícola orientado a mejorar la 
provisión de bienes y servicios de la población, así como de los recursos 
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(suelo, irrigación e infraestructura). No obstante, FIDA sostiene que el 
desarrollo rural –en tanto proceso orientado a mejorar las oportunidades 
y el bienestar de la población rural– es más complejo y no se agota en 
garantizar el acceso a una plataforma de servicios básicos. Así, desde 
un enfoque de derechos orientado al desarrollo de capacidades y 
al aprovechamiento de las oportunidades que ofrece el entorno, 
la transformación rural inclusiva se plantea como una perspectiva 
novedosa, en tanto integra la apuesta por el crecimiento económico y 
el reconocimiento de las apuestas de equidad social y sostenibilidad 
ambiental.  

GRÁFICO 3

DESARROLLO RURAL: DEL DESARROLLO AGRÍCOLA A LA 
TRANSFORMACIÓN RURAL INCLUSIVA

FUENTE: FIDA (2016).
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• A la par de lo anterior, Rimisp ha aportado al debate sobre el desarrollo 
rural en la región, a través del enfoque sobre pobreza y desigualdad 
desde una perspectiva territorial. La relevancia del mismo está asociada 
a que permite, a diferencia de otros enfoques, una aproximación más 
nítida a los sectores rurales de América Latina con énfasis en la compren-
sión de sus distintas vulnerabilidades. Como parte de estos esfuerzos, 
el Rimisp ha producido tres informes bienales (2012, 2014, 2016) que, 
entre otros aportes, han contribuido a la identificación del perfil de las 
enormes brechas territoriales que –en relación a la población urbana– la 
población rural experimenta en cuanto al acceso a servicios y derechos 
(salud, educación, seguridad ciudadana, ingresos, dinamismo econó-
mico e igualdad de género) (Rimisp 2012). El último informe propone, 
además, un ‘índice de equidad territorial’, que mide las brechas entre los 
territorios de cada uno de los 10 países incluidos en el estudio y, en con-
secuencia, permite por primera vez hacer comparaciones entre países. 
La discusión, además, ha contribuido a la comprensión de los factores 
territoriales que generan dichas brechas, así como a la identificación de 
aquellos que, potencialmente, podrían aportar a su reducción (Rimisp 
2016). En consecuencia, los hallazgos constituyen un aporte significativo 
para la formulación de políticas e intervenciones con enfoque territorial, 
orientadas a favorecer a las poblaciones más vulnerables asentadas en 
el ámbito rural.

• En suma, el desarrollo rural sigue vigente en el debate internacional. Ac-
tualmente, la atención está centrada en sus reconfiguraciones, oportuni-
dades y desafíos. En este proceso de reflexión, el rol de los organismos 
internacionales es clave. Los aprendizajes a la fecha sugieren, entre otros 
puntos, la necesidad de producir información oportuna a escala nacional, 
la importancia de promover una reflexión interdisciplinaria desprovista de 
prejuicios y la pertinencia de sostener espacios de colaboración y diálogo. 
No obstante, estos esfuerzos no exoneran el rol y la responsabilidad que 
los países de la región tienen en términos de identificar, implementar y 
consolidar oportunidades a favor de las poblaciones más vulnerables. 

1.6  Desarrollo rural: reconstruyendo la producción de conocimiento en  
  el Perú, 2011-2016 

En diálogo con el conocimiento generado en el ámbito internacional, esta 
sección presenta el balance de la producción en el ámbito nacional para el 
periodo de referencia. Dado que dar cuenta de la heterogeneidad de dicha 
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producción resulta altamente relevante, el análisis ha sido organizado según 
institución –CIES, Sepia y centros regionales de investigación–. En cada uno 
de ellos se caracterizan las principales líneas de investigación y se analiza la 
producción a la luz del modelo conceptual propuesto. 

 • Consorcio de Investigación Económica y Social (CIES)

Desde sus inicios, el CIES ha apostado por producir y difundir conocimiento 
útil para el diseño y ejecución de las políticas públicas. Así, a lo largo de 
los últimos cinco años, el CIES ha promovido investigación en una serie de 
líneas reflejadas en la realización de 147 estudios. A fin de comprender la 
importancia relativa que la línea sobre desarrollo rural ha tenido en relación 
al conjunto de temas, se sistematizó la información sobre todas las investi-
gaciones realizadas (ver gráfico 4). Como resultado de ello, se observa que 
las líneas que concentraron mayor cantidad de estudios son las de medio 
ambiente, recursos naturales y energía (37 estudios) y descentralización y 
modernización del Estado (30 estudios). A la par de estas dos, se ubican las 
líneas de desarrollo rural (23 estudios) y pobreza (12 estudios). Otras áreas 
de investigación incluyen, por ejemplo, los temas de educación, salud, em-
pleo y género.

En relación a medio ambiente, destacan los temas de cambio climático; 
gestión y conservación de recursos naturales; industrias extractivas, ges-
tión del canon minero y minería ilegal; y sostenibilidad ambiental. En ma-
teria de descentralización y modernización del Estado, destacan los temas 
de corrupción y gobernabilidad, seguridad ciudadana, violencia política y 
narcotráfico; sistema de partidos políticos; gestión pública y procesos de 
planificación, programación y presupuesto; gestión del desarrollo local; y 
descentralización. Finalmente, en cuanto al área de pobreza, se abordan los 
temas de nutrición infantil; inversión pública e infraestructura; protección so-
cial, programas sociales y articulación de políticas; y desarrollo productivo. 
En este contexto, como se observa, el campo del desarrollo rural ocupa un 
lugar importante y, además, los temas que aborda se encuentran en diálogo 
con los demás.
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Como se señaló, a lo largo de los últimos cinco años, el CIES financió 23 es-
tudios en la línea de desarrollo rural (ver tabla 3). Dada la enorme diversidad 
temática de estas investigaciones, la caracterización implicó sistematizar y 
agrupar los temas. Como resultado de ello, se han identificado tres grandes 
áreas temáticas y una de aspectos transversales. La primera de ellas corres-
ponde al análisis de condiciones para el desarrollo. Entre ellas se encuen-
tran la inversión pública (Fort 2013) y la infraestructura (Meléndez y Huaroto 
2013; Carbajal y Lucich 2014). En cuanto a lo primero, Fort (2013) analiza 
los efectos de la inversión pública rural sobre la pobreza rural en el perio-
do 2004-2012. Así, se analizan las formas de inversión en riego, caminos, 
telecomunicaciones y programas de apoyo al productor. De otro lado, el 
estudio de Meléndez y Huaroto (2013) revela –a partir de la evaluación de los 
efectos de acceso a programas sociales de provisión de infraestructura pú-
blica, como electricidad (PER) y telecomunicaciones (Fitel), en el desarrollo 
socioeconómico y bienestar de hogares rurales– resultados significativos en 
el acceso a dichos servicios y el incremento de ingresos en el hogar. 

GRÁFICO 4

CIES: SÍNTESIS DE INVESTIGACIONES SEGÚN LÍNEA, 2011-2016 (N=147)
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FUENTE: Elaboración propia.
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La segunda área temática identificada corresponde al conjunto de investigaciones 
referidas al análisis de estrategias y comportamientos de los productores a partir 
de intervenciones diversas. Entre ellas destacan la ‘transferencia’ de tecnologías 
(Tudela 2013; Gavidia 2014), la promoción de la asociatividad (Salas 2015), 
el otorgamiento de microseguros (Boyd y León 2012) y la implementación de 
programas de transferencias condicionadas (Del Pozo 2013; Zegarra 2014). De 
otro lado, están aquellas investigaciones que han analizado la influencia de 
procesos, como la articulación al mercado (Galarza y Díaz 2013), la gestión de 
recursos naturales y la ampliación de la frontera agrícola (Carlier et al. 2013; 
Montoya y Zumaeta 2015), el cambio climático (Orihuela 2013; Torres 2013; 
Guzmán 2013) y la actividad minería (Del Pozo y Paucarmayta 2014). Destaca 
también el estudio de Gavidia (2014) que, para el caso de la sierra norte de La 
Libertad, identifica las principales variables que afectan la adopción de riego 
tecnificado. Encuentra que, a mayor remuneración, mayor el uso de riego 
tecnificado, atendiendo –además– al factor de género en el uso más eficiente 
del agua para riego. Por otro lado, la investigación de Torres (2013) analiza las 
consecuencias del cambio climático en Piura y sugiere que la articulación de una 
plataforma de innovaciones tecnológicas, organizativas e institucionales es clave 
parta combatirlo. Así, plantea la necesidad de conformar un sistema regional de 
innovación para la adaptación al cambio climático. 

Finalmente, la tercera área temática se refiere a los estudios sobre la sostenibi-
lidad de iniciativas en el marco de contextos cambiantes, adversos e inciertos 
(Orihuela 2012; Sandoval y Williner 2014; Rengifo et al. 2014). Entre ellos, Ori-
huela (2012) evalúa la sostenibilidad económica de la región Junín en el perio-
do 2005-2011. Como parte de sus hallazgos, encuentra evidencia acerca del 
crecimiento sostenible de la base productiva de la región. No obstante, a fin de 
mantener este crecimiento, sugiere la necesidad de promover que los diferen-
tes capitales de los productores (e. g., humano, social, político) se incrementen 
bajo un enfoque de articulación.  

Las investigaciones sobre aspectos transversales incluyen un grupo de estudios 
que se centran en las brechas de género (Alfaro y Guerrero 2013; Del Pozo 2015) 
y en educación (Ponce de León y Alarcón 2013). Destaca, además, un estudio 
fundamental sobre agricultura familiar (Eguren y Mendoza 2015).

No obstante, más allá del análisis de las áreas temáticas, este balance apues-
ta a que el perfil de estudios realizados dialogue con el modelo conceptual 
propuesto (ver sección 1.1). Así, luego de caracterizar los contenidos de cada 
estudio, se les clasificó en base a los cuatro campos temáticos propuestos en 
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el modelo: i) dinámicas productivas, innovación tecnológica y articulación 
al mercado; ii) dinámicas socioculturales, agencia y organización social; iii) 
dinámicas institucionales, gobernanza y poder; y iv) dinámicas transversales 
(ver gráfico 5). 

Así, luego de realizar el ejercicio con las 23 investigaciones, se observa que 
el campo temático que cuenta con mayor número de estudios es el de las 
dinámicas productivas (11 estudios). Los campos de dinámicas instituciona-
les y transversales reúnen cinco estudios cada uno, y el de dinámicas socio-
culturales alcanza apenas dos estudios. Estos resultados podrían atribuirse 
a las prioridades actuales de investigación en materia de desarrollo rural, 
en las que prevalece un sesgo orientado al incremento de la productividad 
y competitividad, a la influencia de los debates promovidos desde la coo-
peración internacional y al perfil de intereses de los investigadores que las 
realizan. Así, de cara a la apuesta por la equidad de la población más vulne-
rable, estos hallazgos sugieren la necesidad de realizar mayores esfuerzos 
de investigación en las áreas de dinámicas socioculturales e institucionales, 
ya que –a partir de las evidencias que se generen acerca de ellas– se podrán 
diseñar intervenciones orientadas a promover la autonomía de la población 
y el ejercicio cada vez más activo de sus derechos.

GRÁFICO 5

CIES: INVESTIGACIONES SOBRE DESARROLLO RURAL SEGÚN CAMPOS 
TEMÁTICOS DEL MODELO CONCEPTUAL, 2011-2016 (N=23)

5

5

2

11

Dinámicas productivas, 
innovación tecnológica y 
articulación al mercado

Dinámicas socioculturales, 
agencia y organización social

Dinámicas institucionales, 
gobernanza y poder

Dinámicas transversales

FUENTE: Elaboración propia.
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 • Seminario Permanente de Investigación Agraria (Sepia)

Hace más de 30 años, desde un enfoque interdisciplinario, el Sepia pro-
mueve la investigación y debate sobre temas rurales, agrarios y ambienta-
les. El espacio emblemático del Sepia son sus seminarios bienales. Cada 
uno de ellos se organiza en base a tres ejes temáticos y, en torno a ellos, se 
presentan ponencias de balance y se organizan mesas temáticas. Las prin-
cipales ponencias son, posteriormente, publicadas en una edición espe-
cial. Esta sección está centrada en el análisis de los tres últimos seminarios 
del Sepia que abarcan, en total, 45 investigaciones. Estas corresponden 
a los años 2011 (14 investigaciones), 2013 (14 investigaciones) y 2015 (17 
investigaciones).  
 
Tal como se observa en la tabla 4, en los últimos años, el Sepia ha privilegia-
do ejes temáticos que dialogan con las prioridades del debate internacional 
(i. e., seguridad alimentaria, desafíos ambientales y sostenibilidad, desarro-
llo territorial) y la apuesta por incidir en la formulación de políticas públicas 
y la comprensión de los mecanismos de gestión del poder (i. e., políticas de 
inversión, organizaciones y gobernanza). Destacan, además, los esfuerzos 
por debatir en torno a temas clave para el país como los cambios en la te-
nencia de la tierra, las dinámicas de actividades ilegales y la salud. 

Por otra parte, se aprecia que el Sepia ha prestado atención no solo a la 
reflexión en torno a los cambios de comportamiento a nivel de los hogares 
rurales, sino a los que han ocurrido a escala territorial. Entre otros, destaca 
el trabajo de Asensio (2011), que discute la trayectoria del enfoque de terri-
torio en los estudios rurales, las ciencias sociales, las políticas de desarrollo 
rural y la reivindicación de los movimientos sociales. Así, Asensio enfatiza el 
giro territorial como una herramienta que interpela el enfoque clásico para 
comprender el mundo rural. Por otra parte, Diez Hurtado (2014) analiza los 
cambios ocurridos en el mundo rural, enfatizando las dimensiones demo-
gráficas y en la tenencia de la tierra. En base a esta discusión, plantea la im-
portancia de abordar las estrategias de vida desde su entrada conceptual y 
reconociendo los avances realizados en la materia, tanto a nivel de América 
Latina como en el Perú.

Adicionalmente, tal como se procedió en el caso de la producción del CIES, 
las ponencias del Sepia se clasificaron en torno a los campos temáticos del 
modelo conceptual propuesto (ver gráfico 6). Así, como resultado de ese 
análisis, se identificó que estas están distribuidas de manera balanceada 
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en los cuatro campos. Es relevante mencionar que las investigaciones del 
campo de dinámicas institucionales incluyen reflexiones en torno al terri-
torio, la inversión pública y las dinámicas informales e ilegales. Todas ellas 
constituyen temáticas centrales en la construcción de la institucionalidad y 
gobernanza en los ámbitos rurales del país, conducentes, a mediano y largo 
plazo, a la reducción de la desigualdad. 

De otro lado, resulta interesante que –en comparación a lo observado en las 
investigaciones sobre desarrollo rural promovidas por el CIES– las ponen-
cias de balance del Sepia no hayan abordado, en los últimos años, temáticas 
asociadas a las dinámicas productivas, innovación tecnológica y articulación 
al mercado. Esto podría deberse a que, a lo largo de los 30 años de existen-
cia de la institución, estos temas han sido sistemáticamente abordados en 
ediciones previas de los seminarios bienales. En este caso, por extensión, se 
han considerado bajo este rubro a las dos ponencias sobre temas ambienta-
les, aun reconociendo los dilemas que de ello podrían derivarse. 

GRÁFICO 6

SEPIA: INVESTIGACIONES SOBRE DESARROLLO RURAL SEGÚN 
CAMPOS TEMÁTICOS DEL MODELO CONCEPTUAL, 2011-2016 (N=9)
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FUENTE: Elaboración propia.
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 • Centros regionales de investigación 

La elaboración de un balance de investigación sobre desarrollo rural no estaría 
completo si no se considerara la producción de los centros regionales de inves-
tigación del país. Así, a la par de la revisión del material producido por el CIES 
y el Sepia, se decidió incluirlos. En ese sentido, este acápite, aunque más breve 
que los anteriores, caracteriza la investigación en desarrollo rural realizada por 
dos centros de investigación –IIAP (Loreto) y Cipca (Piura)–. Si bien se exploró 
el material producido, a lo largo de estos cinco años, por Ceder (Arequipa) y 
los centros Guamán Poma y Bartolomé de las Casas (Cusco), no se encontraron 
publicaciones adicionales a las consideradas en la sección del CIES sobre esta 
línea de investigación.

En total, se identificaron siete investigaciones (ver tabla 5). Los estudios rea-
lizados por el IIAP están, en su totalidad, enfocados en el ámbito amazónico. 
Estos abarcan temas asociados al uso de TIC, uso de la tierra y riesgo climático. 
De otro lado, los realizados por el Cipca involucran los temas de asociatividad, 
brechas de género, pequeña agricultura y políticas.

Finalmente, en términos de la distribución temática según el modelo concep-
tual, hay una concentración en las dinámicas productivas y, en particular, el Cip-
ca ha realizado –aunque escasa– investigación en los otros tres campos.

GRÁFICO 7

CENTROS REGIONALES: INVESTIGACIONES SOBRE DESARROLLO RURAL 
SEGÚN CAMPOS TEMÁTICOS DEL MODELO CONCEPTUAL, 2011-2016 (N=7)
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FUENTE: Elaboración propia.
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1.7  Desarrollo rural: trazando su epistemología

• A la par de realizar el balance temático de las investigaciones sobre desa-
rrollo rural, un objetivo adicional de este estudio era ensayar el trazo de 
la epistemología de este campo.  Esto es, explorar las características del 
proceso de generación de conocimiento del tema, tanto a partir del perfil 
de quienes lo investigan como desde dónde y en dónde se investiga. Así, 
esta sección presenta las reflexiones que resultaron de ese ejercicio. La in-
formación analizada para ello corresponde a la producción del CIES y Sepia 
para el periodo de referencia (ver tablas 6 y 7).

• En cuanto a los investigadores, se observa que el proceso de generación de 
conocimiento en desarrollo rural es sistemáticamente masculino; es decir, 

 Varones Mujeres Universidades Centros de
    investigación

2012 2 3 UNALM Desco Ica 
    IEP Junín  
     Huancavelica 
     Huánuco

2013 13 5 PUCP Cepes  Amazonas  
   UP Cipca Arequipa 
   UNALM Grade Cajamarca
   UNA  Cusco
    U. San Pablo  Piura

2014 13 2 UNMSM CBC Apurímac
   UPSMP Grade Ayacucho  
     Cusco
     Loreto

2015 9 2 PUCP CBC Cajamarca    
   UNAP Cepes Piura
   UPSMP Grade 

2016 2 0 PUCP Junín
   Grade UP
Total 39 12
   

CIES: DISTRIBUCIÓN DE INVESTIGADORES, INSTITUCIONES Y TERRITORIO DE LOS 
ESTUDIOS SOBRE DESARROLLO RURAL, 2011-2016

TABLA 6

AÑO INVESTIGADORES INSTITUCIONES TERRITORIOS

FUENTE: Elaboración propia.
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este es mayoritariamente realizado por investigadores varones. Esto es no-
torio en las investigaciones del CIES en las que, de un total de 51 investiga-
dores involucrados en la elaboración de las mismas, solo 12 fueron mujeres. 
Esta situación es aún más nítida en el caso del Sepia, en donde, de un total 
de nueve ponencias de balance presentadas en los seminarios bienales, solo 
una fue realizada por una investigadora.  

• En cuanto a las instituciones, también se observan patrones interesantes.  Así, 
la producción del conocimiento sobre desarrollo rural proviene, en gran medi-
da, de universidades y centros de investigación basados en la ciudad de Lima.  
Entre las primeras, destaca la PUCP, seguida de la UNALM; entre los centros 
de investigación, destacan con claridad Grade y el IEP, y a nivel de centros 
regionales, el CBC. Si bien es altamente probable que esta tendencia no sea 
exclusiva del campo del desarrollo rural, dada la naturaleza del tema, vale la 
pena reflexionar en torno a esta situación. 

Adicionalmente, se exploraron los ámbitos de estudio de las investigaciones se-
leccionadas. Así, se identificó que una importante cantidad de ellas están concen-
tradas en la sierra, tanto norte (i. e., Amazonas, Cajamarca) como centro (Huánuco, 
Junín) y, fundamentalmente, sur (i. e., Apurímac, Ayacucho, Cusco, Huancavelica). 
En la costa, se ha realizado investigación acerca de Piura, Ica y Arequipa.  En la 
Amazonía, únicamente se dispone de investigaciones realizadas en Loreto.  Esta 
evidencia complementa lo anterior: la producción de conocimiento sobre el desa-
rrollo rural está, principalmente, concentrada en la sierra (sur) del país.

SEPIA: DISTRIBUCIÓN DE INVESTIGADORES, INSTITUCIONES Y 
TERRITORIOS DE LOS ESTUDIOS SOBRE DESARROLLO RURAL, 2011-2016

TABLA 7

AÑO INVESTIGADORES INSTITUCIONES TERRITORIOS

 Varones Mujeres Universidades Centros de
    investigación
2011 3 0 -- IEP
    Cepes
    SPDA

2013 3 0 PUCP Grade
   UPCH 

2015 2 1 PUCP IEP

Total 8 1
  

 Varones Mujeres Universidades Centros de
    investigación

2012 2 3 UNALM Desco Ica 
    IEP Junín  
     Huancavelica 
     Huánuco

2013 13 5 PUCP Cepes  Amazonas  
   UP Cipca Arequipa 
   UNALM Grade Cajamarca
   UNA  Cusco
    U. San Pablo  Piura

2014 13 2 UNMSM CBC Apurímac
   UPSMP Grade Ayacucho  
     Cusco
     Loreto

2015 9 2 PUCP CBC Cajamarca    
   UNAP Cepes Piura
   UPSMP Grade 

2016 2 0 PUCP Junín
   Grade UP
Total 39 12
   

FUENTE: Elaboración propia.
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CIES Y SEPIA: DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL DE LA INVESTIGACIÓN 
SOBRE DESARROLLO RURAL, 2011-2016

IMAGEN 1

HUÁNUCO

JUNÍN

PASCO

MADRE DE DIOS

PUNO

TACNA

AREQUIPA

CUSCO

ICA

LIMA

LA LIBERTAD

CAJAMARCA

AMAZONAS

LORETO

UCAYALI

HUANCAVELICA

AYACUCHO

PIURA

TUMBES

LAMBAYEQUE

SAN MARTÍN

ÁNCASH

APURÍMAC

FUENTE: Elaboración propia.
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En síntesis, aunque se requiere información sistemática y más detallada para 
que las afirmaciones aquí expresadas sean contundentes, a partir de estos 
hallazgos emergen pistas que sugieren que la epistemología sobre el de-
sarrollo rural en el Perú, a la fecha, se caracteriza por ser producida, en su 
mayoría: i) por investigadores varones, ii) desde centros de investigación y 
universidades limeñas y iii) con énfasis en la sierra (sur). Así, resulta válido 
indagar sobre los efectos que esto tiene, por ejemplo, en la pertinencia de 
las preguntas de investigación que se plantean y, en consecuencia, en las 
posibilidades de influir efectivamente en el diseño de políticas o de acoger 
la voz de la población rural. 

A la par con los hallazgos sobre el perfil de los investigadores, trazar la ruta 
epistemológica involucra también la caracterización del proceso a través 
del cual el conocimiento se genera. Aquí se analiza brevemente el enfoque 
predominante, la representación de ‘lo rural’ y la configuración de redes de 
conocimiento.

• Enfoque predominante. En base a la revisión del material producido 
en el periodo de referencia, se ha identificado la persistencia del inte-
rés por el incremento de la producción, productividad y competitividad. 
Las aproximaciones sobre ello son realizadas, en su mayoría, desde una 
perspectiva económica neoclásica, en donde el uso de modelos econo-
métricos es frecuente. Estas investigaciones parten de supuestos tales 
como que el comportamiento de la producción y/o de los productores 
tiene una base individual, racional y está basado en sus preferencias. 
Usualmente, estas investigaciones apuestan a evaluar el poder predicti-
vo de los modelos. No obstante, estas aproximaciones enfrentan limita-
ciones. Por un lado, a diferencia de la economía del desarrollo, no toman 
en cuenta los procesos históricos, institucionales y socioculturales en los 
cuales se enmarcan los comportamientos; no enfatizan las motivacio-
nes no racionales que, con frecuencia, orientan las prácticas, y adolecen 
de una falta de herramientas para comprenderlas, por ejemplo, como 
parte de las estrategias de vida. Así, estos estudios no necesariamente 
plantean una reflexión crítica o la posibilidad de que los modelos sean 
refutados y/o complementados con otros enfoques.4

 

4 El Sepia ha ensayado aproximaciones desde otras disciplinas y, a la par, el CIES viene promoviendo el uso de perspectivas 
que integren el análisis cualitativo acerca de estos procesos.
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• Representación de ‘lo rural’. Asociado a lo anterior, en la literatura 
prevalece una noción de lo ‘rural’ aún muy vinculada al desempeño de 
actividades agropecuarias. Así, a pesar de la existencia de investigacio-
nes clave que cuestionan el sesgo de dicha aproximación (Diez Hurtado 
2015; Fort et al. 2015; Remy 2014), esta prevalece. Hoy ‘lo rural’ alude, 
más que nunca, a una nueva configuración de procesos que implican 
abordar heterogeneidades múltiples y la pluriactividad en diálogo per-
manente con los procesos de urbanización. Por tanto, se requiere cen-
trar la mirada en los mecanismos de reproducción de las desigualdades, 
a través del análisis comparativo de brechas. Esto implica un enorme 
reto para los marcos de referencia que sistemáticamente se han utilizado 
para comprender ‘lo rural’, pero es –a la vez– una oportunidad para la in-
vestigación interdisciplinaria e innovadora, tanto en lo conceptual como 
en lo metodológico.5 

• Configuración de redes de conocimiento. Además de lo anterior, la 
generación de conocimiento sobre ‘lo rural’ está asociada a la acti-
vación de redes. A lo largo del proceso de investigación, la persona 
responsable suele involucrar a asistentes de investigación, participar 
en espacios de diálogo y utilizar un conjunto de referencias bibliográ-
ficas. En general, los asistentes suelen pertenecer a la misma disciplina 
e institución que la persona responsable, los espacios de diálogo con-
vocan a colegas de entornos próximos y las fuentes provienen de jour-
nals disciplinarios. En última instancia, estos elementos contribuyen a 
perpetuar los perfiles de los investigadores, ya que institucionalizan 
modelos de generación de conocimiento que no suelen abrirse a otras 
disciplinas o espacios de reflexión. De allí la necesidad de promover 
activamente los grupos de trabajo interdisciplinario, interinstitucional 
e intergeneracional.

1.8  Percepciones de los expertos sobre diversos aspectos del 
       desarrollo rural en el Perú 2011-2016

Como parte de la elaboración del balance y la agenda de investigación, se 
realizó un conjunto de entrevistas a informantes clave en materia de desa-
rrollo rural en América Latina y el Perú. El objetivo de estas entrevistas fue 
generar información complementaria sobre los siguientes aspectos:

5 Un esfuerzo en esa línea fue el programa de investigación del IEP, titulado Nuevas Trenzas: Mujeres Rurales del Siglo 
XXI, que concluía con una reflexión acerca de la necesidad de comprender ‘lo rural’ desde un análisis de desigualdades 
entrecruzadas (Asensio 2012).
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• Aportes de la investigación al diseño de políticas públicas sobre desa-
rrollo rural

• Retos del diálogo entre investigación y políticas 
• Agenda de investigación sobre desarrollo rural 2017-2021

Metodológicamente, la recolección de información incluyó a 10 expertos 
nacionales e internacionales, cuya trayectoria profesional incluye laborar o 
haber laborado en la academia, el sector público, la cooperación interna-
cional y/o centros regionales de investigación. Adicionalmente, dada la im-
portancia de recoger la opinión de profesionales asentados en el territorio, 
se encuestó a 20 expertos territoriales. Dichos expertos provienen de diver-
sas disciplinas (i. e., antropología, agronomía, biología, economía agrícola, 
educación, industrias alimentarias, ingeniería forestal, química, veterinaria, 
zootecnia), se desempeñan en distintos espacios y tienen experiencia en 
15 de las 24 regiones del país. Todos ellos son graduados o egresados de 
la Maestría en Innovación Agraria para el Desarrollo Rural de la Universidad 
Nacional Agraria La Molina. A modo de síntesis, se ha organizado la infor-
mación según espacio laboral del informante (ver gráfico 8).

En cuanto a los hallazgos, en términos de los aportes de la investigación al 
diseño de políticas públicas sobre desarrollo rural, la percepción de los ex-
pertos nacionales e internacionales sugiere dos perspectivas: una optimista 
y otra moderada. Por un lado, hay quienes señalan que la influencia de la in-
vestigación se expresa en tanto esta ha evidenciado la importancia de que las 
políticas públicas orientadas al ámbito rural deben ser integrales. Esto es, la 
ruralidad no puede ser abordada desde miradas sectoriales (e. g., agricultura, 
educación, empleo, salud). Así, señalan, la investigación ha permitido definir 
agendas de política dirigidas a atender a los grupos más vulnerables (i. e., mu-
jeres, indígenas, jóvenes). De otro lado, está la opinión de quienes consideran 
que la influencia de la investigación es marginal, en tanto la formulación de 
políticas no obedece a una estrategia específica y los tomadores de decisio-
nes no necesariamente son receptivos a acoger los resultados de las investi-
gaciones para definir, mejorar o replantear las políticas de desarrollo (rural). 
No obstante, señalan que la influencia –de haberla– se ha dado en términos 
de mejorar los diagnósticos sobre el tema rural, pero no necesariamente para 
hacer más efectivos los instrumentos de política, ya que –en muchos casos– 
los estudios no aterrizan en alternativas o recomendaciones viables.

En relación al mismo punto, los expertos territoriales son aún menos op-
timistas. Así, 17 de los 20 señalan que la investigación en desarrollo rural 
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no influye en el diseño de políticas públicas. Entre las razones que explica-
rían esta situación destacan la naturaleza de los temas de investigación y 
la ausencia de mecanismos de difusión de resultados. En ese sentido, los 
expertos señalan que, en la actualidad, los temas de investigación no se 
definen en diálogo con los potenciales usuarios de la información. En con-
secuencia, estos no son de interés de quienes formulan decisiones, en tanto 
no responden a las prioridades de las políticas o intervenciones. Por otro 
lado, señalan que los resultados de investigación no son accesibles oportu-
namente, ya que no existen suficientes espacios de difusión y/o diálogo que 
faciliten el encuentro entre quienes toman decisiones y quienes investigan. 
Adicionalmente, los expertos territoriales enfatizan, de manera sistemática, 
que los enfoques y temas de investigación están altamente disociados de 
las necesidades de los productores. 

Por otro lado, sobre los retos del diálogo entre investigación y políticas, los 
expertos sugieren que parte de las limitaciones están asociadas a la falta 
de institucionalización de espacios de encuentro. De hecho, sugieren que 
actualmente ‘lo rural’ no tiene representación en términos políticos ni en 
términos técnicos ni en términos institucionales en la gestión del Estado. La 
ausencia de este tipo de espacios ha llevado a que instrumentos de política 
como la Estrategia Nacional de Desarrollo Rural, aprobada en el año 2004, 
no logre el respaldo suficiente para implementarse en el territorio. Final-
mente, la existencia de espacios de este tipo favorecería la identificación de 
temas de investigación que resultan relevantes para el Estado.

Finalmente, en cuanto a la agenda de investigación sobre desarrollo rural 
2017-2021, los expertos, tanto los nacionales e internacionales como los 
territoriales, coinciden en la importancia estratégica de iniciar y/o conso-
lidar una serie de líneas temáticas de investigación, entre las que resaltan 
la necesidad de comprender mejor una serie de procesos (i. e., articulación 
de mercados rurales, urbanización y configuración de ciudades intermedias, 
gobernanza regional y local), surgimiento de nuevos actores (i. e., jóvenes), 
consolidación de dinámicas de organización y participación, y generación 
de oportunidades (i. e., gestión del conocimiento local y consolidación de 
la agricultura familiar). 
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GRÁFICO 8

INFORMANTES CLAVE: PERCEPCIONES SOBRE LA INVESTIGACIÓN 
EN DESARROLLO RURAL SEGÚN ESPACIO LABORAL

ACADEMIA

POLÍTICAS 
PÚBLICAS

COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL

CENTROS 
REGIONALES 
(TERRITORIALES)

• Producción temáticamente 
abundante  y metodológicamente 
diversa 
• Insuficiente difusión de hallazgos 
y diálogo con espacios de toma de 
decisiones (políticas públicas)
• Oportunidad para realizar
investigación cualitativa 
y mixta 

• Resultados de 
investigación apoyan el 
proceso de diseño aunque 
no siempre cubren temas 
clave
• Diferencia importante en lógica 
de tiempos de investigación y de 
formulación de políticas
• Pertinencia de hallazgos a veces no 
responde a la agenda de políticas

• Avances considerables en proceso de 
diálogo entre el sector público 

y la academia 
• Aporte de documentos de balance es 

clave para el diseño de políticas
 • Sistematización de  

experiencias y asistencia 
técnica aportadas 

al diálogo

• Agenda de 
investigación suele ser 

definida desde Lima
• Valiosa producción de 

conocimiento local no siempre 
es considerada 

(rol de universidades regionales)
• Temas clave asociados a dinámicas 

territoriales y gobernanza aún 
requerieren más investigación

1.9  Impacto6 de las investigaciones sobre desarrollo rural en 
       las políticas públicas

Esta sección analiza la influencia de la investigación sobre desarrollo rural 
en el campo de las políticas públicas sobre desarrollo rural. A la luz de los 
hallazgos presentados en las secciones previas y los resultados de las en-
trevistas a expertos, se han identificado cinco posibles áreas de influencia:

6 En rigor, ‘impacto’ alude a la pretensión de establecer, al finalizar una intervención, en qué medida se produjeron los 
resultados previstos, asumiendo –además– que estos son atribuibles a la misma. A fin de establecer esa medición, se 
requiere contar con un valor basal o de inicio que permita contrastar los cambios. Así, dado que el objetivo de este 
documento es presentar el balance de la investigación sobre desarrollo rural en el periodo 2011-2016, el ‘impacto’ es 
de otra naturaleza. Así, en este caso, se preferirá utilizar la noción de ‘áreas de influencia’. Estas pueden darse a dos 
niveles: i) corto plazo: en la formulación o reformulación de políticas y ii) mediano/largo plazo: modificación de los 
paradigmas y enfoques prevalecientes en la propia investigación. Las áreas de influencia presentadas aquí se enmarcan 
en esta distinción.  Adicionalmente, hay que destacar que los ejemplos que se mencionan se refieren, en algunos casos, 
a investigaciones realizadas en periodos anteriores. Las investigaciones llevadas en el periodo de referencia de este 
balance, probablemente, tendrán influencia sobre decisiones y políticas que se adoptarán después de terminado dicho 
periodo; es decir, a partir de 2017 (i. e., en el que, además, inició un nuevo periodo de gestión gubernamental, lo que 
potencialmente favorecería cambios en las decisiones de política).

FUENTE: Elaboración propia.
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• Diseño de políticas (enfoques y/o instrumentos) 
• Mejora de programas o intervenciones
• Generación de espacios de diálogo
• Articulación de esfuerzos entre actores clave
• Desarrollo de nuevas líneas de investigación que inciden en enfoques de 

política

A continuación, cada una de estas áreas es ejemplificada a través de un 
caso, y se mencionan las referencias específicas a la/s investigación/es que 
facilitaron su diseño, implementación, etc. (ver gráfico 9).

• Diseño de políticas (enfoques y/o instrumentos). En este caso, la 
influencia de la investigación se refiere a que los resultados y/o reco-
mendaciones de los estudios hayan sido acogidos por quienes formulan 
políticas públicas, particularmente, en términos de enfoques y/o instru-
mentos. En esa línea, se ha identificado como ejemplo el caso de la Es-
trategia Nacional de Agricultura Familiar, que fue elaborada y aprobada 
en el 2015 (Minagri 2015). En ese caso, diversos estudios de la FAO, así 
como los documentos elaborados por Eguren y Mendoza (2015), fue-
ron fuentes clave para el diseño de la Estrategia Nacional. En particular, 
las investigaciones aportaron al diagnóstico situacional de la agricultura 
familiar en el país, así como a la estimación de diversos indicadores rele-
vantes. 

• Mejora de programas o intervenciones. A diferencia de lo anterior, en 
este caso, la influencia de las investigaciones se tradujo en la revisión, 
reajuste y/o replanteamiento de programas o intervenciones que ya se 
encontraban en marcha. Esto es, el aporte de la investigación se dio 
a nivel de la gestión de iniciativas. En este caso, resalta la experiencia 
de Haku Wiñay, proyecto de Foncodes orientado a promover oportuni-
dades productivas que –a partir de investigaciones de Escobal y Ponce 
(2015)– adoptó las recomendaciones, enfatizó algunos aspectos y aco-
gió diversos aprendizajes a favor del logro de sus objetivos. 

• Generación de espacios de diálogo. Otra manera en la que la investi-
gación influye es en la creación de espacios favorables para el intercam-
bio de ideas que, muchas veces, apuestan a ubicar determinados temas 
en la agenda pública, convocar a diversos actores en torno a ciertas prio-
ridades y/o incidir en la toma de decisiones. Un ejemplo de ello es el 
recientemente lanzado Grupo de Diálogo Rural (GDR), liderado por el 
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IEP y promovido por FIDA en alianza con Rimisp. La iniciativa tiene esca-
la regional (i. e., Ecuador, Colombia y México) y convoca a profesionales 
de los sectores público y privado, cooperación internacional, organiza-
ciones sociales y academia. En esta etapa, el GDR tendrá como tema de 
agenda a la juventud rural y reflexionará en torno a las investigaciones 
generadas sobre el tema, por ejemplo, a partir de los hallazgos del pro-
grama Nuevas Trenzas (Asensio 2012). 

• Articulación de esfuerzos entre actores. Esta área de influencia está 
relacionada a la generación de espacios de coordinación y articulación 
entre distintos actores, orientados a promover resultados de política. Un 
caso emblemático fue el de la Estrategia Nacional de Desarrollo Rural, 
aprobada en el 2004. El diseño fue producto del intercambio entre dis-
tintos actores. No obstante, no contó con el respaldo técnico adecuado, 
la institucionalidad requerida ni la voluntad política necesaria para su 
implementación. Recientemente, en el año 2015, investigadores de Gra-
de y el IEP retomaron la iniciativa y propusieron, entre otros puntos, la 
conformación de un Subgabinete de Desarrollo Rural (i. e., MEF, Midis, 
Minagri). No obstante, a la fecha, estos esfuerzos aún no han logrado 
cristalizarse en instrumentos de política específicos.

• Desarrollo de nuevas líneas de investigación. Esta área está vinculada 
al planteamiento o consolidación de nuevos campos de investigación y 
su potencial incidencia en los enfoques de política. Entre ellas destaca la 
perspectiva de desarrollo territorial, que ha sido debatida e incorpora-
da preliminarmente en las políticas del Midis y Minagri en instrumentos 
como el programa Haku Wiñay, así como en la Política Nacional Agraria 
y la Estrategia Nacional de Agricultura Familiar. 
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GRÁFICO 9

IMPACTO EN POLÍTICAS: EXPERIENCIAS SELECCIONADAS 
SEGÚN ÁREA DE INFLUENCIA

Desarrollo de nuevas líneas 
de investigación que inciden 
en enfoques de política
>>  Políticas con enforque 
de desarrollo territorial 

Articulación de esfuerzos 
entre actores clave
>>  Estrategia Nacional 
de Desarrollo Rural

Diseño de políticas 
>> Estrategia Nacional 
de Agricultura Familiar

Mejora de programas 
o intervenciones 
>> Haku Wiñay

Generación de 
espacios de diáologo
>> Grupo de 
Diálogo Rural

 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

En base a lo anterior, y a fin proponer la agenda de investigación para los 
próximos años, queda claro que este esfuerzo no parte de cero. Por el con-
trario, a la fecha, nuestro país dispone de un acervo importante de conoci-
miento y propuestas. Entre ellas, se dispone del Balance 2007-2011 sobre el 
tema (Diez Hurtado 2012), así como de la Agenda de investigación del “XVIII 
Concurso de Investigación” del CIES (2016). 

FUENTE: Elaboración propia.
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En síntesis, el documento de Diez Hurtado, a la par del balance sobre los 
avances y retos en materia de desarrollo rural, sugiere 10 temas de investi-
gación. Entre ellos destacan: i) estrategias, lógicas y condiciones de desa-
rrollo centradas en las familias y hogares; ii) desarrollo de mercados y com-
portamiento de los mismos en contextos de crisis; iii) lógicas y efectos de las 
interacciones ciudad-campo; iv) gobiernos locales y regionales y desarrollo 
rural; v) dimensiones relevantes del desarrollo territorial rural; vi) procesos 
de apropiación, defensa y aprovechamiento de territorios; vii) nuevas acti-
vidades productivas ‘rurales’, capital y desarrollo; vii) análisis acumulativos y 
comparativos del desarrollo rural en el Perú; ix) impactos diferenciados del 
desarrollo en poblaciones específicas; y x) nuevas pistas para el desarrollo. 
Como se aprecia, esta nutrida agenda sugiere, en rigor, no solo invertir es-
fuerzos en generar conocimiento nuevo o renovado en torno a un conjunto 
de temas, sino –fundamentalmente– interpelar, modificar y enriquecer los 
marcos de referencia desde los cuales nos aproximamos a ‘lo rural’. De ahí 
la importancia de incorporar nuevos enfoques (e. g., desarrollo territorial) y 
apuestas metodológicas (e. g., impactos, análisis comparativos). 

De otro lado, la Agenda de investigación del CIES prioriza dos grandes 
áreas de estudio: i) gestión de recursos naturales y crecimiento económico y 
ii) desarrollo económico y social (políticas económicas y sociales para supe-
rar la trampa del ingreso medio, teniendo como tema transversal el análisis 
de género). Si bien el ámbito rural no es explícito en ellas, se trata de dos 
áreas transversales –con un marcado, hay que decirlo, énfasis en la dimen-
sión económica– a sus dinámicas.

En este contexto, tomando en cuenta la revisión sistemática del material 
producido a lo largo de los últimos cinco años y las recomendaciones de los 
expertos, la agenda de investigación 2017-2020 enfrenta tres retos: i) activar 
apuestas reflexivas acerca del alcance de ‘lo rural’, orientadas a la reducción 
de desigualdades; ii) promover una audaz producción teórica que sea terri-
torialmente pertinente; y iii) ensayar aproximaciones basadas en los diseños 
metodológicos mixtos, que se benefician de la complementariedad entre 
los enfoques cuantitativo y cualitativo. A la par de estos retos, se propone 
una agenda de investigación que esté anclada en torno a los cuatro grandes 
campos temáticos sugeridos a lo largo de este balance. 

- Dinámicas productivas, innovación tecnológica y articulación al mer-
cado. A la luz de la revisión de la literatura y la opinión de los exper-
tos, este campo alude a la reflexión sobre el alcance, naturaleza, limi-
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taciones, determinantes y efectos de la producción en el ámbito rural 
–trascendiendo el énfasis agropecuario que, sistemáticamente, se le ha 
imprimido–, a fin de identificar oportunidades y formular recomenda-
ciones de política. Ello, además, debe estar en diálogo con procesos 
de innovación tecnológica, entendidos en tanto expresiones del inter-
cambio entre conocimiento local y conocimiento externo, vinculados a 
la generación, adopción y difusión de tecnologías. En última instancia, 
este campo alude también a los procesos de articulación de lo anterior 
con los mercados rurales y de servicios. Entre las preguntas específicas, 
se sugieren:

• ¿Cuál ha sido el impacto de intervenciones articuladas del Estado en 
la reducción de la pobreza multidimensional y la desigualdad?

• A lo largo de las últimas dos décadas, ¿de qué manera han evolucio-
nado las brechas de género en el acceso y gestión de recursos?

• ¿Cuáles han sido los principales aprendizajes que se derivan de las 
experiencias de innovación tecnológica, en relación con procesos de 
reducción de pobreza y desigualdad?

- Dinámicas socioculturales, agencia y organización social. De manera 
complementaria al campo anterior, en base a la literatura y los expertos, 
este involucra el análisis acerca de las interacciones sociales y trayecto-
rias de vida de los distintos actores asentados en el territorio, así como la 
recreación de sus espacios culturales y repertorios. Adicionalmente, este 
campo involucraría también el análisis de las diversas y diversificadas 
estrategias de respuesta que la población rural despliega a fin de hacer 
frente a las adversidades y que se encuentran asociadas, además, a pro-
cesos de generación de conocimiento. Por lo demás, este campo alude 
también a las distintas expresiones en las que la organización social se 
recrea en el territorio (e. g., asociatividad, cooperativismo). En términos 
de preguntas específicas, se proponen las siguientes:

• ¿De qué manera los procesos socioculturales y organizativos influyen 
en la configuración de estrategias de vida de comunidades asentadas 
en la Amazonía (cambios y permanencias)?

• ¿Qué lecciones de política arrojan los estudios de caso sobre expe-
riencias de organización social en diversos territorios del país?

• ¿Qué sugiere la medición de las dimensiones ocultas (i. e., agencia, 
conectividad social) del desarrollo en el ámbito rural y qué recomen-
daciones de política se derivan de ello?
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- Dinámicas institucionales, gobernanza y poder. A la par de los cam-
pos anteriores, este alude a las configuraciones y reconfiguraciones de 
la institucionalización e institucionalidad de diversos procesos y actores 
en el mundo rural; por ejemplo, en cuanto su relación con el Estado (i. e., 
gestión de la información, gestión de riesgos, inversión pública, medi-
das anticorrupción, regulación, transparencia). Entre ellos, destacan los 
enfoques, herramientas y resultados generados a través de los procesos 
de gobernanza regional y local, formales y no formales, que han recon-
figurado los escenarios que hoy se observan. De otro lado, se ubican 
también la gestión, renovación y ejercicio del poder expresados, entre 
otros factores, en la consolidación de dinámicas de liderazgo, participa-
ción local y redes. En cuanto a preguntas específicas, se sugieren:

• ¿Cuáles son los principales determinantes del desempeño de las ex-
periencias de gestión local, con énfasis en resultados observables en 
la vida las personas, llevadas a cabo por las municipalidades rurales 
del país?

• ¿Cuáles son los costos y beneficios asociados a la consolidación de 
procesos de gobernanza y el seguimiento participativo de intervencio-
nes en el territorio?

• ¿Qué aprendizajes se derivan de los procesos de implementación de 
experiencias de presupuesto participativo, así como de otras herra-
mientas de ejecución de recursos en el territorio?

- Dinámicas transversales. En este campo, además de los temas que, 
generalmente, ‘cruzan’ los campos temáticos mencionados líneas 
arriba (i. e., pobreza y desigualdad, educación, empleo, género, 
medioambiente, entre otras), se sugiere atender tres grandes procesos 
asociados a los cambios que ‘lo rural’ ha experimentado en los últimos 
años: i) urbanización y configuración de ciudades intermedias; ii) 
surgimiento de nuevos actores sociales –particularmente, de los jóvenes 
como protagonistas de procesos de cambio–; y iii) la consolidación 
de la agricultura familiar como alternativa en diálogo con la seguridad 
alimentaria y, entre otras propuestas, con la agroecología. Así, entre las 
preguntas específicas, se encuentran:

• Desde un enfoque territorial, ¿cuáles están siendo las principales con-
secuencias de los procesos de urbanización y configuración de ciuda-
des intermedias en el acceso a oportunidades de la población?

• ¿Cuáles son las trayectorias de los nuevos actores sociales del ámbito 
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rural y de qué manera sus agendas están siendo incorporadas en las 
prioridades de gestión territorial a nivel local y regional?

• ¿Cuáles son las oportunidades y barreras que la agricultura familiar 
enfrenta en tanto alternativa para los pequeños productores del país, 
en el marco de la llamada ‘pluriactividad’ que los caracteriza?

Vale destacar que cada uno de estos cuatro campos temáticos apela, por 
definición, a la reflexión interdisciplinaria. El diálogo abierto y desprovisto 
de prejuicios entre disciplinas es indispensable para generar el conoci-
miento que se requiere. Por lo demás, hay razones para afirmar que, si 
este diálogo se promueve desde una lógica centrada en los actores y los 
procesos, partiendo de un enfoque territorial e intercultural orientado a 
reducir las brechas de desigualdad que persisten en el ámbito rural, las re-
comendaciones que se deriven de los resultados de investigación tendrán 
mayor probabilidad de incidir en el urgente diseño de políticas públicas 
sobre el tema.

En relación a lo anterior, hay que considerar que la generación de conoci-
miento debe ser concebida como un ejercicio de colaboración con otros 
actores; entre ellos, los que toman decisiones en distintos sectores clave 
del Estado, particularmente, en los de Agricultura y Riego, Cultura, Econo-
mía y Finanzas, Desarrollo e Inclusión Social, etc. Así, a fin de avanzar en la 
identificación de potenciales áreas de colaboración y coordinación entre la 
academia y sector público, se presenta una propuesta de agenda operati-
va en la que, partiendo de los campos temáticos esbozados líneas arriba, 
se sugieren posibles actores clave en esos procesos de diálogo y algunos 
ejemplos de áreas específicas de conocimiento en las que se recomienda 
trabajar (ver tabla 8).
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 3.  CONCLUSIONES

Tomando en cuenta los resultados de la línea de tiempo sobre la evolu-
ción temática del desarrollo rural (ver acápite 1.4), el balance temático de 
la investigación a nivel internacional y nacional (ver acápites 1.5 y 1.6), la 
epistemología del desarrollo rural (ver acápite 1.7), las percepciones de los 
expertos (ver acápite 1.8), la influencia de la investigación en las decisiones 
de política (ver acápite 1.9) y la propuesta de agenda de investigación (ver 
sección 2), se presentan algunas reflexiones a modo de ‘puntos de partida’ 
para lo que viene. 

• Sobre la urgencia de contar con una política nacional de desarrollo 
rural y promover la institucionalidad de ‘lo rural’ en el Estado pe-
ruano. Una de las constataciones de este balance es la ausencia de una 
política nacional de desarrollo rural. A la fecha, existen instrumentos de 
política que, en torno al mundo rural, diversos sectores (i. e., Midis, Mi-
nagri) han validado con las regiones y otros actores. Sin embargo, estos 
aún no se articulan en el marco de una política mayor. A esto se suma la 
falta de claridad respecto a qué instancia le corresponde la responsabili-
dad institucional de liderar ‘lo rural’ en el país. Esto está en el limbo. Se 
requiere precisar y, una vez que esto ocurra, involucrar al MEF y PCM.

 
• Sobre la importancia de centrar el debate en torno a las desigual-

dades. Un elemento transversal a los hallazgos de este balance es la 
necesidad de abordar –sin ambages– la persistencia de la desigualdad 
de oportunidades en el mundo rural, en sus múltiples dimensiones. El 
enfoque interseccional ofrece una alternativa para abordar las asocia-
ciones entre las desigualdades de clase, género, étnicas, raciales, eta-
rias, territoriales y por discapacidad. Estos son debates urgentes que 
permitirían, en base a sus conclusiones y hallazgos, el diseño y/o rea-
juste de intervenciones orientadas a remontar las brechas estructurales 
que caracterizan al mundo rural.

• Sobre la relevancia de promover una epistemología reflexiva de ‘lo 
rural’. Es momento de replantear los términos del debate, interpelar 
los marcos de referencia utilizados y discutir cómo se ha venido produ-
ciendo conocimiento sobre ‘lo rural’. Este ejercicio podría dar pie a una 
agenda que trascienda, finalmente, prioridades ajenas y visiones disci-
plinarias, por una que acoja la voz de ‘los otros’ e incluya perspectivas 
que interpelen el statu quo en la producción de conocimiento. 
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• Sobre la pertinencia de activar espacios de formación y reflexión so-
bre ‘lo rural’ en el territorio. De manera complementaria, el balance ha 
mostrado la necesidad de generar y/o fortalecer los espacios de forma-
ción y reflexión sobre ‘lo rural’. Es clave desconcentrar las instancias de 
reflexión y conformar redes de discusión territorial que permitan renovar, 
actualizar y aterrizar las prioridades de investigación, en corresponden-
cia con la formulación de políticas desde los espacios locales y de forma 
participativa. Es clave vincular estos esfuerzos al trabajo de las universi-
dades en el territorio y hacer uso de plataformas existentes como la Red 
Peruana de Universidades y el propio CIES. 

• Sobre el reconocimiento del valor simbólico de los espacios de diá-
logo. A la par, estos esfuerzos deben ser acompañados de espacios que 
permitan promover aprendizajes entrecruzados. El GDR es una oportuni-
dad en esa línea. Entre otros puntos, dichos espacios podrían contribuir a 
evitar la duplicidad de esfuerzos, generar oportunidades de colaboración 
y, en última instancia, formular recomendaciones auténticamente orienta-
das a incrementar el bienestar de las poblaciones más vulnerables. Adicio-
nalmente, allí radica lo simbólico, ya que darían una señal de compromiso. 
A menos que esa sea la consigna, todo esfuerzo será en vano. 

 

631

PO
BR

EZ
A

 Y
 D

ES
A

RR
O

LL
O



 4.  REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS

• ALFARO, David y Elmer GUERRERO
 2013 Brechas de género en el ingreso: una mirada más allá de la media en el 

sector agropecuario. Lima: Cepes/Universidad de San Andrés.
• ASENSIO, Raúl 
 2012 Nuevas (y viejas) historias sobre las mujeres rurales jóvenes de América La-

tina. Resultados preliminares del Programa Nuevas Trenzas. Lima: IEP.
• BOYD, León y Chris MARILYN 
 2012 Vínculos entre la adopción de micro seguros formales y esquemas de pro-

tección informal. Un estudio de caso en la costa peruana. Lima: IEP.
• CARBAJAL, Max e Iván LUCICH 
 2014 Valor de la conservación de la fuente y de los atributos del servicio de Seda-

cusco. Lima: UNMSM. 
• CARLIER, Alexandra; Karina DEL RÍO y Mauricio CERNAR
 2013 Diagnóstico situacional de la cultura del agua en cinco cuencas de la ver-

tiente del Atlántico, en Cajamarca y Amazonas. Lima: PUCP. 
• CEPAL
 2016 Estudio económico de América Latina y el Caribe. La agenda 2030 para el 

desarrollo sostenible y los desafíos del financiamiento para el desarrollo. Santia-
go de Chile: Cepal.

• CEPAL, FAO e IICA
 2014 Perspectivas de la agricultura y el desarrollo rural en las Américas: una mira-

da hacia América Latina y el Caribe. San José: IICA, Sede Central.
 2015 Perspectivas de la agricultura y el desarrollo rural en las Américas: una mira-

da hacia América Latina y el Caribe. San José: IICA, Sede Central.
• CIES (CONSORCIO DE INVESTIGACIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL)
 2016 Agenda de investigación del “XVIII Concurso de Investigación”. Lima: CIES. 
• CHAMBERS, Robert y Gordon R. CONWAY 
 1991 «Sustainable rural livelihoods: practical concepts for the 21st century». En 

Discussion paper 296. IDS.
• DE JANVRY, Alain
 1981 The agrarian question and reformism in Latin America. Baltimore: Johns 

Hopkins University Press.
• DEL POZO, César 
 2013 Transferencias monetarias condicionadas, crédito agropecuario y la acumu-

lación de activos productivos de los hogares rurales en el Perú. Cusco: Centro 
Bartolomé de las Casas.

632



 2015 Brechas de género en el valor económico de las unidades agropecuarias en 
el Perú. Cusco: Centro Bartolomé de las Casas.

• DEL POZO, César y Valerio PAUCARMAYTA 
 2014 Impacto de la minería en la producción agropecuaria en el Perú, impactos 

heterogéneos y determinación de los canales de transmisión. Cusco: Centro Bar-
tolomé de las Casas.

• DIEZ, Alejandro
 2012 «Desarrollo rural en la investigación económica y social en el Perú». En Ba-

lance 207-2011 y agenda 2012-2016, pp. 417-458. Lima: CIES. 
 2013 «Cambios en la ruralidad y en las estrategias de vida en el mundo rural. Una relec-

tura de antiguas y nuevas definiciones». En: DIEZ, Alejandro; Ernesto RÁEZ y Ricardo 
FORT (eds.), Perú: el problema agrario en debate. Sepia XV pp. 19-85. Lima: Sepia.

 2015 «Constataciones, hipótesis y temas pendientes sobre el desarrollo rural». En 
Perú hoy: hacia otro desarrollo, pp. 71-92. Lima: Desco. 

• EGUREN, Fernando y Armando MENDOZA 
 2015 Seguridad alimentaria: agricultura familiar. Lima: Cepes. 
• ESCOBAL, Javier y Carmen PONCE (editores)
 2015 Combinando protección social con generación de oportunidades económi-

cas. Lima: Grade.
• FAO (ORGANIZACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LA ALIMENTA-

CIÓN Y LA AGRICULTURA) 
 2013 Pobreza rural y políticas públicas en América Latina y el Caribe. 
 Santiago de Chile: FAO. 
• FIDA (FONDO INTERNACIONAL DE DESARROLLO AGRÍCOLA)
 2012 Informe sobre desarrollo rural 2016. Roma: Quintily. 
 2016 Informe sobre desarrollo rural 2016. Fomentar la transformación rural inclu-

siva. Roma: Quintily. 
• FORT, Ricardo 
 2013 Impacto de la inversión pública rural en el desarrollo de las regiones y nive-

les de bienestar de la población (2002-2012). Lima: Grade. 
• FORT, Ricardo; María Isabel REMY y Héctor PAREDES
 2015 ¿Es necesaria una estrategia nacional de Desarrollo Rural en el Perú?: Apor-

tes para el debate y propuesta de implementación. Lima: Grade. 
• GALARZA, Francisco y Guillermo DÍAZ
 2013 Productividad y poder de mercado en mercados agrícolas. Lima: Universi-

dad del Pacífico.
• GAVIDIA, Daniel
 2014 Determinantes y efectos del riego tecnificado: un análisis económico para 

la sierra norte de La Libertad. Lima: Universidad de San Martín de Porres.

633



• GUZMÁN, Esther 
 2013 Situación de las ventajas comparativas y competitivas de la agricultura co-

mercial y la agrobiodiversidad para la diversificación productiva de Piura ante las 
nuevas condiciones de cambio climático. Piura: Cipca.

• INEI (INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA E INFORMÁTICA) 
 2016 Evolución de la pobreza monetaria 2009- 2015. Informe técnico. Lima: INEI. 
• MELÉNDEZ, Guido y César HUAROTO
 2013 Evaluando las complementariedades de proyectos de infraestructura rural. 

El impacto conjuntos de electrificación y telecomunicaciones en el bienestar del 
hogar y la formación de capital humano. Lima: Grade. 

• MINAGRI (MINISTERIO DE AGRICULTURA Y RIEGO)
 2015 Estrategia Nacional de Agricultura Familiar. Lima: Minagri.
• MONTOYA, Javier y Carlos ZUMAETA
 2015 Uso de la tierra, comunidades y áreas protegidas en la amazonia baja pe-

ruana: aplicación de un enfoque multinivel. Loreto: Universidad Nacional de la 
Amazonía Peruana.

• ORIHUELA, Carlos
 2012 ¿La región Junín ha estado en la senda del desarrollo sostenible? Evidencia 

del periodo 2005-2011. Lima: UNALM. 
 2013 Efecto económico del cambio climático sobre los cultivos permanentes de 

la agricultura peruana: periodo 2011-2050. Lima: UNALM. 
• RIMISP (CENTRO LATINOAMERICANO DE DESARROLLO RURAL) 
 2012 Pobreza y desigualdad. Informe latinoamericano. Santiago de Chile: Rimisp. 
 2016 Pobreza y desigualdad. Informe Latinoamericano. Género y territorio. San-

tiago de Chile: RIMISP.
• REMY, María Isabel
 2014 «50 años de investigaciones sobre la sociedad rural en el Instituto de Estu-

dios Peruanos». En 50 años pensando el Perú. Una reflexión crítica. El Instituto de 
Estudios Peruanos 1964-2014, pp. 63-99. Lima: IEP.

• RENGIFO, Blanca; Pedro TIPULA y Juan Pablo SAAVEDRA
 2014 Estudio para la sostenibilidad de los ecosistemas frágiles en Ayacucho Sur, 

distrito de Pullo. Lima: Home Environment SAC.
• SALAS, Vania 
 2015 El rol de la asociatividad en la participación comercial de los productores 

agrarios: el caso de Piura. Lima: Universidad de San Martín de Porres.
• SANDOVAL, Carlos y Alicia WILLINER
 2014 Fortalecimiento de la gestión del desarrollo económico local sostenible de 

la Mancomunidad Municipal de Distritos Rurales Río Grande, provincia de Ayma-
raes, departamento de Apurímac. Cepal, Ilpes.

634



• SEN, Amartya
 1999 Development as freedom. New York: Knopf.
• SEPIA (SEMINARIO PERMANENTE DE INVESTIGACIÓN AGRARIA) 
 2012 Perú: el problema agrario en debate: Sepia XIV. Lima: Sepia.
 2014 Perú: el problema agrario en debate: Sepia XV. Lima: Sepia.
 2016 Perú: el problema agrario en debate: Sepia XVI. Lima: Sepia.
• PONCE DE LEÓN, Marcela y Fernando ALARCÓN 
 2013 Relación entre los servicios básicos de instituciones educativas escolariza-

das y no escolarizadas y los logros de aprendizaje en matemáticas de los niños y 
niñas de educación inicial en zonas rurales del Perú. Lima: Grade. 

• TORRES, Fidel 
 2013 Situación de las ventajas comparativas y competitivas de la agricultura co-

mercial y la agrobiodiversidad para la diversificación productiva de Piura ante las 
nuevas condiciones de cambio climático. Piura: Cipca. 

• TUDELA, Juan 
 2013 Adopción de tecnologías orgánicas en productores cafetaleros del Perú: 

identificación y caracterización. Puno: Universidad Nacional del Altiplano.
• ZEGARRA, Eduardo
 2014 Efectos dinámicos del programa Juntos en decisiones productivas de los 

hogares rurales del Perú. Lima: Grade. 

635





  CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN
 Juana R. Kuramoto  

  AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES
 José Carlos Orihuela

CIENCIA Y 
AMBIENTE

5.



CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN: 
BALANCE DE INVESTIGACIÓN EN POLÍTICAS 
PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE 
INVESTIGACIÓN 2017-2021

1 Juana R. Kuramoto es investigadora asociada (en licencia) del Grupo de Análisis para el Desarrollo (GRADE). 
Es máster en Políticas Públicas de la Universidad Carnegie Mellon (Estados Unidos), y realizó estudios de 
doctorado en el Programa Estudios de Política y Cambio Tecnológico en la Universidad de Maastricht 
(Holanda). Tiene una larga experiencia en investigación y consultoría en las áreas de innovación tecnológica, 
política científica y tecnológica, así como desarrollo local. Ha trabajado en el diseño y formulación de la política 
nacional de innovación, ciencia y tecnología. Asimismo, ha trabajado en la identificación de oportunidades de 
desarrollo local y regional, 

JUANA R. KURAMOTO 1



En el presente documento se hace una revisión de la investigación 
realizada sobre ciencia, tecnología e innovación (CTI) en el periodo 
2011-2016. Luego, el documento propone una agenda de investiga-

ción para el periodo 2017-2021, aunque esta resulta muy similar a la segui-
da en el presente quinquenio. El documento también presenta la opinión 
de expertos sobre los hechos principales en la evolución de la situación 
actual de la CTI en el país. Si bien hay un consenso sobre lo mucho que 
se ha avanzado en el último quinquenio, también hay una preocupación 
generalizada por el poco interés mostrado por el actual Gobierno sobre 
el área de las políticas públicas y por los cambios recientes en algunas 
medidas que afectan el funcionamiento del sistema. En cuanto al impacto 
de las investigaciones en las políticas públicas, con la creación del Fondo 
para la Innovación, la Ciencia y la Tecnología (Fincyt), se ha establecido una 
tradición poco extendida en las autoridades gubernamentales del sector 
de formular la política y sus instrumentos en base a evidencia provista por 
la investigación.

 1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016

Para el balance de la investigación realizada sobre las CTI, se han identifi-
cado cinco grandes categorías, que concentran la mayor parte de la inves-
tigación realizada.

En primer lugar, se encuentran los documentos oficiales de política que han 
sido elaborados para ordenar y guiar el sistema, entre los que se encuentran 
la Política Nacional de CTI, los programas nacionales de CTI y los documen-
tos sobre política de inversión pública en CTI.

En segundo lugar, están una serie de documentos que analizan y caracte-
rizan el Sistema Nacional de Innovación y sectoriales. Asimismo, hay do-
cumentos que usan el enfoque de sistema de innovación para estudiar la 
capacidad y eficacia del mismo –o de proyectos en particular– en atender a 
las necesidades de la población más pobre del país. También se han publi-
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cado documentos que, usando este enfoque, analizan variables específicas 
o estudian el desarrollo de industrias en particular.

En tercer lugar, se han elaborado o se están elaborando diversos documen-
tos en base a levantamientos de información, como censos y encuestas de 
CTI o de variables relacionadas, lo cual está ayudando a conocer mejor a 
ciertos agentes del sistema.

En cuarto lugar, también se ha intentado establecer un vínculo entre las ac-
tividades de CTI y la productividad laboral de las empresas, pero no se han 
utilizado aún los datos levantados por las dos encuestas de innovación re-
cientemente realizadas para este fin. 

Finalmente, los programas de maestría de políticas y gestión de CTI –exis-
tentes en la Universidad Particular Cayetano Heredia y en la Pontificia Uni-
versidad Católica del Perú– han producido más de una treintena de trabajos 
de tesis que analizan diversas políticas o características de sistemas de inno-
vación a nivel nacional y sectorial, así como estudios de caso sobre gestión 
de la innovación.

Para la elaboración de esta sección, se ha revisado un total de 74 docu-
mentos. Cabe señalar que la producción de documentos y estudios sobre 
este tema se ha incrementado sustancialmente con respecto al quinquenio 
pasado. 

1.1  La evolución de la política de CTI

Para esta sección, se revisaron 14 documentos: 12 documentos oficiales de 
política pública, y dos reportes de revisión sobre la política de CTI.

1.1.1  Documentos de política oficiales

La política de CTI ha experimentado varios cambios favorables en los úl-
timos cinco años. En primer lugar, se ha generado una capacidad de for-
mulación de políticas interna en las entidades responsables de este sector, 
principalmente en el Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación 
Tecnológica (Concytec). Si bien ya se contaba con un marco legal para la 
CTI en el Perú, que proveía un enfoque y una orientación general, no exis-
tían documentos de política que presentasen claramente y con algún gra-
do de detalle las prioridades del Gobierno y los recursos necesarios para 
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ejecutarlas.2 Más bien, las directrices implícitas de la política de CTI venían 
formuladas por organismos internacionales, al diseñar los fondos de innova-
ción. Estas directrices se plasmaban en los documentos que sustentaron los 
proyectos de inversión pública de dichos fondos.3 

Un primer intento de definir una hoja de ruta para este sector es el docu-
mento denominado Nueva política e institucionalidad para dinamizar la CTI 
peruana, elaborado en 2012 por la Comisión Consultiva Presidencial para 
CTI.4 Este esfuerzo complementó los dos reportes de diagnóstico existentes 
sobre las políticas de CTI, realizados por la OECD (2011) y la UNCTAD (2011).

La publicación del documento Estrategia nacional para el desarrollo de la 
ciencia, tecnología e innovación-Crear para crecer marca un hito en la difu-
sión sobre las prioridades del Gobierno y el rol de las diferentes entidades 
estatales en esta estrategia. Esta estrategia fue la base para la Política Na-
cional de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica, que ha sido apro-
bada por la Presidencia del Consejo de Ministros en 2016.

Asimismo, los programas nacionales priorizados por el Concytec, publicados 
en 2016 y establecidos en la ley marco de este sector, presentan las líneas de 
investigación que se potenciarán desde esta entidad y su brazo ejecutor, el 
Fondo Nacional de Desarrollo Científico, Tecnológico y de Innovación Tec-
nológica (Fondecyt o Cienciactiva). Estos programas incluyen los siguientes 
campos temáticos: biotecnología; valorización de la biodiversidad; ciencia y 
tecnología de los materiales; ciencia y tecnología ambiental; ciencias bási-
cas y tecnologías de la información y comunicación. Adicionalmente, se han 
publicado dos programas especiales de soporte, el de popularización de la 
CTI y el de transferencia y extensión tecnológica.5 

2 Es importante mencionar que en el 2005 se formuló un Plan Nacional de Ciencia y Tecnología, el cual no establecía 
prioridades.

3 De hecho, tanto el Banco Mundial como el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) establecieron prioridades de 
política en el diseño de los fondos que se crearon a través de préstamos con ambas multilaterales. Estas prioridades se 
ven reflejadas en los documentos de inversión pública que preceden la operación de crédito. Estos documentos incluyen 
un diagnóstico y justificación de los componentes de la operación de crédito, así como los resultados esperados y el 
análisis costo beneficio de su implementación.

4 La Comisión Consultiva reunió a profesionales vinculados con este sector, tanto del ámbito público como privado. El 
documento resultante presenta una hoja de ruta bastante clara y un estimado del presupuesto necesario para acortar la 
brecha de inversión en este sector, de manera que al año 2021 se alcance un ratio de 1% de gastos de I+D sobre PBI.

5 El Programa Especial de Soporte de Prospectiva y Vigilancia Tecnológica está próximo a ser aprobado y publicado 
oficialmente.
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Por su parte, el Ministerio de Economía y Finanzas ha publicado documen-
tos preliminares de la política de inversión pública en CTI. Así, por ejemplo, 
en 2013 se publicó el documento Política de inversión pública en ciencia, 
tecnología e innovación: prioridades, 2013-2020, posteriormente, se ela-
boraron un par de guías que están en revisión (Guía metodológica para la 
identificación, formulación y evaluación de proyectos de inversión pública 
de generación y transferencia de nuevos conocimientos y tecnologías y Guía 
metodológica para la identificación, formulación y evaluación de proyectos 
de inversión pública para la adopción y uso de nuevos conocimientos y tec-
nologías para el fomento de la innovación y el desarrollo productivo).

1.2  Caracterización y análisis de los sistemas de innovación

Como se mencionó anteriormente, el marco conceptual de los sistemas de 
innovación ha guiado mayoritariamente la formulación de la política de CTI 
nacional.6 En este sentido, se han publicado alrededor de siete documentos 
que presentan sendos diagnósticos sobre el estado del sistema de inno-
vación peruano, y alrededor de la tercera parte de los cuales se refieren al 
sistema de innovación agraria. Para elaborar esta sección se han revisado 16 
documentos.

Un diagnóstico general del sistema de innovación peruano es elaborado 
por Zúñiga (2016), quien señala que, a pesar del crecimiento económico ex-
perimentado en los últimos 10 años, la economía peruana se mantiene poco 
diversificada y dependiente de los recursos naturales, al mismo tiempo que 
se encuentra rezagada en términos de su PBI per cápita y niveles de produc-
tividad en comparación a otros países de América Latina. Para la autora, el 
sistema de innovación peruano se encuentra poco desarrollado, débilmente 
integrado y cuenta con muy poco financiamiento y pocos incentivos para las 
actividades de innovación y la colaboración entre agentes. Otro diagnósti-
co del sistema de innovación peruano es realizado por Tavera (2015), quien 
en base a un documento del Concytec y los resultados de la Encuesta de 
Innovación en la Industria Manufacturera, concluye que “nuestro Sistema 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación aún presenta fallas estructura-
les que determinan un nivel de eficiencia meso o institucional muy bajo, que 
impide recrear una dinámica de innovación en nuestro país” (p. 161).

6 Eventualmente, se pueden encontrar algunos estudios y diagnósticos que usan como marco conceptual a la ‘triple 
hélice’, que enfatiza la interrelación entre universidad, empresas y Gobierno; o el ecosistema de innovación, que pone de 
relevancia a todos los actores que intervienen en potenciar una economía basada en la innovación y el emprendimiento.
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Bajo el enfoque de la ‘triple hélice’, Godenzi (2015) presenta el caso de la 
empresa Graña y Montero como promotora de un proyecto que facilita la 
interacción entre la empresa, universidad y Gobierno para promover activi-
dades de innovación en el campo de la ingeniería. Para ello, se ha generado 
un portal de ingeniería en donde se difunden los avances de investigación 
e innovación hechos por la empresa, al mismo tiempo que sirve de espacio 
de interacción entre distintos miembros de la comunidad de ingeniería del 
país. La empresa ha establecido un premio a la investigación en ingeniería 
(Premio Graña y Montero) que se otorga cada año en las categorías de pro-
fesionales y de tesis de ingeniería. También ha establecido un concurso de 
artículos académicos (Estructura Tus IDEAS) para estudiantes de pregrado 
en ciencias, ingeniería, arquitectura y tecnología. Finalmente, la empresa 
también ha establecido un fondo para la investigación en ingenierías. Los 
resultados de este proyecto se ven plasmados en un aumento de la cultura 
de investigación en la comunidad ingenieril, el desarrollo de habilidades, el 
aumento de transferencia de conocimiento y el fortalecimiento institucional.

Con respecto al sistema de innovación agraria, se han elaborado varios 
reportes que resaltan sistemas de innovación para productos específicos. 
Es el caso de un reporte sobre la papa, elaborado a partir de un proyec-
to del Centro Internacional de la Papa para promover el cultivo de papas 
no comercializadas (Deveaux et al. 2011) y que han dado lugar a estudios 
comparativos internacionales (Ortiz et al. 2013). Por otro lado, Hellin (2012) 
reporta la experiencia de ‘extensionismo’ agrícola entre campesinos a partir 
del proyecto Kamayoc, impulsado por el Instituto Nacional de Investigación 
Agraria (INIA). Todos los autores anteriores resaltan que la difusión y trans-
misión de conocimiento entre campesinos fomenta la acción conjunta y la 
construcción de un sistema de innovación agrícola.

El enfoque del sistema de innovación también se ha utilizado para resaltar 
el tema de la inclusión social. Bazán y Sagasti (2013) repasan las principales 
características del sistema de innovación peruano y de algunos proyectos 
de innovación que favorecen las condiciones de vida de la población más 
pobre del país. Los autores encuentran que las instituciones gubernamen-
tales del sistema de innovación no se articulan adecuadamente para escalar 
las innovaciones desarrolladas, lo que impide una cobertura masiva de be-
neficiarios que redunde en la mejora de indicadores sociales. Por su parte, 
Anticona et al. (2015) encuentran que las innovaciones médicas diseñadas 
para solucionar problemas de las poblaciones rurales y más pobres cuentan 
con muchas barreras para implementarse, las que incluyen la dificultad de 
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llegada a los puntos de atención, la falta de financiamiento, de recursos 
humanos y la infraestructura. Aquellas innovaciones que han logrado imple-
mentarse más eficazmente han contado con una participación activa de los 
diferentes grupos de interés en las distintas etapas de la implementación.

Kuramoto (2013) señala que no hay una política ni acciones explícitas de CTI 
con fines sociales. Los avances que se han tenido en la difusión de buenas 
prácticas y tecnologías en el marco de la promoción de cadenas produc-
tivas se han dado a través de programas sociales que pretendían articular 
a pequeños productores con mercados más dinámicos con el objetivo de 
incrementar sus ingresos.

Adicionalmente, hay algunos documentos que hacen diagnósticos generales 
de la situación de la CTI, de variables o de proyectos específicos que mues-
tran algunas características del sistema de innovación peruano. Por ejemplo, 
Morey (2013) hace una caracterización de la economía peruana, incidiendo en 
la innovación para alcanzar los compromisos asumidos en los objetivos del 
milenio. Por su parte, Roca (2011) señala que el déficit de la balanza de cono-
cimientos en el Perú, medido por los bajos coeficientes tecnológicos de las 
exportaciones, solo será remontado con una mezcla de política industrial que 
promueva el aprendizaje, una agresiva política de innovación y de propiedad 
intelectual; pero, al mismo tiempo, es necesario que se preserven los funda-
mentos macroeconómicos y la apertura al comercio internacional.

En cuanto a variables específicas, se han identificado un par de publicaciones 
que dan luces sobre los proyectos de investigación financiados por el Con-
cytec y por el Fincyt (en sus modalidades de proyectos de investigación básica 
y aplicada) durante el periodo 2006-2011. Los resultados indican que los inves-
tigadores que han accedido a estos financiamientos son mayores (una media 
de 51 años, frente a una media de 30 años en la Unión Europea), que poco 
más de un tercio son mujeres (frente a una media de 44% en América Latina) y 
que solo el 53% de los investigadores responsables de proyectos cuenta con 
un grado de doctorado, mientras que el 33% cuenta con grado de magíster. 
Asimismo, se encuentra que 80% de los proyectos dieron lugar a una publica-
ción científica y casi todos permitieron la formación de investigadores, tanto a 
nivel de pregrado como de postgrado (Concytec 2014a).

El Concytec (2014b) caracterizó la producción científica peruana en base a 
las publicaciones registradas en la base de datos científica SCImago. Los 
resultados indican que, aunque la producción científica es sumamente pe-
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queña comparada con otros países de la región, su impacto es razonable. 
Así, el Perú ocupó en el 2011 el puesto 11 en términos de citaciones. Por 
otro lado, el 70% de las publicaciones peruanas se hace en colaboración 
con investigadores de otros países, especialmente de Estados Unidos, que 
es nuestro principal socio científico.

Continuando con la producción científica, Vílchez-Román (2014) analiza el 
impacto de las publicaciones peruanas reportadas en dos bases científicas, 
Scopus y Web of Science, a través del índice H, que mide el número de ci-
taciones de un artículo científico en relación al número total de artículos pu-
blicados por el autor.7 Vílchez-Román encuentra que muy pocos autores pe-
ruanos (alrededor de 4%) tienen un nivel de citaciones mayor a 31, y 7% de 
los autores tienen citaciones en el rango de 30 a 21. Por otro lado, encuentra 
que las instituciones con un índice H más alto son la Universidad Particular 
Cayetano Heredia (74) y Universidad Nacional Mayor de San Marcos (41), y 
si se sacan éstas de la lista junto con el Centro Internacional de la Papa, la 
Pontificia Universidad Católica del Perú y el Instituto de Investigación Nutri-
cional, el resto de las instituciones cuentan con índices medios y bajos.

Finalmente, Marisca (2014) hace un análisis de la emergencia de la industria 
de videojuegos en Perú. El autor señala que debido al interés meramente 
recreativo de los participantes en esta industria, ellos han podido superar las 
brechas en las opciones de entrenamiento local mediante la colaboración y 
el desarrollo de infraestructura alternativa. Los desarrolladores están inten-
tando posicionar juegos con elementos culturales peruanos para audiencias 
internacionales. Las empresas peruanas de esta naciente industria están 
empleando estrategias empíricas para situarse en el mercado internacional 
y han tomado acciones conjuntas que están llamando la atención de las 
agencias gubernamentales para superar problemas estructurales.

1.3  El comportamiento científico, tecnológico e innovador de los 
       agentes económicos

Para elaborar esta sección se han revisado dos documentos referidos a 
censos y encuestas, y cinco documentos relacionados con la oferta y de-
manda de CTI.

7 Un autor tiene un índice H, si H –de sus N publicaciones– recibe H citas cada una y el resto de sus publicaciones (N – H) 
también recibe por lo menos H citaciones.
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1.3.1  Censos y encuestas de CTI

El levantamiento de información primaria, así como la sistematización y 
uso de datos administrativos, ha permitido contar con información cuanti-
tativa respecto de algunos agentes del sistema de innovación que ayudan 
a caracterizar su comportamiento. La Encuesta de Innovación del Sector 
Manufacturero, en sus versiones de 2012 y 2015, brinda valiosa informa-
ción sobre el comportamiento tecnológico de las empresas. Dichas en-
cuestas, estructuradas siguiendo los criterios de los Manuales de Oslo y 
Bogotá, cuentan con ocho secciones y levantan información sobre gastos 
de innovación, actividades de innovación realizadas por las empresas, 
obstáculos para la innovación y participación en programas nacionales, 
entre otros puntos. El Concytec (2013a) ha publicado un reporte con los 
resultados de la encuesta de 2012, mientras que Produce (2016) ha publi-
cado un reporte con la información recogida en 2015. 

Por otro lado, el Concytec ha realizado el primer Censo Nacional de Inves-
tigación y Desarrollo, que recaba información de centros de investigación 
adscritos a universidades peruanas y centros de investigación públicos y 
privados. El censo recoge información sobre investigación y desarrollo 
(I+D), formación de recursos humanos para ciencia y tecnología y servicios 
científicos y tecnológicos.

Los datos recogidos en el censo y en estas encuestas sobre innovación 
brindan información valiosa que no solo facilitará la caracterización de los 
agentes del sistema de innovación, sino que también permitirá establecer 
la relación –y con el tiempo la causalidad– entre la innovación y la pro-
ductividad de las empresas, así como en el crecimiento económico del 
país. Para ello, será necesario que se cruce información con otras bases 
de datos como los censos y/o encuestas manufactureras. Si bien aún no se 
ha realizado este tipo de trabajo, lo más probable es que en los próximos 
años se empiece a trabajar en esta línea de investigación.

1.3.2  Demanda y oferta de CTI desde los agentes económicos

Hay otras encuestas o censos que recogen información sobre variables re-
lacionadas con el quehacer de la CTI. Es importante mencionar al Censo 
Universitario, que levanta información sobre los estudiantes y docentes en 
la universidad peruana. En base a este levantamiento de información, es 
posible estimar el número de alumnos que estudian en las diferentes áreas 
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de conocimiento, el número de estudiantes de postgrado, el número de do-
centes en las diferentes áreas, los grados académicos, quiénes cuentan con 
publicaciones o participan en conferencias internacionales, entre otros datos. 
En base a este censo, el Concytec (2014b) ha caracterizado a la educación su-
perior del país. El análisis pone de relieve el rol de las universidades públicas 
en la formación de profesionales en el país, especialmente de aquellos en las 
áreas de las ciencias e ingenierías; asimismo, señala que cuentan con la mayor 
cantidad de laboratorios y docentes a tiempo completo.

La comprobación, a través de las cifras del Censo Universitario sobre la 
poca vocación para el estudio de las ciencias como carrera profesional, se 
ha tratado de explicar a través de un análisis de los factores que inciden en 
que los jóvenes se interesen por las ciencias. Arias Schereiber (2015) llega 
a la conclusión que los jóvenes tienen escaso entendimiento científico y no 
tienen idea sobre lo que involucra una carrera en ciencias; parte de este 
desconocimiento es la falta de roles modelos en profesionales científicos. A 
lo anterior, se suma que hay muy pocos docentes adecuadamente formados 
en ciencias y que las universidades privadas, las cuales dictan mayoritaria-
mente carreras no científicas, ejercen un rol importante en incentivar, o ses-
gar la preferencia de los alumnos, por carreras en administración, derecho 
y humanidades.

Ya en el campo de estudios específicos sobre la oferta científica, el Concytec 
(2013b), en base a datos compilados por fuentes internacionales, ha hecho un 
análisis sobre la oferta de profesionales con grado de doctor en el país. No 
solo comprueba que contamos con muchos menos doctores en comparación 
con otros países similares al Perú,8 sino que tenemos una brecha de 17.000 
doctores para poder tener un ingreso per cápita de US$16.500 hacia el 2021.

Por otro lado, Alvarado (2015) hace uso de un esquema de difusión tecno-
lógica para analizar la adopción de nuevos programas de estudio y perfiles 
de carrera en el área de informática en el país. El autor encuentra que las 
instituciones más antiguas son más reacias a la adopción de nuevos progra-
mas y a modificar drásticamente los perfiles de carrera en comparación con 
instituciones de más corta vida.

8 La comparación se hace en base a una serie de criterios, como PBI per cápita, el nivel de dependencia en recursos 
naturales y niveles de pobreza.
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Otros actores importantes en moldear la oferta científica del país son los 
institutos públicos de investigación (IPI). Estos institutos fueron creados a 
partir de la década de 1970 para servir de apoyo a la investigación y a la 
transferencia tecnológica en los distintos sectores económicos. Es así que se 
han creado IPI en agricultura, minería, pesca, geofísica, comunicaciones, en-
tre otros. De acuerdo con un estudio realizado por la consultora Advansis en 
el 2010, muchos IPI no cumplen con la misión para la cual fueron creados y 
se encuentran sin capital humano, infraestructura ni financiamiento. El Con-
cytec, en 2016, comisionó un reporte con una propuesta de reforma integral 
de los IPI, tomando en cuenta aspectos laborales, de personería jurídica, de 
financiamiento y de gobernanza.

1.4  El rol de las actividades de CTI en la eficiencia y productividad

Se consultaron tres documentos para elaborar esta subsección.

El impacto de las actividades de CTI en el aumento de la productividad y la 
escasa apropiación del conocimiento son las dos justificaciones principales 
para que los Gobiernos de todos los países inviertan en este rubro. A pesar 
de que ya se han levantado datos de innovación a través de dos encuestas 
(2012 y 2015), todavía no se han realizado estudios de impacto de las activi-
dades de CTI en la productividad total de los factores en el Perú.

Sin embargo, Tello (2013) ha realizado una estimación que confirma que 
hay un impacto positivo de las actividades de CTI en la productividad la-
boral de las empresas, usando los datos de una encuesta de innovación 
levantada en 2005.9 Asimismo, el autor reporta que, consistente con la evi-
dencia internacional, el tamaño de las empresas es determinante en la 
decisión de inversión en actividades de CTI. También descubre que las 
patentes son un incentivo positivo para aquellas empresas que decidieron 
invertir en estas actividades. Finalmente, no encuentra que haya un efecto 
significativo de los fondos públicos en la intensidad de inversión en acti-
vidades de CTI.

9 La Encuesta de Innovación de 2004 fue realizada por el Concytec y el INEI. La ejecución de la encuesta tuvo una serie 
problemas que pusieron en riesgo su representatividad estadística. Por esta razón, no se utilizó para realizar este tipo 
de estudios. Además, hubo falta de acceso a los datos de insumos y resultados de empresas. Sin embargo, la encuesta 
cuenta con una muestra bastante amplia de empresas que casi duplica la muestra de la Encuesta de Innovación de 2012.
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Por otro lado, hay una serie de trabajos que reportan los beneficios de las 
actividades de innovación en la eficiencia de programas y/o proyectos. Arro-
yo y Pastor (2012) resaltan la importancia de la innovación organizacional en 
el éxito del Sistema de Solidaridad del Perú (Sisol), caracterizado por la pre-
sencia de especialistas en el primer nivel de atención, la autosostenibilidad 
financiera y el riesgo compartido entre las municipalidades y las microempre-
sas de servicios. Por su parte, Barrantes y Yagüe (2015) señalan que la combi-
nación de conocimiento empírico (a través de líderes comunales entrenados) 
y experticia técnica promueven el aprendizaje social, lo cual incrementa la 
efectividad y sostenibilidad del proceso de innovación agrícola. Los autores 
encuentran que el aprendizaje se mantiene hasta por tres años después de 
hecha la intervención.

1.5  Tesis de maestría

Los dos primeros programas de maestría en Gestión y Políticas de CTI se 
crearon en el 2011, en la Universidad Particular Cayetano Heredia y en la 
Pontificia Universidad Católica del Perú. Estos programas –que contaron 
con el financiamiento de Fincyt– permiten otorgar un número de becas 
a los estudiantes, de tal manera que puedan estudiar a dedicación ex-
clusiva. 

Ya han pasado seis años desde la creación de estos programas y varias pro-
mociones se han graduado, por lo que hay una interesante producción aca-
démica de tesis en temas de política y gestión de la CTI. Se han podido 
identificar 19 trabajos de tesis producidos en el programa de la PUCP y 15 
en el programa de la UPCH, correspondientes a estudiantes que se han 
graduado satisfactoriamente.10 

Lo que se puede apreciar es que los trabajos responden bien al enfoque 
que tiene cada programa. El de la PUCP es un programa centrado en la 
gestión de la innovación y tecnología, mientras que el de la UPCH está 
centrado en políticas. De ahí, que la gran mayoría de las tesis de la PUCP 
sean casos de estudio empresariales o de programas gubernamentales o 
no gubernamentales, con un énfasis en la gestión de la innovación (i. e., 
aplicación de metodologías, de tecnologías específicas o de procesos, 
estudios de un aspecto particular del proceso de la innovación, etc.). 

10 A estos trabajos se deben añadir las tesis que ya fueron presentadas pero que faltan ser sustentadas.
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Por ejemplo, Balarezo (2016), Atarama (2016) y Villanueva (2012) analizan 
el impacto de la aplicación de las tecnologías de la información y la 
comunicación (TIC) en diferentes entornos; Cabrera (2016), Mitta (2016) y 
Morales (2016), por su parte, analizan la aplicación de metodologías de 
gestión de la innovación en casos empresariales. Montoya (2016), Gutiérrez 
(2016) y Arenas (2013) se centran en analizar procesos y metodologías de 
transferencia de tecnología entre entidades universitarias y empresas; 
mientras que Vásquez (2012) analiza el modelo de incubación del programa 
RAMP Perú, y Medina (2016) estudia el ‘extensionismo’ tecnológico para la 
instalación de paneles solares en una zona rural de la región de San Martín. 
Finalmente, Zapata (2015) y Solari (2014) analizan el impacto del programa 
Incagro en la formación de redes y el impacto de la mejora de procesos en 
una empresa, respectivamente.

En el caso de las tesis de la UPCH, están más centradas en el análisis de 
políticas de CTI y del sistema de innovación nacional o sectorial, ya sea 
en el ámbito de su entorno o de actores específicos. Por ejemplo, Buiza 
(2015), Dulanto (2016) y Lázaro (2016) estudian y hacen un diagnóstico 
de distintos actores del sistema de innovación peruano; mientras que 
Chuquispuma (2016) y Lucero (2016) estudian y proponen estrategias para 
promover el uso de propiedad intelectual y el desarrollo de capital humano 
en biotecnología, al mismo tiempo que Ortega (2016) analiza un caso sobre 
el capital intelectual involucrado en I+D en las carreras de ciencia, ingeniería 
y tecnología. Por su parte, Sotomayor (2016), Suárez (2016) y Ubillús (2016) 
analizan y proponen estrategias para promover el desarrollo de sectores 
o actividades productivas y/o ambientales; mientras que Oyola (2016) 
analiza el impacto de medicamentos biológicos y biosimilares, y propone 
estrategias para que su ingreso al país sea favorable, y Saldívar (2016), 
mediante un análisis de publicaciones, patentes y exportaciones, trata de 
definir la capacidad de absorción a nivel sectorial. Finalmente, Espinoza 
(2016), Luján (2016) y Meza (2016) aplican metodologías para valorar una 
invención, para definir un roadmap tecnológico para el sector acuícola y 
analizan el aprendizaje y las limitaciones en el desarrollo de una tecnología 
de remediación ambiental, respectivamente.

Adicionalmente, se ha podido identificar que los alumnos de otros progra-
mas dentro de la PUCP y la UPCH han elaborado tesis relacionadas con 
temas tecnológicos y de innovación. Tal es el caso de los programas de 
maestría de Integración e Innovación Educativa de las TIC (Alayo 2016 y 
Palomino 2016) y de Ciencia Política y Gobierno (Córdova 2015 y Barr 2015).
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 2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021   

La agenda de investigación seguida en el periodo 2011-2016 continuará siendo 
relevante para el siguiente quinquenio. Aquí se propone enfocar la atención 
en los temas de caracterización y comportamiento de agentes, estudios regio-
nales, análisis de casos exitosos de innovación y estudios sobre los efectos de 
actividades de CTI en eficiencia y productividad.
 
2.1  Caracterización y comportamiento de agentes

La dinamización del sistema de innovación –debido al aumento de financia-
miento, a la modernización de las entidades participantes y a los incentivos es-
tablecidos– hace que sea necesario seguir caracterizando a los diversos agen-
tes. Hay tres fuentes de información y/o estímulos cuyas influencias deben ser 
analizadas.

En primer lugar, los censos y encuestas realizados en este sector aún no han 
sido explotados en su totalidad. En algunos casos, se han producido docu-
mentos presentando la tabulación de las principales variables recogidas. 
Sin embargo, la verdadera utilidad de estas recopilaciones de información 
se revela cuando sus resultados se analizan a la luz de otras fuentes de 
información, encontrándose correlaciones e incluso relaciones de causali-
dad. Así, por ejemplo, el Censo de I+D debería analizarse en conjunto con 
los resultados del Censo Universitario o con los datos administrativos pro-
venientes del licenciamiento de universidades. Algo de esta información 
todavía necesita ser recogida o actualizada, por lo que se espera que estos 
estudios puedan ser realizados en los próximos años. Adicionalmente, en 
los próximos años se estará recogiendo información en base a una encuesta 
de innovación de servicios, que dará luces sobre la innovación en un sector 
poco estudiado.

En segundo lugar, hay varios programas y fondos que llegan o han llegado a su 
término y deben ser evaluados para analizar sus resultados. No solo es impor-
tante reportar la efectividad de los mismos en el cambio del comportamiento 
deseado de los agentes a los cuales van dirigidos, sino que también es impor-
tante identificar los cambios experimentados en otras variables relacionadas. 

En tercer lugar, dentro de un par de años se tendrán tres generaciones de empre-
sas que se habrán beneficiado de los incentivos tributarios por gastos de I+D e 
innovación (I+D+i). Por un lado, será importante saber si los incentivos promue-
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ven la ‘adicionalidad’ de dichos gastos; pero por otro, también será importan-
te caracterizar a las empresas beneficiarias, así como encontrar diferencias en 
comportamiento, capacidades y gestión de conocimiento, entre otros aspec-
tos, entre estas empresas y aquellas que no lograron calificar para el incentivo.

En cuarto lugar, un tema que se viene promoviendo son los estudios sobre 
el rol de la mujer en la investigación científica. Al cierre de este documento, 
recién se publicaron un par de reportes, pero ciertamente hay un creciente 
interés sobre el tema. La evidencia muestra que, al igual que en otros países, 
las mujeres participan en mucha menor medida en la actividad científica 
y ocupan menos posiciones de liderazgo. Sin embargo, en ciertas áreas, 
como arqueología y ciencias biológicas, hay una participación importante 
de científicas mujeres. Temas como esta aparente especialización de gé-
nero en la actividad científica o la brecha de productividad científica entre 
los géneros deberán ser analizados en los próximos años. Se plantean las 
siguientes preguntas de investigación:

• Los programas de financiamiento público, ¿influyen en las decisiones de 
inversión en CTI de los diversos agentes, logrando que se dé un efecto 
de ‘adicionalidad’?

• ¿Se presentan diferencias en las conductas de innovación a través de los 
distintos sectores económicos?

• La mayor inversión en CTI, ¿está logrando cerrar las brechas de partici-
pación de diferentes agentes a nivel de género?

2.2  Estudios regionales

Un campo en el que hay que empezar a trabajar es el enfoque regional en 
CTI. El despegue de las actividades de investigación de algunas universida-
des regionales hace que sea importante identificar los factores que lograron 
este cambio. La existencia de capacidades es un factor obvio, pero las ges-
tiones académica y administrativa deben ser también factores importantes 
a considerar. La identificación de las mejores prácticas seguidas por estas 
universidades podría acelerar el mejoramiento de sus similares. Asimismo, 
es reconocido que las capacidades no se distribuyen equitativamente en 
todas las facultades y/o equipos de investigación, y es importante saber qué 
factores influyen en estos comportamientos diferenciados.

Por otro lado, la elaboración del Atlas de la Complejidad Productiva ha ser-
vido para sistematizar una serie de variables regionales de producción y ex-
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portación que, en conjunción con otras bases de datos, podrán brindar más 
luces sobre los factores que pueden potenciar la competitividad regional. 
Sin embargo, es importante mencionar que el Atlas requiere de completar-
se con otro tipo de estadísticas regionales.

Finalmente, la elaboración de las primeras agendas de innovación regional 
en Arequipa y Piura y su posterior implementación brindarán una fuente de 
información sobre el funcionamiento de sus respectivos sistemas regionales 
de innovación. Se plantean las siguientes preguntas de investigación:

• La mayor inversión en CTI, ¿está logrando cerrar las brechas de partici-
pación de diferentes agentes a nivel regional?

• ¿La investigación académica en las regiones tiene congruencia con las 
potencialidades del territorio?

• ¿El personal altamente calificado en las empresas innovadoras regiona-
les proviene de la propia región o es atraído desde otras regiones? 

2.3  Estudios sectoriales

Si bien la política de CTI es de corte horizontal, algunos avances en la polí-
tica de diversificación productiva regional llaman a identificar las particulari-
dades sectoriales. Hay toda una literatura sobre sistemas de innovación sec-
toriales (a nivel de industria) e incluso sobre sistemas tecnológicos (a nivel 
de tecnologías en particular) que es necesario revisar y aplicar en estudios 
transversales (i. e., con la data proveniente de las encuestas económicas y 
de innovación) y en estudios de caso. Se plantean las siguientes preguntas 
de investigación:

• ¿El comportamiento tecnológico de las empresas peruanas concuerda 
con lo esperado con los distintos regímenes tecnológicos? 

• Este comportamiento, ¿difiere en las empresas que venden sus produc-
tos en el mercado interno de aquellas que exportan?

• Las políticas públicas en el país son de carácter horizontal. ¿Hay esfuer-
zos de política implícita que atiendan las necesidades de sectores espe-
cíficos?

2.4  Análisis de casos exitosos de innovación

En la evaluación de los fondos de innovación (Fincyt I, Fincyt II y Fidecom) se 
han identificado algunos casos de éxito innovador, que deberían ser analiza-
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dos en detalle –a través de estudios de casos– para identificar los diferentes 
aspectos que posibilitaron estos resultados favorables, así como el rol de la 
influencia de otros factores como el tipo de industria y los regímenes tecno-
lógicos prevalecientes en ellos.

Sabemos muy poco de lo que pasa al interior de una empresa para lograr 
que un proyecto de innovación se convierta en exitoso: cómo se selecciona 
el proyecto, cómo se gestiona, en qué momento se integra en la estrategia 
empresarial y cómo se hace, entre otros aspectos. Se plantean las siguientes 
preguntas de investigación:

• ¿Se pueden identificar qué factores son los que influyen en el éxito de 
los casos innovadores?

• ¿Qué tan importante es la estrategia empresarial en el éxito o fracaso de 
una innovación?

• Las empresas exitosas financiadas por los fondos públicos, ¿son innova-
doras a nivel nacional y/o han logrado ingresar al mercado internacional? 
Si lo han hecho, ¿sus productos son innovadores a nivel internacional o 
solo cuentan con una ventaja de costos?

2.5  Estudios sobre los efectos de actividades de CTI en eficiencia 
       y productividad

Como ya se mencionó anteriormente, las dos encuestas de innovación le-
vantadas todavía deben ser explotadas adecuadamente. Los cruces de in-
formación con bases de datos –como las encuestas manufactureras o la nue-
va Encuesta de Empresas– permitirán encontrar correlaciones y relaciones 
causales entre las variables de innovación y los resultados de las empresas, 
e incluso sobre la productividad total de factores. Este es un tipo de estudio 
que aún falta realizar en el país. Se plantean las siguientes preguntas de 
investigación:

• ¿Cuánto influye la innovación en el aumento de productividad de un 
sector o de la economía del país?

• ¿Cómo está correlacionada la innovación con los diferentes indicadores 
de resultado de las empresas?

• El aumento de eficiencia y productividad resultante de la innovación, 
¿varía según los sectores?
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  4. ANEXOS

ANEXO 1. Percepciones de los expertos sobre diversos aspectos de la 
ciencia, tecnología e innovación en el Perú 2011-2016

Para complementar los hallazgos encontrados en la literatura revisada, se 
hizo una serie de entrevistas con 12 expertos en este sector (ver cuadro 1).

RELACIÓN DE FUNCIONARIOS Y EXPERTOS ENTREVISTADOS

CUADRO 1

Presidente
Subdirectora de Innovación 
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Asesora de Presidencia
Directora general de 
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Territorial
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Director del Centro de 
Desarrollo Industrial

Director de Innovación 

Especialista en CTI
Especialista en CTI

Secretaria del Programa 
de Maestría en Políticas 
y Gestión de Ciencia, 
Tecnología e Innovación
Director del Programa de 
Maestría en Gestión de 
Innovación y Tecnología
Encargada de la Dirección

Concytec
Concytec

Concytec
Produce

BID

Sociedad Nacional 
de Industrias

Produce
Consultor 
internacional
Consultor 
internacional
UPCH

PUCP

INIA 

23/02/2017
23/02/2017

23/02/2017
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14/02/2017
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26/01/2017

09/12/2016

01/03/2017

NOMBRE CARGO ENTIDAD FECHA

Gisella Orjeda
Karin Fassbender

Romina Golup 
Lourdes Alvarez 

Claudia Suaznábar 

Luis Tenorio

Sergio Rodríguez

Francisco Sagasti 
Fernando Villarán

Rosa María Zamor

Domingo González

Clara Martínez
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Situación actual de la CTI 

Todos los entrevistados concuerdan que en el sector de CTI se han dado 
avances sustanciales en los últimos cinco años. Se destaca el aumento de 
financiamiento, el dinamismo que se ha dado en el ámbito de investigación 
en las universidades y el mayor interés de las empresas en los diferentes 
aspectos de la innovación, entre otros aspectos. Algunos mencionaron los 
avances hechos en proveer herramientas para el ordenamiento del Sistema 
Nacional de Ciencia y Tecnología e Innovación Tecnológica (Sinacyt).

Sin embargo, hay una gran preocupación por la situación política del país 
y cómo esta afectará a la continuidad de los cambios experimentados no 
solo dentro del sector de CTI sino del conjunto de la economía. Se percibe 
que los problemas de corrupción van a afectar la actividad económica, en 
general, así como el gasto público, lo que puede afectar la demanda de las 
empresas por servicios de CTI y retrasar la ejecución de sus proyectos de 
I+D+i. Por el lado del gasto público, ya se ha apreciado una disminución en 
las entidades gubernamentales cuyo campo de acción son distintas activi-
dades de CTI.

Asimismo, todas las personas entrevistadas concuerdan en que, para este 
Gobierno, el tema de CTI no es una prioridad, y que no habrá ningún interés 
por parte de esta administración por incrementar el presupuesto para este 
sector. Como se mencionó, el Concytec tuvo un aumento de presupuesto 
de casi ocho veces en el Gobierno anterior, lo que permitió incrementar 
sustancialmente las acciones realizadas y los fondos para subvenciones. Este 
año se ha iniciado con un corte presupuestal de casi 30% que, entre otras 
cosas, ha ocasionado el corte de los servicios de literatura científica que se 
brindaban a todas las universidades públicas del país y a aquellas privadas 
que lo solicitasen. 

Por esta razón, el quinquenio que viene será un periodo en el que se tendrán 
que usar eficientemente los recursos conseguidos a través de los présta-
mos del Banco Mundial y del BID. Asimismo, se mencionó que el Concytec 
ha logrado encontrar una fórmula para ayudar a las universidades públicas 
regionales, brindándoles la asistencia técnica necesaria para que puedan 
ejecutar sus fondos del canon. Definitivamente, no será un quinquenio en el 
que se puedan cerrar brechas, sobre todo cuando los estimados recientes 
del Concytec señalan que, a pesar del aumento de recursos, la participación 
de I+D sobre el PBI solo alcanza el 0,08%.
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Por otro lado, también alarman los cambios de política seguidos por algu-
nos sectores. Por ejemplo, en Produce preocupa el abandono del Plan Na-
cional de Diversificación Productiva (PNDP) y de una de sus herramientas 
principales, los CITE. Si bien se puede no estar de acuerdo con la manera 
cómo se estaba aplicando el plan, se reconocía que apuntaba en la direc-
ción correcta para abordar problemas regionales y brindar apoyo más efec-
tivo al desarrollo de las cadenas productivas descentralizadas. Actualmente, 
se ha cortado todo financiamiento para la ejecución de dicho plan, se está 
reevaluando la política de CITE y se ha reducido el trabajo en las mesas 
establecidas para apoyar la simplificación de trámites por industrias. Por su 
parte, en Agricultura, ya se ha cambiado por segunda vez la administración 
del Programa Nacional de Innovación Agraria (PNIA).

Finalmente, algunos de los entrevistados están muy preocupados por los 
retos globales y la poca preparación del Perú para enfrentarlos. Ya se están 
sintiendo los efectos del cambio climático en todo el país; en particular, en 
la ocurrencia de desastres naturales, en los cambios que ocasionan en los 
ecosistemas y, a su vez, en las principales actividades económicas. Por la 
experiencia de los años recientes, estos cambios se pueden agudizar y no se 
está haciendo mucho para brindar una respuesta científica a estos retos. Por 
otro lado, el avance científico mundial ha generado un acelerado desarrollo 
de las tecnologías convergentes (i. e., nanotecnología, biotecnología, TIC, 
ciencias cognitivas, inteligencia artificial y robótica). Se prevé que la conjun-
ción de estas tecnologías cambiará el mundo en los próximos años. Si el 
país no hace esfuerzos por avanzar en estas líneas de investigación, quedará 
en una situación muy vulnerable y se perpetuará nuestra posición como país 
exportador de recursos naturales, si es que todavía se siguen demandando 
en la economía global. 

Retos más importantes a enfrentar en el próximo quinquenio

Por lo que se ha mencionado líneas arriba, los retos más importantes 
de este sector serán los relacionados con consolidar los avances que se 
lograron en el quinquenio pasado;11 especialmente, seguir la línea de 

11 Sagasti, en un libro que saldrá publicado en los próximos meses, trae a colación la figura mítica de Sísifo. Según la 
mitología griega, Sísifo fue un rey que no quería morir y que, luego de artimañas para regresar al mundo de los vivos, 
fue castigado a levantar una roca por una ladera empinada, pero antes de llegar a la cima, la roca caía y Sísifo la tenía 
que volver a levantar. Sagasti menciona que la política peruana de CTI sigue el mismo patrón del castigo de Sísifo.
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trabajo planteada por la Política Nacional de CTI, cuyo horizonte de eje-
cución es de mediano y largo plazo. También es importante que los otros 
sectores con actividades relacionadas a CTI definan una política al res-
pecto, y que la mantengan en el tiempo. Esto será imprescindible para 
hacer un uso efectivo de los recursos que se tienen. De hecho, Produce 
cuenta con una serie de fondos que apoyarían a la ejecución del PNDP 
y que, actualmente, no se están usando y no se sabe si serán utilizados 
para otros fines.

Otro de los grandes retos será la ejecución efectiva y eficiente de los prés-
tamos pactados con los organismos multilaterales para CTI. Como se ha 
señalado, estos préstamos cubrirán los recortes presupuestales que ha 
sufrido este sector. Algunos de estos préstamos cuentan con instrumen-
tos de financiamiento complejos, que involucran la colaboración entre el 
sector empresarial y la academia, lo cual promueve nuevas áreas produc-
tivas. El éxito en la ejecución de estos préstamos generará la evidencia, 
como lo demostró el programa Fincyt en su debido momento, de que las 
entidades públicas y privadas pueden trabajar conjuntamente, y que están 
preparadas para realizar actividades de CTI más ambiciosas y complejas, 
pero sobre todo con un mayor impacto en la economía.

En el ámbito regional, uno de los retos que enfrentará el Concytec será el 
seguir apoyando a las universidades públicas regionales a ejecutar sus fon-
dos, mediante la organización de concursos para financiar el reforzamiento 
y aumento de capacidades de investigación, el mejoramiento de la infraes-
tructura científica y tecnológica, y el financiamiento para la elaboración de 
proyectos. Adicionalmente, tendrá que terminar de guiar a las regiones pi-
loto de Arequipa y Piura para que culminen sus agendas regionales de inno-
vación, y ayudarlas a que las implementen.

En el ámbito internacional, se tiene que establecer una agenda de trabajo 
que permita aliarse con socios estratégicos para poder captar conocimien-
to y participar en proyectos conjuntos, al mismo tiempo que consolidar las 
relaciones que ya se vienen trabajando. En este sentido, es necesario seguir 
estrechando los lazos con los similares de Concytec, tales como el IRD en 
Francia, el DAAD en Alemania, la NSF en Estados Unidos, el RCUK en Reino 
Unido y el Fapesp en Brasil, entre otros. También es importante seguir pro-
mocionando esquemas de financiamiento conjunto, como el de Horizonte 
2020 y sus derivados, que promueven la colaboración de entidades latinoa-
mericanas con las europeas. 
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Agenda de trabajo para el próximo quinquenio

La agenda de trabajo para este sector podría estructurarse en las áreas de 
fortalecimiento institucional, fortalecimiento de factores habilitantes de 
oferta, fortalecimiento de factores habilitantes de demanda y financiamien-
to y cooperación internacional.

El cuadro 2 muestra las medidas propuestas en el ámbito del fomento del 
fortalecimiento institucional. Es importante que se siga consolidando el for-
talecimiento institucional del Concytec, debido al aumento de la escala de 
sus operaciones y a las demandas que hacen los diferentes actores del siste-
ma de innovación nacional. Se requiere que se incorporen más especialistas 
en temas de gestión de CTI, así como mejorar los sistemas de información, 
monitoreo y evaluación de la institución. Por otro lado, para aislar a este sec-
tor de los vaivenes políticos presentados en cada gobierno, es importante 
que se conforme un comité al más alto nivel, conformado por el premier, 
los ministros de los sectores con actividades en CTI y el presidente del Con-
cytec, con el fin de definir las prioridades que se establecerán a mediano y 
largo plazo en CTI.

MEDIDAS PARA FOMENTAR EL FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL DEL SISTEMA 
DE INNOVACIÓN EN EL PERÚ

CUADRO 2

Concytec

Primer ministro, ministros de 
sectores con actividades en CTI 
y presidente del Concytec
Concytec, PCM y otros sectores
Concytec y otros sectores 

Concytec y otros sectores 

Concytec, PCM y otros sectores 

Corto

Mediano

Mediano
Mediano

Mediano

Largo

MEDIDA/ACTIVIDAD ENTIDADES INVOLUCRADAS PLAZO

Fortalecimiento institucional 
del Concytec
Conformación de un Comité de 
Alto Nivel de CTI

Actualización de la Ley de CTI
Actualización del Plan Nacional 
de CTI
Mejoramiento de estadísticas y 
fuentes de información sobre CTI
Ley de Institutos Públicos de 
Investigación (IPI)

FUENTE: Elaboración propia.
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Asimismo, es importante seguir actualizando el marco normativo de CTI. 
Muchas de las actividades de CTI, especialmente aquellas nuevas, requieren 
de un marco legal adecuado para poder ejecutarlas. Un actor importante 
que requiere de modernización y ordenamiento son los institutos públicos 
de investigación (IPI). Actualmente, cada uno depende de un sector del Eje-
cutivo y muchos han perdido el propósito para el cual fueron creados. Por 
otro lado, los cambios en el contexto internacional requieren de modifica-
ciones en el Plan Nacional de CTI.

Finalmente, es importante mejorar el sistema de información y estadística 
de CTI. En la actualidad no se puede contar con información a tiempo sobre 
la participación del gasto de I+D sobre PBI, debido a que el Sistema Inte-
grado de Administración Financiera (SIAF) no permite contabilizar directa-
mente esta estadística. Asimismo, no se cuenta con información adecuada 
sobre la capacidad instalada de laboratorios de investigación en el país, por 
lo que es imposible definir la brecha que es necesario cubrir.

En el ámbito del fortalecimiento de los factores habilitantes de oferta, el 
cuadro 3 muestra que aún es necesario continuar con la modificación nor-
mativa para eliminar las trabas a la investigación científica y la innovación. 
Estas trabas incluyen dificultades para el cambio del estatus migratorio de 
investigadores que quieran integrarse a instituciones peruanas, dificultades 
en la importación de equipos e insumos, así como en el manejo de insumos 
químicos que son controlados, entre otras.

Por el lado del financiamiento, es necesario que se ejecuten adecuadamente 
los préstamos pactados con los organismos multilaterales, que se converti-
rán en la fuente más importante de financiamiento para CTI en los próximos 
cuatro años. Adicionalmente, es necesario que se dote de financiamiento a 
actores que actualmente se encuentran desatendidos, como son los IPI y las 
universidades públicas regionales, las cuales cuentan con recursos pero no 
pueden ejecutarlos por falta de capacidades. También es necesario seguir 
explorando nuevas fuentes de financiamiento nacional, como el uso de los 
fondos de canon, la incorporación de nuevos proyectos al Programa Presu-
puestal por Resultados de CTI (PPR 0137) y el establecimiento de un nuevo 
fondo gubernamental de CTI. 
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MEDIDAS PARA FOMENTAR EL FORTALECIMIENTO DE FACTORES HABILITANTES 
DE LA OFERTA DE CTI EN EL PERÚ

CUADRO 3

Concytec, PCM y sectores 
involucrados

Minagri, Produce y Concytec

Concytec y universidades 
públicas

Concytec

Concytec, universidades, IPI y 
otros centros de investigaciones 
privados
Concytec y sectores 
Concytec y sectores
 
PCM, MEF y Concytec

Corto

Corto

Corto

Corto

Mediano

Mediano
Mediano

Largo

MEDIDA/ACTIVIDAD ENTIDADES INVOLUCRADAS PLAZO

Modificación de normativa para 
eliminar trabas a la investigación 
científica e innovación
Ejecución efectiva y eficiente de 
préstamos concertados con BID 
y Banco Mundial
Establecimiento de esquemas de 
subvenciones en universidades 
públicas regionales
Promoción de participación 
activa de actores (universidades, 
IPI y empresas) en esquemas de 
financiamiento colaborativos 
Levantamiento de un censo 
nacional de laboratorios de 
investigación
Financiamiento para actualizar IPI
Incorporación de proyectos 
sectoriales a PPR de CTI
Establecimiento de un nuevo 
fondo gubernamental para CTI 

FUENTE: Elaboración propia.

El cuadro 4 muestra las medidas para fomentar el fortalecimiento de los fac-
tores habilitantes de la demanda. Entre ellas, se incluyen la consolidación de 
esquemas de financiamiento de la demanda, como el de Ideas Audaces y 
Centros de Excelencia, así como promover la postulación de proyectos em-
presariales para solicitar incentivos tributarios. En el marco del préstamo del 
Banco Mundial, debe diseñarse un esquema que promueva el desarrollo de 
nuevas actividades productivas con alto contenido tecnológico. Finalmente, 
es preciso fomentar las compras públicas con alto contenido científico y tec-
nológico. Para ello, será necesario trabajar la normatividad, especialmente 
eliminando trabas en sectores altamente regulados como el de salud.
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MEDIDAS PARA FOMENTAR EL FORTALECIMIENTO DE FACTORES HABILITANTES 
DE LA DEMANDA DE CTI EN EL PERÚ

CUADRO 4

Concytec

Concytec, Produce y Sunat

Concytec

Produce y Concytec

Corto

Corto

Mediano

Mediano

MEDIDA/ACTIVIDAD ENTIDADES INVOLUCRADAS PLAZO

Consolidación de esquemas de 
financiamiento por demanda (i. e., Ideas 
Audaces, Centros de Excelencia, etc.) 
Mayor difusión del esquema de 
incentivos tributarios para I+D+i
Implementación de esquemas de 
financiamiento para desarrollo de 
nuevas actividades productivas con alto 
contenido de conocimiento
Implementación de esquema de 
compras públicas con contenido 
tecnológico

FUENTE: Elaboración propia.

En cuanto a medidas para aumentar el financiamiento, el cuadro 5 mues-
tra que es necesario encontrar nuevas fuentes para poder enfrentar los 
recortes presupuestales. En primer lugar, es necesario apoyar a las uni-
versidades regionales para ejecutar los recursos que les han asignado por 
concepto de canon. El Concytec está brindando asistencia técnica a la Uni-
versidad Nacional de San Agustín de Arequipa (UNSA), y ya se han firma-
do acuerdos con las universidades del Santa, en Áncash, de San Antonio 
Abad del Cusco y Jorge Basadre de Tacna. En segundo lugar, otra fuente 
importante de potencial financiamiento adicional es la incorporación de 
nuevos proyectos de inversión pública en el Programa Presupuestal por 
Resultados de CTI. Estas iniciativas podrían incluir proyectos para financiar 
los programas nacionales de CTI, para modernizar y dinamizar los IPI y 
para establecer parques tecnológicos, entre otros. Finalmente, dados los 
recortes presupuestales, es poco probable que se incrementen los recur-
sos del Estado para CTI; por ello, siempre es importante generar recursos 
adicionales para financiar una nueva generación de instrumentos de políti-
ca, especialmente cuando los fondos de Fidecom ya se han agotado y los 
de Fomitec ya han sido asignados.
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MEDIDAS PARA AUMENTAR EL FINANCIAMIENTO DE LAS CTI EN EL PERÚ

CUADRO 5

Concytec y universidades 
públicas regionales
Concytec y sectores 

PCM, MEF y Concytec

Corto

Mediano

Largo

MEDIDA/ACTIVIDAD ENTIDADES INVOLUCRADAS PLAZO

Habilitar el uso de recursos de canon por 
parte de universidades públicas regionales
Incorporación de proyectos sectoriales a 
PPR de CTI
Establecimiento de un nuevo fondo para CTI 

FUENTE: Elaboración propia.

Corto

Mediano

Mediano

PLAZO

CUADRO 6

MEDIDAS PARA APROVECHAR LAS OPORTUNIDADES DE COOPERACIÓN 
INTERNACIONAL EN CTI

Concytec e instituciones 
similares en el exterior 

Concytec e instituciones 
similares en el exterior 
Concytec

MEDIDA/ACTIVIDAD ENTIDADES INVOLUCRADAS

Incrementar las actividades de CTI 
vinculadas a acuerdos vigentes en 
relaciones bilaterales
Dotar de financiamiento para ejecutar 
convenios de cooperación 
Definir una política de cooperación 
internacional para cooperación científica 
y tecnológica

FUENTE: Elaboración propia.

El cuadro 6 muestra algunas medidas para aprovechar las oportunidades de coo-
peración internacional, ya que será una estrategia importante para establecer re-
laciones que nos permitan ingresar a redes internacionales de investigación. En 
primer lugar, es importante poner en ejecución los convenios ya firmados con 
entidades similares al Concytec; esto permitirá establecer relaciones de confianza 
entre las diferentes entidades y equipos de investigación. Por otro lado, el país es 
considerado como un país de medianos ingresos, por lo que en cualquier acuerdo 
de cooperación tendrá que contribuir con una contraparte. Esta fue la estrategia 
seguida con el Reino Unido, que ha permitido iniciar una colaboración entre uni-
versidades y financiar becas de doctorado en universidades británicas. Esta co-
laboración tiene perspectivas de incrementarse por un periodo de cuatro años 
adicionales. Finalmente, es necesario definir una política y un plan de cooperación 
internacional que sirva para apoyar la implementación del Plan Nacional de CTI.
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ANEXO 2. Impacto de las investigaciones en políticas públicas

Desde el diseño e implementación del Fincyt, financiado por el BID y el 
Gobierno peruano, se inició una tradición de diseñar instrumentos de po-
lítica en base a investigaciones y/o levantamiento de data. La asignación 
importante de recursos financieros requería que se tomasen medidas para 
minimizar el riesgo de cada instrumento de política a ser lanzado. Pos-
teriormente, se han abierto otros fondos, algunos con fondeo solamente 
estatal, y esta tradición se ha seguido. La idea es que la priorización y el 
diseño de los instrumentos de política estén sustentados por un conoci-
miento de la población objetivo y su comportamiento.

De hecho, muchos de los instrumentos de política financiados por los fon-
dos internacionales han tenido que ser adecuados a la situación del país, 
y por tanto, se han alejado de la plantilla general que promueven los res-
pectivos organismos internacionales.

De acuerdo con varios documentos de política, entre ellos Tello (2016) y 
varios del Concytec, las áreas prioritarias de política en CTI incluyen la for-
mación y fortalecimiento del capital humano, la creación y actualización de 
infraestructura, el adecuado financiamiento para ejecutar actividades de 
CTI y el fortalecimiento institucional y la gobernanza.

Formación y fortalecimiento del capital humano

De acuerdo con la mayoría de los diagnósticos del sistema de innova-
ción peruano, la formación y fortalecimiento de capital es uno de los 
principales cuellos de botella del sistema. El reporte de Concytec sobre 
doctorados señala la brecha de investigadores necesaria para garantizar 
una meta de crecimiento económico. La brecha de 22.000 doctores a 
nivel general, y los 17.000 en ciencias e ingenierías, puede dar una idea 
bastante precisa del monto y el tiempo necesarios de la inversión nece-
saria para cerrar dicha brecha. Si se considera que una subvención para 
formar un doctor en el extranjero es de aproximadamente US$80.000, y 
que toma en promedio cuatro años, se necesitarían US$1360 millones y 
15 años, si es que becan 1140 estudiantes al año, lo cual resulta imposi-
ble en la práctica. Por esta razón, es necesario encontrar otras alterna-
tivas como la repatriación y atracción de talentos, así como fortalecer 
los doctorados nacionales a dedicación exclusiva. Ambas alternativas 
están siendo implementadas por el Concytec, a través de sus programas 
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Magnet y Cuerpo de Investigadores,12 y a través del financiamiento de 
doctorados nacionales.

Por su parte, los programas nacionales que ha elaborado el Concytec tam-
bién dan cuenta de las brechas existentes de capital humano en cada área 
temática. Se espera que un próximo préstamo con el Banco Mundial pueda 
ayudar a reducir algunas de estas brechas, vía un mayor financiamiento para 
el Cuerpo de Investigadores y los doctorados nacionales.

Creación y actualización de infraestructura

Se sabe que el país cuenta con una limitada infraestructura en laboratorios 
de investigación, ya sea porque no existen en cantidad necesaria o porque 
los existentes están desactualizados o no cuentan con equipos necesarios 
para realizar investigación científica de calidad internacional (i. e., que pue-
da ser publicada en revistas indexadas). Para la formulación de los progra-
mas nacionales del Concytec, se hizo un levantamiento rápido de laborato-
rios en las principales universidades y centros e institutos de investigación 
que confirma lo señalado.

En base a lo anterior, el Concytec ha creado una línea de financiamiento 
para el equipamiento de laboratorios, la cual es bastante limitada. Por su 
parte, las universidades regionales que cuentan con recursos de canon han 
empezado a invertir en laboratorios y equipamiento; pero muchas veces 
esta inversión en infraestructura no guarda relación con el capital humano 
ni el financiamiento que tienen para la investigación, o no se cuenta con 
una política de acceso a investigadores de otras universidades cercanas. Por 
esta razón, es necesario hacer un censo de infraestructura de investigación, 
y poder contar así con la información adecuada para definir la política de 
equipamiento científico a nivel nacional.

Adecuado financiamiento

El financiamiento de las actividades de CTI es un aspecto crítico de la políti-
ca pública en este campo. Se sabe que estamos a la saga de la inversión de 

12 Tanto Magnet como el Cuerpo de Investigadores son esquemas de financiamiento para atraer talento e incorporarlo a 
universidades e instituciones de investigación peruanas. Se contempla el financiamiento de un equipo de investigadores 
de hasta cinco integrantes: un investigador senior, dos investigadores adjuntos y dos posdoctores. El financiamiento 
incluye los gastos de traslado, la retribución de sus servicios de acuerdo a estándares internacionales y gastos de 
equipamiento y operativos para realizar la investigación.
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actividades de I+D sobre el PBI en la región, cuyo promedio es de 0,7%. Más 
aún, en la actualidad ni siquiera se tiene un registro detallado de los gastos/
inversión de I+D a nivel público. El Concytec acaba de estimar que esta cifra es 
de 0,08% del PBI, en base a la ejecución presupuestal proveniente del Sistema 
de Información de Administración Financiera (SIAF). Sin embargo, es necesario 
considerar que el SIAF no fue creado para reportar los gastos en CTI y lo más 
probable es que esta cifra esté subvaluada.13 

Es necesario revisar la experiencia de otros países de la región que han logrado 
adecuar sus sistemas presupuestarios para hacer un correcto registro de las 
actividades de CTI. Al mismo tiempo, las cifras resultantes tendrían que ser cru-
zadas con información proveniente de levantamientos de datos como el Censo 
de I+D y la Encuesta de Innovación.

La utilidad de contar con información más precisa permitiría, a nivel macro, medir 
con mayor precisión el efecto de la I+D en la productividad. A nivel meso, permi-
tiría tener una idea más clara de la intensidad de I+D por sectores. A nivel micro, 
podría ayudar a medir la intensidad de I+D por tipo de empresas (i. e., pequeñas, 
medianas y grandes). Finalmente, a nivel de gestión, permitiría que entidades 
como el Concytec y los fondos de innovación pudiesen priorizar sectores o acti-
vidades de CTI que presenten brechas de financiamiento.

Fortalecimiento institucional 

El fortalecimiento institucional de las entidades que realizan actividades de CTI 
se logra con recursos humanos, infraestructura y financiamiento adecuados; sin 
embargo, el acceso y la generación de información es también sumamente 
importante. En el caso de las universidades y centros e institutos de investiga-
ción, el acceso a plataformas bibliográficas es un recurso importante para que 
los investigadores puedan identificar el estado del arte del campo científico en 
el que trabajan. Por otro lado, el acceso a esta información sirve para que los 
vicerrectorados de investigación definan las agendas de investigación de sus 
instituciones.

13 El SIAF cuenta con 25 funciones y 53 divisiones funcionales. La división funcional de Ciencia y Tecnología se encuentra 
dentro de la función de Planeamiento, Gestión y Reserva de Contingencia. A su vez, está dividida en tres grupos 
funcionales: Investigación Básica, Investigación Aplicada e Innovación Tecnológica. Las entidades públicas no 
necesariamente siguen los mismos criterios para registrar su ejecución y pueden registrar asientos que corresponden a 
CTI en otras funciones y grupos funcionales. Por ejemplo, en el campo agropecuario, una acción para prevenir, controlar 
o erradicar enfermedades de animales podría involucrar investigación aplicada o la difusión de una tecnología, y no se 
sabría si se registra en la función 10 y en el grupo funcional 48 o en los relacionados con CTI. Casos como este fueron 
encontrados por Romero y Bazán (2012).

CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN: BALANCE DE INVESTIGACIÓN EN 
POLÍTICAS PÚBLICAS 2011-2016 Y AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

674



En el caso de las entidades gubernamentales, el fortalecimiento institucional 
requiere de una adecuada dotación de recursos humanos en gestión de la CTI. 
Se necesita personal que tenga capacidad de diseñar, adaptar e implementar 
instrumentos de política. En cuanto a la información, estas entidades requieren 
de líneas de base sobre sus beneficiarios y el sistema de innovación en general, 
así como necesitan generar y sistematizar data administrativa para poder hacer 
un adecuado monitoreo de sus acciones. Es por esta razón que el Concytec ha 
modificado su estructura organizacional para incluir una Dirección de Gestión 
del Conocimiento, la cual maneja las bases de datos compradas y las genera-
das directamente por la institución, y otra Dirección de Estudios para realizar 
estudios que puedan aportar evidencia para sustentar sus acciones de CTI.

Gobernanza

A pesar de que la gobernanza del sistema de innovación es un tema suma-
mente importante para su adecuado funcionamiento, hay pocos estudios sobre 
este tema. En realidad, lo que existen son diagnósticos elaborados a través de 
consultorías, por lo que no están disponibles públicamente. 

Generalmente, los diagnósticos generales del sistema de innovación inciden 
en la configuración global, identificando las entidades que definen prioridades 
de política, las que ejercen coordinación interinstitucional, las que implemen-
tan la política de CTI y las que ejecutan las actividades de CTI. 

A este nivel global, es posible identificar algunas incongruencias, como en-
contrar traslapes en competencias como entre el Concytec y Produce. Pero 
algo que todavía no se ha logrado mapear son los flujos de financiamiento, 
lo cual da una gobernanza de facto dentro del sistema. Para poder identificar 
estos flujos, es necesario contar con un sistema de información financiera más 
adecuada para reportar, por lo menos, la ejecución de actividades de CTI con 
recursos públicos.

ANEXO 3. Avances en la Política Nacional de CIT

La Política de Ciencia, Tecnología e Innovación (CTI) ha experimentado avan-
ces sustanciales en los últimos cinco años en el Perú. El Concytec ha sido reor-
ganizado y dotado con mayores recursos, que le han permitido dar un repunte 
sustancial en sus funciones de formulación de políticas, mejoramiento de la nor-
matividad del sector y promoción de actividades de CTI. El presupuesto de esta 
institución pasó de US$5 millones en 2012 a US$40 millones en 2016, lo cual ha 
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permitido ampliar sustancialmente el financiamiento de proyectos de investi-
gación, equipamiento de laboratorios y formación de capital humano. Sin em-
bargo, a pesar de este incremento que multiplica el presupuesto de Concytec 
por ocho, todavía estamos sumamente lejos de los US$460 millones con que 
cuenta Conicyt en Chile, y de los US$86 millones de Colciencias en Colombia.

También se ha dado un aumento importante en los presupuestos de fondos 
manejados por otros ministerios. El Programa Nacional de Innovación para 
la Competitividad y Productividad, ahora conocido como Innóvate Perú y 
manejado por el Ministerio de la Producción (Produce),14 ejecutó su segunda 
etapa, lo cual ha inyectado al sistema de innovación peruano alrededor de 
US$95 millones en los últimos cuatro años. Este fondo iniciará una tercera 
etapa con un financiamiento de US$100 millones para los cuatro próximos 
años. Por su parte, el Ministerio de Agricultura (Minagri) ha creado el Progra-
ma de Innovación Agraria (PNIA), con un financiamiento de US$165 millones 
para los próximos cuatro años.

Adicionalmente, hay un par de préstamos con el Banco Mundial que están 
en proceso de firmarse. El primero es por US$100 millones,15 a ser ejecutado 
por el Concytec –a través del Fondecyt– y que entró en vigencia en el segun-
do trimestre de 2017. El segundo es por US$121 millones16 y sería ejecutado 
por Produce, a través del Instituto Tecnológico Pesquero (ITP); su fin es la 
promoción del desarrollo de la acuicultura en el país.

Finalmente, se ha logrado encontrar un mecanismo para que los fondos de 
canon asignados a las universidades regionales puedan ser ejecutados con 
el apoyo de Fondecyt.17 Bajo un reciente acuerdo con la Universidad Nacio-

14 Este programa fue creado en 2007 como el Fondo de Innovación para la Competitividad (Fincyt) y su manejo era de 
responsabilidad de la Presidencia del Consejo de Ministros. Su financiamiento fue producto de una operación de crédito 
con el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el Gobierno peruano. En su primera fase, el fondo contó con un 
financiamiento de US$36 millones (US$25 millones del BID y US$11 millones del Gobierno peruano); y en su segunda 
etapa, con US$100 millones (US$35 millones del BID y US$65 millones del Gobierno peruano). A partir de 2015, el Fincyt 
pasa a ser administrado por Produce. Actualmente, se ha concertado una tercera operación de crédito por un total de 
US$100 millones.

15 El programa es financiado por un préstamo del Banco Mundial de US$45 millones y un cofinanciamiento del Estado 
peruano de US$65 millones.

16 Este programa cuenta con un préstamo del Banco Mundial de US$40 millones y un cofinanciamiento del Gobierno 
peruano por US$81 millones.

17 La Ley de Presupuesto 2015 impidió que las universidades regionales transfiriesen sus recursos de canon al Concytec/
Fondecyt para que esta entidad administrase los fondos y ejecutase sus convocatorias. El argumento es que fondos 
regionales no podrían ser transferidos a una entidad del Gobierno central aunque el uso final sea la propia universidad 
regional. En un acuerdo reciente con la Universidad Nacional de San Agustín, se ha logrado que el Fondecyt preste un 
servicio de asesoría y subcontratación a la universidad para que ella misma realice los procesos de convocatoria.
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nal de San Agustín de Arequipa, será posible empezar a ejecutar parte de 
los S/270 millones acumulados en los últimos 12 años. Otras universidades 
interesadas en este mecanismo son la Universidad Nacional San Antonio 
Abad de Cusco y la Universidad Nacional de Trujillo.

Por el lado de las empresas, este año ha entrado en funcionamiento un in-
centivo tributario, que otorga un reconocimiento de 75% adicional de los 
gastos realizados por las empresas en proyectos I+D+i. Los primeros expe-
dientes fueron evaluados en el primer trimestre de 2017, cuando las empre-
sas presentaron sus declaraciones juradas del ejercicio 2016.18 Se espera que 
este incentivo logre el aumento de la inversión en I+D+i del sector privado.

Al mismo tiempo, en el ámbito institucional, se han hecho avances impor-
tantes. Se ha aprobado la Política Nacional de Ciencia, Tecnología e Inno-
vación (Crear para Crecer), que define los seis objetivos estratégicos que se 
deben atender para mejorar el funcionamiento del Sistema de Innovación 
Nacional. Se han aprobado varios programas nacionales que guiarán los es-
quemas de financiamiento y otras actividades que promueva el Estado.19 

Se están desarrollando agendas regionales de innovación para Arequipa 
y Piura que, mediante la aplicación de la metodología de especialización 
inteligente (RIS3),20 facilitan la integración de la agenda de desarrollo eco-
nómico con la de CTI. 

Por otro lado, en el Concytec se han generado registros, que permiten iden-
tificar a los diferentes actores e instituciones que intervienen en el Sistema 
Nacional de Innovación. Se ha creado un registro de investigadores,21 de 
acuerdo a su campo de trabajo, grado académico, filiación institucional y 
producción científica, entre otros factores. También se ha creado un registro 
de centros de investigación, que califica a aquellos que están en capacidad 

18 Para la evaluación se contratan evaluadores externos, cuyos perfiles se adapten a la temática del proyecto presentado. 
Cada propuesta es revisada por tres evaluadores. 

19 Los programas nacionales aprobados son los de biotecnología, ciencia y tecnología de materiales, ciencia y tecnología 
ambiental, tecnologías de información y comunicaciones, ciencias básicas y valoración de la biodiversidad. 

20 La metodología RIS3 es una estrategia de investigación, desarrollo e innovación para promover la especialización 
inteligente de las regiones. Se parte del supuesto que –para aumentar la competitividad de las regiones– es necesario 
que se especialicen en actividades productivas con alto contenido de conocimiento, de acuerdo con sus ventajas 
comparativas y competitivas.  

21 En realidad, son dos registros: el Directorio Nacional de Investigadores e Innovadores (DINA) y el Registro Nacional de 
Investigadores en Ciencia y Tecnología (Regina). El primero es un registro general que da acceso a ciertos beneficios 
ofrecidos por el Concytec, como el derecho a postular a distintas subvenciones, el acceso a bases bibliográficas, 
entre otros. El segundo tiene por objeto calificar a los investigadores para poder caracterizar al capital humano de 
investigación del país y categorizarlos siguiendo el mandato de la nueva Ley Universitaria. 
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de brindar servicios de investigación y tecnológicos para efectos de la apli-
cación de la Ley de Incentivos Tributarios de I+D.

Todos estos avances son promisorios. Sin embargo, todavía estamos suma-
mente lejos de cerrar la brecha en el indicador de inversión en I+D sobre PBI 
a nivel del promedio latinoamericano. Según estimados recientes del Con-
cytec, el gasto público en CTI solo alcanza 0,08% del PBI. Considerando que 
tradicionalmente el gasto público representa el 60% de la inversión total en 
CTI, alcanzaríamos un ratio de 0,13% sobre PBI todavía muy por debajo del 
promedio latinoamericano de 0,7% del PBI.

Como consecuencia de esta evolución favorable, se han dado cambios en 
la formulación de política, en la normatividad de las actividades de CTI, así 
como en la conducta de los diferentes actores del sistema de innovación 
peruano. Asimismo, luego de casi una década de incrementos en el finan-
ciamiento en CTI, se esperarían ver algunos resultados en la productividad 
de las empresas y de las entidades generadoras de conocimiento.  
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La investigación de ciencias sociales en el Perú sobre ambiente y recur-
sos naturales ha experimentado un importante crecimiento en la última 
década. Este desarrollo refleja la importancia que han adquirido los te-

mas ambientales en el mundo. Como existe escaso financiamiento nacional 
para la investigación en ciencias sociales, son las fuentes internacionales las 
que en buena medida vienen permitiendo esta expansión de investigacio-
nes en nuestro país. Muchos nombres aparecen en la bibliografía recolecta-
da, lo que señala que los temas ambientales concitan amplio interés en las 
nuevas generaciones de investigadoras e investigadores.

La importancia del cuidado y uso racional del ambiente y los recursos natura-
les es enorme, en el Perú como en cualquier rincón del mundo. La importan-
cia es cultural, económica, política y ecológica. Cultural porque el ambiente 
es cultura y la cultura es ambiente: no hay ambiente sin sociedad, ni socie-
dad sin ambiente, seamos conscientes o no como sociedad peruana de ello. 
Económica, por ejemplo, porque la minería y el petróleo representan el 20% 
de nuestros ingresos fiscales, 70% de las exportaciones y 12% del PBI, mien-
tras que la agricultura y la pesca suman otro 6% del PBI. Política porque nu-
merosos conflictos socioambientales, fundamentalmente los mineros y los 
relacionados con la Amazonía, vienen redefiniendo la vida política nacional 
y local, al tiempo que las economías ilegales de la coca, la madera y el oro 
penetran el sistema político en todos sus niveles. Ecológica, entre otras ra-
zones, porque el Perú es uno de los países megadiversos del mundo, y por-
que en el ambiente todo se interrelaciona. La biodiversidad, por ejemplo, es 
cultura, fuente de actividades económicas y resultado de procesos políticos; 
los estándares de calidad del aire, el trazado de carreteras o la aprobación 
de áreas protegidas son fenómenos políticos. Degradar el ambiente tiene 
consecuencias ecológicas, culturales, económicas y políticas. 

Ambiente y recursos naturales son conceptos con significados e historias 
distintas. En el mundo, mientras que ‘recursos naturales’ era un nombre ya 
bastante utilizado en las discusiones de política pública de fines del siglo 
diecinueve, ‘ambiente’ será una idea influyente recién un siglo después, 
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cuando los conocimientos y conceptos producidos en las ciencias naturales 
influencian el desarrollo de la acción estatal. Por ejemplo, en el Perú, la pa-
labra ‘bosque’ aparecerá por primera vez en un organigrama del Estado en 
la década de 1940, mientras que ‘medio ambiente’ y ‘asuntos ambientales’ 
aparecerán recién en la década de 1990 (Dourojeanni 2009 y 2015). Revisan-
do el organigrama estatal contemporáneo, en el Ministerio del Ambiente, 
uno encontrará preocupación por el cambio climático, la deforestación, la 
conservación de la biodiversidad, la calidad del ambiente en ciudades, etc. 
En la agenda de políticas públicas ambientales hay cambios y continuidades 
respecto a lo que se originara en la Dirección de Colonización y Bosques, en 
1945, o el Servicio Forestal y de Caza, en 1963, dependencias establecidas 
en el entonces recién creado Ministerio de Agricultura (Pulgar Vidal 2006; 
Dourojeanni 2009 y 2015).

Si bien tanto ‘recursos naturales’ como ‘ambiente’ tienen al ser humano 
como centro, este segundo término señala la conceptualización del ‘mun-
do natural’ como algo más que una fuente de insumos para la generación 
de bienes y rentabilidades privadas. La ‘naturaleza’ provee tanto ‘recursos 
naturales’ como ‘servicios ecosistémicos’. La ciencia económica ignoraba 
a estos últimos en la década de 1970, pero años después propondrá a los 
hacedores de políticas crear mercados para ellos y terminará desarrollando 
un campo de investigación sobre valoración económica. En paralelo, la go-
bernanza de los bienes comunes aparecerá como un área de investigación 
interdisciplinaria, enfocada en las instituciones. Otra conversación en las 
ciencias sociales, propuesta por estudios etnográficos y estudios críticos del 
desarrollo, plantea en qué medida ‘el mundo natural’ es socialmente cons-
truido. La ecología política, a su turno, emergerá como otro campo interdis-
ciplinario para el estudio de la economía política del uso de los recursos y 
el conflicto ambiental. Y no son las únicas tradiciones de investigación. Las 
disciplinas y programas de investigación de las ciencias sociales aproximan 
a investigadoras e investigadores con epistemologías, metodologías y pre-
guntas distintas sobre ‘el ambiente’ y ‘los recursos naturales’.

Reconociendo la diversidad de temas de política pública relevantes y la di-
versidad de enfoques de investigación en las ciencias sociales, este docu-
mento busca brindar una fotografía que ayude al lector a navegar en la pro-
ducción reciente de ciencias sociales sobre ambiente y recursos naturales en 
el Perú, así como sugerir líneas de investigación futura. Se ha enfocado en la 
producción de investigadoras e investigadores peruanos, pero se mencio-
nan aportes del exterior que se encuentran relevantes. La división de temas 
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se realizó en base a la evaluación que se hizo de la literatura. Así, por ejem-
plo, numerosos especialistas encuentran que áreas como el ambiente en las 
ciudades, la gestión de residuos sólidos, las energías renovables y la gestión 
del riesgo de desastres han recibido comparativamente poca atención de 
las ciencias sociales peruanas, pero son –o deberían ser– de gran importan-
cia para los hacedores de política y sus asesores. Por el contrario, se puede 
argumentar que el conflicto y la justicia ambiental son temas de gran interés 
para las ciencias sociales, pero que no parecen capturar la imaginación del 
Estado ambientalista. 

Junto a la revisión de la bibliografía, el proceso incluyó el envío de un cues-
tionario a investigadoras e investigadores de ciencias sociales. Quizás en-
contrarán que no he podido atender a todas sus sugerencias. Esto se debe, 
fundamentalmente, a que varias de ellas escapaban del primer objetivo 
del documento, que es evaluar la literatura reciente en ciencias sociales y 
económicas (no incluye la investigación en ciencias naturales). El segundo 
objetivo, el de presentar una agenda de investigación, fue más fácil de con-
cordar con los especialistas del sector, al ya existir una Agenda de investiga-
ción ambiental al 2021, elaborada por el Minam (ver Anexo 1). Por lo demás, 
aciertos y errores del texto son de mi exclusiva responsabilidad. A continua-
ción, se presentan los hallazgos, siguiendo el formato requerido por CIES.

  1.  BALANCE DE INVESTIGACIÓN 2011-2016

El balance de la investigación económica y social sobre medio ambiente 
y recursos naturales ha sido organizado en el presente balance, alrededor 
de los siguientes seis subtemas: i) gobernanza de la Amazonía, ii) gober-
nanza (y/o ‘maldición’) de los recursos naturales, iii) gobernanza y ecología 
política del agua, iv) cambio climático, v) economía ambiental y valoración 
de servicios ecosistémicos, y vi) áreas de alto interés de política pública 
y relativamente bajo interés de las ciencias sociales. En este último sub-
conjunto, aparecen: a) el ordenamiento territorial, el más estudiado de los 
subtemas menos estudiados; b) la conservación de ecosistemas y biodi-
versidad productiva; c) la gestión del riesgo de desastres; d) el ambiente 
en las ciudades; y e) las energías renovables. Navegando a través de los 
subtemas, y a grosso modo, encontramos dos grandes literaturas: i) la que 
se guía por preguntas de investigación aplicada en respuesta a iniciativas 
concretas del Estado o fuentes privadas de financiamiento de la investi-
gación, y ii) la que responde a preguntas de investigación más amplias 
derivadas del debate académico. 
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Temas como los pasivos ambientales mineros y la palma aceitera –y sus efec-
tos asociados de deforestación y vinculación a economías ilegales (madera, 
coca, etc.)– no son sujetos de suficiente debate público y académico. Te-
mas como la regulación de la economía pesquera, el espacio público en las 
ciudades, la biodiversidad productiva, las energías renovables o la gestión 
del riesgo de desastres apenas si han recibido la atención de un número 
limitado de investigaciones. Como país, hemos empezado tarde en la preo-
cupación por el ambiente y la sostenibilidad. Hay, entonces, mucho campo 
de trabajo en la investigación y el desarrollo de políticas públicas.

Para la revisión bibliográfica, se ha recurrido al Google Académico, el siste-
ma de bibliotecas de la PUCP, y las páginas web de Cepes, CIES, Grade, IEP, 
PUCP, Sepia y la Universidad del Pacífico, además de consultas a académi-
cos y especialistas en políticas públicas. En el balance, las áreas temáticas 
que reciben mayor atención de la investigación económica y social son la 
gobernanza de la Amazonía, la gobernanza de (o la maldición de, o la eco-
logía política de) los recursos naturales, la gobernanza y ecología política 
del agua y, en menor medida, el cambio climático y la valoración de servi-
cios ecosistémicos. Áreas de muy limitada investigación económica y social, 
pero de alta relevancia en políticas –por lo menos en los discursos de los 
expertos– son el ordenamiento territorial, la conservación de la biodiversi-
dad, la gestión del riesgo de desastres, el medio ambiente en las ciudades 
y las energías renovables. 

1.1  Gobernanza de la Amazonía

A pesar de que el bosque amazónico representa el 60% del territorio na-
cional (Minam 2014; RAISG 2015), en el Perú, la política forestal –como con-
servación y uso racional de los recursos forestales– recién cumple algo más 
de medio siglo (Dourojeanni 2009 y 2015). En la excelente Crónica forestal 
(2009), la única historia comprensiva de la política forestal en el país, Marc 
Dourojeanni resume que “el joven sector forestal debió enfrentar continua-
mente la incomprensión, la burla y el desprecio de sus pares, en especial 
de las áreas agronómica y pecuaria (…) Formados para trabajar en la costa 
desértica, con irrigación, o en la sierra, donde ya casi no había árboles, no 
podían comprender el sentido o valor de la forestería” (p. 187). Dourojeanni 
(2015) condensa la narrativa central de la Crónica forestal. Por su parte, el 
antropólogo Stefano Varese, actor central detrás de la Ley de Comunida-
des Nativas de 1974, ha señalado que su experticia al momento de pensar 
la legislación –se circunscribía fundamentalmente al pueblo asháninka del 
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Gran Pajonal y a los yánesha de la selva central (Varese 2017)–. Hace 50 años, 
entonces, las élites políticas (si vale el término) del Perú vivían de espaldas 
a la Amazonía, y fue la investigación y activismo civil original de forestales y 
antropólogos lo que dio pie a políticas públicas para la Amazonía contrarias 
a los paradigmas preexistentes de promoción del ‘extractivismo’ y coloni-
zación para la conversión del bosque en tierra agrícola. Es de entenderse, 
entonces, que la investigación de ciencias sociales también haya tomado 
tiempo en ‘descubrir’ la Amazonía. 

Malleux (2015) explica los incentivos perversos que el Estado ha venido im-
plementando, incentivos tales como la titulación de tierras luego de las ‘me-
joras’ (tala) de bosques naturales y la autorización de tala de árboles para 
el cambio de uso del suelo. Las opciones de política que plantea se basan 
en el fortalecimiento del Programa Nacional de Conservación de Bosques, 
el impulso del pago por servicios ambientales (PSA), así como el desarrollo 
de un programa de recuperación de tierras degradadas mediante sistemas 
agroforestales. Asimismo, el autor argumenta –en otro texto– que es nece-
sario el desarrollo de un vasto programa regional de conservación de bos-
ques y su manejo sostenible con participación de comunidades nativas, en 
base a mecanismos PSA bajo la modalidad de transferencias directas condi-
cionadas, para detener la pérdida de la cubierta forestal por cambio de uso 
del suelo (Malleux 2014). 

Sears y Pinedo-Vasquez (2011) estudian la Ley Forestal y de Fauna Silvestre 
(N.º 27308), promulgada en el año 2000, y discuten la distancia entre sus 
principios, de un lado, y su reglamento, la práctica y los resultados obser-
vados, de otro. Los autores afirman que los marcos regulatorios y legales 
oficiales vinculados con la ley no incorporan las instituciones, conocimientos 
y normas locales del territorio amazónico. Concluyen que para cualquier re-
forma futura, se debe comprender a fondo el sistema de extracción made-
rera de la región. 

Barrantes y Glave (2014) ofrecen un interesante volumen sobre Amazonía y 
desarrollo económico, que compila investigación producida en IEP y Gra-
de. En él, Morel (2014) hace una revisión de los distintos discursos y formas 
de intervenir en la Amazonía que ha tenido el Estado peruano desde 1963 
hasta la actualidad. Figallo y Vergara (2014) presentan una caracterización 
del territorio amazónico, incluyendo características sociodemográficas de la 
población, dinámicas de uso de suelo y ordenamiento territorial. Barrantes 
et al. (2014) recuentan la evolución de la infraestructura de transporte y ener-
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gía. Finalmente, se estiman la relación con la deforestación que tendrían la 
carretera Pucallpa-Cruzeiro do Sul y las áreas naturales protegidas (Vergara 
et al. 2014; Díaz y Miranda 2014).

La Red Amazónica de Información Socioambiental Georreferenciada 
(RAISG) es una iniciativa de ONG que monitorea dinámicas de deforesta-
ción en toda la cuenca amazónica. RAISG (2015) también da cuenta de la 
formalización de la tenencia de tierras de comunidades nativas, que llega al 
26% de la Amazonía peruana, según el Sistema de Información de Comuni-
dades Nativas de la Amazonía Peruana del Instituto del Bien Común (IBC), 
ONG que integra la RAISG.

Miranda et al. (2016) confirman el efecto de las áreas naturales protegidas 
(ANP) a principios de la década del 2000 sobre el cambio en cobertura fores-
tal y sobre el nivel socioeconómico de las comunidades aledañas, utilizando 
imágenes satelitales, información de la Enaho y métodos de matching. Se 
afirma que las ANP que permiten actividades extractivas sostenibles son mu-
cho más efectivas para reducir la deforestación. Montoya y Zumaeta (2015) 
utilizan un modelo multinivel (hogar, parcela, comunidad) para estudiar cam-
bios en el uso de la tierra. Encuentran que la proporción de áreas agrícolas 
en las parcelas está directamente relacionada con la mano de obra en los 
hogares e inversamente relacionada a su inclusión en áreas protegidas.

En la Amazonía, las comunidades nativas han tenido una larga historia de 
conflictos con la industria de hidrocarburos, que Alberto Chirif (2011) dis-
cute. Recientemente, sin embargo, se ha desarrollado un número impor-
tante de iniciativas de monitoreo ambiental participativo de las actividades 
extractivas. Dourojeanni et al. (2012) sistematizan experiencias en el Bajo 
Urubamba, el Alto Urubamba y el río Corrientes.

La palma aceitera –tema que también podríamos haber presentado dentro 
del subtema de recursos naturales– ha llamado recientemente la atención 
de un conjunto grande de investigadores. Dammert (2015) propone un enfo-
que de ecología política, reseñando la historia de la palma en el Perú, siste-
matizando la información disponible sobre el avance de grandes proyectos 
en la Amazonía y desarrollando el caso Tamshiyacu. El autor concluye que el 
Perú se encamina hacia un boom del cultivo, pero no está institucionalmen-
te preparado para enfrentarlo. Fort y Borasino (2016) compilan un conjunto 
de investigaciones, incluyendo una revisión de aspectos legales e institucio-
nales (Dammert 2016; Zegarra y Vargas 2016). Con diversas aproximaciones 
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a la cadena de la palma (Borasino 2016; Glave y Vergara 2016), el volumen 
discute la posibilidad de desarrollarla con bajos costos para el ambiente, 
vía pequeños productores que desarrollen el cultivo. Dammert, Cárdenas y 
Canziani (2012) estudian los efectos del cultivo de la palma aceitera, parti-
cularmente en las provincias de Tierra Blanca y Santa Catalina, en la región 
Loreto.

Finalmente, el mecanismo de Reducción de las Emisiones de la Deforesta-
ción y la Degradación de Bosques (REDD) recibe creciente atención. Scriven 
(2012) pone en el centro de la discusión la capacidad institucional y los nive-
les de gobernanza forestal que tiene la Amazonía peruana, en el contexto 
del incremento en los niveles de deforestación y de la agenda REDD. Des-
taca la presencia de actividades extractivas, la incapacidad del personal del 
Estado en la zona y la intervención dispersa y descoordinada de las ONG. 

Orihuela (2017a) discute la significancia del legado institucional y de las re-
des de expertos en la formación de la política forestal en el Perú, mien-
tras en Orihuela (2017b) se presenta el caso del nacimiento de la Reserva 
Nacional Tambopata. Usando básicamente el mismo instrumental analítico, 
Orihuela (2014a) explica la incorporación tardía del Perú a las reformas ins-
titucionales ambientalistas en América Latina. Finalmente, Orihuela (2014b) 
propone una agenda de investigación sobre la Amazonía desde teorías y 
debates de la economía institucional. 

1.2 Gobernanza (y maldición) de los recursos naturales 

En este segundo gran subtema agrupo literaturas de diversos enfoques 
sobre los recursos naturales, entre las que destacan aquellas que discuten 
aspectos de gobernanza. Para el grueso de esta literatura, la expresión ‘re-
cursos naturales’ hace referencia a la minería. Una literatura relativamente 
voluminosa discute problemas económicos de la llamada ‘maldición de los 
recursos’. En particular, la ‘maldición de los recursos locales’ –la que eva-
lúa el nivel subnacional en lugar del nacional– es inconclusa o, más propia-
mente, muestra resultados mixtos. Existe una literatura que estima impactos 
menores o inexistentes de la minería en los ingresos familiares y otras ac-
tividades productivas (incluyendo Orihuela et al. 2013, Correa y Morocho 
2015; Ticci y Escobal 2015; Tello 2015), mientras que otras investigaciones 
encuentran efectos positivos en los ingresos, reducción de la desigualdad 
y diversificación productiva (como Loayza et al. 2015; Camacho et al. 2015; 
Aragón y Rudd 2013; Casas y Málaga 2013).
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Para ampliar y complejizar la discusión, Del Pozo, Guzmán y Pucarmayta 
(2012) cuestionan la efectividad del esquema actual de la redistribución del 
canon minero, al encontrar evidencia de que su impacto en el bienestar es 
heterogéneo: los impactos positivos se concentran en los hogares menos 
vulnerables (urbanos y menos pobres), mientras que los impactos negativos 
se concentran en los hogares más vulnerables (rurales y más pobres). Man-
rique et al. (2015) evalúan el efecto del canon en la educación en las zonas 
rurales de Arequipa, Moquegua y Tacna, argumentando que el canon no es 
condición suficiente para las mejoras educativas.

Uno de los grandes problemas de la Amazonía es el de la minería del oro. 
Damonte (2016) analiza la expansión caótica de la minería a pequeña es-
cala. Argumenta que la resistencia y los conflictos que genera el plan de 
formalización revelan que ha sido considerada, históricamente, una zona de 
extracción de recursos antes que un espacio de potencial desarrollo social y 
económico. Dargent y Urteaga (2016), por su parte, encuentran que el desa-
rrollo de institucionalidad estatal relacionado a la minería del oro se explica 
por factores externos al Estado: presiones internacionales y demandas de la 
sociedad civil doméstica. Alvarado (2013) revisa lecciones aprendidas sobre 
conflictos socioambientales.

Más allá del oro ilegal, los temas ambientales asociados a la minería han 
recibido creciente interés. Valencia (2016) escribió un importante libro sobre 
las paradojas del desarrollo económico y la justicia ambiental en La Oroya, 
utilizando la perspectiva de las capacidades (ver también Valencia 2014). 
Orihuela (2014c) compara la negligencia institucional en La Oroya en el es-
pejo de Chuquicamata, Chile, argumentando que la agencia de los empren-
dedores institucionales importa, pero que esa agencia está condicionada 
por estructuras institucionales. Por otro lado, Niño (2015) argumenta a favor 
de la creación de juzgados y salas especializadas en temas ambientales.

Los conflictos socioambientales –fundamentalmente mineros– también re-
ciben importante atención. Destacan los volúmenes editados por Anthony 
Bebbington (2011 y 2012) y Bebbington y Bury (2013), que avanzan perspec-
tivas de geografía humana y ecología política. Aproximaciones con méto-
dos cuantitativos incluyen Arellano-Yanguas (2011), Orihuela et al. (2013) y 
Ponce y McClintock (2014). Paredes (2016) ofrece una reciente revisión de 
casos, desde la perspectiva de la globalización. Analizando el Baguazo, Me-
rino (2015) encuentra que en Perú los conflictos son conceptualizados por 
los decisores de política como el resultado de errores en el diseño de po-
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líticas, soslayando la larga historia de explotación/desposesión de pueblos 
indígenas. La etnografía de Li (2015) vincula los casos de La Oroya y Yana-
cocha para mostrar cómo la política de los expertos es fundamental para 
entender los conflictos. 

A lo largo de la revisión bibliográfica, la dimensión institucional aparece 
como clave. Dargent et al. (2017) y Orihuela (2013) estudian cómo cambian 
las instituciones frente a los ciclos mineros en el Perú, mostrando que la 
relación es compleja y mediada por repertorios institucionales y la influencia 
de redes de expertos. 

En Los desafíos de la minería y el petróleo para el desarrollo: Lecciones de 
África y América Latina (Thorp et al. 2014), la experiencia peruana puede 
contrastarse con la de Chile, Bolivia y casos del África. El impacto ambien-
tal e institucional de la creciente relación con China es explorado por Irwin 
(2013), Sanborn y Chonn (2015) y Ray et al. (2016).

Más allá de la minería, existe poca investigación sobre recursos naturales. 
Un sector que empieza a recibir atención es la pesca (así como la palma 
aceitera; ver la subsección anterior). Los derechos de pesca son discutidos 
por Tveteras et al. (2011), Galarza y Collado (2013) y Paredes (2013). Galarza 
y Collado (2013) estiman la renta del recurso para la pesquería industrial de 
la anchoveta para el año 2011. Paredes (2013) pasa revista a la reforma legal 
de derechos de pesca en el Perú y discute efectos en la eficiencia, equidad y 
sostenibilidad, encontrando en conjunto un balance positivo de la reforma. 
Paredes y de la Puente (2014) discuten la situación actual de la pesquería de 
la pota y plantean recomendaciones para su mejora.

Cerrando con la literatura propositiva, Gómez (2015b) parte de los docu-
mentos de política del CIES y plantea cinco opciones de política para ges-
tionar los recursos naturales de modo que contribuyan a mejorar la com-
petitividad del país, reducir la pobreza e impulsar el crecimiento verde o 
la economía baja en carbono. También argumenta por oportunidades para 
revertir los problemas ambientales sobre la base del desarrollo científico, 
tecnológico e innovador, el desarrollo de capacidades y el fortalecimiento 
institucional, entre otros. Paucarmayta (2014) discute el uso eficiente de las 
rentas provenientes de los RR. NN. y la capacidad de plasmarse en activos 
sociales, económicos y ambientales, bajo el concepto de ‘gestión sosteni-
ble de recursos naturales e industrias extractivas’. Orihuela y Paredes (2015) 
identifican seis desafíos para la gobernanza de recursos: i) el macroeconó-

689

C
IE

N
C

IA
 Y

 A
M

BI
EN

TE



mico, ii) el microeconómico, iii) el de la sostenibilidad del crecimiento, iv) el 
de la calidad de la democracia, v) el de la calidad y la justicia ambiental y vi) 
el de la gestión del conflicto. Finalmente, Montes (2014) discute la autoridad 
ambiental regional. 

1.3  Gobernanza y ecología política del agua
 
Desde diversos enfoques, la investigación sobre el agua ha tenido un de-
sarrollo destacable. Zegarra (2014) ofrece un manual microeconómico para 
entender y desarrollar la gestión del agua. Promueve entre los economis-
tas la adopción de “enfoques más flexible y creativos” (p. 11) y subraya la 
importancia de la dimensión institucional. Rendón (2015) estudia la huella 
hídrica, y explica que podría ser un importante instrumento para la gestión 
del agua, principalmente en ecosistemas que puedan tener problemas de 
escasez hídrica, en un contexto de cambio climático. 

Las aproximaciones de ecología política y justicia hídrica son muy influyen-
tes. Boelens et al. (2015) aborda el tema del agua en cuanto a su uso en la 
explotación agraria, minera, petrolera, e hidroenergética, mostrando cómo 
la ‘injusticia hídrica’ acaba en conflictos. Arroyo y Boelens (2013) argumen-
tan que estamos viviendo un momento de ‘apropiación del agua’, como un 
recurso estratégico en manos de unos pocos actores con gran poder econó-
mico y político. Hoogesteger y Urteaga (2013) analizan para la región andina 
cómo se genera la inequidad en las políticas del agua y de qué manera las 
comunidades rurales campesinas e indígenas desarrollan estrategias para 
acceder y defender este recurso.

Patricia Urteaga suma una muy interesante producción académica sobre los 
derechos y la política del agua, con un enfoque de ecología política. En Ur-
teaga (2016) analiza cómo el Estado y una compañía crearon discursos que 
proyectaban la idea de abundancia de agua en la cuenca del Chira para ase-
gurar sus derechos de agua, en el contexto de la economía del etanol. Su 
trabajo incluye Urteaga (2015), sobre la Ley de Recursos Hídricos; y Urteaga 
(2011), sobre agua e industrias extractivas.

La gestión de la cuenca del río Ica viene ocupando la atención de un con-
junto de investigadores. Oré y Damonte (2014) ofrecen una excelente com-
pilación de trabajos. Domínguez (2014) pasa revista a las obras hidráulicas y 
aguas superficiales. Damonte et al. (2014) muestran que los pequeños agri-
cultores han sido desplazados a partir de procesos de reconcentración de 
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tierras. A su turno, Guevara (2014) hace un estudio de caso del Comité de 
Regantes de Santa Rosa de Tambo. Urtega (2014) analiza los discursos de es-
casez y abundancia del agua. Oré y Geng (2014) analizan la institucionalidad 
centrada en la Autoridad Nacional del Agua. 

Por su parte, con un enfoque de economía institucional, Muñoz et al. (2014) y 
Muñoz (2011a), (2011b), (2015) y (2016) analizan el (no) desarrollo institucional 
para el manejo del agua en Virú e Ica. Identifican la débil regulación públi-
ca frente a la explotación de acuíferos. Geng (2017) estudia la gobernanza 
del agua en la cuenca Ica-Alto Pampas, y propone una visión territorial del 
poder.

En Glaciares, cambio climático y desastres naturales, Carey (2014) cubre 70 
años de historia en el Callejón de Huaylas y la Cordillera Blanca, para contar 
cómo la gente ha percibido y respondido a los desastres, como la avalancha 
que sepultó Yungay en 1970. Entre otros temas, examina el problema del de-
clive de los recursos hídricos derivados de glaciares, que sigue impactando 
en la generación de energía, la agricultura y la irrigación de zonas costeras.

Finalmente, en Apropiándose del desierto, Marshall (2014) ofrece una fasci-
nante y comprensiva historia de las dinámicas socioambientales de los oasis 
de Virú e Ica-Villacuri, con un enfoque que integra recursos georreferencia-
dos y entrevistas de campo, poniendo énfasis en los cambios de ocupación 
y uso de suelo. La autora encuentra un Estado desconectado, ‘abierto a las 
lógicas liberales’, con la aparición de ‘regiones-mundo’ o de ‘oasis-mundo’.

1.4  Cambio climático

En este campo de investigación, la producción proviene fundamentalmente 
de proyectos de investigación aplicada encargados por entidades del Esta-
do, la cooperación internacional y Naciones Unidas. Parte de un proyecto 
financiado por la cooperación internacional y el Ministerio del Ambiente del 
gobierno de Humala, el proyecto Planificación ante el Cambio Climático 
(PlanCC), proyecta escenarios de mitigación del cambio climático en el Perú 
al 2050 (PlanCC 2014); mientras que PlanCC (2017) ofrece una ‘bitácora cli-
mática’ de acciones, metodologías, resultados, hitos, cambios en el entor-
no y lecciones aprendidas, resumidas en la propuesta de un modelo “que 
movilice actores, vincule estrategias e inspire a decisores políticos hacia la 
implementación exitosa de las acciones de mitigación de la contribución cli-
mática del Perú” (p. 6). En otra perspectiva de estudio de caso, PNUD, PNU-

691

C
IE

N
C

IA
 Y

 A
M

BI
EN

TE



MA, UICN e IM (2016) sistematizan lecciones aprendidas para la adaptación 
al cambio climático en la Reserva Paisajística Nor Yauyos Cochas.

Molina y Saldarriaga (2015) exploran el efecto del cambio climático en la 
salud de los recién nacidos. Se utilizan datos que permiten interpolar las 
temperaturas históricas mensuales con indicadores provenientes de la En-
cuesta Demográfica y de Salud Familiar, 1992-2013.

Por otro lado, Guzmán (2013) realiza para Cusco un estudio de cómo afec-
ta el cambio climático a las unidades familiares agrícolas de dicha región. 
Encuentra evidencia de que el impacto económico del cambio climático en 
la agricultura ofrece resultados mixtos, tanto positivos como negativos; sin 
embargo, la mayoría de los efectos negativos se concentran en la agricultura 
de secano. Postigo (2013) discute desencuentros y potenciales sinergias en-
tre las respuestas de campesinos y autoridades regionales frente al cambio 
climático en el sur andino, mientras que Borge et al. (2011) presenta opcio-
nes de política para encarar al cambio climático. 

Finalmente, Solís (2014) pasa revista al financiamiento ambiental y climático. 
Encuentra que la principal fuente de financiamiento de los proyectos regio-
nales en temas ambientales y de cambio climático proviene de los recursos 
públicos; sin embargo, los niveles de inversión no son muy significativos 
(menores al 3% de la inversión pública total). Por su parte, Galarza y Ruiz 
(2015) proponen la creación de la Comisión de Alto Nivel para el Desarrollo 
con Enfoque de Cambio Climático (Candecc), adscrita a la PCM, que tendría 
como funciones el establecimiento de las prioridades de acción de progra-
mas de impacto nacional y local, así como el direccionamiento y creación de 
mecanismos de financiamiento. 

1.5 Economía ambiental y valoración de servicios ecosistémicos

Otra literatura importante es la de temas de economía ambiental y el aná-
lisis y valoración económica de los servicios ecosistémicos. Un estudio en 
progreso de la Universidad del Pacífico para PAGE-Perú (la Alianza para la 
Acción Hacia una Economía Verde, una iniciativa del Sistema de las Nacio-
nes Unidas) busca estimar un modelo de largo plazo que permita aproximar 
los costos y beneficios de una transición a un modelo de crecimiento verde. 

Gómez y Flores (2015) ofrecen un estudio de caso sobre el espárrago y la 
gestión de ecosistemas en Ica, que encuentra que la probabilidad de adop-
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tar alguna práctica de conservación de suelo o manejo de agua aumenta 
con la educación, la capacitación y el acceso al crédito. Julien et al. (2014) va-
lorizan los servicios de regulación y soporte que provee el Parque Nacional 
del Río Abiseo (PNRA). Para ello, estiman el cambio en la productividad de 
cacao en dicha zona –generado por los servicios ecosistémicos que brinda el 
PNRA– utilizando técnicas de propensity score matching. Galarza y Gómez 
(2015) valorizan los servicios ambientales del valle de Pachacamac: recursos 
y servicios de producción de alimentos, abastecimiento de agua, regulación 
del clima, control de la contaminación atmosférica, paisaje y tranquilidad 
rural, tradiciones y folclore. Guzmán (2014) utiliza el método de valoración 
contingente para estimar el valor económico de mejoras en la calidad del 
agua y la calidad del paisaje urbano en el río Huatanay, Cusco. Soncco et al. 
(2014) presentan un estudio de valoración económica del servicio de regu-
lación hídrica en el Valle Sagrado, específicamente de las microcuencas de 
Yanahuara y Jochoc.

1.6  Áreas de alto interés de política pública y relativamente bajo 
       interés de las ciencias sociales

Ordenamiento territorial
Es el más estudiado de los subtemas menos estudiados. Damonte y Glave 
(2016) discuten la gestión territorial en el marco de la industria extractiva. 
Con el objetivo de contribuir a la gestión del territorio nacional y de los 
recursos naturales, se han promovido instrumentos técnicos públicos, como 
el plan de ordenamiento territorial (POT) y la zonificación ecológica econó-
mica (ZEE). Una conclusión del estudio es que la gestión territorial se basa 
en necesidades y expectativas de la esfera política urbana, pero con una 
creciente participación de actores rurales y campesinos. Asimismo, Barran-
tes et al. (2016) analizan el proceso de gestión y ordenamiento territorial en 
la Amazonía. El libro propone aportes teóricos y aplicados para mejorar el 
diseño e implementación de instrumentos de gestión y ordenamiento terri-
torial, centrándose en el caso de Alto Amazonas, Loreto; asimismo, discute 
la dinámica de la cadena de valor de la palma aceitera.

Conservación de ecosistemas y biodiversidad productiva
La conservación de ecosistemas y especies es un tema central de la polí-
tica ambiental. Existe una preocupación internacional por enraizar la con-
servación a la temática del desarrollo económico, y viceversa (Eclac-OECD 
2016). La política pública en el Perú ha avanzado en esta perspectiva con 
la propuesta de la ‘biodiversidad productiva’ del Ministerio del Ambiente, 
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que busca reconciliar las políticas de conservación de la biodiversidad y de 
fomento productivo (Minam 2014b). Existe todavía poca investigación de 
ciencias sociales sobre temas asociados. El arqueólogo Alexander Herrera 
(2011) pasa revista a la recuperación de tecnologías indígenas en los Andes y 
destaca el éxito de algunos programas de rehabilitación de dichas tecnolo-
gías, a través de capacitación a los yachachis (maestros campesinos). Gómez 
(2013) analiza el aporte económico de la diversidad biológica, estimando 
que el aporte económico de los productos derivados de la diversidad bioló-
gica representa el 22% del PBI y 24% del valor de las exportaciones. 

Gestión del riesgo de desastres 
Este es otro tema de gran interés para la cooperación internacional y de 
gran importancia para un país que vive con recurrentes movimientos sísmi-
cos, heladas, sequías, deslizamientos e inundaciones (fenómenos, además, 
relacionados en su mayoría con las dinámicas de El Niño). Es además un 
tema de gran importancia para la gestión del desarrollo urbano y el am-
biente en las ciudades (ver abajo). Los observadores críticos encuentran que 
existe insuficiente preocupación pública y escaso desarrollo institucional 
efectivo. Este es un campo de estudio fundamental donde ha habido mucha 
literatura asociada a programas específicos de la cooperación internacio-
nal, pero escasa investigación en ciencias sociales. Hernández-Vásquez et 
al. (2016) analizan la potencial vulnerabilidad frente a inundaciones de los 
establecimientos de salud públicos de cuatro regiones del norte del Perú. 

El ambiente en las ciudades 
El ‘medio ambiente’ no es solo el del mundo rural y el paisajístico, sino que 
nos involucra en el día a día. Reflejando el desinterés mayoritario de la po-
lítica pública municipal por los temas ambientales, más allá de iniciativas 
de algunos gobiernos municipales puntuales, desde las ciencias sociales no 
venimos estudiando la gestión de residuos sólidos, el transporte público, la 
gestión del agua, la calidad del aire, la gestión del riesgo de desastres, las 
múltiples formas de contaminación ambiental o el espacio público. Guzmán 
(2016) hace un estudio de economía del comportamiento sobre contribucio-
nes voluntarias para la gestión de residuos sólidos en el Cusco.

Energías renovables
Esta es un área de mucho interés, pensando en el potencial con el que 
cuenta el Perú. Acá la investigación proviene de fuera del país. Por ejem-
plo, Love y Garwood (2011) discuten las complejidades de las energías 
solar y eólica en la Cajamarca rural. Gamio y Eisman (2015) proponen la 
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creación de una Agencia de Energización Rural (AER), que concentre to-
das las funciones y los programas de energización dispersos en diferentes 
organismos, y a la cual se debería dotar de recursos y autonomía. Adicio-
nalmente, se busca la promoción y el apoyo al desarrollo de proveedores 
energéticos rurales, que sean capaces de brindar de forma sostenible y 
asequible servicios energéticos a las comunidades aisladas, y ser un polo 
de desarrollo rural.

  2.  AGENDA DE INVESTIGACIÓN 2017-2021

Usando como insumo la agenda que el Ministerio del Ambiente está actua-
lizando a la fecha, así como el balance realizado en el presente documento 
y las entrevistas realizadas a expertos y académicos, se propone a continua-
ción una agenda de investigación que se centra en cinco áreas temáticas: i) 
recursos naturales, incluyendo los recursos marinos, las energías renovables 
y el agua; ii) gobernanza de la Amazonía; iii) el medio ambiente en las ciu-
dades; iv) biodiversidad, servicios ecosistémicos y economía; y v) cambio 
climático y gestión del riesgo de desastres. Este planteamiento, además, 
busca respetar la diversidad de enfoques académicos y prácticos, subrayan-
do las ausencias de investigación en áreas importantes.

Es claro que hay temas que se entrecruzan y varios subtemas podrían ser cla-
sificados de más de una forma. Al respecto, varios especialistas consideran 
que no hay clasificación perfecta y he preferido proponer una agenda que 
intersecte lo que los investigadores trabajan y las políticas públicas promue-
ven. Asimismo, privilegio los aspectos de gobernanza o institucionales, en-
tendidos en un sentido amplio; es decir, más allá de lo que digan ‘las reglas 
de juego formales’, y recalco la importancia de desarrollar historia ambien-
tal, casuística e investigaciones interdisciplinarias (entre ciencias sociales y 
naturales, y entre las disciplinas de las ciencias sociales).

2.1  Recursos naturales 

Buena parte de la literatura revisada se centra en aspectos económicos y 
sociales de los recursos naturales. La significancia de los recursos naturales 
en la vida económica y política del país justifica ampliamente este interés 
académico –por la minería y los hidrocarburos, en particular–, interés que 
debería ser complementado por una mayor investigación sobre otros recur-
sos. A continuación, se propone una lista abierta de subtemas, con pregun-
tas y aproximaciones tipo entre paréntesis:
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• El conflicto ambiental (casos de ‘éxito’ y ‘fracaso’, ¿cuál es la evaluación 
crítica de una década de investigación?, ¿qué instituciones parecen fun-
cionar y cómo?).

• El canon minero y otros (casos de ‘éxito’ y ‘fracaso’, ¿qué impactos han 
generado las modificaciones de las reglas de juego?, ¿qué condicionan-
tes institucionales están detrás de los casos de relativo éxito/fracaso?).

• La institucionalidad para la regulación de los efectos ambientales de las 
economías basadas en recursos naturales (estudios de caso de institu-
ciones específicas y su actividad reguladora, ¿cuál ha sido el impacto del 
‘paquetazo ambiental’?, ¿cuál es la situación de los pasivos ambientales 
resultantes de actividades extractivas?, estudios de ecología industrial 
de la industria extractiva).

• El agua (historia ambiental, estudios de caso de la gobernanza del agua 
en cuencas y subcuencas, ¿cuál es la ‘gestión integrada del agua’ real-
mente existente?).

• Los recursos pesqueros (historia ambiental, historia de la regulación, im-
pactos de la regulación).

• Energías renovables (estudios de caso, evaluaciones de potencial ener-
gético).

• El ordenamiento territorial (historia ambiental, estudios de caso).
• Cuantificaciones de crecimiento verde y economía ecológica (¿cuál es el 

valor económico actual y potencial de los productos de la biodiversidad 
y los ecosistemas?, ¿cuáles son los beneficios económicos potenciales 
de ‘enverdecer’ actividades económicas específicas?, ¿cómo priorizar la 
agenda de recomendaciones OCDE?).

• Consulta previa y recursos naturales (modelación con juegos, estudios 
de caso, ¿qué condicionantes institucionales están detrás de los casos 
de relativo éxito/fracaso?).

2.2  Gobernanza de la Amazonía

Buena parte de los temas que se exponen a continuación se cruzan con los 
temas expuestos en el punto anterior, relativo a recursos naturales. Pero la 
Amazonía es un espacio cultural y ambiental que merece un tratamiento 
aparte por su alta significancia.

• Deforestación (casos de ‘éxito’ y ‘fracaso’, econometría espacial de los 
determinantes de la deforestación).

• La institucionalidad ambiental y forestal, su funcionamiento y efectos so-
ciales, económicos y ambientales (casos de ‘éxito’ y ‘fracaso’, historia y 
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casuística de burocracias y políticas públicas: Serfor, Sernanp, concesio-
nes forestales y gobiernos regionales).

• El funcionamiento e impacto de la ‘institucionalidad indígena’ en los 
bosques: comunidades nativas y reservas comunales (bajo qué condicio-
nes la institucionalidad indígena contribuye a la ‘buena gobernanza’ de 
los bosques).

• Sostenibilidad financiera de las áreas naturales protegidas (¿en cuánto 
se estima la brecha financiera?, ¿qué aprender de los casos de éxito en 
la generación de ingresos, de existir?).

• El manejo (indígena, no indígena, mixto) de los comunes y los recursos 
naturales (casos y lecciones de ‘éxito’ y ‘fracaso’).

• La gran infraestructura en la Amazonía (¿cuál es el impacto ambiental?, 
¿qué lecciones ofrecen las experiencias de gestión?).

• Palma aceitera y plantaciones tropicales (¿qué geografías, instituciones, 
impactos han venido desarrollándose?).

• Economía y ecología política de actividades ilegales: coca, oro y madera 
(valorización económica, etnografías de las actividades económicas).

2.3  El medio ambiente en las ciudades

Es el gran tema abandonado por las ciencias sociales, de acuerdo al balance 
presentado. Urge poner nueva información y conocimiento para promover 
el debate de políticas locales.

• Espacio público (historias ambientales de áreas verdes, parques, lomas, 
playas, arborización de avenidas, residenciales; historias de políticas de 
planeamiento municipal y regional).

• Transporte público (historia de políticas públicas, regulaciones y buro-
cracias; valorización de externalidades).

• Gestión de residuos sólidos (historia ambiental, casos de ‘éxito’ y ‘fra-
caso’).

• Gestión del agua (la historia de Sedapal y equivalentes, historia del ma-
nejo de las grandes cuencas hidrográficas, casuística, valoración de ser-
vicios ecosistémicos).

• La contaminación ambiental (historia ambiental, casuística, seguimiento 
de recomendaciones OCDE).

• Gestión del riesgo de desastres y política climática (historia ambiental; 
casuística de buena planificación urbana, incluyendo las políticas de ma-
nejo de suelos y vivienda; seguimiento de recomendaciones OCDE).

• ¿Podemos hablar de ‘ciudades sostenibles’, cuáles y por qué?
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2.4  Biodiversidad, servicios ecosistémicos y economía

Es un tema de creciente interés en economistas e investigadores de tecno-
logías y prácticas indígenas de manejo de ecosistemas y recursos.

• Biodiversidad productiva y cadenas de valor para el biocomercio (estu-
dios de valoración económica para productos y localidades específicas; 
valoración económica de servicios ambientales).

• La economía culinaria (estudios de sociología y antropología económica; 
valorización económica y prospectiva).

• Tecnologías indígenas en la conservación de la biodiversidad y la biodi-
versidad productiva (historia ambiental, casuística y lecciones aprendi-
das).

• Perspectivas y mentalidades indígenas sobre ambiente, biodiversidad y 
ecosistemas (estudios de antropología del medio ambiente, la naturale-
za y el desarrollo de recursos naturales).

2.5  Política pública climática: cambio climático y gestión del riesgo 
       de desastres

Es otro tema de creciente interés, especialmente de la cooperación interna-
cional para el desarrollo, en contraste con el todavía reducido interés públi-
co nacional.

• Cuantificación económica y prospectiva de impactos climáticos (evalua-
ción económica y social de cambio y efectos climáticos en poblaciones 
y espacios específicos; cuantificación y casuística sobre la adaptación al 
cambio climático; cuantificación y casuística sobre efectos en la econo-
mía y gobernanza del agua).

• Economías verdes o ‘enverdecimiento’ de actividades económicas (¿cuál 
es el valor económico actual y potencial de productos de la biodiversi-
dad y ecosistemas?, ¿cuáles son los beneficios económicos potenciales 
de ‘enverdecer’ actividades económicas específicas?, ¿cómo priorizar la 
agenda de recomendaciones OCDE?).

• El ordenamiento territorial (historia ambiental, sistematización de expe-
riencias y lecciones aprendidas, estudio de casos emblemáticos de polí-
tica pública fallida: Lima, Piura, Trujillo).

• El fenómeno El Niño (historia ambiental; estudios de cuencas y casuísti-
ca de buena prevención del riesgo de desastres).
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   4. ANEXOS

ANEXO 1. La Agenda de investigación ambiental al 2021 del Minam

Siguiendo con las recomendaciones de los funcionarios del sector que asis-
tieron al taller de validación del 23 de marzo de 2017, organizado por el Mi-
nisterio del Ambiente, en este anexo se recoge en forma resumida la Agen-
da de investigación ambiental al 2021 del Minam (Agenda ambiental, en 
adelante). En vez de sugerir una agenda desde ‘la oferta de investigación’; 
es decir, desde la opinión de e investigación realizada por académicos, acá 
se presenta ‘la demanda de investigación’ del sector. 

La Agenda ambiental tiene como antecedentes un conjunto de planes y 
políticas vigentes:

• Políticas de estado del Acuerdo Nacional
• Plan Bicentenario, el Perú hacia el 2021
• Plan Estratégico de Ciencia, Tecnología e Innovación para la Competiti-

vidad y el Desarrollo Humano 2006-2021
• Plan Nacional de Competitividad
• Plan Nacional de Diversificación Productiva
• Ejes estratégicos de la gestión ambiental
• Plan Nacional de Recursos Hídricos
• Política Nacional de Educación Ambiental
• Política Nacional del Ambiente

Un segundo elemento que considera la Agenda ambiental son los seis 
lineamientos de la gestión ambiental 2017-2021: i) aprovechamiento de la 
diversidad biológica, ii) crecimiento verde y adaptación al cambio climá-
tico, iii) gestión marino-costera, iv) gestión de residuos sólidos, v) preven-
ción de la contaminación ambiental y ecoeficiencia, y vi) institucionalidad 
ambiental. 

La Agenda ambiental reagrupa estas categorías en tres grandes ejes temá-
ticos: 

• Conservación y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales y 
de la diversidad biológica

• Gestión integral de la calidad ambiental
• Temas transversales y estudios integrales
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Cada eje temático agrupa componentes, áreas temáticas y varias decenas 
de líneas de investigación. Es importante precisar que esta agenda se ela-
boró pensando tanto en las ciencias sociales como en las naturales, por lo 
que el campo de investigación demandado es bastante amplio. A continua-
ción, listamos las líneas de investigación de la Agenda de investigación am-
biental al 2021 del Minam, clasificadas por ‘eje temáticos’, ‘componentes’ y 
‘áreas temáticas’:

EJE TEMÁTICO 1

CONSERVACIÓN Y APROVECHAMIENTO SOSTENIBLE DE LOS RECURSOS 
NATURALES Y DE LA DIVERSIDAD BIOLÓGICA

COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

• Taxonomía de especies silvestres y claves para el 
ecosistema
• Bioindicadores del estado de conservación de 
ecosistemas
• Hábitats críticos para la conservación de la 
diversidad biológica
• Diversidad funcional y determinación de grupos 
funcionales
• Patrones de diversificación para la delimitación de 
áreas con alta diversidad biológica
• Dinámica de poblaciones de especies Cites y 
amenazadas 
• Impacto de las especies exóticas invasoras sobre la 
biodiversidad
• Dinámica de fragmentación de ecosistemas que 
aceleran la pérdida de biodiversidad
• Técnicas y tecnologías para la conservación de 
especies amenazadas
• Monitoreo de indicadores a nivel del Sistema de  
Áreas Naturales Protegidas
• Sitios de referencia identificados en áreas naturales 
protegidas (sitios blanco)

• Ecosistemas y especies prioritarias, y de los 
procesos de diversificación de la biota 
• Patrones de diversidad, conectividad y redes
• Ecosistemas priorizados para viabilidad de las 

Diversidad 
biológica

Conservación 
de la diversidad 
biológica

Ecología 
aplicada
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COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

restauraciones ecológicas
• Monitoreo de los ecosistemas con énfasis en 
cobertura y cambio de uso
• Estocasticidad ambiental y su efecto sobre los 
ecosistemas
• Modelos ecohidrológicos
• Ecosistemas, priorizando los frágiles
• Resiliencia asociada a problemas crítico-ambientales
• Recuperación y remediación de ecosistemas 
degradados
• Restauraciones ecológicas, a escala de paisaje y a 
escala de ecosistemas
• Técnicas para recuperación y remediación de 
ecosistemas degradados

• Diversidad genética y flujo de genes en las plantas 
nativas del Perú de importancia económica
• Técnicas de conservación de semillas de especies 
silvestres
• Variabilidad genética de especies con potencial 
económico y especies clave para la conservación de 
ecosistemas
• Parientes silvestres de las especies cultivadas, con 
fines de conservación e identificación de resistencia a 
factores adversos bióticos y abióticos

• Ecosistemas productivos tradicionales
• Conservación in situ de la agrobiodiversidad 
• Comunidades bióticas en el suelo y su productividad
• Evaluación ecológica y estructural de los ecosistemas 
productivos tradicionales

• Valor económico de los ecosistemas y servicios 
ecosistémicos (en ecosistemas priorizados y en áreas 
naturales protegidas)
• Stock de carbono en los distintos ecosistemas del país
• Potencial hídrico de los ecosistemas
• Conservación o degradación de hábitats para el 
desarrollo de medidas de compensación
• Amenazas, integridad y viabilidad ecológica de 
los ecosistemas para el desarrollo de medidas de 
compensación

Aprove-
chamiento 
sostenible de 
los recursos 
naturales

Biotecnología 
y recursos 
genéticos

Ecología 
de sistemas 
productivos

Valoración 
económica 
del patrimonio 
natural
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COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

• Áreas de equivalencia ecológica con fines de 
compensación
• Valoración económica de bienes y servicios 
ecosistémicos
• Índices biofísicos aplicables a los sistemas ecológicos
• Valor ecológico de los ecosistemas
• Determinación, evaluación y categorización de 
especies de flora y fauna silvestre según su relevancia 
económica, social, ambiental y cultural
• Valoración económica del daño ambiental causado 
por actividades productivas
• Valoración económica de la regulación hídrica, aire, 
acústica, erosión, entre otros factores
• Metodologías de valoración económica de los 
servicios ecosistémicos

• Percepción de las comunidades nativas, campesinas 
y poblaciones urbanas sobre el patrimonio natural y 
su aprovechamiento
• Percepción de las poblaciones urbanas sobre el 
patrimonio natural y su aprovechamiento
• Conocimientos tradicionales como alternativas 
para el aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales 

• Productos y procesos con alto valor agregado para 
el biocomercio
• Diversidad biológica promisoria y los principales 
recursos con potencial de biocomercio y aplicación 
de modelos para el uso sostenible
• Efectos farmacológicos y toxicológicos de los 
principales recursos posicionados y emergentes del 
biocomercio
• Saberes y conocimientos tradicionales sobre 
las propiedades de los recursos posicionados y 
emergentes del biocomercio
• Propagación y reproducción masiva y estandarizada 
de los principales recursos posicionados y 
emergentes del biocomercio
• Bioprospección, vigilancia tecnológica e 
inteligencia competitiva de las cadenas de valor 

Valoración 
cultural del 
patrimonio 
natural

Biocomercio
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COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

de la biodiversidad para identificar potenciales 
innovaciones para el biocomercio

• Impacto de la actividad minera a nivel de 
ecosistemas y sus servicios, y áreas naturales 
protegidas y su efecto sobre la biodiversidad
• Bioacumulación de metales pesados en especies 
vegetales y animales
• Tecnologías limpias aplicadas en el sector 
minero para la minimización de riesgos e impactos 
ambientales
• Tecnologías para la recuperación de áreas 
degradadas por pasivos mineros

• Potencial de recursos naturales renovables para su 
aprovechamiento como energías alternativas
• Tecnologías energéticas renovables
• Soluciones tecnológicas de eficiencia energética 
para zonas urbanas y rurales

• Sucesión y flujo ecológico de los bosques
• Técnicas para el aprovechamiento y/o recuperación 
de bosques intervenidos
• Tendencias de deforestación y alerta temprana de 
eventos de deforestación

• Selección de las especies y fuentes de semilla más 
apropiadas 
• Métodos de restauración exitosos y protocolos de 
propagación de especies nativas
• Estrategias para el suministro sostenible de semilla 
de calidad, involucrando una diversidad de actores 
(campesinos, pueblos indígenas, finqueros, áreas 
protegidas)

• Características físicas del mar peruano y sus 
variaciones espacio-temporales en meso, macro y 
microescala
• Variabilidad espacial y temporal de los procesos 
biogeoquímicos en columnas de agua y sedimentos 
marinos

Minería 
y energía

Bosques

Ecosistemas 
acuáticos y 
marino-cos-
teros

Minería

Manejo de 
bosques

Reforestación 
y recuperación 
de áreas 
degradadas

Oceanografía

Energía
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COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

• Relaciones funcionales oceanográficas y el sistema 
climático

• Características físicas de los ecosistemas acuáticos 
continentales y sus variaciones espacio-temporales
• Variabilidad espacial y temporal de los procesos 
biogeoquímicos en columnas de agua y sedimentos 
lacustres
• Factores físicos asociados a la dinámica fluvial en 
cuencas

• Dinámica poblacional de especies amenazadas y 
depredadores superiores en ecosistemas acuáticos 
marino-costeros y continentales
• Sistema planctónico y bentónico para la formulación 
de modelos ecológicos
• Tecnologías para el manejo ecosistémico de 
humedales, aguajales, manglares y cuencas
• Actividades antropogénicas en los ecosistemas 
acuáticos marino-costeros y continentales

• Etiología, patología y epidemiología de 
enfermedades que afectan a especies acuáticas en 
ambientes naturales y sistemas de cultivo
• Efectos de sustancias químicas y tóxicas en los 
organismos acuáticos y sus poblaciones
• Procesos de erosión de las zonas marino-costeras

• Disponibilidad, demanda y calidad del agua de las 
cuencas del país
• Uso de los recursos hídricos 
• Contaminación, niveles de salinidad y extracción de 
aguas continentales y subterráneas 
• Comportamiento de cuerpos de agua continentales 
(lénticos y lóticos) orientados a la prevención de 
desastres
• Zona de protección ambiental litoral de bahías de 
importancia ecológica
• Conocimientos y tecnologías tradicionales sobre el 
manejo sostenible del agua
• Modelos hidroambientales y su relación con la 

Limnología

Biodiversidad 
acuática

Calidad 
ambiental 
de los 
ecosistemas 
acuáticos

Recursos 
hídricos y 
suelos

Recursos 
hídricos
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COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

sostenibilidad social
• Evaluación del caudal ecológico

• Clasificación, inventario, cambio de uso del suelo
• Impacto y la especificidad de los factores naturales y 
humanos que ocasionan la desertificación
• Capacidad de regeneración de suelos frente a 
actividades antropogénicas
• Conocimientos y prácticas tradicionales para la lucha 
contra la desertificación y conservación de suelos
• Peligros de pérdida de suelos por geodinámica 
externa
• Cambio de uso de suelo y sus impactos
• Prácticas adecuadas de uso del suelo para las 
diversas actividades económicas
• Evaluación del impacto del cambio de uso de suelos

• Territorio comunal y su uso (extracción y 
conservación)

• Impactos ambientales de los procesos de 
integración comercial
• Impactos ambientales como consecuencia del 
cultivo de coca, el uso de insumos para la elaboración 
ilícita de drogas, las actividades propias del 
narcotráfico y el contrabando
• Impactos ambientales de la adopción del 
ecoturismo, turismo de la naturaleza y turismo de 
aventura como alternativas de desarrollo económico 
de la región amazónica
• Impactos ambientales del impulso, renovación y 
mejora de hidrovías como alternativas de transporte 
en la región amazónica
• Desarrollo productivo de áreas estratégicas de la 
Amazonía peruana
• Opciones productivas sostenibles y de conservación 
ambiental en la Amazonía peruana
• Clima de la cuenca amazónica y de la región andina

Manejo de 
territorios 
comunales 
amazónicos

Dinámica 
regional 
amazónica

Suelos

Desarrollo 
sostenible de 
la Amazonía
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COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

• Series climáticas y paleoclimáticas para estudiar 
indicios del cambio climático en el territorio y el mar 
peruano
• Circulación atmosférica y oceánica asociada al 
cambio climático y su relación con eventos extremos 
como El Niño
• Interacción océano-atmósfera y teleconexiones en 
relación con cambios climáticos
• Modelos atmosféricos de alta resolución y métodos 
empíricos para regionalización de escenarios 
climáticos a diversas escalas espaciales
• Comportamiento atmosférico y oceanográfico en 
los diferentes escenarios de cambio climático
• Factores físicos asociados al balance hídrico en 
cuencas (precipitaciones, glaciares, agua subterránea, 
etc.) bajo diferentes escenarios de cambio climático
• Dinámica de la criósfera
• Conocimientos ecoclimáticos y científicos
• Sistemas de alerta temprana para pronosticar 
eventos extremos relacionados a El Niño y a La Niña

• Dinámica de gases de efecto invernadero en 
ecosistemas con potencial de créditos de carbono y 
mercados de MDL (mecanismos de desarrollo limpio)
• Reducción de emisiones por deforestación evitada
• Sistemas productivos silviculturales y agroforestales 
sostenibles y con eficiente capacidad de captura de 
carbono
• Utilización de energía limpia y reducción de 
emisiones en viviendas de zonas urbanas

• Impacto del cambio climático sobre los climas 
regionales y locales
• Impacto del cambio climático sobre las surgencias 
costeras y las masas de aguas oceánicas
• Impacto de los cambios químicos asociados a las 
emisiones naturales y antropogénicas de gases de 
efecto invernadero en la biogeoquímica
• Impacto sobre la disponibilidad y calidad de los 
sistemas hidrológicos por cuencas bajo diferentes 
escenarios de cambio climático

Modelos 
climáticos y 
escenarios 
futuros del 
clima

Mitigación 
de gases 
de efecto 
invernadero

Vulnerabilidad 
y adaptación 
al cambio 
climático

Cambio 
climático y 
variabilidad 
climática
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COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

• Cambio o variabilidad de la biodiversidad ante los 
efectos del cambio climático bajo diversos eventos y 
escenarios
• Impacto de diversos escenarios climáticos sobre 
la agrobiodiversidad y los sistemas productivos 
(agropecuarios y forestales) 
• Impacto de distintos escenarios climáticos sobre 
la biodiversidad, ecosistemas naturales y áreas 
naturales protegidas
• Transferencia de tecnologías de punta y rescate 
de tecnologías tradicionales para reducir la 
vulnerabilidad de los sistemas productivos agrarios y 
forestales ante el cambio climático
• Vulnerabilidad de las poblaciones humanas 
en distintos ámbitos nacionales, sus sistemas 
productivos e infraestructura ante los escenarios del 
cambio climático
• Desarrollo y transferencia de tecnologías para la 
adaptación y sostenibilidad de las zonas litorales 
marino-costeras, ribereñas y lacustres ante los 
impactos del cambio climático 
• Impacto de diversos escenarios del cambio 
climático sobre los sectores vulnerables priorizados: 
recursos hídricos, agricultura, salud, infraestructura, 
biodiversidad y pesca
• Desarrollo y transferencia de tecnologías para 
la adaptación al cambio climático en los sectores 
vulnerables priorizados: recursos hídricos, agricultura, 
salud, infraestructura, biodiversidad y pesca
• Efecto del cambio climático sobre la composición, 
densidad de población y migración de especies 
nativas, introducidas e invasoras en distintos 
ecosistemas

FUENTE: Minam (2017).
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EJE TEMÁTICO 2

GESTIÓN INTEGRAL DE LA CALIDAD AMBIENTAL

COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

• Desarrollo de tecnologías de monitoreo automático 
de calidad del agua
• Comportamiento de los contaminantes, de origen 
natural o antrópico, en cuerpos de agua superficiales, 
incluyendo glaciares y aguas subterráneas 
• Tecnologías de monitoreo automático de calidad del 
agua 
• Características naturales de los cuerpos de agua 
superficiales, en relación a los estándares de calidad 
ambiental para agua y para zonas de potencial minero
• Relación funcional de la contaminación del agua, 
como relación operativa entre la contaminación natural 
y antrópica

• Tecnologías para la reutilización de agua residual 
doméstica 
• Tecnologías para la reutilización de aguas residuales 
de las actividades agrícolas y pesqueras
• Sistemas de tratamiento de aguas residuales en las 
distintas zonas geológicas
• Disposición de las aguas de producción en lotes 
petroleros
• Tratamiento y disposición final de lodos originados 
en las plantas de tratamiento de aguas residuales 
domésticas e industriales
• Sistemas de potabilización del agua de mar
• Sistemas de disposición final de aguas residuales en 
los cuerpos de agua marinos y continentales, así como 
efectos en los ecosistemas acuáticos
• Técnicas para el tratamiento de efluentes ácidos 
mediante humedales
• Prácticas ciudadanas sobre uso y gestión de la calidad 
del agua
• Desarrollo y transferencia de tecnologías de punta 
para la descontaminación de aguas subterráneas y 
superficiales
• Valoración económica y ambiental de la reutilización 
de las aguas residuales

Calidad 
del agua

Evaluación 
de la calidad 
del agua

Uso y 
tratamiento 
de agua
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COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

• Calidad del aire en ecosistemas
• Calidad del aire en ciudades
• Sensibilidad de la capa de ozono, frente a los 
gases de efecto invernadero
• Determinación cuantitativa de fuentes de 
aerosoles atmosféricos en ciudades priorizadas
• Radiación ultravioleta en distintas zonas del país
• Caracterización química de la calidad del aire en 
ecosistemas priorizados 
• Impacto de los contaminantes de origen natural 
(océanos, volcanes, etc.) en la calidad del aire
• Comportamiento de los contaminantes 
atmosféricos (dispersión, transporte, disposición 
seca y húmeda, etc.)
• Emisiones fugitivas de hidrocarburos en los tanques 
de almacenamiento de las baterías, refinerías, plantas 
de procesamiento y plantas en envasadoras

• Emisiones de gases y material particulado de las 
actividades industriales y vehículos automotores
• Gases de efecto invernadero de instalaciones de 
combustión y poscombustión
• Tecnologías de amortiguamiento de las emisiones 
sonoras y vibraciones generadas por la actividad 
industrial
• Tecnologías para reducir la dispersión de 
material particulado generadas por las actividades 
industriales ligeras
• Tecnologías para el control de olores en el proceso 
productivo de actividades industriales
• Tecnologías para el control de compuestos 
orgánicos volátiles en el aire
• Desarrollo de tecnologías de abatimiento de 
radiaciones no ionizantes

• Calidad de suelos
• Tecnologías de monitoreo de calidad del suelo
Comportamiento de los contaminantes en el suelo

• Tecnologías para la recuperación de suelos 
degradados y contaminados
• Desarrollo y transferencia de tecnologías para la 

Calidad 
del aire

Calidad 
del suelo

Evaluación de la 
calidad del aire

Evaluación de 
la calidad del 
suelo

Uso y 
tratamiento 
del suelo

Control de 
emisiones
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COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

recuperación de suelos degradados y contaminados
• Prácticas ciudadanas sobre uso y gestión de la 
calidad del suelo

• Tecnologías para la disposición final de residuos 
sólidos (residuos orgánicos, residuos de material de 
construcción, etc.)
• Caracterización de la peligrosidad de residuos 
sólidos domésticos, hospitalarios, industriales, etc.
• Movilidad y dispersión de lixiviados de los rellenos 
sanitarios y depósitos de residuos peligrosos, 
incluyendo relaves mineros, en el suelo, subsuelo y 
agua subterránea
• Prácticas y actitudes ciudadanas relacionadas con la 
disposición de residuos sólidos

• Tecnologías de aprovechamiento y recuperación 
de materiales provenientes de los residuos sólidos 
(residuos orgánicos, residuos industriales, material de 
construcción, desmonte, etc.)
• Tecnologías para el reciclaje de residuos sólidos, 
peligrosos y químicos.
• Prácticas y sistemas de reciclaje de residuos sólidos

• Tecnologías de tratamiento de residuos sólidos, 
orgánicos, peligrosos y químicos
• Tecnologías de tratamiento de residuos en zonas 
rurales
• Prácticas y sistemas de reciclaje de residuos sólidos
• Valoración económica de programas de manejo de 
residuos

• Aporte de los agentes contaminadores en el aire, 
agua, y suelo
• Dosis-respuesta entre la contaminación ambiental 
(aire, agua, suelo) y la salud de las personas
• Contaminantes presentes en el agua, suelo y aire y 
efecto en la salud humana y ambiental

Residuos 
sólidos y 
peligrosos

Salud y 
ambiente

Disposición de 
residuos sólidos

Toxicología y 
ecotoxicología

Aprovechamiento 
de residuos 
sólidos

Tratamiento de 
residuos sólidos 
y peligrosos

FUENTE: Minam (2017).
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EJE TEMÁTICO 3

TEMAS TRANSVERSALES Y ESTUDIOS INTEGRALES

COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

• Interacciones socioambientales y contribuciones del 
enfoque de género en el desarrollo sostenible

• Conocimientos tradicionales bajo métodos 
científicos con la participación de miembros de las 
comunidades campesinas y/o nativas

• Diagnóstico histórico, análisis prospectivo y 
de alcance (scoping) en ámbitos asociados a la 
conflictividad por recursos naturales y calidad del 
ambiente
• Conflictividad social frente a fenómenos generados 
por la variabilidad climática y el cambio climático

• Estudios integrales asociados a los problemas 
ambientales proponiendo mejoras en su manejo

• Estudios de los sistemas socioecológicos con énfasis 
en el manejo de la gestión de la resiliencia y sus 
respuestas a la incertidumbre
• Estudios integrales en los estudios de impacto 
ambiental y evaluaciones ambientales estratégicas, 
con la finalidad de identificar variables clave para la 
gestión de los proyectos, programas y planes
• Sistemas socioecológicos con énfasis en el manejo 
de la gestión de la resiliencia y sus respuestas a la 
incertidumbre 
• Estudios de alcance (scoping) asociados al manejo 
de los recursos naturales y la gestión de la calidad 
ambiental
• Estudios integrales sobre la identificación de 
formas de organización social y proceso de toma de 
decisiones en temas ambientales
• Migración a las áreas naturales protegidas y 
ecosistemas priorizados

Diversidad 
y ambiente 

Género y 
ambiente

Interculturalidad 
y ambiente

Conflictividad 
en torno a 
los recursos 
naturales y 
calidad del 
ambiente

Retos para 
la gestión 
ambiental

Estudios 
socioecológicos
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COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

• Sustento de las políticas ambientales
• Políticas públicas en el mejoramiento de la gestión 
ambiental
• Impacto de la expansión urbana sobre indicadores 
ambientales

• Instrumentos económicos y la regulación ambiental 
en el país
• Regulaciones ambientales en el desempeño de las 
empresas (rentabilidad, competitividad, etc.)
• Medición macroeconómica de la interrelación entre 
el ambiente y la economía
• Aprovechamiento sostenible de recursos naturales 
renovables y no renovables 
• Impacto económico del otorgamiento de derechos 
en manejo de recursos naturales y recurso paisaje 
que generan las áreas naturales protegidas

• Impacto antrópico en la Antártida y desarrollo de 
tecnologías y buenas prácticas para la remoción de 
residuos sólidos
• Estado del ecosistema antártico y su diversidad 
biológica
• Umbrales antárticos: resiliencia y adaptación del 
ecosistema
• Cambio climático en la Antártida
• Biología molecular y microbiología antártica
• Ciencias físicas, ciencias de la Tierra 
• Estudios comparativos del comportamiento de 
glaciares cercanos a la base peruana Machu Picchu 
y los glaciares tropicales andinos, incluyendo 
componentes hidrológicos y meteorológicos

• Estudios sobre los sismos, tsunamis y procesos 
asociados
• Estudios sobre los volcanes activos y procesos 
asociados
• Riesgos geológicos de movimientos en masa: 
deslizamientos, aluviones, avalanchas y otros flujos
• Aporte de los ecosistemas de montaña en la 
mitigación de riesgos de deslizamientos y flujos 
mediante el afianzamiento de suelos

Gobernanza 
ambiental

Investigación 
en la 
Antártida

Evaluación 
de peligros 
naturales en 
la gestión 
del riesgo 
de desastres

Normatividad 
y políticas 
ambientales

Investigación en 
la Antártida 

Tierra sólida

Ambiente y 
economía
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COMPONENTE ÁREA TEMÁTICA LÍNEA DE INVESTIGACIÓN

• El fenómeno El Niño: procesos físicos y su 
modelamiento
• Eventos extremos climáticos en los Andes y la 
Amazonía
• Erosión y transporte de sedimentos
• Interacción océano-atmósfera y los peligros físicos 
marino-costeros

• Sistemas de alerta temprana para desbordes de 
lagunas
• Procesos ionosféricos peligrosos para actividades 
humanas
• Caracterización y evaluación de meteoros
• Física de la actividad solar

• Percepción de la población sobre la ocurrencia de 
peligros geofísicos
• Evaluación socioeconómica de posibles desastres 
de origen glaciar
• Uso del territorio en zonas impactadas por peligros 
geológicos y geofísicos
• Medidas de adecuación y adaptación actuales y 
futuras de poblaciones impactadas por peligros 
geológicos y geofísicos

• Investigación y desarrollo de instrumentos (equipos 
y software) para captura y procesamiento de datos 
geológicos, geofísicos, ecosistémicos, bosques y de 
las diferentes áreas temáticas ambientales

Gobernanza 
ambiental

Atmósfera e 
hidrósfera

Geoespacio

Investigación 
socioeconómica 
sobre 
vulnerabilidades 
asociadas 
a peligros 
geofísicos

Tecnología 
e innovación 
ambiental

FUENTE: Minam (2017).
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Balance de Investigación 
en Políticas Públicas 
2011-2016 y Agenda de 
Investigación 2017-2021
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54  1.  ESTADO Y GESTIÓN PÚBLICA

  1 Corrupción y transparencia
   Ludwig Huber (IEP)
  2  Seguridad ciudadana
   Lucia Dammert (Usach) y 
   Jaris Mujica y Nicolás Zevallos (PUCP)
  3  Reforma del sistema político
   y electoral
   Martín Tanaka (IEP)
  4  Descentralización y desarrollo 
   regional
   Gonzalo Neyra
  5  Gestión pública y servicio civil
   Juan José Martínez

 2.  DERECHOS CIUDADANOS

  6  Educación
   Hugo Ñopo y Jostin Kitmang (Grade)
  7  Salud
   Janice Seinfeld y Vicente Benites 
   (Videnza)
  8  Derechos civiles y discriminación
   Jeanine Anderson

 3.  POLÍTICA ECONÓMICA

  9  Macroeconomía
   Diego Winkelried (CIUP)
  10  Inserción en economía
   internacional, crecimiento 
   y diversificación productiva
   Mario Tello (PUCP)
  11  Empleo e informalidad
   Pablo Lavado y Daniela Campos (CIUP)

 4.  POBREZA Y DESARROLLO

  12  Pobreza, desigualdad 
   y políticas sociales
   Javier Herrera (IRD, PUCP)
   y Ángelo Cozzubo (PUCP)
  13  Desarrollo rural
   Silvana Vargas (PUCP)
 

 5.  CIENCIA Y AMBIENTE

  14  Ciencia, tecnología e innovación
   Juana Kuramoto (Grade)
  15  Ambiente y recursos naturales
   José Carlos Orihuela (PUCP)

En las páginas de esta publicación, encontrará una amplia reflexión 
sobre la investigación en el Perú en los últimos cuatro años, así como 
la agenda pendiente y prioritaria al 2021, año del Bicentenario de la 
Independencia del Perú y año donde el Perú busca ser miembro de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).

Las temáticas de la presente publicación giran en torno a cinco ejes: 
Estado y gestión pública; derechos ciudadanos; política económica; 
pobreza y desarrollo; y ciencia y ambiente.

¿Por qué estos ejes? Porque desde la academia, consideramos que 
engloban los grandes desafíos que tiene el Perú para eliminar la pobreza 
y la desigualdad, y avanzar hacia un país con bases institucionales y 
económicas sólidas, que permitan un crecimiento sostenible e inclusivo.
Es importante mencionar el importante apoyo del Global Affairs Canada 
(GAC) y del Centro Internacional de Investigaciones para el Desarrollo 
(IDRC, por sus siglas en inglés) en la elaboración de este documento.

El Consorcio de Investigación Económica y Social (CIES) seguirá 
apostando por la investigación económica, social y ambiental. Además, 
continuará generando y diseminando conocimiento y evidencia, base 
fundamental para desarrollar políticas públicas adecuadas y eficientes, 
aprendiendo del pasado y mirando hacia el futuro. 
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